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LOS BANCOS EN LA CONFEDERACIÓN

EL BANCO NACIONAL DE LA CONFEDERACIÓN

La necesidad de instituciones de crédito era apremiante en

todo el país. Por eso, mientras Buenos Aires reorganizaba y

restablecía el Banco de la Provincia, la Confederación, formada

por las trece provincias restantes, resolvió fundar un Banco

Nacional.

El Congreso constituyente de Santa Fe dictó, en diciembre

de 1863, una extensa ley de carácter financiero y econónico,

denominada « Estatuto para la organización de la Hacienda y

Crédito público ».

Esta ley, discutida prolija y laboriosamente, comprendía un

vasto plan, de cuya realización se esperaban grandes beneficios.

En las sesiones en que se debatió y aprobó se tributaron los

mayores elogios al ministro de Hacienda, doctor Mariano Fia

gueiro, autor e iniciador del proyecto; y se dijo que así como

la Constitución, sancionada el I
o de mayo, organizaba política*

mente el país, el Estatuto lo organizaría económicamente, por
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los intereses materiales, creando las más sólidas garantías de

orden (diputado Zapata) (1).

Efl Estatuto establecía una Administración general de Hacien-

da y Crédito, la cual se formaría del ministro del ramo, como

presidente, de todos los jefes de las oficinas fiscales de la Capi-

tal existentes entonces y (pie se crearan más tarde, y de las per-

sonas que nombrase el Poder ejecutivo. El número de sus miem-

bros en ningún caso excedería de treinta, ni bajaría de quince.

« En las ciudades, pueblos o territorios de la Confederación,

donde existieran Aduana, Casa de Moneda, Imprenta, Correos

u otras oficinas para el servicio de la Hacienda nacional, se

establecerían administraciones subalternas », que se bailarían

bajo la superintendencia directa y económica de la Administra-

ción general de Hacienda y Crédito, de la cual «serían como

sucursales ».

Las funciones atribuidas a la Administración general en lo

administrativo, financiero, económico y, especialmente, banca-

rio, eran numerosas e importantes. Así, le incumbiría, entre

otras, « toda operación de crédito público », y las conocidas

« por operaciones de banco, como sellar o estampar moneda (2),

emitir billetes pagaderos a la vista y al portador, recibir depó-

sitos en moneda o especies metálicas; la realización de emprés-

titos; el registro y clasificación de la deuda nacional interior y

exterior; la enajenación de los fondos públicos que se creare,n,

el pago de su renta, su permuta y su reembolso ; el percibo de

todas las rentas, acciones y haberes de cualquiera denomina-

ción que, por ley o decreto, debieran entrar en el Tesoro ; el

pago de las rentas, sueldos, gastos y de toda cantidad que, por

ley o decreto, debiera entregar el Tesoro; llevar la contabili-

dad en todos los ramos de la Hacienda v del Crédito » etc.

. (1) Sesiones del Congreso general constituyente del 22, 23, 28, 29 y 30 de no-

viembre, y 1". 2. X 5. i», 7. x v 9 de diciembre de 1853.
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Para los fines de este trabajo, bastan las funciones indicadas.

El Gobierno establecería en la Capital « la oficina jefe y cen-

tral, bajo el nombre de Banco Nacional de la Confederación».

Todos los bienes y haberes de ésta quedarían afectados a las

operaciones de la Administración general de Hacienda y Crédito.

La dirección y superintendencia del Banco y Casa de Moneda

estarían a cargo de una comisión, compuesta de un jefe, nom-

brado por el Poder ejecutivo, y de los individuos que la Admi-

nistración general designara de entre sus miembros. La comi-

sión dependería inmediatamente de ésta.

La Tesorería y Contaduría de la casa central del Banco serían

la Tesorería y Contaduría nacional, para los pagos de sueldos y

gastos, cobro y percepción de impuestos o reutas, y el cumpli-

miento de otros actos en nombre y por cuenta del Fisco.

Las operaciones y negocios del Banco, en cuanto al giro, com-

pra y venta de monedas en especies o de pastas metálicas, acu-

ñación, cambios, letras y documentos negociables, préstamos a

plazos, descuentos y tipos de descuento, depósitos, negociacio

nes por cuenta del Gobierno, etc., se ajustarían a reglas que el

Estatuto fijaba minuciosamente.

El Banco gozaría de varias exenciones y privilegios : estaría

eximido del uso de papel sellado en todas sus transacciones, y

lo estarían igualmente las partes que intervinieran en éstas:

sus depósitos se hallarían bajo el amparo de la Nación, y no

podrían ser gravados con ningún impuesto, ni embargarse ni

Confiscarse por causa alguna, «excepto el caso en que aquél (<-l

Banco) tuviera a la vista el mandamiento de juca competente » :

los documentos en su favor tendrían, en los juicios, fuerza eje-

cutiva, y serían preferidos a todo otro documento de igual natu-

raleza y graduación; sus deudores « QO serían encarcelados por

falta de pago, sino en el caso de fraude » (1).

(1) Ki
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Para obtener el capital «leí Banco se recurriría — y se recu-

rrió — al crédito. Se crearía «un fondo de seis millones de

pesos de una onza castellana de plata y de diez dineros de ley

cada uno, o su equivalente en barras de plata u oro con relación

al peso y ley que tuvieran, y al valor relativo en el mercado de

ambos metales». El fondo sería reconocido como deuda déla

Nación, e inscripto en el libro del Crédito Público.

El Poder ejecutivo nacional emitiría los seis millones, « dis-

tribuyendo su valor representativo en series de billetes de 1, 5,

10, 20, 50 y 100 pesos ». De los seis millones se destinarían dos

al giro «leí Banco en la Capital y en las provincias; dos ;i la

construcción de muelles, aduanas, casas de moneda y otras

obras; y los dos restantes a la cuenta del Gobierno, y servirían

para atender los gastos ordinarios de la Administración gene-

ral, como un anticipo de las rentas e impuestos nacionales (pie

el Banco percibiría más tarde, con arreglo a la ley.

La moneda creada por el. Estatuto y que en adelante se crea-

ra, de conformidad con él, sería moneda corriente en la Confe-

deración, a contar desde la apertura del Banco; y su recibo, por

las oficinas públicas, en billetes, en monedas, o en barras de

plata u oro, sería obligatorio en los pagos.

La Administración general comenzaría las operaciones ban-

carias luego de recibirlos seis millones de pesos; y las inició de

hecho inmediatamente.

El 3 de febrero de 1854 el ministro del Interior, en acto espe-

cial, declaró solemnemente, en «virtud déla ley y en nombre de

la autoridad, instalada la Administración general de Hacienda

y Crédito y el Banco Nacional», y recibió juramento a sus

miembros (1).

(1) He aquí <•] acta de instalación : « En la ciudad del Paraná, capital inte-

rina de la Confederación, a 3 de febrero de 1X54. Reunidos, en presencia del

Gobierno nacional delegado, los miembros que componen la Administración ge-

aera] «le Hacienda, y Crédito, con asistencia de los individuos del comercio, se
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II

Empero, el Banco no prosperó.

El papel moneda emitido encontró resistencias en las provin-

cias, habituadas al circulante metálico, donde aparecía como

una cosa nueva, extraña; y no logró circular en la cantidad que

hubiera sido menester para fomentar los negocios de un modo

eficaz. En las transacciones era admitido discrecionalmente

:

unos lo aceptaban y otros no. Para remediar y remover estas

dificultades, que causaban graves daños a la economía general,

el Poder ejecutivo, en acuerdo de ministros, dictó un decreto, el

2± de junio de 1854, por el cual estableció el curso forzoso de

la moneda creada por el Estatuto. Así, dispuso explícitamente

que esa moneda, con exclusión de toda otra, estampada en bille-

tes o en los metales que la Administración dispusiera, sería

obligatoria e indispensable en todos los cambios y transaccio-

nes, cualquiera que fuere su naturaleza, en los mercados de la

procedió a l;i lectura del supremo decreto, lecha 3 de enero, nombrando los

miembros que lian de componer la Administración general de Hacienda y Cré-

dito, señalando el local preparado para el ejercicio de sus funciones y el día de

•mi instalación solemne. En seguida S. E. el señor ministro en el departamento

del Interior declaró en alta voz : « En virtud de la ley y en nombre de la auto-

«ridad nacional, queda instalada la Administración general de Hacienda y Cré-

« dito y el Manco Nacional. » Acto continuo los miembros de ella procedieron a

prestar el juramento en forma, en los términos siguientes ¡ «¡Juráis, por Dios

Nuestro Señor, cumplir flel y lealmentelaa obligaciones que la ley os impone t>

A lo (pie respondieron : « Sí. juro. » Con lo «pie quedó terminado a las 2 horas

del día arriba designado, firmando el presidenta <le la Administración y todos los

miembros de ella ;
<!<• que doy fe. — Mariano Fra¡/uc¡m. .José Minael Galán.

Vicente del Castillo. Bamón 8olá. Ambrosio Calderón. Francisco Artgéo. Grego-

rio Wernúnde» <!< lo Puente. Nicanor Molina. Pedro Jote Eckagüe. José Hacías.

Ángel María Donado. Enrique Vidal. Patricio Tejo. Joaquín Otoño. Pedro lio-

mira. Ettanitlao Soja». Saltador Oarbó. Francisco Sola-. WUaoJHao. Framisro

Sóbala. 8alu»Uano Espoleta. Gregorio Bamneekea. Oatnilo Idoaie. Mariano

Bubiaur. Ante mí: Casiano Calderón, Escribano ptfbHeo de número «mi todos los

ramos. . < Penis! ro nacional. 1859 1850.)
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Confederación. Dispuso también que «los contratos a plazo,

posteriores al decreto, no tendrían ejecución ante los jueces, 8Í

no fueran estipulados en ella ».

Se exceptuaron de este precepto : 1° los contratos que se cele-

braran en el exterior para ser cumplidos en la Confederación y

los que se celebraran en ella para ser cumplidos en el exterior

;

2 o los que se hicieran por especies metálicas no acuñadas ; 3
o los

que se estipularan en las provincias donde no hubiera Admi-

nistración de Hacienda y Crédito.

En previsión de infracciones o inobservancias posibles, el de-

creto estableció que las personas, de cualquiera industria, que

rehusaran recibir en cambio la moneda nacional, serían suspen-

didas en su ejercicio por la autoridad local y no se les permitiría

la oferta al público de sus productos o servicios.

Es casi superfino añadir que el uso exclusivo de dicha mone-

da sería obligatorio no solamente para los particulares o perso-

nas privadas, sino también para las reparticiones, oficinas y de-,

pendencias públicas.

Finalmente se ordenó que el decreto se sometiera a la próxi-

ma legislatura.

El curso forzoso no mejoró la situación. A pesar de él, el pa-

pel moneda no logró acreditarse ni difundirse en la circulación.

Se vio y se comprobó luego que no se necesitaría emitir los seis

millones autorizados
; y que convendría reducir la emisión a

una cantidad menor y efectuarla gradualmente por cuotas men-

suales. En consecuencia, el decreto del 22 de julio, después de

establecer que lo emitido alcanzaba a 1.322.203 pesos, y las

existencias a 5C1.210, sin comprender en las últimas las de

otros bancos y cajas, ordenó que la habilitación de billetes del

Banco Nacional se hiciera por, mensualidades de 90.000 (noven-

ta mil) pesos y que no excediera de dos millones y medio

(2.500.000). Esta suma abarcaría la cantidad destinada para

capital de los bancos, la para construcción de obras, la para
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subsidios de los gobiernos provinciales y la para el servicio del

Tesoro.

El depósito, 110 obstante los estímulos y los favores de la ley,

no afluyó al Banco. Las gentes de las provincias en aquella épo-

ca, comerciantes, agricultores, industriales u otros, no tenían,

en general, nociones cabales de lo que importaban y de los be-

neficios que eran capaces de producir el ahorro y su acumula-

ción en una caja bancaria. Tampoco se daban cuenta exacta del

uso legítimo y provechoso, para la producción y el incremento

de la riqueza, que el Banco podría hacer de los depósitos.

El descuento tampoco prosperó de un modo apreciable. No

estaba en las costumbres de las poblaciones, ni se le compren

día bien. A pesar del bajo interés a que se le ofrecía, se realizó

en proporciones muy limitadas para fomentar los negocios o au-

xiliar el trabajo. Esto no impidió que la especulación se sirvie-

ra de él. Muchas personas aplicaron el papel moneda que obtu-

vieron por el descuento, a adquirir especies metálicas. Confia-

ban en que el acaparamiento del metálico y el aumento del pa-

pel en circulación traería la depreciación de éste, en el cual sa-

tisfarían más tarde sus deudas hacia el Banco. El agio produjo

su efecto y causó un trastorno más al establecimiento, cuya

existencia había sido siempre precaria desde su principio.

Por otra parte, el Banco no era una institución autónoma,

asentada en bases firmes. Era un rodaje administrativo, expues-

to a todos los vaivenes y a las vicisitudes de un estado político

en formación. Era, en rigor, una riorción del ministerio de Ha-

cienda, una especie de oficina, destinada a proveer di' reclusos

al gobierno en los momentos de apuro. Nació y vivió de la eini-

sión, sin fondo de garantía. Fué una institución artificial.

A los pocos meses de establecido no podía continuar su mar-

cha. El Poder ejecutivo lo entendió así. « Las leyes de hacienda

y crédito habían producido, a su juicio, una verdadera pertur

nación social.» Su deber era « hacerla cesar instantáneamente.
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aun con el sacrificio <lc las más halagüeñas esperanzas». En

esta virtud, por decreto del 26 «le septiembre «le 1854 ordeno

el cese completo e inmediato «le la impresión, habilitación y

emisión «le papel moneda. La emisión efectuada hasta entonces

ascendía a 1.678.213 pesos fuertes con 1 y '/* reales, los cuales

se distribuían de la manera siguiente : en el Tesoro principal

51(5.701 pesos y 4 y '/» reales
; en los bancos, para su giro,

473.770 pesos; en billetes quematlos, 11.631 pesos y 7 reales;

y en balances y saldo circulante contra el gobierno, 67(5.11!»

pesos y 5 reales. De esta última cantidad, que «úreularía como

moneda en toda la Confederación, respondería el Fisco.

El decreto mandó también liquidar el Banco y sus sucursa-

les y «lisolver las A«lministraciones de Hacienda, excepto la

«le la Capital, que bajo el nombre «le Junta del Crédito Publi-

co, correría con la renovación «leí papel moneda.

Aparte de lo expuesto, el papel moneda no excluiría la inter-

vención en los contratos de la moneda metálica de buena ley;

empero, el «leudor, en los casos de convenciones a oro o plata,

cumpliría su obligación entregando el equivalente en papel, al

cambio del día del pago, aun cuando se hubiera estipula«lo lo

contrario.

Los impuestos pi'iblicos se abonarían en mone«la metálica, de

buena ley, con exclusión especial de la moneda feble boliviana,

o en papel, en su equivalente, según el cambio.

Por último, autorizó al ministro de Haciemla para negociar

la fundación de un Banco de descuentos, con capitales del país

o del extranjero, el cual gozaría «leí privilegio exclusivo de emi-

tir billetes pagaderos en metálico a la vista y al portador, bajo

la condición de que convirtiera a la par, en esa clase de billetes,

el papel moneda circulante, recibiendo en pago fondos públicos

al 60 por ciento de su valor nominal. Si la negociación no fuera

posible, el Poder ejecutivo debería solicitar del Congreso la crea-

ción de los fondos necesarios para amortizar el papel moneda.
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He ahí la suerte del Banco Nacional de la Confederación. He

dicho lo bastante para aseverar que no podría haber sido otra.

Era un establecimiento que carecía de medios de subsistencia.

Por eso desapareció a los pocos meses de fundado.

Muy luego, el Congreso del Paraná, por ley del 8 de noviem-

bre, declaró desmonetizados « los billetes del Crédito Público

emitidos a la circulación», con arreglo al Estatuto. Al mismo

tiempo ordenó que fueran « recibidos, en las Aduanas naciona-

les, como documentos de crédito, por su valor escrito, en pago

de una tercera parte de derechos, hasta su total amortiza-

ción » (1).

Al año siguiente, el 15 de noviembre de 1855, el Poder eje-

cutivo, autorizado por la ley de presupuesto para usar del cré-

dito, y con el propósito « de recoger el papel moneda circulante

del extinguido Banco Nacional », resolvió emitir la cantidad

de 250.000 pesos en documentos de 200, 100 y 10 pesos, abona-

bles en las aduanas de descuento de una tercera parte de dere-

chos ; ordenó que el papel moneda se cambiara a la par por esos

documentos; determinó las administraciones de rentas que

efectuarían el cambio; declaró que desde el 15 de enero de 1850

los billetes del Banco carecerían de valor y no serían recibidos

en las aduanas ni en oficina alguna
; y mandó que, verificado

el canje, los billetes fueran destruidos por el fuego, y se publi-

cara el resultado de la operación (2).

,1, Begittro nacional, página Hit;. 1852-1856.

12) Begütro nacional, 1852-1856.
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II

OTRAS TENTATIVAS : EL BANCO MAUA

La existencia de un banco era siempre una necesidad para

la Confederación. Lo era para el desarrollo de los intereses ma-

teriales, para mover los negocios, para la vida económica de las

provincias, para la marcha financiera del Estado.

Por eso el ministro de Hacienda no tardó en usar de la fa-

cultad que le confería el decreto del 26 de septiembre de 1854,

« para negociar la fundación de un nuevo banco». El decreto del

3 de abril de 1855, dictado en acuerdo de ministros, otorgó al

señor José de Buschenthal « autorización para establecer en su

nombre, en el de otros o en el de una sociedad anónima, un

banco de descuentos, depósitos y emisión, en la ciudad del

Rosario, o en cualquier punto del territorio de la Confedera-

ción Argentina ».

El señor Buschenthal ocupó durante varios años una posi-

ción culminante, única, en los negocios de la Confederación.

Fué, no diré el gran hacendista, pero sí el gran financiero del

Paraná. Por sus cualidades y sus defectos, por su origen y sus

antecedentes poco conocidos o un tanto misteriosos, por su po-

der de adaptación, por su actividad, por sus métodos, por sus

vinculaciones políticas y mundanas, fué un personaje excep-

cional y ejerció una influencia considerable en aquel momento

histórico.

Hombre de mundo, fastuoso, insinuante, zalamero, audaz,

discreto, reservado y sin escrúpulos en los negocios, de moral
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acomodaticia o de ninguna moral, todo lo hacía converger, en

forma directa o indirecta, a sus empresas financieras, cuyo con-

junto y cuyos detalles velaba cuidadosamente. Su acción fué

vasta y múltiple : negoció empréstitos ; celebró contratos de su-

ministros de armas, pertrechos, municiones, vestuarios, alimen-

tos : proveyó de fondos al Gobierno para afrontar sus apremios

y sostener las fuerzas militares ; e intervino, en suma, en los

más variados y complejos asuntos económicos y financieros.

Por el decreto de concesión, el Banco debería tener un capi-

tal de cuatro millones de pesos ; empero podría iniciar sus ope-

raciones con la mitad de esa suma.

Además de las funciones bancarias, tendría la de acuñar mo-

neda de oro y plata, de conformidad con las leyes de la materia,

para lo cual podría establecer una Casa de Moneda, o servirse

de la perteneciente a la dación.

Estaría obligado a recibir la moneda corriente en la Confede-

ración « por su valor intrínseco ». Los billetes que emitiera

serían recibidos en todas las oficinas del Gobierno ; tendrían

curso legal y poder cancelatorio, como el metálico entre los par-

ticulares, a menos que otra cosa se estipulara de antemano, y

deberían ser convertibles a la vista, en oro o plata. El protesto

por falta de pago, de un solo billete, o de una letra o vale ven-

cido, anularía ipso facto la concesión e impondría la liquidación

del establecimiento. El monto de los billetes emitidos no exce-

dería del triple del encaje en moneda metálica.

Aparte de lo expuesto, gozaría de las siguientes ventajas y

privilegios :

Los depósitos judiciales se efectuarían en él o en sus sucur-

sales, y devengarían la mitad del interés que cobrara

;

Sus fondos do estarían sujetos a seeuestro alguno, ni podrían

ser gravados con contribuciones ordinarias o extraordinarias

;

Sus deudores serían considerados como deudores del Fisco y

B€ bailarían sometidos a las mismas leyes;
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Podría establecer sucursales en las provincias, crear cajas

de ahorro y organizar separadamente un banco hipotecario.

Es superfino indicar otros puntos, como el relativo a la publi-

cidad de los estados mensuales. La concesión caducaría si al

auo de aprobado el decreto por el Poder legislativo, no se hu-

biera principiado a organizar el Banco. Fné sancionada por la

ley del 6 de julio del mismo año 1855 (1). Pero no se llevo a

efecto: fracasó, porque, no obstante las preeminencias y los pri-

vilegios otorgados, el concesionario carecía de recursos para

fundar directamente el establecimiento, y el ambiente no era

propicio, ni había en él los medios para constituir una compa-

ñía anónima.

II

Una nueva tentativa, igualmente infructuosa, fué la de los

señores Trouvé, Chauvel y Dubois, banqueros de París, repre-

sentados aquí por el señor Francisco C. Beláustegui. Antes de-

vencer el término acordado al seuor Buschenthal y en previsión

del fracaso de su iniciativa, el Congreso, por ley del 28 de sep-

tiembre de 1855, autorizó al Poder ejecutivo para acceder a la

solicitud de aquéllos, relativa al establecimiento de un banco,

y otorgarles una concesión análoga a la de éste.

El contrato que en consecuencia se celebrara, sería sometido

al examen y a la aprobación del Congreso.

De conformidad con la ley aludida, el 19 de octubre el minis-

tro de Hacienda y el representante de los banqueros estipula-

ron y firmaron el contrato de concesión. El banco sería de

descuentos, de depósitos y de emisión. La facultad de emitir bi-

lletes al portador le correspondería exclusivamente. Su capital

sería de dos millones de pesos fuertes y debería establecerse en

(1) Registro nacional, 1852-1856.
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el término de un año. X<> añadiré mas, pues la concesión era

substancialmente idéntica a la de Buschenthal. El Congreso

la aprobó por ley del 21 de junio de 1850 (1).

El fracaso de esta nueva tentativa estaba previsto o poco

menos. En efecto, en octubre del siguiente año se promulgó

otra ley sobre el asunto. Por ella se facultó al Poder ejecutivo

para negociar con otros la fundación del Banco, « en caso de que

caducase el privilegio concedido a los señores Trouvé, Chauvel

y Dubois ». Las ventajas y preeminencias que se otorgaran al

establecimiento no excederían a las comprendidas en las con-

cesiones a dichos señores y a Buschenthal. El capital, por lo me-

nos, sería de dos millones de pesos en metálico, pero el Banco

podría empezar sus operaciones con medio millón. El Ejecutivo

sometería al Congreso la negociación que realizara (2).

III

Esta ley tuvo en vista, sin duda, la negociación con el banquero

brasileño Barón de Maná, y se propuso, acaso, despejarle la vía.

A fines de noviembre, al mes y veinte días de promulgada la

ley, el ministro de Hacienda y dicho banquero firmaron las ba-

ses por las (pie se autorizaba a éste a establecer, en la ciudad del

Rosario, el anhelado Banco de descuentos, depósitos y emisión.

Be fijo como fondo provisional del establecimiento la suma de

800.000 patacones, dividida en acciones de diez onzas de oro

cada una. El concesionario podría emitir las acciones dónde y

cómo mas le conviniera : pero estaría obligado a admitir subs-

criptores en <•] territorio nacional por valor de 200.000 pesos

Inertes, al menos, siempre (pie est¡ ( subscripción (la interna) se

(1) Begittro nacional, 1852-1856.

(9) Ley del 7 de octubre de lx.">7. (BegüHro nacional, L967-1882.)

anal. KA( . DI un:. i \.\
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llenara dentro del plazo de tres meses desde la fecha del pri-

mer llamamiento.

El capital debería ser aumentado hasta la suma de dos mi-

llones cuatrocientos mil pesos fuertes, o hasta una suma mayor,

de acuerdo con el Poder ejecutivo, si el desarrollo de los nego-

cios del banco y las necesidades del país lo exigieran.

El establecimiento podría acuñar moneda, y debería, en el

término más breve posible, tener acuñado en monedas de oro

de uno, dos y medio, y cinco pesos, el importe íntegro de su capi-

tal. Bebería también crear sucursales en las provincias, donde

los intereses del comercio y la industria las reclamaran.

El Banco giraría bajo la razón social de «Mauá y compañía».

La responsabilidad del barón de Mauá, por las operaciones de

aquél, sería ilimitada ; mientras que la de los accionistas se cir-

cunscribiría al valor de sus acciones. Esto daría al estableci-

miento el carácter de una sociedad en comandita; empero,

podría ser convertida o cambiada en una compañía anónima,

después de realizado todo el capital.

Por lo demás, la concesión era esencialmente idéntica a la de

Buschenthal, o a la de Trouvé, Chauvel y Dubois, en su caso.

El Banco debería quedar definitivamente constituido el 1° de

julio de 1858, pero iniciaría sus operaciones antes, el 2 de enero,

so pena de que las concesiones quedaran sin efecto. Para ello

usaría provisionalmente, si fuera menester, de los billetes emi-

tidos por el Banco Mauá de Montevideo (1).

El mismo día — 28 de noviembre — el Ejecutivo aprobó

las bases convenidas, y ordenó que se redujeran a escritura pú-

blica. La escritura se otorgó el I o de diciembre.

Y para que nada obstara a la instalación inmediata del esta-

blecimiento, el 23 de diciembre se decretó que los billetes paga-

(1) Convenio firmado por el ministro de Hacienda y el barón de Mauá el 28

de noviembre de 1857. (Registro nacional, 1857-1862.)
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cleros a la vista, que el Banco Mauá y compañía emitiera, serían

admitidos por su valor escrito en todas las oficinas fiscales de-

pendientes del Gobierno general
; y que las autoridades civiles

y judiciales harían efectivos, según los casos, los privilegios y

exenciones acordados a dicho Banco por el contrato de concesión.

El Banco inició luego sus funciones. A fin de controlar sus

operaciones, de inspeccionar los registros de emisión y de velar

por el cumplimiento del contrato, el Poder ejecutivo, de acuerdo

con lo convenido, creó el cargo de Comisario inspector de aquél,

y nombró para desempeñarlo al señor Mariano Fragueiro (1).

La concesión y el decreto del 23 de diciembre, mencionados

hace un momento, fueron aprobados por ley del 20 de agosto de

1858 (2).

La política no fué extraña a este asunto. Se ha sostenido que

la fundación del Banco Mauá y el empréstito de 300.000 pata-

cones oro, hecho simultáneamente, en noviembre de 1857, por

el Gobierno brasileño al de la Confederación, fueron frutos de la

política, medios de que el Imperio se sirvió para mantener y acre-

centar su infiuencia en el Río de la Plata, para asegurar las diver-

sas gestiones y el deslinde de fronteras, que entonces tramitaba.

El momento político era arduo y complejo, en el orden interno

y en el internacional. La Confederación se hallaba en un estado

precario. Sus apuros financieros y económicos eran permanen-

tes. Sus disensiones con Buenos Aires no se despejaban; al con-

trario, lejos de resolverse, parecían complicarse. Las cuestiones

del Brasil con el Paraguay y el Río de la Plata se debatían con

empeño. La política del Imperio en estas comarcas era activí-

sima, y se encaminaba a afianzar su predominio internacional.

En estas circunstancias, el Brasil envió al Paraná a uno de

sus estadistas de mayor valía, al señor consejero .luán María da

(1) Decretos del 5 de enero <!<• 1858.

2] Heqintro nacional, tomo citado.
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Silva Paranlios, para tratar los asuntos políticos u otros y arre

glar la cuestión de límites. El momento era bien elegido por el

Imperio. La armonía de relaciones, que no había cesado desde hi

campaña contra Rosas, y las circunstancias expuestas, facilita

rían el desempeño de la misión. El representante brasileño em-

pezó por servir, diré así, al Gobierno en sus apremios financie-

ros, mediante el empréstito de 300.000 pesos fuertes (1). Al pro-

pio tiempo coadyuvó al otorgamiento de la concesión a Maná.

La simultaneidad y la coincidencia de los actos de auxilio

financiero con las negociaciones sobre límites y otros asuntos

de alta importancia en aquellos instantes y en aquella sitúa

ción, no pueden ser silenciadas. Ellas sugieren la más severa

crítica de los procedimientos de la diplomacia imperial y de la

conducta observada por el gobierno del Paraná en la emergen-

cia. Nada, ni la más inquietante exigencia del Tesoro, podía

justificar la aceptación de ayuda pecuniaria en los instantes en

que se trataban las cuestiones de fronteras y otras igualmente

graves y trascendentales.

(1) He aquí el convenio sobre el empréstito : « A los veinte días del mes de

noviembre de 1857, en esta ciudad del Paraná, en la Secretaría del Estado de

Relaciones Esteriores, reunidos los Excmos. señores Dr. D. Bernabé López,

Ministro Secretario de Estado de Relaciones Esteriores de la Confederación, y

el Consejero D. Juan María da Silva Párannos, Enviado Estraordinario y Mi-

nistro Plenipotenciario de S. M. el Emperador del Brasil, en misión especial, con

el fin de cumplir las órdenes de sus respectivos gobiernos, respecto del em pres-

tito que el Gobierno Imperial lia resuelto hacer a su antiguo aliado y amigo, el

de la Confederación Argentina, en virtud de lo que para esto fué significado,

convinieron en reducir a protocolo los términos y condiciones con que es hedió

diebo empréstito, a saber: — Art. 1». El Gobierno de S. M. el Emperador del

Brasil facilitará por empréstito al de la Confederación Argentina, para auxiliarla

en las circunstancias actuales de su Administración de Hacienda, la suma de

trescientos mil patacones. — Art. 2o. Este empréstito será realizado en seis

mensualidades, a contar desde el lo de Diciembre próximo, siendo la primera

de cien mil patacones, y las otras de cuarenta mil patacones cada una. — Art.

3o. Las mensualidades de que trata el artículo anterior, serán entregadas. aJ

principio de cada mes, al Ministro Secretario de Estado en el Departamento de

Hacienda de la Confederación Argentina, o a la persona que él autorice, en
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El hecho de que la concesión otorgada al barón de Mauá fue-

ra, en su esencia, idéntica a las de Buschenthal y Trouvé, Chau-

vel y Dubois, atenúa, a su respecto, pero no desvirtúa ni aniquila

la observación. Esos actos son censurables por la oportunidad,

la manera y el momento en que los gobernantes de la Confede-

ración los realizaron.

El Banco desplegó gran actividad; realizó muchos negocios;

emitió papel ; se excedió en las emisiones
; y se manejó princi-

palmente con papel. Empero, no reunió el capital que le estaba

prescrito por su contrato, ni hizo acuñar en monedas de oro

ese capital, ni cumplió otras de sus obligaciones más impor-

tantes.

Antes de transcurridos tres años desde su fundación, se halla-

ba en la imposibilidad de cumplir sus compromisos y de llenar

los fines para que había sido creado. El Poder ejecutivo lo com-

probó así, y las explicaciones que al respecto le dio el barón de

Mauá no fueron satisfactorias. En la situación porque atrave-

saba, en los últimos meses de 1860, su marcha perjudicaba

seriamente « los intereses generales del país » y, en particular,

lina.- sacadas sobre el tesoro Nacional del Brasil, a ooho «lías vista para el re-

presentante de S. AI. el Emperador, en la ciudad del Paraná. — Art. 4». Lo»

documentos de la entrega de las mensualidades servirán de título de deuda del

Gobierno Argentino para con el Brasil, a tin de ser regularizada y pagada en

tiempo competente, con sus respectivos intereses. — Art. ~>°. El presente em-

préstito tendrá el interés de seis por ciento al año, a contar desde el 1" de

Enero de 1 8<>0 , si antes no fuere satisfeeho ; y en estos términos será adicionado

al que tuvo lugar eu virtud del convenio de 21 de Noviembre de 1851, gozando

de la- mismas garantías inherentes a éste. — Art. fio. El pago de las cantidades

<|uc por dicho acto, y por el dicho convenio de 21 de Noviembre de 1851, debe

la Confederación Argentina al Imperio del Brasil, será objeto «le acuerdo ulte-

rior entre ios dos gobiernos. — Art. 7". Los ministros que firman el presente

acuerdo lo someterán ¡i la aprobación de sus respectivos gobiernos^ y éstos se

liarán al respecto las comunicaciones necesarias, a lili de ipie dicho acuerdo se

haga un acto perfecto y consumado, para todos sus electos. Leído .1 presente

protocolo, y hallado exacto, ambos ministros lo firmaron en dos auto-ralos, que

sellaron con sus respectivos sellos. - Bernabé Lápm. /»«>, María ia Btha

Paranhoi. »
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«los del comercio». Por eso, el Poder ejecutivo, con la confor-

midad del concesionario, resolvió, el 1C de octubre de 1800,

declarar rescindido el contrato, sin compensación alguna, y

extinguidas las obligaciones mutuas impuestas por él, « así

como las concesiones y privilegios acordados al barón de

Maná », salvo en cuanto a los créditos existentes en favor

del Banco, para el cobro de los cuales subsistió el privilegio

fiscal (1).

De esta suerte terminó la serie de tentativas o ensayos, efec-

tuados en la Confederación, para fundar un Banco nacional. Sin

embargo, el pensamiento no fué abandonado. Inmediatamente

de resuelta la rescisión del contrato con el barón de Maná, se

dispuso que « mientras no se estableciera en la Capital un Ban-

co de depósitos, se tendría en la Tesorería una caja especial, en

la cual se consignarían todas las sumas destinadas al pago dé

obligaciones perentorias, próximas a vencerse, o ya vencidas y

no cobradas, así como cualesquiera otras cantidades que fuesen

destinadas a objetos especiales » (2).

La Nación va a unificarse luego. Las iniciativas para fundar

bancos continuarán en ella, ya definitivamente constituida bajo

un gobierno general. La primera será el proyecto sobre bancos

libres del ministro de Hacienda doctor Vélez Sarsfield, que sus-

citará en el Parlamento y en la prensa un vivo e interesante

debate.

Aunque no pasara de proyecto, por su importancia en el mo-

vimiento de las ideas relativas a la materia y por su significado

como antecedente, merece y requiere un examen especial.

Norberto Pinero.

(1) Registro nacional, 1857-1862.

(2) Decreto del 27 de noviembre de 18(¡0. (Rer/istro nacional, tomo citado.)
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MODIFICACIÓN DE LOS TBATADOS
DE LAMAS, DE LA PEÑA, CARNEIRO LEÁO Y FLORENTINO CASTELLANOS

(1852)

Urgencia de restablecer las relaciones exteriores. Continúa ejerciéndo-

las el gobierno de Buenos Aires. Luis José de la Peña ; su carácter y

mentalidad. El general Guido, enviado al Brasil ; sus antecedentes. —
II. Las instrucciones. Concuerdan con la tradición internacional de

la República. Son expresión del panamericanismo actual. — III. In-

terpelación del ministro del imperio sobre el nombramiento del ge-

neral Guido. Observaciones exactas que la fundan. El ministro de la

Peña niega personería al interpelante. Consecuencias en la política in-

terna. El general Urquiza es encargado de las relaciones exteriores. —
IV. Necesidad de actuar en el Estado Oriental. Lucha política después

de la capitulación del Cerrito. Juan Francisco Giró, presidente de la

república. Sus antecedentes y debilidad de'carácter. Los vencedores re-

sultaron vencidos. Situación social y económica del Uruguay.

—

V. Alar-

ma del ministro imperial. Acusaciones y amenazas al partido blanco.

Reclama la intervención y auxilio del general Urquiza para sostener los

tratados de Lamas. Yaga respuesta del general. Insistencia del minis-

tro imperial. Contestación categórica de Urquiza. Nueva insistencia del

ministro. Urquiza corta toda discusión al respecto. — VI. El ministro de

la Peña enviado en misión especial al Uruguay y Brasil. Negativa del

gobierno de Montevideo a reconocer la validez de los tratados de La-

mas. Actitud del Imperio. Carta del ministro Soares de Sonsa al gene-

ral Urquiza. Notable contestación del último. — VIL Gravedad del

conflicto brasileno»urngnayo. La Anica solución pacífica. La opinión de

Montevideo, una «arta de Oribe. Kl ministro Castellanos. La gestión

imperial y la negativa oriental. CatUt hvllt. - VIII. Aeeión y principios
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<l«-l ministro argentino. La proposición del ministro Castellanos. Car-

neiro Leño y Eduardo Acevedo. Notable carta del general Urquiza. Los

hechos consumados. La proposición de El Constitucional. Aceptación de

las bases generales del ministro mediador. Nuevas divergencias. El me-

diador varía las bases. Acuerdo común. — IX. Firma de estipulaciones

convenidas: Modificación sobre límites. En pleno y entero vigor. La

garantía. Nuevas discusiones. Contraste de conducta entre Carneiro

Leiio y de la Peña. — X. El ministro de la Peña se dispone a continuar

.viaje a la Corte. Aclaraciones. Regresa a Buenos Aires. La política in-

ternacional argentina, después de Caseros.

Apenas establecido el gobierno provisional de Buenos Aires,

mientras se decidía la forma de iniciar la organización nacio-

nal, el general Urquiza se ocupó de restablecer las relaciones

exteriores, especialmente con las naciones vecinas. Si alguna

de ellas no estuvieron en guerra con el gobierno de la dictadu-

ra, estaban al menos preparadas para entrar en campaña. En

previsión de conmociones internas e incidencias internaciona-

les, urgía despejar la situación con los países limítrofes y

consolidar la buena amistad.

El gobernador López, a indicación del libertador, designó

ministro de Relaciones exteriores al doctor Luis José de la Pe-

ña, antiguo sacerdote de ilustración destacada entre sus con-

temporáneos. Sus estudios, sus viajes, su experiencia de la vi-

da, dotaron a su carácter de serenidad y prudencia, de bondad

y tolerancia, mantenidas siempre en la altura, sin descender a

la debilidad o indiferencia. Las pasiones nunca le exaltaron

;

sirvió a sus convicciones con lealtad y entereza, sin impacien-

cia, sin impulsos indeliberados, ajustando su conducta a las cir-

cunstancias, sin choques ni desvíos. La elasticidad de su espí-

ritu le permitía distenderse o encogerse según las exigencias

del caso, y salir de las dificultades suavente, sin desgarramien-
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tos ni acritudes en el trayecto. Tenía el tacto, la sobriedad y

las precauciones de un diplomático experimentado.

Había aceptado el ministerio para servir a la unidad nacio-

nal, y gozaba de la entera confianza de Urquiza, en cuya inspi-

ración y energía él también confiaba.

En aquellos días era indispensable normalizar inmediatamen-

te las relaciones con el imperio, el poderoso aliado de la víspe-

ra, cuyas intenciones sobre el Río de la Plata necesitaban co-

nocerse, después que impuso aisladamente un tratado de absor-

ción del Estado Oriental.

El 15 de marzo, el gobierno provisional nombró enviado ex-

traordinario y ministro plenipotenciario ante S. M. el empera-

dor del Brasil, al general Guido, ministro del dictador hasta el

día del rompimiento con el imperio (1).

Era el diplomático de las guerras de la independencia, y el

más eminente de la república. Compañero y amigo de San Mar-

tín, colaborador en la campaña inmortal de los Andes, gozaba

del respeto que infundían estos gloriosos antecedentes. Insi-

nuante y sutil, vivaz y elocuente, escritor claro y preciso, me-

ditador, acertado, equilibrio de facultades. El desinterés, la

bondad de su carácter, no debilitaban la firmeza y energía.

La magnitud de los servicios prestados al país los mostraba

en el pecho cubierto de condecoraciones. Desempeñó más de

setenta comisiones y empleos civiles y militares, fué siete

veces ministro de Estado, veinte plenipotenciario, se sentó en

el Senado y en los altos consejos de gobierno ; coronel en

Ghile, general en Perú y Argentina, gobernador de Lima y Ca-

llao, donde estipuló y firmó la rendición de sus castillos. En la

Corte de San Cristóbal, a pesar délas dificultades y recelos

«pie despertara como ministro del dictador, adquirió autoridad

e influencia por la corrección de su conducta, por la capaci-

(1) Ki nombramiento está firmado por Vioente Lópeij Luis José de la Pefia.
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dad y elevación con que ventilaba las más delicadas cuestiones.

Ningún otro hombre en aquellos días conocía mejor a I<>> es-

tadistas del imperio y disponía de mayores recursos de acción

personal.

Sirvió a San Martín y luego a Bolívar; federal con Rosas,

continuó federal con Urquiza, decidido ideal, pero siempre

ilustre bohemio de la política y de la vida.

El decreto de su nombramiento declaraba que el objeto de

su misión era « estrechar las relaciones de amistad y perfecta

inteligencia, desgraciadamente interrumpidas por algún tiem-

po, en virtud de la competente autorización de loa gobiernos con-

federados» (1).

II

El ministro de la Peña redactó las instrucciones.

El plenipotenciario, desde su arribo, manifestaría explícita-

mente el objeto de su misión, restablecería la confianza mutua,

y apenas recibiera alguna insinuación se prestaría a celebrar el

tratado definitivo de paz, estipulado por la convención prelimi-

nar de 1828. En caso de notar al respecto « dilación sistema-

da», de parte del Imperio, promovería la celebración del nuevo

pacto « como punto esencial a la conservación de las buenas

relaciones de vecindad».

Las estipulaciones sobre comercio y navegación se admiti-

rían sobre bases de verdadera y justa reciprocidad.

En la libre navegación del Paraná para la bandera brasileña.

se cuidaría especialmente de salvar los derechos de soberanía

de la república como dueña de su embocadura. Las mismas con-

diciones podrían fijarse respecto del Uruguay, pero de acuerdo

(1) Confróntese : Decreto del gobierno provisional de Buenos Aires, mano
15 de 1852, AIS. inédito en el archivo del ministerio de Relaciones exteriores.

Carátula : Proyectada misión (luido al lirasil.
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con el Estado Oriental, con quien compartía la navegación

común.

Si el gobierno constitucional de la República Oriental hubie-

ra aceptado el tratado de límites firmado por el ministro Lamas

y el Imperio, no podía abrirse controversia sobre este punto,

pero si lo rechazara, el plenipotenciario reclamaría la interven-

ción argentina en el tratado definitivo a celebrarse. Era nn de-

recho que el Brasil jamás debió desconocer o postergar, « no

sólo por haberse mancomunado ambos estados para la creación

de la República del Uruguay como potencia intermedia, sino

también por la solidaridad de las mismas naciones contratantes

en la defensa de su independencia, y porque la paz del Brasil

con la república uruguaya no puede ser sólida si no afianza la

seguridad de los estadas colindantes ».

El general Guido, a su paso por Montevideo, debía aproxi-

marse al presidente uruguayo para conocer sus propósitos, y

expresarle sinceramente, que el gobierno argentino hallábase

resuelto a prestarle toda la cooperación oficiosa que le fuera po-

sible ante la corte de Río, « para todo cuánto afecte la política

y seguridad del Estado Oriental ».

En cuanto a límites, correspondía sostener los fijados por el

tratado de San Ildefonso. Si el tratado de Lamas fuera aproba-

do, se limitaría a determinar en general la línea divisoria entre

el imperio y la provincia de Corrientes, estipulando la designa-

ción de una comisión mixta para demarcarlos de común acuerdo.

La independencia del Paraguay aún no hallábase reconocida.

No consentiría, por lo tanto, la validez del reconocimiento veri-

ficado por el Brasil, ni de los actos derivados como consecuencia.

La isla de Martín (Jarcia constituía una propiedad de la na-

ción Argentina, que mantenía sobre ella su perfecto dominio y

soberanía, y no admitiría ninguna condición que restrinja sus

derechos.

ESI ministro de la Peña concluía con notables declaraciones.
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concordantes con la tradición internacional argentina, y ellas

encierran categóricamente los principios del panamericanismo

wilsoniano recientemente proclamado (1).

« En resumen — decía de la Peña, — hará conocer que la

política del gobierno es de paz con sus vecinos, de protec-

ción al cambio mutuo de los productos respectivos de la indus-

tria, de la agricultura y del comercio; de garantías perfectas ;i

los subditos de todas las naciones que residan en su territorio
;

de respeto a las formas y a las instituciones fundamentales «li-

las naciones todas del globo, y especialmente de sus colindan-

tes, en tanto que respeten con igual rectitud las formas e insti-

tuciones fundamentales de la república; y de pronta y fácil

adhesión a todo lo que, de conformidad con los principios de la

justicia y con la ley común de las naciones, contribuyese a fun-

dar y conservar el derecho público americano, y a salvar el

continente de cualquier combinación exterior peligrosa para su

reposo, o contraria al voto de la mayoría de la República (2). »

Las primeras instrucciones que se dictaron después de Case-

ros, para iniciar o restablecer relaciones internacionales, estu-

vieron inspiradas en los principios más avanzados del derecho

de gentes, sostenidos con previsión y prudencia políticas.

El dictador había caído con la llave de clausura de los ríos
;

el gobierno de la liberación ofreció la libre navegación espontá-

neamente, en tratados solemnes, salvando intactos los derechos

de dominio y soberanía en los ríos, en las costas y en las islas.

Respetó los derechos del Estado Oriental y Paraguay, y requi-

rió su intervención en las cuestiones de jurisdicción común, es-

tableciendo por los hechos el acuerdo y cooperación de la bue-

na vecindad.

(1) Confróntese : Discurso del presidente Wilson.

(2) Instrucciones que deberá observar el señor general Guido en su misión

cerca de S. M. el emperador del Brasil. Buenos Aires, marzo de 1852. MS. iné-

dito, lugar citado.
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No perturbó a los vecinos por cuestiones resueltas, inoportu-

nas como iniciativa e inútiles como resultado. Pero si el recha-

zo de los pactos de Lamas le abría la puerta, entonces exigía

decididamente la participación del caso. No quería la violencia,

no quería la discusión, antes que la República se sintiera

consolidada por la paz orgánica. No ocultaba su simpatía a

Montevideo ; le prometía su apoyo oficioso ante la misma corte.

En materia de límites sostenía del tratado de San Ildefonso,

invocado al día siguiente de la independencia, el título legal y

el derecho histórico, sin adelantar ocupaciones e inventar teo-

rías.

No inauguraba la política de habilidad sino la política de

justicia, de verdad, de fraternidad y ayuda mutua, de soberanía

y gobierno propios, libertad y autonomía, de verdadero paname-

ricanismo, en el sentido actual y wilsoniano del vocablo, medio

siglo antes que la palabra sintética fuera inventada.

El desarrollo de los sucesos mostraría luego que la eclosión

de los hechos cuesta más que la concepción de los principios.

III

El plenipotenciario del imperio, Carneiro Leáo, permanecía

aún en Montevideo, mezclándose en los asuntos internos de la

república uruguaya, procurando asegurar sus propósitos por

rodos sus medios de influencia y extorsión.

. El ministro de la Peña recibió del eminente estadista una co-

municación inesperada : pedía explicación sobre el nombramien-

to del genera] Guido enviado en misión ante el emperador.

El preámbulo del decreto de su nombramiento declaraba

(¡ae se procedía «en virtud de la competente autorización de

los gobiernos confederados ».

101 ministro imperial ignoraba que los gobiernos y cuerpos le-
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gislativos de las provincias hubieran investido al gobierno pro-

visional de Buenos Aires déla facultad de dirigir las relaciones

exteriores de la República, y acreditar en su nombre agentes

diplomáticos de cualquier categoría. Citaba como prueba de lo

contrario, la anulación de los poderes de Miguel Otero, como

ministro plenipotenciario en Chile, enviado por el dictador
; la

designación de Diógenes José de Urquiza como encargado de

negocios únicamente de Buenos Aires, Entre Ríos y Corrientes

cerca del gobierno oriental ; una nota del mismo Urquiza a la

legación brasileña, afirmando que no existía aún el gobierno ge-

neral de las relaciones exteriores. Durante el tiempo que el ple-

nipotenciario permaneció en Buenos Aires había invitado al

gobierno argentino a prestar su adhesión a los principios admi-

tidos por los pactos de Lamas ; a celebrar el tratado perpetuo

de paz prescrito por la convención de 1828, a convenir los

ajustes que exigía el acuerdo de 21 de noviembre (1851); pero

entonces sólo tuvo la seguridad de que no había ningún encar-

gado de la confederación habilitado para negociar con las na-

ciones extranjeras.

El ministro Carneiro Leao necesitaba esclarecer esta situa-

ción para explicarla a su gobierno. De otra manera, el general

Guido sentiría embarazos para llenar su misión, y el Imperio

no podría aceptar negociaciones en nombre de la soberanía ar-

gentina (1).

La observación disgustó al gobierno provisional, y no ocultó

la impresión en su rerpuesta.

El ministro de la Peña contestó que deseaba conocer el títu-

lo del ministro del imperio para exigir declaraciones sobre actos

soberanos y privativos del gobierno provisional
;
para dudar de

una afirmación oficial, infiriendo una ofensa con la simple duda.

(1) Confróntese: Nota del ministro Carneiro Leáo al ministro «le la lVña.

Montevideo, marzo 20 de 1852, MS. inédito, lugar citado.
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El interpelante carecía de facultades, y esto obligaba a decli-

nar toda explicación. Confiaba en que el emperador no abri-

garía una duda semejante, y en el caso improbable de abrigarla

el general Guido sabría removerla (1).

Carneiro Leáo tenía razón. Fué una ligereza del gobierno

provisional invocar una autorización que no existía, pero la in-

terpelación fué una impertinencia. El Imperio podía rehusarse

a negociar con el plenipotenciario argentino, pero el nombra-

miento no estaba sujeto a la revisión de su agente diplomático.

La misión del general Guido quedó suspendida. íío podía

partir llevando en su balija diplomática una mentira descubier-

ta. La buena diplomacia siempre La sido la verdad aparente.

Este incidente imprevisto advirtió la posición falsa asignada

al ejercicio de las relaciones exteriores. Se pensó que el gobier-

no «le Buenos Aires continuara dirigiéndolas, hasta la organi-

zación provisional del gobierno de la nación. El libertador su-

girió al efecto un ministro de su entera confianza y de hondo

saber.

Revelada y evidente la inconsistencia de la situación, se te-

mió que algunas provincias resistieran encargar a Buenos Ai-

res la dirección de las relaciones exteriores. Nació entonces la

idea y se produjo la reunión de Palermo (5 de abril), que confi-

rió aquella facultad a la persona del general Urquiza, autoriza-

ción inmediatamente confirmada por todas las provincias (2).

La razón y urgencia de estas medidas de gobierno, permane-

cieron secretas en aquel tiempo, ocasionaron ataques al general

Urquiza, y loque resultaba simplemente de una presión de cir-

cunstancias, se consideró como un acto impaciente de absorción

personal.

i Confróntete: Nota del ministro de la Pefla ;>i ministro Carneiro Lefto, Bue-

001 Airea, mano -I de 1852, lugar citado.

.' Véate : Pe Caserón ni 11 (Ir septiembre, capitulo VI. número 1. edición 8*
l

donde -<• hace i ^ • exposición crítica del beeho.
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IV

Las relaciones exteriores reclamaban nna acción tan inme-

diata como la reconstrucción interior; eran como dos ruedas

que giraban sobre el mismo eje. Era necesario liquidar cues

tiones derivadas de la alianza, y no podían resolverse por agen

tes con poderes parciales de Entre Ríos y Corrientes, sino por

representantes de la soberanía nacional.

El Estado Oriental empezaba a conmoverse ya despertar las

alarmas del Imperio, que exigía el cumplimiento de los tratados

de Lamas.

El generoso vencedor del Cerrito se retiró de Montevideo,

quedando el pueblo convocado para elegir en noviembre los re-

presentantes llamados a designar el presidente constitucional

de la república (1).

El partido blanco contaba con todas las ventajas para concu-

rrir al coinicio. Dominante en la campaña hasta la víspera, abier-

tas las urnas al día siguiente de la capitulación, el partido colorado

carecía de tiempo para preparar elementos y disputar el triunfo.

Los tratados de Lamas provocaron una ardiente oposición, y

la propaganda contraria acentuábase cada día con mayor vio-

lencia. Se acusaba de traición al negociador, de haber vendido

el país, cercenando su territorio y entregándolo a la interven-

ción y protectorado permanentes del Imperio.

Ahí estaban los culpables : los hombres de la defensa.

El general Garzón, jefe de estado mayor del ejército aliado,

militar y ciudadano, antiguo federal que no transigió con Oribe

ni estuvo tampoco bajo los muros de Montevideo, murió des-

pués de la caída del Cerrito (2).

(1) Véase : De Caseros al 11 de septiembre, capítulo IV. número 11.

(2) Murió el 1« de diciembre <le 1851.
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Había reunido todas las voluntades para ser el candidato de

concordia de «vencedores y vencidos», y su desaparición tra-

zaba un peligroso interrogante. La opinión pareció al principio

inclinarse al ministro Herrera y Obes, sinceramente consagrado

a servir la política de fusión, presidiendo con espíritu ecuánime

el período eleccionario.

Dentro de este ambiente y circunstancias se verificaron los

comicios, triunfando los blancos por considerable mayoría.

Instaladas las cámaras legislativas el 15 de febrero, primer

día de sesiones ordinarias, el austero e invulnerable presidente

Suárez entregaba el gobierno al presidente del Senado, Bernar-

do P. Berro, ciudadano de la mayor autoridad y prestigio entre

los hombres del Cerrito, una alta inteligencia oprimida por pa-

siones incoercibles.

Suárez se retiró de la presidencia heroica del sitio, coronada

por la más generosa de las victorias, dejando con la conducta

labrada su estatua. Berro inició el período de la reconstrucción

pacífica. Partidista cerrado, carecía de serenidad para dirigirla

en el gobierno u orientarla en el llano.

El I
o de marzo, de acuerdo con la prescripción constitucio-

nal, la legislatura designó al presidente titular. Los blancos,

dueños de la mayoría, encerrándose en sus tradiciones exclu-

yen! es. aplicaron el candado a su partido. La elección recayó en

Juan Francisco Giró, de las filas del Cerrito, honorable persona,

educada en Estados Unidos, antiguo redactor de El Pampero.

órgano de los « caballeros orientales», contrarios a la domina-

ción lusitana. Adhirió a la épica cruzada de Lavalleja yin»'

diputado a la asamblea constituyente. Figuración tan saliente

en una época de violencia y sacrificio, suponen resistencia tí-

sica y entereza moral, pero Giró DO había tenido situaciones de

responsabilidad individual y propia, y no reveló el carácter pu-

silánime, irresoluto y frágil (pie lo convirtió, en el gobierno, en

iiini péndola de sucesos anárquicos.

ANAL. KA< . UI- DCB. I KX :<



34 ANALE8 DE I>A FACULTAD DE DESECHO

Los inquebrantables «1«* la guerra en la defensa, los que con-

cedieron la amnistía y proclamaron la noble fórmula «ni ven-

cedores ni vencidos», fueron los vencidos en la hora de su

triunfo.

Al hecho le faltaba lógica para ser definitivo.

A las dificultades políticas, creadas por la falsa fórmula de

fusión, que producía en Montevideo lo mismo que repetía en

Buenos Aires, se agregaba la penosa situación social y econó-

mica del país.

La población de Montevideo hallábase reducida a 'J4.000 al-

mas de 42.000 a que ascendió en 1840. La ciudad quedó esta-

cionaria durante el sitio. Casas sin concluir, casas acribilladas

por las balas y casas abandonadas: calles sin empedrado, con-

vertidas por la lluvia en barriales intransitables; antiguas huer-

tas y jardines reemplazados por campos estériles, donde gru-

pos alineados de las viejas pitas dentadas apenas señalaban los

límites de la heredad. Ningún comercio, ninguna industria, nin-

gún movimiento vital, sólo el estrago angustioso de larga gue-

rra; alguna que otra mezquina tienda, algunos pocos artesa-

nos sin trabajo remunerador.

Cuenta Marmier que entró en alguna de esas tristes habita-

ciones « donde una pobre mujer de cara pálida y demacrada,

estaba asando algunos granos de maíz para sus hijos medio des-

nudos, junto a ella acurrucados en el suelo, como si no tuvie-

ran fuerza para levantarse.

« En el ángulo más obscuro del aposento, cuyos vidrios ha-

bían sido substituidos por harapos, yacía en la paja un hombre

de huraña mirada. Los niños tendieron la mano con aire supli-

cante, su madre volvió la cabeza para no verlos pedir limosna y

sin valor para impedirlo.

« El enfermo, al interrogarle sobre su situación, me dijo :

¡ Ay ! señor, he sido fuerte y hábil en mi oficio, pero este sitio,

este terrible sitio, me hizo perder la cabeza. En estos tan cala-
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mitosos años, los ricos se han vuelto pobres y los pobres se lian

vuelto locos.

»

En el campo, la desolación lo cubría como una noche. En

todas partes sólo se veía el paso destructor de los ejércitos; ca-

sas en ruinas, tierras valdías, ganado disperso, familias erran-

tes, la miseria apurando a la amargura.

El tesoro del Estado exhausto, las rentas enajenadas, la adua-

na vacía, una deuda pública de más de cien millones y más

«leuda contraída por los tratados de Lamas (1).

En la paz todo podía restañarse y renacer con energía, por

la riqueza del país y la concordia de sus hijos; pero la política

de absorción y exclusión de los partidos, empezaba a conmo-

ver la paz recientemente firmada y encender otra vez los odios

de los hombres, que velaban el sol y alejaban la lluvia de los

«•ampos.

Estos días de redención y esperanzas, de nuevos choques y

pasiones ardorosas, transcurrían bajo la observación del mi-

nistro del Imperio, centinela armado de la integridad de los tra-

tados de Lamas y que en todas partee sentía la amenaza por

destruirlos.

En febrero, trece días después de Caseros, Carneiro Leáo di-

rigió una larga comunicación al general Urquiza. Reclamaba la

íiiás si-lia atención de los gobiernos aliados sobre el Estado

Oriental, cuya situación amenazaba la paz recientemente con-

quistada y los derechos e intereses de los países vecinos.

Acusaba al partido blanco, engreído por la generosidad del

vencedor y la errónea protección que le prestara «'1 ministro

Berrera y Obes, de haber procurado apresurar la posesión del

i Confróntase ¡ Eduardo Acerado.
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gobierno, para auxiliar a Rosas antes de su caída, lo qne sin du-

da era falso como becho y absurdo como concepción,

Denunciaba sus hostilidades a las tropas brasileñas mientras

permanecieron en la Colonia: la propaganda en contra délos

pactos de Lamas ; la intención de anular todas las convencio-

nes de la alianza, Analizaba brevemente los tratados, para afir-

mar sobre cada uno su necesidad y su justicia.

En pocos dias más (I
o de marzo), el partido blanco ocuparía

la presidencia de la República y sería dueño de todos los resor-

tes del poder, encontrándose en condiciones de negar la legiti-

midad de la ratificación y desconocer la validez de los ajustes

de Lamas. En este caso, el emperador hallábase resuelto a em-

plear medidas coercitivas, y si no fueran suficientes a llevar la

guerra al Estado Oriental.

Evitaría sin duda el empleo de la violencia, la declaración de

los gobiernos de Entre Ríos y Corrientes, de hallarse en la fir-

me resolución de auxiliar al Imperio en la sustentación de los

derechos (pie derivan del pacto de alianza (2!> de marzo).

El emperador entendía que el artículo 21 dio expresamente

a los aliados el derecho de celebrar, con el gobierno existente

en Montevideo y reconocido por todas las naciones, «los ajus-

tes y convenciones exigidas por la necesidad e interés de man

tener con el Estado oriental sus buenas relaciones». Esos

ajustes, en lo que concierne al imperio, eran los tratados de

Lamas.

No tenía en cuenta el gobierno brasileño que el artículo 21

invocado no autorizaba a verificar ajustes con el gobierno

existente, gobierno dictatorial, sino con el presidente electo luego

que su gobierno se halle constituido (1).

Los aliados no podían separarse, « sin prestarse mutuo acuer-

do y auxilio », para cumplir el pacto de alianza en todas sus con-

(1) ContVúntesf : Artículo 21 del tratado <U- alianza de 29 <k- mayo de 1851.
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secuencias, y. según la teoría brasileña, los pactos de Lamas eran

una consecuencia.

El ministro Carneiro Lefio pedía con urgencia que se le hiciera

conocer sobre estos puntos el pensamiento e intenciones del ge-

neral Urquiza (1).

El plenipotenciario imperial, hábil y audaz, pretendía exten-

der las obligaciones «le la alianza para libertar al Uruguay y

Argentina, a la garantía solidaria de tratados extorsivos fir-

mados sin la concurrencia argentina. La obligación común exis-

tiría si la Confederación hubiera sido partéenlas convenciones

de Lamas, pero la extorsión se verificó aislada y reservadamen-

te, por obra y cuenta exclusiva del Imperio. Los tratados no

habían sido hasta ese momento ni siquiera comunicados al go-

bierno de Entre Ríos.

La diplomacia imperial sabía aplicar oportunamente la ex-

torsión, y también pretender la elasticidad adecuada.

El general Urquiza no fué categórico en la respuesta; la es-

cusa envolviéndose en las nubes de la vaguedad.

La alianza tuvo dos objetos : destruir la tiranía y consolidar

un orden estable, de garantía para los aliados, de paz y pro-

greso para todos. Ello imponía la fuerza; el otro sólo permitía

la influencia moral.

Si por desgracia se interrumpieran las relaciones de amistad

entre el Brasil y el Uruguay, y si esto aconteciera por emer-

gencia de la convención de marzo (2!>). que pudiera afectar su

objeto, «los gobiernos de Entre Ríos y Corrientes, se conside-

rarían cu riguroso deber de obrar conforme a los pactos que con-

tiene la alianza » (2).

(1) Confróntese: Memorándum dirigido al gobernad*

provincia <l<- Entre Ríos, por ei ministro Carneiro Le8

16 de 1852. Ms. inédito, Ingar citado.

onfrontese ¡ Mota del general Urqnisa ¡M mínisi

ni., de Siin Benito, febrero 21 de l*.".'-'. ms. inédito, la
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Nimia palabra sobre los tratados de Lamas, panto dominan-

te de la interpelación, y objeto único del memorandíim del Im-

perio. La elasticidad se libraba a la interpretación de la res-

puesta.

El ministro del Imperio insistió después de abundantes refle-

xiones. Parecía ofrecerse una mediación que no solicitaba, cuan-

do sólo requería una declaración, en caso de que el gobierno

blanco desconociera la validez de los tratados. La requería nue-

vamente, franca y explícita, como una emanación del pacto de

alianza (1).

El general Urquiza contestó esta vez clara y francamente.

Abordó todos los puntos en discusión: la situación del gobierno

argentino respecto de los tratados, la conducta del Imperio, la

razón y justicia de sus pretensiones, la disposición del gobierno

oriental, expresó derechos, estableció principios, fijó actitudes,

todo con elevación y acierto, con seguridad y firmeza, recto y

altivo. Escribió una página que honra a la política internacio-

nal de la república, y establece al otro día de Caseros un nota-,

ble precedente. /

Eñ su anterior respuesta habíase colocado en el único caso

que podía presentarse : si alguna emergencia afectara el pacto

de alianza, estaba resuelto a cumplir con el deber de sostener

los principios de la alianza.

Restablecida la república uruguaya a su estado normal, co-

rrespondía al pueblo elegir libremente el presidente de su cons-

titución.

Despojado del poder el general Oribe, los aliados no podían

mezclarse en el movimiento de los partidos internos, limitándo-

se a respetar las resoluciones del pueblo oriental dentro de sus

leyes constitucionales.

(1) Confróntese : Nota del ministro Carneiro Leño :il

tevideo, febrero 26 de 1852. MS. inédito, lugar citado.
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Si desgraciadamente la guerra civil volviera a encenderse cu

el Uruguay, renovando las cansas que determinaron la inter-

vención armada, los aliados sólo debían apoyo a la autoridad

legal para mantener y hacer respetar la decisión popular legal -

mente expresada.

El gobierno oriental pensaba como el gobierno argentino.

En la contestación recibida al comunicarle el memorándum del

imperio, declaraba que jamás por su parte faltaría a los de-

beres impuestos por el pacto de alianza, y mucho menos pro-

ducir, por su parte, actos que provocaran la guerra con el

Brasil.

Si los tratados de Lamas imponían a los aliados obligaciones

comunes, era esencial y elemental que fueran comunicados, pa-

ra conocer el objeto y el modo de cumplir sus estipulaciones.

Era lógico suponer que no eran de esta naturaleza, cuando nin-

guna de las partes contratantes habían hecho la menor Comu-

nicación al gobierno argentino. A nadie podía obligarse sin su

consentimiento.

El mismo plenipotenciario imperial, al recabar una declara

ción explícita sobre la simple hipótesis de desconocimiento de

los tratados de Lamas, no hizo la cornunieación indispensable,

íuucho más extraño cuanto que si eran una emanación de la

alianza y constituían el pacto definitivo de paz, la República

Argentina tenía derecho a ser parte en ellos.

Por eso, el general y jefe de los ejércitos aliados manifestó

lógicamente que para mantener y consolidar las relaciones de

amistad y armonía entre el Brasil y Uruguay, en la hipótesis

propuesta, hallábase dispuesto a emplear toda su influencia

moral. Xo er;i esto ofrecer una mediación, sino llenar un deber

general en la única forma pertinente.

Concluía el general l'rquiza afirmando que todos los te-

mores, dudas y discusiones desaparecían en presencia de las

seguridades explícitas y terminantes que :ic;ibai>;i de expíe
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sar el nuevo gobierno oriental, representado por el presidente

Giró(l).

Bl general ürquiza no aceptaba, con sólida lógica, la obliga-

ción de sostener la extorsión de Lamas, en la cnal no tuvo hi

menor participación.

Bl ministro del Imperio continuó la discusión, insistente, mi -

nucioso, repetido, persiguiendo lo que buscaba. Recordó los al-

tos móviles del imperio: la justicia, el derecho, la generosidad,

ios sacrificios, todas las virtudes. Al tornillo de presión lo en-

volvía de seda reluciente.

Excusó la reserva de los tratados, porque entonces todavía

estaba en marcha la campaña de la liberación y dominaba el

dictador. La falta de comunicación se corregía haciendo la 00-

municación. La expresión verbal también era una forma de co-

municación, y el encargado de negocios argentino en Montevi-

deo, Diógenes J. Urquiza, todo lo había oído de labios del mis-

mo ministro. Bien podía haber transmitido la versión. En el

chisme familiar se buscaba una comunicación formal, y en la

hipótesis del desconocimiento de los ajustes, un peligro apre-

miante, para exigir la complicidad y apoyo del aliado, vendados

los ojos, sobre un pacto de inmensa trascendencia, de cuya

participación fué excluido sin derecho y ni siquiera cortesía.

El imperio no admitía la intervención federal en la negocia-

ción, como contraria al dereclio escrito, y restrictiva de la in-

dependencia del Brasil.

La validez de los tratados no dependía del concurso y apro-

bación de los demás aliados.

Reconocía el derecho argentino a intervenir en el tratado de-

finitivo de paz, previsto por la convención de 1828, pero los tra-

tados de Lamas en nada se referían al primero. El ministro no

(1) Confróntese : Nota del general Urquiza ¡«1 minia

1 riño de San Benito, marzo t> de 1852. MS. inédito, lus



POLÍTICA EXTERIOR ARGENTINA 41

reparaba que legislaban, sin embargo, sobre Codos los puntos

que aquél debiera legislar.

No insistiría en la declaración solicitada en su memorándum,

pero concluía esperando aún « de las luces del gobierno argen-

tino, de su fidelidad ;i la alianza, y de su amistad al Imperio,

que reconsiderando más despacio el asunto, admitiría la inteli-

gencia (pie el gobierno imperial daba al artículo 21 del pacto

de alianza » (29 de marzo) (1).

Esto era solicitar, en distinta forma, lo mismo que antes ha-

bía solicitado.

Para llegar a esta conclusión había razonado largamente, di-

luyendo cuestiones ajenas a la verdadera cuestión, como si pre-

tendiera adormecer, confundir o fatigar al contrario con la ex-

tensión del razonamiento, invocando a cada instante la justicia,

la generosidad, el amor a la paz, la buena fe, amistad y fuerza

del Imperio.

La observación fundamental del gobierno argentino era muy

simple ; consistía en no poder reconocer ni apoyar tratados de

los (males no tenía conocimiento. Admitir la buena inteligencia

del gobierno imperial a la cláusula 21 del pacto de alianza, era

justificar con todas sus consecuencias los tratados de Lamas.

El general Urquiza se apresuró a responder en tono definiti-

vo. Los principios en (pie fundó sus contestaciones, consisten-

tes y lógicas, permanecían inconmovibles, y no tenía entonces

por qué variar sus convicciones ni modificar su juicio, por cuya

cansa ponía «término a toda discusión ulterior sobre este ne-

gocio ». Hallábase, además, en vísperas de partir un ministro

plenipotenciario ante la corte, y a él correspondería dilucidar

todas las emergencias de la alianza (2).

(1) Confrontes*: Nota del ministro Carneiro Leftc

tevideo, marzo 19 de 1852. Ms. inédito, lugar citad*

9 Confróntese: Nota del general (Jráaixa nlmini
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VI

Al día siguiente de asumir la investidura de encargado de

las relaciones exteriores de la confederación, el general ürqui-

7Á designó a su propio ministro del ramo, el doctor Luis José

de la Peña, con retención de su empleo, ministro plenipotencia*

rio y enviado extraordinario ante el gobierno oriental y S. M.

el emperador del Brasil (1). Habían transcurrido únicamente

catorce días desde la última comunicación del general Urquiza

al ministro del Imperio.

La elevada posición política, el alto mérito del plenipoten-

ciario, revelaban la importancia de la misión.

El general Guido no fué persona grata a la Corte, y quedó

en disponibilidad adscripto al ministerio de Relaciones exterio-

res, donde estimábanse muy valiosos sus consejos (2).

En Montevideo empeoraba por momentos la situación, com-

plicándose la divergencia con el Brasil, con la lucha apasiona-

(1) Confróntese : Decreto de abril 7 de 1852, Palermo «le San Benito, firma-

do por el general Crquiza y Ángel Elias. Durante la ausencia de Peña, lo reem-

plazó en el ministerio Vicente F. López.

(2) El 30 de septiembre, el ministro del gobierno de Hílenos Aires ordenó la

suspensión de pago del sueldo del general Guido, que percibía desde el 15 de

marzo, fecha de su nombramiento, invocando al efecto una ley de la legislatu-

ra de 29 del mismo mes. Al recibir la notificación del caso, el general Guido

contestó... « pero la reminiscencia que me dirige el señor ministro, de la fecha

en que data mi sueldo, cuando no ha llegado a mi noticia otra igual a ninguno

de los ministros comprendidos en la misma ley. despierta en mí el pesar de

que una voluntad superior, y no la mía, me haya impedido marchar a la misión

para la que me apresté sin demora, y de ver así frustradas mis esperanzas de

retribuir, otra vez más. al tesoro de mi patria, el gasto infundido en mi sub-

sistencia para su servicio en el exterior, como me ha cabido la fortuna de con-

seguirlo sobreabundanteiiiente. en cada una de las legaciones que ha fiado a mi

celo, por su prosperidad y su gloria ».

Confróntese : Nota del general Guido al ministro Alsina. Buenos Aires, octu-

bre (i de 1852. MSS. inéditos, archivo citado.
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da c intransigente de los partidos internos. El presidente Giró,

resueltamente apoyado por su partido, habíase negado a cum-

plir y reconocer la validez de los tratados de Lamas, mientras

no contaran con la aprobación del cuerpo legislativo.

El Imperio sostenía que los tratados hallábanse aprobados y

ratificados por el gobierno de la defensa, que estaban en ejecu-

ción y tenían carácter definitivo.

La discusión se mantenía muy dura y alarmante; la opinión

se agitaba ardorosamente, y el conde de Caxias, con un cuerpo

de ejército pronto para invadir, permanecía en la frontera.

El emperador había escrito una carta al general Urquiza,

muy efusiva, felicitándole por sus triunfos, complaciendo viva-

mente al vencedor. Cuando en la Corte se supo la misión de la

Peña, el Jornal do Comercio la saludó con expresivo encomio,

haciendo justicia a las eminentes cualidades del plenipotencia

rio. El célebre presidente del consejo, quien decidió y firmó

la alianza del Brasil, Paulino José Soares de Sousa, se apre-

suró a escribir al general Urquiza. La carta no tiene desperdicio

por el juicio personal que encierra, el plan de política imperial,

l;i enérgica franqueza, la confianza y seguridad en la propia

acción, el garbo despectivo para tratar al Uruguay.

« Hace mucho tiempo, excelentísimo seííor, decía, que de le-

jos y sin tener la lumia de conocer personalmente a V. B. tengo

fe en V. E. Hace mucho tiempo (pie pensaba que esas regiones

no se regenerarían, y que V. É. era el instrumento predestinado

I»»' la Providencia, para traer, con la destrucción del poder de

Rosas, los inapreciables beneficios de la paz, del orden y de la

verdadera libertad. Siempre pensé, y siempre lo dije, porque

para tan grande obra era indispensable el prestigio de la victo-

ria, ana voluntad firme, ana cabeza tuerte y un brazo vigoroso.

4 V. B. acaba de hacer a la República Oriental y al Brasil,

un nuevo e importantísimo servicio, por el cual no puedo dejar

de expresarle mis más sinceros agradecimientos.
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«Por una nota <lel señor Castellanos (1) al señor Carneiro

Lefio, fueron completamente desconocidos por el gobierno orien-

tal los tratados de 12 <le octubre (Lamas). Caducado el tratado

de límites, renacía el derecho que teníamos en la frontera nan-

eada por la convención de 1811), y por ello se expidió orden ;il

conde de Caxias para que pasase inmediatamente a ocuparla,

para lo cual ya se había puesto en marcha. Al mismo tiempo Sé

expidió orden al señor consejero Carneiro Lefio para exigir del

gobierno oriental el pronto pago de las sumas de (pie es deudor

al Brasil, y sus intereses, así como la indemnización de los per*

juicios causados por el general Oribe a los subditos brasileños,

ocupándose una parte del territorio oriental adyacente a aque-

lla frontera de 1819, para garantía de esos pagos, en caso de

<pie no se efectuasen. Tales medidas que iban a ser puestas en

ejecución traerían infaliblemente un rompimiento.

« V. E. sin tener conocimiento de nada de eso, y no era posi-

ble que lo tuviese, porque las órdenes fueron expedidas hace

muy poco tiempo, guiado por el deseo de paz y de ver consoli.

dada una obra en la que tuvo tan gran parte la regeneración

de la República Oriental, interpuso sus consejos y poderosa in-

fluencia, según me informa el señor Carneiro Leao, para que el

gobierno oriental entrase en la vía de la justicia. Evitó así al

gobierno oriental una lucha cuyo resultado no podía serle favo-

rable y evitó al Imperio el empleo de medios de que iba a hacer

uso, llevado solamente por una irresistible necesidad, que era el

primero en deplorar.

«Reciba, por tanto, V. E., ñus sinceros agradecimientos. >'o

ha de ser el último beneficio que V. E. ha de hacer a la causa

de la paz y bienestar de la América del sur.

« Me ha proporcionado mucho placer el nombramiento del se-

(1) Florentino Castellanos, ministro de Relaciones exteriores del gobierno

uruguayo.
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ñor Peña. Espero que nos entenderemos. Tenemos que estipu-

lar con respecto al Estado Oriental, para que la Confederación

argentina tenga con respecto a él, en virtud del tratado defini-

tivo, la misma influencia y garantías para su tranquilidad que

tiene el Brasil por los tratados de 12 de octubre. No fué posi-

ble estipular a ese respecto, cuando fueron celebrados esos tra-

tados, porque el general Juan Manuel Rosas, aún estaba a la

cabe/a de la Confederación argentina, y ciertamente no podía-

mos entendernos con él.

« Hoy, felizmente, la Confederación argentina y el Brasil son

dos naciones amigas, lian de entenderse y todo se arreglará.

No queremos para nosotros más influencia y más garantías, en

relación al Estado Oriental, de las (pie debe tener la Confedera-

ción argentina. Lo que deseamos es que ese Estado prospere y

sea feliz, y no perturbe a su vecino el Brasil. Es ciertamente lo

que V. E. lia de desear por su parte. La tarea de reorganizar la

Confederación es inmensa, y V. E. lia de estimar, libre de per-

turbaciones de vecinos, poderse entregar exclusivamente a esa

obra patriótica y gloriosa (l). »

El famoso estadista tocaba todos los resortes. Admiraba al

hombre, elogiaba y agradecía sus servicios, exaltaba su gloria,

deseaba para ambos países los mismos beneficios, amenazaba

con la guerra e invasión al aliado oriental, excusaba en las con-

venciones la ausencia argentina, y prometía (pie en todo habían

de entenderse y arreglarse. La habilidad no era tanta que ocul-

tara los móviles de la obsecuencia, ni cierta ingenuidad en la

violencia como en la lisonja.

Al general 1'rquiza no sedujeron las caricias del león impe-

rial; sintió la garra bajo la piel suave, y por eso mismo con-

testo con precaución y tranquila entereza, salvando su decoro

ii Confróntese : Carta del presidente Soares de Sonsa si general Urquisn,

abril 13 de 1852, Ms. inédito, lugar citado. Legajo Uitián chía Pefia ,¡ i„ Be-

tmblica Oriental del Urttanau, 1852.
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v responsabilidad, el respeto y derechos de su p;iís, con pru-

dente equilibrio, dentro de los medios posibles.

Había libertado a la república de los tiranos para organizaría

dentro de las instituciones más avanzadas; contaba con la co-

operación del pueblo y de los hombres de mayores luces y pres-

tigios, y esperaba tener la satisfacción de anunciar pronto la

instalación permanente de las autoridades nacionales.

Muy sensible, agregaba, había sido la disidencia entre el

imperio y el gobierno oriental, porque contrariaba todos sus

anhelos de paz, armonía y protección recíprocas; muy sensible

también, porque si las pasiones se exaltaban, encontrarían en

los tratados de Lamas, la base apropiada para fundar la intran-

sigencia y la justificación; y muy sensibles especialmente, por-

que « hallándome por los sucesos a la cabeza de los intereses

argentinos, tenía que exigir lo que a ellos era debido, lo que ha-

bía sido desconocido por un fatal olvido de las circunstancias,

que, indispensablemente, debían aparecer concluida la lucha

en cuyo intermedio se habían hecho esos tratados, con dema:

siada premura e imprevisión ».

El arreglo de 1819 había sido anulado por la convención pre-

liminar de paz de 1828. La pretensión de la inmediata ejecu-

ción de los tratados del 51, atacaba lo pactado el 28 con la Re-

pública Argentina. El defecto de forma esencial que oponía el

Uruguay, debía considerarse equitativamente, teniendo en cuen-

ta que mucha parte de las estipulaciones de Lamas estaban

cumplidas, y no podía prescindirse ciegamente de ellas. « Por

eso— exclamaba el general Urquiza — interpuse mi valimien-

to y mi voz, para que a la vez que ambos podereres discordes

comprendiesen la parte movediza del terreno en que se afirma-

ban, recapacitaran que el interés de la paz y la justicia les

obligaba a concurrir en sus pretensiones a un mismo fin, es de-

cir, a convenir que todo arreglo de límites sin nuestra concu-

rrencia, llevaba un defecto insanable que era preciso evitar ».
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El presidente del consejo había dicho « que el Brasil nada

más pretende en su política con la República Oriental del Uru-

guay, sino que ella prospere y no perturbe a sus vecinos». En

este sentido, el gobierno argentino lo apoyaba decidida y ente-

ramente; así lo haría la misión Peña, colocándose « en el pie de

justicia y amistad que corresponde a los dos países».

El encargado de Relaciones exteriores concluía expresando

este grande anhelo : « Terminar todo este asunto sin menoscabo

de nuestros derechos recíprocos, sin la violación de la leal amis-

tad que nos debemos, sin explotación de la posición más o me-

nos trabada en que podamos hallarnos, debe ser el fin de todos

nuestros anhelos, porque esto importaría la consolidación in-

conmovible de nuestra alianza » (1).

Al través de sentimientos y expresiones tan fraternales, pal-

pita la desconfianza que inspiraba el Imperio.

VII

En estas circunstancias y con estos antecedentes, de la Peña

partió a Montevideo, para servir la leal y generosa política pro-

elamada por el vencedor de Caseros.

Las dificultades revestían la mayor gravedad y exigían sumo

tacto y delicadeza en la gestión. El Imperio no perdería las ven-

tajas adquiridas por sus tratados de extorsión; estaba pronto y

resuelto a golpear al gobierno oriental, y llevar la guerra y

ocupación a su territorio, hasta obtener el fiel cumplimiento de

los pactos firmados, «pie le aseguraban predominio en el Río de

la Plata. 101 Uruguay no resistiría sin el apoyo argentino. El

¡nili ConiVi.iii.-. : Sota del general Urqnisa ni presidente del Consefo del i

¡..iio Soarefl <i«- Sonsa, Buenos Aires, abril 28 de in'.ií. Ms. Inédito, lugar citado.

Esta notable sota fas* redactada por Vicente i\ Lopes, ministro ¡

de Relaciones exteriores.
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gobierne de Urquiza no podía prestarlo sin comprometer la

obra de la organización nacional, ni sostener las pretensiones

del Brasil sin herirse a sí misino, ni consentir en la guerra sin

exponer la propia soberanía.

La situación imponía nn temperamento : arreglar el conflicto

sjn violencia, transigir sin afectar elhonor, en lo que fuera im-

posible evitar, y salvar los derechos* argentinos, cuidando de no

enredarse en los hilos de los famosos pactos.

La prensa brasileña recomendaba energía y rapidez al go-

bierno para concluir las cuestiones pendientes.

En Montevideo, los tratados sólo tenían enemigos. Entre los

mismos hombres de la defensa, los más comprometidos o tole-

rantes guardaban silencio. Únicamente Lamas, que no se atre-

vía a regresar a Montevideo, escribía desde la Corte privada-

mente sosteniendo el protectorado del Brasil, deprimente e in-

adaptable, como medio de asegurar el orden y prosperidad del

país. Los hombres del partido blanco y del gobierno se mante-

nían irreductibles y combatientes. El mismo general Oribe.

apenas renovó su correspondencia con Urquiza, ponderaba los

peligros para la «libertad política», si el país cayera «en ma-

nos de aquellos que no ven felicidad posible, si el Brasil no nos

absorbe y establece su línea de frontera sobre el Uruguay y

Río de la Plata » (1).

El ministro de la Peña, debía entenderse con Florentino Cas-

tellanos, ministro de Relaciones exteriores del presidente Giró.

Muy joven había alcanzado tan alta posición, por su inteligencia

ilustrada y su decisión partidaria. Alma ardiente e impetuosa,

espíritu apasionado y audaz, carácter enérgico y caballeresco,

(1) Confróntese : Curta del general Oribe al director general Urquiza, Mi

gnelete, mayo 23 de 1K53. MS. inédito, en el archivo del general Urquiza, ei

poder de sn noble hija la señora Lola de Urqniaa de Sáenz Valiente, a qqiei

debo el permÍ8« y la confianza de consultarlo, que agradezco vivamente. Le

gajo Manuel, lónéeio, Francisco »/ Agustina O. de Oribe, 1832-1853.
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firme y empeñoso, sin terquedad ni precipitación. Poseía una

exquisita cultura, pero ella no le daba bastante fuerza paca

ocultar su oposición y desconfianza a la política del Brasil.

Cuando de la Peña desembarcó en Montevideo (21 de abril),

Castellanos había planteado netamente el conflicto con el Impe-

rio (1).

El ministro Carneiro Lefio solicitó del gobierno oriental el

nombramiento del comisario que, juntamente con el designado

por el Brasil, procederían a demarcar los límites internaciona-

les, e invitaba al mismo tiempo a cumplir con las duras condi-

ciones de los tratados de Lamas, muchas de cuyas estipulacio-

nes encontrábanse ya ejecutadas. Adjuntaba al mismo tiempo

una lista de instrumentos y útiles de geodesia de que venía

provisto el comisionado imperial, con la orden de prestarlos

para sus trabajos al comsionado uruguayo.

La operación sería muy familiar y bajo un régimen paternal

y comunista.

Los tratados de alianza, comercio, extradición y prestación de

subsidios, liabían sido cumplidos religiosamente porél emperador.

Constituían cláusulas que por su naturaleza era de la mayor ur-

gencia ejecutarlas, y el plenipotenciario imperial reclamaba que

el gobierno republicano procediera a cumplirlas sin demora (2).

(1) El ministro de la Peña llegó" a Montevideo el 21 de abril, en el bergantín

<le guerra Maijní. El día 24 fué recibido en audiencia solemne por el presidente

«le la república, cambiándose discursos muy cordiales. Apenas terminaba la

misión en Montevideo debffl continuar viaje a la Corte, yendo munido de di

versas cartas de recomendación, aiminas <ic cuas sugerenies por Las personan

que las firman y las personas a quienes iban destinadas: Joan .lose Montes de

Oca. a José Martillo de Cruz (¡aluno y Manuel de Valladao l'imeiitel ¡ Antonio

Romaguera a Romaguera hermanos ; José Roque Peres al ministro Inglés Enri-

quc Southern : Felipe Arana, el ministro de Rosas, al mismo ministro inglés.

MS. inéditos, archivo del ministerio de Relaciones exteriores, legajo citado ;

\t¡s¡,;„ <l<- la Peña « l>< República Oriental, Í8S2.

(2) Confróntese i Nota del ministro Carneiro Oslo al ministro Castellanos,

Montevideo, marzo 12 de ix.">:?. Ms. inédito, lugar citado.

ANAL. KA( . Iih Mi:. I. \\ 4
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Castellanos encontrábase preparado para la emergencia, y

descargó sus armas sobre el aliado de la víspera, que llegaba

como amigo e imponía como adversario. Su respuesta fué clara,

precisa, sólidamente fundada, dentro de la mayor cortesía di-

plomática. Habló en nombre de su gobierno. « He recibido or-

den, dijo, para declinar de la exequibilidad de los ajustes que

contienen dichos tratados, porque en su capacidad constitucio-

nal no le es permitido llevar a inmediata ejecución sino aquellas

leyes que lo son, porque se conforman a las condiciones de la

ley fundamental del Estado. »

La Constitución oriental delegaba la soberanía nacional, ex-

presa y exclusivamente en el poder legislativo, quien con-

cedía o negaba su aprobación a los pactos internacionales. El

mismo poder ejecutivo que ratificó los tratados de Lamas (25

de octubre) había declarado antes que, restablecida la paz, ce-

saban todas las facultades extraordinarias y medidas de excep-

ción, porque ella había restablecido el régimen constitucional.

El nuevo gobierno no podía cumplir los tratados despojados

de sanción legislativa, sin cometer un atentado contra la Cons-

titución, incurriendo en responsabilidades que le traerían la

oondenación implacable del país.

El arreglo definitivo de límites, de la navegación de los ríos,

las relaciones comerciales, y demás estipulaciones gestionadas,

eran de vital interés para la república, y su gobierno satisfa-

ría deberes, deseos y esperanzas, cooperando a una nueva ne-

gociación que obtuviera la sanción legislativa (1).

La resolución del gobierno oriental significaba plantear el

castis belli con el Imperio : la escuadra bloqueando el puerto

de Montevideo y dominando todas las costas, el conde de Ca-

xias con un cuerpo de ejército ocupando el territorio. Los tra-

(1) Confróntese : Nota del ministro Castellanos al ministro Carneiro Leáo,

Montevideo, marzo 27 de 1852. >IS. lugar citado. Relatorio Paulino, 1853.
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t&dos subscritos para asegurar la paz, resultaban causa de

nueva guerra.

Conjurar esta situación, creada por la diplomacia extorsiva,

constituía el objeto principal de la misión Peña.

VIII

El diplomático argentino estudió minuciosamente las cues-

tiones en debate sobre los documentos facilitados por ambos

gobiernos, anotando todos los matices de la opinión, valorando

todos los peligros, calmando las pasiones, e interesando por la

paz a los hombres de mayor autoridad e influencia en el país.

Fué un mediador espontáneo y oportuno ; no le detuvo nin-

guna dificultad, ni desfalleció ante ninguna resistencia.

Rechazó la solución de continuidad en los actos de los gobier-

nos, sostenida por el ministro oriental; no discutió los princi-

pios en los cuales apoyaba la inexequibilidad de los tratados,

pero expresó que ellos podían juzgarse como « uno de tantos

hechos que quedaron indiscutibles en derecho », por el tiempo

y pacificación de la república, habiendo el mismo gobierno uru-

guayo establecido precedentes al respecto. Aunque faltaran

para su validez alguna de las condiciones exigidas es su estado

normal, la aplicación del verdadero principio de justicia se re-

glaba por la conveniencia de las naciones afectadas, cuyo pri-

mer deber era atender la propia conservación. El conflicto con-

movía también a la República Argentina, y por eso ella deseaba

ana pronta solución para todos los gobiernos de la alianza (1).

Expresaba un interés y un anhelo, pero no sugería, por el mo-

mento, una fórmula concreta.

(1) Confróntese: NT
<>t:i del ministro Pena al ministro Castellanos, Montevideo,

abril :5o de i*.">2
; nota <1<1 ministro López a) ministro Peña. Buenos Aires.

mayo 11 de 1X52. MS. Inédito, faga* citado.
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Castellanos proponía la revisión de los tratados: Carneiro

Le&o ni escuchaba la proposición; exigía simplemente el eum-

pHmiento de los pactos.

Una noclie, durante una acalorada discusión, el ministro ini

perial irascible y chocante, le decía al diputado Acevedo :

— El señor doctor se figura que el Brasil entra en sus cuestio-

nes por su linda cara, y se engaña : el Brasil entra para sacar

tajada.

Acevedo se apresuró a responder :

— Tenga cuidado señor ministro, que Vd. está traicionando

los secretos de la política de su gobierno, revelando tan gran-

des verdades (1).

En la intimidad, la diplomacia imperial era franca y sincera :

sabía que no encontraba ingenuos, pero que sobraban pasiones

para aliarse, y entonces apretaba los resortes con familiar des-

enfado.

A la perspectiva de una guerra exterior, agregaba el peligro

inminente de una revolución interior. La conspiración del par-

tido colorado, estimulado por el imperio, estaba en marcha, y

en cualquier momento un golpe de mano lanzaría a la república

en un camino incierto, renovando la época de los pronuncia-

mientos, motines y anarquía. El general Urquiza, bien informa-

do de la gravedad de las horas que se vivían, escribió una carta

noblemente inspirada, vibrante de emoción y justicia, dirigida

a los hombres más influyentes del partido blanco, incitándoles

a conjurar los horrores de la doble guerra y buscar soluciones

generosas y pacíficas.

«La situación interior del Estado Oriental, exclamaba, se

complica, y quizá va a ser envuelto en la guerra civil. Su situa-

ción esterna se ha hecho también muy crítica, y viene a compli-

car la primera. La cuestión de los tratados con el Brasil ha toma-

(1) Eduardo Acevedo,. 181*5-1863, página 93.
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<]<) proporciones tan gigantescas que amenaza turbar la paz de

esa república con el imperio, y arrastrar a la República Argen-

tina en los vaivenes de la guerra. Esto es deplorable y nunca

debí proveerlo.

« i Pero cuál es la causa de esos males \

« Permita Vd.. mi amigo, que le diga con franqneza. Los orien-

tales han olvidado los sucesos de octubre; lian olvidado que yo

senté como condiciones de paz, la unión de los orientales de

todos los colores, que proclamé el olvido de lo pasado, y declaré

00 había en la república vencidos ni vencedores. Así entendí ha-

cer la felicidad futura de los hijos de ese suelo. Y con todo, poco

tiempo ha pasado, y ya se han olvidado estas santas máximas.

La reacción está en la puerta ; la reacción con el mismo fuego,

la misma intensidad, las mismas pasiones de otra época. Hoy se

discuten hasta los hechos consumados, hasta los hechos envuel-

tos en esa amnistía plena y entera, que bajo mi inspiración se

«lición los partidos.

« Se quiere hacer retroceder la vida de ese pueblo, olvidando

• pie ni a los hombres ni a las naciones es dado este milagro; y

lo que os más. so desoyen los ecos de la justicia y de las conve-

niencias públicas para dar cabida al grito disonante de las ma-

las pasiones.

«Yo no pnedo ser indiferente a semejante situación, cuando

me empeño en proteger con una política franca y amistosa la

suerte futura de esa república, tan enlazada con hi de la Repú-

blica Argentina.

« No puedo serlo, porque también tengo «pie mirar por los in-

tereses argentinos que están confiados a mi dirección ; y en am-

bos easos tengo un derecho pleno para pedir a los hombres pú-

blicos de ese país, toda la moderación, toda la dignidad de que

son capaces, para no comprometer tan altos intereses.

«Con este derecho es (pie me permito dirigir a Vd. estas

• •ortas observaciones, para estimular su patriotismo, a lili deque
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influya en todo lo posible para que se conserve inalterable el

programa que yo tracé en octubre a la vista de Montevideo, para

que agregados, todos los esfuerzos que por la paz hace la lega-

ción especial que he mandado a esa república, se le faciliten

los medios de cumplir su misión honorífica. Para que los orien-

tales olviden sus desgraciadas divisiones anteriores, y se acuer-

den sólo que todos son orientales y que están animados del

verdadero bien de su país » (1).

El ministro Pena, activo y eficaz, penetraba con su instancia

y propaganda en todos los campos. Multiplicaba las visitas y

conferencias, arrancando seguridades, recogiendo promesas,

y creando esperanzas.

Las épocas no debían repetirse. Renovar las antiguas cues-

tiones de legitimidad de los poderes, que fenecieron con la caída

del Cerrito y la terminación del sitio, sería discutir hasta la le-

galidad del tratado de alianza que trajo la liberación, la paz y

el gobierno constitucional ; sería resurgir la inseguridad en todos

los actos y compromisos públicos, incitar la baja lucha de las

pasiones, sacudir en sus bases la política generosa de la libera-

ción y reconciliación. Había que partir de los hechos consuma-

dos, y no remover el pasado, perturbando la marcha y resuci-

tando viejos odios (2).

El mediador argentino insistía para que el gobierno oriental

renovara sus poderes a Lamas para arreglar la cuestión, apro-

vechando las consideraciones e influencia de que gozaba en la

(1) Confróntese : Carta «leí general Urquiza a don Atauasio Aguirre, Baenon

Aires, mayo 7 «le 1852. MS. original en mi archivo. Debo la comunicación de

este documento, como la «le otros miulios relativos a la historia oriental, a la

distinguiíla amistad del doctor Lioncl Aguirre. La carta citada del general ur-

quiza está publicada integramente ¡en Eduardo Acevedo, obra citada, página

212, a <iuien también fué dirigida.

(2) Confrt'»nt«'se : Nota del ministro de la Peña al ministro Castellanos, Mon-

tevideo, mayo 4 «le 1852. MS. inédito, archivo «leí ministerio de Relaciones ex-

teriores.
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corte. A la insistencia, el ministro Castellanos oponía la nega-

tiva rotunda ; el firmante silencioso de la extorsión imperial. n<>

podía ser el defensor de la revisión ; la discusión debía radicar-

se y resolverse en Montevideo (1).

La situación tocaba al extremo, y la opinión comenzó a mo-

dificarse rápidamente, debido especialmente a los empeños de

la mediación argentina, que derramaba aceite sobre las olas en-

crespadas.

Los tratados constituían una humillación y un peligro, pero

eran un hecho consumado y debían respetarse, procurando mo-

dificaciones. Eduardo Acevedo, uno de los jóvenes políticos,

más ilustrados, ardorosos y enérgicos, jefe elocuente de la mayo-

ría legislativa, sostuvo este temperamento en El Constitucional

que redactaba, el órgano de mayor autoridad del partido blanco.

«Para juzgar de los tratados de 1851 — escribía — nunca

han habido antiguos blancos y antiguos colorados. Todos han

sido unánimes en el sentimiento de reprobación que hizo nacer

el conocimiento de esos documentos. Contra ellos levantaron el

grito los hombres más notables del antiguo partido colorado.

Fué mucho después que, trabajándose por algunos con cierta

habilidad, logró complicarse con la cuestión de los partidos que

ya no existían ni podían existir, la cuestión de los tratados. Se

dividieron únicamente en la conveniencia o inconveniencia de

su repulsa, atenta la situación de la república. Hoy estamos

conformes en la conveniencia de aceptar los tratados y de eje-

cutarlos franca y lealmente, con la esperanza que todos tene-

mos de ulteriores modificaciones en que se consultan los verda-

deros intereses de la Nación (2).

»

(1) Confróntese : Noto del ministro «le la Pena ¡ti ministro Lopes, Montevi-

deo, marzo 14 de 1852: ídem de López a Pella, de marzo <> : MSS. inéditos. ai-

chivo del ministerio de Relaciones exteriores. Kl banquero línschental cía quien

M empellaba calurosamente pura que se renovaran los poderes, lo que era mi

soneto de recomendación. Confróntete: Borrador de Pella, lugar citado.

(2) Confróntele ¡ Eduardo Acevedo, obrt citada, página 11».
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ESI ministró de la Peña redoblaba los empeños. Consiguió

después de laboriosas gestione» que Carneiro Lefio aceptara

en principio l;is modificaciones como base de arreglo, y en la

misma forma las aceptará Castellanos. El mediador se reser-

vaba proponer las condiciones concretas, como puntos de dis-

cusión.

Peña propuso las siguientes estipulaciones de carácter ge-

neral :

I
o Reconocimiento de los tratados como un hecho consuma-

do, bajo la garantía de que serán modificados

;

2 o Ratificación por la Asamblea legislativa de la ratificación

hecha por el gobierno de Montevideo, bajo la garantía ya ex-

presada
;

3 o Referir esta misma negociación a la Corte, dando poder e

instrucciones al plenipotenciario.

El ministro oriental aceptó la teoría de los hechos consuma-

dos. La mejor garantía de las modificaciones, sería realizarlas

inmediatamente en Montevideo. Los tratados no se llevarían

entonces a la Asamblea ; el gobierno retiraría su nota anterior,

elevando a la aprobación del cuerpo legislativo únicamente la

convención sobre modificaciones (1).

Fueron aceptadas estas condiciones, a pesar de pretender la

diplomacia imperial la ratificación legislativa y negar el retiro

de la nota inexequiable.

Se deseaba Concluir rápidamente la emergencia, y Carneiro

Leáo fijó el día 12 de mayo como término fatal para obtener del

gobierno oriental una respuesta categórica y decisiva (2).

La conferencia de este día, empezada al amparo de la mayor

cordialidad, concluyó en diferencias que cortaron la discu-

(1) Carta confidencial del ministril Castellanos al ministro Peña, Montevideo,

mayo 8 de 1852. MS. inédito, lugar citado.

(2) Carta confidencial del ministro Peña al ministro Castellanos. Montevideo,

mayo 9 de 1852. MS. inédito, limar citado.
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sión (1). Carneiro Lefio apenas consentía en una variación de

límites y rechazaba todas las demás proposiciones del ministro

Castellanos: navegación común de la laguna Merín, ampliación

de franquicias comerciales en la frontera, reforma en las condi-

ciones de la deuda y de la alianza, fijación de nuevas formas y

procedimientos.

La conferencia se interrumpió marcando en todos el desalien-

to. Varios buques de la flota imperial de guerra permanecían

en el puerto, y en todos los círculos se repetía el rumor de que

el conde de Caxias en cualquier momento pasaría la frontera.

El ministro de la Peña, sin embargo, no desfalleció, y redo-

blo sus instancias. En la noche del mismo día, después de lar-

ga y amistosa discusión con el ministro brasileño, arribó a un

acomodamiento para proponer al gobierno oriental

:

I
o El ministro uruguayo pasaría una nota al plenipotencia-

rio del emperador, recocociendo la validez de los tratados de

Lamas (-orno un hecho consumado, y la ejecución de las cláusu-

las que aún estuvieran incumplidas
;

2 o El general Lrquiza garantiría la ejecución de los tratados;

•'5
" Se firmaría inmediatamente una convención en Montevi-

deo conteniendo las modificaciones a que estaba autorizado el

ministro imperial
;

1 Sobre las demás modificaciones solicitadas y especificación

de la garantía, se redactaría un protocolo, en el cual el ministro

de S. M. prometería emplear toda su influencia a fin de que su

gobierno accediera a las modificaciones que estimase razonables.

VA gobierno de Giró presto su aprobación a estas bases. Al

dia siguiente, el ministro imperial recibió la nota convenida.

«El infrascripto, decía el ministro Castellanos, ha sido encar-

gado de manifestar al señor Carneiro Leño, que el gobierno

1
1 \ i;,- conferencias asistía también <•! encargado <1<' negoe

...- .}. de Uránica.
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oriental, habiendo encontrado dichos tratados ratificados por

el gobierno provisorio, canjeadas sus ratificaciones y llevados

a ejecución en su mayor parte, los considera como hechos con-

sumados, cuyo respeto le interesa sostener, como continuación

de la política del gobierno constitucional» (1).

El gobierno blanco anulaba su primera nota declarando la

inexequibilidad de los tratados, y reconocía la solidaridad con

la política del gobierno de la defensa. La intransigencia altiva

del primer día, se convertía en dolorosa transigencia.

Las circunstancias tenían más poder que la voluntad de tos

gobernantes, y los encerraba en el cangilón construido por los

hechos.

Carneiro Leáo redactó la convención conteniendo las modifi-

caciones. Proyectó la garantía únicamente respecto del cumpli-

miento del gobierno oriental. Antes la aceptó y convino como

recíproca, y ahora la negaba, declarando que no la consentía.

Castellanos reclamó sobre el anterior compromiso, pero el mi-

nistro imperial persistió en su actitud, afirmando que no acep-.

taría la reciprocidad de ningún modo, prefiriendo romper la ne-

gociación. No existía contradicción, sino mejor discernimiento.

La nueva exigencia, que sólo significaba ensayos de extor-

sión, parecía iniciar el fracaso de la paz. El retardo en afirmar-

la, podía serla seguridad de perderla. En el partido colorado

avanzaban los preparativos del motín.

Al ministro argentino no le detuvo el desaliento. Multiplicó

el esfuerzo y, después de empeñosa insistencia, obtuvo de Car-

neiro Leao que honrara su propia lealtad. La reciprocidad so-

bre la garantía fué aceptada, y las nuevas convenciones se ela-

boraron sin tropiezos (2).

(1) Confróntese : Nota del ministro Castellanos al ministro Carneiro Leao.

Montevideo, mayo 13 de 1852. MS. original, archivo del ministerio de Relacio-

nes exteriores, líelatorio Paulino. 1858.*

(2) Confróntese : Nota del ministro de la Peña al ministro López, mayo 1 1 v
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El general Urquiza fué nuevamente el pacificador del Uru-

guay. Mantuvo por la diplomacia, la paz internacional que an-

tes fundara con la espada.

IX

El 16 de mayo se firmó la modificación de límites, y demás

estipulaciones convenidas.

El párrafo primero del artículo del tratado de Lamas, quedó

alterado en esta forma :

« De la embocadura del arroyo Clmy, en el Océano, subirá la

línea divisoria por dicho arroyo, y de allí pasará por el puntal

de San Miguel, hasta encontrar la laguna Merín, y seguirá cos-

teando su margen occidental hasta la boca del Yaguarón, con-

forme al uti possidetis » (art. I o
).

La modificación importaba una pequeñísima ventaja territo-

rial, y mayor línea de costa sobre la laguna Merín, cuya nave-

gación exclusiva conservaba el Brasil, habiendo rechazado toda

concesión al respecto.

El Imperio renunció a toda soberanía del territorio de media

legua, en una de las márgenes de los ríos Cebollate y Tacuarí,

arrancado al Uruguay por los pactos extorsivos.

Todas las demás estipulaciones de los tratados de Lamas se

declararon en « pleno y entero vigor », conviniéndose por am-

bas partes contratantes en aceptar la garantía espontánea-

mente ofrecida por el gobierno argentino, para que sean «apro-

badas y ratificadas las modificaciones convenidas», tanto por

el gobierno del emperador como por el gobierno oriental, de

acuerdo con su constitución, solicitándose la misma garantía ;i

16 il<- ix.v_'. Pliego de i lifioseionet del ministro Castellano* y contestación

del ministro Carneiro LeSo. Mss. in.'iiiti>s. archivo del ministerio de Relacione»
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los tratados y convención de subsidios, con las referidas modi-

ficaciones u otras que pudieran acordarse en lo sucesivo (art. 3o
).

En el protocolo firmado el misino día, el ministro Castellanos

repitió sus justas pretcnsiones, y el ministro Carnciro Lefio

contestó con sus injustas negativas.

. Xegó la navegación común de la laguna Merín y la exten-

sión de las franquicias comerciales en las fronteras de Río (irán

de; exigió el pago de los gastos del ejército imperial de ocupa-

ción durante los dos meses que se discutió el cumplimiento de

los tratados, para después desistir de esta pretensión como acto

de benevolencia; reclamó el reconocimiento de la obligación de

indemnizar a los subditos brasileños de los perjuicios cansados

por los agentes de Oribe
;
procuró que el crédito, por suminis-

tro de armamento del banquero oficial clandestino Evangelista

de Souza, se garantiera por el pago de cuotas de los impuestos

de aduana, y todo esto lo sostuvo con intransigencia en las dis-

cusiones, para concluir haciendo constar que desistía de incor-

pararlos al nuevo tratado, como testimonio de confianza y amis-

tad en el gobierno uruguayo.

Los conceptos y palabras para determinar las modificaciones

consentidas, fueron objeto de múltiples conferencias y proyectos,

controversias ásperas e interminables, de afimar hoy y negar

mañana, de conversaciones interrumpidas y reanudadas. Hasta

en los momentos de firmarse la convención, suscitó enojoso de-

bate sobre el empleo en el preámbulo de la palabra preconcep-

to o preocupación del gobieno oriental, como causa de las modi-

ficaciones estipuladas, en vez de la palabra dudas, propuesta

por el mediador argentino, que no molestaba a nadie, cómoda y

apropiada para las dos partes, y que, por fin, terminó por acep-

tar, lo mismo que la garantía recíproca de los tratados, debido

a la firme y serena actitud del ministro Peña.

Soberbio, intemperante, y desdeñoso, excesivo y descarado

en el propósito y duro sin objeto, Carneiro Leáo dejó en el pue-
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bl<i oriental sentimientos de prevención y anarquía, que el tiem-

po y los sucesos debían acrecer y convertir en sangre e incendio

de muerte. Firmante de los tratados del 51, ejerció en Lamas la

extorsión amable ; Armante de las estrechas modificaciones del

año siguiente, ejerció en Castellanos la extorsión amenazante,

con una escuadra en el puerto y un ejército pisando el terri-

torio.

En junio regresó a la Corte para ocupar la presidencia del

consejo, y recibir del emperador el título de vizconde del Uru-

guay, ganado en su gran campana del Río déla Plata, sirviendo

por entero, sin transigencia ni reparo los intereses tradicionales

de su país.

Eu esta incidencia grave y absorbente del Imperio, el minis-

tro argentino apoyó francamente al gobierno oriental, sostenien-

do una política de conciliación, honorable y fraternal. Sin com-

prometer el carácter de mediador, fué el dique opuesto a la ac-

ción invasora del Brasil. Amparó al estado débil, habló con alta

franqueza y lealtad, sostuvo la razón y la justicia, su energía

quebró resistencia que parecían inquebrantables. Aunque se de-

clararon « en pleno y entero vigor » los tratados de Lamas, en

el acta de garantía el ministro de la Peña expresó claramente,

que ésta se refería a la « aprobación y ratificación de las modi-

ficaciones convenidas ». Buscaba mantener intactas las observa-

ciones del gobierno argentino a los tratados firmados sin su con-

currencia, especialmente respecto «le los límites impuestos por

el Imperio.

Las circunstancias no permitieron otro temperamento. La

Confederación hallábase agitada y absorbida por su problema

orgánico, sin unidad política, sin preparación militar ni financie

ra para afrontar una cuestión secular, que podría convertirse en

una contienda armada. Kl Brasil encontrábase en la situación

contraria; nunca inició una discusión con sus vecinos del Plata,

sin apoyar su diplomacia con las armas. Guando cedía, siempre
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invocaba su generosidad, porque disponía de fuerza para no te-

mer. Sus gestiones han tenido muchas veces una forma conmi-

natoria. Creería, sin duda, en su derecho, pero sólo confiaba en

las ventajas de la posición y en la superioridad de la fuerza.

Terminada la misión en Montevideo, el ministro de la Pena

se preparó a continuar su viaje a Río de Janeiro, aclarando an-

tes algunos puntos importantes de sus instrucciones. La cele-

bración del tratado definitivo de paz, determinado por la con-

vención de 1828, constituía el objeto principal de la plenipo-

tencia.

« % Debería ser invitada la República Oriental, preguntaba de

la Peña, a concurrir por medio de su plenipotenciario a la cele-

bración del tratado definitivo de paz entre la República Argen-

tina y el Imperio f

»

Carneiro Leao, en repetidas conferencias con el general Ur-

quiza, expresó la necesidad de la concurrencia del gobierno

oriental, pero sin obtener ninguna respuesta categórica.

El Imperio pretendía afrontar la discusión, llevando ya un

aliado en la grupa.

I Reconocería la navegación en común con el Brasil de los ríos

Paraná y Paraguay, como el gobierno oriental lo había hecho

respecto del Uruguay ?

¿ Se deslindaría « si los ríos Paraná y Uruguay, que se unen

desde la boca del Guazú, corren juntos en un solo cauce hasta

Martín García, o si ha de ser reconocido a cada uno de ellos un

cauce diferente, siendo el del Uruguaay el canal denominado

del Infierno, y el del Paraná, el que corre por la costa occidental

de la isla de Martín García » !

Del criterio aplicado al deslinde señalado, dependían los
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derechos argentinos a la navegación de sus grandes ríos (1).

A estas interrogaciones contestó el gobierno argentino, sus-

pendiendo la misión al Brasil del ministro Peña, y ordedándole

que se embarcara « sin la menor demora » para Buenos Aires (2).

La tormenta de las sesiones de junio avanzaba amenazadora

en el horizonte. El general Urquiza necesitaba a su lado, en las

horas de tempestad, al amigo insospechable y al ministro de

consejo. Las agitaciones y dificultades que se preveían, permi-

tían pensar únicamente en las relaciones internas.

El 20 de junio de la Peña regresó a Buenos Aires. El gobierno,

la prensa y los hombres representativos de Montevideo, le des-

pidieron con testimonios expresivos de consideración y agrade-

cimiento. Había procedido como un hombre honesto, leal y sin-

cero ; había servido a la paz y fraternidad de las naciones, a los

intereses del derecho y la justicia, con alta prudencia y serena

energía.

Desempeñó la primera misión diplomática después de Case-

ros, y afirmó en ella la política internacional iniciada y sosteni-

da por los hombres de Mayo.

Las pretensiones del viejo virreinato fueron sustituidas por el

respeto a las nuevas nacionalidades ; a la intervención de Rosas

y el Imperio en las cuestiones internas de los estados vecinos,

opuso el principio de la no intervención y la integridad de la

soberanía nacional ; al retraimiento internacional, a las preven-

ciones y desconfianzas, las reemplazó por la franqueza e insos-

pechable lealdad en las relaciones.

La paz exterior significaba una condición indispensable para

ll) Notfl del ministro de la Peña al ministro Vicente F. López. Montevideo,

17 junio <1<- 1852. M8. inédito, archivo del ministerio de Relaciones exteriores.

Kn el mismo archivo existen algunos borradores del ministro Pella, sobre ;il-

-miiis estipulaciones del tratado definitivo <| ||<- meditaba.

(2) Confróntese : Nota del ministro Lope*, Buenos Aires, junio l!t de 1852.

MS. Inédito, lagar citado.
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alcanzar la organización interior, ürquiza no vaciló en adoptar

firmemente esta política como principio y como conveniencia in-

mediata. Fortalecía al Brasil, amortiguando las resistencias que

su conducta provocaba en el Estado Oriental, pero consiguió que

la diplomacia fluminense no perturbara la ejecución del progra-

ma de Caseros, en el momento más difícil de su historia. Teme-

rario c imposible hubiera sido otro camino. Las razones per-

manentes, origen de las pievenciones y desconfianzas del Ki<>

de la Plata contra el Imperio, obrarían a pesar de todo. Mien-

tras la compresión fuera más grande, más de temer sería su es-

tallido ; un díau otro aparecería en los hechos su trabajo sub-

terráneo, pero en el instante de iniciar la tarea orgánica, era

indispensable evTitar toda complicación exterior y no repetir el

desastre rivadaviano.

Esta política internacional en acción, de reconciliación y de

paz, inauguró Urquiza con acierto, y a ella sirvió eficazmente

el ministro de la Peña.

Pamón J. CÁBCANO.
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SU EVOLUCIÓN HISTÓRICA

CONFERENCIAS DADAS EN El. CURSO DE LEGISLACIÓN Y TRATADOS PANAMERICANOS

LA FACULTAS DE DERECHO Y CIENCIAS .SOCIALES. UNIVERSIDAD DE BUENOS AJHEí

EN JULIO 21 Y 28, AGOSTO 4. 11 Y '->."> DE 1919 (1)

Señores :

Trazada esquemáticamente en las clases anteriores la marcha,

de la evolución de la idea panamericana, corresponde ahora ocu-

parnos de las doctrinas generales del panamericanismo, a fin de

poder después entrar al examen de la aplicación de las mismas

en el terreno de la legislación y de los tratados. La más impor-

tante de esas doctrinas, tanto por su prelación en el tiempo como

por su continuada aplicación y elástica adaptación a cada mo-

mento histórico, por 1 a influencia decisiva que en el pasado y

di Lm conferencias inaugurales del curso y el programa de éste aparecieron

en la Bevieta déla Univertidad, tomo KLI, página 889, y posteriormente en fo-

líete <• -1 título Ln evolución del panamerieanitmo. Las dedicadas a la doc-

trina Drago, en la misma revista, tomo XLIII. página 866, y después en opús-

culo c •! título : L<t doctrina Drago; su esencia // tu concepto claro //amplio.

La referente a las doctrinas Calvo y Tobar se publica en folletines en La Ro-

ten i-i:. \. lid. La destinada a la conferencia de Washington (1889) en la Betitta

i/r derecha, historian letra», tomo LXIV, página 808i y. además, en forma se

parada ¡ ¡i saber ¡ Primera conferencia panamericana. Lo demás <st;i aún Inédito.
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presente «le la vida continental representa, como por lo que para

el futuro de América significa, es evidentemente la llamada doc-

trina Monroe. Conviene, por lo tanto, dedicarle escrupulosa

atención y, siguiendo el método que guía en este curso, presen-

tar su evolución histórica sirviéndose, en cuanto quepa, casi

exclusivamente de las expresiones oficiales y auténticas de

quienes lian sido sus portavoces en los diversos momentos de

su aplicación : se verá así cómo ha evolucionado, cuáles han sido

sus transformaciones impuestas por la marcha de los aconteci-

mientos y cuál es su significado en el momento actual.

El movimiento de independencia en nuestro continente co

mienza con las colonias angloamericanas en 1776, y tómala

forma de la constitución de Estados Unidos, en Norteamérica,

mucho antes que las colonias hispanoamericanas iniciaran por

su parte análoga tendencia. Ésta se produce en los primeros

años del siglo xix y 1810, puede decirse, es el instante clima-

térico de la iniciación de la independencia de las actuales repú-

blicas latinoamericanas. La orientación internacional de Es-

tados Unidos fué marcada por Washington en su discurso de

despedida, 1796 ; es la del aislamiento completo : « la gran re-

gla de nuestra conducta respecto de las naciones extranjeras—
dijo— está en extender nuestras relaciones comerciales, pero en

tener con aquéllas las menos relaciones políticas que sea posible.

Nuestra situación, tan distante y aislada, nos permite adoptar

esa regia : si continuamos unidos, pronto podremos desafiar cual-

quier inconveniente que venga del exterior, y cualquier actitud

que adoptemos exigirá que nuestra neutralidad sea escrupulo-

samente respetada : debemos, pues, permanecer libres fie alian-

zas permanentes con ninguna parte del mundo extranjero, si

bien respetando los compromisos ya contraídos ». Jefferson —
11, VI, 92 — había ya indicado esa orientación : « no queremos

mezclarnos en la política de otros países ni emitir opinión sobre
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la misma; Europa tiene intereses distintos délos nuestros y de-

bemos evitar complicarnos en los mismos ». Adams — 16, V, 97

— insistió de igual manera* : « es muy cierto que no debemos

involucrarnos en el sistema político de Europa, sino permanecer

muy separados y alejados del mismo ». Tal política era cuerda,

porque Estados Unidos era entonces un país incipiente, sin ejér-

cito ni marina: la prudencia más elemental indicaba que el inte-

rés nacional — la única razón de ser de la política — estaba en

no ser envuelto en las complicaciones de las viejas naciones.

Hamilton, en el Federalista, va más allá : « observando esa po-

lítica — dice — podremos ser los arbitros de América». Pero

eso no implicaba el statu quo : por el contrario, Estados Unidos

desde un principio tendió a ensancharse y Jefferson, interpre-

tando el interés de su país, aboga por una política anexionista

:

«debemos unirnos— dice— a la Ilota y a la nación británica, a fin

de mantener los dos continentes de América en secuestro para

los objetivos comunes de las naciones británica y norteameri-

cana unidas». La evolución estaduniense es significativa : ha

obedecido a un constante y no interrumpido ensanche territo-

rial
; como resultado de la guerra misma de la independencia,

las colonias sublevadas obtuvieron por el tratado de Versalles la

Incorporación del valle de Ohio y hasta hoy los patriotas nor-

teamericanos lamentan que no se hubiera entonces exigido

el Canadá ; después, sus ordenanzas de 1787 declararon domi-

nio nacional todo lo que estaba al oeste de las montañas de la

costa : el censo de 1790 muestra que toda el área entonces

era de 900.000 millas cuadradas, pobladas por 4.000.000 de ha-

bitantes, pero pronto se incorpora el territorio que hoy forma

los estados de Kentucky, Vermont y Tennessee; en 1800 la po-

blación era 5.308.483 y poco después, 1803, adquiere Luisiana,

lo que le da el control del valle de Missisipi, hasta que ánade

! L819) Florida ; el censo de 1820 muestra qne el área se había

duplicado y la población casi, pues llegaba a 9.0.'JS. U>:{ ; el m<>
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viraiento anexionista continúa, estimulado por la rivalidad de

las tendencias políticas nordista y Budista : la ocupación conjun-

ta, con la Gran Bretaña — 1818 a 1S4."> — del territorio del Ore-

gón, si bien se amalgamaba extrañamente con la doctrina Mon-

roe, le permitió redondear por el arbitraje final de 1900, 290.000

millas pobladas por 1.200.000 almas; a ese empuje nordista

contestaron los sudistas con su incorporación de Texas, 1845,

y la conquista délos territorios mexicanos de Nuevo México.

Arizona y California (1848), de modo (pie al terminar la primera

mitad del siglo, Estados ruidos había triplicado su área y cua-

druplicado su población, gracias a su política anexionista re-

suelta: tal movimiento lia continuado sin interrupción : adquie-

re Alaska al terminar la guerra de secesión, ha incorporado a

Hawai, lia conquistado Puerto liico y Filipinas, ha « america-

nizado » a sus protectorados: Cuba, Panamá, Nicaragua, Santo

Domingo, Haytí; ha adquirido territorio en la zona deFcanal de

Panamá, y sus voceros de la prensa dicen que la tendencia ane-

xionista próxima englobará a México y las repúblicas centroame-.

rieanas para llegar a Panamá, pero sin detenerse porque deberá

a la larga incorporar los países del mar Caribe, adquiriendo las

colonias, islas y territorios, de las naciones europeas que aún

las conservan, a fin de que dicho mar sea estaduniense. En una

palabra, gracias a esa política anexionista en cumplimiento de

lo que llama su destino manifiesto, Estados Unidos es hoy la

primera potencia continental ; mientras que la colonia hispa-

noamericana ha seguido marcha inversa, y, en vez de un con-

glomerado cada vez en aumento, presenta una serie de segrega-

ciones en forma de repúblicas, en no poca parte débiles y anar-

quizadas.

Desde un principio los revolucionarios hispanoamericanos ha-

bían buscado el apoyo de Estados Unidos : Miranda, en 1798,

lo solicitó del presidente Adams, pero sin resultado porque

aquel país no quería comprometer líricamente su porvenir en
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una aventura semejante. Únicamente, en enero de 1811, Madi-

son presentó al congreso esta resolución : « Estados Unidos no

podría ver, sin seria inquietud, que parte alguna de un territorio

vecino, en el cual tiene — por varias razones — tan profundo y

justo interés, pasara de manos de España a las «le cualquier otra

potencia». Ese es, puede decirse, el primer germen de la doctri-

na Monroe. Comienza entonces a enviar agentes confidencia-

les a los pueblos sudamericanos, para entrar con ellos en rela-

ción y obtener información adecuada. Mientras tanto, España

estaba reducida a la impotencia para someter por sí sola a sus

colonias insurreccionadas, pero la Santa Alianza, formada por los

vencedores de Napoleón, le ofrecía oportunidad para ello : re-

clama su apoyo en 1818 y Rusia insiste a su favor, pero Ingla-

terra se opone porque el interés de la política británica estaba

en favorecer su floreciente comercio con aquellos países y no le

convenía que fueran nuevamente sometidos. Esa es la explica-

ción de la política de Castlereagh y de Canning : favorecieron

la independencia hispanoamericana no por sentimentalismo ni

amor a la libertad, sino por naturales conveniencias comerciales,

y como Inglaterra era ya entonces la primera potencia naval, evi-

dente era que los otros miembros de la alianza— Rusia. Prusia.

Austria, Francia — no podían soñar con enviar ejércitos a Ame-

rica sin dominare! mar. Yes esa la explicación de la coincidencia

de la política británica con la estaduniense en aquella época :

aquélla, por razón de comercio; esta, a mérito de su tendencia

expansionista. Estados Unidos había ya ido más lejos: Monroe,

siendo secretario de estado, decía — 10, Xll, 15 — « la revo-

lución (|iie está haciendo rápidos progresos en Sud América se

torna cada día más interesante para Estados Unidos : aquellas

provincias, según [os informes más fidedignos, concluirán por

separarse d» 1 la metrópoli, como ya lo han hecho algunas j todas

insisten en sn reconocimiento DOr nosotros, y si 8€ considera la

alternativa entre gobiernos, que señan libres y amigos ente
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niendo éxito su independencia, y las relaciones que podríamos

tener con esos países si continuaran siendo colonias, no hay

cómo titubear para saber de qué lado se inclina nuestro inte-

rés ». Porque, dada su idiosincracia anglosajona, es el interés

nacional la norma que exclusivamente tienen en vista los esta-

distas británicos y estadunienses, y el régimen colonial español

significaba la exclusión de su comercio en el mundo colonial

hispanoamericano, mientras que la independencia de éste era

el acceso libre para su actividad comercial. Pero no era un sen

timentalismo altruista, sea por simpatía a los países latinoame-

ricanos o por amor desinteresado por las instituciones republi-

canas, lo que inspiraba su actitud internacional, sino exclusiva-

mente su recordado interés nacional : « Sud América — decía

Jefferson a Gallatin : 17, V, 18 — está por ahora en las mejores

manos, para nuestra conveniencia, y chi ata bene, non si mvove,

debe ser nuestro lema » ; Europa no debería tocarla y eso que-

daría reservado a Estados Unidos, si alguna vez se consideraba

llegado el caso de hacerlo. Era, pues, una orientación realista

de política positiva : «me preocupo con especial empeño — de-

cía Monroe, en su mensaje de 1810 — de vigorizar aquellas de

nuestras leyes que tienen por objeto mantener en esta cuestión

nuestra neutralidad estricta : el propósito firme de este gobier-

no es contrarrestar toda acción tendiente a alimentar en el

pueblo sentimentalismos y simpatías, de las cuales felizmente

muy pocos ejemplos se han de producir entre nosotros ». Es,

pues, desconocer en absoluto la seriedad anglosajona el atribuir

a ninguna declaración suya un carácter líricamente altruista, lo

que equivaldría a suponer que un estadista de aquella raza pue-

de faltar a su deber primordial de velar únicamente por el in-

terés de su país e inspirar sus actos exclusivamente en el mismo.

Clay, precisamente para servir de su punto de vista los intere-

ses de su patria, se convierte entonces en el abogado de los his-

panoamericanos, y de 1810 a 1820 insiste en el congreso por-
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que se reconozca su independencia, hasta que en el invierno

de 1821 presenta a la cámara esta resolución: «la cámara de

representantes participa, con el pueblo de Estados Unidos, del

profundo interés que ambos sienten por las provincias españolas

de Sud América, que están luchando por establecer su libertad

e independencia, y prestará su apoyo constitucional al presi-

dente en cualquier momento que considere prudente reconocer

la soberanía e independencia de cualquiera de las referidas »
;

lo que por último se verifica en 1822, pero siempre obedeciendo

a la sana política de interés nacional, pues — como lo dijo el pre-

sidente Jackson, en su mensaje de 22, XII, 36— « en el conflicto

entre España y sus colonias sublevadas nos mantuvimos aleja-

dos y aguardamos hasta el fin : cuando vimos que se trataba de

un hecho consumado, y tuvimos la seguridad de que esas colo-

nias no serían subyugadas de nuevo, entonces, y sólo entonces,

las reconocimos »
; y Masón decía todavía en las cámaras — 27,

II, 37 — que cuando esa oportunidad no pudo aplazarse ya más,

« no se encontró otro medio de obrar en favor de aquéllas que una

simple comunicación a España, demostrando la justicia de tal

reconocimiento ». Pero es el hecho de que cuando el ministro

inglés Canning,para impedirla cooperación de la Santa Alianza

en favor de España en la reconquista de sus posesiones españo-

las, entabla negociaciones con el ministro norteamericano Kusli

60 agosto de 1823, ya Estados Unidos había reconocido aque-

llos países, y, siguiendo la indicación de Jefferson en 1802 so-

bre paralelismo de las políticas británica y estaduniense, Mon-

coe babía hecho proponer al ministro de Inglaterra en Was-

hington, Bagot — 25, VI, 10— la inmediata cooperación entre

Estados Unidos y Gran Bretaña para promoverla independen-

cia de Sud América, lo (pie no había sido aceptado. La pro-

puesta de Canning — 20, Vil, 23 — tenía otro alcance : la de-

claración conjunta, en efecto, debía abarcar estos puntos :
1"

l;i recuperación de las colonias por Hspaua no tiene prnbabili-
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dades ;
2" el reconocimiento de aquéllas como estados indepen-

dientes, e.^. cuestión de tiempo y circunstancias ; 3
o jio se impe-

dirá un arreglo cutre ellas y la metrópoli, si es posible por vía

amistosa ; 4 o ninguno de los países declarantes tiene mira al-

guna de posesionarse de parte de las mismas
; 5

o no se vería

con indiferencia la transferencia de cualquier parte de ellas a

otra potencia. Se ve, pues, que lo esencial en esa declaración

era el cuarto punto, por el cual Estados Unidos e Inglaterra se

comprometían a no anexionarse parte alguna de las colonias

hispanoamericanas
; y Canning, en vista de la tendencia expan-

sionista estaduniense, deseaba poner un límite a ese ensanche,

gue consideraba peligroso para el porvenir porque columbraba

<pie, a la larga, formaría un temible rival para su país. En Es-

tados Unidos el presidente Monroe se inclinaba a la declaración

conjunta, pero John Quincy Adains, su secretario de estado, se

dio cuenta de la habilidad británica : « el objeto de Canning—
dijo — es obtener un compromiso público del gobierno de Es-

tados Unidos, ostensiblemente contra la intervención forzada

de la Santa Alianza entre España y Sud América, pero en reali-

dad contra la adquisisión por aquél de parte alguna de las po-

sesiones hispanoamericanas. » Y esto iba contra el interés na-

cional de su país : en ese momento, apenas incorporada su últi-

ma adquisición, Florida ya estaba zapando la parte de Texas

con las expediciones filibusteras de Austin y otros ; Canning,

como estadista, se dio cuenta del crecimiento del futuro gigante

a expensas de sus vecinos y quiso imponerle ligaduras, pero los

estadistas estadunienses no cayeron en el lazo y prefirieron te-

ner sus manos libres.

Conjuntamente con la proposición Canning, el gabinete es-

taduniense discutía la reclamación Tuyl sobre las pretensiones

rusas en el Pacífico, cada vez más invasoras. Ambos asuntos,

pues, fueron los que dieron origen a las declaraciones del men-
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saje histórico de 2, XII, 23; el párrafo 7 se refiere a la reclama*

ción rusa, y los párrafos 48 y 49 a la actitud de la Santa Alian-

za; el presidente Monroe expresa allí su opinión sobre esos tó-

picos, y si bien el congreso no se pronunció sobre los misinos,

tales declaraciones forman lo que el consenso posterior lia deno-

minado doctrina Monroe. La esencial de aquellos párrafos es lo

siguiente : en el 7, « la ocasión lia sido considerada apropiada

liara afirmar, como un principio en el cual están comprometidos

los derechos e intereses de Estados Unidos, que los continen-

tes americanos, por la libre e independiente condición que lian

asumido y mantienen, deben desde ahora no ser considerados

como pasibles de colonización futura de parte de ningún poder

europeo»
; en los 48 y 41) : «debemos a la franqueza y a las amis-

tosas relaciones existentes entre Estados Unidos y las otras po-

tencias, declarar que consideraremos cualquier tentativa de su

parte para extender su sistema político a lugar alguno de este

hemisferio, como peligrosa para nuestra paz y seguridad »; ade-

más, esta otra proposición : «no podremos mirar cualquier in-

terposición de un poder europeo con el objeto de oprimir a di-

chos países o controlar en alguna forma sus destinos, sino como

la manifestación de una disposición inamistosa para Estados

Unidos». La declaración tripartita, pues, se hace exclusiva-

mente en nombre de los intereses nacionales de Estados Uni-

dos, de su paz y de su seguridad; es una política perfectamente

realista y positiva, sin sentimentalismo ni idealismo de género

alguno. La declaración, además, agregaba otras proposiciones

dignas de recordarse: así, « con las colonias existentes o de-

pendencias <le cualquier potencia europea, no hemos interveni-

do ni intervendremos»; más aún — y esto es interesante del

punto de vista de la hegemonía continental — «en su desen-

volvimiento (el hispanoamericano) no liemos intervenido: con-

siderando (pie cada pueblo tiene el derecho de instituir para sí

el gobierno que su criterio le indique como mejor»; todavía
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mas: « nuestra política respecto de Europa, que fué adoptada

al comienzo del período de guerras que viene perturbando esa

parte del mundo, a pesar de todo continúa siendo la misma, a

saber : no intervenir en los asuntos internos de ninguna de sus

potencias»; por último : «es solamente cuando nuestros dere-

chos se encuentren comprometidos o seriamente amenazados,

que resentiremos el ataque o haremos preparativos serios para

nuestra defensa ». Esa era la sanción de la política de las dos

esferas, preconizada por Washington y a la cual aludía Jeft'er-

son, 4, VII, 20 : « el día no está distante — decía — en que for-

malmente exigiremos se fije un meridiano de separación por el

océano entre los dos hemisferios, para que de este lado no se

oiga el estampido de cañones europeos » ; y, en contestación a la

consulta de Monroe, agregó : «nuestra primera y más funda-

mental máxima debe ser nunca mezclarnos en los enredos de

Europa; nuestra segunda, jamás permitir que Europa se ocupe

délos asuntos cisatlánticos». Canning se dio cuenta de que

los estadistas estadunienses lo habían burlado, evitando atarse

las manos : « no es fácil decir — escribía : 9, 1, 24 — cuánto ha

influido en el mensaje el haber conocido previamente las propo-

siciones inglesas; pero el principio — si tal puede llamarse —'

del discurso presidencial, prohibiendo toda futura colonización

en los continentes americanos, es absolutamente extraño a mi

gobierno como al de Francia; este principio verdaderamente ex

traordinario será combatido por mi gobierno con todas sus fuer-

zas ». La doctrina de las dos esferas venía, pues, a significar

:

de un lado, Europa arreglará sus asuntos como mejor lo entien-

da y en ello no intervendrá Estados Unidos ; del otro lado, Amé-

ca hará lo propio y en ello si intervendrá Estados Unidos. La

exclusividad de cualquier intervención en el continente ameri-

cano se reservaba, pues, a Estados Unidos y se prohibía aEu-

ropa, intimándola no colonizar ni extender a este continente su

sistema político; en todo el mensaje domina la política positiva.
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al referirse a « los derechos e intereses de Estados Unidos»,

« cuando nuestros derechos están comprometidos o seriamente

amenazados », «la defensa de nuestro sistema político », « peli-

groso para nuestra paz y felicidad », « comprometiendo nuestra

paz y felicidad » ; es decir, es la proclamación de la protección

a los intereses estadunienses, dando a éstos una esfera de in-

fluencia continental para salvaguardia de su comercio y de sus

necesidades de todo orden. De ahí que la opinión estaduniense

desde un principio sintetizara la doctrina en esta frase : «Amé-

rica para los americanos », es decir, para los estadunienses.

pues era notoria la tendencia del secretario de estado, Adams,

a la hegemonía de Estados Unidos sobre todas las demás nacio-

nes americanas, en virtud del interés permanente de su país en

todo lo relativo al nuevo mundo.

En Europa, en el acto, los gobiernos se dieron cuenta del al-

cance de la declaración Monroe : « debe ser resistida — decía

Chateaubriand, ministro de relaciones exteriores de Francia—
por todas las potencias que poseen intereses territoriales o co-

merciales en aquel hemisferio»; y el diario oficioso I/Etoile

agregaba: «¿con qué títulos las dos Américas, desde la bahía

de llndson hasta el cabo de Hornos, deben quedar ahora bajo

el inmediato control de Estados Unidos 'l » ; el estadista austríaco

Gentz añadía : « la separación de América y Europa ha sido

irrevocablemente realizada»; y Mettcrnieh, a su vez, declaró :

'< nadie puede tener dudas sobre las intenciones de Estados uní-

dos despnés de leer el mensaje». En cambio, en la América la-

tina la declaración fué recibida con aplauso: la (¡urda de Co-

lombia, 1, II, 24, decía « la lectura del mensaje nos lia llenado

de alegría »; Bolívar — en una carta al almirante Guise : 28,

1 v. 24 — aplaude la declaración, y en su comunicación al jete

realista Olañeta, le dice « Inglaterra y Estados luidos nos pro-

tejen: esas dos naciones, que forman hoy las «los únicas poten-

cias del mundo, no permitirán que le venga ayuda de España ••

:
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de manera que no es de extrañar que; tomado al pie de la letra

• I contenido díel mensaje, fuera en el acto oficialmente invocado

por los latinoamericanos. Así, el ministro colombiano Balazar —
2, VI, 24 — deeía oficialmente al secretario de estado, Adams :

« mi gobierno ha acogido con el mayor gozo el mensaje, digno

de su autor y que expresa el sentimiento público del país que

preside; en su virtud no puede dudarse que el gobierno de Es-

tados Unidos lia resuelto oponerse a la política y ulteriores de-

signios de la Santa Alianza, y, a juzgar por los sentimientos de

la nación inglesa y la actitud de su ministerio, resulta ser igual

la decisión de Gran Bretaña ; en semejantes circunstancias,

el gobierno de Colombia desea conocer en qué manera el de Es-

tados Unidos entiende resistir cualquier intervención de la

Santa Alianza para subyugar a las nuevas repúblicas <» modifi-

ficar su forma de gobierno ; desea saber si Estados Unidos en-

traría en un tratado de alianza para salvar a América de las

calamidades de un sistema despótico : Colombia solicita estas

explicaciones para guiar su política y su sistema de defensa ».

Monroé, puesto en la disyuntiva de aclarar el alcance del men-

saje, contestó — 0, VII, 24 — diciendo : « por la constitución

de Estados Unidos la decisión final de tal cuestión corresponde

al poder legislativo; pero, habiendo desaparecido la probabili-

dad de la temida intervención de la Santa Alianza, no se ha

presentado la ocasión de consultar a la legislatura ; si las po-

tencias aliadas intentaran emplear la fuerza contra la libertad

e independencia de su república, Estados Unidos no podría re-

sistirlas por la fuerza sin ponerse previamente de acuerdo con

aquellos poderes europeos, cuyos intereses y principios asegu-

ran su cooperación activa y eficiente en tal sentido; no hay ra-

zón para creer que tal cosa no se obtuviera, pero no se lograría

sino mediante una negociación previa a la de cualquier alianza

de Estados Unidos con Colombia ; el empleo de fuerzas españolas

en xVmérica no constituye un caso de que Estados Unidos se
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considerase justificado para salir de la neutralidad que lia ob-

servado hasta ahora». Es decir: que, mientras el interés esta-

duniense no se encuentre comprometido, la declaración es pu-

ramente académica; el gobierno colombiano se dio cuenta del

fracaso y no insistió. Casi conjuntamente el imperio del Brasil,

por su ministro diplomático Rebebo, propuso — 27, 1, 25 — una

alianza entre Estados Unidos y aquel país, a la cual se invita-

ría a adherirse a las repúblicas hispanoamericanas; invoca el

mensaje de Monroe y la necesidad de hacer imposible toda ten-

tativa de las metrópolis para reconquistar sus antiguas colonias,

sosteniendo que « Estados Unidos se encuentra obligado a po-

ner en práctica el principio de la política proclamada en el men-

saje, dando pruebas de la generosidad y consistencia que lo

animan, sin tener en cuenta el sacrificio eventual de hombres

y dinero ». En el ínterin, Adams había sido electo presidente y

era secretario de estado Clay. el campeón de la independencia

sudamericana; pues bien, éste contestó — 13, IV, 25 — «tal

tratado de alianza sería contrario a la política observada por

Retados Unidos, según la cual, mientras la guerra esté confi-

nad;! a una metrópoli y su anterior colonia, Estados Unidos per*

manecerá neutral, extendiendo su amistad a ambas partes y

acordándoles igual justicia: de esa política no se ha desviado

durante la larga lucha entre España y los diversos gobiernos

independientes que se han creado en sus antiguos dominios

americanos ». El gabinete brasileño tampoco insistió, porque se

dio cuenta de que la doctrina Monroe tenía en cuenta exclusi-

vamente el interés de Estados Unidos y no el de otros países.

Por último, en el Río de la Plata hubo igualmente oportunidad

de comprobar esa esencia de la doct lina: al recibir al enviado

estadiiniense Forbes, el gobernador Las lleras — 28, VII, 25 —
dijo : «el gobierno de las Provincias l'nidas conoce la impor-

tancia de los dos principios <pie el presidente de Estados Uni-

dos lia expuesto en su mensaje al congreso y. convencido de la
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utilidad de su adopción por todos los estados del continente,

considerará de su deber apoyarlos y, cu tal sentido, aprovechar

cualquier oportunidad que para ello se presente». De ahí que,

bajo la presidencia de Kivadavia, el ministro de relaciones ex-

teriores Cruz — 21, VII, 26, — considerando que la política

agresiva del vecino imperio hacía peligrar la tranquilidad de

todo el continente, requirió del ministro estaduniense la decla-

ración de si era aplicable a tal situación, es decir, «al caso en

que el emperador del Brasil, como rey de Portugal, sacara de

aquel reino cualquier ayuda para sostener la guerra iniciada » :

y el secretario de estado Clay — 3, 1, 28 — contestó diciendo

que el mensaje de Monroe era sólo una declaración del presi-

dente, pero que « aun cuando todo indica que la política que

proclama estaba en conformidad tanto con la nación como con

el congreso, tal declaración debe ser sólo considerada como un

acto voluntario y no como implicando ninguna obligación o

compromiso, cuyo cumplimiento tenga derecho de invocar cual-

quier nación extranjera; si llega el caso de la intervención eu-

ropea a que alude la consulta y se considera necesario resolver

si este país deberá o no entrar en la guerra, sólo el congreso

sería competente para resolver tal cuestión; la política de Es-

tados Unidos es la de una estricta e imparcial neutralidad con

relación a las guerras de otras potencias y sólo en caso extremo

se apartaría de esa política, no considerando que la presente

guerra pueda constituir tal caso ». Tampoco insistió el gobierno

argentino; el interés de Estados Unidos no estaba en juego; y

poco después, en el incidente desgraciado de Malvinas, se vio

que cuando aquel interés se presenta, la política estaduniense

prescinde tranquilamente de la doctrina Monroe...

Naturalmente, en Estados Unidos el mensaje de Monroe me-

reció el más unánime aplauso. Webster dijo : « todo el mundo

se ha sentido conmovido por un movimiento general de exalta-

ción de conciencia, de amor satisfecho por la libertad, y de or-
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gallo por la consideración, respeto y honor, que ello implica

para el país entero». El recordado Clay propuso en las cáma-

ras — enero de 1824 — esta resolución : « que el pueblo de Es-

tallos Unidos no podría ver, sin seria inquietud, ninguna inter-

vención de fuerza por los poderes aliados de Europa en favor

de España, para someter a su anterior dominio aquellas partes

del continente de América que han proclamado y establecido

para sí, respectivamente, gobiernos independientes, los cuales

han sido solemnemente reconocidos por Estados Unidos». No

pasó la resolución porque se adujo que, al dar sanción legisla-

tiva a la declaración del mensaje presidencial, la nación se com-

prometía a sostenerla por las armasen caso que fuera positiva-

mente desconocida por otras naciones; y, sobre todo, venía a

quedar obligada a salir en defensa de los demás países ameri-

canos cuando el interés de Estados Unidos propiamente no se

encontraba en juego y ningún gobierno debía arriesgar los re-

cursos nacionales sino cuando el interés del país lo exigiera.

Olay, sin embargo, aprovecha el envío del ministro Poinsett a

México para recalcar en sus instrucciones — 25, III, 25 — los

dos principios de la doctrina Monroe: la prohibición de coloni-

zación europea y la no extensión dei sistema político del viejo

al nuevo mundo ; a los cuales denomina ya « importantes prin-

cipios de la ley intercontinental, que regulan las relaciones de

Europa y América », puntual izando la tesis de las dos esferas,

dclas dos políticas según el hemisferio respectivo; y agrega:

« esos principios fueron enunciados a la faz del mundo en un

momento en el cual había motivos para temer que los poderes

aliados tramaban proyectos contrarios a la libertad e indepen-

dencia de los nuevos gobiernos americanos; y hay fundamento

para pensar que tal declaración ejerció efecto considerable en

impedir que maduraran dichos proyectos y aun en que fueran

abandonados ». Esta afirmación era evidentemente exagerada:

la Santa Alianza no intervino en Sud América, enviando expe-
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diciones militares a Favor de España, como lo hizo en ese país

con las tuerzas mandadas por el duque de Angulema, tan sólo

porque la oposición de Inglaterra paralizó su .acción desde que

carecía de marina para realizar sus designios; la política de la

Santa Alianza, abiertamente reaccionaria e inspirada por el

misticismo de Mme. de Krüdener, la vidente del zar Alejan

dro, era sentimental e idealista puesto que se basaba en el legi-

timismo y en la misión divina de los monarcas, sistema político

que pugnaba con el republicanismo del nuevo mundo, de modo

que la ayuda militar a España tenía ese designio idealista de

sofocar lo que se consideraba contrario al carácter divino de los

tronos : mientras que la política inglesa era resueltamente po-

sitiva, prescindía de sistemas políticos y atendía sólo al interés

de su país por conservar el comercio hispanoamericano, que ha-

bía logrado conquistar por el contrabando durante el siglo xvin.

a la sombra del privilegio del « asiento », que arrancó en la paz

de Utrecht y que la convirtió en la nación negrera de entonces.

lo que no le importó mayormente desde que favorecía a la sazón

sus intereses. Si ese interés británico no hubiera estado de por

medio, la Santa Alianza reconquista la América española por-

que sus ejércitos habrían sido irresistibles, apoyados en la ma-

rina inglesa: la declaración Monroe habría quedado en el papel,

desde que Estados Unidos no tenía cómo sostenerla con las ar-

mas y su interés no le aconsejaba arriesgar su propia exis-

tencia por un simple principio doctrinario; de ahí que si dicha

declaración no fué burlada desde un comienzo se debió ello

al apoyo indirecto que el interés inglés le prestó al negar su

marina a los planes de la Santa Alianza. Por eso Canning.

una vez que Polignac le aseguró que Francia no intervendría

en Sud América, de modo que el comercio inglés nada tenía

que temer, pudo declarar con perfecta razón, ante el parla-

mento— 12, XII, 2G : — « resolví que si Francia se posesiona-

ba de España, sería en todo caso sin las Indias : y llamé a
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la vida el muño inundo para equilibrar la balanza del viejo».

Lo que quiere deeir que el nuevo mundo no debe gratitud ni

a Canningni a Monroe, porque la actitud de uno y otro obedeció

exclusivamente a la política positiva de sus países respectivos

y tuvo en vista únicamente su interés nacional : como debe ser

siempre la norma de acción de todo estadista. Y tan es así que,

de resultas de las consultas ya referidas de Colombia, Brasil y

Argentina, a las que pronto se unió México, el presidente Adama

— en su mensaje de 15, III, 26 — declaró : « el propósito de este

gobierno es no cooperar con ningún otro en lo que implique hos-

tilidad para Europa y pueda justamente provocar el resenti-

miento de cualquiera de sus naciones; si llegara a ser necesario

contraer algún compromiso convencional sobre el particular,

nuestro objetivo debería ser no ir más allá de una obligación

recíproca para mantener aquel principio en su aplicación al te-

rritorio respectivo de cada parte, y no permitir establecimiento

alguno de colonización o jurisdicción europea en dicho territo-

rio; pero respecto de una eventual intervención material del

exterior, si su futuro carácter puede inferirse de lo que hasta

ahora lia sucedido en más de uno de los nuevos estados, lo úni-

co que probablemente sería necesario debería ser una declara-

ción conjunta de aquellos propósitos». Quedó así precisada la

doctrina : no podían invocarla los demás países de América,

porque se refería exclusivamente al interés de Estados Unidos.

Bn las cámaras, Webster puntualizó tal aspecto : « la declara-

ción — dijo — debe ser considerada como fundada exclusiva-

mente en nuestros derechos y originada únicamente para

defenderlos; no nos obliga a tomar las armas ante ningún mo-

vimiento hostil de los poderes europeos en los casos sudameri-

canos, mientras que sería absolutamente otra nuestra actitud si

tal hostilidad se produjese en el caso de México y trajera la

guerra a nuestra vecindad, pues entonces consideraríamos que

semejante acontecimiento era peligroso para nosotros, y sólo

ANAL. KAC. DI DIB. — T. XX 6
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por tal razón nos veríamos forzados a intervenir decisiva e in-

mediatamente; tales son el espíritu y política contenidas en la

declaración, y así deben ser entendidos en conformidad es-

tricta con nuestros deberes e intereses ».

II

Lo expuesto en la clase anterior explica claramente la acti-

tud de Estados Unidos respecto del congreso de Panamá, en

aquel entonces (1826). Los países hispanoamericanos, interpre-

tando la declaración Monroe en su sentido literal y creyéndola

basada únicamente en la simpatía idealista por la independen-

cia de los nuevos estados, creyeron que si bien Estados Unidos

se negaba a pactar alianzas aisladas con estos, sería factible

que lo hiciera con todos ellos reunidos, si éstos proclamaban

a su vez la doctrina del mensaje; y por eso la Gaceta de Co-

lombia decía oficialmente, en febrero de 1826, que uno de los

objetivos del convocado congreso de Panamá sería « tomar en

consideración los medios de hacer efectiva la declaración del

presidente de Estados Unidos con relación a todo anterior pro-

pósito por parte de un poder extranjero para colonizar cual-

quier porción del continente americano, y también los medios

de resistir toda intromisión que venga de afuera en los asuntos

domésticos de nuestros gobiernos». La invitación se verificó

oficialmente por el ministro colombiano Salazar, 2, XI, 25, y el

mexicano Obregón, 3, XI, 25. El presidente Adams pasó enton-

ces un mensaje — 26, XII, 25 — diciendo : « se encontrará pru-

dente también un convenio entre todas las partes representadas

en la reunión para que cada una esté prevenida contra cual-

quier establecimiento futuro de una colonia europea dentro de

sus límites; hace más de dos años que mi predecesor anunció

esto al mundo como un principio nacido de la emancipación de
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americanos ; debe nía

nuevas naciones sudamericanas, de modo que todas ellas lo

acepten como un apéndice esencial a su independencia». Pero

las cámaras pidieron, 4, I, 26, toda la documentación sobre las

relaciones estadunienses hispanoamericanas y en 16 de dicho

mes y año la comisión de relaciones exteriores se expidió opo-

niéndose a que Estados Unidos tomase parte en aquel congreso;

la oposición fué encabezada por Van Burén, en nombre del par-

tido sudista esclavocrata. Porque los países hispanoamericanos

no se dieron cuenta de que el interés de Estados Unidos era

contrario a solidarizarse con ellos, no sólo por la responsabili-

dad que eso implicaba sino porque, dada la idiosincrasia del

momento de aquel país, casi igualmente dividido en dos tenden-

cias, nordista y sudista, en la cuestión de la esclavatura, la

abolición de ésta, efectuada en los países hispanoamericanos,

les enajenaba el concurso de todo el partido sudista estadunien-

se, que rehusaría concurrir al proyectado congreso para no

subscribir aquella abolición. Precisamente las recientes anexio-

nes de aquel país, de Florida y Luisiana, tenían por pricipal ob-

jeto aumentar la zona esclavocrata, como ambicionaba a Cuba

con igual objeto, mientras que los nordistas buscaban contra-

balancear esa extensión con la anexión de Oregón. Por eso el

después presidente Buchanan hizo votar por la cámara la si-

guiente resolución : « es la opinión de esta cámara que el go-

bierno no debe estar representado en el congreso de Panamá,

a no ser en mero carácter diplomático, ni debe formar alianza

alguna, ofensiva o defensiva, o negociar sobre tal alianza con

ninguna de las repúblicas sudamericanas, ni debe subscribir

con todas o parte de ellas declaración alguna conjunta que ten-

ga el propósito de impedir la intervención de las potencias eu-

ropeas en su independencia o forma de gobierno, ni celebrar

arreglo de ningún género con el objeto de impedir la coloniza-

ción en el continente americano: sino que el pueblo de Estados
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Unidos debe quedar en libertad de obrar, en cualquier crisis,

según la manera que sus sentimientos de amistad para con

aquellas repúblicas, y como su propio honor y su política con-

sideren conveniente indicar». Es decir, Estados Unidos conser-

vaba sus manos libres para obrar según su interés se lo acon-

sejara; por supuesto ni en ésta ni en ninguna otra declaración,

sea legislativa o ejecutiva, se observará mencionada para nada

la esclavatura — la «institución peculiar», como reza el eufe-

mismo yanqui — si bien era el espectro invisible que inspiraba

la actitud de dicho país, sea de los Budistas o de los nordistas.

en pro o en contra, pero ni unos ni otros pronunciaban jamás

la « mala palabra». El presidente insistió en un nuevo mcn-

saje, 15, III, 26, diciendo : « con excepción de las colonias eu-

ropeas existentes, que no hay intención de perturbar, los dos

continentes se componen de varias naciones independientes y

soberanas, cuyos territorios cubren toda su superficie; a mérito

de esa condición independiente Estados Unidos goza, en esas

posesiones, del derecho de relaciones mercantiles, de modo que

la tentativa de establecer una colonia en dichas posesiones equi-

valdría a usurpar, con exclusión de otros, una relación comer-

cial que es el patrimonio común de todos, lo cual no podría ve-

rificarse sin perjudicar los derechos estadunienses existentes :

la mayor parte de las nuevas repúblicas americanas han decla-

rado su conformidad con tal razonamiento y ahora proponen,

entre los objetos de la reunión de Panamá, tomar en considera-

ción los medios de hacer efectiva la afirmación de dicho princi-

pio, como igualmente la manera de resistir toda intromisión de

afuera en la marcha interna de los gobiernos americanos». Y
agregaba : « ni la representación de Estados Unidos en Pana-

má, ni medida alguna a que allí presten asentimiento, dará a la

Santa Alianza o a alguno de sus miembros o a España, el dere-

cho de considerarse ofendido; por lo demás, Estados Unidos

deberá siempre, como hasta aquí, guiarse más por su deberes
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que por sus temores ». Eu la agria discusión que el asunto pro-

vocó, decía el senador Webster : <v considero al mensaje de di-

ciembre 1823, como constituyendo una página brillante de

nuestra historia; no ayudaré a borrarlo ni a mutilarlo, ni con

ayuda mía será modificado o cambiado; honró a la sagacidad de

nuestro gobierno y no estoy dispuesto a empañar tal honor; ha

elevado las esperanzas y satisfecho el patriotismo del pueblo;

sobre tales esperanzas no arrojaré yo sombras ni haré avergon-

zar a ese patriotismo ». El senado, con todo, acordó en la undé-

cima hora — 15, III, 26 — la autorización para concurrir al con-

greso; y el presidente Adams, en las instrucciones a los delega-

dos, cuidó decirles que « en caso de tratarse de la declaración

conjunta sobre colonización europea, contuviera ésta la cláusula

de que cada país se comprometía por sí solo y respecto única-

mente de los límites de su respectivo territorio » ; de acuerdo

en ésto con la discusión habida en las cámaras estadunienses,

pues allí Hayne había dicho que el congreso de Panamá tenía

por objeto « la indedendencia, la paz y la seguridad de los nue-

vos estados, todo lo cual aparecía hallarse en peligro», agre-

gando : « surge de ésto una cuestión previa y capital : j puede

un estado como el nuestro concurrir a un congreso semejante

sin violar su neutralidad ! La primera y principal cuestión

<liie hay que considerar emana del alcance atribuido a la decla-

eión de Monroe ; el lenguaje de ésta es del todo vago e indefi-

nido, y no tiene otra fuerza que una fuerza moral, y más allá de

tal influencia ni quiso ni intentó ir; la declaración de Monroe

tuvo por único objeto producir en el exterior un efecto moral,

y se trazó para el ambiente europeo, para el cual fué redacta-

da en términos que, no obligándonos a nada, dejaran al mis

mío tiempo a las naciones extranjeras bajo la impresión vaga

de lo que podríamos hacer si el acontecimiento aludido en

Cadfl easo ocurriera alguna vez, de modO que es obvio que por

t;il doctrina quedamos del todo libres de actuar según las
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circunstancias y en el sentido de nuestros propios intereses ».

A pesar de serle conocida a Canning la índole positivista de

la política yanqui, no descuidaba la actitud de Estados Unidos,

conociendo las ideas de Adains respecto de la hegemonía de su

país, y por ello despachó un comisionado a Panamá para que

siguiera de cerca las deliberaciones del congreso, diciéndole en

sus instrucciones : « cualquier proyecto que tienda a colocar a

Estados Unidos a la cabeza de una confederación americana

contraria a Europa, será altamente desagradable a este^gobier-

no, el cual lo consideraría como una mala acción en vista de la

ayuda que se le ha prestado a esos países y de los peligros de

los cuales se les ha protegido, gracias a la actitud amistosa y a

las declaraciones públicas de Gran Bretaña : además de que

tal proyecto muy probablemente hará peligrar en época no dis-

tante la paz, tanto de América como de Europa ». El congreso

de Panamá se disolvió antes de la llegada de los delegados es

tadunienses, pero dejando sancionados los artículos 21 y 22 del

tratado en esta forma : « las partes contratantes se obligan y

comprometen solemnemente a sostener y defender la integri-

dad de sus territorios respectivos, oponiéndose eficazmente a

los establecimientos que se intente hacer en ellos sin la co-

rrespondiente autorización y dependencia de los gobiernos a

quienes corresponden en dominio y propiedad; y a emplear, al

efecto, en común sus fuerzas y recursos, si fuese necesario: se

garantizan mutuamente la integridad de sus territorios, luego

que, en virtud de las convenciones particulares que celebraran

entre sí, se hayan demarcado y fijado sus límites respectivos,

cuya conservación se pondrá entonces bajo la protección de la

confederación ».

Las manifestaciones oficiales recordadas demuestran, por lo

tanto, que la declaración Monroe desde el primer momento fué

considerada por Estados Unidos como una actitud política pro-

pia, originada en su exclusivo interés y cuya aplicación debía
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subordinarse únicamente a ese interés, de modo que nadie más

podía invocarla ni implicaba obligación alguna internacional

que otros países tuvieran derecho a reclamar ; era una política

de manos libres para sí y de exclusión de Europa en América,

para que Estados Unidos pudiera extenderse y engrandecerse

según su conveniencia propia. Y ese interés era diversamente

interpretado según predominara tal o cual de sus partidos po-

líticos, pues éstos, por su caracterización de nordistas y sudis-

tas, giraban en aquel entonces alrededor de la esclavatura, que

unos querían extender y los otros restringir, de manera que el

ensanche territorial era favorecido en el sud o en el norte según

el momento; no era, entonces, el propósito general de hegemo-

nía continental — como lo deseaban Adams y Clay, — lo que

inspiraba la actitud legislativa, sino la mayoría nordista o su-

dista que buscaba aumentar la zona esclavocrata o la libre con

fines de predominio político interno y prescindiendo de tenden-

cias exteriores de otro carácter.

Es conocida la historia hispanoamericana posterior a la gue-

rra de la independencia : se caracteriza por la deplorable anar-

quía interna y el debilitamiento de los grandes divisiones admi-

nistrativas provenientes de la época colonial, las cuales se

fragmentaron en una serie de estados, lo que contribuyó a for-

mar nacionalidades débiles ; tendencia opuesta a la evolución

estaduniense, que ha ido aumentando el núcleo originario, ex-

tendiendo su territorio y convirtiéndose en potencia más y más

grande, mientras (pie la evolución hispanoamericana ha sido la

de gubdividir su territorio, seccionando los núcleos primitivos

y transmutándose en naciones más y más divididas y debilita-

das. Estados ("nidos no ha tenido jamás en vista sino su propio

interés, como es muy razonable; nosotros ya entonces hubimos

<!< apercibirnos de ello cuando, habiendo organizado en 1829 el

gobierno de las islas Malvinas, en 1831 un barco de guerra es-
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taduniense — la Lexington — arrasó nuestra población, cap-

turó a las autoridades y arrió nuestro papellón, únicamente

porque se había tratado de hacer que los balleneros de aquel

país respetaran los reglamentos de pesca, y el gobierno de Was-

hington, a nuestros reclamos, contestó : « esa colonia era un es-

tablecimiento peligroso para nuestro comercio, que nuestra pro-

pia proteccción nos obligó a deshacer, sea que el gobierno de

Buenos Aires tenga título a la jurisdicción de las islas o que no

los tenga ; si lo tiene, carece de razón para usarlo en contra de

nuestro derecho de pesquería». Más aún; habiendo aprovecha-

do la oportunidad Inglaterra para posesionarse entonces de las

islas Malvinas, 1833, Estados Unidos cortó el reclamo argenti-

no apresurándose a reconocer la soberanía británica en dichas

islas y contestando desde ese momento a nuestras constantes

reclamaciones que primero debe dilucidarse la cuestión con In-

glaterra
; y ésta, a nuestros también constantes reclamos, con-

testa que no admite discusión...

Me será permitido, respecto de este incidente, hacer uso de la

férrea argumentación del ministro argentino en Washington

— 9, XII, 85. — « El decreto argentino de junio 10 de 1829

decía : « cuando, por la gloriosa revolución de 1810, se separa-

ron estas provincias de la dominación de la metrópoli, España

tenía la posesión material de las islas Malvinas, justificada

aquella posesión por el derecho del primer ocupante, por el con-

sentimiento de las principales potencias marítimas de Europa

y por la adyacencia de estas islas al continente que formaba el

virreinato de Buenos Aires, de cuyo gobierno dependían », en

cuya virtud se organizó debidamente la administración de las

islas. Posteriormente y en plena paz, la corbeta inglesa Clio, en

enero 24 de 1833 tomó violentamente posesión de las islas en

nombre de Inglaterra. Ahora bien, la doctrina Monroe, expues-

ta en el mensaje de diciembre 2 de 1823 dice : « debemos a

la franqueza y amistosas relaciones existentes entre Estados
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Unidos y aquellas potencias — las europeas — declarar que

consideraremos cualquier tentativa de su parte para extender

su sistema a cualquier porción de este hemisferio como peligro-

sa para nuestra paz y seguridad ; con las colonias existentes o

las dependencias de ninguna potencia europea hemos interve-

nido ni intervendremos : pero con los gobiernos que han decla-

do su independencia y la han sostenido, y cuya independencia

nosotros hemos reconocido, basándonos en gran consideración y

justos principios, no podremos ver ninguna interposición de

parte de una potencia europea de oprimirlos o controlar en for-

ma alguna su destino, en otra luz que como la manifestación de

un acto inamistoso para con Estados Unidos. » Ahora bien, el

atentado perpetrado en Malvinas, apoderándose Inglaterra en

1833 de la posesión de las islas, cae por su fecha dentro de la

declaración Monroe, porque si esa doctrina no estableciese que

sólo respeta la posesión efectiva y actual, en esa fecha, de colo-

nias europeas en el continente americano, y dejase abierta la

cuestión del título de dominio, no tendría derecho de oponerse

a las reivindicaciones territoriales de España y Portugal : era

la posesión efectiva el título que respetaba, y por ello respetó

las gobernaciones francesa e inglesa en Guayana ; lo que declara

no reconocer son las adquisiciones posteriores, y tal es el caso

de las islas Falkland. El hecho es de una evidencia notoria, por-

que sin más título que la fuerza y violando el principio Monroe,

Gran Bretaña 'se [apoderó de Malvinas, arreando el pabellón

argentino.» Y bien : ante la enérgica recordada reclamación de

mi padre, el secretario de estado, Bayard — 18, III, 86 — con-

testó : « como la nueva ocupación positiva de las islas Falkland

por (Irán Bretaña en 1833 se llevó a cabo «mi virtud de un tí-

tulo a que decía tener derecho y que hacía mucho lo había de-

Clarado y sostenido aquel gobierno, no se echa de ver que la doc-

trina Monroe, invocada de parte de la República Argentina,

tenga aplicación alguna al caso; si l;is eircunstancias hubieran
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sido otras, y si los actos del gobierno británico hubieran sido

viólatenos de aquella doctrina, jamás podría este gobierno con-

siderar su falta de reivindicación de la misma con un motivo de

responsabilidad para con otra potencia, por perjuicios que hu-

biera ésta sufrido a consecuencia de aquella omisión. » El minis-

tro argentino refutó ampliamente dicha nota en 4, V, 87 y decía :

« antes de 1829 la Gran Bretaña no pretendió derecho sobre la

isla de Malvinas, poseída por los franceses en 1764 y desde en-

tonces hasta 1810 por la corona de España : la primera vez que ha

manifestado pretensiones oficiales sobre ella fué en la protesta de

1829, de modo que la violenta ocupación de la misma en 1833 es

en evidente violación de la doctrina Monroe (1 823) ; no hay efecto

retroactivo, porquejamás antes de esa fecha pretendió que la isla

fuera entregada por España, que la poseyó en plena y absoluta

soberanía; la Gran Bretaña no podía reivindicar lo que jamás po-

seyó : así la ocupaciónviolenta délaSoledad de Malvinas,enl833,

lo fué en violación de la doctrina de Monroe, porque de ella tomo

posesión entonces por vez primera ». Aún espera nuestro gobier*

no la contestación del estaduniense a dicha exposición...

Tal fué la primera aplicación de la doctrina Monroe en terri-

torio argentino : precisamente haber dado motivo al estableci-

miento de una colonia europea en territorio americano. Pero el

interés de los sindicatos de pescadores americanos, y su influen-

cia en el gobierno de su país, hizo conciliar entonces cosas tan

inconciliables. Años después, cuando mi padre, siendo ministro

en Estados Unidos, tuvo que renovar nuestra reclamación por

el atropello de 1831, el gobierno estaditniense contestó que « no

consideraba que la doctrina Monroe, invocada por la República

Argentina, pueda tener aplicación alguna en este caso ». Es

verdad que tampoco consideró aquel gobierno que tal doctrina

tenía, nada que ver con las intervenciones navales anglofrance-

sas de 1839 y 1848 en el Río de la Plata y su alianza con los

partidos políticos internos, la ocupación de Martín García y su
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intervención en la defensa de Montevideo : el interés de Esta-

dos Unidos estaba entonces absorbido por otras atenciones y

su extensión en Texas, Arizona, Nuevo México y California, le

impedía recordar aquella doctrina con motivo de sucesos que

no le rozaban de cerca.

En realidad la doctrina, como actitud política y subordinada

al interés estaduniense, es únicamente de aplicación real a la

zona de influencia de aquel país, y entonces ésta era la inme-

diatamente colindante. Así, Cuba era uno de los temas de apli-

cación favorita de la doctrina, no sólo por la proximidad de la

isla sino porque su régimen de esclavatura hacía que el partido

sudista esclovacrata anhelara su anexión para fortalecer su in-

fluencia política interna. De ahí que el presidente Van Burén,

sudista esclavocrata, renovase en su gobierno con cualquier

pretexto esa aspiración de su partido
;
ya en 1829 había dicho

con extraordinaria franqueza, en las cámaras : « consideraciones,

ligadas con una cierta clase de nuestra población, hacen que

el interés de la parte sud de este país esté en que Cuba no trate

de sacudir el yugo español, porque su primer resultado sería la

liberación de una numerosa población esclava, lo que no podría

menos que ejercer una influencia perniciosa en las costas adya-

centes de Estados Unidos» ; cuando llega a la presidencia, en

las instrucciones al ministro Stevenson — 1G, VI, 37 — dice :

« Estados Unidos no puede ver con indiferencia que Cuba pase

al poder de otra potencia europea », y al ministro Forsyth le

agrega — 1."). Vi, 40 — «si tuviera motivo para suponer que Es-

paña trata de transferir voluntariamente sus títulos sobre la

isla, sea de propiedad o posesión permanente o temporaria, a

Gran Bretaña u otra potencia, debería hacerse claramente sa-

ber (pie Estados (nidos está resuelto a impedir que se tome

posesión militar con un pretexto Cualquiera ; y (pie si España

t ciiiicia que la isla Cuera arrebatada contra su voluntad, Esta-

do- ruidos está dispuesto a prestarle su ayuda militar y naval
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para conservarla o recuperarla ». La actitud del congreso esta-

dómense, en el cual no tenía entonces mayoría el partido sudis-

ta, explica que no se hablara en tales documentos de anexión o

compra sino de intervención de otra potencia europea. Por otra

parte, la extensión territorial en el continente tenía entonces

ocupado a Estados Unidos : desde 1829 había requerido de Mé-

xico la venta de Texas
;
no lográndola, comenzó la acción fili-

bustera y en 1830 se proclamó allí una pseudo república; el par-

tido sudista era entonces muy poderoso y tuvo varios represen-

tantes en la presidencia estaduniense, tanto que, habiendo sido

reconocido Texas por varias potencias europeas, al tener cono-

cimiento de que (Irán Bretaña trataba de que allí se aboliera

la esclavatura, el secretario de estado Calhoun — 18, III, 44 —
decía al gobierno inglés : « mientras Gran Bretaña ha con-

cretado su política abolicionista a sus propias posesiones y co-

lonias, ninguna nación podía quejarse de ello, pero cuando va

más allá y eonñesa que tal política tiende a ser extendida a todo

el mundo, obliga entonces a todos aquellos países, cuya seguri-

dad o prosperidad pudiera peligrar por dicha política, a adoptar

las medidas necesarias para su protección ». Poco después

(1845) Texas era anexado a Estados Unidos, y de esa discusión

quedó sólo el principio de que la doctrina Monroe se extendió a

prohibir en América que ninguna potencia europea hiciera nada

que fuera desagradable a Estados Unidos : éste no había hecho

cuestión de la abolición de la esclavatura en los países sudame-

ricanos porque no afectaba ello entonces a su interés, pero se

opuso a dicha abolición en Texas precisamente porque era con-

traria a su interés de esa época, representado por la tendencia

esclavocrata de su gobierno y del partido político predominan-

te. Eso explica también la actitud del presidente Polk, genuino

representante de esa tendencia, al dar a la doctrina Monroe el

alcance que el interés de su país exigía en ese momento :

« nunca — dijo en su primer mensaje, XII, 45 — hemos interve-
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nido en Europa : exigimos que Europa no lo haga en América
;

los pueblos de este continente tienen solos el derecho de resolver

acerca de su destino : si cualquier porción de ellos, constitu-

yendo un estado independiente, resolviera unirse con nuestro

país, sería este un asunto del exclusivo resorte nuestro y suyo,

en el cual no cabría intervención alguna extraña, y jamás per-

mitiríamos que estado alguno europeo tratase de intervenir

para impedir esa incorporación, alegando que desequilibra la

balanza de poder que pretenden debe existir en este continen-

te ». Después de la anexión de Texas, que resultaba así ser una

aplicación directa de la doctrina Monroe, Polk tentó la de Yu-

catán, y en su mensaje al congreso — 29, IV, 48 — decía: « nues-

tra propia seguridad exige que esa política continúe guiando

nuestra conducta, lo que se aplica con gran fuerza a la penín-

sula de Yucatán, la que, por su situación geográfica, sería peli-

groso para nuestra paz y seguridad dejar expuesta a conver-

tirse eventualmente en una colonia europea, » de modo que la

voluntad de los pueblos no era ya la que debía resolver por sí

sola su destino, sino cuando se encontrara de acuerdo con el in-

terés de Estados Unidos, porque si bien el texto de la declara-

ción Monroe parecía consagrar aquel principio, se sobreenten-

día que, siendo sólo una política exclusivamente guiada por el

interés estaduniense, cuando este estuviera en desacuerdo con

el ejercicio de aquel otro principio, era evidente que éste debía

subordinarse a dicho interés. Polk, de ese punto de vista, ha de-

clarado la doctrina originaria
;
ya en 183(i el senador Preston

había dicho : « la bandera estrellada no tardará en fiamear sobre

las torres de México y de ahí seguirá hasta el cabo de Hornos,

euvas ondas agitadas son el único límite que el yanqui reconoce

para su ambición »
;
pero es sign i li cativo observar que el recor-

dado presidente, fiel a su deber de estadista que consulta los

intereses nacionales del preciso momento en que actúa, dio a la

doctrina Monroe nn carácter más definido: « debe ser inequí-
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jocamente manifestado al mondo entero que nuestra política

definitiva es que ninguna colonia o dominio europeo pueda, con

nuestro consentimiento, ser incoado o establecido en cualquier

parte del territorio norteamericano »; con lo cual indicaba que,

en aquel instante (1845, con motivo del asunto del Oregon) el

interés estaduniense se restringía a la parte norte y se desen-

tendía de la parte sud del continente.

Con todo, la política yanqui, en lo relativo al canal de Pana-

má, presentó un ejemplo sugerente del criterio variable sobre

aplicación de la doctrina Monroe, que Polk había, sin embargo.

afirmado con vigor. El tratado con Nueva Granada, 1846, con-

tiene la garantía de Estados Unidos de la perfecta neutralidad

del istmo y de los derechos neogranadinos de soberanía y pro-

piedad, a mérito del temor abrigado entonces de que Inglaterra

deseaba incorporarse esos territorios, habiéndolo ya hecho con

los que después se denominó Honduras británica. En efecto,

Inglaterra extendía entonces a diario su ocupación de la costa

centroamericana, y Nicaragua, en 1847, solicitó la interposición

de Estados Unidos invocando la doctrina Monroe. Como resul-

tado de las negociaciones supervinientes, se celebró el tratado

Clayton-Bulwer — 9, IV, 50 — que decía: « el gobierno de Es-

tados Unidos y el de la Gran Bretaña declaran que ninguna de

las dos naciones ejercerá ni conservará jamás para sí misma el

control exclusivo sobre dicho canal navegable; que ninguna de

ellas elevará ni mantendrá jamás ninguna fortificación que do-

mine dicho canal y sus adyacencias, ni ocupará, ni fortificará,

ni colonizará, ni ejercerá soberanía alguna sobre Nicaragua,

Costa Kica, la costa de Mosquitos, ni parte alguna de la Amé-

rica Central ; ni utilizará ventaja alguna, ya concedida o que

pudiera concedérsele, ninguna alianza celebrada o que pudiera

celebrarse con no importa cualquiera de esos estados o nacio-

nes » ; y agregaba que ambos países « se comprometen, cuando
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el canal esté terminado, a protegerlo contra toda interrupción,

embargo o confiscación, garantiendo su neutralidad, de manera

que el canal permanezca siempre abierto y libre, garantía no

sólo recíproca sino relativa a las demás potencias». Es decir,

que ese tratado entendía aplicar la doctrina Monroe, invocada

por Nicaragua, dando a Inglaterra una participación, conjunta

con Estados Unidos, en todo lo relativo al canal y cuestio-

nes conexas : porque no se refería a la cláusula de la interven-

ción, ni a ataque alguno a la soberanía o bienestar de países

americanos, ni se ocupaba de colonización, ni de aplicación del

sistema político europeo. Pero la teoría de las dos esferas, de la

división de los continentes, de la reserva de « América para los

americanos», quedaba indudablemente mal parada en el trata-

do; mas, como Inglaterra era entonces el primer poder marítimo

del mundo, Estados Unidos deseaba congraciarse su buena vo-

luntad, y por eso Buchanan, siendo ministro yanqui en Londres,

decía— 6, 1, 54 : — es cierto que « la doctrina Monroe será siem -*

pie mantenida cuando, en opinión de nuestro congreso, la paz

y seguridad de Estados Unidos lo haga así necesario; pero si

tal se hubiera hecho en Centro América habríamos entrado en

colisión con la Gran Bretaña, lo cual debe siempre evitarse por-

que sería lamentable, desde que ambas naciones pueden hacerse

recíprocamente mucho bien y a la vez el mayor daño del mundo,

por lo cual es de nuestro más poderoso y mutuo interés, como

constituye igualmente nuestro más seguro deseo, el permanecer

siendo amigos, y es por ello que se celebró el tratado de 1850,

desde que lo allí sacrificado no podía ni debía ser obstáculo para

tal combinación ». Es decir, pues, que el interés de Estados Uni-

dos en aquel momento hizo que la doctrina Monroe se plegara

;i reconocer la intervención de una potencia europea en asuntos

netamente americanos : esto le dio manos libres otra vez, y efec-

tivamente, de 1846 a 1853, su expansión anexionista se ensan-

chó con Texas, Oregón, Nuevo México, California, y la compra
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<lc territorio mexicano hecha por Gadsden, lo que duplica tá

costü del Pacífico, redondea el imperio continental y demostra-

ba la superioridad del anglosajonismo sobre el latinoamerioa-

iiisnio; sólo quedaba la cuestión de Cuba, la de Nicaragua y la

del canal, que el optimismo yanqui dejaba para resolver en «'1

futuro. Tanto la presidencia de Polk, como la de Taylor, como

la de Pierce y la de Buchanan, siguen dando a la doctrina Mon-

roe la aplicación elástica que el interés nacional iba requirien-

do: en la de Buchanan, 1857, su secretario de estado Cass y el

senador Douglas, con perfecta franqueza, sostienen tal política,

y el último, en una memorable sesión del senado, declaró que

« cualquier cosa que requirieran los intereses de Estados Uni-

dos debía ser ley para el país, y las demás naciones tendrían

que aceptarla, pues las condiciones, limitaciones y restricciones

de épocas anteriores no podían prevalecer ante el destino mani-

fiesto del país». Polk, en su mensaje de 1849, había dicho que

« Estados Unidos es hoy el más gran poder americano, y los

demás países latinoamericanos, considerándolo como su mutuo

aliado y amigo, tendrían que dirigirse a él para ayuda y media-

ción en caso de cualquier dificultad entre ellos y una nación

europea». Pero eso no implicaba que Estados Unidos descui-

dara su interés : así, cuando en 1852 la situación de Cuba se

tornó de nuevo delicada, el secretario de estado Everett dijo —
1, XII, 52 : — « Estados Unidos no puede renunciar a la posibi-

lidad de hacer esa adquisición, que puede tener lugar sin per-

turbar las relaciones exteriores existentes y por razón natural

de las cosas ». La doctrina Monroe, que declaraba no intervenir

en las colonias existentes, .debía aquí servir hasta para la ane-

xión de una de éstas, en razón del soberano interés de Estados

Unidos; Cass, en las cámaras, formuló en 1853 así esa interpre-

tación : « los continentes americanos, por la libre e indepen-

diente condición que han asumido y mantienen, deben en ade-

lante ser considerados como no sujetos a colonización futura
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por parte de ninguna potencia europea; pero mientras los dere-

chos existentes tienen que ser respetados por Estados Unidos,

éste debe a su propia seguridad e interés anunciar, como lo

hace ahora, que ninguna colonia ni dominio futuro europeo po-

drá, con su consentimiento, ser admitido o establecido en parte

alguna del continente norteamericano; y que si se tentara hacer-

lo, deliberadamente declara que será considerado como un acto

contrario a sus intereses y seguridad, dejándolo en libertad para

adoptar las medidas que, como nación independiente, deba jus-

tamente adoptar en defensa de sus derechos y de su honor; que,

mientras Estados Unidos no manifieste designio sobre la isla

de Cuba, que sea inconsistente con la ley de las naciones y sus

deberes para con España, considera que debe, a la grave impor-

tancia del asunto, hacer saber, de la manera más solemne, que

mirará cualquier esfuerzo de parte de cualquier potencia en el

sentido de posesionarse, pacífica o violentamente, de dicha isla,

como un peligro para las costas meridionales de Estados Uni-

dos, el golfo de México y el sur del Missisipi, y constituyendo

un acto inamistoso dirigido contra él y que debe ser resistido

por todos los medios a su alcance ». Pero ya Douglas, en su dis-

curso en las cámaras (1845), había sido más franco : « borraría

— dijo — las líneas del mapa que ahora señalan límites nacio-

nales en este continente y ensancharía el área de la libertad

tanto cuanto lo permita la extensión misma del continente; no

debe permitirse que republiquetas inestables ocupen parte del

mismo, engendrando celos entre unas y otras, e interviniendo

recíprocamente en sus asuntos domésticos, y constantemente

haciendo peligrarla paz; pero todo nuestro esfuerzo debe llegar

sólo hasta el océano, que es el límite claramente puesto por la

naturaleza, pues esta república debe tener únicamente por fron-

l ci ¡is los océanos y suprimir así toda disputa sobre límites entre

los mismos». Cuando Cass desempeñó la secretaría de estado,

en la presidencia Bnchanan, hizo esta declaración oficial — 21,

ANAL. PAC. M I>KK. — T. XX 7
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IX. 58 : — «Estados Unidos no consentirá el sometimiento de

ninguno délos estados independientes de este continente a nin-

guna potencia europea, ni que sobre ellos se ejerza un protecto-

rado, ni que se establezca ninguna influencia política directa

que pueda controlar su política o sus instituciones », con lo cual

la doctrina Monroe dibujaba mejor sus contornos. Por lo demás,

ese era siempre el interés estaduniense; así, en la cuestión de

Cuba, constantemente se manifiesta con claridad meridiana : el

presidente Pierce, en su mensaje de marzo de 1853, había dicho

que « si la adquisición de la isla puede obtenerse, debe serlo

satisfaciendo así nuestro evidente interés nacional y nuestra

seguridad » ; y el manifiesto de Ostende — de los ministros yan-

quis Buchanan, Soulé y Masón — en 1854 agregaba: « después

de haber ofrecido a España un precio de compra por Cuba, debe-

mos considerar si ésta, en poder de aquélla, no amenaza seria-

mente nuestra paz interna y la existencia de nuestra unión

;

siéndolo así, entonces, toda ley humana y divina nos autoriza a

arrebatarla de España en pudiéndolo hacer, en razón del mismo

principio que justifica a un particular cuando derriba la casa

incendiada de un vecino a fin de impedir que las llamas destru-

yan su propia casa». Tales manifestaciones invocaban el inte-

rés nacional, porque las potencias europeas ejercían entonces

presión sobre España para que, a fin de tranquilizar la isla, abo-

liese la esclavatura; y el partido sudista estaduniense veía com-

prometido todo su porvenir si tal cosa sucedía. En ese período

se tropieza con otra aplicación déla doctrina Monroe y esta vez

a nuestras puertas : en 1 859, con motivo del incidente del buque

Water Witch, que intentó violar los reglamentos buenos o malos

del Paraguay y fué detenido por ello, Estados Unidos envió una

flotilla para exigir reparaciones ; la prudente intervención del

presidente Urquiza impidió mayores abusos, pero el Paraguay

tuvo que ceder. El interés nacional que había exigido esa me-

dida, inspiró también la ley estaduniense de 1856 que dice

:



LA DOCTRINA MONKOE S)'J

« cuando cualquier ciudadano de Estados Unidos descubre un

depósito de guano en una isla, roca o arrecife, fuera de la juris-

dicción legal de cualquier gobierno y no ocupada por ciudada-

nos de ningún otro gobierno, y tome pacífica posesión de la mis-

ma y la ocupe, tal isla, roca o arrecife, será considerada como

perteneciendo a Estados Unidos », en cuya virtud se apoderaron

de las islas Lobos, en la costa del Peni, si bien las restituyeron

después. Otra aplicación de la doctrina Monroe está en el men-

saje de Buchanan en 1858, diciendo que « el gobierno de Estados

Unidos ha asumido un protectorado temporario sobre la parte

norte de Chihuahua y Sonora, y establecido allí puestos milita-

res», en razón del desorden reinante; y en diciembre de 1859

propuso al congreso « una ley que autorice al presidente, bajo

las condiciones que parezcan más adecuadas, a emplear sufi-

ciente fuerza militar a fin de entrar en México con el objeto de

obtener una indemnización por el pasado y una seguridad por

el futuro » ; y en su mensaje de diciembre de 1860 agregó : « en-

tiendo que tal medida se justifica especialmente por la impor-

tante consideración de que los gobiernos europeos se encuen-

tran por ella privados de todo pretexto para intervenir en los

asuntos territoriales y domésticos de México, siendo así que nos

habríamos encontrado obligados a resistir, aun con la fuerza en

siendo necesario, cualquier tentativa de esos gobiernos para

privar a nuestra vecina república de parte de su territorio, de-

ber del cual no podríamos prescindir sin abandonar la tradicio-

nal y establecida política del pueblo americano».

Se ve, pues, que hacia mediados del siglo — mejor dicho, ala

terminación de la presidencia Buchanan, en marzo 1861, y en

vísperas del estallido de la guerra de secesión — la doctrina

Ifonroe, del ¡i su concepto inspirador del interés nacional, había

seguido la evolución de este interés, sea contradiciéndose apa-

rentemente en el tratado Clayton-Bulwer, o sea justificando las

anexiones sucesivas que ensancharon enormemente el país. s¡



166 ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

la anexión de Cuba no se llevó a cabo, por la razón o por la

fuerza, como lo quería el partido esclavocrata Budista, junto

con la de Centro América y México, para ampliar la zona de la

esclavitud y contrarrestar la de la libertad, ampliada con Cali-

fornia, de modo que el partido nordista inclinaba la balanza

política a su favor, fué precisamente por la vivacidad de la

lucha interna de los partidos nordista y sudista, republicano y

demócrata, que subordinaban todo a su supremacía interna

;

esas presidencias Budistas llevaron las anexiones a su mayor

expresión, y si no realizaron las ya enunciadas de México, Cen-

tro América y Cuba, fué porque la oposición nordista lo impidió

para que no fuese excesiva su importancia interna. La doctrina

Monroe, pues, vino a encontrarse subordinada a los intereses

esclavocratas y antiesclavocratas en la política interna estadu-

niense, de modo que la guerra de secesión, al conducir ala solu-

ción radical antiesclavocrata nordista, cierra el primer período

de la aplicación de la doctrina. Veremos en el período siguiente

cuál es la orientación de la misma, apoyándonos siempre exclu- •

sivamente en los textos oficiales de los mensajes presidenciales,

notas de su cancillería o de sus ministros diplomáticos, o discur-

sos pronunciados en sus cámaras.

En resumen : el estudio atento e imparcial de la evolución del

panamericanismo en Estados Unidos durante el mencionado pe-

ríodo, demuestra una absoluta unidad de criterio en la aplica-

ción de su política continental y una singular lógica en la adap-

tación de dicba política a cada momento sucesivo de su historia

;

se ve que los estadistas estadunienses han tenido siempre por

norma una actitud que responde a los intereses de su país en el

respectivo momento, pues esa era su misión, y no erigirse en

apóstoles quijotescos de sentimentalismos románticos, como

algunos latinoamericanos suponen que deben aquellos ser, olvi-

dando que quien asume la responsabilidad del gobierno de un
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país no debe tener en vista sino el interés del mismo y no el de

los demás, ya que cada cnal puede, y está a ello obligado, cui-

dar lo propio. Por eso el presidente Taft — en su discurso de

Sacramento, California, octubre de 1911 — decía: «no me pre-

ocupo en discutir los exactos lindes de la doctrina Monroe : ella

fué anunciada en un mensaje del presidente, y fué realmente diri-

gida contra la Santa Alianza, a la sazón existente, que se temía

tuviese el propósito de ayudar a España a subyugar sus colo-

nias perdidas en este hemisferio, las cuales se habían hecho

repúblicas y había sido reconocida su independencia por Esta-

dos Unidos. Se hacía referencia en el mismo mensaje a la obje-

ción formulada por este país contra la colonización de este con-

tinente por países europeos; pero parece claro que ésta se refiere

al establecimiento de colonias rusas en territorio reclamado por

Estados Unidos, y que no era la declaración de un principio ge-

neral contra la mera colonización, que no envolvía desquicia-

miento del gobierno establecido en este país. La doctrina Mon-

roe ha sido interpretada como la política de Estados Unidos

dirigida a conservar los intereses de todas las repúblicas ame-

ricanas : ha sido invocada para justificar nuestros grandes y a

veces activos intereses en el arreglo de las controversias de los

países de este hemisferio y de Europa, y controversias de los

países dé este hemisferio entre sí». El hecho de que la doctrina

evolucione es perfectamente natural, porque la política de un

país no puede permanecer estacionaria, cuando todo progresa y

todo cambia, de modo que aquélla — como actitud directriz o

como criterio político — igualmente debe adaptarse a las con-

diciones cambiantes, lo que hizo decir al presidente Koosevelt,

en L0O5 : « si hubiésemos rehusado aplicar la doctrina a las con-

diciones cambiantes, hoy estaría completamente anticuada, no

serviría para satisfacer ninguna de las necesidades del día pre-

sente, yes casi seguro que habría ya caído en completo olvido :

es ñtil en el país y se la reconoce fuera de él, precisamente por-
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que bemos adaptado nuestra aplicación de ella en forma deque

responda a las necesidades nacientes y cambiantes del hemisfe-

rio, pues cuando proclamamos una política, cual la doctrina

Monroe, por eso mismo nos obligamos a las consecuencias de la

misma, y tales consecuencias es evidente que se alteran de tiem-

po en tiempo ».

III

La guerra de secesión fué el gran momento crítico en la evo

lución histérica estaduniense : basta la presidencia de Bucha-

nan el partido sudista esclavocrata había dominado en la políti-

ca nacional, pero el triunfo del partido nordista, al llevar a la

presidencia a Lincoln, produjo el estallido. Todos los estados

Budistas se dieron cuenta de que la orientación del país les se-

ría adversa y resolvieron separarse constituyéndose en confe-

deración, con Jefferson Davis como presidente. La lucha fué

cruenta y duró cinco largos años: puede decirse que los hom-

bres de gobierno más experimentados eran sudistas y el gobier-

no de la unión tuvo que ensayar nuevos estadistas ; además de

que reinaba entonces el concepto de «la política del despojo»,

según la cual el partido vencedor en las~ elecciones separaba de

su puesto a cuanto funcionario podía y colocaba en su lugar a

sus correligionarios; Lincoln, en carta a Scburz— 10, XI, 62, —
le decía: «la administración ha distribuido entre sus correli-

gionarios cuanto empleo civil ha sido posible, más que lo he-

cho hasta ahora por cualquier otra administración », de modo

que, lógicamente, con personal novel todo tenía que improvi-

sarse. No es extraño, entonces, que la aplicación de la doctrina

Monroe obedeciera a otro criterio : el secretario de estado Se-

ward, puede decirse, puso todo su empeño en no mencionarla.

Hasta entonces la quintaesencia de la doctrina estaba en ser

una declaración puramente presidencial, que no imponía obliga-
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eión alguna positiva a Estados Unidos y que ningún otro país

estaba autorizado a invocar, de modo que el gobierno estadu-

niense hacía nso de ella cuando su interés se lo indicaba y en

la forma en que éste lo requería, con lo cual evitaba mezclarse

en complicaciones en las pítales carecía de interés. Fué así co-

mo dejó que Gran Bretaña, por intermedio de lord Strang-

f'ord, su ministro en Río Janeiro, interviniera en la termina-

ción de la guerra del Brasil y en la independencia del Uru-

guay, que fué su consecuencia ; tampoco intervino en las

cuestiones del Plata, dejando que Inglaterra y Francia lo hicie-

ran con sus fuerzas navales : sin embargo, el secretario de es-

tado Buchanan — 30, III, 46 — declaró al ministro Harria, en

Buenos Aires : « que Gran Bretaña y Francia han violado fia-

grantemente el principio de Monroe con su intervención arma-

da en el Río de la Plata, es un hecho notorio al mundo : aun-

que las circunstancias actuales hacen imposible a Estados

Unidos tomar parte en esa guerra», pero no consideró llegado

el caso de ofrecer los buenos oficios por cuanto, decía : « el ofre-

cimiento de una mediación de una nación en las discusiones

con otras naciones, es un acto demasiado importante y puede

envolver consecuencias demasiado serias». La doctrina Mon-

roe, pues, se aplicó con arreglo a los intereses estadunienses

del momento. Y eso que, entonces, el enviado francés, Guille-

mont, decía — 12, XII, 48— a su gobierno: « si se deja que pre-

valezca el elemento local, vendrá la influencia y control anglo-

americano y, en medio de la atonía social reinante, producirá

una renovación violenta y nuestra exclusión, como la de toda

Europa » ; insistiendo en ese fantasma— 19, III, 4í> — con estas

palabras: << Sud América está ocupada casi enteramente por

criollos de cepa ibérica : es menester depositar en ellos un ger-

incn substancioso francés, para que si algún día los angtoame

rícanós pretenden pasar Panamá y bajar hacia el cabo de 1 1 oí

nos, encuentren en el camino un pueblo de nuestra raza, (pie
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pueda encabezar una resistencia eficiente». Ese era igualmen-

te el criterio del segundo imperio napoleónico, de modo <|iu-.

así (pie se produce la guerra de secesión, Francia aprovecha la

oportunidad de encontrarse así exteriormente paralizado Esta-

dos Unidos, para formar la coalición franco-anglo-española e

intervenir en México : abril de 1862, en la inteligencia de que

había que proteger a Europa del peligro estaduniense y a las

repúblicas latinoamericanas igualmente, por lo cual ideó la

creación de un imperio mexicano. El gobierno estaduniense te-

nía las manos atadas : es verdad que la coalición declaró que

no buscaba apoderarse de territorio americano ni influir en su

política, pero el triunfo militar de sus armas permitió al parti-

do conservador de México resolver la creación de un trono im-

perial y ofrecerlo al archiduque austríaco Maximiliano ; no se

trataba de anexión sino de ejercicio de la soberanía popular,

de modo que literalmente no se contrariaba la doctrina Mon-

roe. Seward, sin aludir a ésta, se contentó con asegurar la neu-

tralidad de su país tanto en la guerra entre las tropas francesas

'

y las mexicanas, primero; como entre las de Maximiliano y Juá-

rez, después, buscando no dar pretexto a Francia para ponerse

al lado de la confederación en la guerra civil. Es cierto que en

abril de 1864 las cámaras votaron unánimes la siguiente reso-

lución : « el congreso no podía permitir con su silencio que las

naciones del mundo quedaran bajo la impresión de que era es-

pectador indiferente de los sucesos lamentables que se desarro-

llaban en la república de México, y creía oportuno declarar que

no estaba de acuerdo con la política de Estados Unidos el re-

conocer ningún gobierno monárquico erigido sobre las ruinas

de un gobierno republicano en América bajo los auspicios de

una potencia europea»: pero, ante la interpelación del canciller

francés, Drohyn de l'Huys, el ministro Dayton contestó que

la política internacional de su país era dirigida por el presiden-

te y no por el congreso
; y habiendo el gobierno británico he-



LA DOCTRINA MONROE 105

cho análoga exploración, Seward contestó — 14, IV, 64 : — « es-

tamos aún comprometidos en una guerra civil y consideramos

conveniente evitar, en cuanto sea posible, conflictos y discu-

siones con naciones extranjeras : aun los que entre nosotros

piensan que la intervención de este gobierno en México para

evitar el establecimiento de una monarquía imperial, sería jus-

ta y sabia, consideran también que adoptar tal procedimiento

ahora sería insensato». Es, como se ve, la aplicación del mon-

roísmo con arreglo al interés nacional del momento. La termi-

nación de la guerra de secesión dejó a Estados Unidos con las

manos libres y con ejércitos veteranos : Seward — 12, II, 66, —
pide entonces al gobierno francés el retiro de sus tropas, si

bien repite su declaración de neutralidad en los asuntos inter-

nos mexicanos
; y eso trae la consecuencia del drama final de

Queretaro, en 1867. Del punto de vista de la doctrina Monroe,

lo interesante es observar que no se la mencionó durante la tra-

mitación de la cuestión de México.

Tampoco fué invocada en otro caso típico coetáneo : a raíz

de la guerra civil norteamericana, España decide la reincorpo-

ración de Santo Domingo a sus posesiones coloniales, a pedido

del gobierno dominicano de entonces : la doctrina, en el fondo,

habría sido de aplicación dudosa desde que una reincorporación

voluntaria no cae bajo ninguna de sus estipulaciones, pero Se-

ward se contenta— 2, III, 61 — con hacer saber al gobierno es-

pañol que tal acción «podría ser considerada como manifesta-

ción de un espíritu inamistoso para Estados Unidos, el cual

podría decidirse a contrarrestar empresas de esa clase, sea re-

lativas a la república dominicana o a otra parte del continente

o islas americanas con una resistencia pronta, persistente y

• lectiva»; con toilo, al producirse la anexión — 1,V1, 61, — el

gobierno estaduniense guardó silencio y cuando, en 1863, los

dominicanos se sublevan contra la ocupación española, Seward

declara la neutralidad de su país cu tul guerra, y la cuestión
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de Santo Domingo termina en 1865 con la retirada voluntaria

<le España.

Por último, el tercer caso de aplicación déla doctrina duran-

te la guerra de secesión, fué el del apoderamiento de las islas

Chinchas en 18C4 por España, con la declaración de que, desde

que España no había reconocido la independencia del Perú, tal

acto no importaba violación de soberanía alguna : Seward se

contentó con manifestar al gobierno español que no podía acep-

tar tal argumento ni considerar con indiferencia tal tentativa

de reincorporación ; vino entonces la guerra entre España con

Perú y Chile, y Estados Unidos se declaró neutral, hasta que,

mucho después de terminada la crisis de la secesión, actuó en

1870 como mediador para que se considerase terminada aquélla

por cesación material de hostilidades : tampoco, pues, se men-

cionó la doctrina Monroe en esta emergencia.

La explicación de esta actitud de Estados Unidos se encuen-

tra exclusivamente en que la guerra civil interna lo tenía ab-

sorbido y que su política internacional se hallaba concentrada

en las cuestiones del bloqueo, construcción de la escuadra su-

dista en astilleros ingleses, y la pérdida de su marina mercan-

te; su cancillería estaba constantemente ocupada en discutir

con Gran Bretaña los conflictos constantes que se producían,

como el caso del Amy WaricicJc, relativo al bloqueo ; el de Trent,

sobre el derecho de visita ; la emancipación de los esclavos, los

monitores de Laird, y tantos otros asuntos ; de ahí que prefi-

riera dejar dormitar la doctrina Monroe en los casos referidos.

Seward, por otra parte, era opuesto a la política sudista de

anexión, que consideraba obedecía tan sólo a la extensión de

la zona esclavocrata para desequilibrar la balanza política in-

terna, de modo que modificó la actitud del gobierno estadunien-

se respecto de los países latinoamericanos, si bien oficialmente

declaró que «todo el mundo desea el bien de los estados hispa-

noamericanos, y sin embargo todos pierden la paciencia con
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ellos por no ser más constantes, estables y prudentes: tal es el

estado de ánimo de toda potencia extranjera cuando se trata

de sus relaciones con esas repúblicas, especialmente las centro-

americanas »
;
pero al ministro Schurz, en Madrid, le declaró

que « Estados Unidos había tenido siempre la creencia de que

algún día lograría adquirir las islas antillanas por medios jus-

tos y legales y con el consentimiento de su soberano». En con-

traste con esa política del gobierno nordista de la unión, el

Budista de la confederación declaraba que «la parte que co-

rresponde desempeñar a los estados confederados en esta crisis

es clara : nuestra revolución ha paralizado la doctrina Monroe

en lo que nos concierne, de modo que vemos en los hispanoame-

ricanos a nuestros aliados y podemos con ellos dividirnos el te-

rritorio y dominar el golfo de México »
;
pero su diplomacia no

tuvo más éxito que sus ejércitos. En cambio, el canciller nor-

dista íSeward. si bien evitaba entrar en conflictos, hizo cons-

tantemente declaraciones terminantes : así, después de las ba-

tallas de Gettysburg y Vickburg, dijo — 21, VIII, G3 : — «los

intereses de Estados Unidos y aun de Francia exigen que se

solucione la presente complicación mexicana tan pronto como

sea posible, sobre la base de la unidad e independencia de Mé-

xico »
; agregando — 2G, VIH, 03 : — « este gobierno cree que la

resistencia extranjera, o tentativa para controlar la civilización

americana, fracasará siempre ante la incesante actividad de las

fuerzas materiales, políticas y morales que son peculiares del

continente americano: Estados Unidos no oculta que, en su

Opinión, su propia seguridad y la prosperidad del destino a que

aspira están íntimamente ligadas con la continuación de las

instituciones libres en toda América, y en caso alguno estamos

dispuestos a descuidar esa condición de nuestra seguridad, co-

mo cualquier estado soberano lo liana en caso análogo». V

agregaba — adivinándose cutre religiones que se refería a la

doctrina .Monroe, si bien no la mencionaba: — « Francia DO ne
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eesita demorar por un momento su prometida retirada de las

fuerzas militares de México y poner en plena y completa prácti-

ca el principio de la no intervención con respecto a México, por

motivo de aprehensión de que Estados Unidos sea infiel a los

principios y política en ese respecto : la práctica de este go-

bierno, desde su principio, es una garantía para todas las na-

ciones del respeto del pueblo americano hacia la libre sobera-

nía del pueblo en todos los demás estados ; nosotros recibimos

las instrucciones de Washington : las hemos aplicado rígida-

mente en nuestras primeras relaciones, aun con la misma Fran-

cia
;
el mismo principio y la misma práctica lian sido uniforme-

mente inculcados por todos nuestros estadistas, interpretados

por todos nuestros jurisconsultos, mantenidos por todos nues-

tros congresos y sancionados casi sin disentimiento alguno, en

todas ocasiones, por el pueblo americano : es en realidad el ele-

mento principal de las relaciones exteriores en nuestra histo-

ria». Se ve, visiblemente, que Seward evita mencionar el nom-

bre de Monroe e invocar expresamente su doctrina : prefiere

referirse sólo a Washington. La razón de esa actitud la dio su

colega de gabinete, el secretario de hacienda Chase, en 18t>4 :

« nunca — dijo — se renunció a la doctrina Monroe, pero se

cuidó de no mencionarla, cuando el haber insistido en ella sólo

habría constituido una amenaza vana y habría precipitado el

reconocimiento de la confederación rebelde, lo cual habría sido

seguido por la guerra». Por lo demás, Seward, en su nota de

1863 al gobierno francés, había agregado: « Estados Unidos

desea sinceramente continuar y cultivar la amistad con Fran-

cia, pero esta política quedaría altamente comprometida a me-

nos que Francia pudiera juzgar compatible con su honor el de-

sistir de proseguir en su intervención armada en México para

derrocar el gobierno republicano interno que allí existe y para

establecer sobre sus ruinas la monarquía extranjera que se ha

tratado de inaugurar en la capital de dicho país ». Era una alu-
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sión velada al monroísmo, como lo había sido la de Buchanan,

en 1848, cuando dijo : « el más elevado, así como el primer de-

ber de toda nación independiente es proveer a su propia segu-

ridad
; y, procediendo con arreglo a este principio, nos veríamos

obligados a resistir, por todos los medios que la providencia lia

puesto a nuestra disposición, la administración de Cuba por

ningún estado marítimo poderoso» ; Clayton, en 1849, había

dicho a su vez : « la noticia de la cesión de Cuba a cualquier po-

tencia extranjera sería para Estados Unidos una señal inme-

diata de guerra: ninguna potencia extranjera trataría de tomar

posesión de ella sin esperar al mismo tiempo un encuentro hos-

til con nosotros como consecuencia inevitable »
;
por lo cual

Calhoun, en 1848, declaró en el senado : « si resistís o no, así

como la medida de vuestra resistencia, ya sea por medio de ne-

gociaciones, protestas u otras medidas intermediarias, o ya sea

por medio de las armas, todo esto debe ser determinado y deci-

dido, teniendo en cuenta los méritos de la cuestión : este es el

único recurso acertado ; hay casos de interposición en que yo

recurriría a los azares de la guerra con todas sus calamidades

:

si se me pide más, contestaré que ahí está el caso de Cuba».

Pero todo eso, durante la guerra civil, no podía tomarse en cuen-

ta : lo primero, era vencer a los rebeldes sudistas ; después, se

vería lo que tuviera simple alcance internacional : por eso, así

como Seward adoptó una actitud pasiva en la cuestión ameri-

cana, en la dominicana y en la española-peruano-chilena, tam-

poco dijo nada en el bloqueo de los puertos brasileños por una

escuadra inglesa en 1863.

Terminada la guerra de secesión y desaparecido el peligro

sudista esclavocrata, el gobierno nordista del partido republi-

cano otra vez orienta la política continental en el sentido de la

expansión territorial: cu 1867 compra a Rusia el territorio <lc

áJaska, y negocia la adquisición de las islas menores antilla-
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ñas, sean españolas o dinamarquesas, hasta proponer al congre-

so en 1869 la anexión de Santo Domingo, que fué el propósito

constante del presidente Grant. Este decía, en su mensaje —
21, V, 70, — que «la doctrina promulgada por Monroe había

sido sostenida por todos los partidos políticos y considero con-

veniente exponer ahora el principio complementario igualmen-

te importante, de que desde hoy en adelante ningún territorio

en este continente será considerado como pudiendo ser trans-

ferido a una potencia europea». La cuestión del canal inter-

oceánico llevó a celebrar una serie de nuevos tratados con los

países centroamericanos: Honduras, 1864; Nicaragua, 1S6S;

Colombia, 1869
;
pero sin lograr la abolición del Clayton-Bul-

wer. Debe aquí hacerse presente que la cuestión del restable-

cimiento del orden en el tránsito del istmo, garantida por Esta-

dos Unidos en el tratado de 1816, hizo que Colombia lo exi-

giera en 1862; pero el secretario de estado Seward, en vez de

enviar fuerzas con ese objeto, consideró que — dada la situa-

ción delicada de la guerra civil y del dominio del mar ejercido

entonces por la marina de la confederación sudista — era más

hábil solicitar de Francia e Inglaterra una intervención conjun-

ta en ese sentido; pero las dos potencias europeas se abstuvie-

ron porque, en el fondo, favorecían a la confederación en de-

trimento de la unión
; y México aprovechó la oportunidad para

reprochar al gobierno estaduniense tal claudicación de la doc-

trina Monroe, contestando Seward que el tratado Clayton Bul-

wer regía el caso, pero que la insinuación de su gobierno había

sido mal interpretada. Después del asesinato de Lincoln, el presi-

dente Johnson, en su mensaje de 1868, hizo una ruidosa declara-

ción monroista : « mientras Estados Unidos en toda ocasión ha

demostrado una decidida oposición a que parte alguna de este

continente o de sus islas adyacentes pueda ser materia de un

nuevo establecimiento de parte de una potencia monárquica,

muy poco ha sido hecho, por otro lado, para vincular a nosotros
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los países que nos rodean, o siquiera para prestar una ayuda

moral a los esfuerzos que tan resuelta y constantemente están

haciendo para asegurar las instituciones republicanas para sí

mismos. Una sensata política nacional deberá ser la de sancio-

nar la adquisición e incorporación a nuestra unión federal de

los diversos países adyacentes, continentales o insulares, tan

pronto como pueda hacerse de un modo pacífico y legal, sin

violar la justicia nacional, ni la fe ni el honor: la posesión ex-

tranjera y su control de esos países han contenido hasta ahora

su crecimiento y contrarrestado la influencia estaduniense. El

alma de este país está rápidamente convenciéndose de que con

las facilidades en aumento de comunicaciones, entre todas las

partes de la tierra, los principios de gobierno libre, tal como los

especifica nuestra constitución, si se les mantiene y desenvuel-

ve fielmente, demostrarán tener suficiente fuerza y amplitud

como i>ara comprender en su esfera de influencia a todas las na-

ciones civilizadas del nuevo mundo». Se ve, entonces, que real-

mente todos los partidos — nordista y Budista — piensan lo

mismo respecto de la doctrina Monroe, el interés supremo esta-

duniense y su destino manifiesto, de manera que hay una ver-

dadera unidad de criterio a este respecto y la elasticidad de la

aplicación de la doctrina obedece siempre a una orientación

única: la del interés nacional. He ahí por qué considero errado

«1 punto de vista de aquellos latinoamericanos que— como el

intemacionalista chileno Álvarez — quieren limitar la doctrina

monroista a su texto literal de 1823 y explican su adaptabilidad

a situaciones y épocas posteriores y distintas, pretendiendo

qtoe B6 trata de tendencias encubiertas de hegemonía continen-

tal o de ana política francamente imperialista: el sedimento

imperialista o de hegemonía ha existido siempre en Estados

I 'unios y no ha podido ni debido ser de otra manera, porque

es un fenómeno sociológico que se repite constantemente en la

historia, «mi todo pueblo consciente de sus fuerzas y de su su«
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perioridad sobre sus vecinos, como sucedió con Egipto bajo

Ranisés, Macedonia con Alejandro, Roma con Julio César, Ga-

lia con Carlomagno, España con Carlos V, Francia con Napo-

león; etc., etc; es la fe absoluta en las fuerzas del país y en el

destino nacional lo que mueve a los pueblos, en ese instante

crítico de la vida, a expandirse a costa de los demás, como si

cumplieran así una misión histórica fatal. No hay que hacer

por ello cargos al pueblo estaduniense : esa seguridad absoluta

en su destino manifiesto es lo que alienta su alma nacional ; si

al cumplir su destino lastima otros intereses o aspiraciones, no

le corresponde a él ver de evitarlo sino a los que vienen así a

ser desplazados, pues cada cual debe cuidar de lo propio y pro-

tegerlo. Todo pueblo fuerte ha obrado siempre así: ha tenido

exclusivamente en vista su destino y su interés, y ha dejado a

los débiles las proclamas literarias de fraternidad y altruismo,

derecho natural y otros conceptos análogos; ha buscado siem-

pre el engrandecimiento nacional y es explicable que este se

haya verificado a costa de otros, porque de lo contrario no ha-

bría precisamente engrandecimiento. El anglosajonísimo prac-

tica secamente la acción, y en el fondo tiene como máxima de

gobierno que might is rigkt, el poder es el derecho, si bien di-

plomáticamente no lo proclama así, pero deja al latinohispano-

lusitanismo la dulce embriaguez de la palabra innocua; por eso,

en la actitud estaduniense respecto de la doctrina monroista

hay lógica, hay unidad y hay inquebrantable perseverancia.

Por eso también en el período de la guerra de secesión la acti-

tud del secretario Seward, dejando dormitar el monroísmo,

es perfectamente lógica y consecuente con la del anterior se-

cretario Cass, quien invocaba siempre la doctrina : ambos can-

cilleres, al servicio de gobiernos de orientación política tan

opuesta, anterior y posterior a la crisis nordista y sudista de la

guerra civil, tienen en realidad el mismísimo criterio para apre-

ciar la política continental de su país, convencidos ambos de
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que los países latinoamericanos no sabían gobernarse a sí mis-

inos y eran vecinos inaguantables por la anarquía y abusos en

que vivían, de modo que el único remedio era anexarse esos te-

rritorios ingobernables : así lo dijeron sin ambajes el presidente

sudista Polk y el nordista Johnson, antes y después de la gran

crisis de la secesión, y ambos se basaron en lo mismo, es decir,

en el interés nacional, si bien anas veces concebían a este co-

mo la extensión de la zona esclavocrata ; otras, como la necesi-

dad de paz y tranquilidad; otras, como la de abrir 'nuevos mer-

cados a su producción, etc., etc.

A raíz de la guerra civil llega Sarmiento a Estados Unidos

como ministro argentino y, en su discurso de recepción— 9, XI,

65 — por el presidente Johnson, dice : « hacer por su influencia

sino por su política, que la república, como institución, sea en

América sinónimo de desarrollo próspero e intelectual del pueblo,

garantía de la independencia délos gobiernos existentes y pren-

da de tranquilidad interna y de paz externa, es la noble misión de

Estados Unidos, y cultivar los sentimientos de fraternidad que

la naturaleza y las instituciones establecen entre la gran repú-

blica y la naciente nuestra es el ardiente deseo de mi gobierno y

muy honroso y grato deber». La opinión estaduniense interpretó

esa frase como un reconocimiento argentino del monroísmo inter-

vencionista, que implicaba un cuasi protectorado, pero eviden-

temente jamás estuvo ello en la mente del gobierno argentino

por más que aquellas palabras de su diplomático fueran quizá

poco discretas.

ESI período que siguió a la terrible guerra civil fué de recons-

trucción interna, política y económica, de modo que todas las

actividades, recursos y energías, se concentraron en el desen-

volvimiento del país con prescíndencia del extranjero: el inte-

rés nacional estuvo de L865 a 1885 en no tener ninguna preo-

cupación exterior y, por ende, el monroísmo se adapto a esa

ANAL. PAC. DS DCB. I XX 8
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necesidad <le aparente apatía. Ciertamente la política continen-

tal estadnniense ño varió de orientación, pues la cuestión cu-

bana afectaba el comercio interno del país y el problema del

canal interoceánico se refería al porvenir económico: la opinión

pública, sin embargo, no quería ocuparse ni preocuparse sino

dé los asuntos domésticos, como ser la reconstrucción de los

estados antes confederados sudistas, que pasaron entonces por

el período delicado del régimen de los carpet baggers ; la po-

blación del vastísimo territorio del oeste y el renacimiento de

la unidad y prosperidad económica nacional. El primer ferro-

carril al Pacífico, 1809, vino a coincidir con la normalización

de la vida mexicana en vías de su «porfirización», que mantu-

vo la tranquilidad durante casi niedio siglo e incorporó, del

punto de vista geográfico, la explotación comercial de dicqo

país a la estadnniense de sus propios territorios del oeste : por

otra parte, si bien México difícilmente olvidarajamás el tratado

Guadalupe Hidalgo y la cesión forzada de sus provincias al

norte de río Bravo, como tampoco.se conformara con la vente

territorial obligada, de Gadsden, en cambio la actitud final de

Estados Unidos en la aventura imperial de Maximiliano y la

posterior respecto del régimen de Porfirio Díaz, hizo que — en

el período siguiente a la guerra de secesión — el resentimiento

mexicano pareciera aplacado. La serie de revoluciones cubanas

qne comienzan durante la presidencia Grant obliga a éste, sin

insistir en las antes recordadas propuestas de compra directa

en 1848 y 1853, a hacer declaraciones de monroísmo doctrina-

rio: «esas colonias — dice en su mensaje de 1869 — no pueden

ya ser consideradas como susceptibles de ser transferidas a una

potencia europea u otra»; como lo había ya declarado Clay en

1825, afirmado Van Burén en 1840, repetido Webster en 1852,

y en lo que insiste nuevamente Grant en su mensaje de 31, V,

1870, agregando: «la adquisición de Santo Domingo es una

consecuencia déla doctrina de Monroe»; y en otro mensaje
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del mismo año— 13, VI, 70, — añade : «la estrecha observancia

de la doctrina Monroe, como regla de política suprema, ha

constituido uno de los honores más altos de los estadistas nor-

teamericanos y ha asegurado a este gobierno la confianza de

las potencias débiles de este continente, que las induce a des-

cansar en su amistad y buscar en Estados Unidos ejemplos y

protección moral : eso ha dado a este gobierno una posición promi-

nente y una influencia de las que no puede abdicar, pero que

le imponen los más delicados deberes de honor y derecho en lo

que se refiere a cuestiones americanas, sea que ellas afecten a

las colonias emancipadas o las (pie aún están sometidas al do-

minio europeo » ; y en otro mensaje posterior — 5, IV, 71 — adu-

jo lo siguiente : «he creído que nuestras instituciones eran sufi-

cientemente amplias como para extenderse por sobre todo el con-

tinente con una rapidez tal que los demás pueblos de éste de-

berían desear colocarse bajo nuestra protección; he creído, ade-

más, que no debíamos permitir que ningún gobierno independien-

te— dentro de los límites de Norte América — pase de su con-

dición de independiente a la sujección o protección con relación

a una potencia europea : en consecuencia, atentos los hechos

producidos y con el más serio propósito de mantener la doc-

trina Monroe, he creído también que habría faltado a mi deber-

si no hubiera tomado medidas para asegurarme de los deseos

exactos del pueblo y gobierno de Santo Domingo respecto de

su anexión a nosotros y comunicar esa información al pueblo

de Estados Unidos». Grant, como se ve, tiene especialmente

en vista su conocida debilidad dominicana, pero sigue la lógica

anexionista de Buchanan y Polk, consagrando la actitud de

tutela je del mensaje de Monroe. Más aún: su secretario de es-

tado, Fish, al contestar una encuesta parlamentaria sobre el

comercio latinoamericano, decía — 14, VII, 70: — que era de

lamentar que en L826 Estados Cuidos «no hubiera aprovecha-

do de la oportunidad que tuvo de dar una dirección permanente
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a las relaciones políticas y comerciales de los entonces recien-

temente emancipados estados hispanoamericanos», aludiendo

al congreso de Panamá y a la doctrina Monroe; y agrega : «Es-

tados Unidos tiene necesariamente una posición prominente

en este continente, que no puede ni debe abdicar, y que lo au-

toriza pana tener voz dirigente y le impone de deberes y honor

en las cuestiones americanas»
; y concluyó por declarar: «una

época favorable se nos presenta para asentar los cimientos de

una política americana que logre vincular a todas las repúbli-

cas americanas con lazos más estrechos: es preciso que éstas

sientan, como en 1826, que este gobierno está dispuesto a

ayudarlas, hasta el límite de sus poderes constitucionales, con

todo lo que puedan requerir para protegerse mejor contra la

anarquía; es menester que se convenzan de que Estados

Unidos está dispuesto, de buena fe y sin ulteriores propósitos,

a unirse a ellas a fin de desarrollar una política comercial pa-

cífica americana, que incluya a este continente y a las Indias

occidentales». El secretario Fish, pues, adapta el monroísmo al-

interés estaduniense de ese momento : no es la anexión de te-

rritorios lo que a la sazón se necesitaba sino la conquista del

comercio latinoamericano, para lo cual la tranquilidad interna

de los países continentales era imprescindible. Por eso es que

toma la singular iniciativa de 5
7
XI, 75, de invitar a las princi-

pales potencias europeas a una intervención conjunta con Es-

tados Unidos en la cuestión cubana, pues el comercio estadu-

niense estaba sufriendo con el fermento revolucionario de la

isla: el monroísmo, en tal iniciativa — que repetía la de Se-

ward, en 1862, con motivo del istmo, — parece haberse dejado

dormitar, pues a primera vista no se diría muy conciliable con

este abandono de la política tradicional de las dos esferas, has-

ta ese momento observada siempre ; sobre todo, en presencia

del siguiente párrafo de la famosa circular de Fish : «en la im-

posibilidad de tener esperanza alguna de terminación de la gue-
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ira o de cualquier cambio eu la manera como lia sido practica-

da por ambos baudos, se considera que ha llegado el momento

tu que es un deber de los otros gobiernos el intervenir, si bien

únicamente con el objeto de poner fin a un conflicto desastroso

y destructivo y de restablecer la paz en Cuba ; a esta conclu-

sión se llega con pesar y disgusto, pero no cabe otra después

de haber tentado todo cuanto medio ha sido sugerido y todos

han resultado un fracaso, de modo que se arriba a la firme con-

vicción de que ha llegado el instante en que este gobierno no

tiene otro camino que tomar que el indicado». La intervención

conjunta por fortuna se evitó, porque España se adelantó a

ofrecer reformas en Cuba, las que se implantaron en 1878 : pe-

ro, del punto de vista de la doctrina Monroe, ha quedado el

precedente de aquel gravísimo paso dado por el gobierno esta-

duniense : si bien es cierto que en determinados momentos,

cuando el interés de la política lo ha aconsejado, se ha admiti-

do tal intervención, como en el tratado de abril 11 de 1839 en-

tre Estados Unidos y México, y el de 8, V, 71, entre Esta-

dos Unidos e Inglaterra, sometiendo al arbitraje del emperador

de Alemania la cuestión de San Juan de Oregón: todo lo cual

demuestra que el monroísmo, como actitud de política interna-

cional, ha sido siempre aplicado por los estadistas estadunien-

068 con la necesaria elasticidad para responder a las necesida-

des del interés nacional del momento, pues jamás lo considera-

ron como doctrina rígida ne varietur, lo que habría sido absur-

do en la dirección de los negocios públicos, ya que la ciencia de

la política consiste en amoldar la marcha del gobierno a las

exigencias de los acontecimientos, eu beneficio constante del

país. Y es curioso observar que el mismo secretario de estado

l'isli. al negociar con Colombia el tratado de (i, I, 70, sobre

«1 (¡mal de Panamá, dijera entonces: «la proposición de un

protectorado sobre el canal, en el cual otras potencias maríti-

mas B6 unirían a Estados Cuidos para ejercer igual control.
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probablemente liaría a un lado machos «le los obstáculos con

que se tropieza para realizar la concesión y aseguraría la ratifi-

cación de un tratado por el gobierno colombiano: pero en el

estado actual del derecho internacional tal protectorado con-

junto podría ser fuente de futuras dificultades y. si bien podría

facilitar la concesión colombiana, sería considerado con des-

confianza en el país y probablemente sería un obstáculo para

que el senado estaduniense ratificara un tratado semejante:

aparte, sin embargo, de la consideración de conveniencia, el

presidente no se inclina a entrar en complicaciones por la par-

ticipación, con otras potencias, del control sobre la obra, a la

que considera como una tarea americana, que desea sea reali-

zada bajo auspicios americanos, si bien se admitirá a aprove-

char de sus beneficios a todo el mundo comercial». Esa actitud

era tanto más sugerente cuanto que estaba en vigencia el tra-

tado Clayton-Bulwer, que cabalmente establecía la interven-

ción conjunta angloestaduniense. Mientras tanto, terminado el

canal de Suez en 1869, Lesseps se ocupó del de Panamá y en

1879 formó la célebre compañía, que comenzó sus trabajos en

1883 sobre la base de la concesión colombiana a Wyse; y —
en su artículo en la North American revieic — aquél dijo: «la

doctrina Monroe, en vez de oponerse a esta empresa, la favore-

ce directamente, pues que es Colombia quien lia acordado la

concesión del canal de Panamá, y el decreto del presidente de

dicho país — 3, IX, 79 — muy claramente demuestra que las

naciones de esta parte de América están interesadas de cora-

zón en la empresa ». El nuevo secretario de estado, Evarts, dijo

oficialmente entonces — 8, III, 80 : — «el interés predominante

de Estados Unidos en estos proyectos de comunicación inter-

oceánica a través'del istmo americano, ha sido siempre conside-

rado como incuestionable tanto por las potencias europeas

como por las de este continente; la secuela de su actitud y co-

rrespondencia, en lo que a. este punto se refiere, revela una
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clara apreciación de los motivos públicos y generales que lian

caracterizado, y es de esperar continúen caracterizando, toda

acción de este gobierno relativa a esos grandes intereses del

comercio y de la civilización en el hemisferio occidental: en

consecuencia, jamás lian demostrado la menor disposición para

tomar parte en ningún arreglo político de esta cuestión ameri-

cana a no ser de acuerdo con Estados Unidos y a instancias de

este gobierno para así hacerlo». El presidente Hayes, a su vez,

paso un mensaje al congreso diciendo: «Estados Unidos no

puede consentir en entregar tal control a ninguna potencia

europea o combinación de potencias ; el capital invertido por

corporaciones o ciudadanos de otros países en semejante em-

presa debe, en gran parte, mirar por protección a una o más de

las grandes potencias del mundo: ninguna europea podría in-

tervenir para tal protección sin adoptar medidas en este conti

nente que Estados Unidos consideraría totalmente inadmisi-

bles, y si se ha de invocar nuestra protección, debemos enton-

ces ejercer tal control como sea menester para permitir a este

país que proteja sus intereses nacionales y mantenga los dere-

chos de aquellos cuyo capital privado está comprometido en la

obra»; agregando: «un canal interoceánico a través del istmo

americano cambiaría esencialmente las relaciones geográficas

entre las costas estadunienses del Atlántico y del Pacífico y

entre Estados Unidos y el resto del mundo: no solamente

nuestro interés comercial es más grande (pie el de todas las

otras naciones, sino que su relación con nuestro poder y pros-

peridad como nación, con nuestros medios de defensa, nuestra

unidad, paz y seguridad, son materias de interés predominante

para el pneblo de Estados Unidos: ninguna otra gran potencia,

en circunstancias análogas, dejaría de afirmar su derecho de

Control en una obra que tan íntima y virtualmentc afecte su

interés y bienestar». La opinión pública estaduniense, a pesar

de todo. Se mantuvo indiferente ante esta acentuación del nion-



120 ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

roísnio en el sentido del interés predominante y de l;is líneas cos-

taneras : el desenvolvimiento interno continuaba absorbiendo

toda la atención y todas las energías nacionales, y no se quería

por el momento complicación alguna de otro carácter, de modo

que la compañía francesa continuó la construcción del canal.

.Sin embargo, la política de Hayes fué mantenida por su su-

cesor, el presidente Garfield, y su secretario de estado, Blaine :

«es un derecho y un deber de Estados Unidos — decía Gar-

fleld en su mensaje inaugural — el proclamar y mantener que

le corresponde autoridad y superintendencia sobre cualquier

canal interoceánico a través del istmo en protección de sus in-

tereses nacionales » ; y Blaine — en su circular diplomática de

24, VI, 81 — insistió en la aplicación monroísta anterior : « Es-

tados Unidos — dijo — reconoce la necesidad de una adecuada

garantía de neutralidad como esencial al canal; pero es opinión

del presidente que esa garantía, dada por Estados Unidos, no

requiere sanción ni accesión, ni consentimiento de parte de

otras potencias; es porque el control político del canal es dis-

tinto de su reglamentación administrativa o comercial, que es

menester declarar con claridad y énfasis que un convenio entre

las potencias europeas para garantir conjuntamente la neutra-

lidad y así controlar el carácter político de tal arteria comer-

cial, lejana de ellos y cercana a nosotros, con quienes forma

substancialmente una parte de nuestra línea costanera y está

destinada a ser el principal medio de comunicación entre nues-

tros estados del Atlántico y del Pacífico, sería considerada por

nuestro gobierno con la más grave preocupación, porque toda

tentativa de arreglo semejante entre potencias que mantienen

numerosos ejércitos y surcan el mar con inmensas flotas, y cuyo

interés en el canal y su funcionamiento jamás podrá ser tan

supremo y vital como el nuestro, revestiría el carácter de una

alianza contra Estados Unidos y debería ser considerada por este

gobierno como una indicación de sentimiento inamistoso f por-
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que es convicción tradicional nuestra que cualquier extensión

a nuestras costas del sistema político con el cual las grandes

potencias lian controlado y orientado los acontecimientos en

Europa, tiene que implicar peligros para la paz y prosperidad

de nuestro país, que ha sostenido constantemente los principios

tiempo hace proclamados por su gobierno y ahora inextricable-

mente entretejidos con nuestra política internacional como par-

te integral e importante de la misma». El gobierno inglés se

contentó con decir que se atenía a las estipulaciones vigentes

del tratado Clayton-Bulwer. Entonces Blaine — 19 y 21, XI, 81

— hizo la siguiente declaración oficial : « el poder militar de

Estados Unidos, como lo ha demostrado la reciente guerra ci-

vil, no tiene límites y en cualquier conflicto en el continente

americano será irresistible; Estados Unidos busca usar en la de-

fensa de sus propios intereses, la misma previsión y claroviden-

cia que el gobierno inglés emplea en la defensa de los intereses

del imperio británico y en cuyo obsequio mantiene un interés

predominante en el canal de Suez, y por sus fortificaciones en

Aden y Perim excluye a las demás potencias de las aguas del

mar Rojo, convirtiéndolo en un mare ckimum; así como sería

poco razonable pedir para Estados Unidos una participación en

tales fortificaciones o reclamar su absoluta neutralización, así

lo sería para Inglaterra exigir análoga cosa en perpetuidad con

respecto al tránsito a través del continente americano». Pero

G-randville, 7, I, 82, replicó fríamente : «las declaraciones del

presidente Monroe y su ministerio, en 1823 y 1821, cualquie-

ra que sea lo que sobre su alcance y finalidad se opine, y sobre

la admisibilidad de los principios que involucran o que se ha

cíenlo poder deducir «le las mismas, muestran que entonces

— 26 afios antes que el tratado de Clayton-Bulwer — había un

concepto claro del gran porvenir reservado a la costa del Pací

tico: es. en opinión de este gobierno, un argumento inadmisible

el pretender que los resultados regulares y favorables de can*
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sas tan evidentes ya entonces y tan irresistibles por su propia

naturaleza, puedan hoy alegarse como habiendo cambiado to-

talmente la condición de las cosas; por eso considera que aquel

canal, como toda comunicación entre dos grandes océanos y en

entre Europa y Asia, es una obra que no sólo interesa a Esta-

dos Unidos o al continente americano, sino a todo el mundo ci-

vilizado ». Ciertamente la política británica, atenta al interés

nacional, ha concluido por dominar militarmente el canal de

Suez y someter al Egipto a su protectorado, controlando asi ex

elusivamente esa comunicación interoceánica; pero mientras es-

tuviera en vigencia el tratado Clayton-Buhver, no tenía por qué

ceder en lo relativo al canal de Panamá. Por eso fué en vano

que el nuevo secretario de estado Frelinghuysen, repitiendo el

verbalismo de Blaine, replicara: «el presidente cree que la

formación de un protectorado de naciones europeas sobre el

tránsito del istmo está en conflicto con la doctrina que por mu-

chos años ha mantenido Estados Unidos; esa actitud o convic-

ción es propiamente llamada doctrina, por cuanto no tiene una

sanción establecida y su afirmación depende de la exigencia que

la provoque, pero ha sido repetidamente enunciada por el eje-

cutivo de este gobierno y por boca de los hombres más repre-

sentativos del país; es venerada por el pueblo americano, y ha

sido ya aprobada por el gobierno británico ». Del punto de vista

latinoamericano la importancia de la actitud estaduniense res-

pecto del canal de Panamá es extraordinaria porque, de acuer-

do con la adaptación del monroísmo al interés nacional yanqui,

ha llevado a una constante inmixión de Estados Unidos en la

vida de las repúblicas centroamericanas y aun en la de México :

eso no se veía con tanta claridad entonces, porque aún no es-

taba construido el canal ni poseía aquél allí una zona territo-

rial, lo que ha sucedido después y pone así sobre el tapete lo que

el llamado «destino manifiesto» de dicho país ha exigido siem-

pre: laño interrupción de su continuidad territorial. Pero en la
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época a que me vengo refiriendo, Estados Unidos tenía ya el

hábito de intervenir — oficialmente a veces, 'indirectamente

otras — en la vida de los pueblos centroamericanos, apoyando

constantes revoluciones para tener en el poder a gente que le

garantizara el orden y ejercer así virtualmente un cierto protec-

torado; así, a raíz del fusilamiento de Morazán, en 1842, se lan-

za el filibustero sudista Walker a Xicaragua, si bien llamado al

principio por el partido liberal en su lucha con el conservador,

y se erije poco después en dictador de hecho, obligando a todos

los demás estados centroamericanos a guerrear con él, basta

que logran fusilarlo en 1860; no ha habido paz en Centro Amé-

rica ni antes ni después de Walker, sino que se lia venido suce-

diendo una serie constante de revoluciones; Estado Unidos ha

concluido por tratar manu milHari a esas repúblicas y en la ac-

tualidad ejerce el protectorado en unas, como en Nicaragua, y

deja o no tranquilas a las otras, según proteja o reprima a tal

o cual de sus partidos políticos internos. Antes de la construc-

ción del canal, el interés estaduniense estaba en conservar allí

intiuencia constante para controlar cualquiera de los canales

interoceánicos proyectados; después del canal de Panamá, su

interés toma otra orientación: exige el orden y esto trata de ob-

tenerlo o por protectorado o por otro medio. En el período a

que me refiero, todavía el interés estaduniense en Centro Amé-

rica no había llegado a ese punto álgido.

Blaine tuvo oportunidad de afirmar el monroísmo en otro

caso sugerente : el de la guerra del Pacífico, de (.'hile contra

el Perú y liolivia, en 1881, quizá porque, pocos anos antes, el

gobierno estadal: icnse nada había considerado conveniente ob-

servar respecto de la cesión de la isla antillana de San Bartolo-

mé, hecha por Suecia a Francia, lo. VIH. 77. si bien tal cosa pa-

recía contrariar abiertamente la letra de la doctrina Monroc: no

se lian hecho públicas las razones que militaron para asumir

tal actitud del entonces secretario de estado, Kvarts, pero se-
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guramente obedeció a las exigencias nacionales del momento,

que aconsejaron no dar importancia al asunto por la pequenez

«le la isla. En general, el período de 1877 a 1893, durante las

presidencias de Hayes, Garfield, Arthur y Harrison, se distin-

gue por la relativa variabilidad en la cancillería estadúniense :

Blaine mismo, no logró extraordinarios éxitos en el manejo de

la política internacional. Cuando estalló la guerra del Pacífico,

la opinión pública estadúniense desde un principio sostuvo que

el objetivo chileno era apoderarse de los inmensos nitratos de

la costa boliviano-peruana, y cuando el triunfo militar redujo a

la impotencia al Perú y Bolivia, Estados Unidos trató de inter-

venir para impedir la conquista. De ahí que en las instruccio-

nes de Blaine al ministro Hurlbut se diga : « el gobierno del

Perú puede razonablemente usar de la oportunidad de ofrecer

indemnizaciones y garantías antes de someterse a la cesión de

territorio; la influencia de Estados Unidos en Chile tratará de

inducir al gobierno chileno a consentir en que la cuestión de ce-

sión de territorio sea materia de negociación y no la condición

sobre la cual únicamente pueda entablarse una negociación».

Pero las grandes potencias europeas — Francia e Inglaterra —
deseaban intervenir en dicha guerra conjuntamente con Esta-

dos Unidos, lo que motivó esta declaración de Blaine : « Esta-

dos Unidos no ha hecho parte de ese sistema de estados, del

cual Francia y Gran Bretaña son tan importantes miembros,

y nunca ha participado en el arreglo de sus disidencias; ni el

interés ni la intención lleva a este país a querer tener voz en la

discusión de tales cuestiones, pero nuestras relaciones con los

estados del continente americano son absolutamente diferentes

y la situación es tan respectivamente opuesta que este gobierno,

si bien aprecia el motivo elevado y desinteresado que inspira la

presente insinuación, se ve obligado a dudar seriamente sobre

la conveniencia de unirse a potencias europeas para intervenir,

sea por presión material o por influencia moral o política, en los
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asuntos de los países americanos, por cuanto los intereses co-

merciales y políticos de Estados Unidos en este continente so-

brepasan en extensión e importancia los de cualquier otra po-

tencia, y cuando esos inmensos intereses están hondamente in-

volucrados, este gobierno debe mantener una posición que haga

que su influencia sea la más independiente y eficaz ». Por eso,

al enviar al teatro de la guerra la misión Trescot, decía Blaine :

« si fuesen rechazados nuestros buenos oficios y se persistiera

en la política de absorción de un estado independiente, este go-

bierno se consideraría descartado de cualquier obligación sub-

secuente que pueda influenciar su acción, dada la posición asu-

mida por Chile, y estaría en libertad para hacer un llamamiento

a las otras repúblicas del continente a fin de cooperar en impe-

dir consecuencias que no pueden confinarse a Chile y el Perú,

pero que amenazan con el mayor peligro las instituciones polí-

ticas, el progreso pacífico y la civilización liberal de todo Amé-

rica». El asesinato del presidente cambió momentáneamente

esa actitud, pues el nuevo secretario de estado, Frelinghuysen,

dejó que los acontecimientos tomaran el giro que quisieran sin

nuevamente intervenir en ellos. Tan sólo en una rectificación

de límites entre el Brasil con Uruguay, 1882, sentó este princi-

pio radical : « este gobierno no sancionará una intervención de

estados europeos en dificultades sudamericanas, aun con el con-

sentimiento de las partes interesadas; porque la decisión de

asuntos americanos corresponde exclusivamente a América

misma». La razón de ser de estas actitudes puramente diplo-

máticas estuvo en que todavía duraba el período del desenvol-

vimiento interno estaduniense; la opinión pública era adversa

a cualquier conflicto internacional y no habría sancionado nada

i j iM- hubiera comprometido al país a intervenir materialmente.

Puede decirse, entonces, que al terminar este segundo perío-

do de aplicación del monroísmo como política internacional es*
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taduniense, los puntos cardinales «leí interés nacional estaban

claramente definidos : I a
la continuidad no interrumpida del te-

rritorio de la Unión, lo que se había obtenido con una serie de

sucesivas anexiones, como la de Texas; de conquistas, como la

de Nuevo México, Arizona y California; de compras, como la

de'Gadsden; de arbitrajes, como la de Oregón, etc.; quedaba

todavía sin solución de continuidad el territorio de Alaska, en

el norte, como ha resultado ahora quedar en condición análoga

el de la zona del canal de Panamá, lo que deja abiertos ciertos

graves puntos interrogantes para el porvenir; 2 o
el comercio

con los países latinoamericanos, con cuyo monopolio no pocos

yanquis sueñan, por lo menos en forma de tarifas diferenciales

a su favor, cual el caso de Cuba: a realizar esa tendencia eco-

nómica tiende en gran parte el panamericanismo actual, que co-

menzó con una proyectada unión aduanera y busca ahora en los

congresos financieros continentales, una solución conveniente;

3 o la conformidad con los territorios británicos continentales,

como el dominio del Canadá y la Colombia británica, pero es

distinta su actitud respecto de las posesiones del mar Caribe;

4 o
el canal de Panamá, única cuestión definitivamente resuelta

hoy en todos sus aspectos, de acuerdo cou el interés estadu-

niense y que sólo tiene ahora pendiente la continuidad de terri-

torio con Estados Unidos, lo que implicaría la anexión o el

protectorado de Centro América y México. Ya no existe peligro

alguno de intromisión europea en América; ahora el continente

— salvo su parte británica — es virtualmente considerado, del

punto de vista internacional y comercial, como zona de influen-

cia reservada a Estados Unidos, con una especie de tutela in-

nominada virtual, basada en su monroísmo identificado con su

interés predominante y su destino manifiesto. Esto se verá ya

definirse después de 1880 y al aproximarse el final de esa dé-

cada, que inicia — con las conferencias panamericanas — el

tercer período de aplicación de la doctrina Monroe.
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Con todo, al terminar ese segundo período de aplicación de la

doctrina, era ya visible que se acercaba el momento en que Es-

tados Unidos, normalizado su desarrollo interno, sintiera que

la sobreproducción de sus industrias exigía buscar nuevos mer-

cados y salir de su anterior apatía, para dar mayor actividad a

su política internacional. Esto fué lo que previo Blaine pero

algo prematuramente, al intentar en 1881 la convocatoria de una

conferencia panamericana para ocuparse de política continen-

tal comercial, de una unión aduanera y de estrechar los víncu-

los económicos entre Estados Unidos y los países latinoameri-

canos. La opinión aún no estaba madura para esa nueva orien-

tación
;
pero — como lo he explicado en alguna clase anterior

—

pocos años después, en 1889, se realiza la idea de Blaine, y Es-

tados Unidos entra entonces en el tercer período de aplicación

del monroísmo, con una orientación definidaraente económica,

buscando monopolizar el comercio intercontinental y extender

su zona de influencia con lo que se ha denominado la diploma-

cia del dóllar. Eso es lo que nos ocupará en la clase siguiente,

prestando a la vez atención a todas las cuestiones incidentales,

cualquiera que fuera su carácter, que provocaran la aplicación

<> simple reafirmación de Ja doctrina Monroe.

IV

En el tercer período de aplicación del monroísmo hay que

distinguir dos fases del mismo : la de carácter económico, rela-

tiva al movimiento panamericanista de conferencias internacio-

nales tic todos los estados independientes de América, respecto

«le lo cual será llegado el momento de ocuparse al iniciar la

parte del curso relativa a lo resuelto en dichas conferencias;

y l;i de carácter político, referente a la actitud de Estados Uni-

dos en América, y en los cuales se invocó especialmente la doc-
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trina Monroe. Es esto último lo que ahora va a preocuparnos.

Precisamente dicho período se inicia con un cambio decisivo

en la política interna estaduniense : el triunfo del partido demó-

crata, resurgido de las cenizas en que pareció sumido por la

victoria nordista de la guerra de secesión, pero convertido alio

ra, de partido regional sudista y esclavocrata, en un gran par-

tido nacional, defensor de la autonomía de los estados y contra-

rio a la absorción centralista del partido republicano, heredero

del viejo partido nordista y antiesclavocrata. La primera presi-

dencia de Cleveland se caracteriza por una visible reacción

contra la política del régimen anterior : la extensión imperia-

lista del monroísmo, representada por la tendencia anexionista

de Cuba, las islas Hawaii y aun el Canadá, fué considerada como

maniobra más de carácter comercial que político; y el secretario

de estado, Bayard, representó la tendencia contraria a todo en-

sanche de territorio, sosteniendo que era menester, ante todo,

consolidar la situación interna y atender a la normalización de

la situación económica. Por eso Cleveland — en su mensaje de

diciembre 1885 — dijo : « manteniendo, como lo hago, los esla-

bones de una línea de precedentes que vienen desde los días de

Washington, los cuales proscriben toda alianza compromete

dora con potencias extranjeras, no soy partidario de la política

de adquirir territorios nuevos y distantes, o de incorporar inte-

reses remotos a los nuestros ; nuestro deber, en las presentes

circunstancias, está en dedicarnos ante todo al desarrollo de los

inmensos recursos de la grande área que se encuentra a nuestro

cargo, y a cultivar las artes de la paz dentro de nuestras fronte-

ras, si bien celosamente debemos vigilar para que el hemisferio

americano sea preservado de verse envuelto en los problemas y

complicaciones políticas de gobiernos distantes » ; y agregó

:

« Estados Unidos se ha proclamado el protector de este mundo

occidental, en el cual es la más fuerte potencia, a fin de impedir

la intromisión de soberanías europeas; puede, con orgullosa
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satisfacción, referirse al hecho deque constantemente ha decla-

rado, de manera eficiente, que serían muy serias las consecuen-

cias en el caso que un país europeo hostil, sin justa causa, se

posase sobre cualquiera de los estados del nuevo mundo que se

lian emancipado del control europeo ; ha declarado, además, que

respetará, como le corresponde hacerlo, los derechos territoria-

les de los más débiles de esos estados, considerándolos, no sólo

del punto de vista de la ley, como iguales a las más grandes

nacionalidades, sino, con el criterio de su política bien clara,

como constituyendo el objeto de sus más solícitos cuidados

;

deseamos que quede constancia en el nuevo mundo, de cuyos

derechos somos los guardianes indicados, que tales derechos

jamás serán invadidos por nosotros».

Era, como se ve, el reverso de la medalla de la tendencia an-

terior, cuya última fórmula franca fué el mensaje del presidente

Johnson. De ahí (pie Cleveland retirara el tratado Zavala con

Nicaragua, relativo al canal interoceánico : « no puedo — decía

en el recordado mensaje de 1885 — recomendar proposiciones

<pie involucran privilegios predominantes de propiedad o dere-

chos fuera de nuestro propio territorio, unidos al compromiso

absoluto e ilimitado de defenderla integridad del estado dentro

del cual se hallen esos intereses; si bien el proyecto de unir los

dos océanos por un canal debe ser favorecido, opino que todo

plan a ese respecto debe omitir aquellos privilegios, porque

cualquier arteria que cruce la barrera que divide las dos áreas

marítimas más grandes del mundo, debe tener por objeto el

beneficio del mundo entero y ser una especie de fideicomiso

común para la humanidad, haciendo imposible que pueda ja-

nes ser dominado poruña sola potencia». Por eso Cleveland

se negó entonces a la anexión de Ilawaü y consintió en el

gobierno conjunto de Samoa por Estados Cuidos, (irán Bre-

taña y Alemania : en cuanto al canal interoceánico, dejó que

la empresa Lesseps continuase trabajando en él yquesefor-

ANAI.. KA< . DÉ l'K.K. — I. XX <J
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maran compañías estadunienses para abrir otro en Nicaragua.

El partido republicano reaccionó, y Harrison, que sucedió a

Cleveland, «mi su primer mensaje — 4, III, <SÍ> — ya decía : « lie-

mos mantenido felizmente una política de no intervención en

los asuntos europeos, concretándonos a ser meros expeetadores

de sus controversias en la diplomacia y en la guerra, prontos

para ofrecer nuestros buenos oficios en favor déla paz, pero sin

entrometernos jamás con consejos, ni buscar aprovechar de las

dificultades de otras potencias para sacar ventajas comerciales

para nosotros : tenemos, pues, justo derecho de esperar que

nuestra política europea sea la política americana de los gabi-

netes europeos; es tan manifiestamente incompatible con las

precauciones por la paz y seguridad que toda gran potencia

liabitualmente observa en asuntos que la afecten, que un canal

interoceánico entre nuestras costas orientales y occidentales

pueda eventualmente ser dominado por cualquier gobierno

europeo, que debemos confiadamente esperar que semejante

propósito no será prohijado por ninguna potencia amistosa».

.

La tendencia comercial del monroísmo, mientras tanto, había

ya comenzado a hacerse sentir en 1880 : el 21 de enero de ese

año, el diputado Davis presentó un proyecto de ley para el

fomento de más íntimas relaciones comerciales entre Estados

Unidos y las repúblicas de México, Centro América, el imperio

del Brasil y las diversas repúblicas de Sud América, favore-

ciendo la construcción de un ferrocarril interamericano, e invi-

tando a todos los gobiernos latinoamericanos a concurrir a una

convención, a celebrarse en Washington en julio de 1880. La

invitación de Blaine — 29, XI, 81 — no mencionaba la doctrina

Monroe, sino que se refería a la tendencia de resolver por arbi-

traje los conflictos interamericanos, y decía que « el presidente

invitaba a todos los países independientes de Norte y Sud Ame-

rica a participar en un congreso general a celebrarse en Was-

hington, el 21 de noviembre de 1882, con el objeto de considerar
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y discutir los métodos para impedir la guerra éntrelas naciones

americanas ». Es interesante observar que entre las contesta-

ciones afirmativas de las repúblicas latinoamericanas, algunas

fueron especialmente expresivas- así Venezuela — 5,1,82 —
dijo que « el porvenir de Sud América puede ser considerado

como seguro bajo la guarda de la gran república, que es a la vez

nuestro maestro y nuestro modelo » ; Guatemala — 12, I, 82 —
se adhirió a « la probabilidad de que, bajo los auspicios y me-

diante la iniciativa de tan poderosa y maravillosa nación, se

realice prácticamente la paz entre los pueblos de este hermoso

continente » ; Salvador — 13, II, 82 — acogió « con entusiasmo

los generosos propósitos del gobierno estaduniense, felicitán-

dose de que se convierta en el guía común en semejante obra

de civilización y paz, destinada a exaltar el buen nombre y ase-

gurar el progreso de estas repúblicas » ; Nicaragua — 14, II, 82

— aplaudió «el filantrópico propósito que ese gobierno tiene en

vista » ; Honduras — 20, II, 82 — aceptó la idea « de un congreso

de la paz, que, por el bienestar de Latinoamérica y Estados Uni-

dos, resolverá cuestiones del más grande interés para el porve-

nir de las naciones americanas »; México y Brasil aceptaron

concurrir, pero Colombia adujo razones para abstenerse; Costa

Rica igualmente adoptó una actitud expectante, y los otros paí-

ses sudamericanos no comprometieron opinión : era el momento

de la guerra del Pacífico. El asesinato de Garfield trajo, con el

nuevo gobierno estaduniense, a Frelingliuysen a la secretaría

de estado, y éste — !>. VII. 82 — pasó una circular diplomática

dejando sin efecto la invitación.

Bn 1882 el senador Cokrell presentó, en abril 24, un proyecto

para nominar un comisionado encargado de « promover las rela-

ciones comerciales éntrelos países de Centro y Sud América

que tuvieran facilidades naturales y aprovechables para ana

comunicación ferrocarrilera entre ellos y Estados Cuidos». Bn

ambos casos se trataba de una iniciativa extraparlamentaría de
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Hinton B. Helper, que era el alma de la empresa del ferrocarril

proyectado. Pero el mismo día que Cokrell, el senador Morgan

introdujo otro proyecto de ley, renovando simplemente el del

diputado Davis de 1880. No tuvieron éxito tales iniciativas: en

la cámara, la comisión, encabezada por el diputad*» Kasson, en

junio 20 de 1882, aconsejó su rechazo puro y simple; entonces

el senador Cokrell — 2, XI, 83 — hizo lo mismo con el de Mor

gan. Nada tampoco resultó de ello. Mas en la primera sesión

del congreso de 1884 el diputado Towshend rué más franco:

propuso una ley para « invitar la cooperación de los gobiernos

de América a fin de asegurar el establecimiento de libres rela-

ciones comerciales entre sus diversos países y la celebración de

una unión aduanera americana», junto con un sistema unifor-

me de pesas y medidas. Entonces el senador Cockrell — 3,111,

84 — inició la ley nombrando tres comisionados «para visitar

los principales países de Centro y Sud América con el objeto

de recoger informaciones para extender el comercio y negocios

estadunienses, y estudiar las ventajosas relaciones mutuas y

amistosas entre Estados Unidos y las otras nacionalidades ame-

ricanas », sobre todo una comunicación ferroviaria : la comisión

de relaciones extranjeras se expidió favorablemente; y el secre

tario de estado, Frelinghuysen — 26, III, 84, — en un informe

dijo : « estoy sinceramente convencido de la conveniencia de

estrechar nuestras relaciones con los estados de este continente

y no ahorraré esfuerzo en alcanzar tal resultado, tan en armo-

nía con la política constante de este país y el espíritu de la

doctrina Monroe, la cual, al excluir toda intromisión política

extranjera, reconoce el interés común de los estados de Norte y

Sud América; la historia de toda diplomacia demuestra que las

íntimas relaciones políticas y de amistad salen de. la unidad de

intereses comerciales, pues el negociante es el precursor y ayu-

da de toda intimidad diplomática y amistad internacional » ; y
aconsejaba la celebración de una serie de tratados de reciproci-
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dad con los países latinoamericanos, pero sin admitir libremente

en Estados Unidos los productos que pudieran competir con los

similares estadunienses. En la cámara análogo proyecto fué

igualmente despachado favorablemente; los países latinoameri-

canos justificaban la necesidad de construir un ferrocarril inter-

continental, y así, cuando estuviera terminado, « nos encontra-

remos — decía — en aptitud de decir a los gobiernos europeos,

repitiendo las palabras memorables del presidente Monroe, que

consideraremos cualquier tentativa de su parte para extender

su sistema a cualquier porción de este hemisferio como peli-

grosa para nuestra paz y seguridad ». Por último, aprobada la

lev, se nombró comisionados a Sharpe, Thacker y Reynolds, con

Curtís como secretario, cuyos informes parciales fueron sucesi-

vamente publicados, y a los cuales me he referido en alguna de

las clases anteriores.

Mientras tanto, el diputado Towshend — 21, XII, 85 — reno-

vó su proyecto de ley sobre unión aduanera, y la comisión de

negocios extranjeros — 15, IV, 86 — informó en contra. En cam-

bio, el diputado Worthington — 20, 1, 80 — propuso « que se

invitara a los gobiernos autónomos de América a enviar dele-

gados para nn congreso internacional a fin de arreglar por

arbitraje todas las cuestiones nacionales », lo cual fué también

informado — 15, IV, 86 — desfavorablemente. El promotor del

ferrocarril «le las tres Américas hizo presentar nuevamente un

proyecto de ley — 8, II, 80, — y el senador Logan — 1 5, II, 80 —
renovó el proyecto de Worthington. En cambio, el senador Frye

— lí.'i, 1 1, 86 — se limitó a otra ley más sencilla : « para promo-

ver <l progreso político y la prosperidad comercial de las nacio-

nes americanas», debiendo reunirse la conferencia en octubre

1" «le L887, con el objeto de tomar, además del arbitraje, medi-

das para celebrar una unión aduanera, establecer frecuente

comunicación marítima, un sistema uniforme de clasificación

de mercaderías, otro de pesas y medidas, nn patrón monetario
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de plata. El diputado E&eagan — L6, III, 86 — limitó su proyecto

;i «una conferencia de las naciones americanas para establecer

un patrón de plata común y otros propósitos
»

'; y el diputado

Me. Oreary — 2í>, £11,86 — «para concertar una conferencia

con el propósito de alentar las relaciones recíprocas dé paz y

comercio entre Estados Unidos y las repúblicas de México, Cen-

tro y Sud América, e imperio del Brasil »: el diputado Mackin-

ley, el mismo día, propuso «invitar a los gobiernos autónomos

de América a enviardelegados a un Congreso internacional para

arreglar la solución de los conflictos nacionales por arbitraje».

La comisión de negocios extranjeros — 15, IV, 86 — propuso un

nuevo proyecto « para promover el arbitraje y fomentar relacio-

nes comerciales recíprocas »: allí decía : « Estados Unidos esta

en paz con todo el mundo, y nuestra población y riqueza hace

de la nuestra la república más importante del mundo, de modo

cpie nuestro gobierno debe iniciar el movimiento en favor de

una conferencia americana; la presente depresión de los nego-

cios y el bajo precio de los productos de la agricultura están

causados, en gran parte, por el mercado limitado de nuestro

exceso de producción » : agregando — en cnanto a la índole de

la conferencia propuesta : — « no se tiene la intención de atri-

buir a la conferencia la facultad de celebrar arreglos tíñales y

definidos en forma de tratados, lo cual sería opuesto a nuestra

constitución; pero se considera que todos sacarán provecho de

una reunión celebrada por invitación y bajo los auspicios de la

nación más poderosa y próspera del continente americano, y de

cuya' asamblea se elevarán informes de las deliberaciones a cada

uno de los gobiernos respectivos, para la resolución que cada

cual estime mejor». Es de observar (pie el informe favorable de

la comisión fué expedido en mayoría, pues había otro adverso

de la minoría, que critica los términos vagos de la ley con bas-

tante buen acuerdo. En el senado, el senador Frye — 0, Y, 86—
resumió los diversos proyectos en uno. Ajando los objetos de la
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conferencia : a) en medidas para asegurar la paz ; b) para for-

mar una unión aduanera ; c) para establecer comunicaciones

marítimas frecuentes ; depara clasificación de mercaderías; e)

para uniformar pesas y medidas; f) para un patrón monetario

de plata : g) para un plan de arbitraje. La comisión senatorial

informó favorablemente a mérito de una argumentación franca:

« esta cuestión afecta nuestra propia prosperidad como nación,

arrojando luz sobre la solución de un problema grave y siempre

urgente ; la perspectiva industrial de nuestro país no es muy

brillante : hay más obreros que trabajo en que emplearlos, y

Cuando un hombre es despedido hay ya otro esperando para

ocupar su lugar, de modo que la venida de inmigrantes no es

ya necesaria; en todos los departamentos de la vida industrial

la producción supera al consumo y el trabajo lucha por conser-

var su posición, temeroso de ser desplazado; los productos agrí-

colas e industriales nunca, en el recuerdo de la presente gene

ración, estuvieron tan bajos como ahora
; y nuestro futuro

desarrollo, paz y tranquilidad, dependen de hallar más consu-

midores para lo que tenemos que vender: las naciones de Cen-

tro y Sud América no sólo ofrecen los mercados más tentadores

y provechosos para desahogar nuestra excesiva producción, sino

que no hay otros en perspectiva, de modo que el estadista que

nos asegure una región tan contigua, fácil de alcanzar y tan

prolífica en sus necesidades, para derramar en ella nuestras

mercaderías, merecerá las más altas alabanzas; porque el tra-

bajo sólo puede ser constantemente empleado con buenos sala-

rios cuando los productos pueden ser vendidos a buenos precios:

faltando esto, toda la estructura social sufre». Se ve, pues, que

el mónroísmo abiertamente pasaba al terreno comercial, y que

el aspecto político de la conferencia era apenas una concesión

pro formo : el interés de vida o muerte estaba reconcentrado en

la conquista de los mercados latinoamericanos para la produc-

ción fabril estadunieiisc. No es extraño, entonces, que el dipü-
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tado Townshend — 4, 1, 88— renovara la ley sobre unión adua-

nera, pero esta vez incluía al dominio de Ganada, bajo estas

bases: a) establecer un Zollverein con absoluta reciprocidad

dentro de la unión aduanera; b) líneas de comunicación marí-

tima frecuente ; c) sistema uniforme de avalúos y tarifas adua-

neras; d) sistema análogo de pesas y medidas; e) patrón mone-

tario común de plata
; f) plan de arbitraje. Por fin, en 29, II, 88

la ley pasó en la cámara en 22, III, 88 y en el senado; la cámara,

sin embargo, rechazó la redacción final — 14, III, 88 — y el sena-

do, a su vez, también— 25, III, SS', — pero se nombró una comi-

sión de diputados y senadores, y ambas cámaras sancionaron la

redacción definitiva en 10, V, 88, y el presidente promulgó la ley

en 28, V, 88.

En esa emergencia, llega Harrison a la presidencia en 1889,

y lleva a la secretaría de estado nuevamente a Blaine; el par-

tido republicano hace triunfar en las cámaras la tarifa Mackin-

ley (1890), y se busca convertirla en una palanca para dar al

comercio estaduniense con los países latinoamericanos un lugar

privilegiado; se lograron celebrar ocho tratados de reciproci-

dad, pero todos quedaron sin efecto en 1891 al sancionarse la

tarifa Wilson; por último, la tarifa Dingley autorizó nuevos

tratados de reciprocidad por períodos quincenales; sin embargo,

ninguno de los que logró celebrar el presidente Mackinley fué

ratificado por el senado. Prescindo, por ahora, de ocuparme de

las conferencias panamericanas inauguradas en 1889, porque

ellas serán materia especial de la tercer parte de este curso.

La aplicación de la doctrina Monroe a casos latinoamericanos

presenta, en este período, varias peculiaridades que conviene

recoger. He recordado, en alguna clase anterior, la intervención

que Blaine, entonces secretario de estado del presidente Gar-

field, llevó a cabo en el Pacífico, cuando la guerra chileno-pe-

ruana-boliviana en 1880 : entonces la actitud del enviado Tres-
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eott, en las conferencias de Arica, fracasó porque ni Estados

Unidos tenía marina de guerra en que apoyarla ni pudo Blaine

continuar en el gobierno cuando fué asesinado Garfield, de modo

que el nuevo secretario de estado, Frelinghuysen, prefirió reti-

rar la misión y poner fin así a la intervención. Pero años des-

pués, en 1891, con motivo de la guerra civil chilena que derrocó

;il presidente Balmaceda, se promovieron conflictos diplomáticos

con motivo de derecho de asilo de la legación estaduniense en

Santiago, y el diplomático Egan, cuando Blaine volvió nueva-

mente al poder en el país en la presidencia Harrison, aprovechó

el incidente malhadado de los marineros del acorazado Baltimo-

ré, que bajaron en Valparaíso y se enredaron en discusiones y

pelea formal con otros marineros chilenos en el curioso barrio

marítimo «leí Main Top en aquella típica ciudad, para exigir una

serie de medidas de privilegio — como la de juzgar a los mari-

neros en su propio buque y no por los tribunales del país — lo

que trajo una tirantez de relaciones que dio motivo a Blaine

para hacer decir en un mensaje de Harrison lo siguiente : « ha

sido mi deseo cultivar en todas formas relaciones amistosas e

íntimas con todos los gobiernos de este hemisferio: no ambicio-

namos su territorio, les deseamos paz y prosperidad, no busca-

mos ventaja alguna en nuestras relaciones sino las de un an-

iñen to en el comercio recíproco y en beneficio mutuo, lamentamos

toda conmoción civil que perturba su paz y paraliza su desen-

volvimiento, y estamos siempre preparados a ofrecer nuestros

buenos oficios para restablecerla paz; debe sin embargo, enten-

derse que este gobierno, mientras extrema la mayor tolerancia

hacia las potencias débiles, está resuelto a amparar con su fuer-

te y adecuada protección a sus propios ciudadanos, a sus oficia-

les y hasta »] mas humilde marinero, cuando resultan víctimas

de crueldad y ojeriza, no por la mala conducta personal de otros

sino por neto oficial de los gobiernos de éstos »>. Y agregaba —
mensaje dé 2, X 1 1, 91 — que «el ataque ¡i los marineros del Haití-
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more, Labia sido no sólo consentido por las autoridades chilenas

sino amparado por la policía ». El gobierno de Chile, en un tele-

grama del canciller Matta al ministro Montt, en Washington,

rectificó los informes erróneos que servían de base a tal aseve-

ración, afirmando que «jamás por parte de su gobierno se ha-

bía aceptado ni iniciado provocación alguna » y agregó que « des-

autorizase todo lo que fuera contrario a la verdad, seguro de

su exactitud, como del decoro, del derecho y del éxito final de

Chile, a pesar de las intrigas que iban tan de abajo y de las

amenazas que llegaban de tan alto ». Blaine no aceptó explica-:

ción alguna : Estados Unidos tenía entonces ya una poderosa

ilota de guerra para apoyar su actitud y Chile tuvo «pie some-

terse a lo que se le exigió... Es tanto más interesante recor-

dar ese episodio cuanto que, casualmente, en la mismísima épo-

ca se produjeron los conocidos linchamientos de italianos en

Nueva Orleáns, y, ante la reclamación del gobierno italiano, el

mismo IJlaine sostuvo esta doctrina : «no hay gobierno alguno,

por civilizado que sea, por mucha vigilancia que despliegue su

policía y por severo que sea su código, y rápida e implacable su

administración de justicia, que pueda asegurar a sus propios

ciudadanos contra la violencia promovida por la malicia indivi-

dual o por un súbito tumulto popular : el extranjero debe con-

tentarse, en casos tales, con participar de la misma reparación

que la ley ofrece al ciudadano, y no tiene justo motivo de queja

ni el derecho de pedir la intervención de su país, si le son igual-

mente accesibles los tribunales para la reparación de los daños

y perjucios : cuando el daño sufrido no es el acto de gobierno o

de sus funcionarios, sino de un individuo o de una turba multa,

no puede en justicia reclamarse indemnización».

Se ve, pues, cómo la doctrina Monroe era aplicada con vario

criterio, lo que se explica porque su elasticidad se basa en ser

simplemente una política presidencial pero sin sanción especial

parlamentaria, lo que autoriza a cada presidente para darle la
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interpretación que considero más adecuada a los intereses na-

cionales del momento. Puede decirse que sólo una vez el con-

greso estaduniense se pronunció, arant la lettre, en asunto de tal

índole, cuando el presidente Madison en 1811, con motivo del te-

mor de la cesión de Florida a Inglaterra, dijo « recomiendo a la

consideración del congreso la madurez de una declaración en el

sentido de que Estados Unidos no podría mirar sin seria inquie-

tud que cualquier parte de un territorio vecino, en el cual ten-

ga por diversos motivos intereses tan hondos y tan justos, pase

a la soberanía de otra potencia extrajera »
; y el congreso — en

sesión secreta — 15, 1, 11 — declaró que : «teniendo en conside-

ración la influencia que los destinos de los territorios limítrofes

a la frontera sur de Estados Unidos podían tener sobre su se-

guridad, tranquilidad y comercio, declara que no podría mirar

sin seria inquietud que cualquier parte de dicho territorio pa-

sma a poder de una potencia extranjera ». Pero el mensaje de

Monroe no fué objeto de análoga sanción legislativa, y se ha

visto como siempre ha sido considerado como la expresión de

una política presidencial : Clay — 2!>, III, 20 — llegó a decir en

las cámaras : «todos los temores del peligro a que alude Mon-

roe, de intervención de potencias europeas para introducir su

sistema político en este hemisferio, han cesado »; y Webster —
27, III, 20 — agregó que «la doctrina Monroe teníapor objeto cu-

brir las fronteras de Estados Unidos, pero no podía ser aplica-

da con el mismo criterio a los países lejanos de América »;

agregando que si se obrara contra Chile o Buenos Aires « la

distancia de teatro de acción, disminuyendo nuestros temores

de peligro y también debilitando nuestros medios efectivos de

Interposición, nos obligaría a contentarnos simplemente con

nuestra desaprobación ; pero el caso sería completamente di-

verso «mi las costas del golfo de México : semejante acontecimien-

to sería justamente considerado peligroso para nosotros mismos

y, en virtud de tal razón, provocaría nuestra decidida e inme-
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diata intervención : los sentimientos y la política enunciadas

por la -declaración, así interpretados, concuerdan extrictamente

con nuestros deberes y nuestros intereses » ; Calhoun — L5, V.

4<S — agregó en pleno senado : «la declaración Monroe pertene-

ce a la historia del tiempo pasado : nació de las mismas cir-

cunstancias de entonces, con el propósito de alentar y «le disci-

plinar a las jóvenes repúblicas, en tanto cuando más fuera posi-

ble 'hacerlo con propiedad». De ahí resulta evidente que el

monroísmo no es una política nacional obligatoria porque care-

ce de sanción legislativa, lo que se puso de manifiesto al discu-

tirse la aprobación del tratado Clayton-Bulwer, con cuyo mo-

tivo se dijo: «toda vez que se ha intentado añrmar la doctrina

Monroe en cualquiera de las cámaras, ha fracasado » ; los sena-

dores Cass y Seward así lo declararon, agregando que « al ne-

garse la cámara a aprobar la declaración, tuvo en cuenta que

fué presentada simplemente como una abstracción, aplicable en

el momento »
;
por eso el secretario de estado, Fish, 1870, se

contentó con decir que Estados Unidos objetaría cualquier

nueva colonización europea; y otro secretario de estado, Evarts,

en 1880 dijo que «sería imposible para Estados Unidos perma-

necer indiferente o asentir a la adquisición de cualquier isla

americana por una potencia europea ». Cada gobierno, enton-

ces, ha aplicado la doctrina con absoluta libertad de criterio,

como una política presidencial que debía adaptarse a los inte-

reses nacionales del momento. Eso es lo que explica cómo pre-

cisamente porque Monroe había dicho (pie « Estados Unidos

tiene interés en mantener las relaciones más amistosas con ca-

da potencia y en condiciones fáciles, iguales, aplicables a todos,

pero que en nuestra posición varía respecto de nuestros veci-

nos », Blaine, en 1880 y 1891, asumió la recordada actitud en

los incidentes con Chile. Aquella doctrina, como política his-

tórica estaduniense, tiene especial latitud para con las nacio-

nes americanas, que considera como vecindad inmediata «le Es-
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nulos Unidos : ésto ejerce una especie de tutela ¡nominada y

benévola, que lo obliga a intervenir en cada caso, según mejor

lo entienda y con arreglo a lo que exigen los intereses del ins-

tante respectivo.

En todas las ocasiones los estadistas estadunienses lian pro-

cedido con una lógica indudable y con admirable unidad de cri-

terio al aplicar la doctrina Monroe : los que pretenden encon-

trar contradicciones y modificaciones porque en unas ocasiones

sea estricta y, en otras, más ampliamente aplicada, incurren en

manifiesto error, pues parten de la base de que aquella doctrina

es un texto de ley que no puede tener sino una sola interpreta-

ción, siendo así que no es tal texto de ley sino una norma de

política internacional, que debe forzosamente tener la necesaria

elasticidad para adaptarse a las exigencias de los intereres del

momento, y así como estos intereses no siempre son idénticos

tampoco puede ser ne varietur la interpretación de la doctrina.

No ba habido, al respecto, jamás la menor discrepancia en los

estadistas de aquel país : siempre han aplicado la doctrina Mon-

roe con arreglo a las exigencias del momento.

Tan exacto es eso que cabalmente el nuevo caso de aplica-

ción del monroísmo lo demuestra con claridad meridiana : me

refiero a la controversia de límites entre Venezuela y la Guaya

na británica, (pie dio motivo a un histórico cambio de notas en-

tre el secretario de estado Olney y el primer ministro inglés Sa-

lisbuiy cu L895. Usta cuestión de límites había tenido una larga

tramitación y Venezuela apeló a los buenos oficios de Estados

Unidos para obtener que Gran Bretaña sometiera el litigio a

arbitraje, alegando que de hecho estaba invadiendo su territo-

rio. VA congreso estadiiiiiense — febrero US!)."» — sancionó una

ley recomendando a los gobiernos inglés y venezolano ese arbi-

traje, y el secretario de estado Olney — 20, VII, 95, — expuso

entonces ¡il gobierno británico el alcance preciso de la doctrina

Monroe en aquel momento, poniendo de manifiesto la lógica no
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interrumpida de su aplicación desde su primitivo origen en la

teoría de las «los esferas: « el objeto exacto y l» limitación de

esa regla — decía — jamás pueden ser explicadas con dema-

siada claridad
;
tiene sólo un objeto en vista : que ninguna po-

tencia europea puede privar a un estado americano del derecho

y ejercicio de gobierno propio, o de moldear por sí mismo sus

propios destinos políticos. Tal regla es la ley internacional (pie

este país ha aceptado desde que fué promulgada : su fórmula,

por Monroe, fué evidentemente debida a una inspiración de la

Gran Bretaña, cuya adhesión a la misma no ha sido retirada
;

eso demuestra que la cuestión de límites venezolana está dentro

del objeto y espíritu de regla tan uniformemente aceptada y

observada, y semejante doctrina de derecho público americano,

tan larga y firmemente establecida, no puede ser silenciada en

un caso que clama por su aplicación. Es evidente que si esa re-

gla ha sido abierta y constantemente observada por el gobier-

no estaduniense desde hace tantos anos sin que el congreso la

haya repudiado expresamente, debe presumirse que éste la san-

ciona : cada gobierno, desde Monroe, ha tenido oportunidad de

examinar y exponer la doctrina, la cual se basa en hechos y

principios a la vez incontrovertibles e inteligibles ». Y agrega-

ba : « la distancia de 3000 millas de océano intermedio hace

que toda unión política permanente entre un estado europeo y

otro americano sea considerada antinatural y antilógica : no

sólo lo imponen las consideraciones físicas y geográficas sino

que — como lo observó Washington — Europa tiene una serie

de intereses propios que le son peculiares y exclusivos, en los

cuales nada tiene que ver América, y ésta no puede ser envuelta

ni complicada en ellos. La seguridad y prosperidad de Estados

Unidos está íntimamente ligada con el mantenimiento de la in-

dependencia de cada uno de los países americanos, de manera

que eso justifica su interposición cuando esa independencia se

encuentra amenazada por una potencia europea : los estados
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americanos, en efecto, por su proximidad geográfica, la natural

simpatía y la semejanza de instituciones gubernamentales, son

amigos y aliados de Estados Unidos política y comercialmente,

de manera que permitir la subyugación de cualquiera de ellos

por una potencia europea, implica contrariar tal situación y

Significa la pérdida para nosotros de todas las ventajas que de

dicha situación se desprenden : de allí el interés vital de Estados

Unidos en esta causa ». Entonces, y en forma de inequívoca

claridad meridiana, añadió : «hoy Estados Unidos es práctica-

mente soberano en este continente y su actitud es ley en los

asuntos en que considera deber intervenir : no precisamente

por la simple amistad o lo buena voluntad con que se le admite,

ni siquiera en razón del elevado carácter de potencia civilizada,

ni porque la sabiduría y justicia y equidad sean la invariable

característica de sus procederes, sino sencillamente porque sus

infinitos recursos, combinados con su posición de aislamiento,

lo han convertido en el dueño y señor de la situación, y lo han

hecho prácticamente invulnerable con relaciona cualquier po-

t encia : en este país el pueblo ha aprendido, en la escuela de la ex-

periencia, hasta, (pié punto las relaciones de los estados se basan

no en el sentimiento ni en los principios, sino exclusivamente

en el interés egoísta. Esta es, pues, una doctrina de derecho pú-

blico americano, firmemente asentada en sus bases y abundan-

temente sancionada por los precedentes, en cuya virtud Esta-

dos Unidos está autorizado a considerar como una injuria cual-

quier pretensión europea de controlar políticamente un estado

americano : la aplicación de la doctrina a la controversia de lí-

mites anglovenezolana no presenta, entonces, dificultad algu-

na, pues necesariamente implica que el control político sobre

Cierta porción de territorio americano pasará del poder de un

estado americano a un europeo».

Lfl exposición de la doctrina es, pues, bien clara : en ese mo-

mento, 1895, pictórico Estados Unidos de riqueza y población,
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el monroísmo, respondiendo a los intereses nacionales de enton-

ees y al destino manifiesto estaduniense, declaraba que « hoy.

Estados Unidos es prácticamente soberano en este continente y

su fita es ley en los asuntos en que resuelva intervenir» porque

es « dueño — master — de la situación >>. Tan deliberada fué es;i

manifestación que el presidente Cleveland, en su mensaje al con-

greso — 17, XII, 95 — dijo : «no está demás afirmar que la doc-

trina sobre la que nos apoyamos es sana y fuerte, porque su coro-

pulsión es importante para nuestra paz y seguridad como nación,

y es esencial para la integridad de nuestras instituciones socia-

les y el sostenimiento tranquilo de nuestra típica forma de

gobierno : fué siempre destinada a ser aplicada en cada faz suce-

siva de nuestra vida nacional y no podrá caer en desuso mien-

tras nuestra república exista. Prácticamente el principio que

sostenemos tiene relación peculiar, y hasta exclusiva, con Esta-

dos Unidos: quizá no ha sido admitido en su forma literal en el

código del derecho internacional, pero desde que en asuntos y

deliberaciones internacionales cada nación tiene derecho a las

facultades que le corresponden, desde que la compulsión de

la doctrina Monroe es algo que debemos justamente exigir, se

sigue de ahí que tiene su lugar en dicho código de derecho inter-

nacional tan ciertamente como si estuviera específicamente

mencionada. La doctrina Monroe se apoya en los principios de

derecho internacional que se basan en la teoría de que cada

nación debe tener protegidos sus derechos y sancionados sus

justos reclamos». En cambio, el ministro inglés Salisbury con-

testó— 26, XI, 95 tranquilamente : « la argumentación se bas;i

en la aplicación de las máximas políticas bien conocidas en las

discusiones americanas, bajo el nombre de doctrina Monroe

:

tal doctrina jamás ha sido sostenida, por parte de Estados Uni-

dos, en ninguna comunicación oficial escrita y dirigida a un

gobierno extranjero, si bien ha sido adoptada por no pocos es-

critores y políticos estadunienses. Los peligros que temía Món-
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roe nada tienen que hacer en el estado de cosas en que vivimos

hoy ; la frontera controvertida de Venezuela nada tiene que ver

con ninguna de las cuestiones expuestas por Monroe : no se

trata de la colonización de territorio americano por una poten-

cia europea, ni de la imposición en Sud América de ningún sis-

tema de gobierno europeo, sino sencillamente de delimitar la

frontera de una posesión británica. Debe ser entendido que el

gobierno británico no acepta parte alguna de la doctrina Mon-

roe : el derecho internacional se basa en el conseuso general de

las naciones y ningún estadista, por eminente que sea, ni nación

alguna, por más poderosa que fuere, están autorizados para in-

corporar al código de derecho internacional un principio nuevo,

jamás reconocido antes y que nunca ha sido aceptado por gobier-

no alguno de ninguna otra nación. El gobierno estaduniense

no está autorizado para afirmar, como proposición universal,

con referencia a cierto núinero de estados independientes por

cuya conducta no asume responsabilidad, que sus intereses es-

tán comprometidos en lo que puede acontecer a dichos estados,

simplemente por el hecho de encontrarse éstos en el hemisfe-

rio occidental. El gobierno británico no está dispuesto a admi-

tir que los intereses de Estados Unidos se encuentren nece-

s;iri;miente involucrados en cualquier litigio de límites que

pueda promoverse entre dos de los estados que poseen terri-

torios en el hemisferio occidental : menos puede admitir la teo-

ría de que Estados Tuidos esté autorizado a exigir que el

procedimiento de arbitraje se aplique a cualquier reclamación

por entrega de territorio que uno de esos estados pueda hacer

a otro».

Bu presencia de esas manifestaciones, el senador Cabot Lod-

ge presento a las cámaras la siguiente resolución terminante:

« la declaración Bfónroe no es una doctrina de derecho inter-

nacional y el discutirlo es perder tiempo : como la independen-

cia de este país, es un hecho y no una ley: nuestra independen
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cía está fuera <le cuestión, porque, después de declarada, hemos

obligado al mundo a reconocerla: de igual modo hemos obrado

respecto de la declaración Monroe, sosteniéndola como el prin-

cipio dirigente de nuestra política internacional. Es excusado

discutir si está o no incorporada al derecho internacional, por-

que no necesita tal apoyo : se basa en la ley de la propia preser-

vación. Declaramos que la doctrina Monroe es un principio que

consideramos esencial al honor, la seguridad y los intereses de

Pistados Unidos ; comprobamos el hecho y exigimos que así se

reconozca, como el mundo entero ha reconocido nuestra inde-

pendencia y nuestra existencia nacional. Y debe ser reconocido,

porque lo afirmamos y sostenemos y no podemos permitir que

sea discutido por otras naciones, como no podríamos permitir a

éstas que discutieran nuestra organización nacional o nuestra

forma de gobierno: representa para nosotros el mismo principio

que la . balanza de poder, tan celosamente mantenida por las

naciones europeas, las que no tolerarían que fuera perturbada,

y nosotros con igual tenacidad defendemos nuestra propia

balanza de poder. La doctrina Monroe no interviene en forma

alguna en las facultades que el derecho internacional confiere a

todas las naciones : no toca la cuestión de la reparación de

daños sufridos por subditos europeos en ningún estado centro

o sudamericano, porque nosotros celosamente velamos por tal

derecho y, entonces, no lo negamos a otros. La doctrina Monroe

es simplemente la declaración de que ninguna potencia europea

pueda establecer un nuevo gobierno, adquirir nuevo territorio .

por compra, fuerza u otro método cualquiera, o procurar contro-

lar los gobiernos existentes de América : ese es el principio

proclamado por Monroe ; si hay alguna controversia relativa al

significado del texto originario, es innecesario detenernos en

dilucidarla, porque eso es lo que el pueblo americano ha creído

que significaba, así ha sido interpretado por los estadistas esta-

dunienses y, para que no se repita ninguna desinteligencia en
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el futuro, es eso lo que ahora declaramos que siempre lia sido

y siempre será».

Esa aplicación del mouroísmo no ha podido ser más inequí-

voca, y realmente no cabe sostener que no sean claros los tér-

minos de la doctrina, así expuesta. En el terreno de los hechos,

la controversia Olney-Salisbury no tuvo mayores consecuencias,

porque Inglaterra, con el sentido práctico de sus estadistas,

consideró que no estaba en su interés nacional el pasar a mayo-

res, y el litigio de límites fué sometido a arbitraje. La opinión

pública estaduniense celebró eso como un triunfo de la doctrina

de Monroe: como en 1850, había considerado también una vic-

toria de dicha doctrina el tratado Clayton-Bulwer, que aparen-

temente la contradecía. Pero es que, en uno y otro caso, el

interés nacional del momento es lo que explícala actitud respec-

tiva : y quizá la razón verdadera de la actitud de Olney fué la

de forzar a Inglaterra a consentir en la abrogación de aquel

tratado, para poder tener las manos libres en la cuestión del

canal de Panamá.

Pero hay varios casos de aplicación del mouroísmo que son

aún más interesantes, y que dilucidaremos en la clase próxima.

La cuestión cubana era una brasa ardiendo; siempre la aspi-

ración estaduniense había sido la de anexar la isla, y la insu-

rrección crónica que allí existía fatalmente debía ser alimentada

por Estados Unidos. El secretario de estado Olney — 4, IV, 95

— hizo presente a España que « el pueblo de Estados Unidos

estaba interesado en toda lucha, en cualquier parte, por insti-

tuciones políticas más libres, pero necesariamente y en mayor

escala lo estaba en una lucha que S« llevaba a cabo a la vista

de sus costas; los intereses estadunienses en Cuba apenas son
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inferiores a los de España misma, lo que ha inducido a machas

personas eminentes a insistir en que es un deber inmediato e

imperativo de Estados Unidos el intervenir para terminar ese

conflicto». Los sucesos se precipitaron; el nuevo presidente Me

Kinley — 11, IV, 98 — con motivo de la explosión del Mame,

en- Habana, pasó un mensaje diciendo : «el presente estado de

cosas en Cuba es una amenaza constante a nuestra paz y nos

envuelve en enormes gastos » ; y el resultado fué que el con-

greso — 20, IV, 98 — declaró la guerra a España... Pero se san

cionó conjuntamente la resolución Tel ler, que decía : «Estados

Unidos repudia toda disposición o intención de ejercer sobera-

nía, jurisdicción o control sobre dicha isla, excepto para su pa-

cificación, y reafirma su determinación, una vez verificada aqué-

lla, de dejar el gobierno y control de la isla a sus propios habi-

tantes ». De ahí que, al terminar la guerra, Cuba no fuera

anexada, si bien se llegó indirectamente a lo mismo por el pro-

tectorado de la enmienda Platt; pero como la resolución Teller

no mencionaba a la isla de Puerto Rico, ésta fué sencillamente

anexada. Ahora bien, la declaración Monroe decía ya en 1823,

que « los continentes americanos, por la libre e independiente

condición que han adquirido y mantenido, no son considerados

como pasibles de una colonización en el porvenir por parte de

una potencia europea », lo que quiere decir que las colonias en-

tonces existentes eran reconocidas como legítimas, por lo cual

añade : «con las colonias actuales o dependencias de una po-

tencia europea no hemos intervenido y no intervendremos»;

pero jamás prohibió a Estados Unidos ensanchar su territorio

ni se comprometió a respetar eternamente el dominio colonial

europeo de entonces sino que tendió a que toda América fuera

territorio libre, de modo que eso implicaba favorecer la insu-

rrección de las colonias existentes o, por lo menos, mirarla con

simpatía; sobre todo, su tendencia manifiesta es dejar América

para los americanos, lo que implica virtualmente la exclusión
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de todo dominio europeo, y la promesa de no intervenir en las

colonias existentes era una simple declaración unilateral, que

nadie estaba autorizado a invocar y podía ser modificada cuan-

do las circunstancias o los intereses lo exigieran. Por lo demás,

la declaración Monroe, al negar a Europa el derecho de inter-

venir en América, reservó implícitamente el de hacerlo a Esta-

dos Unidos, de modo que su actitud en el conflicto cubano, que

trajo la guerra con España, resultaba así una aplicación directa

del monroísmo, desde que éste no es un principio pasivo sino

activo, como lo demostró Polk y lo afirmó Olney. Por último,

la declaración Monroe dice : « es imposible que las potencias

aliadas extiendan su sistema político a parte alguna de este

continente, sin hacer por ello peligrar nuestra paz y prosperi-

dad », lo que ha impuesto a Estados Unidos la misión de serlos

guardianes del sistema republicano en América, cosa que quedó

sin asomo de duda cuando, en 1889, el último estado monárqui-

co americano — el imperio del Brasil — se convirtió en repúbli-

ca; desde entonces Estados Unidos ha puesto en primera línea

esa tutela virtual que la doctrina monroísta le defiere, al impo-

nerle la defensa del republicanismo, y como la condición de

(Juba implicaba una reagravación del sistema monárquico, la

opinión estaduniense encontraba justificada su actitud, tanto

que el senado dijo : « no podemos consentir bajo principio al-

guno en que la despoblada Cuba pueda ser vuelta a colonizar

por Gspafia, como no podríamos permitir a ésta fundar una

B&eva colonia en parte alguna de este hemisferio o islas adya-

centes». Es decir, pues, que se trataba de la aplicación directa

de la doctrina Monroe; ésta fué la que se invocó pan declarar

la guerra, para no anexar a Cuba y para anexar a Puerto Rico.

El tratado de París, al poner fin a la guerra hispano esta-

duniense, amplió la esfera de influencia de la doctrina mon-

roísta; no sólo consagró la pérdida de Cuba y Puerto Rico en

América, sino «pie transfirió a Estados Unidos el archipiélago
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asiático de Filipinas y la isla Guaní. La doctrina de las dos esfe-

ras ya no podía subsistir en los términos literales del discano

de despedida de Washington, pues Estados Unidos, de simple

potencia americana, se convertía en potencia mundial, con inte-

reses en todas partes; de ahí que en el acto orientara su políti-

ca internacional en tal sentido anexando las islas Hawaii, y

posesionándose del tercio de las islas Samoa y de una serie de

otras islas polinésicas : Wake, Mideway, etc. Y lógicamente

tuvo que participar en la expedición militar internacional de

Pekin, 1900; en la conferencia de La Haya en 1899, declarando

ésta : « nada de lo contenido en esta convención podrá ser in-

terpretado como obligando a la renuncia, por Estados Unidos,

de su actitud tradicional respecto de cuestiones puramente

americanas », con lo cual se afirmaba la doctrina Monroe dentro

de la nueva orientación de política internacional estaduniense.

Ha sido esta la primera vez que — posiblemente como con-

secuencia de la argumentación del canciller inglés Salisbury,

en 1895, al poner de manifiesto que esa regla estaduniense no

tenía sanción de derecho internacional — que la doctrina mon-

roísta fia sido incorporada a las decisiones internacionales del

mundo.

Como consecuencia de ese hecho, la doctrina Monroe conti-

nuó siendo aplicada con más y más tranquila amplitud. Se im-

puso solucionar con ella otra cuestión candente entonces: la del

canal de Panamá, pues el fracaso de la compañía francesa era

evidente, ya que en 1894 había vuelto a continuar la obra sus-

pendida en 1889, con el evidente propósito de que sus agentes

se ocuparan de negociar su transferencia. El gobierno estadu-

niense abordó con Inglaterra la previa cuestión de abrogar

el tratado Clayton-Bulwer, y el secretario de estado, Hay,

— que ya había dirigido con éxito el tratado de paz con Espa-

ña en 1898 y la política de «puerta abierta» con China en
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1899 — logró celebrar la convención Hay-Pauncefote de 1900.

que dejaba a Estados Unidos la facultad exclusiva de construir

el canal y controlar sus destinos; el senado la rechazó porque

no contenía expresa abrogación del celebrado en 1850, e In-

glaterra consintió en un nuevo convenio Hay-Pauncefote, en

1901, que estipulaba eso; lo cual se obtuvo por encontarse en-

tonces Gran Bretaña envuelta en la desastrosa guerra africana

contra los boers, circunstancia aprovechada por los estadistas

estadunienses. Entonces el secretario de estado Hay negoció

el tratado Hay-Herran, de 1902, con Colombia, por el cual ob-

tenía « el exclusivo derecho, por 100 años, renovable a la sola

y absoluta opción de Estados Unidos, para construir, controlar

y proteger el canal », con una zona de cinco kilómetros; pero

habiendo negado su ratificación Colombia, el presidente Boose-

velt consideró llegado el momento de cortar el nudo gordiano

;

se produjo súbitamente una sendo revolución en Panamá y no

se permitió a Colombia que la sofocara con las armas, habiendo

mandado con tal objeto y con anticipación varios buques de

guerra estadunienses a Colón. Los hechos fueron claros y rápi-

dos; en octubre 31 de 1908 el senado colombiano no aprueba

el tratado; dos días después el gobierno estaduniense ordena al

jefe naval « impedir el desembarco de cualquier fuerza armada

con propósitos hostiles, sea del gobierno o de los insurgentes, en

cualquier punto dentro de 50 millas de Panamá », cuando aún

no había estallado la revolución que el panameño Guerrero con el

francés Buneau Varilla habían combinado en Washington con

Hay; en noviembre 3, a las 3,40 p. m.
f
Hay telegrafía a los cón-

sules americanos en Panamá y Colón : «se anuncia revolución

en el istmo : avise », y recibe a las 8,15 p. m. esta contestación :

« todavía no se produjo revuelta; se anuncia para esta noche »
;

por fin, a las 9.50 p. m. se le avisa : « esta noche ocurrió re-

volución incruenta »: pero existía en Colón un batallón colom-

biano de 450 hombre»; entonces el "SaéhvüJs desembarca •"><> ma-
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vineros y prohibe al batallón que marche; «los días después —
noviembre <> — el presidente Koosevelt reconocía al gobierne

revolucionario, y el mismo día éste nombraba como ministro

suyo en Washington al ingeniero francés Bnnean Varilla, re-

presentante de la compañía del canal; poco después — 18, XI,

1)03 — se firmaba el tratado Hay-Buneau Varilla, por el cual Es-

tados Unidos adquiría una zona territorial, de mar a mar, de 10

kilómetros y el derecho de construir el canal. Ala república pa-

nameña se le adjudicaban 10 millones de dólares en pago y a

la compañía del canal 40 millones; el reconocimiento a aquélla

se hizo bajo el régimen del protectorado, de manera que Esta-

dos Unidos es el soberano de parte del territorio y la otra parte

está bajo su protección. El canal se reconstruyó y terminó; en

1915 se abrió al tráfico mundial. Y todo ello se hizo como apli-

cación directa de la doctrina Monroe; las potencias europeas

no pueden intervenir en América, de manera que es un deber

de Estados Unidos el hacerlo, sobre todo tratándose de una

obra como el canal de Panamá, que une las costas estadunien-

ses del Atlántico y del Pacífico, de modo que se convertía en

una exigencia ineludible de su política internacional el llevarlo

a cabo, puesto que respondía al interés y al destino manifiesto

nacional. Ciertamente fué necesario lesionar la soberanía co-

lombiana; y precisamente en estos días se discute por la milé-

sima vez un tratado que indemniza a Colombia de aquel des-

pojo; pero el hecho de haber sido necesario proceder así está

en que el monroísmo no puede permitir que el destino mani-

fiesto de Estados Unidos sea detenido por oposición o dilación

de cualquier país en toda América, desde que la doctrina Mon-

roe tiene en vista, como es natural, exclusivamente los intere-

ses estadunienses, y cuando éstos se encuentren en conflicto con

otros es evidente que requiere que aquellos prevalezcan. El pre-

sidente Roosevelt, en su mensaje 9, XI, 1903, amplió el monroís-

mo hasta considerar que no sólo confiere a Estados Unidos la tu-
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tela virtual en América sino que lo convierte en agente de laci-

vilización colectiva, lo que implica el poder de ejercer un derecho

internacional de dominio eminente continental ; eso explica la

actitud estaduniense en Panamá con motivo del canal. Más aún,

en otro mensaje, 4, I, 1904, completa esa explicación : « elprin

Cipa! propósito del tratado de 1845 fué asegurar en el istmo un

tránsito interoceánico libre y sin obstrucción, que debía trans-

formarse en un canal; la participación estaduniense se encon-

traba justificada por elevadas consideraciones de nuestro inte-

rés y seguridad nacional, ya que en todas nuestras relaciones

internacionales nada era más considerable y de más apremiante

importancia que la construcción del canal interoceánico; razo-

nes de conveniencias que se convertían en necesidad vital y no

admitían demora. Si alguna vez un gobierno puede pretender

haber recibido un mandato de la civilización para realizar un

objetivo, exigido por el interés de la humanidad, Estados Uni-

dos sostiene que eso le corresponde en lo referente al canal in-

teroceánico >>. Era la política franca del big afiele, con que un

policíaco trata al elemento arrabalero o maleante : el garrote

aplicado para mantener el orden, como lo hace el policeman

inglés en su conocido club, que los demás países van imitando...

El monroísmo, pues, resultaba lógicamente claro : desde que

prohibía toda intervención europea, Estados Unidos estaba

eóinpelido a realizarla, como sucedió en Cuba y Panamá; como

no toleraba nueva colonización europea, Estados Unidos debía

hacerlo solo, como pasó en Puerto Rico; puesto que impedida

la extensión a América del sistema político europeo, Estados

Unidos resultaba obligado a extender el suyo, como pasó con

las posesiones de España; la doctrina de las dos esferas se había

y;i elásticamente ampliado, como pasé con la incorporación de

ELawaii, Filipinas y otras posesiones^ y la participación en con-

ferencias europeas, como las «le La Haya ; excluida Europa de
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América, Estados Unidos quedaba virtual mente convertido en

defensor de ésta, velando por ella según sus intereses, unas veces

en forma de protectorado, como en Cuba ; otras, en forma de ane-

xión directa, como en Puerto luco y la zona del canal de Pana-

má; otras, de intervención financiera, como en Santo Domingo,

Nicaragua, Ilaytí. En todos esos casos la doctrina Monroe no fué

modificada : siempre consistió en la actitud de Estados Unidos

en su política internacional, de acuerdo con las exigencias de su

interés en cada momento y cumpliendo su destino manifiesto. Es

verdad que la soberanía de los estados americanos, sobre todo

los vecinos — como Cuba, Colombia, Panamá — lia sufrido

detrimento; pero es que, producido el conflicto entre el interés

estadúniense y otro interés americano, la esencia misma de la

doctrina Monroe es que prevalezca el interés de su país aun

cuando con ello tenga que sufrir menoscabo el de los demás,

pues que Monroe no ha proclamado una; política romántica en

beneficio altruista de terceros, sino una eminentemente real y

positiva, en natural provecho egoísta propio: por eso. la guerra

cubana, la abrogación del tratado Clayton-Buhver y la solución

del canal de Panamá muestran que, en el sistema político con-

tinental de América, Estados Unidos entiende desempeñar el

papel prominente, y considera que debe siempre prevalecer su

interés y su destino manifiesto. Es, pues, el monroísmo puro y

sin mezcla.

El presidente Koosevelt fué siempre un exponente lógico del

monroísmo, y jamás atenuó su alcance ni veló su significado

:

como todo estadista estadúniense, expresó con claridad lo que

los intereses del momento en su país exigían, y trató de reali-

zarlo con absoluta franqueza e inquebrantable energía. Así, en

su mensaje de 1901 dijo : « es necesario insistir en que nues-

tros derechos e intereses están hondamente involucrados con el

mantenimiento de la doctrina Monroe, como pasa con la cons-

trucción del canal de Panamá, donde debemos ejercer estrecha
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vigilancia en sus cercanías como defensa propia nuestra, lo que

significa que nuestros intereses son predominantes en el mar

Caribe. Hay algunos puntos esenciales en el monroísmo que no

deben olvidarse : debemos reconocer el hecho de que en no

pocos países sudamericanos existe la sospecha de que interpre-

tamos la doctrina Monroe en un sentido hostil a sus intereses,

de modo que tenemos que convencerlos de que ningún gobierno

justo y ordenado debe temer nada de nosotros
;
pues la necesi-

dad en que nos encontramos de ser los campeones de la doctrina

Monroe desaparecerá cuando las repúblicas americanas sean

tan estables y poderosas que no haya miedo de que ninguna

potencia militar no americana adquiera territorio en sus vecin-

dades. La doctrina es una garantía de la independencia comer-

cial de America : debe ser el rasgo cardinal de la política inter-

nacional de todos los países de ambas Américas, como es la de

Estados Unidos. Gracias a la doctrina Monroe, esperamos estar

en aptitud de garantizar su independencia y asegurar su porve-

nir a las naciones menores del Nuevo Mundo. Pero un desgo-

bierno crónico, o una impotencia que provoque el aflojamiento

general de los lazos de toda sociedad civilizada en este hemis-

ferio occidental, dada la constante adhesión de Estados Unidos

a la doctrina Monroe, puede obligarnos, aun contra nuestra vo-

luntad, en los casos de desgobierno e impotencia, al ejercicio

de un poder de policía internacional. La doctrina Monroe debe,

pues, ser considerada como el rasgo prominente de la política

internacional americana, pero sería peor que innocuo el afirmarlo

si no estamos resueltos a sostenerla, y esto sólo es posible con

una marina poderosa : tal marina no es provocadora de guerra

sino garantizadora de la paz. » En 1¿, III, 003, en su discurso de

Chicago, dijo que la posición de Estados Unidos en el hemisfe-

rio occidental era «tan peculiar y prominente, que de ella lia

n;i «ido y crecido la doctrina Monroe». Y en 1900 — en un artí-

culo de l;i revista The Hachelor of Arts — resumió así el mon-
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roísino: «I o tiene por objeto impedir que las potencias euro-

peas establezcan nuevas colonias en el continente americano

;

a) por conquista, por ocupación permanente o temporal, o por

cualquier otro medio (pie importe el ejercicio de la soberanía

sobre territorio americano, o el engrandecimiento territorial de

las potencias europeas a expensas de uno o varios estados ame-

ricanos ; b) por la transferencia de una colonia americana por

una potencia europea a otra, si, a juicio de Estados Unidos, esta

transferencia perjudica sus intereses ; c) esta actitud respeta

las colonias y derechos europeos preexistentes; 2 o Estados Uni-

dos debe mantener la resolución necesaria para no consentir

(pie las potencias militares de Europa, que no tengan actual-

mente posesiones en América, las adquieran en lo sucesivo;

3 o esta política de Estados Unidos se funda en su propio interés

y es, por consiguiente, práctica y patriótica ; 4 o Estados Unidos

no pretende establecer un protectorado universal en los estados

del Nuevo Mundo ; 5 o en consecuencia, si uno de ellos tuviera

conflictos con las potencias extranjeras, dichos conflictos deben

ser resueltos por ambas partes, según las prácticas y reglas del

derecho internacional; 6 o Estados Unidos tampoco pretende ser

tíador de los estados americanos en el cumplimiento de sus obli-

gaciones y deberes internacionales ; 7
o esta política no se pro-

pone hostilizar a Europa, con la cual Estados Unidos desea cul-

tivar relaciones amistosas y francas. »

Los últimos cuatro puntos — 4 o
, 5 9

, tí y 7
o — fueron provo-

cados por la aplicación dada a la doctrina Monroe en el conflicto

de Venezuela con diversas potencias europeas, motivado por

reclamaciones de subditos de éstas; Venezuela sostenía que los

extranjeros no podían pretender mejores derechos que los ciu-

dadanos, y que la vía diplomática era improcedente para gestio-

nar el pago de reclamaciones extranjeras, pero Inglaterra, Ale-

mania e Italia resolvieron mandar sus escuadras a la costa

venezolana, bombardearon puertos y hundieron buques de gue-
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rea de aquel país; Estados Unidos aprobó la conducta europea,

desde que afirmaba — como igualmente lo había hecho cuando

la intervención anglofrancohispana en México, que condujo al

imperio maxiinilianeo — que no se proponía ocupar territorios

americanos, de modo que no violaba literalmente la doctrina

monroísta; por último, la controversia se sometió al tribunal

arbitral de La Haya. Este incidente dio origen a la nota Drago,

que ha sido el punto de partida de la doctrina del mismo nom-

bre, y que me propongo estudiar más adelante; por eso, a los

tines de la exposición en este momento, basta recordar el pre-

cedente. Estados Unidos no quizo asumir las consecuencias de

la tutela virtual, por cuanto eso lo convertía en directamente

responsable; de ahí que no exigiéndolo su interés en aquel mo-

mento — diciembre de 1902— prefiriera permanecer como ex-

peetador pasivo.

Pero si bien el presidente Hoosevelt obró así en 1902, consi-

dero más tarde deber asumir directamente esa tutela, cuando

se pj-odujo la nueva intervención militar europea en Santo Do-

mingo, en 1905, debido a causas análogas; entonces Estados

Unidos celebró un tratado de protectorado con la república

dominicana, se encargó de administrar sus aduanas y garantizó

a los acreedores europeos el pago de sus créditos. La razón de

esta política fué explicada en un mensaje al congreso estadu-

niense : « lo que importaba era prestar la ayuda necesaria para

Impedir la intervención extranjera ; no tenemos la intención de

permitir (pie se use la doctrina Monroe por nación alguna de

este continente como escudo para protegerla de las consecuen-

cias <lc sus propios desaguisados para con naciones extranjeras;

este país ciertamente se negaría a ir a la guerra para impedir

que un gobierno extranjero pueda cobrar una deuda justa, pero

u<» puede tampoco permitirse que ninguna potencia extraña

tome posesión, siquiera temporaria, de las aduanas de una repú-

blica americana para pagarse sus créditos, pon pie tal ocupación
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temporaria podría convertirse en permanente, de modo que la

única alternativa consiste en que nosotros tomemos a nuestro

cargo cualquier arreglo para lograr que se pague lo que sea

justo ». Era el caso anterior de Venezuela; pero en 1902 el inte-

rés estaduniense no indujo a su gobierno a adoptar esa actitud,

mientras que en 1905 pareció llegada la oportunidad de hacerlo,

por cuanto se obtenía a la vez un protectorado sobre una isla de

las Antillas y eso tenía suma importancia estratégica respecto

del canal de Panamá; en ambos casos, por lo tanto, la aplicación

de la doctrina Monroe fué lógica, teniendo sólo en vista el inte-

rés, la prosperidad y la seguridad de Estados Unidos. Esa acti-

tud estaduniense contó siempre con la benevolencia pasiva

británica, porque, como dijo Dilke en pleno parlamento, 17,

II, 903 : « en nuestro país existe una opinión abrumadora que

sostiene la doctrina Monroe ; las repúblicas de la América del

Sur son para nosotros un gran cliente: en 1900 exportamos

al continente americano 56.500.000 libras esterlinas en produc-

tos y manufacturas de la Gran Bretaña ; de esa cantidad

2S.000.000 se destinaron a las repúblicas latinas, 20.000.000 a

Estados Unidos y 8.500.000 a las colonias británicas : este

comercio enorme nos inspira un gran interés en el manteni-

miento de la doctrina Monroe, y en el statu quo virtual del con-

tinente americano ». Pero es que el monroísmo, a más de su faz

política, tiene su aspecto económico, y boy, como lo ha revelado

el incremento de las relaciones comerciales estadunienses-lati-

noamericanas durante la última conflagración mundial, puede

ocasionar a los británicos más de una sorpresa.

La referida actitud en Santo Domingo, sin embargo, no obli-

garía a que se obrara de análogo modo en caso parecido, cuando

no estuviera involucrado en esto el interés estaduniense. Por

eso Roosevelt, en el citado mensaje, dice : « si una república del

sur comete un daño contra una nación extranjera, tal como una

vejación a uno de los subditos de ésta, la doctrina Monroe no
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nos obliga a intervenir para evitar el castigo de tal daño, salvo

para impedir que dicho castigo no se convierta en ocupación

territorial en cualquier forma». Pero Estadas Unidos se reser-

vaba el derecho de resolver si correspondería obrar como en el

caso de Santo Domingo, es decir, tratar al país americano como

fallido y poner su administración en manos de liquidadores. Y
agregaba en aquel mensaje : « La única salida podría ser en todo

tiempo que nosotros mismos intentáramos algún arreglo, a fin

de que se pagara lo más que fuera posible de lo debido por una

obligación justa; es, con mucho, preferible que este país lleve a

término un arreglo semejante, que dejar libre acción a una po-

tencia extranjera. Obrando del modo indicado, se asegura a la

república en quiebra contra el pago de deudas inaceptables, a

que se vería obligada por la fuerza, y, a la vez, los acreedores

de buena fe que tuviera esa república no se encontrarían en el

peligro de que tomaran la preferencia otros acreedores de mala

fe o codiciosos; además, para Estados Unidos esta actitud nos

presenta el único medio de ponernos a salvo de un choque con

otras potencias. Esta actitud, por lo tanto, se funda no sólo en

los intereses de la paz sino en los de la justicia : es benéfica

para nuestro pueblo, lo es para los pueblos extranjeros, y, más

aún, es realmente benéfica para el pueblo del país interesado.

Esto me trae a lo que debería ser uno de los objetos principales

de la doctrina Monroe ; de buena fe debemos prestar nuestra

ayuda a las repúblicas hermanas que la necesiten para levan-

tarlas al goce de la paz y de la prosperidad. Santo Domingo ha

apelado a nosotros para que le prestemos nuestra ayuda : no es

de poca monta saber que, al prestar la ayuda que necesita San-

to Domingo, vemos en esto un incidente del sabio desarrollo de

la doctrina Monroe.

»

Beta fué la política internacional que en adelante aplicó el

gobierno eataduniense : « ea benéfica para nuestro pueblo» ; el
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presidente Taft, con su secretario de estado, Knox, orienté esa

aplicación del monroísmo en forma do verdadera «diplomacia

del dólar », que llevó a otro protectorado a Nicaragua, en forma

parecida al de Santo Domingo. Taft, en su mensaje de 1909.

dijo: «la política panamericana de este gobierno Tuice tiempo

que ha sido fijada en sus principios y permanece inalterable : la

resistencia a la doctrina Monroe puede decirse que lia casi des

aparecido». La intervención financiera, en tal caso, se aplicaba

por cuanto las repúblicas centroamericanas vienen a quedar

en el territorio estaduniense de la zona del canal de Panamá y

el resto de Estados Unidos, de modo que éste tenía allí especia

lísimo interés, análogo al que lo llevó a su intervención en San-

to Domingo. Eso explica por qué, a raíz de rumores más o menos

fantásticos de que el Japón codiciaba un puerto en México —
que, respecto del canal de Panamá, viene a encontrarse en

situación parecida a la de Centro América por su posición geo-

gráfica entre dos fracciones de territorio estaduniense, — el

senador Lodge hizo votar la siguiente resolución : « cuando una

bahía u otro lugar de los continentes americanos esté situado

de tal modo que su ocupación, para fines navales o militares,

puede amenazar las comunicaciones o la seguridad de Estados

Unidos, el gobierno de este país no podría ver sin grave inquie-

tud que esa bahía o lugar pasase a poder de una corporación o

asociación relacionada con un gobierno que no fuera americano,

en términos que éste ejerciera de hecho un poder dominante

para fines nacionales ». Y, en su discurso, dijo aquél : « la reso-

lución se funda en un principio general, aceptado por la ley de

las naciones, más antiguo que la doctrina Monroe : que cada

nación tiene el derecho de atender a su propia seguridad, y el

deber, a la vez que el derecho, de intervenir cuando sienta que

se atenta a su seguridad con la posesión de una bahía u otro

lugar por parte de una potencia extranjera]; ¡a doctrina Monroe

fué ciertamente una extensión dada, en beneficio de nuestros
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propios intereses, a ese principio fundamental ». Por lo demás,

la función monroísta de liquidador de las finanzas averiadas

latinoamericanas, asumida por Estados Unidos, se extiende a

toda región de América : así, con iguales argumentos que en los

casos de Santo Domingo y Nicaragua, intervino en 1916 en

Haytí, aplicando prácticamente la teoría británica del protec-

torado egipcio, pero basándola en la doctrina Monroe, que

resulta tener la más envidiable elasticidad para adaptarse á

todas las situaciones imaginables, lo que se explica porque Es-

tados Unidos reserva siempre el celoso privilegio de interpre-

tarla en cada caso según su interés político del momento.

En 1913 el expresidente Roosevelt realizaba su ruidoso viaje

por Sud América y tuvo más de una oportunidad de expresar

su opinión sobre la [doctrina Monroe. Aquí, en Buenos Aires,

con motivo de una fiesta universitaria el después decano de esta

Facultad, doctor Zeballos — de acuerdo con el visitante, —
puntualizó el concepto actual de la doctrina, sosteniendo que

era sólo aplicable a los países vecinos de Estados Unidos : « no

tememos — dijo — agresión alguna ni de Europa ni de Améri-

ca, y no hay el menor peligro de que nuestra integridad sobe-

rana pueda ser amenazada por nación alguna: la actitud Mon-

roe no es, pues, aplicable a nuestro país ». Y Roosevelt contes-

tó: «la doctrina Monroe tiene exactamente el significado que

lia expresado el orador : es una doctrina promulgada por Esta-

dos luidos, en parte como tema político de su propio interés,

y en parte como materia política en interés de todas las repú-

blicas del nuevo mundo; pero tan pronto como cualquiera otra

república llegue a alcanzar la estabilidad, la prosperidad deri-

vada de esa estabilidad, y los ideales de justicia y de respeto

propio, para rendir justicia a las demás y aceptarla en la mis-

ma forma, inmediatamente se convierte en responsable y en

garantía de esa doctrina Monroe, de la cual Estados Unidos no

ANAI,. KAC. DB IJKR. — T. XX 11
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tiene ya interés alguno en lo que se reftere a la idea de la doc-

trina, salvo en la aplicación del pie de igualdad de los unos

para con los otros: quiero significar que la República Argenti-

na puede ahora protegerse por sí sola, como Estados Unidos;

y en todas nuestras cuestiones con respecto de la doctrina

Monroe y de cualquier otra que se suscite, la actitud recíproca

«le Estados Unidos y Argentina debe ser de igual a igual, con

mutuo respeto y cada una con el respeto ju-opio.» Si bien fuera

del poder, lioosevelt no se aparta del criterio estaduniense en

esa declaración : siempre que Estados Unidos considere que

se encuentran llenadas las condiciones que indica, no habrá

lugar a la aplicación del monroísmo, pero eso debe determinar-

lo aquel país cuando el caso se. presente y evidentemente lo

hará así su gobierno, dentro del criterio y del interés del mo-

mento, exactamente como lo ha hecho hasta ahora en todos los

casos de aplicación de la doctrina monroísta. La declaración de

líoosevelt confirma, pues, la unidad de criterio y la lógica ri-

gurosa con que los estadistas estadunienses han aplicado siem-

pre aquella doctrina. Análoga fórmula empleó en Montevideo:

«las repúblicas sudamericanas donde existen gobiernos serios

y estables — dijo — no son susceptibles de la protección de la

doctrina Monroe, y, al contrario, ellas deben sostenerla y apli-

carla a las potencias no americanas, porque son también res-

ponsables de la independencia americana
; y si en tales casos

consideran necesario invocar la ayuda de Estados Unidos, éste

debe ponerse inmediatamente de su lado y cooperar a su ac-

ción. » Y de vuelta a su país, escribió en The Outloolc lo siguien-

te: «es ignorancia hablar de la doctrina Monroe como de una

doctrina fuera de uso, en lo que se refiere a Panamá y a toda

la zona próxima al canal de ese nombre, incluyendo las tierras

insulares y continentales dominadas por esa línea: si actual-

mente Estados Unidos no establece su supremacía en toda esa

zona y sobre el mismo istmo, el resultado sería que cualquier
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país europeo o asiático tomaría su lugar, con detrimento de

todas las colectividades americanas». Roosevelt era, en esto,

consecuente con sus manifestaciones anteriores : «uno de los fac-

tores mas activos para la conquista de la paz — había dicho —
68 la doctrina Monroe, tal como se ha desarrollado y continúa

desarrollándose gradualmente por esta nación, con aprobación

de las otras : cuando anunciamos una política como la conteni-

da en la doctrina Monroe, nos obligamos a responder por las

consecuencias que esa política puede producir, y tales conse-

cuencias varían con los tiempos ; esto es verdad, especialmente

en vista de la apertura del canal de Panamá: por propia de-

fensa debemos ejercer una vigilancia muy minuciosa en las in-

mediaciones del canal, y esto significa que nos mantengamos

muy despiertos para cuidar nuestros intereses en el mar Cari-

be, porque hay ciertos puntos esenciales que no debemos olvi-

dar cuando se trata de la doctrina Monroe. Un desorden cróni-

co, una impotencia constante para mantener los vínculos que

unen a las naciones civilizadas, en América como en todas

partes, podrán requerir la intervención de alguna civilizada, y

en este hemisferio la fidelidad de Estados Unidos a la doctri-

na Monroe podrá obligarlo, aunque eso le repugne, a ejercer

un poder de policía internacional, en caso flagrante de tales de-

sordenes o de semejantes impotencias.»

El presidente Wilson, en su discurso de Mobile — 27, X, 13

— acentuó la faz de aplicación monroísta a la llamada diploma-

cia del dólar: « se habla — dijo — de concesiones hechas a ca-

pitalistas extranjeros en la América latina; los países que,

por no hallarse dentro del campo más fértil de la empresa y la

acción moderna, se ven obligados a hacer concesiones, se en-

cuentran en esta situación: que los intereses extranjeros pue-

den llegar a dominar sus asuntos internos, estado de cosas

siempre peligroso y que corree! riesgo de hacerse intolerable».

Bl aspecto monroísta délas concesiones era, entonces, de verda-
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dera actualidad, en presencia de concesiones petroleras colom-

bianas al sindicato inglés de Pearson and sons: por eso la

opinión estadnniense aplaudió la tesis wilsoniana, diciendo:

«la oposición del presidente Wilson al sistema de concesiones

tiene tres aspectos : I o ese sistema envuelve una injusticia para

el pueblo de los países inmediatamente afectados ; 2 o trae con-

sigo una amenaza de dominación y poder efectivo sobre las dé-

biles repúblicas latinoamericanas por parte de los financistas,

con el apoyo de sus respectivos gobiernos, y esa dominación y

poder están en conflicto inmediato con los principios de la

doctrina Monroe; 3 o puede poner en peligro los más altos inte-

reses de Estados Unidos, esto es, los relativos al poder de la

defensa nacional.» Para tutelar debidamente los intereses esta-

dunienses fué menester que el monroísmo del momento velara

en otra forma por la actitud del resto de América ; de ahí que

Wilson se haya esforzado por dar a la doctrina misma el alcan-

ce continental más altruista: vale decir, considera que el inte-

rés estaduniense actual está en tranquilizar a los países latino-

americanos que se encuentran fuera de la zona inmediata del

mar Caribe : « Estados Unidos— dijo en su mensaje de 2, XII, 13

— no ambiciona apoderarse" de un pie de territorio por con-

quista», indicando así que, en el presente estado de aplicación

del monroísmo, la anexión no es lo que conviene a los intereses

estadunienses sino el régimen de protectorado : sea financiero

— análogo al de Inglaterra en Egipto — como en nicaragua,

Santo Domingo y Haytí ; sea político — parecido al de Francia

en Túnez — como en Cuba y Panamá; puesto que de este modo

igualmente se asegura el control sobre la zona territorial que se

considera afectada por el destino manifiesto de aquel país, o sea

la del mar Caribe. Eso es lo que explica la franca confraternidad

del nuevo panamericanismo, como lo expliqué en mi libro El

nuevo panamericanismo y el congreso científico de Washington

(1916) ; en el discurso pronunciado ante dicho congreso— 16, XII,
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15 — dijo el presidente Wilson: «hubo un tiempo en que Esta-

dos Unidos se consideraba como tutor de las repúblicas del sud:

hoy formamos una asociación con ellas en el interés de toda

América, manteniendo vigoroso el espíritu que nos ha inspirado

durante todos nuestros gobiernos y que con tanta franqueza

expuso Monroe : todos los estados americanos, en vez de ser

rivales, son amigos que cooperan, y su conciencia de la comu-

nidad de interés, tanto en lo político como en lo económico, les

da un nuevo significado como factores en los asuntos interna-

cionales y en la historia política del mundo, representándolos

en un sentido hondo y verdadero como una unidad en los ne-

gocios universales, como asociados espirituales, que se apoyan

recíprocamente porque piensan uniformemente, tienen simpatías

comunes e ideales análogos ; separados, están expuestos a to-

das las corrientes encontradas de la política confusa de un

mundo de rivalidades hostiles, mientras que unidos en espíritu

y propósitos no pueden malograr su destino pacífico ; ése es el

panamericanismo: no tiene en sí nada de imperialista, sino que

es la forma efectiva del espíritu de legalidad, de independen-

cia, de libertad y ayuda mutua. » Y el secretario de estado,

Lansing, ante el mismo congreso — 27, X, 15, — añadió: «ha

pasado casi un siglo desde que el presidente Monroe lanzó al

mundo su famosa doctrina como constituyendo la política na-

cional de Estados Unidos ; durante la época posterior, en la

cual las naciones americanas han realizado su nacionalidad

y adquirido plena conciencia de las responsabilidades y privi-

legios que les son propios como estados soberanos e indepen-

dientes, se ha desarrollado un sentimiento de que las repúbli-

cas de este hemisferio constituyen un grupo separado de las

demás naciones del mundo, grujió «pie se encuentra unido por

ideales comunes y por comunes aspiraciones; creo que tal sen

(amiento es general en toda Norte y Sudamérica y que, aíio

tras año, ha ido aumentando hasta adquirir una influencia p<>-
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derosa sobre nuestras relaciones políticas y comerciales: es el

mismo sentimiento que, basado en la simpatía y en intereses re-

cíprocos, existe entre los miembros de una misma familia, y es

el lazo de unión que vincula a las 21 repúblicas y las convierte

en la familia americana entre las naciones : ese sentimiento,

vago al principio, hoy es definido y tiene innegable fuerza: lo

denominamos espíritu panamericano y de él arranca la política

internacional del panamericanismo y es esa la política en cuya

virtud se realiza esta reunión».

El ex secretario de estado, Eoot, que también recorrió Sud-

américa para disipar el mal efecto de la aplicación del mon-

roísmo a Panamá y la serie de protectorados, dijo en su discur-

so ante la sociedad americana de derecho internacional —
14, III, 14 — «frecuentemente se oyen aseveraciones de que la

doctrina ha sido modificada o ampliada, y que hay una doctri-

na nueva o diferente, desde la época de Monroe : es un error,

no ha habido cambio alguno, y debe tenerse presente que no

todo lo dicho o escrito por los secretarios de estado o un pre-

sidente constituye una política nacional o puede ensanchar o

puede modificar o disminuir una política semejante ; lo esen-

cial del asunto y a que se aferra nuestro país, es que hoy, y

siempre antes, la seguridad de Estados Unidos exige que el

territorio americano permanezca siempre siendo americano: la

declaración Monroe fué que el derecho e interés de Estados

Unidos consistía en mantener determinada condición, y ésta

era la de independencia de todos los países americanos. Esta

dos Unidos tiene el derecho, respecto de cualquier estado ame-

ricano, de observar los actos que estime perjudiciales para su

paz y seguridad, exactamente como tiene igual derecho por ac-

tos análogos de una potencia europea : pero este derecho existe

ahora como pudo haber existido sin la doctrina Monroe. Acon-

tece, sin embargo, que Estados Unidos es mucho más grande y

poderoso que la mayor parte de las otras repúblicas america-
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nas: y cuando un estado muy grande y poderoso trata con otro

muy pequeño y débil es imposible evitar la impresión de que

eso implica asumir una autoridad superior, involucrada en el

concepto de poder superior también, aun cuando lo que se pide

se basa únicamente en el derecho de un igual para con otro

igual. Desde (pie la doctrina Monroe es una declaración basa-

da en el derecho de esta nación de propia preservación, no

puede ser transmutada en una declaración conjunta o común de

todos los estados americanos o de algunos de ellos : si Chile,

Argentina o Brasil contribuyeran con el peso de su influencia

a semejante fin, el derecho de la nación respectiva descansaría

su declaración en su propia seguridad, y no en la seguridad de

Estados Unidos. La construcción del canal de Panamá fuerte-

mente acentúa la necesidad práctica de la doctrina Monroe en

su aplicación a todo el territorio que rodea el mar Caribe o se

encuentra cerca de la bahía de Panamá: el dominio potencial

hasta y desde el canal debe corresponder a Estados Unidos, y

los intereses vitales de la nación prohiben que tal dominio pase

a otras manos
;
pero, a medida que se va al sur y aumenta la

distancia del mar Caribe, la necesidad de mantener la doctrina

Monroe se vuelve más remota y menos aparente: todo está en

fijar esa línea. » Tal lenguaje es bastante claro, y si bien ha

omitido explicar la aplicación del monroísmo al control de pro-

tectorado sobre países débiles latinoamericanos, es tan sólo

porque todos los qué se encuentran en esa situación se hallan

ubicados precisamente dentro de la zona del mar Caribe. Tal

es, en la actualidad, la orientación estaduniense del monroís-

mo: el ex ministro en la Argentina, Sherill, lia dicho: «si por

compra o permuta con las Filipinas pudiéramos eliminar a

ESuropa de todas sus posesiones coloniales al sud de nosotros.

y, con ello, su interferencia con nuestro control del canal de

Panamá, tal cosa no sólo sería una eficiente contribución al

verdadero panamericanismo, sino que materialmente asegura-
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ría nuestras probabilidades de tranquilidad continua en el por-

venir. » Y Sheplierd, profesor de la universidad de Colombia,

agrega: «el porvenir de esas colonias y de esos pueblos — las

antillanas y las del mar Caribe — es asunto de vital importan-

cia para Estados Unidos: la razón está en el sano principio na-

cional de que áreas pequeñas, ubicadas cerca del territorio de

una gran potencia, deben pertenecer a ésta y no a un país dis-

tante. El mar Caribe es el portón de entrada al canal de Pana-

má: tarde o temprano todo lo que está sobre él debe pasar a

poder de Estados Unidos y ese mar debe ser un lago.estadu-

niense; el destino manifiesto, el curso natural de las cosas, la

tendencia de las grandes potencias a redondear sus fronteras

defendibles, darán indefectiblemente esa solución. Porque, en

primer lugar, nosotros necesitamos esa área; en segundo lugar,

los dueños europeos no la necesitan ; en tercer lugar, y como

corolario de ambos, los dueños actuales deben tener interés en

transferirnos derechamente tales posesiones: pertenecen éstas

al continente americano por su proximidad a Estados Unidos

y al canal de Panamá y su lejanía del territorio de sus actua-

les dueños; este país tiene un interés predominante en su des-

tino, en beneficio nuestro y suyo, desde que natural y estraté-

gicamente forman parte de Estados Unidos, y son una amena-

za posible para nuestro bienestar y seguridad mientras perma-

nezcan bajo control europeo. Estados Unidos tiene una posición

única, por haberse convertido en la nación predominante en

este hemisferio : esta condición directriz — leadership — en el

nuevo mundo debe ser mantenida tanto en el interés de toda

América como en el nuestro propio : la doctrina Monroe ha

formulado principios que dan una faz especial a nuestras rela-

ciones con los países latinoamericanos y con las potencias eu-

ropeas y asiáticas, en el interés de una pax americana intercon-

tinental que debe salvaguardar a las Américas de que a ellas

se extiendan los conflictos de otros continentes. La incorpora-
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ción de las posesiones europeas del mar Caribe a Estados Uni-

dos redondea lógicamente la doctrina Monroe: según los tér-

minos de ésta, las colonias europeas en América entonces exis-

tentes debían continuar en poder de sus dueños, pero era im-

plícitamente sobreentendido que tal situación debía ser tempo-

raria y modificable cuando resultase hacedero, por lo cual la

adquisición del área aludida en el mar Caribe realiza la idea

básica del monroísmo, convirtiendo en realidad su propósito

principal, a saber, la exclusión de todo poder político europeo

del suelo americano, con lo cual resultará un hecho el ideal de

América para los americanos. » Puede decirse que esto es ya

consenso general estaduniense: el almirante Mahan considera

que el paralelo jeffersoniano, de polo a polo, por medio del

océano Atlántico, para separar la política de las dos esferas,

debe ser hoy transmutado en otro: una línea ecuatorial, que

corra por los canales interoceánicos de Suez y Panamá, divi-

diendo así las zonas mundiales en norte y sud, de modo que el

monroísmo exigiría — dentro del destino manifiesto de Estados

Unidos — aplicarse en la zona norte continental, lo que explica

su actitud de momentánea prescindencia en la zona sud, como

lo expresaba Roosevelt. El telégrafo anuncia que en el parla-

mento británico, como en los círculos dirigentes estadunienses,

se discute ahora un proyecto para ceder Inglaterra a Estados

Unidos, todas sus posesiones sobre el mar Caribe, a fin de arre-

glar con ello la cancelación parcial o total de la deuda de gue-

rra de Gran Bretaña con aquel país: es decir, que se trataría

de una venta de dichas posesiones por el monto de todo o

parte de los préstamos hechos a Inglaterra por Estados Unidos.

I)»' modo que, sea por ese temperamento u otro, se aproxima

la solución de las dificultades internacionales en la zona del

mar ( ¡aribe, el cual vendría a quedar así convertido en un lago

«staduniense, como lo requiere la faz actual del monroísmo.

Quedarían las posesiones francesas y holandesas aún, itero es



170 ANALES DE LA FACULTAD DE DEBECHO

mas que probable que sean igualmente cedidas ;i astados rui-

dos en compensación de parte de los empréstitos estadunien-

sea hechos durante la guerra a sus actuales poseedores. Pre-

cisamente la liberalidad inaudita estaduniense, de haber conce-

dido a las potencias aliadas — sobre todo a Inglaterra y Fian

cia — préstamos de miles de millones durante la pasada con tía

gración mundial, facilitará esa solución : porque los financistas

yanquis prevén que esas naciones no podrán siquiera hacer el

servicio de dichos empréstitos y que la bancarrota económica

se producirá inevitablemente, con la depreciación de la moneda

europea y el índice inexorable de los cambios, pues las emisio-

nes de papel moneda inconvertible los llevará a la quiebra y

vendrán a ser simples defaulters, como lo fueron no pocos países

latinoamericanos en época aciaga. Para liquidar las deudas de

la guerra, entonces, la entrega de sus posesiones americanas a

Estados Unidos será una simple cuestión de tiempo, y la doc-

trina Monroe quedará así triunfante en toda la línea.

La participación de Estados Unidos en la última conflagra-

ción mundial ha traído como consecuencia, además, que en el

tratado de paz de Versalles, al ocuparse de la liga de las nació-*

nes, el artículo 21 diga : « los convenios internacionales, como

los tratados de arbitraje y convenciones sobre determinados

territorios, cual la doctrina Monroe, que aseguran el mante-

nimiento de la paz, no se considerarán incompatibles con nin-

guna de las disposiciones del presente tratado ». Estados Uni-

dos es hoy potencia mundial y ya no tiene aplicación la

recomendación de Washington ni las dos esferas de Jefferson :

«voluntariamente o no — decía en 1890 Mahan— los esta-

dunienses deben por fuerza ver hacia el exterior ; lo pide la

creciente producción del país, el creciente volumen del senti-

miento público ; la posición de Estados Unidos entre los dos

viejos mundos y los dos más grandes océanos ; tendencia refor-

zada por el canal de Panamá, mantenida y reforzada en el
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Pacífico por el desarrollo de las colindas europeas, la progresi-

va civilización japonesa, el rápido aumento de nuestros estados

continentales». Al norte, pues, de la línea mundial ecuatorial,

que deja la zona del mar Caribe dentro del radio estaduniense,

es que la aplicación del monroísmo deberá hacerse sentir en un

futuro próximo : en cuanto al sur de la línea, es de esperar que

las naciones latinoamericanas se desarrollen tan rápida y vigo-

rosamente que no haya siquiera oportunidad de entrar en coli-

sión con el destino manifiesto estaduniense.

La discusión del tratado de paz en el senado norteamericano

ha puesto en evidencia el concepto actual de la doctrina Mon-

roe. El presidente Wilson comenzó por declarar que «el aisla-

miento de Estados Unidos había terminado hace 20 años con la

guerra hispanoyanqui, de manera (pie no puede ser cuestión de

que dejemos de ser una potencia universal ». Sin embargo, uno

de los puntos más resistidos en el tratado y que parece no llegará

a ser aprobado, desligándose así indirectamente Estados Unidos

de la «entente» y volviendo a su situación independiente de

la clásica splenclid isohrtion, — pero con el dominio económico

del mundo, después de sus 1 0.000 millones de dólares en emprés-

titos a los «aliados y asociados», y cuyo servicio de intereses

éstos no pueden hacer, tramitando ya un moratorium de varios

años, con la capitalización del importe : un funding loan a la

sudamericana— fué precisamente el artículo 21, relativo al mon-

roísmo, pretendiendo que, por ser éste exclusivamente de carác-

ter interno, no debía estar sometido a la jurisdicción de la liga

de las naciones, sino que debería dejarse al congreso estadu-

niense el decidir cada caso, ya (pie Estados unidos, al conservar

íntegra su teoría sobre la doctrina Monroe. no puede declinar de

su actitud tradicional sobre cuestiones netamente americanas;

de manera que se considera indispensable reservar dicha doc-

trina para su interpretación por Estados Dnidos solamente, a

lili de salvarla de cualquier interferencia o interpretación por
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parte de potencia extranjera. Tal acaba de declarar la comisión

de relaciones exteriores del senado estad uniense, en esta forma

:

« Estados Unidos se niega a someter para arbitraje o investiga-

ción por la asamblea o por el consejo de la liga de las naciones,

cualesquiera cuestiones que, a juicio suyo, dependan o estén re-

lacionadas con su política establecida de antiguo, comúnmente

conocida bajo el nombre de doctrina Monroe ; dicha doctrina

deberá ser interpretada solamente por Estados Unidos y decla-

rada completamente fuera de lajurisdicción de la antedicha liga

de las naciones y totalmente independiente de cualquier cláu-

sula contenida en el tratado de paz ». Es ésta, como se ve, la

lógica y clara consecuencia de la aplicación de la doctrina en la

historia de América : es una actitud estaduniense de política

continental, que sólo dicho país interpreta en cada caso y con

arreglo exclusivo a su criterio y al interés nacional del momen-

to, sin permitr que otro país cualquiera la invoque en forma

alguna. Tal actitud ha motivado comentarios que conviene re-

coger; así, la opinión de la prensa inglesa ha sido terminante:

The Nation dice que, por primera vez en la historia política, la

doctrina Monroe ha sido formalmente reconocida en una ley in-

ternacional y se va a permitir que Estados Unidos participe en

las cuestiones europeas mientras que a Europa no se le va a de-

jar ninguna influencia en la América del Xorte o del Sur; The

Times va más lejos : dice que Inglaterra y Estados Unidos pue-

den reclamar con justicia la paternidad de las ideas políticas del

convenio : Inglaterra, porque su sistema imperial es realmente

un anticipo de la teoría mandataria ; Estados Unidos, porque

su doctrina Monroe ha estado haciendo para América la misma

obra que va a hacer la liga para todo el mundo ; otros diarios

observaron que tal vez sea lícito a Europa no atentar contra la

doctrina de Monroe, sino completar su espíritu : porque una

interpretación parcial del monroísmo protege a las naciones ame-

ricanas contra toda agresión europea pero no contra una agre-
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sión americana ; no es imposible la hipótesis de una nación ame-

ricana bastante poderosa para poner en peligro la integridad e

independencia de otros estados americanos más débiles : el mon-

roísmo, tal como lo interpreta Estados Unidos, es una salva-

guardia contra Europa pero no contra la propia América, y tal

espíritu no puede ser el de Monroe, porqne un mal de origen

europeo no puede ser un bien si lo realiza una nación america-

na. En cuanto a la opinión latinoamericana, es interesante reco-

ger algunas manifestaciones recientes ; así, México — en un

mensaje de su presidente Carranza — declaró que « no reconoce

la doctrina Monroe, porque fué establecida sin la voluntad de

todos los pueblos de América, creándose una situación respecto

de la cual no fueron consultados, y porque la doctrina afecta su

soberanía y constituye una tutela forzosa sobre todas las nacio-

nes del hemisferio americano »; Chile — en una conferencia da-

da en París por su internacionalista Álvarez— declara que «la

doctrina de Monroe significa una política imperialista y hege-

mónica de Estados Unidos sobre todo el continente america-

no ». Y una de las repúblicas latinoamericanas— Salvador— ha

considerado llegada la oportunidad de definir, una vez por to-

das, el alcance del monroísmo, diciendo, en comunicación oficial

al gobierno de Washington, lo siguiente : « El alcance jurídico

internacional de esa disposición se presta a variadas interpre-

taciones, desde luego que, en el vasto plan de la liga de las

naciones se reconocen y sancionan inteligencias o compromisos

regionales, como la doctrina de Monroe, de cuya alta finalidad

pacifista no existe aún concordancia armónica de voluntades,

ni un criterio absoluto y eficiente. Desde que Monroe recha-

zó toda intervención de parte de las naciones de Europa en los

asuntos de América, a la fecha, tal doctrina ha sufrido diferen-

tes aplicaciones, dependiendo éstas de las diversas tendencias

políticas dominantes en el gobierno americano : huelga, en ver-

dad, hacer un recuento minucioso de las distintas opiniones de
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los prominentes pensadores y hombres públicos de Estados

Unidos, sobre la gennina y fiel interpretación de la doctrina

Monroe, que el secretario de estado Root llegó a considerar co-

mo una declaratoria basada en el derecho del pueblo norteame-

ricano para protegerse a sí mismo como nación y que no podría

ser transformada en una declaración conjunta o común a todas

las naciones de América, o a un número limitado de ellas. La

doctrina Monroe consolidó la independencia de los estados lati-

no-continentales y los substrajo al grave peligro de una in-

tervención europea: ella es causa determinante de la existencia

del régimen democrático en este continente y que puso un di-

que a las colonizaciones «le Europa ; más, como el pacto de la

liga de las naciones no señala ni precisa esos alcances ni deter-

mina un positivo criterio de convivialidad internacional en

América, y por otro concepto dicha doctrina habrá de trans-

formarse luego, en virtud de la plena sanción de las naciones, en

un principio de derecho público universal, jnris et de jure, vengó

a rogar se digne, si a bien lo tiene, emitir el concepto auténtico

de la doctrina Monroe, tal como la entiende en el momento his-

tórico actual en sus proyecciones futuras el gobierno de Casa

Blanca, quien debe estar penetrado de que se anhela vivamente

una declaración que venga a evitar la anarquía del criterio rei-

nante al respecto, y cuyo estado de cosas, es bien sabido, no es

el más propicio para fomentar los ideales de verdadero paname-

ricanismo. Contra la opinión autorizada y respetable del ex se-

cretario de estado Root, la doctrina Monroe, por obra de su in-

clusión en el pacto de la liga de las naciones, se convertirá — no

existe duda— en génesis del derecho internacional americano.

Como cualquiera enmienda en el texto del tratado y aun la im-

probación misma de la totalidad de sus disposiciones, por parte

del senado americano, dejarían siempre en firme los distintos

puntos que ese compromiso internacional comprende con rela-

ción a las demás naciones signatarias, en virtud de su general
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y expresa aceptación, el principio relativo a la liga de naciones

y, por tanto, a la doctrina Monroe, quedaría virtualmente asen-

tado como ley constitutiva de derecho público americano, para

todos los países que confirmaron o hicieron presente su adhe-

sión al pacto de la paz ; se impone, con mayor motivo, la nece-

sidad de una interpretación del génesis y alcance de la doctrina

Monroe, no sólo para el desarrollo de altas finalidades paname-

ricanistas, sino también para que aquella doctrina conserve to-

da la pureza original y todo el brillo de sus prestigios ».

Pero es que jamás ha querido Estados Unidos definir ne va-

rietur el significado de la doctrina Monroe : porque, siendo ésta

una actitud de política intercontinental, no cabe encerrarla en

un lecho de Procusto, sino que, en cada aplicación, deberá pre-

cisarse su alcance; por eso el senador Lodge, en el congreso es-

taduniense, acaba de decir — 'en su discurso de agosto 13: —
« la doctrina Monroe es una doctrina puramente americana y

una política exclusivamente estaduniense, destinada a nuestra

defensa, y nunca ha sido un compromiso internacional ; ninguna

nación la reconoció siquiera formalmente : ha sido sujeta a re-

servas en los convenios internacionales por los delegados nor-

teamericanos, pero nunca ha sido una entente regional ni un

convenio de ninguna clase con nadie; es una declaración de Es-

tados luidos, en su propio nombre y sostenida por su propia

fuerza : a menos que pudiésemos sostenerla, debía morir ; la he-

mos sostenido y ha vivido fuerte, eficiente, respetada : ¿ por qué,

en nombre de la paz, hemos de dejar la interpretación de la doc-

trina Monroe a otras naciones ? es una regla de conducta y de

política norteamericana.

»

Considero que, expuesta así la faz actual de la aplicación de

la doctrina Monroe, qneda claramente manifestado que ésta,

desde sus orígenes hasta nuestros días, ha sido siempre consi-

derada como una actitud constante de política internacional

exclusivamente estaduniense, guiada por el interés y destino
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de Estados Unidos, y todos los estadistas de aquel país la han

considerado suficientemente elástica como para satisfacer las

aspiraciones nacionales en las sucesivas etapas del desenvol-

vimiento de su país. ís
ro es, pues, ni una doctrina propiamente

jurídica ni un precepto de derecho internacional universal : es,

pura y simplemente, una tesis panamericana de política inter-

nacional exclusivamente estaduniense. Calhoun, el famoso mi-

nistro de Monroe, lo dijo en pleno congreso: «las declaracio-

nes de Monroe no fueron sino declaraciones y nada más ; todo

debe determinarse y decidirse de acuerdo con las circunstan-

cias del Gaso : haced lo que os convenga, declarad la guerra

cuando sea necesario ; negociad, cuando esto conduzca a vues-

tros fines ; haced modificaciones ; obrad, en suma, como os lo

aconseje vuestra concepción de los intereses políticos del país,

sin ligaros con fórmulas que puedan volverse contra vosotros. »

Esa es la explicación neta de la política anexionista del presi-

dente Jakson, de Ty^or, de Polk ; la conquistadora, de Mackin-

ley ; la de los protectorados, de Eoosevelt ; la del dólar, de

Taft; la panamericana, de Wilson : siempre, y en todo momento,

lo que « aconseja la concepción de los intereses políticos del

país ». Jamás, pues, se ha pretendido dar carácter académico o

teórico, o altruista, a la doctrina Monroe : la política interna-

cional de un país es siempre real y positiva. Si la aplicación del

monroísmo, entonces, resulta en determinado momento simpá-

tica o no a los demás países, es asunto que no tiene para qué

preocupar a los estadistas estadunienses, cuyo deber consiste en

velar sólo y exclusivamente por las conveniencias de su país y

no en erigirse en apóstoles de los demás. Cuando su aplicación

resulte ventajosa para los demás países americanos, aprovecha-

rán éstos de ella subsidiariamente, pero Estados Unidos sólo

obrará en tal sentido por exigirlo sus intereses propios y no pol-

lo que beneficie a los otros; si, por el contrario, tal aplicación

llegara a lastimar o perjudicar a los otros países de América, a
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éstos les toca velar por evitar tal detrimento, pues Estados

Unidos aplicará su tesis con prescindencia de dicho eventual

perjuicio y obedeciendo sólo a las exigencia del destino manifies-

to suyo. Esto me recuerda una frase de un distinguido perio-

dista, que reproduje en mi libro La 'política americana y las

tendencias yanquis (1887) ; Childs, dueüo del Public Ledger de

Filadelfia, a mi observación sobre la tendencia de unión adua-

nera, que podía ser objetable en Latinoamérica, me dijo : «noso-

tros queremos lo que nos conviene y hacemos todo lo posible

por conseguirlo ; si a ustedes del Río de la Plata no les conviene

lo mismo, no nos corresponde a nosotros defenderlos ». Es así,

entonces, dándonos perfecta y clara cuenta de la índole política

de lo que se denomina doctrina Monroe, que se evita todo equí-

voco y se logra apreciar debidamente la actitud de Estados

Unidos respecto del resto de América ; con esto se disipan

desinteligencias posibles y se allanan obstáculos para el por-

venir : caveant cónsules ! (1).

Ernesto Quesada.

(1) (Jomo bibliografía sobre la doctrina Monroe — imposible de recordar en

sn integridad, por ser muy considerable — me concretaré a las obras que a

nuestros estudiantes pueden interesar más especialmente o que les es mus

fácil encontrar en nuestras bibliotecas. Así : a) Autores argentinos : C. M.

FitiKS. El derecho de intervención y la doctrina Monroe, Buenos Aires, 1898:

(/'. Calvo, La doctrine de Monroe : lettre circulaire a quelques unes des collégues

(Ir V Instituí de Frunce et de VInstituí de droit International , París, 1903; M.

Oarcia MÉROü, Historia déla diplomacia americana : política internacional de

Vitados Unidos, Buenos Aires, 1904; H. Lkguizamón Pondal, La doctrina de

Monroe, Buenos Aires, 1905; D. Antoicolktz, La doctrine de Monroe et VAmé-

rii/iu latine, París, 1905 ; Juan B. Peña, Transformaciones de la doctrina de

Monroe, Buenos Aires, 1914: E. J. J. BOTT, Las tres políticas internacionales

/Ir Wftados Unido», Buenos Aires, 1917. b) Autores chilenos ¡ A. DBL Solaü.

La doctrina de Monroe y la América latina. Buenos Aires, 1898; A. Ái.vaki;/.

Le droit International amerieain, París, 1910: A. álvakkz, Tke Monroe doctri-

ne and ihr fourlh panameriean conference, Philadelphia, 1911. e) Autores perua-

ii"~ : PBAVCISOO TlDKI.S Y VaRKLA, FA deree/io inlernaeinnal a meriea no. \A

iiki. 1900; F. Qabcía Caldbbuh, Le» detnoeraüe* latine* de l'Ameriqve, París,

ANAL. KAC. UK DKR. — T. XX 12
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1912. TBODOMIBO González Elizai.DE, Las últimas proyecciones de la (lar-

trina Monroe : proposiciones Loáijt. doctrina Wilson , en Revista universitaria

del Perú, Lima. 1916 : Alberto Salomón, El Peni y la nueva tendencia de la

doctrinu Monroe, en Revista universitaria del Perú. Lima, 1917. d) Autores uru-

guayos : Capella v Pons, Monroisme : notes eludes sur la politique eonlinen-

talc americaine, París. 1913. e) Autores paraguayos : B. Miranda. Mistaría di-

plomática de América : la doctrina de Monroe ante el derecho público interna-

cional, Asunción, 1914. f) Autores bolivianos: D. S. Bustamante, Los confilo-

tos internacionales y el panamericanismo, La Paz, 1917. g) Autores venezola-

nos : J. M. Torres Caicedo, Unión latinoamericana, París. 1865. h) Autores

centroamericanos : S. R. Merlos, América latina ante el peligro, San José,

Costa Rica, 1914. i) Autores mexicanos : M. Romero, México and the Uni-

ted States, New York, 1898: C. Pereyra, La doctrina de Monroe él destino

manifiesto y el imperialismo, México, 1908: C. Pereyra, El mito de Monroe,

Madrid, 1898. j) Autores .cubanos : J. M. Céspedes, La doctrina de Mon-

roe, Habana, 1893. k) Autores baitianos : W. A. Mac Corkle, The Monroe

doctrine and its relations to the republie of Haití, New York, 1915. En cuanto

a los autores estadunienses — nue, naturalmente, son los más minuciosos en

esto, por razón bien explicable — los más recomendables son, por orden de fe-

cha : J. Leavitt, The Monroe doctrine, New York, 1863 ; PARTO», The Mon-

roe doctrine, Boston, 1885 ; E. M. Keasby, The inleroceanic canal and the

Monroe doctrine, New York, 1880; E. M. Keasby, The Nicaragua canal and

the Monroe doctrine, New York, 1896; E. J. Phelps, America and Europe : a

study of intemational relations, N#w York, 1896; J. H. Latané. Diplomatic

retalian of the United States and Spanish America, New York, 1900; J. Brooks

Henderson, American diplomatic questions, New York, 1901; A. B. Hart-,

American foreign policy, Boston, 1901; J. W. Foster, A century of ameritan

diplomacy, New York, 1901 ; George Fox Tccker, The Monroe doctrine, Bos-

ton. 1903; J. A. Kasson, The evolution of the constiiution of the United Sta-

tes and a history of the Monroe doctrine, Boston, 1904; Th. B. Eddington,

The Monroe doctrine, Boston, 1905; John Bassett Moore, American diploma-

cy, 1905; John Bassett Moore, Digest of intemational law , Washington, 1906;

W. F. Johnson, Four centuries of the Panamá Canal, 1906; J. H. Latané,

America as a vorld pover, 1907 : A. Cary Coolidge, The United States as a

world potcer, New York 1910; A. B. Hart, The fundations of american foreign

policy, New York, 1910; Knox, Philander. C, The Monroe doctrine and some

incidental obligations in the zone of the Caribdean, New York, 1912; W. H.

Taft, The United States and peace, New York, 1914; J. Bigelow, American

policy, New York, 1914: E. Root, La verdadera doctrina Monroe, Washington,

1914: W. H. Robertson, South America and the Monroe doctrine, New York,

1915 ; R. G. Ussher. Panamericanism, New York, 1915 ; Hiram Bingham,

The Monroe doctrine : an obsolete shibbolelh, New Haven, 1915; C. Russel

Fish, American diplomacy, New York, 1915; W. J. Hull, The Monroe doctri-

ne : nutional or intemational, New York, 1915; C. H. Sherrill, Modemizing

the Monroe doctrine, Loudon, 1916 ; A. B. Hart, The Monroe doctrine : an in-

terpretation, Boston, 1916 ; F. F. Stephens, The Monroe doctrine : its origin,
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deeelopmcnt and receñí interpretation, Columbia, Miss, 1916 ; Gilman, Daniel,

C. James Monroe, with a bibliography of writings pertinaní to Monroe doctri-

ne, Boston (en la serie American statesmen). Respecto de autores europeos me

concretaré a los principales : a) Alemanes : J. C. Dunning, Die neuesten An-

wendungen der Monroedoktrin, Leipzig, 1908 ; H. Kraüs, Die Monroedoktrin in

ihren Bezichungen znramerikanischen Diplomaíic und zum Vólkerrecht, Berlín,

1913. b) Ingleses : Rkddaway. The Monroe doctrine, Cambridge, 1898. c) Fran-

ceses : Fürcv Chatelain, Le panamericanisme et l'equilibre américain, París,

1891 ; M. D. de Beaumarchais, La doctrine de Monroe : l'évolution de la poli-

tique des Etats Unis au XIXo siecle, París, 1898 ; H. Petin, Les Etats TJnis et

la doctrine de Monroe, París, 1900 : Willers, C. de, La doctrine Monroe, re-

sumen d'apres les tranaux de JV. de Beaumarchais, París, 1900; J. Patouillet,

L'lm/jtrialisme américain, París, 1904 ; Baral Montferrat, De Monroe a Boo-

sevell, París, 1905; J. Ribet, Le vol de l'aigle, de Monroe a Boosevelt, París,

1905 ; J. Riret, Bes transformations de la doctrine Monroe, Auxerre, 1905. d)

Españoles : Jardon y Perissé, Fernando. La doctrina de Monroe, Madrid,

1903. Sin duda esta lista es incompleta, pero se ha buscado sólo indicar algu-

nas ulnas — libros o folletos — que el profesor considera de más utilidad. Sólo

resta agregar que, si bien se ha omitido las citas bibliográficas en el texto de

las conferencias, en razón de la índole oral de las mismas, todas las referen-

cias a frases de presidentes, ministros o legisladores, están sacadas de las pu-

Wirariones oficiales mismas : se ha preferido reproducir las palabras textuales

para conservar a la exposición de la cátedra su carácter objetivo y estricta-

mente científico. — E. Q.



LA POSICIÓN DIDÁCTICA DE LA FILOSOFÍA DEL DERECHO

EN LA ENSEÑANZA UNIVERSITARIA Y EN LA VIDA

(CONFERENCIA INAUGURAL DEL CURSO DE 1910)

Filosofía jurídica, íilosofía de las ciencias jurídicas, filosofía de las

ciencias sociales. — II. Posición de la filosofía del derecho en el plan de

estudios. — III. La filosofía del derecho y la legislación nacional. Ne-

cesidad de una orientación filosófica. — IV. La vida del derecho. Coor-

dinación orgánica y sistematización. — V. Diversidad e irrealidad de

las divisiones y clasificaciones. Teoría general del derecho. — VI. Lími-

tes de la materia. La historia del derecho. La jurisprudencia etnológi-

ca. — VII. Investigación gnoseológica y crítica. La idea del derecho

presupone la existencia social. — VIII. Crisis y transformación de los

estudios de filosofía jurídica. Contenido antiguo y moderno de esta dis-

ciplina. Monismo y dualismo jurídicos.

Es menester, desde luego, determinar el contenido y los lí-

mites del programa de la materia cuyo estudio vamos a ini-

ciar.

Trátase sólo de filosofía del derecho y no de filosofía de las

ciencias jurídicas y sociales.

Distintas, como son, tales disciplinas, era indispensable esta

manifestación.
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No siendo posible, por razones de tiempo, la enseñanza de

ambas asignaturas en un solo curso, y no hallándose estableci-

das por separado, la opción no era dudosa; correspondía, en

esta Facultad, ante todo, la enseñanza de la filosofía del dere-

cho, como en la de ciencias económicas la de sus especiales dis-

ciplinas (1).

~No es ni siquiera posible incluir, porque la materia es vastí-

sima, la filosofía de cada rama jurídica, derechos constitucio-

nal, civil, comercial, penal, administrativo, procesal, etc., ni las

divisiones fundamentales de los derechos en públicos y priva-

dos, sobre los cuales hanse escrito desde von Ihering hasta

Meyer, Boutmy, Duguit o Posada, y el mismo Tarde, antes cita-

do, tan importantes estudios (2).

Pienso, sin embargo, que ha de bastar, para ofrecer ese nuevo

horizonte a los alumnos, con dedicar algunos momentos al es-

tudio de los rasgos específicos que distinguen cada rama del

derecho.

ili Véase: Gabriel Tarde, Psycologie économique ; Azcárate, Estudios eco-

nómicos y sociales ; Vanni, Saggi di filosofía giurídica e sociale; Brugeilles,

Le droil ct la tociologie ; Spencer, lntroduction á la science sociale; Abbott,

Evereth, Juslice and Ihe modem lato; Fragapane, Corilrattualismo e sociolo-

gía contemporánea.

(2) Véase : Posada, Tratado de ciencia política ; D'Aguanno, Génesis y evo-

lución del derecho civil ; Dorado, El derecho y sus sacerdotes; Del Vecchio,

A-os supuestos filosóficos de la noción del derecho; Bentiiam, Consideraciones

generales sobre un cuerpo completo de legislación ; Cogliolo, Filosofía del diri-

ito prívalo; Boutmy, Elements d'uue psycologie politique du peuple américain ;

Essui d'unc psycologie politique du peuple ungíais au A'IX» siécle ; Charmont,

Les travsformations du droil civil; López Moreno, Teoría fundamental del

procedimiento; Altabbz del Manzano, Curto de derecho mercantil filosófico;

Ki'ídkk. Tais doctrinas fundamentales sobre el delito y la pena ; Posada, Trata-

<to <tc derecho administrativo según las teorías filosóficas ; (/uirós Y Palencia,

Teoría del Código penal; Duguit, Tai transformación del Estado y las trans-

formaciones del derecho privado ; Tardk, La philotopkie pénalo; Alfredo Col-

mo. '/Ventea legielatita del código civil, etc.



ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

II

Precisado de ese modo el objeto de nuestros estudios, paré-

cerne, asimismo, ineludible tener en cuenta nuestra legislación

nacional y el plan de los que se realizan en esta casa, para vin-

cular a ellos el programa de filosofía del derecho, pues, cabal-

mente esa labor de coordinación y de síntesis es una de las más

positivas funciones de esta materia (1).

Queda, felizmente, fuera de nuestras preocupaciones la cues-

tión, suscitada en otras universidades, sobre la posición didác-

tica que ha de asignarse en el plan de enseñanzas a la filosofía

del derecho.

El nuestro ha establecido la buena doctrina: la filosofía del

derecho es un estudio final y no preliminar (como es el de la in-

(J) He aquí, a propósito, el programa a que se alude y que rige para el año

en curso

:

I. Objeto, naturaleza, divisiones y método de la filosofía del derecho. Sus rela-

ciones con la filosofía general y con las ciencias anti-opológicas, jurídicas socia-

les y políticas. Posición didáctica de la filosofía del derecho en la enseñanza

universitaria y en la vida.

II. Noción del derecho inducido de la legislación positiva. La norma jurídi-

ca, su órgano, su forma, su contenido, su función específica, su fuerza ohliga-

toria y su amplitud. Distinción con las demás normas de la conducta : religio-

sas, morales, consuetudinarias.

III. El derecho como facultad. Clasificación de los derechos subjetivos. — La

relación jurídica: elementos que la constituyen. Sujeto, objeto y origen de las

relaciones jurídicas.

IV. Fundamento intrínseco del derecho. — Sistemas ético-jurídicos. — Siste-

ma del utilitarismo racional. — Sistemas de la solidaridad social o de la deuda.

Sistema de las condiciones y leyes de la existencia humana en el estado de

asociación.

V. Fundamento antropológico del derecho. La autodeterminación y la res-

ponsabilidad. — La personalidad humana y los fines de la existencia. — Funda-

mento sociológico del derecho. — La sociedad humana y su organización. El

estado : organización jurídica : fines.

VI. La justicia. Sus exigencias en los varios órdenes de las relaciones huma-

nas. — Sus exigencias en las relaciones internacionales. — Elementos indivi-
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traducción al derecho o lo sería el de la enciclopedia jurídica);

síntesis y recapitulación de las anteriores investigaciones ana-

líticas y forzosamente parciales.

Así también lo preconizaba la universidad de Tarín al con-

testar la encuesta del ministro Bonglii : «la filosofía del dere-

cho debe ser la síntesis orgánica y coordinadora del vasto do-

minio de los estudios jurídicos». Y claro está que semejante

labor, absolutamente filosófica, no puede cumplirse sino al ter-

minar los estudios jurídicos.

La redacción de esta respuesta — que equivale, como se ve,

a una gran definición — fué confiada al eminente jurisconsulto

Giuseppe Carie, autor de obras tan valiosas como La rita del

diritto y La filosofía del diritto. Puede, en la última de sus

obras, leerse con provecho los pasajes que dedica a esta cues-

tión.

En el plan de estudios de las universidades de La Plata (pa-

ra el doctorado) y de Córdoba - ocupa el mismo lugar, y en el

priiner Congreso internacional de estudiantes reunido en Mon-

duales y sociales en las exigencias de la justicia. — Teorías del individualismo

y de la sooialidad.

VIL Formaciones jurídicas. — Legislaciones nacional, provincial y municipal.

Límites. — Derechos público y privado. — Contenido y rasgos específicos. —
t

Dcreclio internacional público y privado.

VIII. Derechos individuales a la vida, a la seguridad, al honor, al nombre,

a la veracidad, a los secretos.

IX. Derecho* de orden intelectual, moral y estético. — Derechos de orden

físico, de reunión y de asociación.

X. Organización <le la familia. — Derechos sobre las personas ¡ de potestad y

autoridad. — Sucesiones y derecho de testar.

XI. Derecho8.de propiedad. — Sistemas (pie los justifican y que lo niegan. —
Lfl prescripción adquisitiva. — Derecho a las producciones del espíritu. — La

propiedad minera.

XII. Obligaciones y contratos; clasificación, condiciones. — La prescripción

liberatoria.

XIII. Kjercicio de los derechos. — El procedimiento. — Alteración y lesión

ile los derechos. — Derechos ile prevención, <le legítima defensa . de reparación

y de castigar.
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tevideo (febrero, 1 (J()8), sancionóse idéntico principio : «La fi*

losofía del derecho debe estudiarse al concluir los estudios

jurídicos. Como introducción a la carrera jurídica debe seguir-

se un curso preliminar sobre las nociones elementales de la

misma » (1).

III

La filosofía del derecho debe tener en cuenta, decía, nuestra

legislación nacional y el plan de los estudios de esta casa.

La proposición es de tanta evidencia que ahorra su demos-

tración. En efecto: para uno de los fines primordiales de las cien-

cias (el fin inmediato), aquella proposición no hace sino tradu-

cir el postulado eudemonológico que nos imponen las necesida-

des locales : Primum vivere...

El primer esfuerzo de la filosofía se dedica a mejorar la legis-

lación propia, es decir, las condiciones del vivir común.

Conviene, sin embargo, prevenirse contra el extremo de

creer factible de pronto una filosofía propia: lo único que in-

tenta aquella observación es que dentro del marco general de

los estudios de filosofía jurídica, aparezca también, con el ade-

cuado relieve, el rasgo peculiar, o por lo menos distinto, de

nuestra legislación y de nuestra enseñanza.

Es lo que hacen todos los autores : después de haber confi-

nado a sus justos límites de investigación metafísica, las aspi-

raciones demasiado absorbentes del derecho natural; junto al

carácter general derivado de principios de justicia o de dere-

cho comparado, señalan el punto en que diverge, el derecho nacio-

nal, que por razones de organización política, social, económi-

ca, etc., ha sancionado una disposición diferente, tínicamente

(1) Porque trata esta cuestión, y porque favorece a la brevedad de estas lí-

neas, séaine permitido recordar el estudio que le consagré en 1910: Concepto

de la filosofía del derecho.
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como ejemplos, podría recordarse a este respecto, la mayor o

menor extensión de los derechos políticos, el alcance del divor-

cio, el derecho de propiedad literaria, etc., y, en una palabra,

todo lo que forzosamente emerge de una diversa concepción del

Estado, y de los derechos individuales y sociales. Así concre-

tando, en nuestro régimen federal la provincia es una persona

de existencia ideal necesaria (Cód. civ., art. 33, 2 o
). No tiene

por qué ser lo mismo en un régimen unitario; etc.

Xada de esto excluye, aun sin haberse elaborado con los

propios elementos la obra filosófica nacional, la adopción, por

lo menos, de una orientación filosófica definida.

Y, al contrario, la juzgo indispensable.

Para los que han consagrado la mayor parte de su vida a es-

tudiar y a enseñar con simpatía y con fervor, esto significa una

ineludible obligación, una imposición del método, un imperati-

vo de la fecundidad anhelada por todo esfuerzo.

El profesor y el programa deben tener una aspiración y un

norte. So pretexto de eclecticismo y de imparcialidad, no se

puede sembrar el desconcierto en los espíritus juveniles.

Bueno es enseñar o indicar todas las doctrinas, pero es im-

posible vivir intelectualmente sin adherirse a una. La indife-

rencia intelectual es la esterilidad, como la indiferencia moral

es la inmoralidad.

La falta de orientación no puede dar sino hombres escépti-

60», y por lo tanto, inútiles para la acción individual y social.

A mi juicio, la orientación de estos estudios ha de ser: posi-

tiva, en cuanto a los métodos y procedimientos de investiga-

ción y exposición y a la relatividad de sus conclusiones; e idea-

lista, en cuanto al empleo del razonamiento y a la preponde-

raiK-ia de los móviles espirituales de la vida. Es ésta, como se

ve, una orientación neoidealista, cuyas raíces prenden en los

postulados guoseológicos de la ciencia, que son infrangibies, y

en los datos <lc la naturaleza y de la historia, siempre variables.
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IV

Los estudios realizados en cada una de las etapas anuales

en que se halla dividida la enseñanza universitaria, requiereu,

antes de clausurarlos, dentro de las aulas, una coordinación

orgánica y una sistematización filosófica.

Con ellos se procura volverlos a la vida, y descubrir su fina-

lidad.

Integrar en el derecho los diferentes derechos, equivale a reunir

los órganos dispersos de un organismo, restituyéndolos a su ver-

dadera realidad individual, única forma de imaginarlos con vida.

Enséñase en la clase, separadamente el derecho penal, por

ejemplo, pero claro está que él solo no podría cumplir dentro

del Estado, la actividad funcional a que responde, o lo que es lo

mismo: que él solo carece de existencia real.

Es en esta unificación de los conocimientos donde está la
'

verdadera vida del derecho, que no habéis estudiado todavía,

pues tanto por necesidades subjetivas, de orden psicológico (li-

mitación de nuestras facultades o aptitudes espirituales), como

por conveniencias objetivas de índole didáctica (división del

trabajo), hasta ahora sólo conocéis el derecho mutilado, parcial,

fragmentario.

En efecto, habéis estudiado el derecho civil, en el prodigioso

monumento de Vélez, que hoy se intenta reformar, sin duda

para mejorarlo, y precisamente para mayor honra de su autor,

quien no pretendió legislar para la eternidad, ni dominar todas

las cuestiones de su tiempo, ni mucho menos resolver cada una

de sus dificultades.

Pero el derecho civil, con ser el más extenso y cuotidiano,

no resume todo el derecho, ni tiene valor por sí solo en el desen-

volvimiento colectivo.
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Más fundamental y básico, el derecho constitucional, en el

cual se apoyan todos los otros, como que, en substancia, no son

sino ramas de su tronco, tampoco representa el derecho en fun-

ción, único, integral, y con vida.

Y esto es así porque hay tanta razón o sinrazón para creer

en la existencia de un derecho civil, o comercial independien-

tes, como para concebir la monstruosidad de un corazón o de

un sistema nervioso que vivan separados de su cuerpo.

Divídese, pues, el derecho en estas facultades con el mismo

objeto con que en el anfiteatro de medicina se dividen los ca-

dáveres : para estudiarlos mejor.

Tales divisiones — sin desconocer que, en términos genera-

les, son bastante semejantes — no son iguales en todos los auto-

res ni en todos los códigos.

Varían, desde luego, en la nomenclatura, el vocabulario,

cuestión de harta importancia en los dominios científicos, como

que constituye la clave de sus interpretaciones, sin la cual se-

ría imposible entenderse.

Varían asimismo en su contenido, dentro de idéntica clasifi-

cación; y, finalmente varían en la visión constructiva del con-

junto ; todo lo que, como se comprende, revela el origen ine-

1-amenté subjetivo de tales divisiones, y confirma su irrealidad,

como aseverábamos antes.

¿Qué son esas divisiones del derecho en público y privado,

cuyos límites seguirán siendo tan vagos e indiscernibles como

los que, separan ;i las claridades del día de las sombras noc-

turnas?...

Más profunda es la diferencia, si de las clasificaciones y

divisiones contenidas en los códigos o formuladas en las escue-
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las, acudimos a las adoptadas por los autores, fenómeno éste de

divergencia fácilmente explicable como fruto de la mayor li-

bertad.

Becórrase las obras de los más eminentes jurisconsultos, en

relación con una rama del derecho o con la totalidad de los de-

rechos; tomemos, por ejemplo, la estupenda labor de von Ihe-

ring — llamado por un profesor de esta casa (1) « el maestro in-

comparable », — ya en una síntesis parcial, como El espíritu del

derecho romano, ya en una síntesis total, como El fin del dere-

cho; o la de Kohler, cuya simplificación arquitectónica no cons-

ta más que dedos términos: los fundamentos jurídicos y las for-

maciones jurídicas; o la clásica de Boistel, que se concentra en

el derecho individual y en el derecho social; o la más moderna

y revolucionaria de Duguit, que niega los derechos subjetivos,

etc., etc.

Esos estudios nos llevan a la conclusión ya enunciada : el

derecho es un fenómeno único, cuya división y subdivisión opera-

mos por necesidades transitorias, pero al que solamente conoceré-,

mos restituyéndolo a su integridad individual.

He ahí una de las funciones que desempeña, en la enseñanza

universitaria, la filosofía del derecho: elaborar la síntesis jurí-

dica o sea construir la teoría general del derecho.

VI

Bsta síntesis de los fenómenos jurídicos no abarca, como se

ve, más que el derecho nacional, legislado o consuetudinario

(regla V del Cód. de comercio y pauta del Cód. civil, art. 16), para

la jurisprudencia creadora, ya con los principios de leyes análo-

gas (Derecho comparado) ya con los principios generales del

derecho (filosofía jurídica).

(1) Alfredo Colmo, Técnica legislativa del Código civil, página 6.
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Caracterízase además, porque recoge la observación fenomé-

nica en su objetivación legal.

Se ha omitido, pues — deliberadamente, — dos aspectos, por

cierto, muy importantes de la investigación : el estudio histórico

del derecho, mediante el cual procuramos penetrar en los oríge-

nes del fenómeno jurídico, conocer las formas sucesivas que lia

revestido y sigue revistiendo en el tiempo, establecer sus rela-

ciones con los otros fenómenos sociales, y determinar las leyes

que regulan su evolución
; y el estudio de jurisprudencia etnoló-

gica, fundado en la comparación de las instituciones jurídicas

de todas las razas de la tierra, con el propósito de reconstruir

la conciencia jurídica humana, lo cual equivale, como alguien ha

notado (Vanni, Saggi, 473), a escribir la historia natural del de-

recho.

Iniciaron el primero, los jurisconsultos de la escuela histó-

rica de Alemania (romanistas y civilistas)
; y el programa del

segundo, vislumbrado por Thibaut, y formulado estrictamente

por A. H. Post, su más caracterizado representante, se ha

enriquecido con las investigaciones (no todas directas sobre

la realidad) de Summer-Maine, Mac-Lennan, Lubbock, Mor-

gan, Bachofen, Bernhóff. Dargun, Howitt, Leist,'Letourneau,

Westermarck, etc., etc.

VII

Toda ciencia debe, para acreditar la legitimidad de sus solu-

ciones, develar su propio fundamento. La teoría del conocimien-

to, común a todas las ciencias, se impone, por consiguiente a

las ciencias jurídicas.

Mas, como ella tiene su verdadero lugar en la gnoseología,

«•a | ululo de la filosofía general, de donde van a tomarla todas

\m ciencias y filosofías particulares, sólo corresponderá aquí
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hacer las aplicaciones de los principios por ella establecidos.

I A qué clase de ideas pertenece el derecho ?

Es de toda evidencia que no hay disciplinas superiores a las

jurídicas para precisar tanto el origen de la idea del derecho

como sus rasgos característicos y las modalidades con que apa-

rece, se desarrolla o peligra en las colectividades humanas.

Pueden aun suministrar dichas disciplinas una noción sobre su

naturaleza, particularmente en relación con la imposibilidad de

su existencia fuera de los grupos sociales.

Tales análisis permitirán fijar el concepto del derecho con sus

caracteres diferenciales, y las condiciones y límites del conoci-

miento jurídico.

Semejante labor, que ya de suyo reviste transcendencia filo-

sófica, elévase a su máxima especialización, cuando— del punto

de vista psicológico — se intenta descomponer la idea jurídica

en sus elementos primordiales.

¿ La idea del derecho llega a nuestro espíritu, como una de

las tantas impresiones del mundo exterior, o nace en él y de él,

exclusivamente, sin el concurso del no yo !...

La filosofía cartesiana, según es sabido, clasificaba las ideas

en innatas, adventicias y facticias. Posteriores doctrinas han

combatido y desautorizado esa clasificación, rechazando el pri-

mero de sus términos.

En cuanto al derecho, y mediante este estudio de crítica gno-

seológica, la filosofía jurídica puede, sin pronunciarse en aque-

lla controversia, afirmar que el derecho no es una idea innata.

El derecho es una norma de conducta, impuesta en las socie-

dades humanas, que carece de objeto fuera de ella, y, más aún,

que presupone la existencia social ; luego, el derecho no puede

ser una idea innata, aún para los que persistan en su adhesión

a las doctrinas de Descartes.
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VIII

La honda crisis porque han pasado y pasan todas las ideas y

las formas, todas las instituciones y las leyes, la filosofía, las

ciencias, las artes, las industias y las costumbres, ha alcanzado

— felizmente — a esta materia. ¡Felizmente, señores, porque

transformarse es signo de vivir

!

Alguien propuso la sustitución de su nombre ; otros la trans-

mutación de su contenido ; algunos la absorción por la sociolo-

gía (1) o bien, como Ardigó, hicieron de estaiiltima una filosofía

jurídica (tomo IV, Opere filosofiche, 3 a edición).

El profesor Filomusi Guelfi (en La codificazione civile e le idee

moderne che ad essa si riferiscono, pág 25) afirma que : « la

sociología é un nome nuovo dato allafilosofia del diritto. Lo studio

filosófico del diritto, dicasi puré lo studio sociológico del diritto

rivela le ragioni del diritto, presenta un sistema de esigenze razio-

nali rispetto del diritto».

A mi juicio, es indiscutible el provecho que han alcanzado en

esta lucha los estudios de filosofía jurídica. Quiero, por ahora,

constreñirme a lo capital: el contenido antiguo y el contenido

moderno de esta disciplina.

Acaso se nos ofrezca aquí la ocasión de probar que aún está

demasiado generalizado entre los hombres cultos, y lo que es

más asombroso, entre los juristas, el concepto antiguo de la

filosofía jurídica, según el cual no pasaría de ser un derecho na-

tural...

La constitución de esta ciencia data de algunos siglos, si

tomamos como punto de partida el momento de su formación y

organización sistemática, anunciado por la aparición de alguna

obra «I»- conjunto sobre la mayor suma de sus doctrinas que He-

dí Fkkkakis. //i„sif/ii<nnento delle sr.ienze poliiiche nelle univemitá italianr.
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ve, ala vez, el propósito de definirla, descubriendo o mas bies

inventando el nexo causal de sus fenómenos y determinando su

función específica dentro de las actividades sociales y su orien-

tación.

Es evidente que tal punto de partida, no significa prescindir

del" copiosísimo caudal de sus antecedentes, así sean los más

remotos, como los que ofrece la civilización helénica, cuya ten-

dencia fué más filosófica que jurídica — y de ahí su inapreciable

calidad idealista, — o los que presenta la civilización romana,

cristalizadora de las normas concretas, precisamente porque su

genio y su concepto de la vida infundieron mayor vigor a la

judisprudencia que a la contemplación y especulación filosóficas.

Desde que Hugo Grocio, el fundador del derecho internacio-

nal, publicó en 1625 su gran libro De jure belli ac pacis, puede

afirmarse que data la existencia de la filosofía del derecho.

Insistamos en recordar que, antes de Grocio, muchos otros

jurisconsultos y filósofos habían expuesto principios inherentes

a la filosofía jurídica. Nada obstará, sin embargo, para que se le

siga considerando, con sobrada razón, como el fundador de esta

materia.

Él fué quien, por primera vez, en sus Prolegómeno, expresó

con brevedad y precisión el sentido filosófico y nuevo del viejo

Jus naturale. He aquí cómo define la filosofía del derecho. Un

dictado de la recta razón que indica si un acto es bueno o malo,

según la naturaleza del hombre; ella es, pues, la ciencia de lo

justo entre los hombres (1).

Esta nueva concepción del derecho, o mejor dicho esta nueva

forma de la antigua concepción, engendró, dio cuerpo doctrinal

y divulgó por el mundo el dualismo jurídico, en cuyo nombre,

andando el tiempo, habían de llevarse a cabo la revolución de

(1) Hugonis Grotii, De jure belli ac pacis, libro I. capítulo I, x: Jitris

naturalis definitio, divisio el distinctio ab bis qiur non prnpric sic dicuntur. Edi-

tio novissima, MDCLXXX.
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Inglaterra, la independencia norteamericana, y la reivindica-

ción de los derechos del hombre y del ciudadano, con las vibran-

tes cláusulas en que los condensó el catecismo del 12 de agosto

de 1789.

La reacción contra este dualismo jurídico no se hizo espe-

rar, y la escuela histórica, como todas las reacciones, exageró

su ataque proclamando como único término, el derecho histórico.

No es la oportunidad de seguir paso a paso la evolución de

los ideales jurídicos, y baste para el objeto que ahora me guía,

dejar constancia de esta observación : el esfuerzo mayor de la

filosofía jurídica durante el siglo xix ha sido consagrado a la

armonización de ambas doctrinas : el dualismo de Grocio, Hob-

bes, Rousseau, etc. y el monismo de los historiadores germáni-

cos y de los positivistas.

Ardua labor, sin duda, en la que han escollado pensadores de

la altura y de la erudición de Spencer, según se infiere de obras

tan dispares como La justicia y L'individu contra VÉtat. Con

razón ha podido decirse que no hay autor que haya conseguido

librarse enteramente del dualismo (Bergbohm).

Como era lógico, la filosofía del derecho ha recogido los fru-

tos de esta larga controversia, y hoy el contenido substancial

con que la concibieron sus fundadores— la determinación de un

derecho absoluto, uniforme, invariable, de origen divino o intui-

tivo — ha sido abandonado.

Básele substituido, en cambio, por un problema de carácter

positivo y de innegable trascendencia eudemonológica.

El derecho no es sino una rama de la ética y sus normas son

Imperativos de la conducta individual y social, cuya elabora-

ción histórica, a la vez que revela su origen humano, despierta

en el espíritu el afán de perfeccionarlo para adaptarlo, cada ve/.

m;is. a las necesidades e ideales de la vida.

No se trata, eoino en la eoneepeión dualista, de crear el dere

«•lio o desentrañarlo de las profundidades del ser Individual para
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contraponerlo ¡il derecho positivo; preténdese, únicamente*

verificar la apreciación etica del contenido de cada legislación;

cuestión lógicamente asequible y moralmente necesaria, para

determinar si el derecho en vigor es el que mejor satisface las

exigencias de la convivencia social, única condición en que es

posible la vida del individuo humano.

La mejor comprobación de la eficacia práctica de estas aspi-

raciones — afirmada, después de todo, por la variedad de las

instituciones jurídicas o de sus modalidades, en las distintas

regiones del planeta y en las etapas sucesivas de la historia, —
la encontramos en la calidad intelectualmente superior del fenó-

meno jurídico.

Si bien el derecho, como producto social, responde siempre a

una necesidad, y es ella quien lo impone, nunca podrá negarse

que la estimación de esa necesidad y la fórmula ideada para

satisfacerla, es el resultado de un proceso psicológico entera-

mente consciente.

Concretemos, ante una hipótesis, nuestra actitud espiritual.-

Promulgada una ley, nuestro primer impulso es conocerla, exa-

minarla, inquirir cuál es la necesidad que la impone, el móvil

que la inspira, los recursos de que se ha servido el legislador

para llenar aquellos objetos. En términos generales : 4 favorece

o contraría la más alta finalidad que debe proponerse de mante-

ner y mejorar las condiciones de la convivencia inevitable,

ampliando, sin menoscabo de ella, la esfera de la libertad indi-

vidual, que es el otro aspecto de la misma finalidad I

Los progresos sociales han extendido y afirmado el imperio

de la conciencia individual y no consienten ya que el vigor de

la ley radique en la voluntad del príncipe, como se proclamaba

en el caduco aforismo : Quidquid principi placuit legis habet

vigorem.

Ninguna época más apropiada que la nuestra para penetrar

el sentido de esta afirmación por la profunda remoción de valo-
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íes. especialmente morales y económicos, y la consecuente alte-

ración de sus fórmulas jurídicas respectivas.

Asediado el legislador, el jurisconsulto o el filosofo por los

clamores imponentes de su edad, ya no lia de fiar a las adivina-

ciones de su pura introspección el hallazgo de la reforma exi-

gida o de la ley nueva reclamada, como lo pretendió excluyen-,

temente la escuela del derecho natural o racional ; tampoco lia

de buscar solución a esos clamores aniquilando la facultad de

pensar y de discernir, único instante de la vida en que el hom-

bre puede tener la certeza (ó la ilusión, que vale más porque es

incontrastable !) de sobrepasarse a sí mismo. Sólo así, por la

colaboración preponderante del espíritu, es concebible el pro-

greso.

Ciertamente, el derecho se engendra en la masa, en el pueblo,

que es la sociedad entera, con todas sus unidades, y por eso,

para ser justo, ha de ser popular, ¡nunca plebeyo!

Nada de eso, sin embargo, implica que la elaboración cientí-

fica de su fórmula sea realizable por la masa social.

La necesidad que clama por un derecho surge en las entrañas

colectivas, y, por consiguiente, hay que llegar hasta ellas para

estudiarla y satisfacerla
;
pero la ley que le conviene no puede

ser fruto del instinto sino obra de sus órganos intelectuales su-

periores.

Si el canon de la ley, por excelencia, es aproximarse a un ideal

• le justicia, semejante empeño hade estar reservado a la mayor

nobleza espiritual...

Mario SXknz,

Prefeaor titular de FOoaofla «id derecho.



LA NOtlOJN DEL ORDEN PUBLICO

EN EL DERECHO INTERNACIONAL l'RIVADO (1)

La sintética exposición que queda hecha de las mejor fundadas

teorías explicativas de la noción del orden público, prodúcenos

la impresión de que los puntos de contacto que entre sí ellas

ofrecen pueden, no obstante las divergencias que en deter-

minados aspectos las separan, permitirnos la construcción de

un concepto de orden público que colme las exigencias cientí-

ficas y reales que debe, según se ha visto, satisfacer.

1. Debemos formar una noción de orden público que sea uni-

versal
;
que, constituida con abstracción de las modalidalida-

des particulares de cada colectividad nacional, pueda, sin em-

bargo, aplicarse a todas ellas, por implicancia de los elementos

comunes que cada colectividad esencialmente posee y que po-

see por la razón y la unidad de áu existencia misma. Que pueda

aplicarse a todas las naciones
;
pero cuya relatividad aparecerá

en cada una por virtud de la variedad de los elementos particu-

lares que en ellas concurren a constituirlo.

2. La variedad de los factores emergentes del particularismo

de cada nación ; la heterogeneidad de los elementos que yuxta-

{1) De un libro en preparación.
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puestos aparecen incluidos en la noción del orden público en

uno y otro país, no son óbice a la unidad espiritual del concepto,

a la universalidad de la noción, en cuanto procura el mismo fin,

se inspira en razones esencialmente idénticas y conduce a igual

consecuencia en su aplicación en todas las naciones.

.'3. Xo nos inquiete el nombre o la expresión. Muy cierto es

que la significación corriente de «• orden público » no coincide

con la que le atribuyen los tratadistas de derecho internacio-

nal, algunos de los cuales, molestos por su ambigüedad, lian

preferido usar las de orden social o interés social, u orden gene-

ral, o interés colectivo, o derecho de la sociedad o de la comunidad.

Pero mientras conozcamos esta extensión atribuida al tecnicis-

mo y en tanto cada uno de tales enunciados nos sugiera la misma

idea, natural es que consideremos a cualquiera de ellos como

aceptables. Basta que con ellos nos entendamos
; y pues es la

primera, « orden público », la unís vulgarizada y difundida, em-

pleémosla, sin temor de producir confusiones.

4. Pero al formar esta noción abstracta del orden público he-

mos de empezar rechazando por inconsistente la división del

mismo en nacional o internacional. No hay más que un orden pú-

blico. La distinción aquélla, fundada en el carácter obligatorio

de Las leyes y de la extensión de su influencia, es, además de im-

perfecta en su tecnicismo, vana y errónea en su punto de apoyo,

pues deriva, como fruto natural, de la otra división más errónea

;iún de los hombres en extranjeros y nacionales. La soberanía no

»-s un mero recurso político destinado a proteger sólo a los nacio-

nales ; la ley, expresión genuínade la soberanía, tiene por misión

necesaria también la protección de los extranjeros. Eliminada

esta distinción, la del orden público pierde su pretendido funda-

mento. Tratándose «le una restricción a la aplicación del derecho

o de la ley de un país diverso, es siempre *! orden público na-
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cional, en su función local, interna, el que puede sentirse Ir

sionado y el que ha de imponer la aplicación de la ley del país.

5. Y bien, \,
cuál debe ser el punto de partida ! Eliminando

las distinciones a que acabamos de aludir, la noción del orden

publico surge espontáneamente de la contemplación del pro-

blema fundamental de derecho público y derecho internacional

privado que plantea la existencia armónica del individuo y el

Estado, cada uno de los cuales tiene esfera propia de acción y

en cada una de cuyas esferas desenvuélvese su existencia den-

tro de limitaciones indispensables y propicias a sus recíprocas

relaciones, constituyentes de la vida individual, de la vida na-

cional y de la vida extra nacional. El equilibrio perfecto entre el

hombre y el Estado, obtenido por el respeto de la libertad indi-

Aidual hasta el límite que fija la conservación del Estado, y el

respeto del poder del Estado hasta el límite que determina la in-

ofensiva acción del individuo, asegura el desenvolvimiento y la

armonía de la vida humana en el ambiente extra nacional.

6. Tal equilibrio exige instituciones y leyes demarcadoras de

dichos límites y radio de acción : sistemas institucionales y le-

gales que garanticen, tanto la acción y la libertad del hombre,

como la organización, conservación y poder del Estado. En su

ausencia no se conciben como posibles la vida nacional, ni la vi-

da individual dentro de aquella ni en la comunidad snpernacinal

.

I Cuál debe ser, pues, el punto de partida para llegar a cons-

truir la noción del único orden público ! El punto de partida

tiene que ser el concepto de la personalidad humana, tomando

como límite a su desenvolvimiento la necesidad de la conserva-

ción del Estado, o el concepto de la soberanía de éste, en su do-

ble misión política y humana, racionalmente limitada por la

acción del hombre, inofensiva a su poder y a su conservación.
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7. Quedaría con esto explicada la noción que nos preocupa;

pero si se quisiera concretarla en una fórmula, bastaría decir

que el orden público es la normal armonía determinada en la

comunidad de vida individual y social por las instituciones y

leyes que salvaguardan la soberanía y conservación del Estado,

limitando su poder y garantizan y delimitan el ejercicio de la

actividad humana.

8. Así, el orden público, resultante necesaria de factores he-

terogéneos, es uno y el mismo en el tiempo y en el espacio. La

unidad producida por la variedad.

La nación, como el individuo, tiene un alma, tiene un carác-

ter. La vida nacional, como la individual, debe necesariamente

orientarse en determinado sentido dentro de los conceptos de

moral, religión, política, economía, costumbres, filosofía jurídi-

ca, etc., fases diversas todas ellas de la vida psíquica : pensa-

miento, sentimiento, voluntad. Debe, pues, haber también,

necesariamente, un sistema institucional y dispositivos legales

destinados a sustentar y defender esas altas concepciones mo-

rales, políticas, religiosas, económicas, etc., que fundamentan

la organización del Estado, dentro del equilibrio normal de la

vida humana individual y nacional.

9. Todos estos factores de existencia, todas esas concepcio-

nes fundamentales que inspiran las antes mencionadas fases de

la actividad tísica y espiritual de la vida nacional son diferen-

tes en los diferentes pueblos, o pueden serlo : y ello ha hecho de-

cir <pie varía el orden público de nación a nación. Varían los

factores de posible desequilibrio entre el individuo y el Estado :

varía la naturaleza de los elementos constituyentes del sima

nacional
; varían las fases diversas de su vida psíquica : varían,

como consecuencia necesaria, las tUnposiciones légale* // los ov

denamientos institucionales que traducen, reflejan o defienden esas
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fases, esos factores , ese equilibrio. El orden público es siempre

uno y el mismo.

Si la moral es diversa, diversos serán los preceptos que esta-

blezcan sus principios básicos ; si es diversa la política, distin-

tas serán las disposiciones que sustenten sus dogmas funda-

mentales. Pero, con bases distintas, el orden público será siem-

pre el resultado del equilibrio sobre aquéllos, apoyado, existente

entre la vida individual y la vida social.

10. ¿ Cuál es en el ambiente internacional la consecuencia

del orden público nacional ? Constituir una excepción a la co-

munidad de derecho
;
pues como las leyes, que traducen el pen-

samiento, el sentimiento y la voluntad de sér-nación, pueden

chocar con aquellas mismas manifestaciones del alma de otra

nación, el mantenimiento del orden público en ésta exige, en ta-

les casos, la no aplicación de tales leyes. La vida extra nacional

no ha de realizarse a costa de la vida nacional, del mismo modo

(pie no ha de ser ésta un obstáculo al desenvolvimiento de la

vida individual ; hipótesis tan exactas como las inversas.

11. Si la limitación a la aplicación de las leyes extranjeras es

el efecto necesario del mantenimiento del orden público en ca-

da país, es natural que pueda agruparse en un conjunto inte-

gral todas las leyes cuyo fin sea la producción del equilibrio de

que ese orden público depende y que admite necesariamente

dos extremos antagónicos: libertad del sér-hombre, libertad del

sér-nación ; cada una de las cuales no se concibe sino dentro de

fórmulas limitativas.

Rechazamos, pues, la opinión de quienes sostienen que « si

bien lo que tienen de común todas esas leyes es que impiden

siempre la aplicación de las extranjeras, la impiden por razones

esencialmente distintas », por lo cual « no es legítima su agru-

pación en una sola categoría ».
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Desde el punto de vista del concepto formulado y explicado,

no hay diferencia esencial entre una ley que expresa un princi-

pio de derecho variable y otra que pretende expresar una norma

inmutable de justicia. Hay, ante todo, en esta distinción mu-

cho de artificial, puesto que las normas de la segunda categoría

no se evaden, en realidad, del círculo de la primera, dado que

la noción de lo justo y de lo injusto recibe, como en las que en

ella se incorporan, la influencia indiscutible del tiempo y del

lugar
; y el legislador de un país puede considerar tan expre-

sión de la justicia la negación de la esclavitud como la deshe-

redación del hijo por el padre sin mediar causa ; tanto el des-

conocimiento de la poligamia como la publicidad de las inscrip-

ciones hipotecarias; porque ¿cómo desvincular del derecho mis-

mo la noción de la justicia I ¡ cómo considerar variable aquél e

inmutable ésta f ¿ cómo, en fin, hablar de ella sin aludir directa-

mente a la moral, a la religión, ala filosofía, a la política, esen-

cialmente variables por razones de lugar y tiempo ! El derecho

es una parte de la moral
; y la justicia es el contenido del de-

recho : las leyes positivas, que lo reflejan, realizan la justicia

con la variabilidad que impone el particularismo necesario de

ella misma.

¡ No ha llegado aún el tiempo en que los deberes jurídicos se

• limpian sin coacción, en que la moral haya reabsorbido el de-

recho, en (pie las acciones justas sean la normal resultante es-

pontanea del instinto y la conciencia humanas !

No hay, pues, repetimos, diferencias esenciales en la razón

por la cual unas y otras leyes impiden la aplicación de las ex-

tranjeras
; y si tienen esta característica comunes porque to-

das ellas tienen igual origen, idéntica base y él mismo in; todas

son fórmalas limitativas o extensivas de la libertad y la volun-

tad del sér-hombre, extensivas o limitativas de la libertad y

la roluntad del sor-nación : todas responden ;i exigencias de

convivencia que el órgano del Estado positivamente consa*
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gra cumpliendo la fundamental misión de su soberanía polí-

tica y civil.

12. Pero se observa : ¡, cómo agruparlas en una única catego-

ría, si mientras algunas sólo rigen para los nacionales o domi-

ciliados en el país, otras se imponen también a los extranjeros o

domiciliados en países extraños"?

El errror que esta objeción involucra, además del origen que

antes le hemos asignado, proviene de que se toma como princi-

pio o norma lo que no es sino una disposición parcial que los

integra, o se alude a preceptos que sólo son complementos o

aplicaciones de la norma o principio general. Así es como, en

justificación del reparo, ofrécense en parangón el precepto (pie

castiga el robo y el que fija la mayor edad ; el que prohibe la ex-

clavitud y el que prohibe al padre desheredar sin causa a un

hijo, etc.

Nosotros decimos que en tales ejemplos se comparan confusa-

mente principios y aplicaciones, normas superiores y meros

complementos.

La rigurosa observancia del precepto que castiga al robo, sin

preocuparse de la nacionalidad o domicilio del agente, es conse-

cuencia del principio según el cual las disposiciones que contie-

nen sanciones penales son territoriales ; el que niégala exclavi-

tud es aplicación del principio que iguálala condición de todos

los hombres ante la ley ; el que fija la mayoría de edad no puede

desligarse del que establece el principio de su régimen aten-

diendo al domicilio o la nacionalidad de la persona que no los

tiene en el país ; el que impide al padre desheredar sin justa

causa a su hijo forma un todo con el precepto que consagra el

principio a que se somete al régimen de la capacidad personal

;

el que rechaza la poligamia es derivado directo de la disposición

que consagra el matrimonio monogámico y no puede desvincu-

larse tampoco del anterior principio relativo a la capacidad ; el
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que impone la publicidad de las inscripciones hipotecarias es

consecuencia del principio general sobre el régimen de la pro-

piedad, etc., etc.

Con esto queremos decir que las leyes de orden público no

son las disposiciones prohibitivas o restricciones aisladas, en

cuanto son y por ser tales disposiciones, sino en cuanto derivan

o forman sistema con principios superiores o más amplios, que

son los principios básicos. Es verdad que « tan positivo y de

tan rigurosa observancia es el precepto que castiga el robo corno

el que señala a los veintitrés años la mayoría de edad, y sin

embargo, aquél no se preocupa de la patria del delicuente, ni

éste se aplica a quien tenga nacionalidad extranjera »
;
pero

con lo dicho se argumenta un error si se entiende afirmar la im-

propiedad de colocar ambos preceptos bajo el rubro de idéntico

concepto
;
porque al lado del precepto que tija Ja edad de los

nacionales (o de los domiciliados) a los veintitrés años, contiene

la ley otro, tan positivo y riguroso como él, que determina que

los que no son nacionales (o están domiciliados en otro país) tie-

nen la edad que se fija en su patria (o en su domicilio). ¿ Cuál es

entonces el principio ? No es el precepto aislado aludido, sino

el sistema completo, cuya fórmula sería : la edad se determina

por la ley de la nación (o del domicilio) del sujeto ; principio cuya

extensión no es menor que el que se refiere al castigo del robo,

con equivalente alcance obligatorio.

Y aún podríamos ir más allí y afirmar que ambos preceptos

no son sino aplicaciones de un principio superior, cuya satisfac-

ción es imperiosa exigencia del orden público nacional : el de

la real y eficaz protección de los incapaces. Aquellas dos disposi-

ciones no tienen más objeto que satisfacer esta exigencia, y por

ese objeto, por ese fin. y no por propia virtualidad, adquieren

carácter de disposiciones <lc orden público.

Aparece asi. más evidente aún, el error de qnienes distin-

guen aquellos dos preceptos integrantes del sistema como pre-
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ceptos independientes, para atribuir uno al orden público interno

y el otro al internacional. No hay más que un principio, no hay

más que un orden público al cual dicho principio interesa.

13. Una síntesis parcial de lo basta aquí expuesto nos auto-

riza a sentar las siguientes conclusiones :

I a La noción del orden público es universal y una y la misma

en el tiempo y el espacio
;

2a Surge espontáneamente del hecho déla convivencia del sér-

hombre y del sér-nación
;

3 a Resulta del equilibrio armónico entre las relaciones que

constituyen la vida individual y la vida nacional

;

4 a Este equilibrio se mantiene merced al mecanismo institu-

cional y legal consagrado por el órgano del Estado, en su fun-

ción de soberanía política y humana
;

5 a Este mecanismo determina aquel equilibrio limitando o ex-

tendiendo la libertad y la voluntad del ente individual y el ente

colectivo

;

6a No hay más que un orden público, cuyo concepto es inva-

riable ; sólo varían, de país a país, los dispositivos institucio-

nales o legales que consagran los principios básicos cuya satis-

facción aquél requiere.

14. Así definido y formulado el concepto de orden público,

aparece innecesaria la enumeración de las leyes de orden público,

pues de él se infiere que lo serán todas aquellas cuyo reconoci-

miento o aplicación tengan por consecuencia poner en peligro el

recordado equilibrio entre el hombre y el Estado, quebrándolo

en perjuicio de la armonía de vida, que es la resultante de aquél.

Se objetará, quizá, que falta precisión a este criterio, desde

que subsistiría la dificultad central del problema en la deter-

minación de las disposiciones o principios que atacan, lesionan

o quiebran ese equilibrio. No lo creemos.
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Toda ley permisiva o facultativa consagra una extensión del

poder individual ; toda ley prohibitiva o limitativa consagra

una extensión del poder social, y ambas extensiones suponen

limitaciones recíprocas. El mecanismo institucional o legal que,

al mantener ese equilibrio, determina el orden público en un

país, tiene que ser, por definición, defensivo, es decir, vigilante

de esas limitaciones y restricciones, necesarias para hacer posi-

ble en la vida nacional la comunidad de vidas individuales. Eli-

minar una restricción o prohibición es disminuir o impedir esa

posibilidad. Es romper el equilibrio entre la vida individual y

la colectiva. Equivale, según el caso, a extender o restringir el

poder del Estado o el poder del individuo. Luego, para que una

ley sea contraria al orden público, es necesario que su aplica-

ción disminuya o suprima aquella posibilidad de vida.

Alcides Calandrelli,
Profesor de derecho internacional privado.



LOS MOLDES JURÍDICOS

(CONFERENCIA INAUGURAL DEL CURSO DE DERECHO ROMANO. PRIMERA PARTE)

Jóvenes estudiantes

:

Las ciencias jurídicas, cuyo estudio vais a iniciar, no se redu-

cen al examen de las instituciones o de las leyes que forman el

derecho contemporáneo. Tampoco se limitan dichas ciencias al

estudio crítico del régimen actual de las sociedades civilizadas.

Las reglas vigentes del derecho— bajo la forma de códigos po-

líticos, de cuerpos de legislación y de jurisprudencia — pueden

ser clasificadas en dos grupos : las de vida fugaz, nacidas al

calor de los gabinetes de filósofos, escritores y juristas doctri-

narios; y las perennes, productos de las experiencias de la vi-

da práctica y del desarrollo histórico de las agrupaciones hu-

manas.

Os toca presenciar, al comienzo de vuestros estudios supe-

riores, una de las conmociones más grandes y trascendentales

de la historia, y probable origen de la organización caracterís-

tica que tendrán en el siglo xx, las nacionalidades transforma-

das o reconstituidas después de la magna guerra.

Advertiréis, al propio tiempo, que se multiplican los escritos

y discursos de autores o pregoneros de vastas y profundas re-

formas políticas, económicas, sociales y jurídicas, las cuales

parecen destinadas a renovar necesariamente la constitución
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y la estructura de las sociedades del viejo y del nuevo mundo.

El fenómeno no es nuevo : las doctrinas y las tendencias re-

formadoras han recrudecido siempre en pos de acontecimientos

que irradiaron agitaciones a todos los pueblos, y conmovieron

todas las capas sociales. Después de estudiar la ciencia política

y la ciencia económica, os explicaréis las verdaderas causas de

esos resurgimientos intermitentes e intensos del espíritu de in-

novación.

Para verificar los resultados de esas tendencias reformado-

ras, no os invitaré a que me ocampañéis a remontar el curso de

la historia : bastará que os haga recordar dos períodos moder-

nos e intimamente vinculados a la organización social preponde-

rante en el siglo xix.

La revolución francesa de fines del siglo xvni produjo dos

corrientes innovadoras : la que tendía a la reforma del régimen

político, bajo los auspicios de las doctrinas de Juan Jacobo

Rousseau, o adoptando el modelo de codificación norteamerica-

na del derecho inglés, elogiado por Montesquieu
; y la que, co-

mo una consecuencia de la teoría del « contrato social », exaltó

el individualismo y destruyó las admirables corporaciones gre-

miales, uno de los mejores legados de la edad media.

Pues bien : lo que sobrevivió a la tormenta revolucionaria

fué el derecho constitucional, trasunto del viejo derecho inglés,

y la codificación civil inspirada en el derecho romano.

Las revoluciones europeas de mediados del siglo xix envol-

vieron, al par de fines políticos, propósitos de índole económi-

ca, suscitados por las doctrinas socialistas propagadas en las

naciones industriales, después de las guerras del imperio.

Las teorías francesas de Saint-Simón, Fourrier y Proudhon,

-<• convirtieron, después de 1848, en soluciones prácticas, enca-

minadas a mejorar la condición económica de los trabajadores;

pero, de las reformas iniciadas en ese período revolucionario

fracasaron las fondadas en principios abstractos como el del
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« derecho al trabajo », y subsistieron, continuando o mejor <li

cho reanudando su evolución jurídica, la tendencia histórica ;i

la «legislación del trabajo » y a la « organización económica y

legal de los gremios», materias cuyos progresos modernos co-

noceréis en el curso de economía política.

Pero ese régimen especial délas agrupaciones obreras, dando

facilidades a la asociación de sus miembros para objetos de

protección, ayuda mutua y aprendizaje, no tiene de moderno

sino su desarrollo extraordinario : antes de la organización me-

dioeval de los gremios, en los principales pueblos de la anti-

güedad existieron, a la vez de costumbres y leyes que regla-

mentaban el trabajo de los esclavos, ciertas instituciones funda-

das en la asociación de los trabajadores libres.

En Roma, por ejemplo — como lo aprenderéis en el estudio

de su derecho, — las corporaciones de artesanos existieron des-

de los tiempos protohistóricos, atribuyéndose su creación al

rey Numa, según los testimonios de Plinio y de Plutarco. Ade-

más, Tito Livio y Dionisio de Halicarnaso concuerdan en la in-*

clusión de centurias de carpinteros y de músicos dentro de las

clases militares de la organización que, según ambos historia-

dores, estableció Servio Tulio.

Los collegia artificum eran de tres clases: los constituidos pol-

los obreros encargados de los servicios públicos del Estado, cu-

ya reglamentación era severísima, abarcando los trabajos mi-

neros y metalúrgicos ; los formados por los trabajadores em-

pleados en la provisión de las subsistencias del pueblo, y más

sujetos a obligaciones que beneficiarios de ventajas
; y final-

mente, las asociaciones de artesanos y obreros libres, que goza-

ron de especiales garantías desde los más antiguos tiempos de

Roma.

Esta última clase de corporaciones que, por su organización

presentaban puntos de semejanza con las cofradías y gremios

de la edad media, revistió singular importancia en Roma : po-
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leían un tesoro común, designaban sus jefes, representantes y

tabulan con arreglo ;i las leyes, y conservaban sus privilegios

siempre que se desenvolviesen dentro de aquéllas, y para com-

probarlo eran vigiladas por un magistrado especial, el prcefec-

tugfabrum.

Gomo veis, las reformas que desde mediados del siglo pasa-

do lian venido introduciéndose en la legislación civil en mate-

rias de «contratos de trabajo» y de «régimen de salarios»

hicieron resurgir las prudentes normas del derecho romano,

puestas de lado por los autores del código Napoleón, por incon-

ciliables con las doctrinas individualistas de los jacobinos déla

revolución.

No será únicamente en ese terreno donde os hallaréis forza-

dos durante nuestro curso a rectificar aserciones corrientes

acerca de la índole característica que suele atribuirse a la le-

gislación romana, como si fuera posible condensar en un juicio

sintético la obra de diez siglos de experiencias sociales, políti-

cas y jurídicas del pueblo que gobernó al mundo antiguo en el

período de su mayor desarrollo.

Se habla de la propiedad romana como de una remora que

impide la explotación eficaz del suelo, perpetuando su mono-

polio individual
;
pero se olvida o se ignora que el dominio par-

ticular de la tierra fué en liorna una forma de distribución del

ager publicus, propiciada por los elementos populares que apo-

yaron la revolución agraria de los Círacos.

Pero en el derecho romano y al lado de la propiedad (domi-

nio privado) del suelo, existieron otras institueiones jurídicas

que impedían el abandono de la tierra y garantizaban su conti-

nua explotación: la usucapión, la prescripción y la entiteusis.

que Etivadavia ensayó en nuestro país inspirado en los mismos

propósitos de los municipios romanos.

101 régimen hereditario, se dice, lie ahí otro molde jurídico

viejo c inútil!... Pero la herencia en Boma, cómo en casi todos

ANAL. I Al . M DO. - T XX U
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los pueblos civilizados antiguos y modernos, fué una conse-

cuencia natural y forzosa de la comunidad domestica.

La familia, institución fundamental de todo pueblo civiliza-

do, nó podría llenar su fin de criar, educar y proveer al destino

de los miembros de la sociedad, sin constituirse en comunidad

estable (comortium, como decían los romanos), formalizada an-

te la ley por el matrimonio, y cuya liquidación anticipada por

el jefe de la familia, o reglamentada por el Estado, ha dado ori-

gen al sistema hereditario.

Si éste produce situaciones injustas o absurdas en algún

país, ello se deberá a que el régimen de las sucesiones ha sido

implantado en dicho país sin adaptarlo a sus condiciones so-

ciales y económicas ; o a no haberse tomado en cuenta el ca-

rácter evolutivo de las instituciones jurídicas que deben ser

perfeccionadas a través de los tiempos, como procedieron los

magistrados y jurisconsultos con los modelos fundamentales

del derecho romano.

Por lo demás, no debe confiarse demasiado en la influencia

de las reformas legislativas sobre el régimen político o social

de los pueblos. Las tradiciones, las costumbres, la educación

política, el grado de cultura y las modalidades económicas de

una nacionalidad, forman el mantillo en que germinan y de que

se nutren las instituciones. Cuando éstas no son autóctonas,

solamente se desarrollan si el terreno les es propicio, o está

preparado para vigorizarlas
; y las instituciones experimentan

distinta evolución y diferentes resultados según la naturaleza

del medio en que se han arraigado.

En Inglaterra, por ejemplo, país en el cual el dominio del sue-

lo no es privado, y donde no existe un sistema hereditario for-

zoso, los propietarios o mejor dicho señores de la tierra, consti-

tuyen grupos privilegiados, y los mayorazgos conservan la or-

ganización tradicional de la aristocracia británica.

En los Estados Unidos, las grandes fortunas emplean un
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doble procedimiento para atenuar los efectos del régimen here-

ditario : la asociación de capitales e industrias, y las enormes

donaciones con que se devuelve a la comunidad una parte de

los provechos a cuya acumulación ha contribuido.

En nuestro país también se comienza a recurrir a la asocia-

ción comercial o industrial de las porciones hereditarias, para

evitar los inconvenientes de la división de capitales o de gran-

des explotaciones rurales. Esto, amigos míos, no es sino prorro-

gar la comunidad doméstica, en cuya liquidación o transforma-

ción estuvo sin duda el origen de la herencia romana.

Oreo que basta lo expuesto para que barruntéis lo que más

tarde tendréis oportunidad de verificar : la supervivencia de las

formas orgánicas del antiguo derecho romano, como fundamen-'

to del estudio de las instituciones civiles en las ciencias jurí-

dicas, y como orientación permanente de todas las reformas

tendientes a modificar el derecho privado en las sociedades

contemporáneas.

En las ciencias naturales, ningún }>oder humano llegará a

crear nuevas formas orgánicas distintas de las descubiertas, ni

sujetas a leyes biológicas en pugna con las conocidas. Pues

bien: mientras la civilización preponderante en el mundo con-

serve la estructura y organización desarrolladas en millares de

años, no han de desaparecer los principios jurídicos cuya con-

cordancia y armonía con las formas de aquella civilización fué

comprobada durante la vida secular de la antigua Koma.

Me diréis que hay visionarios empeñados en forjar nuevas

sociedades sin autoridad directriz, sin propiedad y sin familias;

¡mío esas concepciones no caen bajo el dominio de la ciencia

jurídica... En todas las épocas déla historia han existido adver-

sarios del orden social, por considerarlo en pugna con la libertad

o con la igualdad.

Recuerdo, a propósito, mi apólogo del escritor espa&o] Fer-

nandez Bremón, y cuyo protagonista era un orangután de ex-
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traordinaria inteligencia, por medio del cual consiguió un pa-

ciente sabio alemán, aprender el idioma de los monos.

Con tal equipaje lengüístico, el sabio se marcha al África, y

en las selvas de Angola organiza una colonia de orangutanes ¡i

los que instruye en las prácticas sociales y políticas délos pue-

blos civilizados y en los procedimientos técnicos de la industria

moderna.

La flamante colonia progresó a punto de asombrar a sus veci-

nas europeas por su pacífica y laboriosa existencia y por su

prosperidad económica; pero un día cayó en manos de los oían

gutanes la historia de una gran revolución humana, cuya lectu-

ra produjo los efectos que son de imaginar en un pueblo impre-

sionable y dominado por un mimetismo fatal.

Los monos se lanzaron a la revuelta ; derrocaron sus autori-

dades ; destruyeron todo cuanto les había dado apariencia de

pneblo civilizado, y al volver a la vida salvaje, pregonaron que

habían reconquistado la libertad!...

Pero abandonemos transitoriamente los temas jurídicos que

ya tendréis oportunidad de estudiar minuciosamente, y permi-

tidme dedicar algunas reflexiones acerca de las posiciones que,

en el curso de la enseñanza y dentro del aula, deben respectiva

mente ocupar estudiantes y catedráticos.

Se cree vulgarmente que el profesor, depositario de todos

los conocimientos de su especialidad, debe transmitirlos a sus

alumnos, convertidos en sujetos pacientes, obrando de una ma-

nera análoga al artífice que burila en una piedra lisa o en

una lámina metálica.

Justifícase dicho concepto de la misión del profesorado como

un rastro atávico del añejo sistema de ver en cada grupo de

alumnos un bloque de niños o jóvenes con aptitudes uniformes,

vale decir, con alma colectiva en la cual el magister inscribe in-

deleblemente los conocimientos, cual si fuera la experiencia tra-

zando sus enseñanzas en la clásica « tabla rasa » de Condillac.
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No es ese el papel que hoy corresponde a los encargados de

l;i enseñanza y a sus beneficiarios ; las nociones útiles y los cono-

cimientos científicos no se trasmiten ni se imponen.

Hay en las tareas docentes una forma de colaboración aná-

loga a la que se advierte en los aprendizajes ; el maestro pone

su ciencia y experiencia en un trabajo que le es familiar, y

el discípulo se empeña en desarrollar su acción en el mismo,

asimilando las ideas y adoptando los procedimientos técnicos

«le su guía.

Comprendéis la trascendencia de este concepto moderno de

la docencia?... Esa labor común crea vínculos tan fuertes como

duraderos entre el que enseña y los que a su lado van desarro-

llando, en medio de tareas comunes, sus aptitudes naturales

mediante el aprovechamiento de sus conocimientos teóricos y

prácticos.

Y esos vínculos crean afectos que, como los del hogar, robus-

tecen en vez de debilitar los sentimientos del mutuo respeto,

y la autoridad del docente. Más aún : esos afectos contribuyen

eficazmente al éxito de la enseñanza y a crear la más pura de

las solidaridades : la solidaridad entre profesores y estudiantes

fundada exclusivamente en el esfuerzo común por disciplinar

las legiones, sin cesar renovadas, que lian de asegurar el triunfo

definitivo de la cultura nacional.

Señores:

Los hombres de estado que actualmente estudian el proble-

ma de la pacificación del mundo afirmas que la tranquilidad y

la concordia de las naciones no se conseguirán sino bajo el rei-

nado «le la democracia.

Y bien ! La verdadera democracia es el régimen político (pie

mayor preparación exige : «le cultura en las masas, para la prác-

tica de la justicia y el respeto de los derechos ; de moral políti-
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(¡i en los ciudadanos, para el ejercicio acertado e independiente

del sufragio; y de ciencia y experiencia en los políticos, legis-

ladores y jurisconsultos, a quienes puede tocar la dirección y

el gobierno de los pueblos.

La democracia es el régimen de las idoneidades; y la igual-

dad en que se funda consiste en que todos pueden, sin excep-

ción, educar sus aptitudes para ponerse en condiciones de ocu-

ltar cu la sociedad los sendos puestos de labor a (pie aspiran...

Vosotros ocuparéis algún día la vanguardia de las generacio-

nes que marchan hacia el ideal previsto por Sarmiento: una

patria de cien millones de hombres, y cuya bandera cobije las

manifestaciones de la ciencia y de las letras, del comercio y de

la industria !

. Pero debéis prepararos para esa misión futura, nutriendo y

disciplinando vuestras mentes, sin desdeñar las enseñanzas de

la historia, maestra de lo presente.

Entre esas enseñanzas, no serán las menos útiles aquella que

obtendréis del estudio de la democracia romana, en la cual los

derechos de la ciudadanía eran verdaderos « honores » en el

nombre y en su esencia ; donde los niños en el hogar y aún en

las escuelas, según Cicerón, aprendían sus deberes hacia la

civitas, para ejercer concienzudamente el mffragium ; y en cuyo,

seno, finalmente, los ciudadanos cultivaron la jurisprudencia

para conquistar por ese medio los votos del pueblo romano y

alcanzar la magistratura suprema y un sitial en el senado.

Augusto, que llegó a concentrar en sus manos los poderes de

todos los magistrados y fué al mismo tiempo el príncipe del Se-

nado romano, continuó desde tan suprema eminencia, ejercien-

do sus modestas pero honoríficas funciones de juri» consultor.

instruyendo en el derecho a su clientela, y dando sus respon-

da en el histórico Forum.

Ernesto Weigel Muñoz.
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El código civil argentino no responde a las exigencias modernas. — Una

digresión : la libertad de contratar. Opinión de Lord Maeaulay. — El

individualismo del código. — El código y las relaciones jurídicas que

nacen del trabajo. — De mimm'ts non ourat preetor. — La ignorancia del

derecho. — La culpa delictnal. — El derecho y las relaciones económi-

cas. — Fórmulas jurídicas revolucionarias. — Derechos económicos fun-

damentales. — Un paréntesis. — Trabajo de penetración en el actual

sistema jurídico. — Hacia el derecho socialista.

Señores

:

Expresé en la conferencia anterior que no entraría en el es-

tadio de los proyectos despachados por la Comisión de legisla-

ción de la Cámara de diputados, que califiqué ele coercitivos,

sin antes detenerme en la explicación de ciertos conceptos cuyo

conocimiento era previo, conceptos que habían sido sustenta-

dos por hombres de pensamiento, pero con una ignorancia tan

absoluta de las grandes transformaciones económicas operadas

60 el mundo, que no debía pasarlos inadvertidos, aunque más do

i ( oeiereneiáa del carao !ü>n- de « Legislación del trabajo», dictada* por el

«tortor Alfredo L. Palacio*, es la Paooltad de derecho v oienciea nocíale*. (Ver-

ton taquigráfica, revisada j anotada por <•! autor.)
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fuera que por la influencia que la autorizada palabra de esos

hombres pudiera tener en la asamblea legislativa. La explica-

ción y discusión de esos conceptos constituirán el teína de mis

primeras exposiciones en este curso libre de legislación del tra-

bajo.

El ilustrado decano de la Facultad de derecho acaba de soste-

ner, en su conferencia del Instituto popular, que «jurídieamen-

mente hablando, dentro de nuestro sabio orden institucional,

los derechos de los obreros son «constitucionales y civiles»;

que nuestros códigos los consagran, las leyes generales los afian-

zan y la magistratura los defiende: de modo que no hay nece-

sidad de la llamada « legislación obrera o social ».

Autor de las leyes de descanso hebdomadario, reglamenta-

ción del trabajo de las mujeres y los niflos, responsabilidad en

caso de accidentes, inembargabilidad del salario y de otras de

la misma índole
;
profesor, en esta casa, de legislación indus-

trial, me he preguntado, sorprendido frente a la afirmación de

nuestro decano, si mi intensa preocupación de legislador y mi'

enseñanza de profesor universitario han sido de alguna utili-

dad al país.

¿Xo habré perdido lastimosamente el tiempo?

¿Acaso las prescripciones legales que obtuve del Congreso

nacional, estaban ya dentro de la letra o del espíritu del Códi-

go civil ?

EL CÓDIGO NO RESPONDE A LAS EXIGENCIAS MODERNAS

« Xuestro código no es tan viejo— continúa el doctor Zeba-

llos, — tiene 50 afios y en su espíritu y en su doctrina están

resueltas las cuestiones que se refieren a los problemas del tra-

bajo, que, en realidad — insiste el decano en su afirmación, —
son simples cuestiones constitucionales y civiles. »

« El Código civil argentino resuelve y legisla las relaciones
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entre patrones y obreros en dos de sus títulos, combinándolos

sagazmente, el de las « obligaciones de hacer » y el de la « loca-

ción de servicios ». Las responsabilidades en que puede incu-

rrir el patrón respecto de la vida, la salud, la seguridad y el

bienestar de los obreros, están gobernados por otro título nota-

ble de nuestro código : el de los << delitos civiles ».

Nos refiere en seguida, el doctor Zeballos, que antes de san-

cionada la ley de accidentes del trabajo, un obrero acudió a

cierto juez — el doctor Quesada— demandando a su patrón con

motivo de un accidente sufrido durante su tarea. Pedía una

indemnización y el magistrado, exponiendo con claridad la doc-

trina del Código civil, « que algunos desdeñan, pretendiendo

substituirla con una ley obrera » — son sus palabras, — « man-

ilo pagar la indemnización reclamada» — que, desgraciada-

mente, no llegó a poder del obrero, por la sencilla razón de

que la Cámara de apelaciones, aplicando el texto legal, revocó

el tallo.

No es la primera vez que se hacen afirmaciones de esta ín-

dole.

En 1903, Juan Bialet Massé escribió un libro titulado La res-

ponsabilidad eivil en el derecho argentino, donde con esfuerzos de

dialéctica, el autor habla de nuestro código como del más gran-

de monumento de la legislación moderna, que se adelantó medio

siglo a su época, sosteniendo al mismo tiempo que el doctor Ve-

le/, no legisló especialmente los accidentes del trabajo, con el

nombre de tales, pero dio las reglas de la responsabilidad civil

de un modo tan completo y preciso, que «todos los casos de

todos los objetos del derecho, se hallan expresamente resuel-

tos de ana manera cabal >>.

Bialet Massé, que admiraba con exceso a nuestro codificador.

••ni un espíritu generoso y patriota. Sil libro fué escrito en 1903

y en esa época no se, había dictado todavía ninguna ley del

trabajo en el parlamento argentino. Se habían producido, si.
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serias perturbaciones con motivo de las huelgas de 1902, que

dieron origen a la ley inconstitucional dé extrañamiento de ex-

tranjeros. Nuestro país en plena formación, con elementos he-

terogéneos, razas distintas, recibía a diario el aluvión humano,

y Bialet Massé sabía que era necesario crear el alma nacional

para formar nuestro pueblo; por eso, alarmado frente a la gran

masa extranjera, que traía, sin embargo, elementos étnicos y

procedimientos políticos adelantados, predicaba el amor a la

tradición argentina y como no había leyes tuitivas de la clase

trabajadora, violentaba generosamente los preceptos del código

y encontraba en ellos los principios más adelantados del nuevo

derecho que surge como consecuencia de transformaciones econó-

micas que no se habían producido entonces, ni podían preverse.

Prueba de lo que afirmo respecto del generoso pensamiento

de Bialet Massé son estas palabras con que él me dedicara su

libro en 1904, cuando por primera vez levantaba su voz en el

Congreso argentino un diputado socialista, palabras que recor-

daré siempre y que acaso tuvieron alguna influencia en mi*

orientación dentro del movimiento de los trabajadores : « yo me

consideraría feliz si pudiera despertar en la juventud el amor

a la tradición argentina, para que imprimiera al movimiento

socialista actual la marcha que corresponde a esa tradición, que

es buena. El doctor Vélez Sartield fijó los rumbos. ¿Por qué ir

a buscar en otras razas y en otras tierras lo que será de difícil

adaptación al pueblo argentino» f

Se explicaban las afirmaciones de Bialet Massé en 1903.

Pero lian pasado diez y seis años y la situación es fundamen-

talmente distinta. Después del proyecto de ley nacional del tra-

bajo, posterior a la obra de Bialet Massé, el Congreso argentino

sancionó las leyes de que soy autor, entre las cuales está la de

accidentes del trabajo, que substituyó el principio de la culpa

delictual por el del riesgo profesional, que en vano se ha preten-

dido hallar en el código.
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Desde entonces, los presidentes déla república, incluso aquel

de cuyo gabinete formó parte nuestro decano : diputados y se-

nadores de los diversos partidos políticos, todos, han expresa

do insistentemente en mensajes y proyectos, la necesidad im-

periosa de que se dicte una legislación del trabajo modificando

el Código civil.

Además, está en la conciencia pública que la obra de paz y

de justicia que ha de reconstruir el mundo después de la que-

rella universal, no podrá realizarse si se descuida a los trabaja-

dores. De ahí, el reconocimiento internacional délos sindicatos

y la legislación común a todos los pueblos, proyectada por la

conferencia de París.

I Cómo explicar, entonces, las animaciones del doctor Zeba-

llos I Si no llegaran de conducto tan autorizado, no valdría la

pena refutarlas; pero se trata del decano de la Facultad de

derecho, y su palabra, ya lo he dicho, pudiera influir en el áni-

mo de estudiantes, profesores y parlamentarios, orientándolos

en el sentido de la defensa de viejas y perturbadoras doctrinas.

Por eso me ocuparé en esta conferencia, de la letra y del espí-

ritu del Código civil en sus relaciones con los trabajadores, así

como de los principios filosóficos que informan la obra de Vélez.

monumento legislativo en su época, que no responde ya a las

exigencias de la vida moderna.

UVA DIGRESIÓN: LA LIBERTAD DE CONTRATAR

Pero toléreseme una digresión, para referirme a las opinio-

nes de nuestro décimo, respecto a la proyectada ley sobre limi-

tación de la jornada de trabajo, cuya primera iniciativa parla-

mentaria me corresponde. Esto me permitirá desacreditar de

antemano las afirmaciones del doctor Zeballos. relativas a nues-

tro código, pues pondrá de relieve su liberalismo económico

exagerado, que va nadie se at revé a sostener después de la lion



220 ANALE8 DE LA FACULTAD DE DERECHO

da transformación económica que estudiara ian admirablemen-

te Carlos Marx.

« La libertad de contratar es inalienable — dice nuestro de-

cano ;
— nadie puede impedir a un patrón que contrate con un

obrero dispuesto por su espontánea voluntad a trabajar más de

ocho horas, si así le conviene. El establecimiento de la jornada

depende, pues, de la voluntad del obrero y del patrón, quienes

deben discutir y convenir Jas condiciones del trabajo. »

Un obrero puede trabajar, si lo cree conveniente, de acuerdo

con esta teoría, 14, 15 ó 16 horas, porque es «libre»; y en

nombre de la libertad se puede llegar así a sostener que por la

« libre » voluntad del contratante está permitido el enajena

miento de la propia libertad...

No voy a estudiar ahora la libertad de contratación, que será

tema de una de mis próximas conferencias. Xo voy a discutir

el fundamento de la escuela liberal, cuya interpretación califi-

caba Longe de dogmática del egoísmo. No será necesario que

liaga referencias a los estudios modernos de fisiología de Vbit y

Peten kofifer, de Maggiora, de Mosso,este último autor del célebre

libro La fatiga, donde se demuestra que el trabajador durante

la larga jornada, amontona substancias tóxicas en sus múscu-

los, que envenenan el organismo y que deben eliminarse por el

reposo, si se quiere restablecer el equilibrio de su economía. Xo

será necesario recordar que John Ruskin, en este hermoso libro

que se llama Unto the La.st, refutando los sofismas de Stuart

Mili, dice que no hay más riqueza que la vida; que las verda-

deras venas de la riqueza son de púrpura y están en la carne:

que la resultante final y el término último de toda riqueza es pro-

ducir el mayor número posible de criaturas humanas con robusto

pecho, ojos brillantes y corazón gozoso; para terminar pregun-

tándose si entre la manufacturas de la nación, la de las almas

de buena calidad, no acabará por ser una de las más lucrativas.

Me bastará, señores, para refutar a nuestro decano, un dis-
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curso pronunciado hace cerca de un .siglo por Lord Macaulay

en la Cámara de los comunes, con ocasión de la segunda lectu-

ra del proyecto del doctor Pielden, diputado p*or Oldahni, que

pedía la limitación de la jornada de trabajo.

Hace un siglo el diputado por Shefi'ield aducía los mismos

argumentos que el doctor Zeballos, en la individualista Ingla-

terra. En su opinión, no podía defenderse ese proyecto, ni nin-

gún otro que tendiera a regular las horas de trabajo. Se trataba

de una de las materias sobre las cuales no debe, en modo alguno,

legislarse; que se arreglan por sí mismas, mejor de lo que pue-

de hacerlo gobierno alguno. El poder legislativo no debía inter-

ponerse entre el capitalista y el obrero que « contratan libre-

mente» y que, por lo tanto, son dueños de hacer lo que les

convenga.

OPINIÓN DE LOJID MACAULAY

Lord Macaulay calificó estas afirmaciones de monstruosas y

dijo que contra ellas se rebelaría el propio Adán Smith. Para

refutar a su adversario, cita el proyecto del conde de Lincoln,

sobre reglamentación higiénica de las viviendas, presentado a

la Cámara de los comunes con anuencia del gabinete, y supone

que algún propietario de Maiichester atacara ese proyecto con

los mismos argumentos con que se combate el que se refiere a

la limitación de la jornada. El propietario hablaría así dirigién-

dose al conde de Lincoln: «A su señoría no le gustan las casas

que carecen de desagüe. Cree, su señoría, que mis alcobas son

sucias; nadie le obliga a dormir en ellas. Use su señoría de su

libertad, pero no restrinja la de sus vecinos. So puedo hallar

muchas familias que paguen gustosamente un chelín mensual

porque las deje vivir en lo que su señoría llama un cobertizo

propio para bestias.
J
Y por (pié no lie de cobrar yo el chelín

(pie quieren darme voluntariamente!
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«; V por qué no han de tener ellas el abrigo que yo les pro-

porciono por un chelfn?*{ Por qué envía su señoría, sin mi permi-

so, a un hombre para que blanquee mi casa, obligándome así a

pagarlo que yo no he mandado hacer? Mis inquilinos juzgan

que la casa está bastante limpia para ellos, o si no, no hubie-

ran sido inquilinos míos, y si ellos y yo estamos satisfechos,

¿por qué se mete su señoría entre nosotros, hollando directamen-

te todos los principios del libre cambio? »

Estos razonamientos son exactamente los mismos del diputa-

do por ShefTield. « Si el conde de Lincoln — «lijo lord Macan*

lay en la Cámara de los comunes — me permite que yo lo de-

fienda, contestaré a la objeción de este modo : « Yo profeso la

sana doctrina del libre cambio. Pero vuestra doctrina es una

exageración, una caricatura de la sana doctrina. Nada tendría-

mos que ver con los contratos celebrados entre su señoría y sus

inquilinos, si esos contratos afectaran sólo a intereses pecunia-

rios. Pero algo más que intereses pecuniarios están en juego.

Concierne a la comunidad que no viva la mayoría de la gente

de un modo que hace a la vida, miserable y breve, que debilita

el cuerpo y corrompe la inteligencia. Si por vivir en casas que

parecen zahúrdas contrae gran número de ciudadanos gustos

groseros ; si se han familiarizado tanto con la suciedad, la hedion-

dez y el contagio que se esconden sin repugnancia en agujeros

que revolverían el estómago a un hombre limpio, por costumbre,

estoserá una prueba más de que hemos descuidado nuestros

deberes, y una razón más para que ahora los cumplamos.

»

Cuando está afectada la salud del pueblo, el Estado debe

intervenir en los contratos de los individuos. Tal es la conclu-

sión de lord Macaulay, expresada de este modo : «Si no limi-

táis la jornada, sancionaréis el trabajo intenso que empieza de-

masiado pronto en la vida, que continúa por luengos días, que

impide el crecimiento del cuerpo, el desarrollo del espíritu, sin

dejar tiempo para ejercicios saludables y para la cultura inte-
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tactual, y debilitaréis todas esas cualidades elevadas que lian

hecho grande a nuestro país. Nuestros jóvenes sobrecargados

de trabajo, se convertirán en una raza de hombres débiles e

innobles, padres de una progenie aún más débil e innoble, y no

tardará mucho el momento en que la degeneración del trabaja-

dor afectará desastrosamente a los intereses mismos a que fue-

ron sacrificadas sus energías físicas y morales. »

Palabras admirables que desvirtúan el concepto arcaico de

nuestro ilustrado decano y que deberían ser invocadas patrió-

ticamente en el parlamento argentino cuando se discutiera la

limitación de la jornada a un máximum de ocho horas, que hoy

reclaman los trabajadores, de acuerdo con las necesidades de

la vida moderna.

EL INDIVIDUALISMO DEL CÓDIGO

Y ahora, después de la digresión, volvamos a nuestro tema.

El código civil argentino está inspirado en una filosofía jurí-

dica individualista y en un liberaralismo económico que fué re-

volucionario con Adán Smith. cuando había que romper las tra-

bas de la producción feudal, pero que no responde ya a las

direcciones señaladas por la gran transformación económica.

Injusto sería, sin embargo, no reconocer que la obra del codi-

ficador argentino fué de gran importancia en la época para que

se dictó, y que entonces se ajustaba a las exigencias del relati-

vo progreso conquistado por la república.

Es cierto que Vélez no se libertó de la tutela canónica en lo

que se refiere ¡i la legislación sobre el matrimonio, pero retlejó

los sentimientos y las ideas de su ambiente, y en presencia de

la tradición colonial y de la red inextricable de leyes que nos

legara Bspaña, con su código adaptó los normas jurídicas a bis

transformaciones políticas y sociales que se habían operado en

el país.
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Lu constitución <lc l.sií). autorizaba la reforma de las viejas

instituciones en general, y este pensamiento se realizó por los

constituyentes del 53, que al adoptar la nueva forma de gobier-

no, ordenaron imperiosamente la renovación legislativa. El

artículo 24 de la carta fundamental dice: «el Congreso promo-

verá la reforma (le la actual legislación en todas sus ramas >>. En

1804, se nombró a Vélez para proyectar la codificación civil y

su proyecto fué convertido en ley el I
o de enero de 1871, a pesar

de la débil oposición del liberal Oroño, que se inspiró en Alber-

di para combatir al codificador.

El doctor Martínez Paz, vicerrector de la Universidad de

Córdoba y uno de los más decididos y valientes sostenedores de

la reforma universitaria, en su libro Dalmaeio Vélez Sárx tic(d // el

Código civil argentino, afirma que este cuerpo de leyes ha con-

tinuado la tradición jurídica del país, ha satisfecho un anhelo

de reforma y de unidad de la legislación y su espíritu se ha

inspirado en los ideales de su siglo, condensándolos así: en filo-

sofía, el individualismo, la autonomía de la voluntad, la teoría

de los derechos naturales, absolutos e innatos ; en jurispruden-

cia, la tiranía de la letra y del espíritu de la ley juzgada inmu-

table, la interpretación dogmática de la ley
; y en política, la

igualdad y la libertad absolutas concebidas como ideales de la

democracia.

En pleno siglo xvni.

Para el individualismo, según Vanni, el derecho es una exi-

gencia del individuo como personalidad abstracta en sus pro-

piedades psicológicas o biológicas, no ya como unidad social

y en las relaciones concretas en que efectivamente se encuen-

tra. En consecuencia, para el individualismo, todo el derecho

tiene un contenido individual ; siempre garantiza fines indivi-

duales, y no es posible hablar de derecho público si no en

cuanto él garantiza derechos individuales. Frente a las institu-

ciones en que se imponen derechos positivos, los individua-
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listas o admiten la excepción o recurren a otros principios, o

siendo lógicos con sus afirmaciones, consideran el cuidado de

la prole, la tutela de los menores, etc., no como un deber jurí-

dico sino como un deber moral.

El individualismo proclama la mayor amplitud de la auto-

nomía y la libertad del individuo, — y la exageración de esos

conceptos determina, como lógica consecuencia, la afirmación

del yo absoluto, el individualismo amoral que Gaspar Smith.

más conocido por Max Stirner, desarrolla en su libro El único y

su propiedad.

El siglo xviii, con Rousseau, para quien la sociedad es un

producto artificial del contrato, exaltó el individuo y produjo

una reacción contra el despotismo político y religioso. Su acción

revolucionaria fué benéfica y representó un momento de eviden-

te progreso en la humanidad. Pero ya no responde a las exigen-

cias actuales. Kl siglo xix se lia encargado de afirmar la soli-

daridad, demostrando que la libertad individual no basta para

la realización automática de la justicia.

El Código civil argentino, inspirado en el individualismo del

siglo xvni, carece hoy de fundamento filosófico que lo adapte a

las nuevas orientaciones del pensamiento, determinadas en gran

parte por la realidad económica.

El profesor Duguit, autor de Las transformaciones del Untado.

sostuvo cu esta misma (tasa y en esta misma aula, (pie la decla-

ración de los derechos del hombre, el código de Napoleón, y

todos los códigos que proceden de ellos, el nuestro, por lo tanto,

— reposan en una concepción individualista del derecho, mien-

tras que en el momento actual se levanta un sistema (pie tiene

por base una concepción eminentemente socialista.

Cumple ami lealtad expresar que cuando el profesor Duguit.

dice socialista, se refiere simplemente a una concepción contra

ria al individualismo, pero de ninguna manera quiere decir (pie

él adhiera a la doctrina colectivista.
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El viejo sistema, para el profesor Duguit, reposa sobre la

«concepción metafísica del derecho subjetivo: el sistema moder-

no se establece sobre el hecho de las funciones sociales, impo-

niéndose a los individuos y a los grupos.

Fácil es advertir que Duguit, aun cuando él no lo afirme

categóricamente, desprende sus doctrinas del positivismo com-

teano.

La concepción individualista a que responde el código civil

argentino está ligada a la noción del derecho subjetivo, a la

idea del hombre natural, libre, que como hombre tiene derechos

naturales, anteriores a la sociedad, derechos imprescriptibles,

inalienables, que fueron consagrados por la declaración de.

los derechos del hombre, por la Constitución argentina, y re-

conocidos por nuestro Código civil.

Todo esto, para Duguit, desaparecerá frente al nuevo sistema

que reposa sobre hechos reales y positivos, sobre la comproba-

ción de un hecho que ha sido eliminado de la << declaración»,

de la constitución y del código. Ese hecho es la función social*

que se impone a cada individuo por la colectividad de que for-

ma parte. í
.

EL CÓDIGO Y LAS RELACIONES JURÍDICAS

QUE NACEN DEL TRABAJO

No es. mi propósito hacer un estudio de las tres instituciones

fundamentales, personas, cosas y obligaciones, del código. He

de referirme ahora, solamente, a la ley civil en sus relaciones

con el trabajo, y aun esto, sin mucho detenimiento, pues no

sería posible otra cosa dado el poco tiempo de que dispongo.

El doctor Martínez Paz, en la página 303 de este libro que

ya he citado, afirma que no hay para qué esforzarse en demos-

trar que nuestro código no contiene nada que pueda llamarse

una reglamentación de las relaciones que nacen del trabajo,
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pues su breve capítulo sobre locación de servicios, inspirado

en los conceptos Jurídicos que llamaremos clásicos, no lia tenido

en cuenta, ni siquiera lejanamente, las complejas relaciones

entre patrón y obrero. Agrega que esta terminante afirmación

va directamente en contra de las opiniones autorizadas del pro-

fesor de legislación industrial doctor Bialet Massé que, en

su libro que yo lie citado al principio de esta conferencia, pre-

tende demostrar que el código argentino contiene disposiciones

que bastan por sí mismas para garantizar todos los intereses y

para asegurar el reinado de la justicia.

En I902j cuando el partido socialista, entonces « argentino »,

envió su memorial al congreso de Amsterdam, dando cuenta de

la situación de la clase trabajadora, memorial que tuve el honor

de redactar en la parte jurídica, Bialet Massé escribió en La

Prensa un extenso artículo atacando ese documento, porque

sostenía la necesidad de reformar el código civil.

Entonces, como ahora, sostuve que la industria moderna ha

determinado nue\as necesidades, nuevas relaciones de derecho

entre patrones y obreros, y que esas relaciones producidas exi-

gían nuevos preceptos legales.

101 Poder ejecutivo, en el mensaje con que acompañó el pro-

yecto de ley nacional del trabajo, dice que unas veces por ex-

ceso de teorización y otras por exceso de detalle, infinidad de

hechos de la vida y de formas que asumen las convenciones, no

encuentran en él un cauce, una expresión, un ajuste propio y

exacto, y que son numerosos los casos comprendidos en la mo-

derna legislación del trabajo, nacidas de la industria misma en

mis formas actuales, que no hallan en la ley civil una sanción

positiva ni menos una garantía cierta de ejecución.

Kl contrato del trabajo no está legislado en nuestro código,

al cual se han adelantado los de Suiza y Alemania.

Constituyó este asunto una seria preocupación de mi espíritu

y de ahí ti proyecto «pie presente sobre contrato de trabajo,.
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encarado sin sectarismos, sin unilateral idades que perturban 1;<

inteligencia.

La necesidad de legislar sobre el contrato lia sido puesta en

evidencia por el doctor González en la página 18 del mensaje

del presidente Eoca, que consigna estas palabras : «examinadas

con honda atención todas las secciones del código civil, en las

cuales se ha estatuido sobre obligaciones, hechos, actos jurídi-

cos, contratos, se llega a la conclusión de que, por abundancia

de reglas generales, sin la presencia de los casos y por indeter-

minación, falta de exactitud y referencia directa a los mismos, la

vida del taller, de la fábrica, de la grande industria del día. no

tiene en sus disposiciones una norma precisa, y ante la regla de

aplicación de las leyes según la constancia de autos o los ante-

cedentes del proceso, todas las formas y modos de ejecución del

contrato del trabajo, que no son los que nominativa y restricti-

vamente se denominan alquiler de servicio o de obra, escapan

a su previsión y a su aplicación por los jueces, y lo propio puede

decirse de la responsabilidad por el daño que cause el acciden

te, pues en todo el conjunto de reglas, de admirable previsión

doctrinal y abstracta, no encuentra el juez en el conflicto el

precepto claro y distinto que rija la materialidad y la realidad

del hecho o caso producido ».

«DE MINIMIS NON CUBAT PRAETOR »

Quiero probar ahora, con el código en la mano, que las doctri-

nas que informaron nuestra ley civil, inspirada en el Código de Na-

poleón, llamado con justicia «del propietario», conducen al des-

cuido de los intereses de los pobres. De minimis non curat praetor.

Véase, como uno de tantos ejemplos, el capítulo sobre loca-

ción, del cual se ocupó hace tiempo en un interesante artículo,

el doctor Malagarriga.

La acción ejecutiva otorgada a los locadores de cosas como
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garantía del cumplimiento «leí contrato, contrasta con las dila-

ciones de todo "enero que establecen las mismas leyes cuando

se trata de los locadores de servicios. Voy a demostarlo. El ar-

tículo 1558 acuerda el derecho de retención a los locadores de

«¿isas. Dice así: «el locador, para seguridad del pago del precio

puede retener todos los frutos existentes de la casa arrenda-

da y todos los objetos con que se halla amueblada, guarnecida

o provista y que pertenezcan al locatario ».

« 8e juzgará que le pertenecen los que existen en el predio

arrendado, si no se probara lo contraria »

El artículo 1578 establece que, si la cosa arrendada fuese in-

mueble, compete al locador, aunque la locación esté afianzada,

acción ejecutiva para el cobro de los alquileres o rentas, requi-

riendo mandamiento de embargo sobre los bienes sujetos al pri-

vilegio concedido por este código al crédito del locador.

Los bienes sujetos al privilegio que concede el código se de-

tallan en el artículo 3883, que dice en su parte pertinente : « las

cosas sobre que ejerce este privilegio son todos los muebles (pie

se encuentren en las casas o que sirvan para la explotación déla

hacienda rural, aunque no pertenezcan al locatario, introducidos

allí de una manera permanente o para ser vendidos o consu-

midos ».

Como puede observarse, hasta las cosas que no pertenezcan

al locatario, siempre que el locador lo ignore, quedan sujetas al

privilegio, no obstante ser un principio jurídico fundamenta]

que no puede adquirirse derechos sino sobre los bienes de las

personas con quienes se contrata.

El propietario — dice Vélez, en la nota del artículo — tiene

•obre esas cosas — las que no pertenecen al locatario — una

oíase <le posesión de garantía, que le permite oponerla regla <le

que respecto ile los muebles la posesión vale por titulo.

Véase ahora cómo se legisla cuando los locadores no lo son

«le su capital, sino <le su trabajo.
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Dice el artículo 1(527 : « el que hiciera algún trabajo o pres-

tare algún servicio a otro, puede demandar el precio, aunqne

ningún precio se hubiera ajustado, siempre que tal servicio o

trabajo sea de su profesión o modo de vivir. En tal caso, cu-

tiéndese que ajustaron el preció de costumbre para ser deter-

minado por arbitros ».

En el texto del artículo aparecen señaladas todas las demo-

ras, todas las dilaciones, que nuestro código establece cuando

se trata de la locación de servicios.

El obrero, ante todo, según la disposición legal, debe probar

la existencia del contrato. Probada esa existencia, el trabaja-

dor no puede embargar los bienes del locatario, porque la ley

no le acuerda la acción ejecutiva, (pie el artículo 1578 concede

al capitalista, con manifiesta parcialidad. Todavía es necesario

que el precio sea determinado por arbitros nombrados al efecto.

Aún después del laudo arbitral, le queda al capitalista el recur-

so de nulidad. Si no lo interpone, el locador de servicios podrá

entonces embargarlos bienes del locatario...

; Es verdad, entonces, como se lia sostenido por un gran ju-

rista, que el derecho privado existente, es una hábil red de pre-

cauciones para mantener incólume una tradición de poder y de

dominio : el poder y dominio de los ricos !

I Es verdad, entonces, lo que, mucho antes que este jurista,

dijo el sabio Juan Luis Vives, cuando afirmaba que las leyes,

más que normas de justicia para vivir según la ley de la razón,

son emboscadas y lazos armados a la ignorancia del pueblo !

LA IGNORANCIA DEL DERECHO

Pero hay más. Menger, al hacer la crítica del proyecto de có-

digo alemán, después de referirse a la extraordinaria diferen-

cia según la cual los que tienen y los que no tienen pueden per-

seguir su derecho, constata que los códigos civiles sostienen
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que nadie puede excusarse alegando la ignorancia de una ley

promulgada en debida forma.

Nuestro código, en su artículo 20. consagra el principio : « La

ignorancia de las leyes, no sirve de excusa. »

Esta presunción /«ría et de jure, absurda desde todo punto de

vista y cuya injusticia se pone cada vez más de relieve a medi-

da que se complica la vida, nos viene del derecho romano : « Xe-

mini lieet ignorare jus. Xemo jus ¡(inorare cewtetur ; ¡gnorantia

legis neminen excusat ».

Las Partidas copiaron las leyes romanas. La ley 20, partida

1*, habla « de por que razón los homes no se pueden excusar

del juicio de las leyes por decir que las no saben » (1).

La ley 21 señala : « quales pueden ser escusados por no sa-

ber las leyes », y esto es interesante por cuanto señala excep-

ciones que, lejos de ser ampliadas por el derecho moderno, han

sido restringidas.

Dice así la ley : « que los caballeros qne han a defender la

tierra e conquerirla de los enemigos de la fé por las armas, de-

ben ser escusados, por no entender las leyes : e esto seria si

perdiesen o menoscabasen, algo de lo suyo, andando enjuicio o

por razón de posturas, o de pleytos que hubiesen fecho o daño

de si, o porque hobiesen perdido algo de lo suyo, por razón de

tiempo: pero todas estas cosas se entienden siendo ellos en guc-

ll) * Eaeusar no se puede ninguna de laa penas de las levos por decix que

las non sabe : ca pues que por «-Has se ban de mantener rescibicudo derecho, e

faciéndolo, razón es que las sepan e que las lean : o por tomar el entendimiento

dellas. o por saberlas el mismo bien razonar en otra manera, sin leer : ca es

cusa han los bornes en si mismos por muchas de cosas que les contecen. asi

romo enfermedades, o otras cuitas muchas qne pasan en csic mundo : pero non

se puede eseusar qne non envíen otros en su lugar, qne muestren su derecho :

e si non bobiere quien enviar, debenlo facer saber a sus amigos que en aquel

lugar fueren do ellos se ban «le juzgar por las leyes, que lo razonen o lo mues-

tren por dios, e (birles poder romo lo fagan : e pues que por si. o por sus man

daderoa, o por cartea se pueden escuaar, non son elleí •«cuando* por decix que

non s;ilii¡iii las leyes: e tal razón eomo esta, si la dixoren. non laa <lel>e ser ni

bida. . (Partida l*. ley 80.)
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rra : ca bien es derecho e razón que aquel que su cuerpo aven-

tura en peligro <le prisión o <le muerte que non den otro em-

bargo por que aquello se estorbe : rol que se non mete a estu-

diar, ni aprender leyes, por que el fecho de las armas dexe :

lucras ende si el caballero ficiese traición o falsedad, o aleve

o yerro, que otro home debiese entender naturalmente que

mal era, non se puede escusar que no haya la pena que las leyes

manden.

«E esto mismo decimos de los aldeanos que labran la tierra

o moran en lugares do no hay poblado, e de los pastores que

andan con los ganados en los montes e en los yermos : o de las

mujeres que morasen en tales lugares como estos.»

Suponer que se conocen las leyes es pueril. Se trata de una

ficción. Todo el mundo sabe que las leyes no son conocidas

sino de una íntima parte de la sociedad, pero se afirma no obs-

tante que tal ficción es indispensable para conservar el orden

social. Así lo expresan los juristas Ambrosoli, Vicente y Cara-

vantes, lo que hace decir a Joaquín Costa que entonces el or-

den social en las naciones modernas no puede asentarse sobre

la verdad ; necesita de una abstracción, de un artificio gigante,

monstruoso, que condena a los hombres a caminara ciegas
;
que

los condena a regir su conducta por criterios que les son y que

fatalmente han de serles ignorados.

Refiere Alfredo Calderón, en un artículo publicado en el Bo-

letín de ¡a Institución libre de enseñanza del año 1880, el siguien-

te hecho, profundamente sugestivo.

Un sujeto recibió una herencia sin acogerse al beneficio de

inventario ; acudieron los acreedores y, practicada la liquida-

ción, resultó el heredero deudor de una cuantiosa suma.

Mal avenido con esto y deseando salir de la dificultad, con-

sultó a un letrado. « — Pero, ¿ cómo no aceptó usted la heren-

cia, le dijo éste, a beneficio de inventario ? — Porque no sabía

que existiera semejante cosa, replicó la víctima. — Pues de-
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l)í¡i usted haberlo sabido, porque todo ciudadano tieue obliga-

ción legal de conocer las leyes. — Pues, niire usted, tampoco

eso lo sabía.

»

Hé allí la estúpida ficción, frente a la realidad de los hechos.

Todos los pobres, en lo (pie respecta a la defensa de sus dere-

chos, están en la misma situación que este desventurado here-

dero «pie ignoraba no sólo el «beneficio de inventario», sino

aun « que las leyes no deben ignorarse ».

Las leyes contienen fórmulas esotéricas para el pueblo. Ne-

cesitan intérpretes y los intérpretes cuestan caros. La compli-

eación desesperante del enorme mecanismo que administra jus-

t'n-ia sólo favorece a los ricos en detrimento de los pobres.

Para éstos, las leyes de nuestras democracias se presentan en

análogas condiciones de aquellas que un emperador romano ha-

cía grabar en caracteres muy pequeños y a una inmensa altura

para que el pueblo no pudiera leerlas.

Partiendo de la base de que el Estado presume que cada ciu-

dadano conoce la legislación o considera la ignorancia como ne-

gligencia, Menger sostiene que el Estado debe ofrecer al prole-

tariado la posibilidad de procurarse con facilidad y de un modo

seguro el conocimiento de las leyes. Cree que la administración

de justicia resultaría menos perjudicial para el pobre, si el juez

tuviese la obligación de instruirlo gratuitamente acerca del de-

recho en vigor y si pudiera intervenir espontáneamente des-

pués de presentada la demanda. Es claro que para algo más

que para «mejor proveer», según la fórmula de los códigos. Es-

ta fórmula es el germen, y ampliada puede producir benéficos

resultados.

Hl principie romano, ueminilicet ignorarejus, encierra la más

grande de las injusticias y es ana presunción absurda que sólo

perjudica a los pobres.

Y do es el profesor de Viena el primero que lo lia hecho

notar.
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Hace cuatro siglos, como l<> recuerda Costa en s-.i libro La

ignorancia del derecho, un español, Vives, en la obra titulada De

caUHS corrnptorum artium, escribía estas palabras :

« ¿Dónde está la justiciadel principio ¡gnorantia juri* nemi-

nen excusat, siendo tantas las leyes y tan abultadas y dificulto

sas, que nadie podrá saberlas todas ? Con ellas no trazáis una

pauta benigna y paternal para conducirse en la vida, sino qué

tramáis emboscadas (insidia stntctift) a la ignorancia y sencillez

del pueblo (ximplicituti populari).»

Pero continúo mi crítica.

LA CULPA DELICTUAL

Nuestro decano ha dicho que la «ley obrera » de accidentes

del trabajo es inútil, pues en el código civil argentino, existe

el principio del riesgo profesional.

Autor de esa ley, cuyo único mérito es precisamente el de

haber consagrado el principio reformador, ya que las indemni-

zaciones sancionadas son irrisorias, me apresuro a rectificar, pi-

diendo a ustedes disculpas si me extiendo más de lo que re-

quiere esta conferencia.

El código, deficiente por más de un concepto, está en la pri-

mera etapa de la evolución de la doctrina en lo que se refiere a

responsabilidad por daños y perjuicios.

«Cuando por los hechos involuntarios se causara a otro al-

gún daño en su persona o bienes, sólo se responderá con la in-

demnización correspondiente, si con el daño se enriqueció el

autor del hecho y en tanto en cuanto se hubiere enriquecido. »

Así dice el artículo 941 del código. Y así, el 1143 : «todo el

que ejecute un hecho que por su culpa o negligencia ocasione

un daño a otro está obligado a la reparación del perjuicio, y

esta obligación será regida por las mismas disposiciones relati-

vas a los delitos del derecho civil ».
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La ley romana decía: «Damnum culpa datum etiam ab eo

qtii nocere noluit. » (Ley V, título 2 o
, libro í), del Digestó.)

Como vemos, el código no lia salido del principio romano de

la culpa delictual, del cual surgen los conceptos de igualdad

abstracta y de propiedad absoluta. <

El desarrollo económico exigía la transformación de la ley

civil pero el fanatismo por el código, a quien muchos conside-

raban inmutable, hierático, era un valladar insalvable.

Recuerdo que en 190G, cuando presenté mi primer proyec-

to, — en antesalas de la Cámara, — después de mi discurso fun-

dándolo, un distinguido colega que no veía, como el doctor Ze-

ballos, en el espíritu de la ley el riesgo profesional, pero que

consideraba perfecto al código con la culpa delictual, me dijo

estas palabras : «Es muy simpática su actitud en defensa de

los trabajadores, pero no podremos sancionar su proyecto poi-

que ello implicaría destruir la teoría de la culpa, consagrada

por nuestro código. »

De eso era. sin embargo, de lo que se trataba, de abolir ese

principio absurdo incrustado en nuestra legislación y sostenido

por la superstición de las leyes y los códigos y por la tradición

romana, intangible para los que confunden el derecho con la

ley escrita, sin acordarse, como dijo alguien alguna vez, que

aquél es un organismo vivo con el que fatalmente hay que tro-

pezar cada vez que se quiera transformar, para mejorarla, la

condición de los hombres.

En verdad, liubo precursores de la ley. Entre los magistra-

dos que trataron de atenuar el rigorismo de nuestro código,

debe citarse ¡il doctor (¿uesada. (pie avanzó con síis fallos en

las doctrinas de la inversión de la prueba y del riesgo profe-

sional.

Tienen interesa este respecto ÍOS autos «Olivera contra lía-

deira y Othache », donde el doctor Quesada sostuvo : «I o que

do es exacto que la acción por dallos y perjuicios emergente-
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«lelos hecho» (accidentes del trabajo) proceda Cínicamente cuando

Be prueba que en el hecho hubo culpa o negligencia imputable

al patrón. Lo que funda la acción es el dafio sufrido sin razón.

cualesquiera sean las causas, por buena que sea la maquinaría

empleada y por manifiesta que resulte la vigilancia de patrones

y capataces; 2 o que no incumbe al obrero la obligación de pro-

bar la culpa, sino que tal prueba, invertidos los términos. <•<>-

rresponde al patrono. Esto sentado, en las responsabilidades

subsidiarias por accidentes del trabajo, no hay por qué ni para

qué atender a la responsabilidad o intención del agente inme-

diato del hecho ; se atiende tan sólo al hecho que causa el daño,

pues el patrono responde de los hechos de la industria, sean

ellos producidos por obreros, por las cosas que forman parte de

la industria o intervienen en ella, sea por vicio propio o riesgo

de la cosa, sean hechos de la naturaleza o que resulten de la

industria misma, siempre que el dafio ocurrido al obrero o de-

pendiente no hubiera sido sino por su culpa o voluntad.

»

Desgraciadamente, este criterio no fué aceptado y estábamos,

antes de mi iniciativa, en la misma situación que Francia antes

de la ley del 98.

Nuestro código reproducía, pues, la teoría romana de la cul-

pa (pie ya no responde a las necesidades actuales de nuestro

país, creadas por las modificaciones de la vida industrial. Y me

siento orgulloso de haber incorporado a nuestra legislación el

principio del riesgo profesional, principio que fué considerado

como antijurídico, afirmándose que carecía de base en el dere-

cho, pues procedía de las ciencias económicas, sin recordar que

el derecho que forma parte de la superestructura de las socie-

dades, signe frecuentemente las transformaciones de la base

económica, es decir, de la estructura.
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EL DERECHO Y LAS RELACIONES ECONÓMICAS

VA derecho no es, según el criterio moderno, el producto de

la razón abstracta. No es tampoco el resultado de la conciencia

nacional o del espíritu colectivo del pueblo, objetivado, del cual

se quiere desprender el derecho como una planta de su semilla

(Pnchta), con lo que se da, sin embargo, un concepto positivo

dej derecho.

Tiene éste una base biológica, y es en gran parte la emana-

ción necesaria de las relaciones económicas, y como estas deter-

minan hoy el predominio social de una clase, el derecho refleja

el privilegio impuesto a las clases desheredadas. Nuestro dere-

cho en vigor tiene su fundamento en el régimen capitalista in-

dustrial.

Los privilegiados defienden este derecho como defendieron

el suyo los patricios en Boma, como defendieron el suyo los no-

bles y el clero en la Bevolución francesa.

De esa lucha por el derecho surgieron la ley de las XII Ta-

blas y la declaración de los derechos del hombre. De la misma

lucha surgirá, la declaración de los derechos económicos fun-

damentales.

De acuerdo con esta manera de pensar, Loria, que explica el

derecho desde el punto de vista económico, en su obra Batí

eoofwmioke asila constituzione nocíale, afirma que la descomposi-

ción del sistema económico (pie rige, debe determinar un perío-

do de crisis del derecho (1). Es esta la consecuencia de la dóc-

il i Cario* Octavio Bonge, eminente profesor de ti Universidad <!<• Únenos

Aires, demostró en su libro FA Derecho, algunas de enyas conclusiones no

acepto, que toda situación Jarícuoo-polítlca tiene por antecedente una sima

ción e.eonóiniea. n un eiiando el crea <|iie esla sit nación económica . lejos de

ser ana - forma limite», como «tice Loria, es sólo tina forma intermediaria entre

las primeras cansas biológicas J loa ultimo- electos políticos y morales. |C. O.

BnroH, /-;/ Derecho.)
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trina de Marx que debe aceptarse sin exageración, sin onilate-

raüdad, en la que han incurrido frecuentemente sus discípulos

más fieles, pretendiendo que todo elproceso humano se despren-

de brutal y fatalmente de una fórmula económica y descuidan-

do, por lo tanto, los factores biológicos, políticos, geográfi-

cos, etc.

Sostiene Loria, que en cada período de descomposición social,

una fuerza disolvente se insinúa en el derecho y lo mutila. Por

eso en este momento histórico se forma y acrecienta una co-

rriente de aversión contra el individualismo exagerado del de-

recho, al mismo tiempo que se afianza cada vez más la opinión

de que éste debe siempre modificarse por la intervención del

elemento social.

En presencia del desarrollo del sistema productivo, en nues-

tro país y en general en todos los países del mundo, se impone

la aparición de una serie de instituciones jurídicas nuevas, que

deslinden la posición de las diversas fuerzas en lucha.

Menger, profesor de la universidad de Viena, sostiene en su*

libro El derecho civil y los pobres, que las instituciones demo-

cráticas han cambiado las relaciones sociales de potencialidad

en favor de las clases pobres, aun cuando, merced a la lentitud

del desenvolvimiento social, no se hayan manifestado todavía

todas las consecuencias de tal cambio y que con todo esto ha

llegado también el momento para el decrépito derecho privado,

el cual ha mantenido su inmovilidad hasta ahora, mientras to-

do cambiaba, siendo necesario que siga la corriente, al lado de

las demás instituciones del movimiento popular de nuestros

tiempos.

Para Menger, el derecho privado en vigor descansa en un

concepto de la respectiva potencialidad de las diversas clases

sociales, que no es real
;
por 1o tanto, es necesario modificar el

concepto, pues la potencialidad de dichas clases ha cambiado.

Los pobres — dice el profesor de la Universidad de Viena —
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son una clase que en virtud de los cambios industriales y de

ciertas conquistas políticas, tiene poder; fuerza, y por ende, de-

ben tener derecho a que sus intereses vitales se respeten. Par-

te, como vemos, de la diversa potencialidad de las clases so-

ciales. El profesor de la universidad de Madrid, Adolfo Posada,

que tradujo al español El derecho viril y Ion pobres, en el prólo-

go de <pie es autor, llega a la misma conclusión, pero arrancan-

do de distinto punto de partida. Posada cree que aun cuando

los. .obreros no fueran una fuerza social capaz de imponer una

reforma legislativa, se debería pedir para ellos lo que Menger

pide y probablemente mucho más todavía.

Las razón es que Posada admite un interés ético, que tiene

un valor jurídico absoluto, aunque en sí mismo, por miseria fí-

sica del sujeto, el pobre, no tenga el poder y con el poder la

fuerza, que se impone y se hace respetar frente a las demasías

del egoísmo.

He sostenido invariablemente, en el parlamento y en la cá-

tedra, que de cualquier manera, ya reconozcamos el cambio de

potencialidad, como Menger
;
ya admitamos el interés ético de

que habla Posada, lo cierto es que debemos todos abogar por la

reforma de los códigos que se inspiraron en los preceptos ro-

manos y que ya no responden a las necesidades creadas por el

industrialismo moderno.

FÓRMULAS .JURÍDICAS REVOLUCIONARIAS

Y en esta lacha por la adaptación de la ley a los cambios en

6l orden económico, se llega a proclamar formulas jurídicas re-

volucionarias «pie surgiendo de la acción de los trabajadores,

cristalizan en un nueve» derecho las ventajas obtenidas por los

obreros en la lucha incesante.

Considerar el derecho sólo como un elemento de conserva-

ción y afianzamiento de situaciones adquiridas, a la manera de
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los juristas que tienen la superstición de la ley, porque creen

que el derecho es la ley escrita, me parece absurdo.

Podenios concretar jurídicamente el socialismo, valiéndonos

del propio derecho para destruir el derecho en ngor, sin con-

mociones intensas que perturben fundamentalmente la vida de

los pueblos.

Es claro (pie tal cosa no se desprende del pensamiento de

Marx, que no contempló el problema desde el punto de vista del

derecho, sino esclusivamente en su aspecto económico, lo qué

no ha impedido que los que en Marx quieren encontrarlo to

do, hayan descubierto «un contenido jurídico» en la obra del

maestro.

Esto me recuerda las reflexiones de Descartes en su famoso

Discurso sobre el método, donde protesta contra los discípulos in-

térpretes. « Aprovecho esta ocasión, dice el filósofo, para rogar a

nuestros descendientes que no crean nunca que proceden de mi

sino las ideas que yo mismo haya divulgado. » Y agrega : « Los

pie se aferran a una doctrina ajena, no contentos con saber todo

lo que el autor explica inteligiblemente, quieren además encon-

trar en él la solución de problemas de los cuales no habla y en

los cuales acaso no pensó nunca » (1).

Marx no tuvo esta saludable precaución y de ahí la plaga de

sus intérpretes.

La predicción de Marx, respecto de la catástrofe ineludible,

ala que me referí en otra conferencia, tenía una base asaz de-

leznable y cayó al primer embate. De nada sirvieron las « exé-

gesis caritativas » de los discípulos fieles (2).

(1) Descartes, Discurso sobre, el método y meditaciones metafísicas. Traduc-

ción <le M. E. Morente.

(2) Bernstein hace notar en El socialismo teórico y la democracia social prác-

tica, que el criterio predominante en la democracia social respecto a qne la con-

centración de las fortunas es paralela a la concentración «le las empresas

industriales, no se ajusta a los hechos. Lo que se opone a esa concentración

es la división del capital en acciones, las sociedades anónimas. Para él la con-
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Marx se representa el movimiento moderno de emancipación,

según se lia expresado, bajo nna transposición hegeliana del

cristianismo. Así como el Dios cristiano bajó hasta lo más hon-

do, y sufrió infinitamente para salvar a la humanidad, siendo

ese descenso la condición del engrandecimiento del hombre,

así, en la dialéctica de Marx, el proletariado, vale decir el sal-

vador moderno, será sumido en lo más profundo para engran-

decerse, enalteciendo a toda la humanidad.

Imposible. La redención ha de producirse, no por el renun-

ciamiento, como en la leyenda cristiana, sino por la elevación

de las condiciones de vida, por la intensificación del espíritu

revolucionario, que no nace de la miseria y la abyección, donde

despierta el instinto, sino de la satisfacción de necesidades

materiales y espirituales que determina la reflexión serena y la

tuerza.

Ese es el camino de la verdadera revolución que puede a ve-

ces recorrerse sin mancharlo de sangre.

Romper la legalidad en vigor es, en síntesis, la obra revolu-

cionaria y para ello puede ser eficaz el mismo derecho que pro-

porciona elementos de transformación de apreciable valor.

Antonio Menger, «el abogado de los pobres », encaróla cues-

tión social desde el punto de vista jurídico, después de sostener

que era inevitable una nueva forma de toda la vida económica,

sobre la base de la destrucción de la propiedad privada de los

medios de producción.

En su libro FA derecho «I producto íntegro del trabajo', traduci-

do al castellano por Adolfo Posada, y que su autor considera el

sentración de los capitales sólo es aparento en las sociedades anón

i|ii<- dentro <l<- ellas los capitales te dispertan.

N<> 1i;i\ proletarización < 1
<

- los pequeños burgueses.

Lm capas medias modifican su carácter pero no desaparecen

oeial.

Entonces, el cataclismo que anunciaba el manifiesto del congres

de 1848 resulta imposible.

ANAL. VM . HK DKB. — T. XX
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fragmento de una obra mas amplia en la cual « intentará expo-

ner el socialismo como sistema de derecho», explica Menger có-

1110 puede cambial- la organización jurídica actual en interés de

las clases oprimidas.

DERECHOS ECONÓMICOS FUNDAMENTALES

La crítica de nuestra organización económica se concreta en

ciertos postulados de filosofía del dereclio que entrañan la mo-

dificación de nuestro derecho patrimonial. Dice Menger, que

desde el punto de vista económico, el ideal del derecho patri-

monial se alcanzaría, si la organización jurídica consignara que

cada obrero obtuviese el producto íntegro de su trabajo, supri-

miendo así el rendimiento que las personas beneficiadas por la

organización jurídica reciben de la sociedad, sin esfuerzo per-

sonal (1) y obtuviera que cada necesidad fuese plenamente sa-

tisfecha hasta donde lo permitieran los medios existentes (2).

Tales serían los derechos económicos fundamentales que se-

ñalarían los límites dentro de los cuales se desenvuelve todo

sistema socialista. Se trataría de una nueva declaración de los

(1) Menger. en El estado socialista, capítulo VI (Los medios de producción),

expresa que la propiedad privada de los medios de producción constituye aque-

lla parte de nuestro sistema jurídico que permite a un grupo de personas dis-

frutar de una renta sin trabajo y del dominio económico sobre sus propios con-

ciudadanos. Enumera en seguida esos medios, que son bienes que por su función

normal producen bienes nuevos : a) Los terrenos que sirven para la producción

de nuevos bienes (campos, bosques, minas, ríos y corrientes de agua) : />) Fá-

bricas y otros laboratorios industriales : c) Los medios de tráfico en el sentido

amplio de la palabra, es decir, no sólo ferrocarriles, barcos, carretas, ríos na-

vegables, sino también almacenes y otros establecimientos que sirvan para la

adecuada distribución de los distintos bienes : d) Las primeras materias nece-

sarias para la producción.

(2) Completaría estos derechos económicos fundamentales, el derecho al Tra-

bajo, que no es para Menger sino una modificación particular del derecbo a la

existencia y que ha alcanzado gran importancia histórica como forma de tran-

sición hacia una oi'ganización jurídica socialista. (A. Mkngkií, El derecho del

producto integro del trabajo, pág. 18, ed. castellana.)
.
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derechos <lel hombre. La del 89, obra de los constituyentes de

la revolución, se refería a los derechos políticos (1), concreta-

ba las aspiraciones de la época en fórmulas jurídicas que el

idealismo activo de Francia difundiría por Europa e Hispano-

América.

Jaurés, refutando a Taine (2), para quien la obra de la Asam-

blea constituyente no es sino una colección de fórmulas abstrae

tas, un fárrago metafísico, afirma que la declaración es un docu-

mento realista y experimental, el credo de un nuevo régimen

que se encamina hacia un ideal social.

Pero de cualquier manera, esa declaración debe ampliarse y

a eso tienden los esfuerzos de los juristas del socialismo.

El socialismo está en la revolución francesa, pero sin con-

densarse. Los obreros que al principio lucharon sólo contra el

privilegio real, el 10 de agosto combatieron contra la realeza y

ili Jellinek, en su libro La declaración de los derechos del hombre y del ciu-

dadano, edición española ( 1908). página 1B9, sostiene que la idea de consagrar

legislativamente esos derechos naturales, inalienables e inviolables no es de

origen político sino religioso y que lo que hasta aquí se lia recibido como obra

de la revolución, es en realidad fruto de la reforma y de sus luchas. Para él.

su primer apóstol no es Lafayette sino Royer Williains, que llevado de su en-

tusiasmo religioso emigró a las soledades para fundar un imperio sobre la base

de la libertad de creencias.

Jellinek, después <!<• afirmar que la declaración del *!» no procede del «con-

trato social», ({lie por su fondo y forma imita la de; los estados particulares

americanos, dice que la libertad religiosa es el elemento más antiguo de esta

declaración .

La afirmación de esa libertad como un derecho natural sugirió, por imitación,

la de los otros derechos. ftofttmy, en los Anuales de scicnees poUHquet llí)07l.

citados por Posada cu ,1 prólogo de la obra de Jellinek, dice ¡ - \'n examino si

Jellinek lia obedecido sin darse cuenta al deseo muy natural de hacer re-

montar a una fuente alemana la más brillante manifestación del espírl

tu latino del siglo \vm... La declaración de derechos, no proviene de Rou-

meau, ni de Locke, ni de los bilis de derecho americanos, ni de la deelura

eión de Independencia ».

F.s el resultado de una causa indivisible : el gran movimiento de los espiri-

tas del sinlo XVIII.

i mn . La revohUion, I. libro II. capítulo I. VatmmMie tonttUutmte ét
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contra la burguesía moderada qué le acompañaba. Eaciendo

Harnear la bandera roja, antes bandera de la ley marcial y des-

pués enseña de libertad, atacaron las Tullerías y organizaron

la comuna .revolucionaria, nuevo poder que quedó triunfante y

dictó leyes. Sus delegados dijeron a los legisladores que el pue-

blo de nuevo les investía con su confianza, pero que debían

convocar a la nación.

Y vino la convención que trajo la democracia, renovando la

sociedad.

Allí, Hartman sostuvo que en lo sucesivo los derechos del

hombre no podrían ni deberían reducirse a un prefacio inútil y

aparatoso de la constitución y afirmó que, después de haber

obtenido la igualdad política de derecho, debía conquistarse la

igualdad de hecho, pues sin ésta aquello era sólo una ilusión

cruel. Con Kobespierre, propuso la limitación de la propiedad

en lo que se basa toda la legislación tuitiva de los trabajado-

res. Billaud Varennes proclama el derecho a la vida, al trabajo

y a la propiedad, en virtud de una participación en la sucesión

nacional.

Eobespierre, en su nuevo proyecto de « Declaración », inscri-

be el derecho de todos a la existencia, al trabajo, a la instruc-

ción
; y limita el derecho de propiedad, que no debe perjudicar

ni la salud, ni la libertad, ni la existencia de nuestros seme-

jantes.

Me parece inútil refutar los pueriles argumentos de Paul

Janet, para quien Robespierre no era sincero al proponer tales

reformas, que esgrimía solamente como arma política contra los

girondinos, contrarios a toda limitación de la propiedad. Con

Robespierre, como se vé, ya no se trata de derechos políticos,

sino de los derechos económicos fundamentales a que hoy se

refiere Menger sistematizadamente.

Sin llegar a tanto, la constitución del 98 fué avanzada. Jau-

rés sostiene que habría sido en manos del pueblo, de los prole-



EL NUEVO DERECHO 245

torios, un instrumento eficaz de gradual enmanci pación social.

Tan es así que los comunistas revolucionarios, en el progra-

ma babefista, sostuvieron su restablecimiento, viendo acaso

en ella el origen del nuevo derecho que hoy proclama el so-

cialismo.

Pero la declaración del 89, obra de los constituyentes, sólo

se refiere a los derechos políticos (1), y el socialismo no se satis-

face con la fórmula pobre de la « igualdad ante la ley ».

Los derechos económicos sólo aparecen tímidamente en la

Constitución del 91 y después en la del 9.'>, cuyo artículo 21

dice : « La sociedad debe subsistencia a todos lo ciudadanos

desgraciados, sea procurándoles trabajo, sea asegurándoles los

medios de subsistencia a aquellos que no pueden trabajar. »

UN PARÉNTESIS

Permítanme ustedes expresar, haciendo un paréntesis, que

tales ideas repercutieron en nuestro país. El reglamento provi-

sorio de 1817 establecía que el Estado tiene «la obligación de

aliviar la miseria y la desgracia de los ciudadanos». En 190(5,

yo tuve el honor de decir en el parlamento argentino, que « sien-

do el más respetable de todos los derechos, el derecho a la vida,

•
I
"lien no puede trabajar tiene una acción contra el Estado ».

Diez años después, un estadista uruguayo, el doctor Brum, lla-

mado a continuar la obra de Batlle y Ordoñez, el gran reforma-

dor americano, sostuvo que « el listado debe alojamiento y abri-

(li La declaración ele los derechos agitó los espíritus también en nuestra Amé-

rica, y la idea revolucionaria penetró en las conciencias del nuevo mundo.

El general Mine nos cuenta l¡rs torturas «pie sufrió el colombiano Amonio

Marino, por haber traducido y hecho Imprimir secretamente la Declinación de

los derechos del hombre en Nueva Granada, el año 17!M. cuando precisamente

••11 el otro extremo <lel mundo, como para demostrar la influencia universal <1«-

Prenda, Scheling era perseguido por los directores de la Universidad, por su

traducción alemana de la Marsellesa, que circulaba clandestinamente.
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go a todo el que carezca de medios para proporcionárselo », y

consiguió una ley para los que « arriesgan en días de frío sin

abrigo y sin techo, un valor humano, una vida que puede ser

útil, un pensamiento que puede ser fecundo».

Bruñí hizo dar fuerza de ley a una declaración vaga que fluc-

tuaba en las nebulosidades del sentimiento y consagro así un

derecho económico fundamental.

La suma destinada por la ley que concede suministro de ali-

mentos a los habitantes de la República Oriental del Uruguay

que se hallan sin trabajo y sin medios de subsistencia, acaba de

ampliarse por ley sancionada el 13 de junio de 1019, como cons-

ta en el Boletín del ministerio de Relaciones exteriores dé

septiembre de 1919 que acabo de recibir de Montevideo. Es

interesante hacer notar que la nueva Constitución alemana

sancionada por la asamblea de Weimar el 11 de agosto de 1919

declaró que a todo alemán debe ofrecérsele la posibilidad de

ganarse la vida con el trabajo productivo y que, si eso no es po-

sible, debe velarse por su sostenimiento.

No otra cosa sancionaba el artículo 21 de la constitución del

93 a que me he referido.

Y cierro, señores, el paréntesis, para continuar mi exposición.

TRABAJO DE PENETRACIÓN EN EL ACTUAL SISTEMA JURÍDICO

HACIA EL DERECHO SOCIALISTA

Fourrier, frente a los derechos políticos proclamados por la

revolución, habla de los pueblos oprimidos y aboga por los de-

rechos económicos fundamentales.

Pero corresponde al jurista-sociólogo de Viena el honor de

haber sistematizado jurídicamente el socialismo, proclamando

la nueva declaración de los derechos económicos, en su libro

El derecho al producto íntegro del trabajo, cuya primera edición

es de septiembre de 1886, y en su discurso sobre « La función
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social de la ciencia del derecho », pronunciado en 1805, como

rector de la Universidad.

En ambos trabajos, Menger expone el sistema del derecho so-

cialista.

El mismo Menger comparte con Jaurés el honor de haber

realizado un trabajo de penetración en el actual sistema jurí-

dico, orientándole en el sentido del derecho socialista. Jaurés

en sus Estudios sociales^ de los cuales me ocuparé en otra con-

ferencia, y Menger en El Derecho civil y los pobres, estudio

crítico del proyecto de Código civil para el imperio alemán,

publicado, parte, en 1879 y en su conjunto en 1890 y donde el

autor demuestra cómo los intereses del proletariado se encuen-

tran sin garantías en el proyecto, partiendo, no de la base del

derecho socialista, sistematizado en El derecho al producto

íntegro del trabajo, sino de los principios fundamentales del

actual derecho privado.

.loseph Hittier, profesor de la Facultad de derecho déla uni-

versidad de Grenoble, en un interesante trabajo sobre el socia-

lismo jurídico, publicado por la Reme d'' Economie politique.

después de expresar que si los socialistas se hacen juristas es

pora procurar destruir el derecho existente, resumiéndose su

método en esta fórmula: «el empleo del derecho contra el dere-

cho », afirma que el trabajo consistirá: primero, en concretar

en fórmulas jurídicas los problemas que no se solían mostrar

sino en su aspecto económico ; segundo, en deformar constante-

mente las teorías jurídicas actuales, orientándolas en un senti-

do socialista, de manera que puedan nacer y desenvolverse los

gérmenes de colectivismo en el derecho burgués; táctica ésta

de penetración y de filtración (pie elabora un derecho nuevo.

Respecto al primer punto, aparte de lo ya expresado sobre la

obra de Antonio Menger, es interesante citar a Enmanuele Le-

vy. autor de Uaffirmation dm droit colU-rüf { 1903), donde da la

formula jurídica de la lucha de clases, trabajo serio por más de
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un concepto pero que «le ninguna manera autoriza la afiniaoion

exagerada de Mater, cuando dice que la fórmula de Levy úe

lia sido superada por toda la producción de Menger.

Levy presenta el conflicto económico desde el punto de vista

jurídico, pretendiendo substituir con una solución reflexiva y

tranquila la concepción catastrófica de algunos economistas.

Sostiene que, en la sociedad moderna, la forma que presenta el

capitalismo es cada vez más la del derecho de crédito; que el

capital, involucrando la noción de derecho real, pertenece al

pasado. Hoy toma frecuentemente la forma de una cuota parte

en una sociedad, ya se trate de tenedores de obligaciones que

tienen derecho a un interés o de accionistas que tienen derecho

a un dividendo. Existe un derecho de crédito colectivo, y en-

frente de él está el crédito colectivo del trabajo que nace con

la conquista de la libertad sindical.

Los obreros tratan colectivamente con el capital y así opo-

nen su crédito, el del trabajo, al crédito del capital, que al fin

será absorbido por aquél. De esta manera el convenio colectivo

coopera a la formación del nuevo derecho.

llespecto al segundo punto, el método consiste en rastrear el

germen socialista dentro del derecho burgués, descubriéndolo

y desenvolviéndolo.

He aquí la labor a realizar en los códigos civiles, especial-

mente en el nuestro, cristalizado en fórmulas arcaicas. Me ocu-

paré en otras conferencias de esta labor destructiva del derecho

viejo, citando frecuentemente a Jaurés, cuya obra a este respec-

to es admirable. Para Jaurés, en la ley burguesa la forma de la

propiedad individual está a merced del poder social, lo que

constituye un hecho jurídico de grandes consecuencias. La no-

ción de «utilidad pública » del código burgués, para limitar el

derecho absoluto de la propiedad individual, va transformándose

y ampliándose a medida que se transforma la sociedad.

¿No tendremos, ahora, derecho a decir, pregunta el gran tri-
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buno, que la utilidad pública exige la expropiación general de

la clase capitalista en provecho de la comunidad organizada ?

Y bien, agrega : « invocando el artículo del código burgués

es como los legisladores de la revolución social podrán realizar

el paso de la legalidad burguesa a la legalidad comunista ».

De la misma manera, cuando se trata del derecho de sucesión,

Jaurés rastrea en la ley burguesa el germen del socialismo y

afirma, basándose en el código y anipliándolo, el derecho de todo

hijo del hombre sobre el conjunto de los medios de trabajo y de

vida deque la comunidad nacional puede disponer.

La obra de penetración se realiza. Cada vez las dificultades

son menos serias. La fuerza que adquieren gradualmente los

trabajadores enfrente de los capitalistas, en los sindicatos, en

las cooperativas y en los partidos políticos, facilita la desctruc-

ciou del derecho existente y la aparición del nuevo derecho. Es

esta la moderna fase de la lucha por el derecho que nace de la

buha de clases. Antes fué entre plebeyos y patricios, y así sur-

gió la ley de las doce tablas. La revolución francesa proclamó

la declaración de los derechos políticos. La nueva revolución

dará a la humanidad la declaración délos derechos económicos.

Hasta el próximo sábado.

Kl romanismo del Codificador. Los discípulos de VeTe*. — El código del

propietario. — El jurista y el hombre de Estado. — Jaurés v la propiedad

colectiva. — C ¡iliación de contrarios. — Propiedad individual limita-

da. — Servidumbres. — Las sucesiones y H derecho familiar. —Donacio-

nes inoficiosas. — El nuevo derecho y la justicia social.

Señores

:

Creo haber probado en mi anterior conferencia que el código

civil, inspirado en una filosofía jurídica individualista y en un
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liberalismo económico que fué revolucionario con Adán Smith,

no responde ya a las direcciones señaladas por el industrialis-

mo moderno, (pie avanza transformándolo todo. Siguiendo los

preceptos del código de' Napoleón. « código del propietario»,

desteñida los intereses de los pobres en beneficio de los que

poseen. La acción ejecutiva otorgada a los locadores de cosas

como garantía del cumplimiento del contrato, no armoniza con

las dilaciones de todo orden que la misma ley sanciona, cuan

do se trata de los locadores de servicio. Véanse los artículos

1558, 157cS, 1827 y 3883, que dementé desde esta cátedra el

sábado pasado.

Por otra parte, el contrato de trabajo no está legislado en

nuestro código
;
pasan casi inadvertidas para él las relaciones

entre patrones y obreros, que son el eje alrededor del cual giran

todos los grandes conflictos humanos. Y cuando se aplican los

preceptos sobre obligaciones, se aplasta fatalmente al débil por-

que el código proclama el principio de la autonomía de la volun-

tad y de la libertad individual, en presencia del régimen capita

lista industrial que impone la sujeción del obrero, dueño sólo

de su fuerza de trabajo, frente al capitalista que detenta los

medios de producción.

Pueril sería no comprender, sin embargo, que los trabajado-

res organizados son la gran fuerza transformadora que viene

elaborando una nueva forma de sociedad. La relaciones huma-

nas cambian sin cesar ; de ahí el absurdo de los que pretenden

encerrarlas en el precepto legal inmutable. Si las relaciones se

transforman constantemente, es claro que habrá a menudo falta

de concordancia entre esas relaciones, que son la realidad de la

vida y la ley, que es una cristalización. Xo conviene que las

leyes queden demasiado atrás en esta marcha rápida de todas

las cosas. Hay que ir adaptándolas a la vida, para que no resul-

ten incrustaciones perturbadoras, o un « peso inútil en la tierra »,

para usar la frase, reminiscencia de Homero, según Avellaneda,
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que empleaba el mismo Vélez, en un gran discurso, sin referir-

se, por cierto, a su código.

Los trabajadores organizados, en su marcha incesante, a veces

ruda y dolorosa, son los grandes propulsores de la democracia

— y lo repito, — van creando con su esfuerzo una nueva forma

de sociedad.

De nada servirán los valladares que pretendan detener la

fuerza incontenible de la democracia obrera, pues ella responde

a las realidades del movimiento histórico.

El viejo individualismo cede ante la socialidad que proclama

la vida moderna, y que consagran, franca y abiertamente las

leyes del trabajo.

Se habla con frecuencia de la propiedad individual y en nom-

bre de su mantenimiento en forma absoluta, vale decir, en nom-

bre del pasado, profesores eminentes de esta casa, han atacado

al movimiento obrero.

EL ROMANIKMO DEL CODIFICADOR

Vale la pena, pues, ocuparse en esta conferencia del concepto

de propiedad dentro del Código civil argentino, y por lo tanto

de las opiniones de su autor.

Vélez Sarfiehl, como todos los juristas de su época, bebía en

la fuente del derecho romano y creía que el derecho era la ley.

Nuestro gran Avellaneda, en su trabajo E I pavor de Don Juan

Sala*, que aparece en sus Escritos y discursos, tomo I. página

L\">í», se refiere a nuestro codificador y confirma lo que acabo de

expresar. Cuando Alberdi publicó su Fragmento preliminar al

estudio del derecho, el viejo foro exclamó: «¡Derecho!... pues,

si no hay aquí ninguna ley, ni un texto, ni un comentario !...»

Y cuaiido el futuro autor de las Haxes visitó en su gabinete

al sabio Vélez, éste conduciéndole frente a unos enormes info-

lios revestidos de un amarillento pergamino, le dijo moviendo y
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removiendo uno de ellos : « Alberdi, éste es Oujaeio, se I<» maes-

tro, para que no se sepa que usted lo eita sin conocerlo, siquie-

ra por bu tamaño».

Para el jurista Vélez, el derecho estaba todo en la ley romana,

y por eso cuando se le habló un día en la universidad, de la

libre navegación de los ríos, pretendió demostrar que la doctri-

na estaba incluida en el texto de la&Institutos, sobre la división

de las cosas: Aqna prqfiuens.

Hoy, sus discípulos, que admiten la autoridad indiscutida

del maestro, encuentran también, en las prescripciones de nues-

tro código civil, inspirado en la ley romana, el moderno concep-

to del riesgo profesional.

LOS DISCÍPULOS DE VÉLEZ

Este hecho me trae a la memoria una anécdota interesante,

por la enseñanza que encierra y que acabo de leer en FIoh

Sophorum, fragmento del Glosario de Xenius, Eugenio d'Ors,

filósofo y artista catalán. El día del jubileo de lord Kelvin.

llamado Williams Thompson — el creador de la telegrafía trans-

atlántica, — sus discípulos y amigos le agasajaban en Glas-

gow. Alguien le habló de antiguas teorías que el sabio anciano

había sostenido antes y que sus discípulos seguían con cariño.

Esas teorías, contestó el sabio, ya no las admito, he renuncia-

do a ellas y expresó ideas modernas, tan atrevidamente, que

algunos de sus discípulos quedaron escandalizados.

Henry Poincaré, que estaba presente dijo después, que hubo

como una consternación. Sus discípulos no podían seguirle en

la evolución; eran menos jóvenes que él.

Los discípulos de Vélez y los de lord Kelvin, son iguales :

creyeron en la autoridad indiscutida del maestro y en la inmu-

tabilidad de su criterio, y ya sabemos las funestas consecuen-

cias que tales actitudes han tenido en la humanidad.
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Me parece haberlo probado en mi primera conferencia.

Esos discípulos son un óbice al progreso de las ideas. A

veces desvirtúan al propio maestro.

Marx, señores, frente al marxismo de Lafargue, no querría'

ser marxista.

Vélez no evolucionaba como Lord Kelvin, y por eso el roma-

nismo aparece en el precepto absoluto del código — algunas

veces teórico, — con una pretensión de inmutabilidad que des-

afía a los siglos y que produce admiración en los discípulos de

espíritu anquilosado.

EL CÓDIGO DEL PROPIETARIO

Dije antes de ahora que el código de Napoleón, había sido

llamado, código del propietario. Repitiendo el concepto, el

ilustrado profesor Martínez Paz afirma que el nuestro es como

todos los de su época, un código «de la propiedad », considera-

da ésta como un derecho absoluto para hacer posible la plena

libertad del propietario, lo que ha condenado abiertamente la

doctrina moderna, sosteniendo Duguit, en Les tranxformatiom

du droit civil, que el poseedor de una cosa cuyo derecho está

asegurado, por el régimen social cuque vive, tiene una misión de

orden colectivo que cumplir, la de emplear la riqueza para man-

tener y acrecentar la interdependencia social.

Martínez Paz afirma categóricamente que el concepto déla

propiedad romana o derecho absoluto y exclusivo, plénan in re

potestatem, ha pasado integramente a la legislación argentina,

donde el legislador, al hablar de la tradición traslativa del domi-

nio, sostiene que la propiedad es por su esencia un derecho abso-

luto.

.Miiina también Martínez Paz. «pie nuestro código, al fijar el

alcance del derecho de propiedad, sobrepasa a la legislación

romana, por» pie acuerda al propietario el derecho de (lesna t nra-
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lizar o destruir su propiedad, mientras que aquélla no acordaba

al dueño otro derecho que el de usar la cosa o de abusar, en el

sentido de consumirla cuando se trataba «le objetos destinados

al consumo.

Pero el profesor de la universidad de Córdoba recuerda en

seguida la nota del artículo 2542 del Código civil, y en presen-

cia de ella, que parece destruir su argumentación, sostiene que

las palabras del codificador no alteran el concepto de la propie-

dad exclusiva absoluta, pues no son si no « inconscientes remi-

niscencias de las doctrinas utilitarias de Bentlian », y pretende

demostrar su aserto, diciendo que el título relativo a restriccio-

nes y límites del dominio no es más que una menuda reglamen-

tación del famoso principio individualista de la coexistencia.

Veamos lo que dice la nota del codificador

:

« Decimos que el derecho de propiedad es exclusivo. El pro-

pietario puede impedir a cualquiera disponer de la cosa que le

pertenece, pero la manifestación de este poder puede ser modi-

ficada de diferente manera. Es posible desmembrar ciertas mani-

festaciones y erigirlas en derechos separados, los cuales, llama-

dos jure in re, nos dan el poder de disponer de una manera más

o menos extensa de la cosa de otro, como cuando tenemos el

uso o el usufructo de la cosa ajena. Pero estas desmembracio-

nes no hacen partícipe, al que las obtiene, de la propiedad de la

cosa, ni el propietario es privado por ellas de disponer de su

propiedad.

»

« Cuando establecemos que el dominio es exclusivo, es con la

reserva de que no existe con este carácter, sino en los límites y

bajo las condiciones determinadas por la ley, por una conside-

ración esencial a la sociedad : el predominio, para el mayor

bien de todos y de cada uno, del interés general y colectivo

sobre el interés individual. »
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EL .TURISTA Y EL HOMBRE DE ESTADO

Disiento con el doctor Martínez Paz.

Estas palabras de Vélez no son « reminiscencias inconscien-

tes » de determinada doctrina. Para mí son la revelación elo-

cuente del conflicto producido en la inteligencia del codificador.

El jurista adhería fielmente al precepto romano, y mantenía el

principio de la propiedad individual exclusiva y absoluta, hasta

el extremo de que, al definir el dominio en el artículo 2540, no

se refiere a « las condiciones determinadas por la ley », de que

habla la nota y el artículo 537 del código francés. Parece que

hubiera querido que al proclamar el principio no apareciera ni

la posibilidad de limitaciones o restricciones.

No se concebía, ni por su origen universitario, ni por su

desarrollo intelectual, en Vélez, un acto de rebelión contra la

ley arcaica que inspiraba todos los códigos de la época.

Pero el estadista, el hombre público, que veía las transfor-

maciones producidas en los pueblos por la acción de las fuerzas

históricas — para quien el concepto de « interés general y colec-

tivo» no podía pasar inadvertido porque era la causa determi-

nante de intensas conmociones en Europa, — sintió la necesidad

de expresar sus escrúpulos, fuera del texto de la ley, en la nota

mencionada, acaso pensando esta vez en el derrumbe del viejo

derecho, sobre cuyas ruinas se edificaría el que tiene su funda-

mento en el interés colectivo.

La evolución se produce aceleradamente hoy, aun dentro de

los códigos burgueses. El código suizo, en uno de sus artículos,

dispone que la Confederación, los cantones y las comunas, pue-

den imponer en interés público, restricciones a la propiedad

inmueble, particularmente en lo que se refiere a la policía sani-

taria, la vigilancia de las construcciones, del fuego, del incen-

dio «le los bosques, de los caminos de silga, los límites y las se-
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nales trigonométricas, las mejoras del suelo, las divisiones de

la tierra, las reuniones parcelarias de propiedades rurales y «le

terrenos para edificar, las medidas necesarias para la conserva

ción de las antigüedades y curiosidades naturales o la protec-

ción de los lugares y las fuentes de aguas naturales.

Ya nos ocuparemos de las leyes administrativas (pie tanto

lian influido para modificar el viejo concepto de la propiedad

absoluta y exclusiva.

Las fuerzas nuevas vienen con empuje irresistible a destruir

ese concepto, y en presencia de ellas, no olvidemos que toda

forma de propiedad es precaria. La propiedad feudal fué abati-

da porque no respondía ya a las exigencias del modo de produ-

cir ; será también abatida la forma actual, para dar paso a otra

que encarne mejor el interés colectivo.

Lo anuncia claramente la nueva Constitución alemana surgi-

da de la Eevolución, donde se declara que « la propiedad obli-

ga » ;
que «su uso tiene que ser al mismo tiempo servicio del bien

común»; que «el trabajo y la utilización del suelo es una

obligación del propietario, con relación a la comunidad »
;
que

«la valorización del suelo que no es determinada por el tra-

bajo o el capital debe ser puesta a disposición de la comuni-

dad »
; y, por último, que « las expropiaciones en beneficio de

aquélla puenden efectuarse sin indemnización, cuando así lo

disponga la ley. » Declaraciones, todas estas, que surgen sobre

la ruina del Imperio, a impulso de la gran revolución rusa que

proclamó laKepública federal socialista de los soviets, por cuya

constitución se lia abolido la propiedad privada de la tierra y st-

ha sancionado el contralor de los trabajadores en la producción.

JAURÉS Y LA PROPIEDAD COLECTIVA

Jaurés, tribuno, filósofo y jurista, en su libro Estudios socia-

les, sostiene que la propiedad colectiva tiene gérmenes en el
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propio código burgués, no obstante haber consagrado éste el

principio romano de la propiedad individual, y que hay inte-

rés en mostrar que aun en el código civil, donde el derecho indi-

vidual sólo está limitado en provecho de los individuos, aun fuera

de la legislación social que la clase obrera ha impuesto poco a

poco, la propiedad individual tiene facultades casi ilimitadas

de descomposición, prestándose a toda clase de desmembra-

ciones.

He de ocuparme de este asunto, interesante por más de un

concepto. Pero antes permítaseme una digresión. Deseo expre-

sar a ustedes mi opinión sobre Jaurés, desde el punto de vista

de la doctrina.

Jaurés es la figura más vigorosa de la democracia moderna.

Estuvo entre nosotros
;
yo tuve el honor de ser su amigo, y le

recordare siempre con honda simpatía, porque sostuvo que el

socialismo, donde quiera que esté organizado, debe obrar en el

sentido de las libertades individuales, sin sacrificar nunca la

personalidad, y que el socialismo y la patria son en realidad in-

separables. Sólo las hojas muertas se separan del árbol.

CONCILIACIÓN DE CONTRARIOS

Mace apenas unos días, asistí a una conferencia del talento-

so estudiante Adolfo Korn Villafafie, en el Centro de la Facul-

tad «le derecho y oí que el orador afirmaba accidentalmente,

citando la Riatoria de la filosofía de Uberweg Heinze, que Jan-

res había concillado el concepto materialista de la historia con

el idealismo, liso es exacto, y yo tengo interés en ampliar la

afirmación para que mis discípulos conozcan la alta personali-

dad del hombre que dio un nuevo impulso al socialismo moder-

no y ¡i quien frecuentemente citare cu mis conferencias.

Jaurés pone de relieve la elevada dignidad del espirito libre,

id través de la evolución Bemimecánioa de las formas económi*

ASAI.. YAC. H DKIi. T. W 1"
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• •as y sociales, y en su Historia .socialista expresa que su inter-

pretación será materialista con Marx y mística con Michelet.

En su conferencia sobre el idealismo en la historia, en polé-

mica con el ortodoxo Lafargüe, yerno de Marx, .lauros amplía

sus ideas a este respecto.

Para el materialismo económico, el hombre no saca de su

cerebro una idea formada de la justicia, sino que se limita

a reflejar las relaciones económicas de producción. Para el idea

lismo la humanidad lleva en sí misma una idea previa de la jus-

ticia. Guando la humanidad se mueve, no es por la forma mecá-

nica de los medios de producción, sino bajo la influencia obscura

o vagamente sentida de un idea de justicia.

Estos dos conceptos que parecen opuestos, que parecen ex-

cluirse, son en realidad dos aspectos de la misma verdad, y

para .Taurés, en la conciencia contemporánea van poco a poco

confundiéndose, concillándose, penetrándose el uno al otro,

(•orno se penetra en la vida orgánica del hombre la mecánica

cerebral y la espontaneidad consciente.

Y al hacer la conciliación de los contrarios, Jaurés dice (pie.

para Kant, el problema filosófico consiste en encontrar las sínte-

sis de las afirmaciones contradictorias que se presentan al espí-

ritu del hombre respecto de lo limitado e infinito del universo,

de la necesidad inflexible o de la libertad délas acciones huma-

nas. El esfuerzo de la filosofía kantiana está entero en la solución

de estas contradicciones. La verdad está en la contradicción,

dijo Hegel.

Jaurés ha sentido la influencia poderosa de Kant.

Locke, en su libro Ensayos sobre el entendimiento humano, toma

como fuente principal del conocer la experiencia : Kihil est in

intelectu qitod prius non fuerit in sensu. Kant, concordando con

Leibnitz, contesta que en la mente no antecede nada a la expe-

riencia, sino el «espíritu mismo».

Marx había afirmado que no hay en la vida intelectual y
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moral de la humanidad sino el reflejo de los fenómenos econó-

micos. V Jaurés contesta : estoy de acuerdo con Marx respecto

de que el desarrollo ulterior no será sino el reflejo de los fenó-

menos económicos en el cerebro
;
pero a condición de que haya

ya, en el cerebro, por la simpatía imaginativa y por la necesidad

de unidad, fuerzas fundamentales que intervendrán en la vida

económica.

Hay tal penetración del hombre y del medio económico para

Jaurés, que es imposible disociar la vida económica de la vida

moral. Así como no se puede separarla vida orgánica de la vida

consciente, no se puede tampoco separar, en la humanidad his-

tórica, la vida ideal de la vida económica. ]S'o hay que oponer,

pues, según Jaurés el concepto materialista al concepto idea-

lista de la historia. Se confunden ambos en un desarrrollo

único e indisoluble, porque si no se puede abstraer al hombre

de la relaciones económicas tampoco se pueden abstraer las rela-

ciones económicas del hombre, siendo, por lo tanto, la historia,

al propio tiempo que un fenómeno que se desarrolla según una

ley mecánica, una aspiración que se realiza según una ley ideal.

Jaurés es grande porque hace intervenir el principio de jus-

ticia en el materialismo económico, que de otra manera sería

trío y a veces brutal. Jaurés es grande porque aparece ante la

juventud, con su noble figura apostólica, señalando el camino

del ideal. Y yo me complazco en expresarlo así a mis discípulos,

desde mi cátedra, en este momento en que seguiré las huellas

«le] maestro, buscando en los eódigos individualistas el germen

de la propiedad colectiva.

De cuatro modos, señores, está limitada la propiedad indivi-

dual, según .Jaurés. Primero: por el código burgués que ha con-

sagrado formas restringidas e incompletas. Segundo : por el im

puesto. Tercero : por las leyes de expropiación por causa de

utilidad pública. Cuarto: por la legislación obrera, que et una

conquista del derecho colectivo.
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PROPIEDAD INDIVIDUAL LIMITADA

Veamos respecto del primer punto, cómo son aplicables en

nuestro código civil, las consideraciones que Jaurés bace res-

pecto al código francés.

El artículo 2540 de nuestro código dice : « El dominio es el

derecho real en virtud del cual una cosa se encuentra sometida

a la voluntad y a la acción de una persona. »

No obstante esta definición categórica, son numerosas la for-

mas de propiedad en que el individuo no tiene la libre disposi-

ción.

El artículo 2841 expresa que el usufructo es el derecho real

de usar y gozar de una cosa cuya propiedad pertenece a otro,

con tal que no se altere su substancia. Salva rerum .s>tbst<i>itia,

de la ley romana.

Hay en esto un desmembramiento de propiedad. Es claro (pie

la propiedad permanece individual, puestos que son individuos

los que detentan los fragmentos de propiedad descompuesta,

pero la verdad es que una parte de la riqueza del capital terri-

torial o mobiliario queda fuera del derecho pleno de la propie-

dad individual.

El artículo 2982 establece que el derecho de uso es un dere-

cho real que consiste en la facultad de servirse de la cosa de

otro, independiente de la poseción de heredad alguna, con el

cargo de conservar la substancia de ella; o de tomar sobre los

frutos de un fundo ajeno, lo que sea preciso para las necesida-

des del usuario y de su familia.

Si se refiere a una casa, y a la utilidad de morar en ella, se

llama derecho de habitación.

El codificador, en la nota de este artículo, agrega que el uso

es un derecho real en la cosa que está sometida, derecho que

lo asocia en el dominio de esa cosa, pues que no queda íntegro en
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poder del dueño. Hay, dice, una desmembración de la propiedad,

desde que el usuario puede percibir la totalidad o una parte de

los productos de un fundo. El derecho de uso establecido por

las leyes romanas era más limitado que el que hoy se encuentra

establecido en los códigos modernos.

.lauros, ocupándose de los artículos <>2<S, (¡29 y 035 del códi-

go francés, habla de este desmembramiento de propiedad y se

expresa así en este libro que ya he citado, página 63 : « ¿ Qué se

lia hecho, pues, en estas combinaciones, el derecho individual

de propiedad ? De la cosa sobre la cual se ejerce un derecho de

uso, del inmueble sobre el cual se ejerce un derecho de habita-

ción, nadie puede disponer plenamente: ni el usador, ni el pro-

pietario. ¡Cuantas relaciones complicadas y movibles! Este

derecho de uso y de habitación aumenta con la familia del que

ha recibido el título. Y puede suceder que no siendo este dere-

cho de uso o de habitación más que parcial, deje coexistir, para

un mismo inmueble, el derecho de uso que restringe la propie-

dad y el derecho pleno de propiedad.
¡
Qué combinaciones, qué

encadenamiento de derechos y qué dispersión del derecho de peo-

piedad!».

SERVlDUMliRES

Pero sigamos. El artículo 3004 del código argentino se ocu-

pa de la servidumbre y la define como el derecho real perpetuo

o temporario sobre un inmueble ajeno, en virtud del cual se

puede usar de él o ejerceraciertos derechos de disposición, o bien

impedir que el propietario ejerza algunos de sus derechos de

propiedad.

Kl codificador nos expresa, en la nota del artículo, que la pa-

labra servidumbre dice ya la naturaleza de esta carga o de este

derecho. Indica, son sus palabras, « una restricción de la liber-

tad » : aplicada a las cosas corporales significa que la propiedad

d<- estad cosas está sujeta a ciertas restricciones qne tienen por
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electo disminuir la libertad ilimitada, que es de la « naturaleza

de la propiedad». Toda desmembración del derecho de propie-

dad constituye una servidumbre. Para que haya una servidum-

bre es preciso por lo tanto que el ejercicio del derecho de pro-

piedad haya sido restringido por la desmembración de ciertos

elementos contenidos en la idea originaria de este derecho.

Se trata, pues, aquí, como en los anteriores derechos reales.

de un desmembramiento de la propiedad.
;, Dónde está el dew

cho absoluto y exclusivo y dónde la libertad ilimitada que es

« de la naturaleza de la propiedad » ? Parece que hubiera sido

menester proclamar el « principio », aun en la seguridad de que

los hechos, la realidad, exigieran después su mutilación.

El artículo 3142 dice que la hipoteca es el derecho real cons-

tituido en seguridad de un crédito en dinero, sobre los bienes

inmuebles que continúan en poder del deudor.

Se trata de una deuda que se incorpora a una propiedad

identificándose con ella, que la sigue y pesa sobre ella, cual-

quiera que sea el individuo que la adquiera. Se trata aquí tam-

bién de un desmembramiento de la propiedad.

Jaurés, estudiando todas estas mutilaciones del dominio, se

apresura a declarar que él no pretende que el derecho socialista

salga, por interpretación y evolución de los textos, del derecho

burgués. Las grandes transformaciones sociales no se hacen

con habilidades de procedimientos, y por eso el código socia-

lista no será la expansión imprevista de algunos gérmenes

ocultos en el código civil. Es la acción del proletariado ejer-

citándose con una'fuerza creciente sobre el conjunto de la vida

social la que suscitará relaciones nuevas de propiedad.

Lo que quiere probar Jaurés, es que, a pesar de la proclama-

ción teórica del principio de absolutismo de la propiedad indi-

vidual en todos los códigos, la sociedad burguesa no ha podido

asegurar su funcionamiento sin desmembrarla, sin restringirla,

sin limitarla, facilitando así la aparición de un derecho nuevo.
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LA SUCESIONES Y EL DERECHO FAMILIAR

El código argentino, en la parte relativa a sucesiones, está

también en pugna con la declaración absoluta que consagra el

articulo 2540.

El artículo oóTí) dice, respecto de las sucesiones intestadas,

que ellas corresponden a los descendientes legítimos y natura-

les del difunto, a sus ascendientes legítimos y naturales, al cón-

yuge sobreviviente y a los parientes dentro del sexto grado

inclusive, en el orden y según las reglas establecidas en el có-

digo. No habiendo sucesores legítimos, los bienes corresponden

al Estado general o provincial.

Esto significa claramente que los individuos no disponen con

libertad de sus bienes, desde el momento que el Estado inter-

viene para repartir la propiedad individual « en el orden y se-

gún las reglas establecidas en el código ».

Y la ley — obsérvese bien — asegura a todos los hijos una

parte igual en la herencia. Con este motivo voy a leerles a uste-

des lo que escribe'Jaurés en la página 1.S1 de laojmi ya citada;

«Cuantas veces nos dicen a los socialistas : ¿ Queréis, pues.

con vuestro sistema «le igualdad, tratar lo mismo a los perezo-

sos que a los laboriosos í Vuestro socialismo no es más que un

premio a la pereza ! » « Esto es absurdo, pues llamando a todos

los ciudadanos, a todos los trabajadores. ;i la propiedad colec-

t¡\;i de los instrumentos de trabajo, libertamos a los trabajado-

res del diezmo de los parásitos, del tributo obtenido por la

pereza del accionista sobre la labor del propietario. La ley bur-

gnesa délas sucesiones, la ley instituida por la burguesía revo-

lucionaría, es la (pie podría ser acusada de favorecer la pereza,

puesto (pie asegura a todos los hijos, aun a los más indolentes y

;i los que abusen de SU parte de la herencia paterna para vivir

una vida ociosa, una igual porción irreductible de esta heren:
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c¡;i. No deja al padre, al que lia creado la propiedad, al que ha

experimentado todos los días el carácter y las facultades de los

hijos, el derecho de tratar de modo diferente al que hará de la

herencia un instrumento de trabajo y al que hará un instru-

mento de pereza, iío se lo permite más que de un modo insig-

nificante. »

En realidad no se trata de un derecho individual sino familiar,

de una propiedad familiar constituida por la voluntad del estado.

No solamente el individuo está ligado a sus hijos vivos, sino

que los descendientes de los hijos muertos son llamados a la

herencia en virtud del derecho de representación, legislado en

el artículo oüS'ó del código civil argentino, que dice así : « La

representación es el derecho por el cual los hijos de un grado

ulterior son colocados en el grado que ocupaba su padre o ma-

dre en la familia del difunto, a fin de suceder juntos en su lugar

a la misma parte de la herencia, a la cual, el padre ola madre

habrían sucedido.

»

El codificador, en la nota del expresado artículo, manifiesta

que la representación ha sido imaginada a fin de reparar, en el

interés de los hijos, el mal que les ha causado la muerte prema-

tura de sus padres. Pero es que, como lo observa Jaurés, los biz-

nietos heredan el derecho, aun cuando fueran ya ricos por la

herencia recogida de su padre y de su abuelo. El bisabuelo está

obligado a reservarles su parte.

Los códigos civiles llegan hasta romper, por un efecto retroac-

tivo, todas las transacciones que serían contrarias al derecho de

la propiedad familiar. Esto, que hace notar el autor a que me

vengo refiriendo, es exacto en lo que respecta a nuestra ley.

DONACIONES INOFICIOSAS

Los artículos 18G4 y 1865 del capítulo relativo a donaciones

inoficiosas, consagran los siguientes principios :
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1° Repútase donación inoficiosa- aquella cayo valor excede en

la parte de (pie el donante podía disponer, y a este respecto se

procederá conforme a lo determinado en el libro coarto del có-

digo; 2 o Si por el inventario délos bienes del donante fallecido

se conociere que fueren inoficiosas las donaciones que había he-

cho, sus herederos podran demandar la reducción de ellas, hasta

que queden cubiertas sus legítimas.

Los artículos 3570 y 3571, del capítulo de la división hecha

por el padre o madre y demás ascendientes entre sus descen-

dientes, formulan a su vez lo siguiente : 1° La partición por do-

nación o testamento puede ser rescindida cuando no salva la le-

gítima de algunos de sus herederos. La acción de rescisión sólo

puede intentarse después de la muerte del ascendiente; 2 o Los

herederos pueden pedir la reducción de la porción asignada a

uno de los partícipes cuando resulte que éste hubiese recibido

mi excedente de la cantidad de que la ley permite disponer al

Testador.

Esta acción sólo debe dirigirse contra el descendiente favo-

recido.

El código francés, en su artículo 960, llega al máximun en lo

(píese refiere a efectos retroactivos.

Escachen ustedes; dice así: «toda clase de donaciones entre

Vivos hecha por persona que no tuviese hijos, o descendientes

vivos en el tiempo de la donación, de cualquier valor que sean

estas donaciones y con cualquier título que hayan sido hechas y

aun cuando fuesen mutuas y íeiiuiiieíatiices, como aquellas que

hubieran sido hechas en favor del matrimonio por otros que no

sean los ascendientes de los cónyuges, o por los cónyuges uno

a otro, quedarán revocadas de pleno derecho al sobrevenir un

hijo legítimo del donante <» por la legitimación de un hijo datu-

ra] por matrimonio subsiguiente, si lia nacido después déla do-

nación ».

Nuestro código no ha llegado a tanto, pues el artículo 1902
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establece que las donaciones no pueden ser revocadas, por su-

pernascencia de hijos al donante, después de la donación, si ex

presamente no estuviese estipulada esa condición.

EL NUEVO DERECHO Y LA JUSTICIA SOCIAL

Para Jaurés, la prescripción del artículo 960 del código fran-

cés implica la gran proclamación del derecho del lujo, prelu-

dio de la magnífica proclamación colectivista. Antes de nacer,

antes de ser concebido, antes de (pie el matrimonio de que lia

de nacer esté contratado, el hijo tiene un derecho preexistente

y superior a todo otro ; tiene derecho sobre la propiedad de

aquel de quien un día ha de nacer y todos los actos por los cua-

les, aun antes de su nacimiento, ha sido cedida la propiedad,

son nulos. El hijo al nacer rompe la voluntad de aquel que no

era todavía su padre y que queda reducido, de repente, según

las palabras de Jaurés, al papel extraño de administrador des-

aprobado de una fortuna cuyo verdadero propietario no ha sido

aún concebido.

Se ha consagrado por la ley el principio absoluto del derecho

romano respecto de la propiedad individual, plenam iu re po

tcstatem. Nuestro codificador ha llegado hasta decir, en la nota

del artículo 011, que el dominio es por esencia un derecho ab-

soluto y que cuando se le niega ese carácter no existe el do-

minio.

No obstante el exagerado individualismo que consagran tales

declaraciones, la verdad es otra. Lo que se ve después de cono-

cidos los artículos que acabo de citar, es una propiedad familiar

de base capitalista, sobre la cual tiene un derecho preexistente,

como lo expresa Jaurés, el hijo de la familia burguesa, derecho

que, ampliando la propiedad familiar hasta la propiedad colec^

tiva, pasará a todo hijo del hombre como derecho sobre el con-

junto de los medios de vida y de trabajo, proclamándose así y
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afirmándose de esta manera la justicia, base de la futura orga-

nización social.

Hasta la próxima conferencia.

111

Propiedad individual limitada. — Forma anónima de la propiedad. — In-

dividualismo del código. — Libertad de contratación. — Libertad eco-

nómica. — La parábola. — Las restricciones. — La libertad liberticida.

— Regresión aparente. — Contrata el fuerte y el débil. — El nuevo de-

recho.

Señores :

El sábado último demostré que no obstante la declaración ca-

tegórica y absoluta de nuestro codificador, acaso la más abso-

luta y categórica de todos los códigos, respecto déla propiedad

individual, existen en la ley relaciones complicadas que deter-

minan limitaciones y restricciones al dominio y en las cuales

puede verse, como lo hace notar Jaurés, un germen del nuevo

derecho. Y terminé mi Conferencia expresando el anhelo deque

pronto surgieran nuevas formas jurídicas que garanticen el libre

desenvolvimiento de la personalidad humana, formas nuevas

<|iie impondrán los trabajadores organizados, en su lucha por el

derecho y en su afán de justicia, que mueve siempre a los hom-

bres. I no de los más viejos códigos españoles afirma que la jus-

fcieia debe lucir igual para todos, como el mismo sol...

Si hubiera de seguir a Jaurés, en su tarea de rastrear «'1

germen de l¡i propiedad colectiva en la sociedad burguesa.

debería ocuparme ahora de como la propiedad individual esta

también limitada por el impuesto, por las leyes de expropia-

ción por causa <le utilidad pública, por las sociedades ano

liiiiuis. ete.
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Veríamos entonces cómo con el impuesto, dado su carácter

moderno, una Darte déla propiedad individual toma la forma im-

propiedad del Estado, hecho éste que se intensifica en el actual

momento histórico porque la gran querella universal ha exigi-

do gravámenes enormes para restablecer, en lo posible, el equi-

librio de los presupuestos.

Veríamos cómo con la expropiación, la sociedad se abroga el

derecho de cambiar las formas de la propiedad individual, de

manera que ésta queda a merced del poder social; veríamos có-

mo se substituye un valor abstracto a la propiedad real y cómo

entonces ha podido decir, con razón, Janrés, que la sociedad

burguesa ha creado bajo su legalidad propia, procedimientos for-

midables de expropiación, que serán repetidos y ampliados al-

guna vez, acaso en un nuevo cuatro de agosto. Yandervelde, el

austero y sabio socialista a quien la guerra hizo ministro del ca-

balleresco rey Alberto, habla de una indemnización revolucio-

naria para entonces, en el capítulo V de su libro El colectivis-

mo y la evolución industrial, cuya lectura les recomiendo.

FORMA ANÓNIMA DE LA PROPIEDAD

Y veríamos por último, señores, cómo la forma anónima de la

propiedad trae características nuevas; cómo con ella el lazo es-

trecho que existía entre el propietario y su propiedad, desapa-

rece o se añeja, lo que ha demostrado elocuentemente Jaurés en

esta hermosa página que me permitiré leer, aun a riesgo de apar-

tarme un poco de la idea que deseo desarrollar en esta confe-

rencia.

Leo en la página 221, capítulo llamado « La propiedad indi-

vidual y las sociedades de comercio » del libro Estudios socia-

les ya citado : « Cuando un hombre posee personalmente un

dominio territorial o cuando posee y dirije personalmente una

industria hay una relación estrecha, un apretado lazo entre el
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propietario y su propiedad. Si se trata de la tierra y el mismo

poseedor la cultiva, se puede casi decir físicamente que el pro-

pietario forma un todo con su propiedad. Hay, entre el aldeano

propietario y la tierra que trabaja, un cambio de substancia y

de fuerza. El grano que germina con el esfuerzo campesino nu-

tre la fuerza campesina. El hombre hace a la tierra y la tierra

hace al hombre...»

La lectura de estas hermosas palabras me traen el recuerdo

de Plinio el Viejo, quien en presencia del trabajo servil que to-

do lo invadía en liorna y añorando esa compenetración de la

tierra y el hombre exclamaba: «la tierra, antes, se extremecía

de placer cuando era hendida por el arado triunfante del hom-

bre libre, o cuando era cultivada por la mano de un cónsul... ».

Pero, continúa Jaurés :

« Aun cuando el propietario del dominio no lo cultive, es ra-

ro que no esté unido a él por raíces profundas. Este dominio, que

para el indiferente se parece sin duda a todos los dominios, tie-

ne para el que desde largo tiempo lo posee una fisonomía par-

ticular y un lenguaje secreto. Allí es donde ha crecido, jugado

y amado y sus recuerdos han tomado la forma de aquel horizon-

te Entre el propietario industrial o comerciante y su propiedad,

la relación parece menos material, menos estrecha. Las máqui

ñas. Iaa fabricas, siempre trepidando y transformándose, no se

apoderan del corazón con la acción lenta y penetrante de la tie-

rra, Y sin embargo, cuando un industrial es verdaderamente

jete de industria, cuando un negociante es verdaderamente jefe

de negocio, cuando velan ellos mismos en el funcionamiento de

ese mecanismo complicado y ;i menudo terrible en que su fortu-

na, su vida, están empeñados, — el capital industrial o comer-

cial que ponen en acción, está penetrado de su pensamiento y

de sn esfuerzo; lleva la marea de su persona. »

Y bien, señores, ;, con la sociedad anónima podemos afirmar

lo mismo!
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No, seguramente ¡ con ella todos los vínculos desaparecen o

hay una laxitud muy grande.

¿Sabe el propietario, acaso, dónde está su propiedad I V;i ao

es menester con esta forma de propiedad, ni la inteligencia, ni

la.actividad del propietario que es al fin y al cabo un simple po-

seedor de acciones, un engranaje inútil del mecanismo y que por

su propia inutilidad lleva en sí el germen de su destrucción.

Simple poseedor de acciones, propietario de un pedazo de pa-

pel que da derecho sobre empresas cuyo desarrollo ignora casi

siempre y que funcionan acaso a millares de leguas de su resi-

dencia.

Y he ahí cómo se crea, por la evolución extrema de la propie-

dad individual, un dominio que Jaurés llama capitalista social,

colectivismo capitalista, que funciona en beneficio de una clase,

pero que permite prever una forma nueva, amplia, generosa y

ennoblecedora de la vida.

Estaríamos ciegos si no viésemos cómo por esta evolución de.

la propiedad capitalista se debilita el derecho privado en vigor.

nacido del régimen de la gran industria y se marca el camino

que conducirá al derecho socialista,

EL INDIVIDUALISMO DEL CÓDIGO

Pero, basta ya. A pesar de la importancia de este asunto, que

solicita con insistencia mi atención, debo renunciar a tratarlo

para sujetarme estrictamente al plan que me he trazado en esta

conferencia.

Debo seguir ocupándome de la filosofía jurídica individualis-

ta que informa nuestro código civil, de los inconvenientes que

presenta para la solución de los más arduos conflictos y de la

necesidad imperiosa de modificarlo, si no queremos quedar eter-

namente atrás en esta incesante mutación de todas las cosas.

Aferrarse a pretéritas instituciones cuando hasta las pie-
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días cambian, erigir en fetiche el código civil, es perjudicar el

país y, por lo tanto, realizar obra antipatriótica.

Una filosofía del derecho 'sin orientación científica lia dado

origen a extraviados conceptos.

Puglia, profesor de la universidad de Messina, en su libro

El derecho en la vida económica, da autoridad a mis afirmaciones,

cuando sostiene que una causa contraria a los progresos del de-

recho civil ha sido la dirección equivocada déla filosofíajurídica

«I ue ha negado al hombre real, convirtiéndose así en una cien-

cia abstracta, aislada del actual movimiento científico que difun-

de ideas más positivas sobre el hombre y la sociedad humana.

El individualismo fué una reacción contra el despotismo. És-

te había determinado un sentimiento de reprobación contra toda

ingerencia del poder público que significara una limitación ala

libertad individual. Los individualistas en economía sostienen

«pie la libertad es el principio más sólido para conseguir el bien-

estar social y toda restricción de la libertad, por eso, produce

desazones. De ahí que resistan con tenacidad a la sanción de las

leyes del trabajo, que ellos llaman restrictivas de la libertad.

Nuestro ilustrado decano, en su conferencia del Instituto Po-

lar, fiel a estas ideas, afirma los principios de autonomía de la

voluntad y de liberalismo económico de nuestro código, cuando

dice : « cada trabajador, empleado, etc., concertará con su pa-

trón o empleador la fórmula propia de su contrato. Y ésta será

la ley de las partes por la delegación de la soberanía nacional,

que en materia contractual contiene la regla de la autonomía

• le la voluntad, incluida en el artículo 1197 del código civil».

LIBERTAD DE CONTRATACIÓN

Bl artículo 11!>7, establece que las convenciones hedías en

los contratos forman para las paites una regla a la cual deben

someterse romo a la ley misma.
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Así, en nombre de la libertad, se repudia la legislación obre-

ra que significa, para los individualistas, una perjudicial inter-

vención del Estado en el desarrollo de los fenómenos económi-

cos,

Y así también, se llega pronto a la libertad desenfrenada,

que ya no es libertad : a la libertad que mata la libertad: a la

libertad liberticida.

No se advierte, como lo hace notar Puglia, que el individuo

abandonado a sí mismo en el campo económico, tiende a conser-

varse y a mejorarse él mismo, con daño de los demás
;
que el

hombre no tiene límites en sus deseos y aspiraciones y (pie su

propio provecho le hace pensar solamente en someter a los otros.

No se advierte que el capital es fuerza poderosa, contra la que

nada puede el trabajador aislado, y que las mismas asociaciones

de obreros que aparecen para atenuar la opresión capitalista

poco pueden sin leyes reguladoras del contrato de trabajo.

Funesta libertad económica, señores, que conduce fatalmen-

te al extravío o inmoralismo del « único » y que inspirando

nuestro código, perturba el desenvolvimiento progresivo de las

instituciones que debieran adaptarse al principio de sol ida ri-

dad, vale decir, de interdependencia de los seres.

No se interpreten mis palabras en el sentido de que yo sea

partidario de una centralización exagerada. Lejos de mí tal cosa,

líe sostenido siempre, durante mi actuación pública, que el so-

cialismo aspira a la libre expansión de la personalidad humana

y amplía el individualismo, ennobleciéndolo.

Creo, por otra parte, que si la conciencia colectiva nace de

los hombres, ella será mejor cuanto más elevado sea el valor

moral del individuo; por eso amo la libertad individual, pero

vinculándola a la sociabilidad.
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LIBERTAD ECONÓMICA. LA PARÁBOLA

Veamos ahora, cómo ha nacido y se lia desarrollado esa liber-

tad económica, en cuyo nombre se combate la legislación del

trabajo. Este breve estudio será interesante, pues hade demos-

trarnos, con toda claridad, cómo sus sostenedores han visto

pasar impasibles algunos siglos de progreso.

El profesor de Economía política, de la universidad de Tu-

rín, Aquilea Loria, en su libro Problemas .sociales contemporá-

neos, dice que cualquiera que, libre de prejuicios, estudie el espí-

ritu, el desarrollo de la idea económica, remontando su origen

para llegar a su expansión actual, advertirá que ese desenvol-

vimiento está sujeto a una gran ley, la misma que determina

todas las manifestaciones de la inteligencia y de la vida. Es la

ley del binomio, descubierta por Xewton, es la ley general de

la curva «le una parábola que describe todo lo que existe en

todos los órdenes de la vida, asilo infinitamente grande como lo

infinitamente pequeño.

La idea, la política económica, sigue la misma ley. Veamos

cómo.

LAS RESTRICCIONES

En la Edad media, época antinómica, en que parece que la

humanidad se detiene, para recorrer de nuevo el camino, la

libertad económica se presenta ahogada bajo el peso de trabas

infinitas, que impiden el desarrollo déla producción. El régimen

de las corporaciones, con una red inextricable de preceptosabsur-

dos tendientes a mantener el monopolio, petrificaba las formas

y los procedimientos de la industria. Pero ya dentro de este

sistema había corporaciones que rompían la solidaridad y que

hacían prever nuevos sistemas.

Eran las del gran comercio y 'le la gran industria — empleo

ANAL. V.M . DI [>Ht. T. XX I*
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esta palabra en sentido muy relativo, porque todavía no se ha-

bía producido la revolución industrial de fines del siglo xvm, —
corporaciones que no obstante sus estatutos, llenos de trabas,

se habían expandido, las unas realizando gran actividad en los

cambios y los transportes, y las otras intensificando la produc-

ción -con. procedimientos mecánicos y con el establecimiento de

talleres. Es claro que aquí estaba el germen que daría muerte

a las corporaciones.

Entre tanto, la formación de los grandes estados determina

el ensanchamiento del mercado interior, y así desaparece la

economía urbana, que se transforma en economía nacional. Por

otra parte, el descubrimiento de América y de la ruta marítima

que conducía a las Indias da origen al ensanchamiento exte-

rior del mercado.

Para satisfacerlo con amplitud se impone una producción más

grande y más barata. Ésta exige nuevos modos, nuevos proce-

dimientos de producción, sin trabas perturbadoras.

El artesano de las corporaciones reunía en sí las caracterís-

ticas y funciones de todos los factores que hoy intervienen en

la producción: era comerciante, pues compraba las materias pri-

mas y vendía los productos
; era fabricante, propietario de los

medios de producción, y era obrero que realizaba por sí mismo

la tarea manual. Estas funciones se separan y son los comer-

ciantes los que realizan, por su afán de expansiones, una obra

revolucionaria.

Se oponen a todas las trabas, y las combaten con energía.

Ya veremos en otras conferencias cómo aparece después el

régimen capitalista industrial, que lanza al infinito la libre con-

currencia.

Hemos llegado a la segunda fase en el desenvolvimiento de

la libertad económica.

Guerra a las restricciones, es la consigna. De otra manera la

producción no podría abastecer el mercado. Primero los fisió-
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cratas, y después Adán Smith, con su admirable libro La rique-

za de las naciones, defienden la libertad. Este último afirma que

la mayor suma de bienestar colectivo provendrá de la acción

libre del interés individual, sin creer por eso, que el libre juego

de las fuerzas económicas realizará automáticamente la justicia.

LA LIBERTAD LIBERTICIDA

Y la libertad se exagera entonces, como consecuencia del

régimen nuevo de producción que crea el proletariado y, con él,

una nueva forma de explotación.

Había desigualdades muy grandes entre los nuevos factores

de la producción. La libertad era imposible entre ellos.

El gran jurisconsulto italiano Ardigó, citado por Loria, sos-

tiene que el respeto del bienestar y de los derechos del prójimo

nace de la conciencia de la equivalencia de las fuerzas en lucha;

de donde se deduce, según el mismo Ardigó, que semejante con-

vicción no puede formarse ni producirse tampoco respecto del

derecho ajeno sino allí donde la igualdad existe, y que donde

falta la libertad individual se realiza la usurpación, la explota-

ción del más débil por el más fuerte. Suponed — y este es el

ejemplo que presenta el jurisconsulto a que me reñero, — supo-

ned dos hombres de fuerzas iguales ; no hay^necesidad entonces

de ley que impida el perjuicio mutuo, porque el interés común

lfs invita al comedimiento. Pero si las fuerzas de esos dos hom-

bres son desiguales y losdejáis libres, dice Ardigó, el más robus-

to estropeará al más débil ; si es antropófago se lo comerá; si es

pagano o plantador de las colonias, lo convertirá en esclavo, y

por liu, si es capitalista lo obligará a trabajar por él, noche y día,

;i cambio <le un miserable jornal.

La libertad sin freno será siempre cansa de brutalidad y

usurpación.

Homo, homini lupus, dijo Planto.
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Con este aforismo, señores, comienza Thorold Rogerg en El

sentido económico de la historio, sn capítulo denominado F.l

laisscz /aire, su origen y m historia.

Estamos en la tercera fase del desarrollo de la libertad econó-

mica, Es el de la libertad liberticida.

Marx, refiriéndose, en El wpitál, a las leyes coercitivas para

alargar la jornada desde mediados del siglo xiv hasta fines del

siglo xvn, dice que el capital no se cuida de la salud ni de la

duración de la vida del obrero donde la sociedad no le obliga

a considerarla. Y al pie de esas palabras, en una nota, se consig-

nan estas que deseo leer a ustedes : « aunque la salud de la

población es un elemento tan importante del capital nacional,

tenemos el deber de confesar que los capitalistas no están

absolutamente dispuestos a conservar este tesoro ni a apreciarlo

en lo que vale». « Times (5 de noviembre 1861). La salud del

pueblo obrero fué sacrificada y en un par de generaciones la ra-

za habría degenerado si no se hubiera producido una reacción.

Se limitaron las horas de trabajo de los niños, etc. ».(Beport oí

the Registrar General Ford, oct. 1861.)

Kaustky, en su Defensa de los trabajadores, y Loria, en el libro

que he citado, ponen de relieve las atrocidades a que dio lugar

el desenfreno de la libertad económica. Este último, en la página

41, capítulo relativo a la libertad, escribe estas emocionantes

palabras: «Los hermosos y románticos valles del Derbyslihe

fueron teatro de horrorosos crímenes: vióse a miserables rapto-

res arrebatar los niños a sus padres y llevárselos por fuerza a la

fábrica, en cuyo secreto recinto sometíase a aquellos tiernos

mártires a los más bárbaros tratos. A muchos de ellos, cuya

edad apenas si alcanzaba a tres o cuatro años, atábanlos a sillas

y se les obligaba al trabajo y cuando el hambre convulsionaba

sus miembros, en el lugar de tortura, el látigo los reducía al

silencio. Más de uno de aquellos desdichados puso término a sus

sufrimientos dándose muerte y el suicidio de los niños, qne
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Esquirol declaró imposible en su Tratado de las enfermedades

mentales, convirtióse, bajo la influencia de la libertad económica,

en normal y frecuente fenómeno*.

Como reacción, y esta es la cuarta y última fase, se restringe

la libertad liberticida y aparecen las primeras manifestaciones

de legislación del trabajo. Es la individualista Inglaterra la que

comienza en 1802.

He aquí descripta la parábola.

REGRESIÓN APARENTE

Hemos vuelto a las restricciones; ¿acaso hemos retrograda-

do ! No, la vida de la sociedad presenta ¡numerables repeticio-

nes, pero ellas se realizan sobre materiales históricos distintos.

La edad media presenta el caso más admirable de repetición

de todas las formas sociales anteriores; por eso en mi programa

de legislación del trabajo, al referirme a esa época, he puesto es-

ta palabras : « Ontogenia social ». Se vuelve al pasado pero so-

lo en las apariencias externas. El colectivismo no implicaría un

retorno a la barbarie sino en cuanto se refiere ala «forma » pri-

mitiva. Esto ha sido estudiado con el nombre de ley de regre-

sión aparente, por Ferri, Dramard, Cpgnetti de Marti is, etc., etc.

Janrés, en su admirable discurso Socialismo y libertad, cita a

Chateaubriand, para quien el sufragio universal es la reproduc-

ción de las asambleas plenarias (pie celebraban los bárbaros ger-

manos en los glandes bosques, y afirma que aluna mismo los

progresos más ensalzados por los economistas reproducen los

fenómenos primitivos; ejemplo: los Clearing kouses, bancos

«le compensación, que realizan el cambio directo de mercade-

i ias. suprimiendo la moneda y determinando el retorno al true-

que <lc los salvajes, pero con una extraordinaria amplitud de

civilización.

Hemos vuelto, pues, a formas anteriores, pero impuestas so-
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bre materiales históricos distintos. Las leyes sociales implican

restricciones a la libertad desenfrenada, al libre juego de las

tuerzas naturales, que determinó la explotación brutal e inicua.

Y resulta pueril la oposición de los retardados discípulos de

Adán Smith. Los códigos civiles, [aspirados en el individualis-

mo del siglo xvm, han proscripto la más absoluta libertad de

contratación. No han podido hacer otra cosa. Si los hombres

eran iguales, naturalmente bastaba con la libertad. Así los con-

tratos se harían sobre la base de valores iguales y ambos con-

tratantes tendrían, por lo tanto, iguales ventajas.

CONTRATA EL FUERTE Y EL DÉBIL

Pero, es que el obrero no está en igualdad de condiciones res-

pecto del capitalista. Es más débil y queda sometido a él desde

que, obligado a buscar su subsistencia, tiene fatalmente (pie

vender su trabajo.

Cuando se realizaba la gran transformación industrial que

haría surgir al régimen capitalista, los poseedores del dinero

producido por el comercio y la usura emprendieron la produc-

ción de mercaderías que reclamaba un mercado más extenso.

Necesitaban, según lo hace notar Marx con toda precisión, una

mayor cantidad de trabajo para incorporarlo a la mayor canti-

dad de medios de producción. El dinero les daba las materias pri-

mas, los útiles, etc., vale decir, los elementos pasivos de la pro-

ducción de mercaderías ; les faltaba el elemento activo, el pro-

ductor, y para ello era necesario: I
o que los poseedores déla

fuerza de trabajo dispusieran deesa fuerza ; 2 o que no pudieran

utilizarla por sí mismos; 3 o que no pudieran vivir sin utilizar-

la. En una palabra, que carecieran de los instrumentos de pro-

ducción y de las garantías de vida que proporcionaban la escla-

vitud y la servidumbre. Es decir, (pie para este nuevo sistema

de esclavitud era menester que el productor fuese «libre».
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Y he ahí el asalariado.

Esa es la « libertad » que se invoca para sancionar la « libre »

contratación.

Me complace consignar las palabras que Max escribió en el

capítulo VII de El capital y que deben leer los que parecen vi-

vir todavía en el siglo xviii.

« El contrato por medio del cual el capitalista compró su fuer-

Ka de trabajo, probaba, por decirlo así, negro sobre blanco, que

él disponía libremente de sí mismo. Cerrado el trato, se descu-

bre que él no era un « agente libre », que el tiempo por el cual

puede « libremente » vender su fuerza de trabajo, es el tiempo

por el cual está obligado a «venderlo». « Para protegerse » tie-

nen los trabajadores que unir sus cabezas e imponer una ley del

estado, un omnipotente impedimento social, que a ellos mismos

les impida por un contrato voluntario venderse al capital, ellos

y su raza, para la muerte y la esclavitud. En lugar del pomposo

catálogo de los «derechos inalienables del hombre» se presen-

ta la modesta magna carta de una jornada de trabajo limitada

por la ley, que «finalmente pone en claro, cuándo termina el

tiempo vendido por el obrero y cuándo empieza el que a él le

pertenece ».

Contratan el fuerte y el débil, el que detenta los medios de

producción y el que sólo tiene necesidades que subvenir y tra-

bajo cu potencia para vender. ;, Dónde está la libertad !

Acaso en el mismo código burgués encontraremos el princi-

pio jurídico para anular el contrato « libre ». por el cual el

obrero puede enajenar su propia libertad. 101 consentimiento

Otorgado en condiciones de violencia moral, vicia <le nulidad el

contrato.
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EL NUEVO DERECHO

Contra la libertad liberticida, menester es proclamar la nece-

sidad de una legislación del trabajo, amplia, que atenúe la ex-

plotación capitalista y evite la degeneración de los obreros.

El Estado no puede, sin negaren absoluto el principio de BO-

cialidad, quedar impasible ante el sacrificio de la salud y la

vida de los trabajadores, que compromete la existencia misma

de la nación.

Los códigos están viejos. Hay que rejuvenecerlos, hay que

adaptarlos a la vida, orientándolos en el sentido de ampliar el

germen de derecho socialista que en ellos existe, para realizar,

sin conmociones, el cambio de estructura social inevitable.

Hasta la próxima conferencia.

Alfredo L. Palacios.



CONDICIÓN JURÍDICA

CÓNSULES EXTRANJEROS EN LA REPÚBLICA ARGENTINA

A FALTA DE TRATADOS

1. En la República Argentina no existe ley ni reglamento ge-

neral que determine el carácter de los cónsules extranjeros y

sus derechos y prerrogativas, a falta de tratado. En 1869 el

doctor Mariano Várela, como encargado del ministerio de Rela-

ciones exteriores, anunció al Congreso nacional que el Poder

ejecutivo tenía a estudio un proyecto de ley en el que se fijaban

la jurisdicción y las atribuciones de los funcionarios consulares

extranjeros, a fin de que éstos puedan llenar debidamente sus

fondones y en una forma compatible con las leyes fundamen-

tales de la República (1). Este proyecto no se llevó a eabo. de

manera que, con excepción de la ley de 30 de septiembre de

LS65 sobre intervención en las sucesiones abint&étato, y alguno

que otro artículo de los códigos civil, de comercio o de procedi-

mientos, la condición jurídica <le los cónsules extranjeros se

rige todavía en la República Argentina por resoluciones Suel-

.1. .)/,tmorla Sel ministerio <>< Reta

1919.
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tas, por prácticas administrativas y por fallos de los tribunales

federales.

La ley de 29 de septiembre de 1905 y su decreto reglamen-

tario de 25 de enero de 1900 que, con ligeras modificaciones de

detalle, rigen el servicio consular, sólo se ocupan del Cuerpo

consular argentino. Sin embargo, se puede afirmar que sus

disposiciones relativas a facultades consulares, se aplican por

analogía y por razones de reciprocidad a los cónsules extranje-

ros residentes en la República. Cuando el legislador declara, por

ejemplo, que los cónsules argentinos no pueden reclamar en el

país de su residencia los beneficios inherentes al carácter diplo-

mático, es de pensar que tampoco entiende reconocer esos bene-

ficios a los cónsules extranjeros que ejercen sus funciones en el

territorio argentino. No se puede reclamar para los propios fun-

cionarios las prerrogativas que se niegan a los funcionarios ex-

traños y viceversa, en una materia regida por el principio de la

reciprocidad. Esta aplicabilidad de la ley argentina por analo-

gía, ha sido puesta de relieve varias veces por los procuradores

generales de la República.

2. Para acreditar cónsules en la Argentina no es indispensa-

ble la existencia previa de un tratado en que se pacte su reci-

bimiento; pero ningún funcionario extranjero puede desempe-

ñar las funciones consulares sin obtener el exequátur, a no ser

con carácter provisional.

Por la Constitución federal solamente el gobierno nacional

puede enviar y recibir cónsules, con exclusión de los gobiernos

de provincia (art. 86 y 108).

Xo hay restricciones territoriales en cuanto a la residencia

de los cónsules extranjeros, ni se hacen distinciones fundamen-

tales entre los que ejercen el comercio y los que se dedican ex-

clusivamente al cargo consular. Durante el ministerio del doc-

tor Carlos Tejedor, no se podía recibir más de un cónsul general
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de un mismo país, ni cónsules con jurisdicción en más de una

provincia argentina o en ésta y en alguna nación limítrofe (1).

Estas restricciones no existen en el día de hoy; no hay al menos

texto algnno que las mencione. En cuanto a la distinción entre

los cónsules missi y los cónsules electi, aunque el gobierno

argentino recibe igualmente a unos y otros, el procedimiento

para concederles el exequátur no es el mismo.

Habiendo embajada o legación, es ésta quien debe dirigir

el pedido de exequátur al ministerio de Relaciones exteriores,

acompañando la patente. A falta de embajada o legación, co-

rresponde al consulado general formular el pedido; en su de-

fecto, lo puede solicitar el interesado mismo presentando la

nota respectiva de su gobierno.

Puede solicitarse también una autorización provisional para

ejercer funciones consulares basta tanto llegue la patente.

Recibido el pedido de exequátur, el ministerio de Relaciones

exteriores examina, en primer término, si se trata de un cónsul

de « carrera » o de un cónsul de « elección ». Si de los antece-

dentes del candidato, suministrados por la nota de pedido, re-

sulta tratarse de un cónsul missi porque lia desempeñado ante-

riormente cargos consulares, porque no es un ciudadano argen-

tino ni ejerce el comercio, el exequátur se concede sin más trá-

mite. En cambio, si prima /ocie se trata de un cónsul electi, se

pide informes telegráficamente a la autoridad local del lugar

en que lia de ejercer sus funciones, sobre su nacionalidad, edad,

estado civil, profesión, condición social, concepto personal, y

también para averiguar si desempeña algún empleo nacional,

provincial o municipal.

lia información previa, en cuanto a los Cónsules electi, se

practica desde los tiempos del ministro Tejedor, según testimo-

nio que éste lia dejado en la memoria de Relaciones exteriores

lli Memoria del ministerio de BeUtélonet exteriore», página \\i\. Baenot Ai

res, 1x71.
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correspondiente alano 1.S74, en qne se lee: «Sea que los cónsu-

les fueren verdaderos funcionarios enviados por sus gobiernos,

sea qne S6 eligieren entre los extranjeros residentes e lujos mis-

mos del país, acostumbrábase siempre reconocerlos sin más

trámite. Me lia parecido mejor substituir en el segundo caso la

costumbre de pedir informes previos a los gobiernos de las pro-

vincias a donde se destinen, sobre la nacionalidad y honorabi-

lidad de los candidatos; a objeto, lo primero, de hacer las reser-

vas necesarias, si resultasen ciudadanos; y lo segundo, de evitar

(pie los gobiernos locales se viesen embarazados con personas

indignas u hostiles. El resultado ha justificado la conveniencia

de esta práctica, habiéndose encontrado una vez que era nom-

brado vicecónsul un desertor de la guardia nacional » (pági-

na XXIX).

En cuanto al informe sobre si el candidato desempeña algún

empleo nacional, provincial o municipal, data desde el 28 de

febrero de lí)08, en que el ministro Estanislao S. Zeballos re-

solvió no conceder el exequátur a personas que se hallen en es-

tas condiciones.

Un ciudadano argentino no puede aceptar el cargo de cónsul

de un país extranjero sin venia del Congreso nacional. A los (pie

infringen este precepto, la ley de ciudadanía de 8 de octubre de

1809 priva del ejercicio de los derechos políticos. Pero esta ley

no prohibe al gobierno argentino conceder el exequátur a un ciu-

dadano que carezca de venia legislativa. De todos modos, el

exequátur para un ciudadano argentino contiene una cláusula

en que se le declara sujeto a las cargas y deberes inherentes

a su carácter de tal. Además, si carece de la venia del Congre-

so, se pone el hecho en conocimiento de los tribunales federales

a los efectos legales del caso.

El exequátur se anota en la patente misma mediante la pala-

bra << acéptase », firmada por el presidente de la Nación y re-

frendada por el ministro de Relaciones exteriores, cuando la
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patente viene subscripta por un jete de estado; y eon la sola fil-

ma del ministro si viene con firma ministerial, o cuando se

trata de una patente otorgada por una legación o un consulado

general en virtud del derecho de delegación.

Respecto de los nombramientos por delegación, debe tenerse

presente que, a falta de tratado, la autorización general de

nominar funcionarios consulares, que algunas legislaciones ex-

tranjeras confieren a sus representantes diplomáticos y consu-

lares, no basta. El ministerio de Kelaciones exteriores lia sos-

tenido en varias ocasiones que esa autorización debe figurar

expresamente en la patente del funcionario quede ella se halla

investido. Por lo demás, los nombramientos por delegación es-

tán sujetos a las mismas formalidades que los nombramientos

directos, es decir, que se debe presentar la patente al ministe-

rio y solicitar el exequátur en forma.

El derecho de conceder el exequátur con la sola firma del mi-

nistro de Relaciones exteriores, se presta a dudas. Por el ar-

tículo 86 de la Constitución nacional, la facultad de recibir cón-

sules de potencias extranjeras es privativa del presidente de la

República. Por otra parte, el artículo 89 estatuye que los minis-

t ros no pueden tomar, en ningún caso, resoluciones por su propia

autoridad, salvo las medidas de régimen económico y adminis-

trativo de su respectivo departamento: restricción corroborada

por la ley de organización de los ministerios nacionales, de lí

de octubre de L898, cuyo artículo L' dispone que los ministros

no pueden resolver por sí mismos sino aquellos asuntos que no

requieras ser resueltos por el Poder ejecutivo. La admisión de

un cónsul extranjero es algo más que un acto administrativo,

es un acto de soberanía. A esto se podrí;) objetar (pie también

< '^ un ftCto de soberanía admitir a un encargado de negocios

y que, sin embargo, nadie discute al ministro el dereelio de re

cibirlo. Sin embargo, SÍ es cierto (pie los encargados de negocios

se acreditan ante el ministro, esto no quiere decir que su reco-
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nocimiento no haya de ser hecho por el presidente, con arreglo

¡i los textos citados.

La concesión «leí exequátur es comunicada por el ministerio

de Relaciones exteriores a la embajada o legación que hizo el

pedido, o en su detecto al consulado general, o al mismo intere-

sado en su caso. Se da conocimiento, asimismo, a las autorida-

des nacionales y provinciales, y se publica en el Boletín oficial.

3. El nuevo cónsul debe registrar su firma en el ministerio de

Relaciones exteriores, por medio de la embajada, de la lega-

ción del consulado general, o directamente a falta de éstos. Pa-

ra mayor comodidad, se puede acompañar un formulario suelto

que contenga la tirina original, el que queda archivado en la

oficina de legalizaciones del ministerio. Conviene asimismo co-

municar el domicilio del consulado.

4. En la República Argentina, los cónsules generales y los

cónsules de « carrera » de las naciones extranjeras gozan de

franquicias aduaneras para los objetos que introducen para su

primer establecimiento. Estas exenciones se conceden a título

de reciprocidad.

Este punto ha quedado definitivamente aclarado por una cir-

cular del ministerio de Relaciones exteriores de 9 de agosto de

1907, después de una consulta evacuada por el ministerio de

Hacienda respecto a la interpretación de los artículos 252 a 257

de las ordenanzas de aduana. La expresión « agentes diplomá-

ticos » del artículo 252 fué interpretada en el sentido de enten-

der por ella a todos los empleados que sirven en las legaciones
;

y por analogía, se extendió la franquicia a los cónsules genera-

les y cónsules de «carrera», para introducir, libre de derechos,

sus muebles y útiles propios y de su familia al llegar a la Re-

pública.

La disposición de 1907 fué completada por un decreto de 24
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<le junio de 1914 que aclaró el concepto de los « objetos de uso »

a que se refiere el artículo 201 de las ordenanzas de aduana.

Por el derecho común, aplicable a los pasajeros en general, el

equipaje entiende solamente las ropas y « objetos de uso », salvo

para los inmigrantes que pueden traer en su equipaje, muebles

y herramientas en cantidad que no haga presumir ser para ne-

gocio. En cambio, tratándose de un cónsul extranjero, se entien-

de por « objetos de uso » los siguientes efectos : a) muebles para

habitaciones y despachos, carruajes, automóviles, moto y bici-

cletas de propiedad particular; b) vajilla si viene sellada con

monogramas, iniciales o armas del propietario ; c) ropa blanca

y exterior, la de dormitorio y comedor, debiendo venir marca-

das las piezas nuevas ; d) instrumentos científicos y aparatos

accesorios de la profesión del cónsul ; e) cuadros, mapas y obje-

tos de arte que venga en un solo ejemplar de cada sujeto.

Esta interpretación liberal en cuanto al equipaje se aplica

tanto a los cónsules de « carrera » como a los cónsules que no

lo sean.

una vez establecidos, los cónsules de cualquiera categoría y

clase que sean, pueden introducir libres de derechos los útiles del

servicio público de sus oficinas, siempre que justifiquen la reci-

procidad, (pie esos útiles vengan dirigidos a las respectivas

legaciones, y que el libre despacho sea solicitado por los jefes

de misión (art. 05 del decreto sobre Ceremonial diplomático de

21 «le febrero de 1908).

Los pedidos de libre despacho se formulan ante el ministerio

de Relaciones exteriores, expresando el nombre del buque, las

marcas y números (le los bultos, el valor de los objetos (para las

anotaciones «le la estadística aduanera) y la persona encargada

de su despacho. 101 pedido es transmitido al ministerio de Ha

rienda para (pie expida la orden correspondiente.

Por los artículos 256 y 257 de las ordenanzas, los empleados

de aduana deben entregar los electos de los agentes diplomáti-
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eos «sin abrirlos ni inspeccionarlos». ¿Se aplica esta prohibi-

ción a los electos de los cónsules l

Nada dicen al respecto la circular de 1907 ni el decreto de

1908, mientras que el decreto de 1914 dispone que se verifi-

que el equipaje de los cónsules a fin de hacerles pagar derechos

aduaneros por los efectos no comprendidos en la franquicia.

Xo siendo agentes diplomáticos, los funcionarios consulares

no pueden reclamar contra la inspección de sus equipajes \

efectos. Sin embargo, ninguna autoridad debiera verificar los

bultos que, por declaración de la legación o del cónsul, conten-

gan el archivo consular, que es inviolable.

5. Los cónsules extranjeros residentes en el territorio argen-

tino no tienen carácter diplomático, aunque se les reconoce un

cierto carácter representativo en materia comercial.

El artículo 59 del Reglamento consular de 1900 se expresa

así : « Según el derecho internacional, un funcionario consular

no tiene representación ni carácter diplomático con respecto al

país en el cual está acreditado. Tiene, sin embargo, carácter re-

presentativo en lo que se refiere a los intereses comerciales del

país que lo ha acreditado, y según las circunstancias puede tam-

bién, en ausencia de un representante diplomático, dirigirse al

gobierno local y tratar asuntos que están generalmente reser-

vados a las negociaciones por la vía diplomática. »

El artículo 31 del Ceremonial diplomático de 1908 extien-

de este concepto a los cónsules extranjeros, cuando dice :

« Los cónsules no gozarán de carácter diplomático en la Repú-

blica ».

El gobierno argentino desconoce a los cónsules extranjeros el

derecho de formular reclamaciones de carácter diplomático, y

esta práctica es, por decirlo así, tradicional. Cuando en 1 829 el

cónsul general de Francia, señor W. de Mendeville, reclamó

contra la ley de 10 de abril de 1821 que sometió a los residen
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tes extranjeros al servicio de la milicia, el entonces ministro

de Relaciones Exteriores doctor José Díaz Vélez desestimó el

reclamo diciendo que « su carácter de cónsul no le daba el de-

recho de presentarse como representante del gobierno francés,

para hacer declaraciones oficiales y diplomáticas ». Mendevillc

no se dio por satisfecho y pidió sus pasaportes, los que le fueron

entregados. En 1837 el nuevo cónsul de Francia, señor Aimé

Roger, renovó la reclamación
;
pero obtuvo la misma contesta-

ción que su predecesor de parte del ministro doctor Felipe Ara-

na, quien en nota de 8 de enero de 1838 le manifestó : « Su Ex-

celencia (el gobernador) estima que, si en 1831 Su Majestad hu-

biera considerado como contrarias al derecho de gentes las le-

yes y disposiciones de esta República hacia los extranjeros que

se establecen libremente en su territorio, no hubiera dejado de

hacer la reclamación por medio de un ministro o un agente

diplomático enviado ad lioc, como es de práctica entre las na-

ciones : por cuanto en este caso las reclamaciones no se limitan

a tal o cual hecho particular colocado bajo la vigilancia consu-

lar, sino que tiende a pedir el desistimiento o la variación de

los principios generales que rigen la economía y la política inte-

rior de esta República en cuanto al domicilio en su territorio...

NO se cree tampoco obligado a entrar en discusión sobre la re-

damación que forma el objeto de la investidura que se atribuye

el señor cónsul...» Roger llamó en auxilio al almirante Leblanc,

quien apoyó la reclamación; pero el ministro Arana se man

tuvo firme en su tesis de que un cónsul carece de personería

para negociar esta clase de asuntos, y que el gobierno ar
;

gen-

tino no podía prestarse a reconocer en la.persona de un cónsul

la investidura necesaria.para solicitar la suspensión o abroga-

ción de leyes y principios que regían el buen orden y la policía

interior del Estado. Ante esta contestación, Leblanc declaro blo-

queado el litoral del Río de la Plata, y el día 23 de septiembre

de iS.'lScl cónsul Roger mandó un ultimátum al gobernador, en

ANAL. KAC !>K DKR. — T. XX 1 !•
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el qué se puso a discutir el derecho que asiste a los cónsules para

hacer reclamaciones. «Los ministros diplomáticos — dijo Roger

— son agentes públicos cerca de gobiernos extranjeros : hallán-

dose los cónsules en este caso, son evidentemente agentes diplo-

máticos de nn orden inferior si se quiere, pues que ellos no ejer-

cen funciones diplomáticas sino en ausencia de los embajadores,

ministros y encargados de negocios; pero, aun en presencia de

estos agentes, no podrían perder el carácter que les pertenece.

Es de observar que si los cónsules eran en otro tiempo nombra-

dos por el comercio de tal o cual plaza para defender intereses

particulares, ellos han llegado a ser después los representantes

del comercio nacional ; están llamados a defender el interés del

Estado mismo y en fin está hoy generalmente reconocido que

son verdaderos agentes públicos o diplomáticos, y que las cir-

cunstancias los habilitan para tratar todas las cuestiones que

les sean confiadas por sus gobiernos... » Esta doctrina, inspirada

visiblemente en la tesis de Pinheiro-Ferreira, fué refutada por

el ministro Arana en nota de 18 de octubre, diciendo : «La opi-

nión emitida por el señor cónsul Koger de que los cónsules son

verdaderos agentes públicos diplomáticos, aun cuando son los

representantes del comercio nacional y ejercen solamente sus

funciones en ausencia de los embajadores, ministros y encarga-

dos de negocios, concuerda ciertamente con la doctrina de un

escritor moderno
;
pero lejos de estar admitida como principio

convencional entre las naciones, o sancionada por el uso, es

contestada por los autores de primera nota, y pugna no sólo con

el limitado fin de su constitución, sino también con el modo de

acreditar su nombramiente y de ser admitidos al ejercicio de

sus funciones. Nada más común, en la práctica de las naciones

marítimas, que nombrar comerciantes extranjeros para que des-

empeñen el consulado en el mismo país del que son subditos

;

nada más común que permitirles ocuparse en el comercio bajo

la responsabilidad ante las leyes del país en que residen por los
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actos emanados de sus propios negocios. ¿ Cómo se combinaría

el doble carácter que supone el señor Roger con las inmunida-

des y especial protección acordada a los ministros públicos ! El

señor Roger no puede ignorar que la validez de un acto diplo-

mático de un agente público se adquiere solamente con la auto-

rización expresa del soberano de quien depende. Las letras pa-

tentes conferidas a un cónsul, lejos de dar la investidura y

confianza de que gozan los de aquella clase, la limitan a velar

en lo concerniente al comercio y a los individuos de su nación

:

cualquiera otra investidura puede solamente derivar de un tra-

tado, sin lo cual no existe derecho alguno positivo para recla-

marla... » Esta controversia terminó cuando el vicealmirante

Ángel Rene Armand de Mackau recibió del gobierno francés

el nombramiento de plenipotenciario para arreglar el asunto,

negociación que entabló y llevó a buen término por tratado de

29 de octubre de 1840 (1).

6. Los cónsules extranjeros están bajo la protección del de-

recho de gentes, dice el artículo 58 del Reglamento consular

argentino, y deben reclamar las inmunidades y privilegios acor-

dados a los de su clase.

Este artículo se aplica por analogía a los funcionarios con-

sulares (pie desempeñan sus funciones en la República. Sin em-

bargo, éstos no podrían invocaren su favor la ley de 14 de

septiembre de 1863, que en sus artículos 9 y 10 dice : « El que

Violase la inmunidad personal o el domicilio de los embajado-

res ii otros ministros de las potencias extranjeras será castiga-

do con prisión de 6 meses a 2 años. Los ministros de Justicia o

cualesquiera funcionarios públicos que violasen los derechos,

prerrogativas o inmunidad real o personal de los embajadores o

i Corretpondanee entre le gouvemeur de /hunos Agre», ehargé detrito-

Uont extérieuret de la Confédération Argentine, el Mr. John /»'. Tfleolton, etc.,

Buenos Ayrea, Imprimere de l'Etat, i*:;;».
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ministros representantes de las potencias extranjeras, o <le sus

casas, familias o comitiva, serán condenados a dar satisfacción

pública o privada, según haya sido la violación, y suspensión

de empleo y sueldo por la 3 años». Estas disposiciones no

pueden hacerse extensivas a los cónsules extranjeros, porque

éstos carecen de carácter diplomático y porque no es posible

aplicar por analogía las sanciones penales. La misma interpreta-

ción ha prevalecido en los Estados Unidos de América, donde

existe* la ley de 30 de abril de 1790 análoga ala de la Argen-

tina, y en la Gran Bretaña cuya ley conocida por « Estatuto

de Ana» de 21 de abril de 1709, sirvió de modelo a las demás

en esta materia.

Esto no quiere decir que los cónsules extranjeros carezcan de

una protección eficaz. En 18G3, el cónsul de Chile en Mendoza

fué insultado en su oficina por un ciudadano chileno, quien le

injurió de palabra y de hecho. El cónsul llevó el asunto ante el

juzgado federal-de aquella ciudad y éste remitió el expediente

a la Suprema Corte, suscitándose una cuestión de competencia.

La Corte se declaró competente y, en fallo de 10 de agosto de

1871, condenó al culpable a pagar una multa de 300 pesos fuer-

tes, más las costas del juicio, considerando : « Que las injurias

inferidas a un cónsul, en la oficina del consulado, con motivo

del desempeño de sus funciones oficiales, afectan la libertad y

la seguridad, sin las que no podría desempeñar bien su manda

to y que, con arreglo a los principios del derecho de gentes, le

debe garantir la nación en cuyo territorio está llamado a ejer-

cerlas. Esas injurias comprometen las prerrogativas de su ca-

rácter público» (Fallos de la Suprema Corte de justicia nacional,

año 1871, segunda serie, 1. 1, causa LXII, pág. 324; y 1871, t. II,

pág. 294). En el mismo año 1863, el cónsul de Chile en la ciudad

de San Juan fué conducido a la cárcel por orden de un juez de

esa provincia y retenido durante tres días. El gobierno de Chile

reclamó contra esta violación de la inmunidad personal de su
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funcionario; el incidente fué arreglado por medio de un proto-

colo satisfactorio, el 14 de marzo de 1875.

Un funcionario consular extranjero no puede ser arrestado

sino en casos graves. Con fecha 8 de noviembre de 1877, la le-

gación de Italia denunció al ministerio de Relaciones exterio-

res que el vicecónsul italiano en el Rosario fué detenido, regis-

trado y llevado al cuartel de policía. La legación pidió una re-

paración proporcionada a la ofensa inferida al funcionario de

su nación. A este reclamo contestó el ministro Rufino de Elizal-

de, que se pedirían ios informes del caso de las autoridades pro-

vinciales y que se procedería contra el empleado en el caso de

haber obrado indebidamente. El informe del gobernador de San-

ta Fe, de fecha 11 de noviembre, desconocía al vicecónsul el pri-

vilegio de la inmunidad personal : « Los cónsules — dijo — no

tienen el carácter diplomático ni representativo; y por lo mismo,

no les corresponden las inmunidades que pudieran reclamar los

ministros. Solamente disfrutan de las exenciones o privilegios

indispensables para el cumplimiento de las obligaciones de su

empleo. » Sin embargo, aunque, según el sumario instruido, el

empleado policial ha cumplido con su deber al detener al vice-

cónsul por portación de armas, « como ha faltado en no prestar

;il cónsul las consideraciones que se tiene, prevenido por la au-

toridad en casos semejantes », se le destituyó. La legación de

Italia se declaró satisfecha.

E n otra ocasión, en 1907, el vicecónsul de España en Labou-

laye provincia de Córdoba) fué detenido durante una hora por

la policía por infracción a la ley de defensa agrícola. El encar-

gado de negocios de España llamó la atención del Ministerio so-

bre este hecho, que juzgó contrario a la inmunidad personal de

dicho funcionario. Hechas las averiguaciones del caso, se com-

probó que el oficial que detuvo al vicecónsul ignoraba su carne

ter público. Sin embargo, se le amonesto seriamente y so decreto

sn traslade» a otro punto de la provincia.
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7. Según el artículo 62 del Reglamento consular argentino,

los cónsules quedan sometidos a la jurisdicción civil y criminal

de los tribunales locales.

Este principio se aplica por analogía a los funcionarios con-

sulares extranjeros que ejercen sus funciones en la República.

De hecho no existe, sin embargo, una reciprocidad perfecta,

pues mientras el artículo 62 está concebido en términos abso-

lutos para los funcionarios argentinos, la jurisprudencia de los

tribunales federales de la República es menos rigurosa para con

los cónsules extranjeros.

Por los artículos 100 y 101 de la Constitución nacional, los

asuntos concernientes a cónsules extranjeros corresponden á la

justicia federal. Ésta es ejercida por la Suprema Corte, cámaras

federales y juzgados de sección, con exclusión de las cortes y

tribunales de provincia. La delimitación de jurisdicción entre la

Suprema Corte y los juzgados federales de sección fué estableci-

da en los artículos I o y 2 o de la ley de 14 de septiembre de 1863-,

sobre jurisdicción y competencia, distinguiendo entre los actos

oficiales y los actos particulares de los cónsules. Corresponde

originariamente a la Suprema Corte el conocimiento de las cau-

sas en que versen los privilegios y exenciones de los funciona-

rios consulares extranjeros en su carácter público: los de carác-

ter privado pertenecen a los juzgados de sección.

Según esto, los tribunales de provincia y los juzgados ordi-

narios de la Capital federal son incompetentes para entender en

los asuntos en que sean partes cónsules extranjeros. Pero nada

impide a éstos someterse voluntariamente a dichos tribunales

como demandantes y demandados, sin que haya que averiguar

si tienen o no autorización de sus gobiernos, por cuanto la crea-

ción de los tribunales federales fué un acto soberano del legis-

lador argentino para mayor garantía de los extranjeros, garan-

tía a la cual éstos pueden renunciar.

En todo caso, el cónsul extranjero tiene derecho a ser juzga-
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<lo por la justicia nacional o federal, así sea en materia civil

como en materia criminal, debiendo entenderse portal hasta las

contravenciones de simple policía.

En el año 1900, el vicecónsul paraguayo en La Rioja, déte

indo por orden de un juez provincial, presentó un recurso de

habeos corpus ante el juez federal de dicha provincia, pero el

juez provincial se negó a desprender del asunto alegando que

éste era de carácter penal. Trabada la cuestión de competencia

entre ambos magistrados, el expediente fué elevado a la Supre-

ma Corte de justicia nacional, la cual, en fallo de 4 de octubre,

dio razón al cónsul, declarando que no podía caber distinción

alguna entre los asuntos civiles y los asuntos criminales (Fa-

llón, t. 78, pág. 42, publicado en 1904). Otro fallo, dictado en

19(19 por la Cámara federal de apelaciones de Buenos Aires,

asimiló a las penas propiamente dichas las multas y arrestos

por infracciones policiales, así se trate de policía nacional como

de policía provincial, y declaró que su conocimiento corresponde

en todos los casos a la justicia federal.

Por último, cabe observar que aun en el caso de que un cónsul

haya contestado una demanda promovida contra él ante un juez

de provincia o de la justicia ordinaria de la Capital federal,

esta circunstancia no le impide oponer la inhibitoria ante el

juez de sección en lo federal. El caso se ha presentado en 1905.

Kl cónsul general de Persia fué demandado ante el juez en lo

civil del fuero ordinario de la Capital federal, y después de con-

testar la demanda se presentó al juez federal pidiendo la in-

hibitoria. Éste no hizo lugar al pedido, diciendo (pie a ello se

oponía la litis contestatio ya trabada. Llevado el asunto a la

Suprema Corte, ésta falló el 27 de junio declarando (pie el cono-

cimiento del asunto correspondía, a pesar de todo, al juez

federal, porque en materia consular la jurisdicción federal es

privativa y excliiycnte (Fallos, t. 102, pág, 197, publicado en

1907).
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Un cónsul extranjero puede ser demandado ante la Suprema

Corte por sus actos oficiales y ante Jos jueces federales de sec-

ción por sus actos particulares. Pero esto no atribuye a la jus-

ticia federal argentina la autoridad de juzgar los actos oficiales

realizados por un cónsul extranjero en los límites de su manda-

to público. Como mandatario de su gobierno, el cónsul no res-

ponde sino ante su propio comitente, y las autoridades judicia-

les argentinas nada pueden contra los estados extranjeros.

Esta solución cuenta con varios fallos a su favor. En 1866

un subdito español residente en Buenos Aires se presentó a la

Suprema Corte con un escrito en que pidió que se intime al vice-

cónsul de España a que deduzca ante la misma las accio-

nes que tuviese contra el peticionante. La Corte desestimó el

pedido y no dio traslado de la demanda, « por no corresponder

a la Corte el juzgamiento de la conducta oficial de un cónsul ex-

tranjero» (Fallos, t. III, I a serie, pág. 484, 1867). Diez años

después, el cónsul general de Italia fué demandado ante el juez,

federal a fin de que se le condene a devolver un depósito efec-

tuado en su oficina por un subdito italiano, o en su defecto al

resarcimiento de los daños e intereses. El cónsul general decli-

nó la competencia del juzgado. El juez hizo lugar a la excepción

opuesta, por tratarse de un acto oficial y porque « en_ las fun-

ciones en su carácter de cónsules están éstos sujetos al soberano

a quien sirven y de quien reciben su mandato ». El 11 de julio

de 1870 la Suprema Corte confirmó la resolución, considerando

que « los tribunales argentinos no son, por otra parte, compe-

tentes para declarar en qué caso los cónsules y agentes consu-

lares pueden obligar, por sus actos oficiales en país extranjero,

la responsabilidad de sus gobiernos, respecto de sus naciona-

les» (Fallos, t. IX, 2a serie, pág. 7, publicado en 1878). Se

puede citar también el caso ocurrido en 1898 al cónsul de Ita-

lia, quien fué demandado por rendición de cuentas a raíz de su

intervención en la sucesión ab intestato de uno de sus connacio-
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nales. En nn principio el juez federal se declaró competente,

pero luego revocó la providencia por contrario imperio. « Este

hecho — dijo — pone de manifiesto que no se trata, en manera

alguna, de negocios particulares de un cónsul o vicecónsul, sino

de actos oficiales de esos funcionarios no sujetos a la ley de ju-

risdicción y competencia ya nombradas, ni a la competencia de

los tribunales federales» (Fallos, t. 82, pág. 392, publicado

en 1902).

; Tueden los cónsules extranjeros demandarse mutuamente

por actos oficiales?

En 1915, el cónsul general de Alemania en Buenos Aires se

presentó a la Suprema Corte pidiendo que el cónsul general de

Turquía sea condenado a la entrega de los archivos consulares

al demandante, quien debía hacerse cargo de ellos por conve-

nio entre los dos gobiernos interesados. El demandado contestó

que, en cuanto a sus funciones oficiales, dependía exclusivamen-

te del gran visir turco, de quien no había recibido comunicación

alguna que le hiciera saber la cesación de su investidura; agre-

gando empero que no se oponía a la entrega de los efectos soli-

citados, siempre que se llevara a cabo con intervención judicial

para poner a cubierto su responsabilidad.

La Corte se declaró competente el día 10 de octubre, conside-

rando, (pie el Poder ejecutivo ha reconocido la cesación del de-

mandado, laque le fué comunicada por medio del representante

de Turquía en Washington, de manera que legalmente quedaba

encargado del consulado general el de Alemania. Según la Cor-

te, la demanda era procedente, porque tenía por objeto «asegu-

rar, mediante la ocupación del archivo y pertenencias respecti-

vas, el ejercicio de las funciones oficiales de un cónsul extran-

jero, lo que interesa directamente al Matado que lo constituyó y

que, con arreglo a los principios del derecho internacional, se

encuentra bajo la garantía de las autoridades de la nación cu

que ha sido admitido a desempeñar su misión»; pero en vista
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de que el demandado no se oponía a la entrega de los archivos,

declaró la Corte que éstos debían ser entregados en el término

de cinco días, mediante un inventario levantado por el ujier

(Fallos, t. 122, pág. 129, publicado en 1905).

En este caso, el cónsul demandado había cesado en sus funcio-

nes, lo que daba al conflicto el aspecto de garantía pedida por

otro cónsul encargado de la oficina. Pero si así no fuera, si am-

bos fuesen cónsules extranjeros en ejercicio y uno demandase

al otro por algún acto realizado en el desempeño de su misión

oficial, la Corte sería evidentemente incompetente y el conflic-

to quedaría librado a la decisión directa de los gobiernos res-

pectivos.

8. Los cónsules extranjeros no pueden negarse a dar su testi-

monio en juicio, salvo disposición contraria en tratado.

Como las leyes de procedimientos son privativas de cada pro-

vincia, hay que consultar el código respectivo. Los de las pro-

vincias de Buenos Aires, Corrientes, Mendoza, Santiago del

Estero, San Juan y Tucumán, no establecen diferencia alguna

entre un cónsul y un particular: todo el mundo debe concurrir

al juzgado cuando es citado en carácter de testigo, tanto en los

juicios civiles como en las causas criminales. Los códigos de

Salta y San Luis autorizan a los cónsules extranjeros a dar su

testimonio por escrito, cualquiera que sea su jerarquía y en toda

clase de juicios. El de La Rioja permite informar por escrito a

todos los cónsules en materia civil. Los de la Capital federal y

provincias de Córdoba y Santa Ee, acuerdan el derecho de de-

clarar por escrito solamente a los cónsules generales y esto tan

sólo en los juicios criminales.

En 1892, el cónsul general argentino en Montevideo fué cita-

do a declarar en un sumario levantado por un juez de esa ciu-

dad, con motivo de un hurto en el consulado. El cónsul general

invocó el privilegio de informar por escrito alegando que así se
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practicaba en la ciudad de Buenos Aires. El ministerio de Rela-

ciones exteriores aprobó su proceder por razones de reciproci-

dad, y la citación quedó sin efecto. En este caso, se trató por

casualidad de un cónsul residente en la Capital y la aplicación

del principio déla reciprocidad fué fácil. Pero con la diversidad

del régimen procesal vigente, un cónsul argentino difícilmente

puede ofrecer la reciprocidad en los países de régimen unitario.

Sin embargo, el espíritu de los artículos 101 y 108 de la Cons-

titución nacional se opone a toda reglamentación provincial

en materia de derechos y privilegios de los cónsules extran-

jeros. Este asunto debería ser regido por una ley nacional apli-

cable en todo el territorio. Tampoco hay razón para establecer

diferencias entre los juicios civiles y los juicios criminales en

un sistema que admite el procedimiento escrito en ambas juris-

dicciones, ni hay motivo para negar a los cónsules singulares

un derecho que se concede a los cónsules generales. Solamente

sería razonable distinguir entre los cónsules electi y los cónsules

mÍ88Í y exigir la reciprocidad.

í». Los cónsules extranjeros carecen de personería para repre-

sentar de oficio a sus nacionales en juicio, fuera de los casos en

que las leyes autorizan su intervención.

Ks cierto (pie el artículo 84 del Reglamento consular vigente

estatuye que los funcionarios consulares son, de oficio, repre-

sentantes legítimos de los ciudadanos e intereses argentinos.

y que les deben auxilio y protección consular. Pero el artículo

85 agrega que la protección no se extiende a la defensa partí

-

eular de las personase intereses de un individuo acusado. Si el

individuo está ausente, el cónsul debe limitarse a suministrar

a los jueces, en el caso de (pie les fueren pedidos, los datos y

esclarecimientos que poseyere.

Este precepto se aplica, por analogía, a los cónsules cxtran

jeros residentes en la líepúbliea. La jurisprudencia argent mu
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estima que nadie puede representara otro en juicio sin poder

en forma, salvo en caso de representación legal.

En 18C9 un cónsul de Bolivia demandó a una casa de comer-

cio y pidió que la aduana de Buenos Aires no hiciera el despa-

cho de varios bultos de tabaco que la firma demandada se había

hecho adjudicar en el Paraguay sabiendo que pertenecían a va-

rios ciudadanos bolivianos asesinados por orden de Solano Ló-

pez. El juez federal no dio curso a la demanda, fundándose en

qué no bastaba el título de cónsul pasa representar a otros en

juicio. El actor pidió revocatoria del auto, alegando que por el

derecho internacional y por las leyes bolivianas y argentinas,

tenía el derecho de representación, sin necesidad de poder es-

pecial; pero el juez mantuvo su resolución y el asunto fué lleva-

do a la Suprema Corte. Ésta, en fallo de 9 de octubre, confirmó

el auto, considerando que la doctrina del juez concordaba con

el Eeglamento consular de 1802 y la ley de 1805, sobre inter-

vención de los cónsules extranjeros enjuicio, sin que las facul-.

tades de éstos puedan extenderse a casos no previstos por la

ley ; agregando que, no procedía el embargo de bienes que se en-

contraban en poder de terceros en virtud de un título declarado

válido en el extranjero (Fallos, t. VIII, I a serie, pág. 181, pu-

blicado en 1872).

En cambio, un cónsul no necesita poder especial cuando inter-

viene en virtud de la ley de 1805 en la sucesión ab intestato de

sus nacionales; o cuando pide que se declare el día presuntivo

de fallecimiento de un nacional ausente en virtud de los artícu-

los 113 a 115 del Código civil ; o cuando se presenta para solici-

tar la declaración judicial de demencia o el nombramiento de

curador para sordomudos mayores de 14 años, invocando los

artículos 144 y 147 del mismo código. Fuera de estos casos, no

pueden intervenir de oficio en la administración de justicia, y

esto ni aun en el caso en que por error se les hubiese dado par-

ticipación indebida. Así, en 1902, un juez de iutrucción de la
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ciudad de Buenos Aires se dirigió por su cuenta a la legación de

Italia, con motivo de un sumario levantado a raíz de la muerte

violenta de un subdito italiano, rogándole que nombrase dos mé-

dicos de su confianza para presenciar la exhumación y autopsia

de la víctima. La legación se apresuró a complacer el pedido.

Pero, por oficio de 5 de diciembre, el ministro de Eelaciones exte-

riores, doctor Luis M. Drago, llamó la atención del ministerio de

Justicia sobre esta irregularidad que admitía una intervención

extraña en la administración de la justicia argentina. El mismo

día, Drago comunicó sus reparos a la legación de Italia, la cual

contestó que si lia accedido al pedido del juez de instrucción, fué

por mera cortesía. Ahora bien, lo que está vedado a un agente

diplomático extranjero, lo es con mayor razón a un cónsul.

Un cónsul puede denunciar los delitos de que fueren víctimas

sus nacionales o prevenir a la autoridad local de que alguno de

sus nacionales se halla en peligro. Pero una vez que la autori-

dad ha tomado intervención en el asunto, el cónsul no puede

apurar el procedimiento, a no ser en caso de manifiesta denega-

ción de justicia, en cuyo caso debe dar cuenta al agente diplo-

mático de su país, si hubiere. En 1003, el vicecónsul de los

Estados Unidos de América en el Bosario se dirigió al jefe de

policía exhortándolo a (pie no deje impune a un individuo acu-

sólo como autor de asesinato de un ciudadano norteamericano.

Puesto el hecho en conocimiento del ministerio de Eelaciones

exteriores, el ministro Drago pasó á la legación de Estados Uni-

dos una nota, techada el 13 de febrero, en que le hacía saber que

el funcionario en cuestión carecía de toda representación diplo-

mática o política, «siendo así su reclamo preventivo una viola-

ción de bis elementales nociones de derecho consular y de los

propios reglamentos e instrucciones expedidas por el gobierno

déla Unión para el uso de sus agentes comerciales». La lega-

ción contestó d 7 (le marzo, que el vicecónsul no había medido

bien sus palabras, pero que no fué su intención oensurar los pro-
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cedimientos locales, y que esta indiscreción debía ser conside-

rada como error ofthe lieaá and not of the kcart.

10. En los últimos años se ha discutido si los cónsules extran-

jeros pueden intervenir en las sucesiones de sus nacionales en

virtud de la ley de 30 de septiembre de 18(55, a falta de tratado.

La Suprema Corte se lia pronunciado por la afirmativa.

Por la ley del 05 un cónsul puede intervenir en la testamen-

taría de sus nacionales, cuando tallecen ab intestato sin dejar

descendientes, ascendientes, ni cónyuge legítimo, públicamente

reconocidos como tales, residentes en la Argentina; o con testa-

mento, si son extranjeros los herederos y están ausentes, y tam-

bién se halla ausente el albacea testamentario. La intervención

consular se limita a sellar los bienes y papeles del difunto, ha-

ciéndolo saber ala autoridad local; y a nombrar albacea dativo

comunicando el hecho al juez de la testamentaría. El derecho de

intervención se concede a título de reciprocidad.

Se ha afirmado que esta ley ha quedado derogada por él

artículo 487 del Código civil que, refiriéndose al nombramiento

de curadores para bienes hereditarios, dice : « Si hubiesen here-

deros extranjeros del difunto, el curador de los bienes heredita-

rios será nombrado con arreglo a los tratados existentes con las

naciones a que los herederos pertenezcan». Se ha argüido tam-

bién que la ley del 05 fué derogada por el artículo de la ley

4124 de I o de octubre de 1902 sobre capellanías, que en la par-

te pertinente dice : « El Consejo nacional de educación será

parte legítima en todo juicio sucesorio de jurisdicción na-

cional donde no intervengan herederos reconocidos o declara-

dos por sentencia ejecutoria, o en que haya bienes vacantes,

correspondiendo al apoderado del Consejo la cúratela de la

herencia».

Invocando el Código civil, se dijo que los cónsules extranje-

ros no pueden intervenir sino en virtud de un tratado; apoyan-
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dose en la ley de 1902, se sostuvo que el Consejo nacional de

educación lia venido a desalojar completamente a los cónsules

extranjeros de los juicios sucesorios.

En 190G, un juez de primera instancia en lo civil de la Capi-

tal federal consideró que la ley del 65 quedó derogada como ley

civil, y que tampoco podía aplicarse como ley procesal por ha-

ber quedado derogadas todas las leyes procesales anteriores

al Código de procedimientos. (Véase Carette : Diccionario de

jurisprudencia argentina, t. II, núm. 1504, pág. 908, Buenos

Aires.)

Esta tesis fué reproducida en 1911, por el fiscal de la segunda

Camarade apelaciones en lo civil, en una causa en que se dis-

cutía el derecho de intervención del cónsul de Francia. El fiscal

invocó el artículo 187 del Código civil, y su artículo 22 que des-

conoce todo valor civil a cuanto no esté explícita o implícitamen-

te dicho en el código. También se apoyó en la ley de 1902. La

(Jamara no se pronunció sobre el fondo del asunto, por haberse

suscitado la cuestión después de declarada vacante la suce-

sión, cuando ya no cabía intervención consular alguna (Juris-

prudencia de los tribunales nacionales, pág. 133, junio 1911,

Buenos Aires).

Otro caso se presentó en 1912, en que el agente fiscal se opu-

so al nombramiento de albacea dativo hecho por el cónsul gene-

ral de Francia. Como el juez hiciera suyo el dictamen del agente

fiscal, se apeló a la primera Cámara de apelaciones, la cual, en

fallo'de 15 de febrero, declaró que « el artículo o de la ley 4121

no obsta a la intervención que en garantía de los derechos do

los presuntos herederos extranjeros pretende tomar el señor

cónsul de Francia, mientras tanto se dicta la correspondiente

declaratoria de, herederos, a favor de todos aquellos que diñan-

te la publicación de los edictos de ley se presenten o justifi-

quen mi carácter de tales, o se declare vacante la sucesión;

pues se trata de intervenciones perfectamente conciliables entre
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sí...» (Jurisprudencia de los tribunales nacionales, pág. .si', fe-

brero 1912).

Sin embargo, la misma Cámara declaró el 30 de septiembre

de 1915, en otro caso, que la cúratela dada por la ley 4124 al

Consejo nacional de educación, vino a modificar la ley <le

1865. Esta vez se llevó el asunto a la Suprema Corte, la que

con fecha 2 de septiembre de 1916 revocó el fallo, conside-

rando : « Que la ley número 4124 es de carácter local para

la capital y territorios nacionales, como consta en las modi-

ficaciones introducidas en el honorable Senado al proyecto

pasado en revisión por la de Diputados y aceptadas por ésta,

haciéndose constar por el miembro informante de la comisión de

legislación « que la comisión ha creído, dados estos anteceden-

« tes, que la ley debería limitarse a la capital y territorios nació-

« nales, dejando a las provincias que se rijan por sus leyes locales,

« aceptando la jurisprudencia existente ». Que dado al alcance

de esa ley, no puede decirse que ella modifique o deje sin efecto

la de 30 de septiembre de 1865, número 163, de carácter federal,

obligatoria en toda la Eepública, en cuanto resuelve cuestiones

de carácter internacional ajenas a las atribuciones provincia-

les y que habían sido materia de negociaciones con representan-

tes de gobiernos extranjeros (Diario de sesiones, del honorable

Senado, pág. 425 y siguientes, 1865; Diputados, pág. 574, 1865).

Que dado el carácter y objeto limitado de la intervención con-

sular, destinada a gestionar medidas meramente conservatorias

de los bienes del extranjero fallecido ab intestato, en beneficio

de los connacionales ausentes con derecho a la herencia, ella no

es inconciliable con la participación legítima que la ley 4124

atribuye al Consejo nacional de educación y la cúratela del mis-

mo, en caso de reputarse vacante la herencia a que se refieren

los artículos 3539 y 3540 del Código civil ».

Así, según la Corte, está en vigencia la ley de 1865 que, a

falta de tratados, autoriza la intervención de los cónsules ex-
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tranjeros en la sucesión de sus connacionales, a título de reci-

procidad. Hs porque la ley del 65 no es civil, ni procesal : es una

ley especial que reglamenta una de las funciones que el d ere-

dio internacional reconoce a los cónsules, la que se relaciona

eon la protección general de los connacionales. En el fondones

una ley consular nacional o federal, de la misma naturaleza que

la ley consular de 11)05.

En materia de intervención consular la jurisprudencia ha es-

tablecido : que el albacea dativo nombrado por un cónsul exclu-

ye al representante del Consejo nacional de educación, hasta

tanto se declare vacante la herencia (Colección de Fallos de la

<'<¡»)<ira de apelaciones en lo civil, t. 45, pág. 109); que la sola pre-

sentación de un pariente que pretenda la herencia, basta para

hacer cesar al albacea consular (t. 145, pág. 100); que el alba-

cea dativo cesa en cuanto se dicta la declaratoria de herederos

(r. 131, pág 140); que puede actuar en papel común, con cargo

de reponer el papel sellado (t. 54, pág. 341); que habiendo tra-

tado, la intervención consular se rige por lo que éste disponga,

y no por la ley de 1805 (t. 10, pág. 628).

Por esta última ley, el juez de la testamentaría debe dar aviso

al cónsul. Sin embargo, la omisión del aviso no puede acarrear

la responsabilidad del gobierno argentino.

Por nota de 1 1 de junio de 1894 la legación de Alemania lla-

mo la atención del ministerio de Relaciones exteriores sobre la

desaparición de unos haberes dejados por subditos alemanes

tallecidos ah intestato, y preguntó si no era el caso de responsa-

bilizar al tesoro nacional de esta pérdida.

El Ministerio contestó el 31 de julio, (pie el gobierno de la na-

ción no era responsable de la pérdida de esos bienes, y que la

acción de los perjudicados debía dirigirse contra el juez, secre-

tario, escribano, o cualquiera otro funcionario (pie hubiera oca-

sionado la desaparición. En cuanto a bienes depositados cu los

bancos, la responsabilidad es de los depositarios, salvo cuando

AH, l. KAC. DE DEK. — T. XX "(I
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el depósito se lia hecho con mala te. en cuyo caso es responsable

el funcionario que lo ordenó (Memoria de Relaciones exteriores,

página 114. 18!».")).

11. En principio, los cónsules extranjeros no pueden mante-

ner correspondencia con el ministerio de Relaciones exteriores.

Habiendo embajada o legación, es ésta quien mantiene las rela-

ciones con el gobierno nacional. El Ceremonial diplomático de

1908 declara en su artículo 39, que el ministro de Relaciones

exteriores « no recibirá a los cónsules que tengan asuntos en el

ministerio. Estos funcionarios deberán entenderse directamente

con el subsecretario. En cuanto a las cuestiones de simple proto-

colo, pueden entenderse directamente con el director del mismo »

.

Fuera de la concesión del exequátur y de la legalización de la

tirina consular, los cónsules extranjeros pasan desapercibidos

para la cancillería argentina. A falta de representante diplomá-

tico, se admiten comunicaciones del cónsul de mayor jerarquía,

siempre que no se trate de asuntos políticos propiamente di-

chos, los cuales deben ser tratados por encargados de negocios

ad interim, a no ser que el cónsul se limite a transmitir las

comunicaciones originales de su gobierno.

Pero los cónsules pueden comunicarse con las autoridades

de su respectivo distrito para los asuntos del servicio consular.

Si no son atendidos en sus reclamos, deben poner el hecho en

conocimiento del agente diplomático de su país, si lo hubiere,

para que tome las medidas que estime del caso.

En sus relaciones con las autoridades locales de su distrito,

los cónsules extranjeros pueden sostener con moderación y

prudencia la consideración y respeto que se les debe guardar *

pero es de su deber no prestar el apoyo consular a demandas

o representaciones que no fueren fundadas en justicia y equi-

dad, a fin de no herir la susceptibilidad de la soberanía ar-

gentina.
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Todo cónsul extranjero tiene el deber de conducirse con cir-

cunspección en sus actos oficiales y privados
;
guardar el mayor

respeto a las leyes y costumbres locales; no tomar parte alguna

en las luchas políticas internas y, en general, evitar todo mo-

tivo de queja de parte de las autoridades o de los habitantes.

Su misión natural es promover y tormentar el comercio y na-

vegación entre su país y la Argentina, vigilar la observancia

de los tratados vigentes entre ambas naciones en materia de

comercio y navegación, y prestar protección a sus connacionales,

a fin de que sus personas y bienes gocen de los derechos prome-

tidos por los tratados o, en su defecto, de los derechos que la

Kepública concede a los extranjeros en general.

Las leyes argentinas son de las más liberales. La Constitu-

ción nacional asegura los beneficios de la libertad a todos los

hombres que quieran habitar el suelo argentino. El artículo 20

concede a los extranjeros todos los derechos civiles del ciuda-

dano. El extranjero puede ejercer su comercio, su industria y

profesión, con tal que reúna las condiciones de idoneidad exigi-

das por las leyes
;
puede adquirir bienes raíces, ejercer libre-

mente su culto, testar y casarse conforme a las leyes. No está

obligado a admitir la ciudadanía, ni a pagar contribuciones ex-

traordinarias.

Con o sin tratado, el extranjero que se radica en la República

Argentina queda asimilado al nacional bajo todo aspecto, me-

nos para el ejercicio de los derechos políticos. Pero esta libera-

lidad no se extiende a las personas cuya presencia en el país

no es deseable; hay una categoría de extranjeros a quienes no

se permite la entrada y otra de personas a quienes se puede

expulsar.

I n cónsul extranjero no debe ignorar estas circunstancias.

En su at'an de proteger a sus nacionales puede pedir que éstos

sean tratados tan ventajosamente como los demás extrajeros en

Igualdad de condiciones; pero no debe reclamar para sus con-
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ciudadanos un tratamiento más favorable que el que se acuerda

a los naturales del país en que ejerce sus funciones. Como dijo

el ministro de Relaciones exteriores, doctor Carlos Tejedor,

en 1872, con motivo de unos reclamos formulados por la lega-

eión británica : «Los extranjeros, desde que entran a un país.

están sujetos a sus leyes y autoridades. Esas leyes no son

iguales en todas partes; pero sean como quiera, favorables o

no al extranjero, lo obligan igualmente. El extranjero, en con-

secuencia, para el ejercicio de su derecho, como para las quejas

civiles o criminales a que se crea con derecho, tiene que dirigir-

se, como los ciudadanos, a esas autoridades, invocar esas leyes,

esperar y acatar las resoluciones de aquéllas. De otro modo el

cuerpo de extranjeros sería un Estado dentro de otro Estado,

una monstruosidad política. En ninguna parte existe, como en-

tre nosotros, una legislación más liberal con los extranjeros. La

protección del extranjero es no sólo una disposición de nuestras

leyes, sino un principio constitucional que hace inútiles casi

los mismos tratados que la consignan
;
pero la protección igual

al ciudadano, no un privilegio ni en el fondo de los derechos, ni

en la forma de deducirlos : la protección legal, no la protección

diplomática. La doctrina de una protección especial, fuera de

inexacta, sólo puede conducir a los errores y extravíos más de-

plorables » (1).

Un cónsul puede llamar la atención sobre los casos de mani-

fiesta denegación de justicia, pero sin formular por sí mismo

reclamaciones diplomáticas. En general, los representantes di-

plomáticos y consulares no deben abusar de la causal « dene-

gación de justicia». Esta expresión tiene un sentido amplio y

un sentido estricto. En un sentido amplio, se llama « denega-

ción de justicia» a los perjuicios que cualquiera de los tres

poderes del Estado causa a un extranjero en violación de las

(1) Memoria de Relaciones exteriores, página 500. 1*72.
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leyes internas, del derecho internacional, de los tratados vigen-

tes, de los principios de humanidad. Una expulsión intempesti-

va, un arresto ilegal, la no ejecución de un contrato, la impu-

nidad de un reo que comete un delito contra un extranjero:

serían otras tantas «denegaciones de justicia». Pero en el sen-

tido estricto, se entiende por « denegación de justicia » los

actos u omisiones del Poder judicial : cuando se niega al ex-

tranjero los recursos legales, cuando no se llenan las formalida-

des esenciales del procedimiento, cuando la causa se prolonga

indefinidamente.

Hasta ahora los estados reclamantes se han reservado el

derecho de apreciar por sí mismos cuándo hay «denegación

de justicia», lo que permitió los abusos de los fuertes con-

tra los débiles. Algunos países americanos han definido la

« denegación de justicia » por la vía legislativa. Una ley de

San Salvador, de 29 de septiembre de 1886, declaró que sólo

se considerará como tal el hecho de negarse un tribunal a dic-

tar sentencia definitiva sobre el asunto principal o algunos

de sus incidentes* Sea de ello lo que fuera, el criterio de la prác-

tica internacional continúa siendo elástico. Se ha considerado

«denegación de justicia » : la anulación de concesiones sin re-

eurso judicial; la apropiación de bienes sin proceso legal ; el

arresto ilegal; la detención prolongada de extranjeros sin so-

meterlos ajuicio; la ejecución de un reo sin sentencia formal

;

la libertad de individuos acusados de delitos contra extranjeros

sin formarles proceso; la excusación de todos los jueces para en-

tender en un asunto determinado; la concesión intempestiva

«le amnistías e indultos, las sentencias notoriamente injustas (1).

1.2. En la República Argentina los cónsules extranjeros no

tienen imperio judicial ni sobre los habitantes del país, ni so

(1) Ki.uin M. Bobchabd, The diplomaiie protectíon of eititen» abread <>,> /)>,

Lo,,- of International claim$, Nueva Ifork, 1915.
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bre sus propios nacionales. No pueden solicitar la fuerza pú-

blica para obligar a éstos a que concurran al consulado. El caso

se presentó en 1865, en que un vicecónsul de España pretendió

hacer comparecer a su presencia a una persona de su nacionali-

dad, mediante un oficio al jefe de policía para que lo haga con-

ducir por la fuerza. El interesado se presentó a la Corte su j «re-

ma, denunciando esta actitud como contraria a la soberanía

argentina. Por fallo de 10 de noviembre, la Corte ordenó al jefe

de policía que no prestara la fuerza pública solicitada por el vi-

cecónsul (Fallos, tomo III, primera serie, página 484, publica-

do en 18G7).

No teniendo imperio judicial, los cónsules no pueden enten-

der en los juicios contenciosos de sus connacionales, ni de

éstos con los demás habitantes del país. Pero les es permitido

tomar declaración a testigos por orden de los tribunales de su

país, si los llamados a declarar concurren al consulado voluntaria-

mente; también pueden hacer absolver un pliego de posiciones*

son actos de jurisdicción voluntaria que no afectan la sobera-

nía argentina. Les es, asimismo, permitido componer amigable-

mente las diferencias de sus compatriotas y servirles de arbitros.

Si el compromiso llena las condiciones fijadas por las leyes ar-

gentinas, pueden las partes pedir la ejecución del laudo arbi-

tral, porque su fuerza obligatoria emana no del carácter del

arbitro, sino del compromiso libremente celebrado por las par-

tes. Un cónsul puede arreglar amistosamente las diferencias

existentes entre los capitanes de buques de la nación que repre-

senta, o entre los capitanes y las tripulaciones, a la condición

de que los interesados acepten su intervención voluntariamente.

Fuera de estos casos de jurisdicción voluntaria, los cónsules

carecen de imperio judicial en la Itepública.

Por el articulo 100 de la Constitución nacional, corresponde

a la justicia federal el conocimiento de las causas de almiran-

tazgo y jurisdicción marítima. Y la ley de 14 de septiembre de
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1803 atribuye a los jueces federales de sección el conocimiento

de las causas por choques, averías, asaltos, auxilios prestados

en alta mar o en los puertos, ríos y mares en que la República

tiene jurisdicción ; así como las causas sobre posesión y propie-

dad, construcción, reparación e hipoteca de buques, netamente),

estadías y seguros marítimos ; salarios de oficiales y marineros,

salvamento civil y militar; naufragios, contratos a la gruesa, pi-

lotaje, arribadas forzosas, y, en general, todo hecho o contrato

concerniente a la navegación y comercio. Por otra parte, la Pre-

fectura general de puertos y sus dependencias, tienen la facul-

tad de resolver, previo juicio conciliatorio, las cuestiones cuya

importancia no pase de 100 pesos, que se susciten entre ca-

pitanes de buques y sus tripulantes, prácticos o pasajeros,

con derecho de apelación ante los jueces federales (Ley de

policía marítima y fluvial de 29 de octubre de 1895, art. 3 o
,
in-

ciso 5 o
).

Estos textos excluyen toda jurisdicción contenciosa de los

cónsules extranjeros en materia marítima. Cuando una diferen-

cia de esta naturaleza no puede ser resuelta amistosamente me-

diante la intervención del cónsul, la decisión corresponde a la

Prefectura general de puertos o a los jueces federales, según la

importancia del asunto.

Según la jurisprudencia argentina, en materia de salarios, los

tripulantes pueden declinar la intervención del cónsul y re-

currir directamente a los tribunales federales, cualquiera que

sea el contrato existente. En 1*7S. el capitán del buque inglés

Nonús, fué demandado por su tripulación ante el juez federal,

por cobro de sueldos y rescisión de contrato. VA capitán contes-

tó que por el contrato de enganche toda diferencia debía ser

llevada ante el cónsul de la Gran Bretaña; poro los actores des-

conocieron la jurisdicción de éste, y el ¡ue/. se declaró compe-

tente Invocando los principios internacionales y la ley del 63.

¿.pelada la sentencia, l¡i Suprema Corte la confirmó el día 13 de
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marzo de 1879, por sus fundamentos (ludios, t. 12, segunda se-

rie, pág. 104, 1879).

Algunos años después, el ministerio de Relaciones exteriores

no hizo lugar a una gestión de la legación británica en Buenos

Aires para que se diera intervención a los cónsules ingleses en

toda cuestión sobre salarios marítimos. En nota de 31 de marzo

de 1892, la legación llamó la atención de la cancillería sobre el

caso de los vapores Stormy Petrel y Lady Nairn, cuyos capita-

nes fueron demandados en el Rosario y obligados a dar lianza.

Decía la legación, que la mayor parte de los países marítimos

admiten en estos casos la competencia consular exclusivamente.

El procurador general de la República, dio razón al juez del

Rosario. El ministro Zeballos hizo suyo el dictamen: la lega-

ción insistió con fecha 1G de diciembre invocando las practicas

inglesas, que no hacen intervenir a los jueces sino cuando se

trata de una gran injusticia, dejando librados los casos ordina-

rios a la decisión de los cónsules respectivos. En consecuencia,

pidió que el gobierno argentino proceda de la misma manera.

Pero esta petición fué desestimada por inconstitucional.

Esto en cuanto a salarios. La cuestión es mucho mas comple-

ja cuando se trata de faltas o delitos cometidos a bordo de bu-

ques mercantes. Sobre este punto de derecho penal internacio-

nal, el gobierno argentino tiene su criterio propio. Los cónsules

argentinos en el extranjero tienen intrucciones en el sentido

de que pueden tomar conocimiento de los delitos, perturba-

ciones del orden, faltas de disciplina y otras que se cometan

a bordo de buques mercantes argentinos, con facultad de

interrogar al capitán sobre los hechos de esta naturaleza co-

metidos durante la travesía del último puerto ; también tienen

el derecho de intervenir, al solo efecto de su conocimiento, en

las causas por faltas cometidas a bordo de buques argentinos

surtos en puertos extranjeros, cuando afectan la disciplina o el

orden interno del buque; pero cuando las faltas son de naturale-
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za tal que hacen peligrarla seguridad del buque ola vida de los

tripulantes o pasajeros, los cónsules deben solicitar el auxilio de

las autoridades locales, a quienes corresponde el castigo de los

delincuentes; si el delito es cometido en alta mar, corresponde al

cónsul recibir las declaraciones de la gente de mar y pasajeros,

y puede hacer retener a bordo a los delincuentes para remitirlos

en el mismo buque o en el primero que salga con destino a la

República, a fin de que sean sometidos a los jueces competentes;

en este caso debe reclamar contra toda tentativa de las autori-

dades locales para conocer el delito cometido en alta mar a bor-

do del buque argentino; pero si el delito a bordo del buque ar-

gentino se ha cometido en aguas territoriales extranjeras, debe

dejar a los tribunales locales el conocimiento de la causa, sin

perjuicio de pedir oportunamente el cumplimiento de las dispo-

siciones legales respecto de los enjuiciados (artículos 173 y 179

del Reglamento consular).

lista distinción entre las faltas disciplinarias y los delitos gra-

\-es por una parte, y la diferencia entre los crímenes cometidos

en alta mar y los que se cometen en las aguas jurisdiccionales

extranjeras por la otra, pueden aplicarse por analogía a los po-

deres de los cónsules extranjeros que desempeñan sus funciones

«mi la Argentina. La ley de 14 de septiembre de 1803, artícu-

lo :;
", dice así : « Los jueces de sección conocerán igualmente de

todas las causas de contrabando; y de todas las causas crimina-

les cuyo conocimiento compete a la justicia nacional, a saber:

1 Los crímenes cometidos en alta mar a bordo de baques nació-

nales, o por piratas extranjeros, serán juzgados por el juez de

sección del primer puerto argentino a que arribase el buque;

2 Los crímenes cometidos en los ríos, islas y puertos argenti-

nos, serán juzgados por el juez (pie se halle mas ¡nniediat o al

lugar del hecho, o por aquel en cuya sección se encuentran los

criminales... » Por esta ley. los crímenes cometidos en alta mar

a bordo de buques extranjeros, no entran en la competencia de
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los tribunales argentinos. Por otra parte, la ley habla de críme-

nes, lo que exclnye las taitas disciplinarias. Tampoco es compe-

tente la justicia argentina para juzgar los crímenes cometidos ¡i

bordo de boques nacionales en puertos extranjeros. En 1 Sí» 1 ge

cometió un crimen a bordo del buqne mercante Segredo <l<>s Azo-

res, de matrícula argentina, anclado en Angra do Heroísmo de

las islas Azores. Los tribunales portugueses se declararon in-

competentes y pusieron al acusado a la disposición del vicecón-

sul argentino a fin de que lo remita a la República para someterlo

ajuicio. Puesto el hecho en conocimiento del gobierno argenti-

no, se dio vista al Procurador general, quien en dictamen de 21'

marzo de 1S93 declaró que la justicia nacional no tiene juris-

dicción para entender en los delitos cometidos en puertos extran-

jeros. « Si nuestra ley institucional de la jurisdicción nacional

— dijo el 'doctor Kier — autoriza el juzgamiento de los delitos

cometidos en los puertos de la nación, debe reconocerse igual

jurisdicción en las otras naciones, y si no ha incluido en la ju-

risdicción propia otros delitos cometidos en buques nacionales

que los consumados en alta mar o los concernientes solamente

a la disciplina interna del buque, parece excluida la relativa al

castigo de los delitos cometidos en puerto extranjero. » El mi-

nisterio de Relaciones exteriores hizo suyo el dictamen y or-

denó al vicecónsul que desista de toda participación en esta

causa (1).

El gobierno argentino no permite que un consulado extranje-

ro se constituya en tribunal para juzgar delitos perpetrados en

puertos y aguas de la República. En 1882 el cónsul de Grecia

en Buenos Aires se dirigió a la Prefectura marítima primero y

luego al juez federal, pidiendo se le entregue al reo de un crimen

cometido en el puerto a bordo de la barca griega Enoxis, para

juzgarlo en el consulado o enviarlo a Grecia. El juez desestimó

(1) Di¡/csto fh Marina, página 1158 y siguientes, Buenos Aires.
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0l pedido hasándcse en la ley del G3 y en la soberanía argenti-

na. La Suprema Corte confirmó el auto el 21 de abril de 1883

(Fallos, t. 10, segunda serie, pág. 189, publicado en 1884).

Por la misma época, el cónsul general de Italia pidió la entrega

de varios individuos que a bordo del bergantín Primo Livori,

surto en el puerto de Buenos Aires, se trabaron en riña hiriendo

gravemente a uno de ellos. La Prefectura general de puertos no

atendió el reclamo y remitió al reo al juez federal. Esta actitud

fué aprobada por el ministerio de Marina el 31 de diciembre

de 1883.

Los buques anclados en aguas argentinas, con excepción de

los buques de guerra, se encuentran, pues, bajo la jurisdicción

exclusiva de las autoridades argentinas, y para ejecutar las ór-

denes de éstas no se requiere el beneplácito del cónsul respec-

tivo. Así, en 1884 se hizo bajar a tierra a una persona del

vapor Xord América, a pesar de la oposición del cónsul de

Italia. Sin embargo, por razones de cortesía se suele dar aviso

al cónsul cuando se va a proceder en un buque de su nacio-

nalidad.

Cuando un crimen es cometido en alta mar a bordo de un bu-

que mercante extranjero, si el presunto culpable es detenido a

bordo del mismo no procede el recurso de habeas corpus contra

tal detención. Un recurso de esta naturaleza fué deducido en

L895 a favor de un individuo detenido a bordo del vapor l'ru-

.'/"".'/. de matrícula francesa, acusado de haber herido a tres pa-

sajeros cu alta mar en un acceso de enajenación mental. El juez

denegó el ¡tabeas corpus.

En cambio, el conocimiento de las faltas de disciplina a bordo

• I*- buques extranjeros compete a los cónsules de una manera

indiscutible, siempre que DO perturben el orden del puerto y no

causen alarmas mayores.

l'n cónsul extranjero llamado a instruir un sumario con mo-

tivo «le un delito cometido en alta mar, puede interrogar a los
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pasajeros; pero si se ha permitido a éstos bajar a tierra, ya no se

los puede citar coercitivamente al consulado, ni tiene la autori-

dad local la obligación de conducirlos a bordo para prestar de-

claración. El cónsul puede remitir al reo a su país, pero no le es

permitido constituir un tribunal en tierra, ni a bordo del buqué

surto en aguas argentinas, ni solicitar de las autoridades loca-

les el cúmplase a la sentencia que dictare en estas condiciones.

¡Si el acusado baja a tierra voluntariamente, su entrega debe

reunir las formalidades de la extradición.

13. ¿Puede un cónsul extranjero, a falta de tratado, pedir la

entrega de desertores de buques de comercio de su nación

I

Un dictamen del procurador general déla República, de fecha

22 de marzo de 1895, dice al respecto así : « El caso de simple

deserción de marineros nacionales o extranjeros, está fuera de

los principios que rigen la jurisdicción civil contenciosa. Dete-

ner los desertores a petición de los cónsules respectivos y entre-

garlos, cuando no media cuestión de carácter civil sobre cum-

plimiento de contrato u otras causas que hagan controvertible

el derecho de reclamo, ha sido práctica establecida de conformi-

dad con la común doctrina de derecho internacional, con las

disposiciones de nuestros tratados de comercio y con las de

nuestro derecho positivo. . . No parece dudoso el derecho de los

cónsules, mediante los principios de reciprocidad establecidos,

a falta de tratados especiales, para reclamar los desertores de

los buques de la misma nacionalidad. Así lo reconoció el señor

procurador general en dictamen de 25 de marzo de 1884, que

fué adoptado como resolución por el gobierno... »

A raíz de este dictamen, un decreto de 30 de marzo de 1895

mantuvo una resolución del año anterior, que decía : « Corres-

ponde a la Prefectura general de puertos todo lo concerniente a

la captura de marineros desertores de buques extranjeros surtos

en puertos argentinos, siempre que sea solicitada por los cónsu-
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les respectivos, con la atribución de reclamar el auxilio de la

policía terrestre cuando considere necesario » (1).

Para que sea procedente un pedido de entrega, debe tratarse

de una si mide deserción que no envuelva cuestión contenciosa.

Si no se trata de desertores propiamente dichos, si los indivi-

duos reclamados como tales por el cónsul, abandonaron el bu-

que por haber fenecido el término de su contrato, o por malos

tratamientos o por falta de pago de sus salarios, no son deser-

tores, y toda acción contra ellos debe dirigirse a la justicia

federal.

Los pedidos de captura y entrega de desertores se dirigen

por escrito a la Prefectura general de puertos; esta repartición

aprecia en cada caso el carácter del hecho y, en su mérito, con-

cede la entrega o somete al individuo a la justicia.

1 1. ; Es necesario el consentimiento del cónsul extranjero para

inscribir en la matrícula argentina un buque mercante de su na-

cionalidad \

El Reglamento para los capitanes de puerto, de 10 de noviem-

bre de 1862, exigía este consentimiento
;
pero posteriormente se

le interpretó en el sentido de que basta una simple notificación

al cónsul interesado. En 1869, el cónsul de Italia pretendió in-

validar una venta de un buque italiano otorgada ante la escri-

banía de marina, por haberse llevado a cabo sin su anuencia;

pero esta pretensión fué desestimada. El procurador general,

doctor Francisco Pico, opinó que el contrato era perfecta-

mente válido desde (pie se celebró según las Cormas argentinas,

cu virtud de la regla loous regit actum; agregando que lo único

que pnede exigir de sus nacionales un cónsul extranjero, «mi es-

te cuso, es que registren la escritura en el consulado (Digesto

<l< Marina, pág. lili)). Sin embargo, se puede preguntar si

(1) Digette <>< Marina, l'.'iO. página 287.
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el espíritu de la ley <le 29 de septiembre de L905 sobre orga-

nización del cuerpo consular argentino, lio autoriza a los cónsu-

les extranjeros intervenir en esta clase (le operaciones, a título

de reciprocidad. En efecto, el artículo 16 dispone que el cambio

de la bandera nacional y el uso provisorio de ésta para buques

extranjeros que lo soliciten, sólo podrá efectuarse en el exterior

mediante la intervención y autorización del cónsul argentino. Y
el Reglamento consular agrega, en los artículos 220 y 221, que

los cónsules argentinos no deben autorizar el cambio de las ban-

deras extranjeras sin previo certificado del cónsul a cuya nacio-

nalidad pertenezca el buque. Parecería que la mente del legisla-

dor fuera que la inscripción de buques extranjeros en la matrícula

nacional no se verificara sin intervención del cónsul extranjero.

15. Los cónsules extranjeros no pueden ejercer en el territo-

rio argentino las funciones de oficiales del estado civil; o mejor

dicho, las actas levantadas ante estos funcionarios en materia

de estado civil, no producen corno tales, efectos legales en la Re--

pública.

-Los nacimientos, matrimonios y defunciones ocurridos en la

Argentina, deben comprobarse con las partidas de los registros

públicos del país (artículos 80 y 108 del Código civil y 37 de la

ley de matrimonio civil).

Un cónsul extranjero puede anotar en sus registros los na-

cimientos, matrimonios y defunciones de sus nacionales, o de las

personas que las leyes de su país consideran como tales. Pero

un matrimonio celebrado ante un cónsul no produce en la Repú-

blica los efectos del matrimonio civil. En cuanto a la inscripción

de los nacimientos y defunciones, sólo en el caso de que se hu-

biera omitido su incripción en el registro civil, podría tener

algún valor probatorio, por aplicación de los artículos 85 y 108

del Código civil.
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1 (i. Los cónsules extranjeros no pueden autorizar escrituras

públicas que tengan que producir efectos legales en la Argentina,

aunque por las leyes de su país posean atribuciones notariales.

Los documentos otorgados ante los cónsules extranjeros sólo

pueden valer como instrumentos privados de fecha cierta, si

tienen la firma de las partes y siempre que el instrumento pú-

blico no sea exigido por la ley argentina bajo sanción de nuli-

dad (artículos 976, 987 y 1035 del Código civil).

Es, porque la profesión de escribano público está rigurosa-

mente reglamentada. Para ejercer actos notariales se requiere

nombramiento especial del Poder ejecutivo, se exije fianza y el

juramento de desempeñar con honra y decoro el oficio. Hay

escribanos de registro y sin registro, escribanos adscriptos,

escribanos secretarios, escribanos de gobierno, escribanos de

marina. También pueden ejercer funciones notariales los cónsu-

les argentinos. El artículo 979 del Código civil no incluye entre

los instrumentos públicos las escrituras otorgadas ante los cón-

sules extranjeros residentes en la República. La sola concesión

del exequátur no basta para conferir las funciones notariales,

pues el exequátur no es sino una autorización general para ejer-

cer aquellas funciones que no estén en pugna con las leyes de

orden público.

17. A falta de tratado, los cónsules extranjeros no pueden le-

galizar documentos emanados de las autoridades de su país de

origen, que deban surtir efectos en la República.

Esta prohibición existe en virtud de un decreto de 21 de ju-

lio de L918 que, en su parte dispositiva, dice así : « Todo docu-

mento emanado o pasado por una autoridad extranjera que deba

hacer fe en el territorio de la República, deberá ser legalizado

en primer término por el agente consular argentino acreditado

cu hi jurisdicción de l;i autoridad exl ranjera de que el documen-

to proviene o que lo ha certificado, En el caso ole taita o ansen-
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cia de agente consular argentino, el documento deberá ser lega-

lizado por la legación ya falta de ésta por el agente diplomático

o consular de una nación amiga. La legalización consular o di-

plomática en la forma dispuesta en los artículos anteriores, no

podrá en ningún caso ser suplida por la del agente diplomáti-

co o consular acreditado en la República por la nación de que

el documento emana. La tirina del agente consular, o en su caso

diplomático, que legalice el documento extranjero, deberá a su

vez ser legalizada en la República por el ministerio de Rela-

ciones exteriores y Culto. El presente decreto empezará a re-

gir desde el I o de noviembre del corriente año y a partir de

esa fecha, el ministerio de Relaciones exteriores y Culto, así co-

mo las demás autoridades públicas argentinas, no legalizarán

ningún documento extranjero que no llene las condiciones im-

puestas en los artículos anteriores, salvo aquellos documentos

que por disposición expresa de convenios internacionales vigen-

tes estén exentos de esas formalidades» (Circular informática

mensual del ministerio de Relaciones exteriores, núm. 14, pág. 21,

Buenos Aires, julio de 1918).

Este decreto, bien inspirado, viene a cortar los abusos (pie se

han observado en la práctica, de documentos para cuya legali-

zación se hacía prescindencia completa de los cónsules argenti-

nos. En principio, los cónsules extranjeros deben limitarse a

legalizar los documentos emanados de las autoridades argenti-

nas, y los cónsules argentinos los documentos certificados por

las autoridades del país en que ejercen sus funciones.

En materia de legalización, la práctica del ministerio de Re-

laciones exteriores no fué siempre la misma. Durante muchos

años, existió el criterio de que el ministerio debía certificar la

firma sin tomar en cuenta el contenido del documento. En el año

1907 surgió una duda sobre si debía ser legalizada una partida

de matrimonio celebrado ante el cónsul de Italia. Las opiniones

estaban divididas. Los que admitían la afirmativa, alegaban
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que de todos modos la legalización no daría validez a un acto

nulo; otros decían que ninguna autoridad debía autentificar un

acto reprobado por las leyes. El procurador general de la Repú-

blica, doctor Julio Botet, dictaminó con fecha 10 de diciembre,

diciendo que la partida en cuestión no podía ser legalizada, poí-

no ser de autoridad ni para autoridad argentina. A juicio de

este magistrado, el ministerio de Relaciones exteriores sólo

debe legalizar los siguientes documentos : I o Los expedidos por

autoridades o funcionónos argentinos, para hacer valer en el

extranjero; 2 o Los que otorgan los ministros, cónsules o repre-

sentantes argentinos en el exterior, para surtir efectos en la

República; 3 o Los que expiden los ministros, cónsules o repre-

sentantes de naciones extranjeras en la Argentina, para hacer

valer ante las autoridades argentinas: todo esto con arreglo a

las prácticas internacionales y dentro de lo prescrito por el

inciso 9 o de la ley 3727, sobre legalización de documentos de y

para el exterior.

A estar a este dictamen, parecería imposible negar la legali-

zación a un documento emanado de un funcionario consular ex-

tranjero para hacerlo valer ante una autoridad argentina. Pero

legalizar un documento, no es otorgarlo, de manera que si se

debe legalizar un documento otorgado ante un cónsul extranje-

ro, se puede negar la legalización a un documento simplemente

certificado por él. Algunos cónsules, en el afán de salvar la situa-

ción del momento, han reproducido en sus registros el documen-

to «le cuya legalización se trataba expidiendo luego testimonio

del mismo. Este procedimiento es censurable, poique tiene por

objeto burlar una disposición dictada por el gobierno argentino

4-n ejercicio de un perfecto derecho.

Es diífcil predecir hasta qué punto el decreto de 24 de julio de

litis será cumplido por los tribunales argentinos. En L865, un

cónsul chileno en San .Juan solicitó una extradición por orden

de su legación y acompañó copia del proceso original seguido

ANAL. KA< . I>K UKI1. — T. XX -M
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t
j
ii Chile, legalizada por la misma. El juez federal no hizo lugar

al pedido alegando que la copia debió ser legalizada por el cónsul

argentino en ¡Santiago. La legación reclamó ante el ministerio de

Relaciones exteriores contra la doctrina sustentada por el juez,

« como sino bastara — dijo — la legalización puesta por la se-

cretaría de la legación chilena en esta República ». El asunto

llegó hasta la Suprema Corte, la cual desestimó el pedido de ex-

tradición porque el delito imputado no estaba previsto en el tra-

tado vigente entre los dos países
;
pero al mismo tiempo declaró

que « los documentos exhibidos por parte de la potencia recla-

mante hacen fe en juicio, y son tales que bastarían, según las

leyes que nos rigen, para aprehender y enjuiciar al presunto reo,

si el delito se hubiese cometido en esta República » (Fallos,

t. III, pág. 52, primera serie, 1866).

Es natural que si una legación extranjera hiciera una cues-

tión sobre la fe que merecen los actos por ella certificados, sería

difícil desconocérselo. Pero las legaciones extranjeras han de

respetar los decretos argentinos, y no dejarán de aconsejar a

sus nacionales que se sometan a sus disposiciones, como co-

rresponde a todo extranjero que desea radicarse en un país que

no es el de su patria.

18. A falta de tratado, los cónsules extranjeros no pueden ha-

cer pedidos de extradición, porque según la ley de extradición

de 25 de agosto de 1885, estos pedidos deben introducirse por la

vía diplomática. Tampoco pueden solicitar el diligenciamiento

de exhortos en materia criminal (artículos 30 y 31 de la misma

ley). Pero estas prohibiciones no deben aplicarse sino cuando

hay embajada o legación : a falta de éstas, se debería permitir

a los cónsules presentar el pedido de extradición y los exhortos

formulados por el gobierno de quien dependen.

Un decreto de 11 de octubre de 1872 autorizó a los ministros

diplomáticos extranjeros y a los cónsules de las naciones que
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carecen de representantes políticos en la República, a dirigir los

exhortos directamente a los tribunales pasando por encima del

ministerio de Relaciones exteriores. Este decreto ha quedado

derogado en materia criminal por la ley del 85. Sus términos

fueron aclarados por una circular del ministerio de Relaciones

exteriores de 21 de enero de 1919, en el sentido de que los ex-

horto*, cartas rogatorias y pedidos de extradición deben trami-

tarse por la vía diplomática, de manera que, en lo sucesivo, los

jueces argentinos no podrán dirigir exhortos a las autoridades

extranjeras, ni los agentes diplomáticos o consulares extranje-

ros a los jueces de la República, sino por intermedio del minis-

terio de Relaciones exteriores (Circular informativa mensual?

citada, núm. 20, pág. 19, enero de 1919).

19. Por analogía con lo que prescribe el Reglamento consular

vigente, los archivos de los consulados extranjeros son inviola-

bles. Se recomienda que los libros, documentos, papeles y obje-

tos (pie forman los archivos se encuentren separados de los del

uso particular del cónsul. Si no hay habitación especial para los

archivos oficiales, conviene dedicarles un estante aparte.

En cuanto al uso de escudo y bandera, un decreto de 25 de

abril de 18.S4 permitió su colocación en los consulados extran-

jeros, sin necesidad de permiso especial. Pero queda entendido

que tanto el escudo como la bandera sólo sirven para, indicar la

residencia oficial del funcionario consular, sin que esto implique

reconocerle el derecho de asilo, ni obsta a las citaciones y otras

diligencias judiciales que deban realizarse por orden de los tri-

bunales argentinos dentro del consulado (Aplicación del art.

385 del Reglamento consular).

llii materia de contribuciones e impuestos, los cónsules que

no son ciudadanos argentinos quedan exentos, a título de ex-

tranjeros, de toda contribución extraordinaria, así como de los

empréstitos forzosos (art. 20 de la Constitución nacional). Que*



324 ANALKS DE LA FACULTAD DE DESECHO

dan también exentos del servicio militar y otras cargas perso-

nales. Algunas municipalidades los eximen del impuesto <1<-

chapas. Ninguna otra franquicia les es acordada, fuera de las

exenciones aduaneras arriba recordadas.

Si los cónsules son ciudadanos argentinos, quedan sujetos a

todas las cargas inherentes a su carácter de ciudadanos. Ellos

no pueden pretender, por ejemplo, que se los exima del caigo

de presidente titular o suplente de un comicio electoral. El

caso se presentó recientemente. Por nota de 26 de enero de

1918, la legación de Chile elevó al ministerio de Relaciones ex-

teriores una queja de un ciudadano argentino, cónsul chileno

en el Rosario, nombrado suplente de una mesa receptora de

votos. Decía el reclamo, que dicho cónsul « ejercía sus funcio-

nes con el permiso constitucional del gobierno argentino». El

Ministerio comunicó a la Cámara federal de Santa Fe esta inci-

dencia, agregando : « Este departamento entiende, y así lo ha

hecho saber en oportunidad, que los ciudadanos argentinos, a

quienes otorga el exequátur para el desempeño de empleos ren-

tados u honorarios concedidos por gobiernos extranjeros, quedan

sujetos a las cargas y deberes que les impone su ciudadanía ».

20. El gobierno argentino no reconoce al cuerpo consular ex-

tranjero como entidad colectiva, sino para cuestiones de etique-

ta o que afectan a todo el cuerpo. No se admiten sus protestas

colectivas por agravios a uno de sus miembros. Esta condición

fué aclarada con motivo del incidente a que dio lugar en 1877

el arresto del vicecónsul italiano señor Petich. Por nota de 10

de noviembre, el cuerpo consular extranjero del Rosario dirigió

una protesta colectiva al jefe político de esa ciudad, pidiéndole

que « se sirva dar las órdenes que conceptúe necesarias a fin

de que no se repitan, ni en los miembros que componen el

cuerpo consular ni en sus respectivos subditos, las escenas

tan altamente desagradables como la ocurrida con el señor con-
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sul de Italia... ». Puesta esta reclamación en conocimiento del

ministerio de Relaciones exteriores, el ministro Elizalde pasó

una circular a las legaciones extranjeras acreditadas ante el go-

bierno argentino, el día 29 de enero de 1878, haciendo saber que

la reincidencia en esta clase de reclamos podría traer como

sanción el retiro de los exequátur» a los cónsules signatarios. Al

mismo tiempo mandó decir al gobernador de la provincia de

Santa Fe : « Es necesario que V. E. prevenga a los de su de-

pendencia, que no deben permitir la acción colectiva del cuer-

po consular, sino en las cuestiones de etiqueta o que afecten al

cuerpo todo, no estando en este caso el incidente de la deten-

ción del vicecónsul de Italia en el Rosario; sin permitir jamás

la actitud que inmediatamente asumieron en este caso en

cuanto al fondo y a la forma ». Las legaciones extranjeras acu-

saron recibo prometiendo poner la circular en conocimiento

de los cónsules de su dependencia. Todas se conformaron

menos la legación del Brasil. En nota de 2 de febrero de 1878,

el barón Araujo Gondium contestó : « Así como lie reclamado

y no dejaré de reclamar siempre contra cualquier infracción por

parte de la autoridad local de los privilegios y exenciones pac-

tados entre nuestros respectivos países a favor de sus respecti-

vos agentes consulares, así también no ceso de recomendar al

consulado general que ordene a sus subalternos inmediatos la

mayor circunspección y deferencia en sus relaciones con las au-

toridades del país. Aquí terminaría mi respuesta, si no fuera pol-

las palabras conminatorias que leo al final de la nota de V. E. y

sobre las cuales juzgo deber presentar al ilustrado criterio de

V. B. la siguiente reflexión : Xo desconozco, ni puede nadie des-

conocer, el derecho que tiene el gobierno de la República, como

lo tiene cualquier otro, de casar el exequátur de los agentes con-

sulares extranjeros «mi ciertas y determinadas circunstancias,

Sin que haya en ello ofensa para el Estado que los nombró. Mas,

es ésta iiiiü medida extrema (pie el adelanto de las relaciones ¡n-
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teriiacionales lia hecho que sea cada vez más rara entre países

amigos y de la que actualmente echan mano los gobiernos sólo

por causas muy justificadas, sobre todo tratándose de los agen-

tes que son subditos o ciudadanos del Estado que los nombro ».

Según el representante del Brasil, una protesta del cuerpo

consular extranjero no sería causa justificada para casar el exe-

quátur de los cónsules de «carrera » que la suscribieran. Tero

tal no fué el criterio del gobierno argentino.

Daniel Antokoletz,
Profesor suplente de Derecho internacional público.



ACTUALES PROBABILIDADES

UNA LEGISLACIÓN CAMBIARÍA UNIFORME

La segunda conferencia celebrada en La Haya para la unifi-

cación del derecho relativo a la letra de cambio y al pagaré ala

orden fué clausurada con palabras de optimismo de su presi-

dente Asser, el mismo que casi cincuenta años antes, en 1<S(>.'5.

había sido uno de los primeros en sostener la conveniencia y la

posibilidad de la legislación cambiaría uniforme.

Ese estado de espíritu del famoso intemacionalista holan-

dés Be hallaba sólo en parte justificado por los resultados de

la conferencia de 1912.

Habíase llegado en ella, es cierto, a la conclusión de una re-

glamentación uniforme y de una convención según cuyo artícu-

lo primero, los estados contratantes se obligaban a introducir

aquella reglamentación en sus territorios respectivos: pero en

ese mismo convenio se autorizaba a los estados signatarios para

no admitir determinadas prescripciones del reglamento unifor-

me y para modificar otras.

Desde ese punto de vista el acuerdo había sido, pues, menor

(pie el (pie en el congreso semioticial reunido en IJrnselns en 1 888

se había conseguido. Bn efecto, en dicho congreso, aunqne se

había obtenido el acuerdo por la eliminación de ciertas cnestio-
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nes, acerca de las cuales se declaraba que cada estado podría

estatuir lo que le pareciera, esas materias que la ley-tipo de Bru-

selas excluía, no eran, en realidad, parte esencial del derecho

cambiarlo propiamente dicho. Por el contrario, en 1912, si bien

quedaron eliminadas materias de la misma categoría que las que

en Bruselas se dejaron aparte de la ley-tipo, se facultó también

a cada estado contratante para prescribir sobre puntos tan esen-

cialmente cambiarios como el referente a si la expresión « letra

de cambio» no ha de considerarse requisito del título bajo pena

de nulidad.

Por otra parte, en la conferencia de 1912 no había variado la

actitud en la cual ya durante la reunión de 1910 se habían colo-

cado los delegados de la Gran Bretaña y de los Estados Unidos

de la América del Xorte.

En la segunda sesión plena de la conferencia de 1910, el de-

legado británico Buchanan había manifestado que, si bien el

gobierno que representaba estaba animado del mejor deseo,

creía que la aceptación por su parte de una reglamentación cam-

biaría uniforme se hallaría dificultada en primer lugar por el

hecho de ser la ley en vigor en el reino unido, en lo que concier-

ne a las cuestiones principales del derecho de cambio, casi idén-

tica a las leyes adoptadas por la mayoría de las colonias del

imperio y también por la mayor parte de los estados de la

unión norteamericana. En tal situación, había dicho Buchanan,

aceptar modificaciones sobre las reglas acerca de las cuales exis-

te ya un acuerdo en todos los países del mundo donde la lengua

inglesa domina, sería exponerse a ahondar, antes que reparar,

las divergencias aún subsistentes entre la legislación de las co-

lonias británicas y la de la metrópoli. Había todavía agregado,

en 1910, Buchanan, que el gobierno inglés sólo estaría dispuesto

a tomar en consideración reglas sobre materias acerca de las

cuales en la ley inglesa no se encuentran disposiciones o, si se

encuentran, no están ellas en armonía completa con las de las
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legislaciones coloniales. Después, en la sexta sesión plenariade

la conferencia <le 1910, ese mismo delegado británico había ex-

presado categóricamente qué el gobierno inglés no podía ser fir-

mante de una convención que consagrara la unificación inter-

nacional del derecho de cambio.

El delegado norteamericano Conant no había sido tampoco,

en 1910, menos explícito. La circunstancia, había dicho, de que

treinta y siete estados de la Unión adoptaron ya leyes cambia-

rías que en lo relativo a la forma, a las condiciones de validez y

a la negociación de las letras de cambio no difieren sensiblemen-

te, por haberse tomado para todas un único modelo, unida al

limitado poder legislativo del gobierno federal, permiten creer

que el delegado de los Estados Unidos asumiría una responsa

bilidad muy pesada y emprendería un trabajo difícilmente rea-

lizable en poco tiempo, si se asociase a una proposición tendiente

a substituir la reglamentación actual del derecho cambiario por

una nueva reglamentación.

En la conferencia de 1912, estas actitudes, repito, no varia-

ron sensiblemente. Así, Conant, en la octava sesión plenaria,

observó que los documentos que eran presentados a la firma de

las delegaciones implicaban un acuerdo obligatorio para poner

en vigor o al menos para recomendar la sanción de una medida

definitiva y que a esto no estaba autorizado por las instruccio-

nes de su gobierno, de modo que todo lo que podía hacer era

pedir que éste fuera informado de tiempo en tiempo de la acep-

tación de la ley uniforme por las demás potencias, con objeto

de que pudiera comunicarlo al mundo comercial y financiero de

los listados Unidos y a fin de que pudieran las autoridades nor-

teamericanas conformarse, en tanto que lo demanden las reglas

«le derecho internacional privado, a las disposiciones de la ley

Uniforme en sus relaciones con los países (píela hubieran pues-

to en vigor.

Kstas palabras de loé delegados de habla inglesa no justifica
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ban, evidentemente, aquel gran optimismo acerca de los resul-

tados prácticos de los trabajos realizados en La Haya, que Asseí

manifestara. De ella se desprendía, en efecto, que la uniformi-

dad buscada encontrarla un primer límite en los pueblos de

origen inglés, y no era posible ocultar la importancia extrema

de este hecho, dado sobre todo el carácter de verdadera metró-

poli comercial del planeta entero, que Londres revestía y reviste.

La única esperanza que por este lado quedaba, era la adop-

ción por los pueblos de habla inglesa de la reglamentación uni-

forme para las letras de cambio internacionales. Pero, aun de-

jando aparte las dificultades que tantas veces han sido señaladas

en congresos y conferencias internacionales, relativas a la dife-

renciación de las letras que revisten aquel carácter, era de to-

mar en consideración el argumento que tampoco ha dejado de

hacerse, de la posibilidad de que con ese sistema, antes que lle-

gar a la simplificación del derecho cambiado, se aumentaría la

confusión, pues resultaría en vigor a un mismo tiempo, en el

mismo país o en el mismo grupo de países, los de habla inglesa

en este caso, un doble conjunto de leyes cambiarías, fundamen-

talmente diversas en algunos puntos.

A estas dos razones especiales a la obra de las conferencias

de 1910 y 1912, esto es, la admisión de modificaciones en ma-

terias esencialmente cambiarías y la negativa de los países de

habla inglesa a adoptar la reglamentación convenida, había que

agregar las diferentes razones de orden general, es decir, relati-

vas a todo intento de legislación cambiaría uniforme y aun a

toda tentativa de uniformidad internacional en cualquier rama

o parte del derecho privado, razones que se relacionan con la

inexistencia de un poder legislativo y de un poder judicial uni-

versales o internacionales.

Para suplir la falta del poder legislativo, las conferencias de

1910 y 1912 recurrieron, es cierto, a una combinación de dos

sistemas, el de la ley uniforme y el del tratado, pero esa combi-
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nación, ingeniosa sin duda, era susceptible de provocar delica-

dísimas cuestiones en lo qne se refiere a la ratificación y a la

denuncia (1).

En cnanto alas dificultades derivadas déla falta de nn poder

judicial universa] — dificultades consistentes en qne una legisla-

ción uniforme al ser aplicada por jueces de diversos países, con

hábitos mentales distintos, con métodos y facultades de inter-

pretación diferentes, ha de serlo de varios modos, y en que con

estas aplicaciones disconformes se formarán jurisprudencias

opuestas que volverán a hacer incierta la condición jurídica que

con el establecimiento de la ley uniforme se pudo creer definiti-

vamente determinada,— tampoco hallaban, en la obra de las con-

ferencias de 1910 y 1912, solución satisfactoria. El artículo 30

de la Convención podía considerarse que proporcionaba un re-

medio al prever la reunión de futuras conferencias para deli-

berar sobre la cuestión de saber si hay lugar a introducir modi-

ficaciones o adiciones. Pero el voto que formulara la conferencia

de 1912 en el sentido de que los estados que habían estado en

ella representados examinasen la cuestión de saber si sería po-

sible establecer una jurisdicción común para el derecho cambia-

rlo uniforme, indicaba que no se creía en la eficacia de aquel

artículo :>0 para proveer a que la disconformidad de la juris-

prudencia no altérasela uniformidad de la legislación.

La actitud de los gobiernos signatarios en la época inmedia-

tamente posterior tampoco fué susceptible de considerarse sa-

tisfactoria del puntó de vista de la consecución de un derecho

catnbiario uniforme. En el período transcurrido desde agosto de

1912 a agosto de 1914, no hubo noticia deque la convención

Armada en La Haya estuviese en vías de ratificación.

Vino luego l;i guerra, y el terrible encono con que desde el

(1) Véase ;il respecto mi tetia doetoral; L« unifleaeéón tnUrnmeionmi d< la U
irn dt cambio, página 80 ;i <¡x

; y mi Código de comercio comentado, tomo IV.

paginan .">* :i ti:;.
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primer momento se desencadenó, su característica <le cboqae

tremendo de «los conceptos de la vida y del derecho, de dos civi-

lizaciones, de dos morales y de dos filosofías, el empuje, que pa-

recía irresistible, de un pueblo que se jactaba de la violación de

los~ tratados y expresaba claramente su deseo de dominar por la

fuerza al mundo, el resurgir en todos los países, aun en aquellos

en los que más próximo parecían a desaparecer, del sentimien-

to patriótico que resultaba vibrando con fuerza insospechada

en todos los espíritus, aun en los más abiertos a las ideas de fra-

ternidad universal, hicieron legítimamente creer que a la guerra

había de seguir un reconcentrarse de los pueblos en sí mismos

y un despego muy grande hacia los movimientos internacio-

nalistas de todo género que caracterizaron los últimos años

de paz.

Al escribir en 1915 sobre la unificación internacianal de la

letra de cambio manifestaba yo esta creencia y agregaba que la

reunión de conferencias como las de 1910 y 1912, en las que, ha- •

blando un mismo idioma, hombres de todos los países se sintie-

ron miembros de una sola comunidad jurídica que reclamaba

reglas uniformes, había de tardar en repetirse.

Censuró esta opinión un publicista norteamericano, Guiller-

mo A. Sherrill (1), diciendo que sería ocasión de abandonar toda

idea de progreso si a esta guerra no fuera a seguir una era de

cooperación internacional y de solidaridad tal como nunca exis-

tiera sobre la tierra.

Pero he de notar que yo no me limité en 1915 a predecir como

probable al abandono délos movimientos internacionalistas para

después de la guerra. Decía también que no era justo desespe-

rar y que la tendencia que llama Jitta « humanitaria », volvería

irremisiblemente a imperar, como había vuelto después de mo-

jí) G. A. Sherrill, La unificación internacional de l<< letra de cambio. b¡¡

doctor Carlos C. Malagarriga, en Yule Lato Journal, junio 1918, página* 1098

a 1102.
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méritos históricos en los que se creyó que había desaparecido

para siempre.

Así lo entendía y lo entiendo
;
pero también he de reconocer

que en 1915 y, en realidad, hasta poco antes determinarla con-

tienda, el triunfo de esa tendencia humanitaria tenía que apa-

recer y aparecía como bastante lejano y que, por lo tanto, todo

pesimismo sobre el éxito inmediato de movimientos como el de

la unificación del derecho cambiario estaba justificado.

Que no era otra la opinión norteamericana lo demuestra pre-

cisamente la tentativa de establecer, entre los países de Amé-

rica solamente, esa uniformidad, tentativa que se trató de llevar

adelante en la conferencia financiera panamericana de 1910,

con muy escaso éxito por cierto, pues sólo se consiguió compro-

bar la resistencia que los países de Hispano-América oponen a

la adopción de la legislación cambiaría de las naciones de habla

inglesa.

Más adelante, la intervención de los Estados Unidos en la

guerra y la forma en que ésta ha terminado, así como los princi-

pios en que los países vencedores se inspiraron al establecer la

condiciones de la paz, justifican una menor desesperanza, pues

pueden considerarse desaparecidas, al menos en parte, las razo-

nes de aquel relativo pesimismo sobre el futuro inmediato de

los movimientos internacionalistas.

La liga de las naciones facilitará, sin duda, en efecto, por su

ftntoridad y también por su organización permanente, la conse-

cución de propósitos que antes de la guerra podían ser fantás-

ticos o de muy difícil realización.

I íefi riéndonos especialmente a la legislación cambiaría uni-

forme, sería con aquélla evidentemente más fácil el llegar ;i im-

ponerla, ;il menos en las condiciones limitadas untes expuestas.

Sin embargo, por ahora, aquella organización internacional

no se ocupará de ese asunto. Problemas mucho más ingenies

solicitan y solicitarán su atención toda hasta la entera pacifica
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ción y reconstrucción del mundo, y en materia de derecho uni-

forme lo único que actualmente la preocupa, es la sanción de la

legislación obrera internacional, que Wilson, en repetidas oca-

siones recientes, la última en 10 de septiembre de este año, lia

considerado como una de las bases fundamentales de la paz im-

puesta.

El derecho cambiado tendrá así que esperar. Síntoma de que

en Europa no se cree que esa espera ha de ser corta, es que se

han iniciado trabajos por algunos estados para llegar, entre sí

solamente, al establecimiento de una común legislación cambia-

ría. Es a este respecto notable la iniciativa, en Italia, de Scia-

loja, que ha determinado se emprenda con Francia la prepara-

ción de una ley común que comprenda todo el derecho de las

obligaciones, incluso la materia cambiaría.

Puede así, en síntesis, establecerse que las probabilidades de

una legislación mundial uniforme de la letra de cambio, consi-

derablemente disminuidas durante la guerra, son ahora mayo-

res que después de la conferencia de 1912
;
pero que no por eso

debe considerarse próxima su realización, ni aun en las condi-

ciones a que se llegó en aquella conferencia, es decir, ni aun

con la admisión de reservas sobre puntos esenciales y con la

exclusión de los países de habla inglesa.

Carlos C. Malagarriga,
Profesor suplente de Derecho comercial

en la Facultad de derecho y de Legislación comercial

en la Facultad de ciencias económicas.



BASES Y FORMACIÓN

ESPÍRITU JURÍDICO DE DALMACIO VELEZ SARSFIEID

« En nuestro jiaís lii jurisprudencia i

•iencia mercantil, industrial. »

VKI.EZ 8ÁH8F1ELD.

I. Bartolistas y humanistas. — II. El derecho según el orden natural. —
III. La unidad jurídica. — IV. La revolución y la vida del derecho. —
V. Significación intelectual de Vélez Sársfield.

En 1915, próximo el cincuentenario de la puesta en vigor del

Código civil, un núcleo de jóvenes propúsose editar una serie

de monografías (l)/Cúpome un lugar en la distribución del tra-

bajo y, a medida que permitieron las circunstancias, fui reunien-

do datos y observaciones (2).

ili Revista jurídica y <(< cienciat ;

(2) Hubiese si.l<> tan fácil acopia;

naciones, que preferí eliminarlas,

aunque estudiados, por mi reputi

encuentran los folletos de pleitos, tan abundantes como inútiles, j eiertos ira

bajos aparecidos en apocas conmemorativas. Aquéllos porque son (ruto de una

posición mental implícitamente deshonesta, y éstos porque nacen con vi. -ios

;. taras fáciles de señalar. Así. el que intente presentarnos a Velez a t ra

-

..'•> de mis alegatos forense- caerá en el misino equivocado sentir que el que

quisiera aprovechar <le escritos tales como el Véh* 8drq/Uld conmemorativo,

publicado en Córdoba en número tínico, o <lc la prestancia semiaoadémioa «le

$oeiaU$, i
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Las páginas que siguen son la parte Hminar del trabajo rea-

lizado. Establecen, a nuestro entender, la filiación de ideas que

actuaron sobre el codificador y su enlace en el desarrollo de la

ciencia y de la filosofía del derecho.

Vélez Sársfield perteneció a la escuela bartolista, paliada y

modificada por la acción de otras que tuvieron boga en el trans-

curso de las XVIa
, xvna y xvma centurias. La influencia del

siglo xix, por razones de educación y de ambiente, fué en él

muy reducida y se verá, cuando publiquemos el segundo estu-

dio, cómo aprovechó la experiencia de sus contemporáneos y

hasta qué punto estuvo vinculado a las ideas de su época.

A partir de Bartolo y Baldo los juristas que consideraban al

derecho romano como la ratio scripta luchaban por imponer-

le en Francia, Alemania, Italia y España. Las causas más di-

versas ayudaron esta empresa y a fines del siglo xv su aplica-

ción como derecho común era una casi realidad en los países que

citamos. Oonsiderábasele como ius universale supletorio y en-

mendatorio del ius particulare o local.

Comíinis opinio habetur pro lege, decíase
; y apartado el inte-

lecto de los principios fundamentales prohijó en la variedad de

los loci, tópica, repertorios y margaritas la secta de rábulas, tor-

mento de xmeblos y flagelo de haciendas y conciencias. Deno-

minaron a esto mos italicus, como queriendo significar, que la

falta de ideas cardinales y moral levantada fincaba escuela, nom-

brada así por el lugar de origen. Pero pudo llamarse por igual

una obra ha poco publicada. Los escritos de Sarmiento y de Avellaneda, con-

temporáneos, amigos y admiradores de Vélez, son la pasta de cuanto ensayo

biográfico, pero deben ser empleados con gravísima cautela, porque Sarmien-

to ni Avellaneda son guías dignos, aunque sí admirables sujetos de estudio.
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germana, tranca o hispana, porque en todas paites hubo quien

vilmente pusiera al servicio de la iniquidad la inteligencia de

los textos, ya que no el espíritu de la justicia.

Así, en España hubo rey que harto de eomunis opinio ordeno

a los litigantes no servirse de legistas o canonistas posteriores

a Bartolo o Juan Andrés (1), y como la marea fuera creciendo

llegaron otros (2) a establecer cómo debían valorarse las opinio-

nes de Bartolo o Baldo, Juan Andrés ó el Abad. •

El nuevo horizonte abierto al espíritu con el bello espectáculo

de la antigüedad reveló que tras los bártulos presuntuosos exis-

tía un abismo de ignorancia y de errores. Pretendían los noveles

escolares forjarse con el idioma de antaño un alma antigua,

compenetrándose de las viejas ideas; y el grave decir fué reem-

plazado por la elegancia del giro, y las absurdas etimologías

por el ardor genial de filólogos consumados.

Batió scripta díjose del romano derecho, y Alciato (3) revelo

el fondo paradoja! que contenía. Creyeron estulticia sobrepasar

la inteligencia de la glosa y la eomunis opinio, y Zazio se empeñó

en renovar las bases del sentir general proclamando el superior

impelió de la verdad conforme a la naturaleza de las cosas. Eri-

gieron en el Corptin mris un monumento de sabiduría, y Cuja-

cio (4) trabajó su heterogeneidad doctrinal y la discorde crono-

logía de los fragmentos.

(1) Joan II en Toro a era 1117. según Montalvo, en sus Ordenamiento», 1. l

líl. V, lil.ro I.

(2) L..s católicos en Madrid, 1 199, según la U de Ton..

(3) Moa gallícut), díjose «Ir esta escuela, aunque iniciada por Alentó, de oí

gen itálico, porque alcanzó su máximo esplendor cu tierra .le Frauda.

ili Vele?, vio en Cujaoio mi ron i -i t :i glosador v no. cual quiere presenta

ooslo Avellaneda, un autor puesto a, la moda por las tendeadas kiiatorioUti

del si^io m\. Es incomprensible que Avellaneda dijera - la concepción savij

ulana .leí derecho se amoldaba .le todo punto a su índole intelectual ». y la

go, :. renglón seguido, que - para el codificador argentiuo, el código de Nap

ANAL. TM . I.K ! > I i: . — T. XX L".'
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Estos jurisconsultos de pulcro estilo, profunda erudición y

audaz espíritu innovador casi no tuvieron secuaces, y aunque

más tarde gran parte'de sus tesoros de observación y crítica

fueron utilizados con nuevo y ardoroso empeño, no obstante poco

o liada consiguieron en su época.

Las universidades continuaron en el estudio de la ley roma-

na (1), los reyes favoreciendo a los legistas sostenedores del tro-

no, y la justicia dispensándose a través del praemitto, scindo,

summo causamque figuro. — Perlego, do causas, connoto et objicio.

En España los bartolistas dominaron la universidad de Sala-

manca, foco de eminencias en utroque iure según el modelo de

Bartolo y Baldo, Juan Andrés y el Abad. Nada extraño que di-

cha educación influyera poderosamente en las compilaciones del

derecho nacional y que se tuviera en vista, como modelo, la ar-

quitectura del Corpus inris y la doctrina de sus comentadores.

Esta escuela comprendió a Alfonso de Villadiego, glosador del

Fuero Juzgo; Gregorio López, que lo fué de las Siete Partidas;

Cristóbal de Paz, de las Leyes de Estilo; Alfonso Díaz de Mon-

talvo, del Fuero Real; Diego Pérez de Salamanca, del Ordena-

miento Real; Antonio Gómez, de las Leyes de Toro; Alfonso

de Acevedo, de la Nueva Recopilación.

Hubo, sin embargo, un asomo de juristas hechos al espíritu

del humanismo y que lucharon por la influencia de sus princi-

pios. Diego de Covarrubias y Leyva y Antonio Agustín pueden

león no es sino una faz del derecho romano, cuyos adelantos busca en las leyes

de Bélgica, de Francia y en las doctrinas de los jurisconsultos de Alemania,

sin preocuparse de su raíz propia o nacional » (loe. cit. I, 268). tínicamente una

gran confusión de conceptos originaría afirmaciones tan contradictorias.

(1) Hasta tal punto llegó el bartolismo de Vélez que, según dicen, « cuando

se le habló un día en la Universidad sobre la libre navegación de los ríos, de-

mostró que la doctrina estaba incluida en un texto de las Instituías sobre la

división de las cosas : Aqua profluens». (Avellaneda, loe. cit., tomo I, pági-

na 2Ó9.)
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señalarse como sus más altos exponentes. Aquel, apex jure, po-

deroso en los consejos de la realeza, y éste, Jior de su siglo, fuerte

en la doctrina.

Los soberanos desde entonces comenzaron a mostrarse adver-

sos a la influencia bartolista. Así, los católicos, o si se quiere

mejor, doña Juana en las Leyes de Toro, prohibió el empleo de

los permitidos pocos antes, lo que ratificaron los Felipes du-

rante el siglo xvi y el xvn (1).

11

La cristiandad sintióse sacudida por la crisis de los valores

espirituales y el renacimiento estético fué muerto por la lucha

religiosa. Los estados protestantes y los católicos eran teatro

de una profunda renovación en el concepto de su legitimidad

jurídica. Apartada la idea del teocratismo, dominante en la teo-

ría del papado y del imperio, buscóse cómo dar fundamento al

orden de los que no la aceptaban y surgió, con las nuevas teo-

rías del hombre y del mundo, otra concepción del origen y natu-

raleza del derecho. Esbozado en Althusius, sistematizado en

(Irocio, el derecho natural que dominó por casi tres siglos la

ciencia, explicó, fuera de la teología y del Corpus inris, la cons-

titución de la sociedad y la naturaleza del poder civil.

VA ius naturale estaba por encima del ius civile y del ius parti-

eulare, comprendiéndolos y explicándolos, cuando no corrigién-

lll Din- Altitinirii en su estudio acerca de las lagunas cu l¡i historia del de

rocho romano en Espafia,
<

i
n»- lo- reyes católicos tuvieron en el espacio de po-

cos iiflos dos opiniones contrarias : la expresada en las Ordenanzas de ¡Madrid

de 1 17!» v esta opinión de Toro. La diferencia entre amlias doliese, tanto a la

razón de resistencia al r anismo y al empleo vicioso de ios glosadores, como
ii espirito local fortalecido por las nuevas Ideas. Bata (alta de enlace con los

problemas universales es el vacío <~<ikí:i ! que se nota en su estudio aceña del

origen v desarrollo del derecho civil español.
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doloso supliéndolos, y al entrar en boga el racionalismo conclu-

yo por ser la expresión de una necesidad, lógica en la claridad

de su estructura y en la justicia de sus preceptos.

Su influencia puede apreciarse en la obra de los jurisconsul-

tos holandeses, quienes, en el derecho público como en el priva-

do, luchaban por cortar los vínculos que sujetaban su patria a

la dominación extranjera. Cuando Vinnio explicó las Instituías

recogió las enseñanzas de predecesores ilustres; mas no era ya

el bartolista acibérente a la autoridad de la glosa o la lectura,

ni el humanista despreciaclor de las argucias sutiles ele los doc-

tores. Abarcábalos en la armonía de una razón que concebía un

orden necesario por sobre ambos sistemas, como fruto del nue-

vo concepto de la libertad individual dentro del estado, y la del

estado dentro de la comunidad internacional.

La difusión e influencia ele la escuela del derecho natural fué

diversa según los países.

En Alemania era materia de estudio y prohijaba la notoriedad

de Puffendorf, Thomasius y Wolf, pero casi sin pasar los límites

de la teoría y de la enseñanza, como lo atestigua el mediocre

Heinecio (1).

En Francia manifestóse en las obras de Domat y de Pothier,

por no señalar sino las típicas. Domat redujo las leyes civiles a

su orden natural, considerándosele como el « restaurador de la

razón en la jurisprudencia », y Pothier (2) trabajó en la dispo-

sición de las Pandectas según un nuevo orden, que no era otro

que el natural, según entonces se entendía.

En España arrastrábase la ciencia tras los antiguos bartolis-

(1) Juan Gotlieb Heinecke (1681-1741), profesor de filosofía y de jurispruden-

cia, fué escritor elemental, y castigó los comentarios de Vinnio sobre las Insti-

tuías, j a este título le traemos a colación.

Dícese que las Recitaciones halagaban el instinto oratorio de Veléis por la

pompa literaria de la frase. (Avellaneda, loe. cil., tomo I, página 256.)

(2) Según Avellaneda las obras de Pothier debían acompañarlo, como libros

favoritos, hasta su muerte. (Loe. cit.. tomo I, página 257.)
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tas y reimprimíanse viejos autores sin innovar fundamental-

mente ni en la doctrina, ni en la enseñanza, ni en la práctica.

Las antigüedades jurídicas, no obstante, eran empeñosamente

investigadas por el P. Burriel y las eclesiásticas por el P. Flo-

rez, y si estos carecieron del espíritu que revelaría una escuela

célebre en el siglo xix, prepararon el camino para un conoci-

miento más exacto de las fuentes y textos primitivos.

Sabemos que la lucha contra el romanismo bartolista fué soste-

nida en los consejos del rey durante los siglos xvj y XVII. La nue-

va dinastía, impregnada de tradiciones gálicas y celosa de sus

])i<-irogati vas. acentuó esta disposición, valiéndose de dos medios.

Fué uno procurando detener la invasión de las leyes civiles y

canónicas, diciendo que al rey competía su declaración e inter-

pretación, pues « las civiles no son en España leyes sino senten-

cias de sabios que sólo pueden seguirse en defecto de ley y en

cuanto se ayuden por el derecho natural y confirmen el Real,

que propiamente es el derecho común (1) ».

Fué otro haciendo obligatoria en las universidades la ense-

ñanza del derecho patrio (2). Esta medida originó de inmedia-

to una literatura (pie merece ser considerada con algún dete-

nimiento (3).

La necesidad de poner al alcance de los estudiantes los prin-

cipios de la ciencia jurídica, resuelta por Justiniano en las cé-

il i Felipe V. .-n Madrid, 1 diciembre 171:5. Novísima recopilación, aota 2, 1.

11. título III. libro 2.

(2) Novísima Recopilación, nota :?. Ic-.v 11. nuil.. II. Iil.ru :;.

(¡i> A comienzos del si¡¿l<> xix. Manuel María Cambronero relució un estudia

publicado «n el tomo 13 il<- la Revista <l>- legislación y jurisprudencia, Madrid,

1858, donde enumera y analiza los maunales jurídicos a partir de li xvin ;i

centuria. Aunque disintiendo de sus juicios por «'1 espíritu que los anima j el

propósito que abriga, aconsejamos!* <> guía para quien desee profundisar el

tema; asi como <-l prólogo de la Historia del derecho español, de Uinojosa, para

el enípleo ,i<- i..- manuales de historia del derecho aparecidos hasta entonces.
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lebres Instituías y por Teófilo en su Paráfrasis, halló en estas

obras modelos que se perpetuaron.

Vinnio ilustró las Instituías, y sabemos con qué espíritu. Hei-

necio, de la misma escuela y creencias, las expurgó, pasando a

ser texto en España a través de las ediciones de Danvila (1) y

del pavorde Sala (2).

Desde comienzos del siglo, Pichardo y Vinuesa, Martínez Gá-

lbulo, Torres y Velazco, Maymó y Eives, apuraron por dar una

idea elemental de la jurisprudencia romana, pero no tuvieron la

importancia ni la difusión que el Vinnio castigado.

La obligatoriedad de la enseñanza del derecho patrio motivó

la aparición de los manuales del caso y, sin contar las Décadas

legales de Cortínez y Andrade, más obra de curiosidad que de

saber, repararemos en las mediocres Institutos de Berní y ('áta-

la (3) tan justamente atacadas por Asso y Manuel, y en la obra

de estos últimos que, a juzgar por el número de ediciones, fué la

más usada en las escuelas. Ya entrado el siglo xix, Sala autorizó

unas Ilustraciones al derecho Real, y otros añadieron su texto o

explicaron sus faltas. Álvarez dio a luz su Derecho real de España.

(1) Al decir de Seuipere y Guarimos, en el Ensayo de la biblioteca española de

los mejores escritores del reinado de Carlos 111, hubo tres ediciones de Vinnio :

Torres, 1735; Danvila, 1778: Sala, 1779-80, y las observaciones a estos últimos

por Soler. Cuando se introdujo la enseñanza del derecho en la universidad de

Córdoba, a nuestro entender se empleó el Vinnio castigado por Danvila. entran-

do más tarde el Sala. Un curioso merodeador enciclopédico hubo de «lar a este

respecto singvdar traspiés, puesto de relieve en mi Carta, abierta al tenor P**,

en el número de Nosotros, de marzo de 1915.

(2) Nicolás Avellaneda, en un mediano artículo sobre el pavorde Sala, inser-

to en el tomo I de los Escritos y discursos, alcanza a dar noticias descosidas,

sin establecer el valor exacto de los elementos de la obra ni de sus concomi-

tancias en la historia de la enseñanza. Extrémala importancia doctrinal de Vé-

lez Sársfield, que nunca la tuvo, y llega a decir que era en sus últimos años un

jurisconsulto de la escuela de Savigny. No nos fextraña esta carencia de base

en el juicio de un autor que dijo : « Cuando la escuela histórica de Savigny y

de Thibaud penetró en la Francia... » (Loe. eil., tomo III, página 252.)

(3) Mi opúsculo : El caso Zeballos y la Nationalilé, página 33, advertencia

b a la nota 1.
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Mas son de una simplicidad desesperante : faltas de doctri-

na, originalidad y acumen, con la sola excepción, quizá, de

la de Asso y Manuel, por razón de sus datos sobre la historia

externa del derecho español.

La época de los grandes jurisconsultos había pasado. El espí-

ritu humanista, luciente en Vives, apagóse en los expurgatorios

de la Inquisición, y la única literatura jurídica fué la pobrísima

de los repertorios y elucidaciones. La enseñanza mediocre, los

yerros múltiples, la falta de empeño científico y una burocracia

servil, disminuían el interés de los litigios convirtiéndolos en

disputas farragosas, y abatían la doctrina por debajo de la obs-

cura letra de leves anacrónicas.

III

Hemos visto cómo la teoría del derecho natural explicó la

constitución del estado y naturaleza del poder civil fuera del

marco teocrático y del romanista. Pero, al justificar la existencia

de las situaciones de hecho, amparó ala realeza contra los pue-

blos y armó a los pueblos contra el principio de autoridad.

Ambos extremos pugnaron en la doctrina y finalmente, a través

de Sydney, Locke y Rousseau, la más avanzada brilló en las

t corias de los extremistas franceses. La revolución fué, como bien

te ba dicho, no sólo una violencia contra el orden de cosas

establecido, sino una nueva teoría del derecho público y del

derecho privado.

Su innovación esencial en el derecho público consistió en re-

conocer al pueblo como verdadero soberano; y en el derecho

privado, establecer la igualdad ante la ley. La igualdad ante la

ley no se supone sin la unidad jurídica : los textos y sistemas

encontrados, manifestación de intereses de clases, debieron de-

jar lugar a loa códigos generales.
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En Alemania, la lucha por la unidad jurídica, para algunos

como Thibaud, no era posible sino mediante un código general,

y para otros, como Savigny, por los estudios comunes, es decir,

una organización progresiva de la ciencia del derecho. Dado el

establo político y social creía éste que de aceptar las ideas de los

que deseaban un código «sólo la mitad de Alemania consegui-

ría la anhelada unidad, mientras la otra mitad quedaría aiin

más separada» (1).

En España y sus dominios los principios revolucionarios di-

fundiéronse lenta y dificultosamente. Trajeron de ultrapirineos

los borbones un aire como de metódica burocracia y ordenada

administración. Tras los empeños de sus consejeros dieron en

cambiar la faz legal, pública y privada de la entera monarquía.

Así, para las Indias moldearon un nuevo córiigo con que subs-

tituir la copilación austríaca, y sacrificaron las anejas institu-

ciones para refundirlas en intendencias al estilo foráneo. En la

península, los antiguos corregidores hubieron de ser instruidos

en otras prácticas y los gobernados regidos por el jaez de nue-

vos desarticulados cuerpos legales.

Uno que otro espíritu en revuelta apenas si, por excepción, de-

mostraba la pasividad indiferente de los subditos repantigados

en las sombras de la ignorancia. La astucia de los gobernantes

dedicábase a capear el temporal vecino y tan sólo cuando el

(1) La defensa de esta posición fundábase en las teorías sobre el origen y na-

turaleza del derecbo de la escuela que, desde entonces, se denominó histórica.

Hugo, Eicbbórn y Savigny son sus primeros y más conocidos representantes.

No obstante su difusión y popularidad, a poco fué cediendo paso a concepcio-

nes más racionales, y así vemos que, tanto por su no determinación de las re-

laciones entre lo nacional y lo universal, y su falta de explicación cu lo con-

cerniente a cómo se forma el Volksgeist, fué sobrepasada por la lucha entre ger-

manistas y romanistas, y las modernas concepciones de la filosofía del derecho.

Vélez vio en Savigny, únicamente, a un romanista pero no a un jurisconsul-

to fundador de nueva escuela. El sentido del desarrollo histórico, o si se quiere

mejor, el concepto evolutivo del derecho como producto de la vida social, ja-

más contaminó su ideal de justicia, reposando sobre la idea del derecho, fruto

de la razón, creado de una vez por todas, desde siempre.
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rayo atravesó los muros de la casa, ardió, la monarquía absolu-

ta y epicúrea, en tardío incendio de libertad y de justicia,

IV

El período comprendido entre 1810 y 1852 corre simultáneo

con el desenvolvimiento de las teorías posteriores a la de la es-

cuela histórica de Alemania y de la nueva escuela de bartolis-

ras originada por el código civil francés (1).

La Revolución de Mayo encaró el doble aspecto del proble-

ma : el del derecho público y el del derecho privado.

Organizado el virreinato sobre la planta de la ordenanza de

intendentes, muy entrado el siglo seguimos viendo funcionar

su estructura administrativa, a pesar, cuando no con el favor

del nuevo orden de cosas. Las tentativas de organización de

los poderes públicos por ejecutivos efímeros y asambleas impo-

pulares, apenas si dejaron el texto de tres o cuatro constitucio-

nes, más para escritas (pie para aplicadas. La lucha se trabó en-

tre el sentido común general, expresión genuina de tradiciones

e intereses locales, y el espíritu innovador de ilusos ideólogos,

timbólo de nuevas doctrinas cuando no fruto de fantasías fu-

nestas para el país.

Bu el derecho privado continuóse empleando la máquina legal

Ueredada de la colonia. Y aún trasplantóse por vía de uso, mas

no por imperio de mandato legislativo, el cuerpo de la Novísima,

ultimo resabio «le anticuados métodos y de escasa ciencia. Las

reformas de los tribunales v alteración en los procesos alcanza-

i La Rancien del código franela origino* iptó/aéto la aparioMn de ana aueva

ceta de jurisconsulto» : Troploug, Demolonibe, Zachariae, etc., dignos eontí-

asadores por sus métodos y espíritu de aquella otra provocada por al Oorpu$

Inri*. La jurisprudencia francesa, oomu mi nuevo derecho oomán, Invadid \v-

nrenoi basta enl >ea vírgenes y la enfermedad <!<• su imitación trajo l¡i mina

• I.- toda originalidad científica.
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ron, tan sólo, a poner remiendo en techado ajeno, y las suero

santas palabras curiales aún hoy estilan el snbstanciamiento de

las causas forenses.

No mejoraba el cuadro por extender la vista a las universi-

dades. Era presa la de Córdoba de planes que reducían, puede

decirse, el derecho a las Instituías de Justiniano, y las Institu-

tos al comentario de uno de los paráfraseadores citados. La de

Buenos Aires, con ser hija del siglo de las luces, tenía dos cate

dras, mal servidas y peor nutridas, por carecer de personalidad

el profesor y de doctrina el texto.

Imperaron en ella, el curso de Pedro Somellera, Principios de

derecho civil, y después el de Álvarez, Instituciones de derecho

real de España. Quería ser el primero una exposición de los prin-

cipios de derecho, sujeta a un método científico, que no era otro

que el de Jeremías Bentham, renegando el autor, sin conseguir-

lo, de mucho de lo que hasta entonces había entendido como

jurisprudencia. El mérito de Álvarez consistía en haber imitado

felizmente (He) a Heinecio, según el editor de Madrid
; y el de

Buenos Aires agregó que «sin aspirar a una originalidad que

era imposible alcanzar » siguió exactamente el modelo de las Re-

citaciones « sabiendo que los principios del derecho romano son

en su mayor parte principios del derecho de España» (1).

Reducida la actividad legislativa, ceñida la enseñanza, poco

(1) La influencia romana en la legislación española y. si se quiere más espe-

cialmente, castellana no era tal ni tanta como Vélez presumía. Fácil sería acu-

mular una bibliografía sobre, el asunto, pero por ahora nos reduciremos a seña-

lar que este juicio de Vélez provenía de un defecto de su educación. Sabemos

que en Córdoba estudió derecho por las Paráfrasis y por Vinnio. es decir, en

instituías remanas. Y tan embebido estaba en sus lecciones de escolar «pie. años

más tarde, repetía de memoria páginas enteras de sus textos.

Cuando llegó el Álvarez a sus manos, encontró lo que le bacía falta, y el

tratado del catedrático de Guatemala, sobre el modelo de Heinecio castigador

de Vinnio, debía ser asimilado de inmediato por el bartolista secuaz de la me-

todología de comentadores ramplones. ; No decía acaso que los Comentarios de

Mysingerio no eran sobrepasados sino en detalles por la ciencia moderna, y n<>

concillaba a Menocbius con Mittermayer?
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o nada podía esperarse de la vida del foro. Los abogados care-

cían de cultura, reducidos a procurar ante jueces ignorantes,

multiplicando los juicios en la maraña de leyes contradicto-

rias. De vez* en cuando una sonada controversia arrebataba los

ánimos, dividía las opiniones, encendía los partidos de la aldea

minúscula y, como el caso de Alberdi en Chile, por triunfar en

una litispendencia proclamábase al mundo un nuevo gran juris-

consulto. De inmediato el sabihondo esparcía a los cuatro vien-

tos el dictamen o el escrito, para que los conterráneos, entera-

dos de su pericia, no equivocasen puerta al dar el aldabonazo

liberador de sus angustias.

Hubo, empero, un comienzo de reacción. Echeverría buscó en

la vidade nuestro país «la manifestación histórica de la ley del

progreso». Para ello organizó la Asociación de Mayo, formuló

un programa y expresó un dogma. Mas nada alcanzó como no

fuera malquistarse con tirios y troyanos, enardeciendo la juve-

nil fantasía de unos pocos, que apenas si comprendieron el no-

ble afán de su aventura ideológica (1).

(1) Consúltese pala mayor provecho la edición «leí Dogma socialista en la bi-

bUoteoa qú*e Rujas dirige. Echeverría, al que Alberdi está enlazado en este

tiempo, adoptó una posición intermedia entre unitarios y federales, quisa lle-

vado por las influencias eclécticas de que era sujeto. Años más tarde, de;

Angelis, inteligencia culta y carácter maleable, revestido de su neoclasicis-

mo befóse del entusiasmo de estos jóvenes, aun cuando él. zahumando a Rosas.

hubiese explicado a Vico. « El plantel de este cluli de revoltosos se componía

de unos cuantos estudiantes de derecho, inquietos, presumidos, holgazanea v

muy aficionados a la literatura romántica. Sin más nociones que Lasque se ad-

quieren en un aula, y solamente por haber leído las novelas de Hugo y los dra-

mas de Damas, se consideraban capaoes de dar una nueva dirección a las ideas,

las costumbres J
hasta a los destinos de BU patria. Con aquel tono dogmá-

tico, tan propio de la Ignorancia, abordaban his cuesti S mas arduas de la

organización social. ,\ las resolvían en el sentido mas opuesto a la razón, por

que loque más anhelaban era apartarse de las sendas conocidas. » Así juzga-

ha en el Arrliim n mrrirano. motivando la réplica que no se hizo esperar, l'ara

mayor tranquilidad del espíritu, alarmado con esta gráfloa descripción, uconse-

j.imo- la lectura de la Autobiografía «le v. I". Lopes.
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¡Su posición frente a los problemas del derecho público y del

privado fué muy claramente expuesta. En lo que al primero se

refiere, criticaba las tendencias que hemos visto en pugna, esto

es, la del sentido común y la del espíritu innovador, por recha-

zarse mutuamente, olvidando unos « que no se hacen constitucio-

nes para los pueblos sino se forman pueblos para las constitucio-

nes », y obrando los otros siempre como « principio disolvente y

desorganizador». Por otra parte, la reforma de las costumbres

no sería posible sin la de las leyes, debiendo estar las positivas

en armonía con el derecho natural, siendo así el sólido funda

mentó de la emancipación del espíritu americano.

Alberdi, que por entonces se proponía publicar un dicciona-

rio de legislación, fué de pronto detenido por la avalancha de las

nuevas ideas, comprendiendo que sin estudios filosóficos no po-

dría reemplazar al Álvarez motejado por él de anticuado y falto

de doctrina. Con la fiebre del atosigado por lecturas hechas sin

inteligencia, orden ni concierto, acometió en el prefacio de su

.

obra una confesión plenaria del intelecto pletórico de novedades.

La empresa no pasó de ser una expresión de anhelos y el aparato

doctrinal marchó entre el apriorismo de sus cuadros sinópticos,

tropezando con el extravío de un pensamiento en lucha cons-

tante con el lenguaje y con la razón de que se decía paladín (1).

El movimiento de ideas con respecto de la facultad jurídica

había terminado. Uno que otro espíritu bregaba penosamente

en infolios que su escaso latín hacía más escabrosos. Rebuscába-

se el texto, escondida fuente de excepción y traba para la rapi-

dez del juicio ; si el texto faltaba retorcía una dialéctica malin-

tencionada el comentario ambiguo, y el ladino curial sabía que

en la conciencia del juez la cita falsa no había de despertar el

(1) Ya Baque, en su premiado trabajo, juzgó con cierta parsimonia al Frag-

mento preliminar, que sin vacilación reputamos «le una desesperante inferiori-

dad. El artículo de Lamas acierta en el punto de vista crítico, aunque no sa-

bemos si, como anunció, publicara luego algún estudio más extenso.
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eco del remordimiento, como tampoco su cliente recibiría de mal

talante una sentencia pasada en obrepción y subrepción, cuan-

do no con ignorancia del derecho y ausencia total del espíritu de

justicia.

Invasiones, revoluciones, asambleas y discordias divirtieron

el comentario de los cordobeses en el inter pasaba Vélez de la

infancia a la primera juventud. Quizá un francisco desasosega-

do infundióle, por el temor, el afán de leer y contar, con harto

daño para la ortografía y la imaginación (1). Sea como fuere, el

infante no había traspuesto la pubertad cuando torturábase con

declinaciones y conjugaciones del latín, bárbaro en el trasunto

eclesiástico, y del castellano aperezado en la jerga provinciana.

Un ingenio fertilizado por la prebenda largamente soñada y

nunca conseguida, plumífero infatigable, redactor de manifiestos

revolucionarios y constituciones conservadoras, hubo de plas-

mar las jóvenes vocaciones según las luces del siglo y los pre-

ceptos de la religión; mas la empresa topó con el hábito del si-

logizar y declinó del alto favor con que fuera aceptada (2).

Vélez comenzó su magisterio en los lindes de la reforma y lo

concluyó de acuerdo con ella. Su educación filosófica ultrapasó

a duras penas los capítulos del Jacquierodel Altieri, y después

(1) A los cincuenta años escribía : goviemo, dioseaie, brebe, eateneivo, etc.

« Pudiera decirse que su espíritu había echado el ancla en cierta época <1(

villa, mirando desdi- ahí. cuii indiferencia, el nio\ imiento moderno ». * Mu
sin haber leído una novela en tuda su vida » — dio* Sarmiento, a quien o<

tirina Avellaneda : - El ductor Velen do leyó jamás un romance <> una nov

vieja nueva, ni aun el Quijote, ni aun la Curinii de Mad. Staél. que ha

prorrumpir en delirio de admiración a los jóvenes de su época. Nooonooía u

••Mina de Moliere, sino a través de las comedias de Muratín. t|iic hahia \i

representadas en el teatro. »

(?) Tenemos en prensa nna edición i tada <\<-\ Plan de estudios «Id De

Panes.
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de consumir cuatro años (1814-1817) en atemorizarlos, recibió,

en plena adolescencia, los orados de esta facultad (1818).

El estudio del derecho que de inmediato abordó, le sorpren-

día sabiendo leer, escribir y contar, con un barrunto de nociones

filosóficas, y sin mayores conocimientos de ciencias naturales,

careciendo en absoluto de los de historia y lenguas vivas,
j Qué

más daba? El derecho necesario era el de los pleitos, y en dos

años, lánguidamente apareados al repetir mnemónico de textos

y comentarios, el estudiante en leyes, ganapán en pos de ocupa-

ción, corríase por los estrados tras las exigencias de su gremio

y de su oficio.

Su primer curso contenía una sola materia : el derecho civil.

De acuerdo con el plan de Funes estudiábase por las Parafraste

de Teófilo sobre las Institutos de Justiniano. El segundo, im-

perante la reforma, comprendió el derecho civil y el canóni-

co. Para aquél las Instituías, según el , Vinnio castigado, y

para éste las Prenociones de Devoti. En esos tiempos, con

esto y unos exámenes de compinchazgo, ungíase al entendido

en leyes, orgullo de la localidad y prez de la tribu familiar

(1818-1819).

Los años de práctica académica pasaron al lado de un asesor

general de gobierno cuyo saber no tenía más norte que la volun-

tad del caudillo dominante. Comenzaba, así, el encargado de de-

fender las leyes desobedeciéndolas y, luego, con un examen de

favor y otro de honor, dispensado de mayores ceremonias, tomó

posesión de los estrados (1822) habilitándose para abogar en ellos.

La coincidencia de un parentesco le arrancó de su provincia

para ubicarle en el congreso unitario. Y con la banca vino atrai-

llada la cátedra de economía política, porque, al parecer, entre

los años de su salida de Córdoba (1824) y su asunción déla mis-

ma (1826) había logrado adquirir profundos conocimientos cien-

tíficos, al decir de un plutarco benevolente.
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El congreso anduvo de mal en peor y el régimen rivadaviano

cayó dejando paso al partido adverso. Vélez continuó, empero,

de su casa al aula y del aula a su casa, con Mili (1) bajo el bra-

zo, proveyendo a la patria de «administradores inteligentes».

La primer década de vida de la Universidad cristalizó en un

manual que fué como la preceptiva de su organización (2). Vé-

lez, abogado de laya y jurisconsulto a su modo en ratos perdidos,

trabajó los textos del caso. Dicen que, además del Álvarez, corrió

con la impresión del prontuario de Castro (3) y del derecho ca-

nónico de Gmeiner (4). Sus afanes dedicáronse luego al bufete.

Abogado en pleitos ruidosos citaba a Merlin (5) y a Cujacio;

cierto que como decoración más que pasajera de sus causas pero,

a la postre, maravillando a sus colegas.

¿Cuál fué su significación intelectual durante este tiempo?

Es lo «pie en seguida veremos. .

El manual de 1833 prescribía como texto de enseñanza para

el derecho civil las instituciones de Álvarez. Pero no eran és-

tas, como puede suponerse, un manual de derecho romano sino

del derecho patrio o real, como entonces decíase.

Sabemos debido a qué prohijaron su enseñanza los borbones;

conocemos cómo Funes habíale dedicado un año de su plan, y

recordamos por ende que, siendo el tercero, Vélez no pudo estu-

diarlo, pues había cursado tan sólo dos. La laguna, gravísima

para un abogado de entonces, como que suponía la ignorancia

(1) Mili., Santiago. Elementos de economía política, etc., Buenos Aires, 1823.

(2) Consúltese con provecho a A. Pkstalardo, Historia de la enseñanza en

ln Facultad del derecho y ciencias sociales de Buenos Aire*, Buenos Aires, 1919.

(3) Castro, M. a.. Prontuario de práctica forense, Buenos Aires, 1834.

(4) (íMKINKIt. XavkiíII. ÍHSliliiliones jiiris irríesiasliii, .te, Hílenos Aires,

[5] w-li'/. encontró en Buenos Aires - el gran repertorio de Merlin. que <•!

doctor Oeampo había Introducido en los usos del Toro». (Avkm.ankda, loe.eit.)

Acerca del doctor Oeampo, véase loque dice v. F. Lopes en *u Auiobiografia,
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<le la legislación vigente, fué llenada en los ratos <!<• ocio, y «lis

pensó Yélez su trabajo a los estudiantes con la reedición anota-

da del Álvarez (1).

La diferencia de Álvarez con Somellera es capital. Sometiera,

como dijimos, significaba una innovación, si bien imperfecta, en

el concepto y fines del instituto. Álvarez, en cambio, romanizado

por siglos de bartolismo, volvía sobre las viejas nociones y las

estampaba indeleblemente en los noveles letrados. Este texto,

férula intelectual de un obscuro pasante de la ciencia (2), difun-

dido por las universidades hispánicas, remoró el progreso cien-

tífico por más de un cuarto de siglo.

La parte que cupo a Vélez consistió en añadir unas notas

cuya paternidad se le discute (3), y los apéndices que no son

sino un acomodo circunstancial de las leyes españolas. Los

consabidos glosadores aparecen reforzando sus elucidaciones,

y Merlin y Cujacio sólo sirven para apoyar citas que solucio-

nan casos concretos (4).

La provisión del obispado de Buenos Aires en la persona del

vicario Medrano y las disputas acerca del pase de su bula, así

como la del obispo Escalada, indujeron a que el gobierno formu-

(1) Álvarez, profesor cu Guatemala, imitando a Heinecio. publicó un manual

de derecho real de España que continuó la serie de los que ya conocemos. Tu-

vo varias ediciones, y la de Buenos Aires. 1884, dirigida por Vélez, no tiene

mayor valor ni originalidad. Esto a pesar de la opinión de Avellaneda, quien

dice : « La tarea no fué escasa, y las notas, adiciones y apéndices agregados.

pueden formar un extenso volumen ». lo que dista mucho de ser exacto.

(2) El profesor Casagemas no enseñó sino por el Álvarez, desde 1831 hasta

1857 !

(3) V. F. López, en su Autobiografía.

(4) Sólo un exceso de buena voluntad, o de algo que no «nos atrevemos a

calificar, pudo hacer decir: « El Álvarez anotado, que sirve de norma a nues-

tros tribunales, es la primicia de aquel trabajo que bacía pasar el abogado cau-

sista al rango más elevado del jurisconsulto. » (Sarmiento. Obrns, XXVII.

207.)



ESPÍRITU JURÍDICO DE DALMACÍO VÉLEZ SÁRSFIELD 358

lase un cuestionario que debía contestar una junta de teólogos,

canonistas y juristas. T. M. de Anchorena, Baldomero García,

Marcelo Gamboa, entre otros, manifestaron su opinión, luego

inserta en el apéndice al memorial ajustado (1).

Vélez, con sutil ingenio y enmarañada dialéctica, dictaminó

brevemente : tenía razón el gobierno, en la primer parte del

escrito, y en la segunda la razón asistía al obispo (2).

Años más tarde volvió a estar sobre el tapete la cuestión del

patronato, con motivo de la provisión de un coadjutor al provec-

to obispo y apareció de pronto Yélez ofreciendo a Rosas « un

manual para todos los negocios eclesiásticos».

Derrocado el tirano exudaron las prensas un librejo (3),

resultado de los afanes que tuvo por complacerle. El manual de

¿erecho público eclesiástico adolecía de ciertos defectos y

caiccía de amplitud, pero el autor escribió solamente acerca

de lo que podía servir a demostrar la « omnipotencia del supre-

mo jefe de la nación » y « lo único que debía enseñarse a los

jóvenes ».

La obrita reposa sobre escasos elementos y, en punto a eru-

tli A<;iíK!.u. P. I., Memorial ajustado <t las- diversos expedientes, etc., Únenos

Aires. 1834. Otra edición de 1886.

(2) La solución sofística condecía a las maravillas con el casuista impregna-

do ilc bartolismo. Por vía de ejemplo podemos transcribir : « Esa era mi opi

nióii también, contestó el increpado »: que no era otro que Vélez, respondiendo

a ciertas objeciones que se nacían al Código de comercio. « Recomiendo al se

ñor miembro de la comisión i|'"' pase, si gusta, por mi estudio, y encontraré

diez autores registrados que sostienen o el uno o el otro sistema, con buenaoo-

|ii«> de razones, siendo en la práctica tan bueno <» tan malo un sistema como el

otro. etc. » (Sarmiento, /'». <-¡i., pág. 375.)

Cuéntate de Vélez que eu cierto pleito, requerido por m cliente, aseguróle el

éxito linal luciéndole : « Vea. todos esos libros le <lan razón -, y le señaló un

estante de la biblioteca. Perdida la causa y recriminándole el Interesado, Velen

•alió del paso agregando :
-sí. pero no me dejó decir que todoi óatoa te la qui-

tan -. e Indicábale otro estante de su librería. Tero. ¡ no afirmó que entre nos

otro- la jurisprudencia ea. una ciencia mercantil 1

insúltete en la edición de Rolas, Unen,.- Aires, i<ti<i
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(lición y doctrina, está muy lejos de ser, como Rojas dice, la de

un jurista conocedor de casi todos los textos o comentaristas del

derecho español y de la legislación eclesiástica. Seducido a

demostrar que el gobierno de las iglesias dependía del poder

territorial, el autor acude en primera instancia a la legislación

positiva. Las leyes de Indias, en la edición de Boix, la Ordenanza

de intendentes, el Teatro de la legislación, y las leyes patrias son

las fuentes que emplea. Las ordenaciones apostólicas las cita

a través del conocido libro del P. Muriel. Fraso y Sol orza -

no hacen todo el gasto de la erudición, hasta el punto de com-

pendiarlos servil y mediocremente. Walter y Cavalario sostie-

nen el aparato doctrinal.

No habían llegado a sus manos, sin mencionar los Autos

acordados de Beleña (1), las Pandectas de Rodríguez de San

Miguel (2), ni el tomo único de Matraya y Ricci (3). Quizá por

haber recogido los antecedentes patrios de la recopilación de de

Angelis y del registro oficial, olvidó la consulta Funes-Aguirre

y, lo que es más sugestivo, la cuestión planteada en el memo-

rial de 1834.

En vez de asegurar— por lo quejustamente le critica Carbia(4)

— de que no conocía, autor alguno sobre la materia que apo-

yándose en la ley civil determinase las relaciones entre el Estado

y la Iglesia, debió compulsar a Ribadeneyra y, además, por ser

(1) Beleña, Eusebio Buenaventura, Recopilación sumaria de todos los un-

ios acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen de esta nuera España,

etc., Méjico, 1787.

(2) Rodríguez de S. Miguel, Juan N., Pandectas hispano-mejica'has, o sea

código general, comprensiro de las leyes generales, útiles y viras, etc. Méjico, 1839.

(3) Matraya y Ricci, Fr. Juan José, El moralista filalethico americano, o

el confesor imparcial, etc., Lima, 1819.

(4) A raíz de la última edición del Derecho público eclesiástico, rectificó Car-

ina los asertos divulgados sin mayor análisis, y logró poner en evidencia cier-

tos factoi-es que en vano hoy y antes procuráronse ocultar. Consúltese su arti-

culó en Xosotros, de septiembre 1919.
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estrictamente indispensables dentro del plan de su obra, Aven-

daño (1), Montenegro (2), Álvarez de Abren (3), y Villarroel (4).

En 1843 el gobierno chileno fundó en el estrecho de Magalla-

nes una población de cuyo establecimiento protestó el gobierno

argentino. A iines de 1847, después de reunidos los anteceden-

tes que creyó oportunos, Felipe Arana, ministro de Rosas, elevó

el proyecto de nota-reclamación indicando que Pedro de Ange-

lis poseía abundante material de probanza. Impartió Rosas las

órdenes del caso y pasáronse al sujeto en cuestión las pregun-

tas que debía satisfacer. Ocurría esto en diciembre del 47 y a

fines de marzo del año siguiente de Angelis concluyó el trabajo,

satisfactorio en la exposición de hechos aunque, según el minis-

tro, era indispensable ventilar la cuestión de derecho (5). A
juzgar por lo publicado más tarde, de Angelis cumplió con el

encargo, pero otras circunstancias determinaron la revisión

del asunto, y para ello se recurrió al legista acostumbrado

:

Vélez Sársfield.

Las memorias de de Angelis, como la de Vélez, salieron a

luz luego de la caída de Rosas. Encontraron ambas en Chile

un contendor, Miguel Luis Amunátegui (6), quien pudo probar

(1) Avkmunii. i'. Dibgo de, Thesaurus indicas, sen generális instructor pro

regimine conscientiae, etc., Amberes, 1668-1675.

(3) i'i.s \ Montenegro, Alonso dk la, Itinerario /<«/•<* párroco* de indios.

etc. Madrid, 1668.

(3j ÁXVARKZ DK ABRRC, A'

I i Vll.l. WíKOKI.. Pr. (i \S1

</<!.< <n<li¡llos pontificio y regú

(5) Archivo <I<-1 Ministerio de relaciones exteriores.

(0) \\(.ki.is, Pedro de, Memoria histórica sobre los derecho* di- soberanía //

dominio, etc., Buenos Aires, 1852. Km' replicada por AMtTHÁTKOl i. M . I... Ti

hilos de la república de Chile " /</ soberanía * dominio de lo extremidad aus-

tral, etc., Santiago, 1853.

El opúsculo «le Vélez, que está omj i -j <
• — de ier, toa respecto del de Angelis,

lo que asegura nn escritor descuidado, fué asimismo contendido : \'i';i.i,z Sm;s

OKIO
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fácilmente, respecto de Vélez, que había abordado <*] asunto

con la ignorancia <le nn novicio. Vélez, careciendo de sentido

histórico y crítico, creyó que, así como habíase improvisado

canonista podría improvisarse historiador, dilucidando con <-r-

gotismos las más obscuras y difíciles cuestiones de límites colo-

niales.

Después de Caseros, j cuál fué la posición de Vélez ante el

derecho público y privado !

En 1854 Jorge Ticknor Curtís intentó escribir una historia

del origen, formación y adopción de la Constitución de los Esta-

dos Unidos de América. Fué traducida al castellano y publica-

da en Buenos Aires en 1866. con un prólogo de Vélez Sárs-

fteld (1).

En 1835 Tocqueville publicó su célebre obra De la démocra-

tie en Amérique. Según él la constitución americana no tenía

precedentes en la historia política y reposaba sobre una teoría-

completamente nueva. Curtís, sin entrar a discutir este juicio,

creía que era un resultado de las circunstancias del momento.

Vélez, imbuido de derecho natural y exento, como sabemos,

de todo sentido crítico e histórico, aceptó el punto de vista de

Tocqueville: «Un nuevo derecho constitucional, creado por pri-

mera vez». Esta opinión se refuerza cuando dice que «no nos

ha quedado un diario de las importantes discusiones; pero Ma-

dison todas las noches escribía lo que se había tratado en la Con-

vención».

Vélez estaba equivocado. Se ha puesto en claro hasta qué

field, Dalmacio, Discusió» de los títulos del gobierno de Chile, ele. Buenos

Aires, 1853. Otra edición, Buenos Aires, 18(54. — Amuxátkgci, M. L., Títulos-

de la República de Chile, etc., Santiago, 1855.

(1) En sus últimos años comenzó a interesarse por el derecho público con

motivo de las incidencias políticas conocidas, improvisándose en su estudio, a-í

como luego se improvisaría en el de los jurisconsultos del siglo XIX.



ESPÍRITU JURÍDICO DE DALMACIO VÉLEZ SÁRSFIELD 3Ó7

punto debe ser considerada la constitución americana como re-

sultado de la inspiración, y ya en 1819 publicáronse los papeles

oficiales, incluidos asimismo en los debates de Elliott editados

en 1830. Antes de aparecer el diario de Madison, en 1840, salie-

ron a luz las notas de Yates en 1821 y las de Pierce en 1828.

Para Vélez toda enumeración de los derechos de los ciuda-

danos era inútil, porque «Dios mismo criando (sic) al hombre

libre, inteligente y responsable le había dado derechos que to-

do legislador debe respetar». Medítese un instante sobre esta

curiosa premisa, donde van envueltos conceptos tan contradic-

torios sobre la naturaleza y origen del derecho, y se verá cómo

está justificado el sentir del legista hecho al espíritu de las pan-

dectas, al afirmar (1) que la experiencia había demostrado la in-

utilidad de semejante enumeración porque la legislación es la

(pie regla y limita esas libertades !

j
Qué es un código í preguntábase ante la empresa que debía

acometer. ¿ Contiene acaso los derechos absolutos y los relati-

vos, o los relativos solamente? La respuesta no era difícil. Cier-

to es que contradecía sus opiniones del prólogo de Curtís, pero

|
acaso no sería el nuevo código un semillero de contradicciones t

Asimismo creía posible, entre nosotros, «desenvolver el de-

recho por la legislación ya que nos taita la ventaja (pie tuvo el

pueblo romano de poseer una legislación original, nacida con

la nación y que con ella crecía» (2).

1 sin embargo, en <-l afumado discurso de 1860 había dicho : « Comprendí

que esa Constitución digna de elogio por más de un título, tenía defectos muy

grandes. No creía que pudieran ser remediados, como M ha dicho por la pren

w, con leyes orgánicas, porque las leyes <i'"' reglamentan esOs poderes, n<>

podrían destruir ni los derechos ni l¡is obligaciones originales oreadas por l¡i

Constitución; ni alterar en l<> mínimo los poderes de los onerpos constituidos .

S\i:mh »to, loe. eíl. página M7.i

9 i onsultese la recomendable tesis de JonoK cw.nu. TBXO, Fttente» naci/o

milis del '''iiii'i'i civil, donde con empello 3 diligencia crítica ilescáhrense las ral
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Vanamente querría introducir un código, como una nueva

Minerva, en la vida jurídica argentina. Su educación imponíale

métodos que ;> sp edad no se abandonaban, y su profesión hábi-

tos que no toleraban modificaciones,
j
Quién le daría la lógica

de' que carecía ? ¿Quién el lenguaje preciso ? V ; dónde hallaría

la estructura institucional y la técnica de sus disposiciones !

Preguntas son, todas, cuya solución se impone al más somero

estudio. Aunque pretendió desconocer al pasado libróse dr él

a duras penas
; y aun así, como abogado, bajo la influencia de

la glosa, llenó el articulado de casos al ejemplo de los vetustos

cuerpos legales, y como jurisperito procure') la doctrina espolian-

do de mala manera jurisconsultos antagónicos (1).

Vélez participó activamente en la política de la organización.

Su carrera como diputado, ministro del estado de Buenos Aires,

convencional del 60 y ministro nacional, por ahora nos interesa

poco. Había servido a Rosas, enemigo de Urquiza, de Sarmiento

y de Mitre. Acompañó a Urquiza, enemigo de Mitre ; a Mitre,

enemigo de Sarmiento; a Sarmiento, enemigo de Mitre y de Ur-

quiza.

Su actuación más destacada lígase a la redacción del Código

civil (2). Ya comisionado por Urquiza y luego nombrado por

ees de más de una disposición dé] Código civil, estableciendo claramente el ver-

dadero acerró del pasado jurídico, en contra de las afirmaciones del misino

Vele/, y de l«»s juicios dispensados por comentaristas posteriores.

(1) Nada puede ser más típico que lo (pie en cierta ocasión revelamos acer-

ca del espíritu científico de Vélez respecto de los jurisconsultos que adopte) co-

mo guías. Consúltese Xosotros de 1!I17. números de abril, julio y septiembre.

(2) Pasamos por alto el desagradable asunto del Código de comercio. Para

mayores detalles. ACEVEDO, C. A. Ensayo histórico sobre la legislación eothtr-.

cial, Rueños Aires. 19141

Tampoco concedemos mayor importancia a la disputa entre Mitre y Vélez

con motivo de Belgrano y Gñemes, de la (pie con acrimonia dijo Alberdi : «Es

completamente pueril : discusión ib- muchachos de escuela o de viejas majade-

ras ». {Grandes y.pequeños hombres del Plata, ed. (iarnicr. página »¡7.i
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Mitre, en el transcurso de la febril década reunió la producción

jurídica universal improvisándose en la preparación de la mali-

na empresa.

Pronto veremos hasta dónde alcanzó su esfuerzo y de qué

modo contribuyó al adelanto jurídico y al progreso social de su

país.

En resumen, diremos que careciendo de una instrucción sólida

intentó suplirla, no obstante, sin el auxilio de principios gene-

rales. Bartolista por educación y temperamento apoyóse en las

doctrinas del derecho natural, aun cuando el vetusto espíritu

n<> cejó ante la nueva influencia, ni estas ideas repudiaron las

viejas formas. No comprendió el valor humanista, ni el signifi-

cado de la revolución, porque le faltó el sentimiento de lo esté-

tico y la inteligencia de la historia
;
permitiéndole, además, la

ausencia de sentido crítico amalgamar, sin sospecharlo, los más

contradictorios sistemas y confundir, sin quererlo, las ideas más

alejadas entre sí.

Diego Luis Molinari.

12 de diciembre de 1919.
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El derecho es la imagen de la vida. — Evolución de los principios jurídi-

cos. — Revoluciones y reformas. — El deber de los jurisconsultos. — La

lucha entre los opresores y los oprimidos. — Persecución de reformas

en el derecho público. — Los principios de derecho privado tienden a

modificarse erigiéndose en normas de derecho público. — Limitación in-

dividual para el uso de las fuerzas colectivas. — Dominio y libertad

contractual. — Los principios nuevos.

El derecho, ya sea que se le considere como el conjunto de las

normas que rigen las relaciones entre los hombres o como la fa-

cultad que permite el ejercicio de acciones determinadas, es la

imagen de la vida colectiva e individual. Las instituciones, los

principios, nacen, se desarrollan, decaen, desaparecen. Pero a

través de todas las reglas que traducen el derecho de la hora en

que se consagran, existen principios fundamentales de los cua-

les la humanidad no declina, una vez que los alcanza.

Las normas jurídicas, antes de ser una expresión de la volun-

tad general que ha reducido a preceptos algunas costumbres y

aspiraciones, han sido concesiones otorgadas por los soberanos

personales a los pueblos sometidos. El derecho, en los orígenes

de la civilización, emerge del que manda, quien lo impone tradu-

ciendo seguramente en las reglas que consagra el modo de ser
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del pueblo al cual se destinan. Pero, sobre los preceptos creados

se encuentra siempre la voluntad del monarca, quien, en su ca-

rácter de fuente de las instituciones, puede modificarlas para

cualquier caso particular. Las garantías y las seguridades son

así muy relativas desde que las reglas no son seguras y la va-

riabilidad depende de una voluntad individual.

Los principios jurídicos que hoy reconocemos como funda-

mentales han sido el resultado de largas evoluciones y las ver-

dades aceptadas e impuestas como garantías indeclinables han

sido, antes de afianzarse, ideales por los que luchó la humanidad

y bandera de batallas cruentas. Son así exponentes de victoria

y se encuentran substentados por el sacrificio y la sangre de

muchas generaciones.

Cuando observamos en el presente el surgimiento de princi-

pios nuevos que se consideran perturbadores para el orden so-

cial y cuando percibimos la represión que se lleva a cabo muchas

veces, contra sus sostenedores, debemos recogernos antes de

rechazar sin examen las aspiraciones revolucionarias, para es-

tudiarlas y preparar la evolución, precisamente con el objeto de

evitar los trastornos y las masacres. El derecho evoluciona

continuamente; aferrarse a los preceptos actuales y creerlos in-

mutables es desconocerla vida y negar la historia.

Los grandes movimientos sociales que han transformado el

orden jurídico después de producirse conmociones que costaron

muchas vidas, han tenido lugar por el apresuramiento de los

unos y la tendencia conservadora de los otros.

Las modificaciones sociales se elaboran siguiendo un proceso

conocido. La convivencia bajo las normas existentes demuesi ra

los inconvenientes y defectos de las instituciones. Los menos

favorecidos, tanto mus oprimidos cuanto mayor »-s el atraso so-

cial, aspiran al mejoramiento «pie los haga sufrir menos o les per-

mita ser- más felices. Estas aspiraciones, que se contienen por

respeto ;il orden y por el concepto de estabilidad jurídica intil-
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tradg en casi todos los cerebros, estallan generalmente con ma-

nifestaciones rebeldes.

Los que se encuentran cómodos con el orden existente obser-

van con hostilidad los proyectos de reformas que, tendiendo

siempre a repartir de manera más equitativa, amenazan con

quitar a los favorecidos una parte de lo que tienen o sea a dis-

minuirlos. Éstos se aterran al derecho de la hora y sostienen

que no debe modificarse. Si acaso, para evitar rebeldías, recurren

a la caridad y donan una parte mínima de lo que tienen de más

para corregir algunos inconvenientes y poder seguir tranquilos

detentando el grueso de lo que poseen.

Se forman bandos hostiles y la violencia sobreviene, estallan-

do revoluciones, como consecuencia de las cuales surgen las re-

formas.

Los cristianos para los cesares de Boma y los burgueses para

los reyes de Francia, eran exactamente lo que son hoy los anar-

quistas para las sociedades modernas que sostienen el estado

con las formas consagradas, el capitalismo y el régimen de la

propiedad personal y hereditaria.

Pero una revolución y una gran reforma no termina las cues-

tiones sociales ni concluye la lucha de manera definitiva. En

el momento mismo en que una modificación fundamental se ha

implantado y una mayoría ha triunfado sobre una minoría im-

poniendo sus aspiraciones, surgen problemas nuevos, que se

van gestando hasta estallar de nuevo. Los que fueron mayoría

como los burgueses en contra de los nobles, que abatieron pri-

vilegios, mayorazgos y regímenes absolutos, se convierten poco

a poco en minoría gobernante que detenta la fuerza y que. em-

peñada en mantener como inmutable el derecho triunfante en

su revolución, prepara el nuevo movimiento que ha de imponer

nuevas ideas y prácticas.

El jurista tiene que persuadirse de esta evolución y para evi-

tar las violencias que se producen como resultado de las exa-
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geraciones, debe estudiar y procurar la sanción de leyes que

propicien el cambio junto con la derogación de aquellas que

no responden a las necesidades del momento.

El choque y la intransigencia son muchas veces el resultado

de la planteación misma del asunto. Los rebeldes, los que subs-

tentan las reformas, los que viendo la justicia de su causa la

sostienen como convencidos, quieren imponer los cambios con

rapidez, verifican propagandas violentas y hasta se manifiestan

dispuestos para el martirio. *Los que detentan los bienes sociales

con preferencia, los que gobiernan y dominan, ven el peligro y

ante la violencia de la acción se preparan para las represiones.

Se crea así el ambiente de guerra y se desencadena el desorden,

resultando siempre en las primeras tentativas destruidos o que-

brantados los que luchan desde abajo por reformas fundamen-

tales. Sólo cuando el número es muy grande, vencen aun con el

desorden y crean durante la transición un estado de disolución

que pone a prueba la resistencia de los hombres.

El jurisconsulto y el estadista pueden, si no evitar del todo los

inconvenientes, por lómenos prepararlas reformas para que se

operen sin choques extremos y para que poco a poco, sin transi-

ciones bruscas, se implanten. Las diferencias irreductibles son

más aparentes que reales y las ideas se modifican ante la situa-

ción individual. (Jn hombre amenazado, oprimido, mal alimen-

tado y con toda clase de problemas domésticos no piensa lo

mismo qne esc sujeto con su situación resuelta y en el camino

de la felicidad relativa que puede alcanzarse. De manera (pie ia

intransigencia aparentemente irreductible se conmueve cuando

las circunstancias varían y la situación personal se modifica.

De aquí que mejorando el estado social con preceptos adecúa

dos. los peligros se disminuyen.

La historia del mundo es la historia de la lucha entre opre

sores y oprimidos. Los primeros tratando de mantener privile-

(TÍOS creados «¿•eneralmcnt e como consecuencia de la tuerza v l;i
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conquista, y los segundos procurando con su emancipación for-

mas más lógicas y humanas para reglamentar las relaciones en-

tre los hombres. Cada principio consagrado lia sido la resultante

de un movimiento colectivo precedido de numerosas acciones,

ahogadas muchas veces por la fuerza.

Los movimientos producidos generalmente en los diferentes

pueblos, sobre todo aquellos que lian perseguido reformas fun-

damentales, ban tenido por objeto transformaciones en las nor-

mas de derecho público. Xo se me oculta, al verificar esta afir

mación, que es difícil fijar las líneas divisorias entre lo que se

ha considerado y considera derecho público y derecho privado.

Pero sin profundizar el asunto ni detenerme en el examen del

problema puedo, con referencia a los conceptos conocidos, decir

(pie los grandes movimientos sociales han perseguido la afirma-

ción o el reconocimiento de principios fundamentales que cons-

tituyen hoy la base del derecho constitucional en los pueblos

civilizados.

El ajuste de un servicio y las consecuencias que se derivan

del mismo han sido cuestiones contractuales libradas a la vo-

luntad de las partes. El salario, la reglamentación de la jorna-

da de trabajo, el descanso periódico, las condiciones especiales

para ciertos obreros, la huelga, el lock-out, el boycott, las con-

secuencias todas del contrato que puede crear el conflicto entre

empleador y empleado, no salían del marco de las cuestiones

privadas regidas por esta rama del derecho.

Un individuo con los elementos necesarios empleaba a otro,

y esa relación no se encontraba reglamentada sino por el con-

trato mismo. La colectividad que actúa por medio de la ley, que

una autoridad ejecuta y otra garantiza, no tomaba allí más in-

tervención que la judicial. Los leyes que contienen los princi-

pios genéricos autorizaban a las partes para contratar en la for-

ma que lo encontraran oportuno y esos contratos tenían la mis-

ma autoridad y validez que los preceptos de los códigos. La
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Única limitación era la de la moral y buenas costumbres, siendo

las prohibiciones, o sea los principios que no se podrían contra-

riar en una convención privada, enunciados de derecho público

principalmente.

Hoy los problemas derivados del capital y del trabajo, del

empleador y del empleado, llaman la atención de los legislado-

res en todos los países, porque las actividades colectivas persi-

guen la transformación del derecho privado o por lo menos del

derecho llamado así hasta el momento de surgir estos proble-

mas. Estamos en presencia de transformaciones profundas en

esta rama de las actividades jurídicas o de nuevas evoluciones

del derecho privado hacia el público, transformándose las insti-

tuciones y cambiando su carácter.

Los movimientos sociales de la actualidad persiguen la limi-

tación del uso de los bienes y fuerzas colectivas por individuos

determinados y al arbitrio de los mismos. Y con tal motivo se

discuten en su base los derechos de dominio considerados como

más fundamentales.

El derecho de propiedad, por ejemplo, no se ha controverti-

do durante siglos, y eso que llegaba hasta e\jus abutendi. Los

objetos sóbrelos cuales el derecho se hacía efectivo eran todos,

incluso el hombre, que era susceptible de propiedad privada en

los regímenes donde se aceptaba la esclavitud. Poco a poco se

han ido introduciendo excepciones y declarándose que determi-

nados bienes no podrían ser objeto de apropiación privada, do-

minando para las prohibiciones motivos de dos clases : unos de

solidaridad humana como los relacionados con la abolición de

la propiedad del hombre por el hombre, y otros de solidaridad

social como son todos los que tienden a retirar del comercio de-

terminadas cosas para el servicio <> aprovechamiento colectivo.

Bl concepto mismo del derecho se va modificando y los prin-

cipios absolutos del cuerpo jurídico romano que amparaban un

dominio completo y que confundían la cosa 00H el hombre para
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acentuar el poder de éste sobre aquélla, se cambian poco apoco.

Y hoy ya no sólo nos encontramos bajo el régimen del reco-

nocimiento del derecho, en teoría, con excepciones en el hecho

que le quitan el carácter primitivo, sino que lo vemos discutido

en su fondo por quienes desean abolirlo y crear la propiedad

colectiva, y por los que sostienen que la propiedad no supone

un derecho individual sobre un objeto, sino una concesión del

estado o de la sociedad a un sujeto, lo que le permite a éste,

mientras la colectividad le mantenga la concesión, el derecho a

considerarse dueño de la cosa y manejarla. Esto último no sería

en rigor otra cosa que preparar la evolución del concepto anti-

guo al concepto ultraavanzado de la propiedad colectiva. El

cambio del fundamento dejaría todo en manos de la sociedad.

Debe tenerse también en cuenta, para no atemorizarse ante

estas doctrinas que se extienden día por día, que en realidad

nos encontramos hoy bajo el imperio de un sistema que permi-

te al estado apoderarse de la propiedad privada, cuyo dominio

eminente se le reconoce. La colectividad actual tiene, en efecto,

dos armas : el impuesto que puede ser progresivo y llegar a la

confiscación para destruir el latifundio y la expropiación que

permite adquirir, pagando el precio en dinero.

Otro de los derechos consagrados y hasta considerados como

una conquista de la civilización moderna, es el relativo a la li-

bertad de contratar. La facultad individual es amplia y se ejer-

ce sin limitaciones aun cuando se pueda llegar a la explotación

del débil por el fuerte, como sucede en la práctica. Estos dere-

chos, tanto el de propiedad como el de contratar, se extienden y

el hombre puede adquirir sin limitaciones y disponer de lo su-

yo por actos de última voluntad. Y más todavía, cuando no dis-

pone, la ley interpreta su voluntad, creando, con la herencia, el

orden de la sucesión entre los parientes.

Estas normas jurídicas derivan del principio de fondo que

considera al derecho una facultad individual. El hombre que lo
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tiene lo ejercita de una manera amplia, como si fuera algo que

forma parte de su mismo ser. El dueño de una cosa no es un

agente social de la propiedad común, sino el señor que desen-

vuelve legítimamente una actividad individual.

Pero esta doctrina del derecho-facultad, sobre la cual se ha

edificado el mundo jurídico en que vivimos, aun cuando se ha

modificado por excepción, en la práctica, se mantiene aún y es

atacada en su basamento por las doctrinas nuevas. Los cimien-

tos antiguos vacilan ante la discusión y se conmueven ante el

ataque, y de tiempo en tiempo la controversia doctrinaria se

siente interrumpida por el movimiento social o por la bomba

de dinamita.

Es así interesante examinar los problemas jurídicos de la ho-

ra, percibir su gestación, fijar los principios controvertidos y

apuntar las aspiraciones de los que reclaman una transforma-

ción. Los estudiaré desde atrás aunque sintéticamente.

II

Aristocracia y democracia. — La conquista de la igualdad individual. —
La característica de los regímenes jurídico-religiosos. — Helias funda-

mentales de derecho y su carácter. — Estatutos básicos en la evolución

jurídica. — Los enunciados de carácter general. — Las nuevas aspi-

raciones.

La lucha desarrollada en el terreno del derecho público ha

presentado como combatientes a la aristocracia personal o de

grupo por una parte y a la democracia por otra. En esa batalla

de veinte siglos, el triunfo ha correspondido a la última, la (pie

acentúa día por día su predominio en el mundo.

El derecho público se lia democratizado y el primer jalón se

ha plantado al proclamarse v establecerse la igualdad indivi-

dual. Frecuentemente oímos hablar de las democracias antiguas
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y de las formas muso menos deliberativas asadas en La sanción

de las leyes. Pero esas democracias no tenían el carácter de

las actuales, siendo, al contrario de éstas, grandes oligarquías.

En las democracias antiguas el pueblo se componía de ciuda-

danos, extranjeros y esclavos, fuera de clases intermedias de

protegidos, clientes o libertos. Y de esas clases sólo votaban

los ciudadanos, no teniendo los demás intervención en el mane-

jo de la cosa pública. Eran así estados gobernados por una cla-

se, la cual usaba formas democráticas, pero dentro de su clase,

a que no tenían acceso los que no formaban parte de la misma.

Y es curioso observar que cuando se extendieron los dere-

chos y el número de votantes aumentó, el sistema se transfor-

mó y surgieron las monarquías, más o menos absolutas.

Debe hacerse notar también, para evitar confusiones, que las

pretendidas democracias antiguas no se regían por el sistema

del voto restringido o calificado, sino por el de clase, porque só-

lo tenían ese derecho los que nacían en ciertas condiciones. En'

el sistema déla calificación, contrario al del sufragio universal,

toda persona puede alcanzar el beneficio haciendo el esfuerzo

necesario para colocarse en las condiciones exigidas. Cuando

el voto es de clase, no depende el ejercicio del derecho de la

voluntad individual sino de la situación que se tiene.

Observaba entretanto, que la conquista democrática más de-

finitiva obtenida en el derecho público con su correspondiente

influencia en el derecho privado es la relativa a la igualdad in-

dividual. Seguramente al obtenerse los resultados tan persegui-

dos, los que se alcanzaron cuando desaparecieron las clases y

la propiedad del hombre por el hombre, para proclamarse a to-

dos iguales, ante la ley, se creyó que se había hecho una con-

quista definitiva. Pero la evolución social, que no se detiene, nos

encuentra hoy con nuevos problemas al frente, los que hacen

crisis ya y los que plantea, si se permite la expresión, la de-

mocratización del derecho privado.
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Para comprobar cómo una solución crea una dificultad, basta

observar que muchas de las cuestiones sociales que se despren-

den de las relaciones entre empleadores y empleados son deri-

vados de la gran conquista humana, de la abolición de la escla-

vitud. Esta institución bárbara resolvía muchos problemas per-

sonales que se complican en la vida libre desde que el hombre

no puede ser objeto de propiedad. Y de seguro la aceptación de

muchas normas levantadas en la teoría del momento como pa-

naceas, resolverán algunas situaciones, pero crearán otras por

el solo hecho de implantarse.

Para percibir lo que me propongo establecer acerca de la as-

piración contemporánea que persigue la democratización del

derecho privado, será necesario recordar los fundamentos de al-

gunos regímenes jurídicos, tomando como exponente de los mis-

mos el que contienen dos grandes religiones : el brahmanismo

y el cristianismo, la primera fundamentalmente aristocrática y

diferencial, la segunda igualitaria en su fondo pero admitiendo

la aristocracia a pesar de la igualdad.

Bajo el régimen de las leyes de Manú, la igualdad no era po-

sible, desde que los hombres estaban divididos en clases por

obra de la divinidad. El Dios de los indios no creó al hombre

sino a los hombres, sacándolos de cuatro distintos lugares de su

cuerpo. De aquí que los hombres divididos en distintas especies

estuvieran sometidos a leyes distintas, existiendo principios

para cada casta y preceptos de relación para la convivencia en-

tre muís y otras.

Los actos que no tenían importancia para un brahmán eran

castigados duramente, hasta con la pena de muerte, en otras cía-

vi-. <Dci;ii«-s. Los enlaces entre unos y otros individuos no se

permitían y una aproximación entre sujetos de clase ([itérente

era un verdadero crimen.

Un sistema así era eminentemente aristocrático y mientras

la creencia se mantuviese, toda idea de emancipación, de fcrans-
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formación o de fraternidad colectiva no podía arraigar. Sería en

todo caso, profundamente subversiva y anarquista.

La religión cristiana es, en sus orígenes, de lo más democrá-

tica. Dios crea al hombre y de la pareja originaria formada por

Él, emerge la humanidad. Todos los hombres son así iguales y

hermanos y tanto el más poderoso como el más humilde tienen

el mismo origen e idéntica ascendencia. Para encontrare] ante-

cesor común basta remontarse y creer en la leyenda del paraíso.

Observamos, sin embargo, que dentro de la civilización cristia-

na prospera la aristocracia y se mantienen las monarquías ab-

solutas con los sistemas más violentos de opresión y las diferen-

cias más irritantes entre los hombres. El hecho es exacto, pero

no debe olvidarse que Dios eligió autoridades para sus pueblos,

de manera (pie, si bien todos los hombres son para Él iguales,

la situación que unos y otros tienen en la tierra Él mismo la ha

determinado. Dios tiene elegidos monarcas de derecho divino,

y además, ministros que rigen ¡su Iglesia. De aquí que un siste-

ma de democracia y de igualdad haya permitido, a pesar de sus

preceptos fundamentales, las diferencias que todos percibimos

y que condenamos los que aspiramos al régimen democrático de

la igualdad.

Los oprimidos en nombre del estado y de la religión, esto es,

de los dos monarcas, el del cielo y el de la tierra, se rebelan de

tiempo en tiempo y cada conmoción triunfante lleva al terreno

del derecho público principios que significan conquistas y que

dan a la humanidad mayores garantías. La defensa contra la

arbitrariedad consiste siempre en una regla jurídica superior a

roda voluntad personal, que la totalidad de los componentes de

una sociedad debe respetar.

Bajo el sistema de los gobiernos absolutos los principios no

existen y la voluntad del soberano dispone. Los preceptos jurí-

dicos los crea el mismo monarca para su comodidad, pero como

todo tiene su fuente en él mismo, los principios pueden dero-
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garse cuando a él le conviene o le parece conveniente. El ori-

gen es una voluntad variable; los enunciados que todos deben

respetar no existen.

La lucha de las mayorías ha tendido precisamente a conse-

guir lo que tenemos hoy : una serie de principios de derecho que

nadie puede modificar y que amparan en contra de la arbitrarie-

dad de una minoría gobernante cualquiera, que apoderada de

la fuerza puede pretender un retorno al sistema funesto de la

tiranía.

Los principios que se consideran fundamentales no se colocan

en las leyes ordinarias y variables. Se consignan en las consti-

tuciones, las que contienen las reglas básicas del gobierno y las

que enuncian las garantías que amparan a los ciudadanos. Allí

están los principios, no sólo del derecho público sino del dere-

cho privado, que han tomado una colocación superior. Son en

rigor enunciados de derecho natural que se consideran por en-

cima de todas las normas jurídicas más transitorias. Y digo

« más » y no transitorias simplemente, porque a muy pocas regias

jurídicas les atribuyo carácter permanente. Unas son más varia-

bles que otras, siendo escasas y realmente fundamentales las

que deben ser invariables, como la que proclama, por ejemplo,

c] derecho a la vida.

El primer estatuto donde se consignan reglas destinadas a

limitar la acción de los gobiernos y acordar garantías a los

habitantes de un país, contra la arbitrariedad, es la carta mag-

na vigente desde L215 bajo el reinado de Juan Sin Tierra. La

carta es en realidad una transacción cutre el rey y la clase

gobernante, conteniendo una serie de preceptos éntrelos cuales

se destacan los relativos a impuestos y al juicio por jurados. La

carta establece también qne ningún hombre libre será privado

de su libertad o de sus bienes, ni desterrado, ni declarado fuera

de la lev, ni desposeído, sin mediar juicio previo.

La carta fué el primer golpe contra los gobiernos altsolulos y
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tendió íi crear el gobierno legítimo de mandato, aun cuando ora

muy limitada y aun cuando se refería solamente a la clase social

de los hombres libres, manteniendo el régimen de la arbitra-

riedad.

Siglos transcurrieron antes de que se adoptaran en todos los

países principios destinados a garantizar los derechos y a de-

fender al mayor número del gobierno absoluto de las minorías

erigidas en casta dirigente.

En los preludios de la revolución francesa, el contrato social

aparece como la obra subversiva por excelencia, ese libro en

que boy no encontramos nada excesivo ni avanzado. Pero como

las cosas no pueden juzgarse fuera de su medio y de su época, a

fin de darse cuenta de los efectos, necesitamos, para atribuir a

esa obra su verdadero carácter, tener en consideración la doc-

trina sobre la cual se encontraba asentado el gobierno entonces

existente y la que se preconizaba por Eousseau.

Un sistema, para subsistir, debe contar con la mayoría o por

lo menos con la tolerancia de ésta. Un sistema de gobierno

necesita, para mantenerse, que lo acepten por convicción o por

fe las personas que se encuentren a él sometidos. El día que el

mayor número deja de admitido, el sistema ba sido herido de

muerte y su abatimiento se producirá en tiempo más o menos

largo.

La monarquía francesa, como todas las que dominaban en las

edades media y moderna, se asentaba en el derecho divino y

tenía por principal aliada del régimen a la religión. Dios las

había instituido, en su nombre se coronaban los reyes, que eran

sus elegidos, y bajo su amparo gobernaban a los imeblos. Mien-

tras éstos creyeron en tales postulados, el gobierno con esas

formas era lógico y comprensible. El día que esa creencia fuera

abandonada se habría conmovido el cimiento y la revolución o la

evolución transformarían el organismo.

La obra de Eousseau, al decir que todo gobierno derivaba de
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la voluntad colectiva, al expresar que la humanidad se regía o

debía regirse por la convención que hicieran los componentes

de las diferentes sociedades, asestaba un golpe de gracia a las

doctrinas dominantes. El día que la mayoría del pueblo acep-

tara la nueva doctrina, el otro sistema, el establecido en ese

momento, dejaría de existir. Por eso era revolucionaria la teoría,

desde que atacaba el régimen existente e imponía su reemplazo

por otro más humano.

La revolución fué así, por obra de ese y otros precursores,

el resultado de una larga gestación de principios democráticos

que pretendían implantar el gobierno resultante del mayor

número, desconociendo otro derecho que no derivase de la opi-

nión de la mayoría. Cada hombre es un contratante, es un voto,

tiene la facultad de influir en todo lo que se refiere a su destino,

el que no debe entregarse arbitrariamente y por motivos extra-

terrenos a otros hombres que se atribuirían el poder sin el úni-

co fundamento humano posible.

Los principios de la revolución concretados en los diez y siete

enunciados de la declaración de los derechos del hombre ratifi-

can los conceptos doctrinarios en cuyo nombre se hizo el gran

movimiento.

Esos principios, consagrados hoy éntrelas garantías que ofre-

itii las cartas fundamentales de los pueblos civilizados, contie-

nen enunciados de derecho público y de derecho privado, esto

es. principios destinados a servir de base a las leyes que se dic-

ten en las diferentes ramas del derecho.

Cabe observar aquí, que en todas las clases en que se divide

el derecho se acentúa una evolución. Las normas jurídicas se

Agrupan y se clasifican teniendo en cuenta las diferentes rela-

ciones que rigen. Dentro de cada sección de derecho público o

privado se produce, con la vida y el movimiento, un continuo

progreso y una ininterrumpida transformación. Pero a medida

<iiie se evoluciona, principios que tenían carácter particular y
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que formaban parte de la legislación correspondiente a la sec-

ción jurídica se imponen como enunciados de carácter general.

Cuando esto sucede, tales principios salen del marco <lc una

rama jurídica determinada y se convierten en principios gene-

rales que rigen el conjunto de las relaciones humanas.

Por eso los postulados que contiene la constitución argentina,

por ejemplo, en forma de declaraciones, derechos y garantías.

son principios de orden jurídico general que comprenden mate-

rias de derecho público y de derecho privado, pero que son

superiores a los enunciados de cualquiera rama particular, por-

que las rigen a todas. Existe así una tendencia a erigir en prin-

cipios y en garantías fundamentales las reglas jurídicas básicas.

dando mayores seguridades a los hombres y protegiéndolos

contra la arbitrariedad de los unos sobre los otros.

Y en las agitaciones actuales se percibe netamente la tenden-

cia a erigir en principios fundamentales enunciados que no se

encuentran admitidos en el orden jurídico actual y que consti-

tuyen hoy- preceptos de moral o normas que pueden colocarse

en los contratos de acuerdo con la voluntad individual.

Los derechos del hombre consagran reglas y garantías (pie

hoy no se discuten, pero que se consideran ya insuficientes. La

lucha del momento traerá, por evolución o revolución, la incor-

poración de otra serie de principios a los enunciados básicos

actuales tendientes a transformar el orden existente, de la mis-

ma manera que se modificó en los demás grandes movimientos

sociales.

Los principios de la revolución, hoy sostenidos por todos los

conservadores como conquistas que los protegen y de los cuales

no quieren desprenderse, aun cuando los conservadores del

siglo xvti los creían disolventes y amenazadores, establecieron

la igualdad individual, el derecho de hacer lo que no se prohibe,

la posibilidad de aspirar a los cargos públicos, la libertad de,

opiniones y la igualdad en los impuestos. Consagraron la pro-
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piedad privada inviolable y sagrada y el derecho a no ser acu-

sado ni detenido sino por medio de las formas establecidas, ni

penado sino por hecho que fuese castigado por una ley antes

de haberse cometido.

De aquí ha derivado toda la evolución de los últimos ciento

veinte años, encontrádonos hoy con que los principios avanza-

dos y triunfantes han creado nuevos problemas y se encuentran

atacados por otros que pretenden transformar las reglas jurídi-

cas o destruirlas en absoluto.

Veamos cómo se ha operado la evolución y de qué manera

los axiomas de la libertad han podido engendrar las nuevas

aspiraciones.

III

La igualdad individual como base de las construcciones jurídicas. — El

trabajo colectivo y la libertad de contratar. — Las clases sociales. — Los

medios de asegurar la igualdad. — La situación en el hecho, no obstante

la teoría igualitaria. — Las teorías nuevas y las normas concretas de

transformación social.

La evolución jurídica se ha verificado en el terreno del derecho

público h base del factor igualdad entre todos los individuos y

posibidadde ocupar los cargos públicos sin más requisito qué la

idoneidad. Las únicas limitaciones han sido las derivadas de la

nacionalidad, determinada por el nacimiento o el origen.

Ene! derecho privado los privilegios antiguos desaparecieron

como consecuencia de la doctrina igualitaria implantada, pero

tanto en ésta como en la otra rama se mantuvieron tas desigual-

dades jurídicas derivadas del sexo.

Las instituciones de derecho privado se han desenvuelto al re

dedorde la ideaderecbo facultad-individual, relacionándose ese

principio con cada ano de los derechos consagrados y cuyo ejer-

cicio se encuentra al alcance de todos. Tero para ejercitar la t'a-
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cuitad, es necesario adquirir el derecho y para obtenerlo hay <|ii<-

resolver generalmente un problema pecuniario. El que t iene, ad-

quiere, el que carece de medios se contenta con la posibilidad;

en teoría puede corresponderle, en el hecho carece del bien y, en

consecuencia, del medio de llegar al ejercicio.

Al amparo de los principios dominantes los bienes pueden ad-

quirirse sin limitaciones y el trabajo ajeno puede contratarse

sin restricciones mayores. Esto entonces ha dado lugar a que

grandes capitales se obtengan por una persona o compañía y a

«pie se haya contratado el trabajo colectivo en condiciones que

favorecen principalmente a los capitalistas. Y de aquí los nuevos

problemas : el hombre herramienta, que forma la mayoría y que

trabaja intensamente para vivir mal y entregar el producto de su

esfuerzo, y el que dispone de los elementos acumulados, o sea

del capital, aparecen como los exponentes de la controversia.

Observaremos entonces cómo habiendo provocado esta situa-

ción un sistema de libertad y de igualdad, se pretende por los

.

oprimidos del momento o la destrucción del orden jurídico o la

creación de restricciones que limiten la libertad. Con ésta tan

sólo el que tiene los elementos en sus manos presiona con sólo

querer o no querer, e impone su imperio al que en rigor no es li-

bre, porque si no quiere perece por falta de medios.

Se reclama, en consecuencia, la limitación que ampare al que

no tiene, para que no le permita aunque quiera aceptar ciertas

condiciones, y la desposesión de los medios que se consideran

elementos de opresión cuando los retiene un hombre o un grupo

en detrimento de los demás y a objeto de conseguir beneficios

personales.

El derecho de propiedad que permite adquirir sin limitacio-

nes, unido a la herencia y a la libertad plena para contratar, ha

dado lugar a que la sociedad se divida en dos clases, creadas

por la gravitación de los principios enunciados. Esas dos clases

son una aristocrática y otra servil.
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En el derecho público y sobre todo en la faz política, la igual-

dad se ha mantenido, pero en las relaciones privadas la fortuna

lia dominado al trabajo. Y aun cuando todo hombre tiene, en teo-

ría, el derecho de hacer fortuna, en el hecho ésta sólo se alcanza

por un grupo pequeño y privilegiado.

Los problemas que hoy golpean a las puertas de los sociólogos

y de los legisladores derivan de la distinta repartición de la ri-

queza, laque se ha producido al amparo de leyes que reconocen

la igualdad de sujeto a sujeto y que han inscripto, como lo hace

la Constitución argentina, cláusulas que representan garantías

generales.

Para llegar a la igualdad y para suprimir la opresión, o por lo

menos para acercarnos a aquélla, es necesario, se dice, no sola-

mente dar a cada persona la posibilidad de adquirir sino impe-

dir que uno solo pueda obtener bienes en una medida ilimitada.

Xo sería necesario para eso suprimir el derecho de propiedad,

sino reglamentar la libertad de contratar y ejercitar el derecho

fiscal de imponer con un criterio determinado. Se trata de ase-

gurarla libertad garantizando la libre expresión de la voluntad,

que se mueve hoy, a causa de las diferencias de estados sociales,

bajo la presión de las circunstancias de hecho.

La sociedad se desenvuelve al rededor de dos grupos o cla-

ses : los ricos o capitalistas que, trabajando o no, viven de la ren-

ta que producen sus fortunas, y los pobres o sea los asalariados.

La división no es absoluta, pues existen categorías extremas e

intermedias, y la permanencia cu una clase no es tampoco conti-

nua pues se producen cambios entre los distritos componentes.

Todos son iguales ante la ley y tienen, en teoría, los mismos dere-

chos, pero futre unos y otros existen diferencias enormes deri-

vadas de la diversidad de fuerzas existentes, las que se encuen-

tran a la disposición de los (pie tienen bienes y fuera del alcance

de los «pie carecen de estos. En la vida pública, nías bien en
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la electora}, las dos clases tienen los misinos derechos también,

pero irnos, los pobres, no pueden alcanzaren el hecho las venta-

jas accesibles a los demás.

Así, todos pueden ser propietarios, pero como para comprar

se necesita dinero, el rico tiene inmuebles y el pobre caréete de

ellos. Y como el que tiene poco o no posee nada depende del que

ha acumulado, dentro del derecho igualitario que nos rige exis-

ten Clases y divisiones y por consiguiente lucha entre los indivi-

duos y grupos. Los sojuzgados aspiran a libertarse modificando

las relaciones sociales, esto'es, las reglas jurídicas.

Frente así a la organización social que sostienen los que go-

zan en mayor medida délos bienes existentes, se han levantado

teorías nuevas que pretenden transformar el derecho público y el

privado. Nihilismo, anarquismo, maxiinalismo, bolsheviquismo.

espartaquismo, sindicalismo y aun socialismo, son expresiones

de ideas que significando cosas diferentes y persiguiendo finali-

dades concordantes o antagónicas, coinciden en cuanto tienden

a finalidades de transformación social y jurídica. Los anhelos

nuevos no sólo aspiran a transformar el derecho, sino aun la mo-

ral, derribando una serie de prejuicios que tienden a dificultar

la vida y a hacerla menos agradable.

Un vistazo a ese conjunto teórico y práctico nos dará idea de

lo que pretenden los sostenedores de las reformas.

Sin entrar a detalles, ya que debo anotar impresiones sintéti-

cas, puedo decir que, antes de producirse la guerra europea y de

ocurrir los sucesos que hoy preocupan a los sociólogos, juristas

y hombres de estado, se diseñaban tres grupos de reformistas :

los socialistas, los anarquistas y los sindicalistas. Doy, repito,

impresión de conjunto, porque dentro de todos estos grupos exis-

tían principios antagónicos, sobre todo entre los, individualistas

que por el hecho de afirmar la independencia personal justifica-

ban las diversidades.

Los socialistas agrupados en partidos políticos presentaban



LA DEMOCRATIZACIÓN DEL DESECHO PRIVADO 37!»

programa máximo y mínimo, hablaban de evolución y escalona-

ban las aspiraciones y las conquistas contenidas en sus plata-

formas.

El socialismo acepta el régimen presente desde que actúa den-

tro del mismo aun cuando aspirando a modificarlo. Como partido

concurren a los coinicios y por medio de sus representantes go-

biernan y fiscalizan. Si tuvieran mayoría y persistieran en sus

enunciados transformarían el sistema, pero mientras carecen de

la misma, accionan dentro del orden social. Dentro del socialis-

mo, (pie tiene diferentes matices, se ha hablado en diversas opor-

tunidades de revolución social, pero hasta ahora y por lo menos

entre nosotros la actuación se acentúa dentro de lo existente y

empleando el procedimiento evolutivo.

Los anarquistas, agrupados también, pero no en partidos po-

líticos, anunciaban la revolución, concretando sus aspiraciones a

esa finalidad. Se declaraban adversarios del actual estado de co-

sas y bregaban por la abolición de las religiones, de la legislación

y del Estado. Sus teorizadores sostienen que soportamos un régi-

men de injusticia, de robo y de violencia, critican todas las ins-

tituciones existentes y esperan (pie, desaparecida la opresión, la

humanidad pueda vivir feliz. La revolución sería el medio de

llegar a las transformaciones con la destrucción de los organis-

mos del presente.

Los sindicalistas, por su parte, han sostenido cosas distintas,

pretendiendo el gobierno de los gremios aunque independientes

unos de otros.

La determinación de caracteres a que me he referido no es ab-

soluta, porque hay exceso de teorías, subteorías y opiniones in-

dividuales que son difíciles de concretar en términos precisos o

de reducirlas a una clasificación ordenada.

Para I08 socialistas que están en el extremo opuestode aquel

en (pie se colocan los anarquistas, el Estado es todo y. dentro de

la comunidad relal iva de bienes e instrumentos de trabajo, es la
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autoridad la que debe hacer cumplir los anhelos y resoluciones

colectivas. Ciertos bienes, como la tierra, deberían considerarse

propiedad común, pero la ocupación concederse a los que la tra-

bajen.

Los anarquistas, según las expresiones de sus teóricos más au-

torizados, entienden que los hombres deben vivir libres de trabas

y de prejuicios. El gobierno y las religiones son instrumentos de

opresión y deben desaparecer. Pero las múltiples cuestiones y

las situaciones de hecho que se producirían con la destrucción

de todo lo que persiguen, no las resuelven. Se limitan a enuncia*

dos, a aseveraciones y sobre todo a expresiones de esperanzas y

de satisfacción ante el probable triunfo de los ideales que pro

claman.

Entre los sindicalistas, por fin, hay socialistas, anarquistas e

idealistas diversos.

Las teorías de los fundadores del anarquismo teórico se en-

cuentran bien expuestas en el libro El Anarquismo, de Eltzba-

cher, quien encabeza su obra con un lema que cumple : no afir-

mo ni niego, expongo, dice. La doctrina está bien expuesta, como

he tenido oportunidad de ratificarlo en sus fuentes, pero después

de publicado ese volumen han surgido autores nuevos que son

exponentes elocuentes de las nuevas ideas. Los anarquistas, al

sostener que debe abolirse el derecho, el Estado y la religión, no

hablan en concreto de nada que reemplace a lo que debe desapa-

recer, de manera que no podemos referirnos a sus principios ju-

rídicos, aun cuando no concibo una sociedad con las modalida-

des humanas actuales, sin reglas de convivencia que defiendan

contra la fuerza individual y que se encuentren amparadas por

la colectiva. Algunos se refieren a ideales de justicia, en los cua-

les parecería que podrían asentarse esos principios, pero los pos-

tulados son de una vaguedad extraordinaria. Sólo son elocuen-

tes para proclamar la destrucción o la esperanza.

Los ensayos prácticos no halagan ni prometen.
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IV

Los actuales movimientos sociales. — La tiranía como transición para el

establecimiento del régimen igualitario. — Loa hechos y las reglas para

el futuro.

Es indudable que no pueden hacerse juicios definitivos acerca

de los movimientos sociales que se han producido y (pie se están

desenvolviendo. Los elementos que tenemos para juzgarlos son

incompletos y tendenciosos, desde que ellos son proporcionados

principalmente por quienes desean el fracaso de la revolución.

Podemos, sin embargo, con los antecedentes que se concep-

túan indubitables, presentar algunas observaciones. La revolu-

ción rusa hasta hoy triunfante y la alemana, vencida por el mo-

mento, han sido hechas por gentes de diferentes tendencias.

Entre los que han contribuido a la destrucción del zarismo y al

gobierno bolsheviqui, se encuentran socialistas, anarquistas y

sindicalistas.

Las causas que han llevado a unos y otros al movimiento de

violencia han sido diferentes, habiendo coincidido en el propó-

sito común de destruir el régimen ya derrotado. Una vez abatí

do aquél empezó la lucha de tendencias y la formación de go-

biernos con caracteres nuevos, aunque no mejores que los reem-

plazados.

Los revolucionarios rusos lian conservado una buena parte

<le las instituciones que combatieron. Desde luego han formado

gobiernos, han dictado reglamentos, han instituido símbolos y

han creado la fuerza necesaria para sustentarlos.

Y han ido más lejos, puesto que han consagrado las desigual-

dades de (dase y han desconocido derechos sagrados establecí

dos a raíz de la revolución francesa en la declaración de los de-
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rechos del hombre, como ser el de defensa enjuicio, el de juicio

mismo, el de vida y el de integridad personal.

La contradicción no lia dejado de ser percibid;! por los jefes

maximalistas O por sus defensores teóricos, los que se han re-

ferido al momento de transición porque pasamos y durante el

cual es necesario crear una tiranía para destruir las desigual-

dades y poder edificar una vez que haya desparecido la máquina

montada de la arbitrariedad antes dominante. La tiranía sería

así un medio transitorio tendiente a evitar la reacción, a desar-

mar y destruir los antiguos privilegios y a preparar el adveni-

miento de la felicidad futura.

Pero lo más grave de todo esto es que los principios que han

de dominar después no se señalan, ni se indican las caracterís-

ticas prácticas del comunismo anárquico. En cuanto al estado

colectivista, finalidad socialista, conocemos sus caracteres, que

triunfan sólo en parte en los gobiernos de los soviets.

Entretanto, y con o sin explicaciones, comprobamos que el

desorden social cunde, que de todas partes surgen anhelos, al-

gunos informes y que existe un deseo de renovación traducido

en reclamos de mejoras, de igualdad y de mejor repartición del

bienestar.

Los principios se concretan, pero el modo de practicarlos

no. Las dificultades se enuncian, la destrucción de lo existente

se consuma, pero la reconstrucción no llega. La teoría de la ti-

ranía transitoria, que equivale a poner debajo lo que estaba

arriba y arriba lo que estaba abajo, significa la explicación de

un hecho, pero no ofrece ni seguridades para el porvenir ni

presenta las normas firmes que han de resolver las dificultades

próximas.

El observador desapasionado de los fenómenos sociales, el

que los estudia con criterio puramente jurídico para desentra-

ñar las leyes de la evolución y fijar los nuevos principios direc-

tivos, observa que en los movimientos revolucionarios actuales
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ño se han señalado normas definitivas. Se lia creado im estado

de transición y la nebulosa no permite apreciar los contornos

de los astros.

El espartaquisnio alemán, que levantó principios análogos a

los impuestos por los maximalistas rasos, era, como todos los in-

temacionalistas, enemigo del militarismo. Pero llamado ala ac-

ción sostiene el ejército y las policías con una reserva, puesto

que dispone el desarme de todo lo que no hubiera aceptado el

nuevo régimen. Sostiene al propio tiempo el armamento del

pueblo y la conservación del mismo por los soldados adictos. Y
organiza el gobierno a base del voto de clase, lo mismo que en

Rusia. El sufragio es calificado, desde que no votan nada más

que las clases laboriosas.

Las libertades consagradas se desconocen. El derecho a ser

juzgado, la libertad de exponer ideas por medio de la prensa o

la cátedra, la vida, la integridad física no se respeta ni ampara.

En cuanto a la propiedad, su abolición es base del nuevo sis-

tema.

Pero si se tiene en cuenta, como antes lo he expresado, que

los mismos sostenedores no declaran que el régimen sea defini-

rivo. sino que esta tiranía representa un período de transición

necesario para destruir el privilegio y reconstruir después sobre

bases seguras, el juicio definitivo no puede hacerse.

Todo lo que podemos realizar es un examen acerca de los

puntos fundamentales que se atacan en el derecho privado, den-

tro de las sociedades que se encuentran organizadas. No puede,

Bill embargo, desconocerse ni prescindiese de la influencia que

tienen las que están en plena evolución, pues el telégrafo y la

piensa difunden las ideas y entre los proletarios del mundo re-

percuten intensamente todos los deseos de renovación y de me-

joramiento.
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Principios que han informado la evolución del derecho privado.— Loa

postulados del preseute régimen jurídico mantienen la división en cla-

ses, la desigualdad y la lucha. — Libertad de adquirir y de contratar.

El derecho privado se ha desenvuelto al rededor de los prin-

cipios ya conocidos y anotados: igualdad individual y libertad

personal, que engendraron la libertad de contratar. Siendo los

hombres libres e iguales, pueden disponer como les parezca

oportuno de sus actividades en la vida debelación. Pero es pre-

ciso no olvidar que, existiendo como régimen fundamental el de

la propiedad sin limitaciones, lo que permite adquirir sin vallas,

la libre contratación permite comprometer no sólo al trabajo si-

no el capital.

Cuando estos enunciados triunfaron, no colocándose más limi-

taciones a estas libertades que las destinadas a impedir ataques

a la moral y a las buenas costumbres, se creyó seguramente que

se había alcanzado el máximun de facilidades y que la vida se

desenvolvería sin tropiezos. Pero la actuación ha demostrado

que merced a esos principios se han creado la explotación, las

opresiones, las desigualdades y las clases, todo lo que ha traído

nuevos anhelos y esperadas transformaciones.

La propiedad sin limitaciones crea la desigualdad y permite

que haya hombres inmensamente ricos. El derecho de asociación

permite que las fortunas se junten para explotaciones indus-

triales, que se constituyan los trusts y que se erijan empresas

poderosísimas, manejadas por un hombre o por un grupo reduci-

do. Esas acumulaciones de capitales rigen el trabajo ajeno pues-

to que lo contratan y aun cuando quien debe prestarlo, para

obtener los medios que le permitan subsistir, puede o no con-
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tratarlo, se ve en rigor obligado a hacerlo, so pena de perecer

de hambre.

Esto lia creado las sociedades obreras de defensa, los trusts

del trabajo y las resistencias colectivas. Ha traído también el

odio de clases y los frutos amargos de la revolución rusa, donde

se han prodigado las venganzas'. Ha hecho nacer el anarquismo

y es la fuente de los atentados periódicos que se repiten a pesar

de las represiones frecuentes.

Los francamente revolucionarios que encontrando el mal en

el derecho quieren demolerlo, no indican remedios dentro del

orden jurídico. Declaran simplemente que todo debe destruirse,

pero en los hechos crean otro orden tanto o más arbitrario que

el actual. Pero los que sostienen que debemos evolucionar indi-

can las normas jurídicas que deben modificarse y sin ir tan le-

jos como los otros concretan sus aspiraciones.

La propiedad no debe abolirse, sino cambiarse el concepto.

En su origen, ella es colectiva, pero la explotación se concede

al que la use, por el cultivo u ocupación, ya se trate de la rural

o urbana. La propiedad no es un derecho individual o real ; na-

die es dueño con el criterio de los códigos romanos, es simple-

mente tenedor con propósitos de orden social e individual.

La propiedad no debe adquirirse ilimitadamente, dicen los

que, no aceptando desde ya el concepto colectivo, entienden que

debe reducirse la posibilidad de adquirir sin límites para impe-

dir la opresión.

La libertad de contratar, agregan, debe también limitarse.

Si se deja como está, los que poseen capitales oprimen a los que

carecen de ellos y les imponen condiciones inaceptables. De

aquí que, en defensa del más pobre, es necesario establecer pre-

ceptos que protejan los excesos de la voluntad individual, debi-

do a las necesidades personales.

La regla, por consiguiente, que ha consagrado la libertad de

contratar se siente atacada en su base y se sostienen una serie
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386 ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

de excepciones. Se entiende, en efecto, que una serie de cláu-

sulas no deberán poderse colocar en los contratos aun cuando

las partes lo quieran, tutelando la voluntad presunta, pues se

entiende que la aceptación derivaría de la necesidad y que esto

debe preverse para dar reglas de justicia.

Veamos los casos para efectuar después clasificaciones.

VI

Los principios consagrados que se atacan en el nuevo derecho. — Carac-

teres de las nuevas instituciones. — Las formas de la asociación. —
Defensa y ataque. — Reformas en el orden civil y económico. — Las

aspiraciones nuevas y la necesidad de satisfacerlas.

Los que aceptan la organización actual pero persiguen re-

formas en el orden jurídico, reclaman una serie de leyes que

tienden al mejoramiento general. Esas leyes reciben generalmen-

te el nombre de obreras, porque se refieren principalmente a

los trabajadores, aun cuando muchas de ellas sólo se dirigen a

aquéllos de manera indirecta.

Conviene observar cuáles son los principios actualmente en

vigor que se atacan o discuten con esas nuevas normas.

La ley del salario mínimo, cuando se refiere al Estado o sea

a los trabajadores que éste ocupa, no limita en rigor ningún de-

recho. Se reduce a fijar un criterio uniforme para los sueldos y

nada más. Es así una cuestión de presupuesto. Pero si esas re-

glas se extendieran a los particulares, la libertad de contratar

se limitaría, desde que no podría nadie locar el trabajo ajeno

sino en determinadas condiciones de precio. Sería necesario

también fijar reglas severas para los casos de fraude o interve-

nir seriamente en las relaciones entre empleadores y empleados.

La ley sobre jornada máxima — la de ocho horas que es la
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más difundida — no limita la libertad individual, desde que el

obrero puede trabajar el tiempo que le parezea oportuno cuan-

do lo hace por su cuenta. Pero limita la libertad de contratar,

desde que un operario no podría convenir con un empleador

su trabajo por más de un número de horas por día, semana o

mes. Si el empleadowquiere más horas de trabajo tiene que es-

tablecer el turno. Esas leyes exigen también remedios seve-

ros contra el fraude, siempre fácil y al que se tiende con fre-

cuencia.

El descanso hebdomadario impuesto por la ley limita tam-

bién la libertad de contratar, desde que nadie podría locar

sus servicios en las horas o días destinados al descanso y limi-

ta en el hecho la libertad individual, desde que el que no tiene

capital y presta sus actividades por un salario, no podría dar-

las en las jornadas destinadas al descanso.

Las leyes que imponen a todos los comercios, o a algunos de

ellos, el cierre a determinadas horas y en ciertos días, limitan la

libertad de comprar y vender, la de contratar y aun la indivi-

dual, de modo que con esas imposiciones sociales, en nombre de

principios superiores de regulación, se atacan otras reglas jurí-

dicas existentes y consideradas antes como indiscutibles.

Los preceptos relativos a la higiene de la fábrica, a las con-

diciones del taller y aun de la vivienda, crean obligaciones

para el empleador y el propietario, los que no pueden regir sus

bienes, cuando se destinan al negocio, de la manera que lo en-

cuentren oportuno. Su posible, codicia se limita con medidas de

seguridad y de solidaridad humana. Ellas se refieren no sola-

mente a las construcciones, sino a los regímenes y, por tanto, a

las relaciones a guardarse entre empleadores y empleados.

Los preceptos especiales para la mujer y para el niño, modi-

fican las reglas consagradas, sobre todo en lo que se refiere a la

patria potestad, cuyas facultades se limitan. El poder se ate-

núa considerablemente y la libertad de contratar, se limita. El
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primero quitando la disposición del sometido y la segunda re-

duciendo el derecho para comprometer el trabajo del mismo.

Los principios relativos a la responsabilidad por el hecho de

otro, se amplían y modifican. En nuestros códigos, el dueño en

el cual se sintetiza la propiedad de las cosas y por una especie

de accesión, como resabio del pasado señofil y servil, por el he-

cho de la influencia patronal sobre las personas, el dueño respon-

de de ciertos actos de sus empleados o dependientes. El perjuicio

causado a un tercero por el empleado en ejercicio de sus funcio-

nes, recae sobre el patrón. Pero en cambio, los códigos no consi-

deran la situación del empleado que se perjudica a sí mismo en

el ejercicio de sus funciones. Para salvar esas omisiones vienen

las nuevas reglas que crean obligaciones para el empleador,

considerando que el contrato de trabajo lo vincula al empleado

no sólo en cuanto se refiere a los beneficios. De manera que el

contrato lleva implícitas responsabilidades por accidentes que

resultan impuestas ante el solo hecho de la existencia de la con-

vención.

Para asegurar esas responsabilidades se ha ido más lejos

:

unas veces por la acción personal, otras por la colectiva.

Así, muchos empleadores, para librarse de los cargos impues-

tos y de las responsabilidades posibles, han recurrido al seguro,

pero no al seguro directo y personal sino al que deriva de la

estipulación para otro. Han contratado así, en forma colectiva

y a favor de los obreros, una prima que los ru-eserve de los ries-

gos derivados del trabajo. Si el accidente se produce, la compa-

ñía paga, y ellos entretanto satisfacen la prima.

Más amplio que todo esto es el concepto del seguro social,

el que parte en definitiva del propósito de asegurar la vida en

el verdadero sentido de la palabra. El derecho a la vida, según

el concepto de la declaración de los derechos del hombre, es el

derecho a no ser privado de la misma de manera irregular. Es

el derecho a no ser asesinado por orden de un déspota o por el
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más fuerte. Es un principio de respeto humano, pero nada más.

El principio moderno es más amplio. El derecho a la vida no

consiste sólo en proteger al hombre contra el asesinato, cometi-

do por otro hombre o por el estado, sino el derecho a tener los

elementos necesarios para subsistir. El que muere de miseria

es en realidad un hombre asesinado por la sociedad, que no le

ha proporcionado o que lo ha privado de los elementos para Sub-

sistir a los cuales él tenía derecho.

Para afirmar esos conceptos, cuya aplicación integral nos lle-

varía al cambio completo del sistema, se habla del seguro social,

el que garantizaría contra la invalidez y la enfermedad en todos

sus aspectos.

Una de las limitaciones más señaladas a la libertad amplia

de contratar es la que consagra la jubilación obligatoria, que

se otorgaría a los empleados por el empleador después de llena-

dos determinados requisitos de tiempo y de labor. Esta institu-

ción, que puede reglamentarse de diversas maneras, crea víncu-

los permanentes entre empleadores y empleados y necesita pa-

ra afirmarse que se consagre la estabilidad en los empleos par-

ticulares y no se autorice la ruptura del contrato por la volun-

tad de uno solo como ocurre hoy, en que el empleador puede

despachar a sus empleados cuando le parece oportuno.

Todas estas novedades vienen acompañadas de otros fenó-

menos que se relacionan directamente con el derecho de aso-

ciación. Tradicionalmente la asociación se constituiría para reu-

nir capitales o a si ni pies efectos de esparcimienio. Hoy han sur-

gido las sociedades de los que no tienen capital, pero que con-

t ratan su trabajo y que, a fin de obtener mejoras generalmente

.justas, se juntan y exigen las soluciones a nombre del grupo.

Reclaman, para hacer electivos sus dereelios, la facultad mas

amplia para la propaganda y la de declararse en buelgá. Hoy

ya no se discuten ni la una ni la otra, pero se controvierte fuer-

o-mente el boyeott, arma terrible, que en aso de admitirse da
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ría lugar a condenas emanadas del anónimo irresponsable y que

tendrían efectos gravísimos.

El derecho de asociación no sólo se modifica, sino que se re-

laciona con el de contratar, dando lugar a formas nuevas de con-

venciones. El contrato colectivo del trabajo es la consecuencia

más inmediata que altera muchos principios básicos considera-

dos antes como inconmovibles.

Todo esto da lugar también a que se reclame la modificación

de los procedimientos y a que se sostenga la necesidad de

incorporar los mismos a los principios de fondo, por encontrar-

se que son esenciales e inseparables de las instituciones en

sí. Se reclaman, en consecuencia, tribunales especiales, régi-

men particular de funcionamiento y rapidez mayor en las so-

luciones.

Puede observarse así que dentro del orden existente se bos-

quejan muchas modificaciones, algunas ya aceptadas en las le-

yes de los países más civilizados, que tienden a limitar el dere-

cho de contratar libremente consignado en las leyes civiles. En

realidad, en los códigos, aun cuando se contiene el principio ge-

neral de libertad, se consignan excepciones o más bien imposi-

ciones (pie rigen todos los contratos y que las partes no pueden

modificar. Esas restricciones reposan en los principios básicos

de la moral y las buenas costumbres. Ahora se incorpora a ta-

les enunciados otro elemento nuevo : el déla solidaridad huma-

na, que no debe permitir la explotación de unos hombres por

otros, paralo cual se necesita amparar a los débiles con la ley,

contra la voracidad de los fuertes.

Pero, además de las reformas enunciadas, que constituyen

sólo una parte del cuadro y que se refieren al derecho de con-

tratar libremente consagrado en las leyes civiles, se insinúan

algunas, en el orden económico y otras relacionadas con la

igualdad personal y la libertad individual.
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El impuesto es uno de los medios que puede llevar a la limi-

tación de la riqueza personal y por consiguiente a la acentua-

ción de diferencias entre las personas. Si se pone un límite a

los acaparamientos ilimitados de bienes que son fuerzas, con

con las cuales puede oprimirse, dejan de gravitar como factor

de injusticia social.

El impuesto progresivo sobre la tierra y el gravamen con el

mismo carácter sobre la renta, solucionaría la dificultad.

El Estado con esos instrumentos podría no sólo regular la

adquisición individual de bienes, estableciendo de hecho un

límite, sino la cantidad de renta que podría corresponder como

máximum a una persona, desde que fuera de ciertas cantidades,

el impuesto se llevaría lo que percibiese.

Evidentemente, para adoptar sistemas semejantes que daría

a las personas encargadas del gobierno un poder enorme, sería

necesario contar con una organización perfecta y con una gran

rectitud en los encargados de ejercitar la función.

En esta clase de asuntos siempre ocurre lo mismo. Si se

quiere asegurar la mayor libertad y la más perfecta igualdad,

es preciso reprimir el abuso y el exceso. Y para conseguir

una y otra cosa se requiere poner la mayor cantidad de fuerza

colectiva en el Estado, lo que implica la precisión de entregar

a los (pie manejan la cosa pública un poder más grande. Estos

inconvenientes, que lo son para quienes desean menos gobierno

y más individualismo, contribuyen a difundir las doctrinas

anarquistas y a (pie se repudie el estado. Porque, fuera de duda,

aceptando los moldes actuales, para que el Estado regule y

hasta reparta, sería preciso investirlo de poderes que podrían

crear el abuso y aun la tiranía en nombre del mejoramiento

social.

Dentro de los sistemas (pie sostienen la necesidad de variar

lo existente, ge aconseja también la modificación de las leyes

«¡viles relativas a la herencia. Hay quienes invocando motivo*
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filosóficos y económicos, entienden que debe abolirse por comple-

to. En cambio, otros, menos absolutos, sostienen que debe verifi-

carse la evolución colocando un fuerte impuesto con tendencia

al aumento. En este caso el Estado aparecería como un herede-

ro y poco a poco su parte iría siendo mayor hasta llegar quizá

a la abolición definitiva.

Actualmente se evoluciona en ese sentido, y las imposiciones

(pie se hacen sobre las herencias con criterio progresivo y dife-

rencial "tienden a disminuir los beneficios de las mismas con

relación a los sucesores forzosos o instituidos. El criterio, por

consiguiente, de la propiedad absoluta para el dueño en vida, y

para sus herederos o las personas que él indique después de su

muerte, se modifica gradualmente dando a la sociedad una par-

ticipación en los beneficios acumulados.

Se ataca igualmente la libertad de testar consagrada hoy <!»-

manera relativa y se controvierte sobre todo el concepto de la

propiedad de los bienes. Los principios consagrados en el dere-

cho romano y mantenidos durante siglos, admitíanla propiedad

y acordaban el derecho a disponer de lo propio para después de

la muerte, pero la doctrina y la ley limitaban la facultad, por-

que partiéndose de la base de que los bienes eran una pertenen-

cia no sólo del jefe de la familia sino de toda ésta, la ley creaba

obligaciones, y al mismo tiempo que instituía el orden de la

sucesión intestada interpretando la voluntad, admitía el dere-

cho de testar, pero con limitaciones. La legítima no podía des-

conocerse.

Si la teoría de la copropiedad familiar, algo como copropiedad

social que crea una especie de condominio, es abatida, la libertad

de testar surge plena, pero si la misma propiedad personal des-

aparece en el derecho de disponer para después de la muerte,

aquélla deja de existir.

Los problemas son así vastos y complicados y las teorías que

se controvierten tendiendo a erigirse en prácticas y a conere-
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tarse en leyes, tienden a mejorar al mayor número y a impedir

que la minoría acumule riquezas excesivas, oprimiendo a los

demás.

Tanto, así en el orden puramente civil como en el económico,

se desea extender la igualdad y democratizar las sociedades.

Se persiguen también en esta hora de ensayos y discusiones,

reformas que se relacionan con la igualdad personal y la liber-

tad individual. Son de orden civil, de derecho privado por con-

siguiente, pero afectan en rigor enunciados generales de dere-

cho y persiguen transformaciones en el orden jurídico.

La emancipación, admitida en nuestras leyes sólo para el

caso de matrimonio y de una manera limitada para operaciones

comerciales, se considera una institución necesaria. La incapa-

cidad por razones de edad no se discute, pero se pretende crear

un instrumento elástico y no aferrarse al actual, que sólo acuer-

da una medida. Así, cualesquiera que sean las condiciones en la

ley argentina se necesitan tener veinte y dos años cumplidos

para gobernarse y manejar los bienes, y esa regla se aplica lo

mismo al analfabeto que a quien ha terminado sus estudios

universitarios. Se quiere así un instrumento menos rígido que

permita consagrar las excepciones.

Pero no sólo en cuanto se refiere a la capacidad.

Las leyes civiles, penetradas de conceptos ancestrales que

Colocaban a la mujer en situación de dependencia y aun de

cosa, mantiene]] todavía las desigualdades derivadas del sexo.

Una tuerte corriente pretende, la destrucción de esas vallas y

le consagración de la igualdad, la que no sólo se sostiene para

el orden civil sino para el político. En este Ultimo se rechumi

• I voto, que llevaría al gobierno inlluencias nuevas si la mujer

pudiera ser electora y elegida.

Y en el orden civil sería preciso modificar los preceptos rela-

tivos a patria potestad, tutela, cúratela, matrimonio, sociedad
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conyugal, contratos, testamentos, actos jurídicos, en una pala-

bra, todo el sistema de los códigos redactados a base de una

desigualdad que desaparecería.

En el régimen de la familia se. reclaman transformaciones

fundamentales. El divorcio, a pesar de la oposición de la Igle-

sia, se admite en casi todos los países civilizados, los (pie modi-

fican sus leyes en el sentido de facilitarlo. Parece que fuera ne-

cesario instituirlo primero con muchas limitaciones para sal-

var el principio tan sólo, pero para ampliarlo después hasta el

punto de facilitar grandemente las uniones y desuniones con

yugales.

El matrimonio tiende así a convertirse en un contrato que no

obliga más que las otras convenciones.

El divorcio por mutuo consentimiento hace camino y se pro

pone ahora el divorcio por acción de uno de los cónyuges, lo

que sería lo mismo que el repudio antiguo. Bien es cierto que

el derecho quiere atribuirse solamente a la mujer.

Las bases, por consiguiente, de nuestro viejo derecho privado

se encuentran profundamente conmovidas.

Pero no sólo se controvierte en el derecho de familia lo rela-

tivo a matrimonio e instituciones representativas délos incapa-

ces, sino que se toca al fondo de ciertas cuestiones.

En el sistema jurídico vigente, la familia se forma con el

matrimonio indisoluble. Los hechos, consecuencia de la natura-

leza, se aceptan como tales, pero no se crean en virtud de los

mismos las relaciones firmes que se derivan de las uniones

admitidas. De aqui las diferentes clases de filiación y los debe-

res creados entre padres e hijos naturales sin que esto signifi-

que admitir dos clases de familia.

Los publicistas que sostienen la necesidad de consagrar los

hechos antes que los actos jurídicos, que son artificiales o que

pueden serlo, entienden que las diferencias señalan injusticias

y crean desarmonías. La filiación es una sola y los derechos del



LA DEMOCRATIZACIÓN DEL DERECHO PRIVADO 395

hijo deben ser los mismos, ya sea que los padres cumplieran o

no la formalidad del contrato de matrimonio.

Por ñn, y como consecuencia del derecho nuevo en materia

de asociaciones, se sostiene la necesidad de modificar la legisla-

ción en lo relativo a personas jurídicas.

Puede observarse que se discute todo el derecho privado y

todas las instituciones civiles que han servido para constituir-

lo. Se pretende el establecimiento de nuevos principios desti

nados a regir el conjunto y modificaciones concordantes en los

diferentes grupos de normas jurídicas.

La campaña viene de afuera. No son los jurisconsultos quie-

nes la desenvuelven. Son más bien los hombres que no saben

derecho, pero que sienten la necesidad y, al estrellarse contra

el armazón legal que los detiene, abogan por la supresión o por

las modificaciones.

Se atacan las reglas relativas a la capacidad, derecho de

familia, representación, contratos, obligaciones, propiedad,

herencia, derecho de asociación. Nada escapa a la ráfaga que

aparece demoledora, precisamente porque ataca, sin dar gene-

ralmente orientaciones para la substitución.

Los pensadores modernos deben, por eso, tener en cuenta

esos elementos, estudiarlos, prepararla evolución y apreciarlos

motivos de justicia que mueven a quienes reclaman reformas.

Hay una aspiración general a democratizar que no puede des-

conocerse y a la cual es preciso satisfacer. La corriente, como

dice el viejo adagio, lleva a quienes la siguen, pero arrastra a

<|iii<'iics l;i resisten.

Kodoleo Moreno (hijo).



CONCEPTO ROMANO DEL DERECHO

Y DE LA EQUIDAD

Los textos docentes definen el derecho por la fórmula de Cel-

so, sin examinar la doctrina que encierra ; en cuanto a la equi-

dad, a ella se refieren de continuo, sin cuidarse de explicarla ;

no parecerá, pues, desencaminada esta breve incursión por los

textos romanos y la filología clásica, para descubrir el concep-

to de ambos vocablos, como lo ensayara ya en una lección inau-

gural que dictara en nuestras aulas universitarias.

Ha sido prez de los jurisconsultos romanos advertir que las

normas jurídicas son la expresión del derecho y no éste de aqué-

llas, como lo proclamara Paulo en su famosa sentencia : Non ex

regula jus sumatur, sed ex jure, quod est, regula fiat.

Pero, i cuál fué su concepto de ese jus del cual procede, co-

mo fuente originaria, la norma positiva f Los textos, como lo

dijera, reproducen lo clásica definición de Celso: Jus est arn bou i

et aequi. Ella no explica, por cierto, la esencia del derecho, sise

se entiende potan el arte o práctica del jurista, o, como otros

lo quieren, un conjunto de preceptos sistemáticamente coordi-

nados, cuyo objeto sería el bonum et aequum de la fórmula, o

simplemente la práctica del jurista. No hay duda que el texto

encara el derecho desde el punto de vista de su objeto y ense-

ña que ha de realizar en la práctica lo que es bueno y equitati-
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vo. Pero esta definición contiene ya dos elementos componentes

de ese derecho que se expresan con el binomio de bonum et

aequum. Consideremos desde luego ambos vocablos.

Perozzi, profesor de la Universidad de Bolonia, entiende que

aquel texto indica el fin a que tiende el derecho, cual es, de que

prevalezca en la vida social lo que es justo (aequum) y que por

jo tanto es benéfico (bonum) (1). Si aceptáramos que aequum tra-

duce la idea de justo, el derecho sería la realización de lo que es

justo y tendría en la propia noción de justicia su fundamento.

De un pasaje de San Agustín, donde el autor analiza una úl-

tima parte del tercer libro De la República (que falta en el ori-

ginal), empleando, como acostumbrara, las propias expresiones

de Cicerón, éste habría dicho que es el derecho lo que emana

de la fuente de la justicia... y que la justicia es la virtud que da

a cada uno lo suyo : etiam jus esse... quod de justitiae fontc ma-

naverit... Justitia, porro ea oirtús est, quae sua caique distribuit.

Pero vale advertir que el concepto de justicia presupone el

de derecho, como lo explica la misma etimología de justitia, que

es un derivado dejustus, como éste lo es de jus. Por tal mane-

ra, de jus, derecho, procede justum, lo que es de derecho o justo

y de este último vocablo deriva,justitia, estoes, el hábito o prác-

tica de lo que es de derecho o justo, que concuerda con la clá-

sica definición de la justicia : Constan* et perpetua voluntas jus

suum cuique tribuendi. (Adviértase que para los romanos no era

la justicia una idea abstracta, sino una virtud activa que tiene

su asiento en la voluntad. De este concepto empírico, basado

en la repetición de actos, la filosofía se habría elevado a una

noción racionalista fundada en los principios morales que rigen

esos mismos actos.)

Sernos observado que la idea de justo se traduce sencilla-

mente por justum y oo por aequum. V no solamente taita la equi-

1 UllhuUmí ili (¡Mito romano. jUÍ-inn til).
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valencia entre ambos términos, pero suele acontecer, como lue-

¿•o se pondrá mejor de manifiesto, que lo que esjustum o confor-

me &ljus está en contradicción con lo que es aequum, y la norma

será, entonces, iniqua.

Conviene, pues, que investiguemos mejor acerca de ese voca-

blo recurriendo a la etimología y ai uso, para sorprender la idea

real que él encierra. Los juristas discutieron sobre su significa-

do y el de aequitas que es un derivado suyo. Sin traer las diver-

sas opiniones y sus argumentos, adhiero a la interpretación de

los comentadores italianos de Wiuscheid, que dicen : « La voz

griega úybq (de donde z-v.yv.y., aequitas) expresa lo que convie-

ne o se adapta a una cosa. Por manera que, abstractamente,

equidad es norma que se ajusta perfectamente a una relación y

responde a la íntima naturaleza de ella ». Para Hoelder, « el

legislador debe proponerse precisamente esta adaptación déla

norma a cada relación ; de modo que para él, equidad y derecho

serán una misma cosa. Él dará, en cuanto sea posible, norma*

equitativa, tan sólo cuando reproduzca bien y fielmente el esta-

do de derecho existente : porque lo que es resultado de la vida

de un pueblo no puede dejar de adaptarse a las relaciones y ne-

cesidades de esta vida ». Para Scialoja, profesor de Derecho ro-

mano en la Universidad de Boma, la aequitas es una entidad

jurídica como el propio derecho y encuentra que no puede ser

cuestión de lucha entre dos elementos, del cual, uno, como la

aequitas, sería no jurídico, y él otro jurídico, esto es, eljus civi-

le, pero entre dos elementos jurídicos, y que la prevalencia del

aequum et bonum «tiene su fundamento en la peculiaridad de la

organización procesal de Roma » (1).

Pero yo quiero apuntar una impresión personal sobre el sig-

nificado de ese vocablo, recogido efectivamente, en primer térmi-

(1) Winscheid, Diritto dellc pandette, nota de loa traductores al Libro 1".

páginas 136 y siguientes.
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no, de la aplicación que le diera el pretor en su tribunal, para

quebrar el rigorismo del derecho civil, lo que vale decir, desde

luego, que se reputaba tan atendible, por lo menos, como las

propias normas jurídicas ya conocidas y consagradas.

¿ Por qué en el caso de haberse vendido una res mancipi, me-

diante una simple tradición y no por la forma solemne de la

mancipatio requerida por la ley, no obstante conservar el pro-

pietario quiritario su acción reivindicatoría para recuperar la

posesión, si él pretendiera ejercerla, por qué acordaba el pretor

al reconvenido una excepción reí venditae et traditae, para de-

fenderse con eficacia ? Porque si el comprador hubiera podido

ser despojado de la cosa que pensara adquirir, fiado en la buena

fe del vendedor, ya que no en la eficacia legal del modo emplea-

do, desigual (non aequa iniqua) y desequilibrada quedara la res-

pectiva situación jurídica del comprador y del vendedor. Fun-

dado en la aequitas ponía el pretor en manos del perjudicado

med ios judiciales para defenderse del dolo, déla vis, o fuerza

en los contratos, otorgaba fórmulas para que el juez apreciara

eficazmente un hecho que no era contemplado por el derecho

civil, amparaba, asimismo, en virtud de ella, al menor que fue-

ra engañado, restableciendo el equilibrio del orden jurídico,

mediante una restitutio in integrum ; basado en la equidad lla-

maba al goce de la herencia a los cognados juntamente con los

agnados, equiparando buenamente el vínculo de sangre al vín-

culo agnaticio, que sólo contemplaba el derecho civil; yes fun-

dado cu la equidad que se desarrolló desde temprano una insti-

tución que culminó en el derecho de Justiniano, esto es, las

v;nias figuras de condictio para repetir de un tercero cuanto in-

debidamente se le hubiera entregado y retuviera sin causa.

lln las fórmulas wt bonum et in aequum conceptué, el pretor or-

denaba al juez arbitrara, a la manera de un vir bonug, quodae-

quina et melms est, l<> que es mejor y más equitativo. Toda vez

que era el derecho «-¡vil de aplicación estricta, cuando era óe-
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eesario coadyuvarlo, suplirlo o corregirlo, se recurría a la equi-

dad, "que podía amoldarse o ajustarse a los casos ocurrentes y

con sus dictados ampararlos en la medida de las exigencias so-

ciales. (Bien vale la pena de advertir y es en alto grado suge-

rente que Aristóteles asegurara a la equidad un idéntico rol en

las páginas de su Etica a Nicomaco) (1). La fórmula del pretor

introducía por tal manera, en la esfera del derecho, una relación

que en determinadas circunstancias no era justo ya que perma-

neciera fuera de él.

No era, en cambio, la (tequilas que inspiró las constituciones

imperiales que pusieron una valla a la atrocidad de los patresfa-

milias, sino una nueva idea, la pietas, que movió las saludables

reformas, porque, decía Pomponio, la patria potestad in pístate

debet, non in atrocitate consistere.

Compárese, asimismo, aquella fuerza que vivificaba las nor-

mas pretorianas con la nota del censor para aquel que faltara a

las reglas del honor y de la dignidad, ideas que pertenecen a la-

moral antes que a la esfera del derecho y que tan eficaces fue-

ron, sin embargo, al par de las propias normas jurídicas, en la

vida romana.

Pues bien, ese concepto de la equidad como la de una fuerza

empleada para mantener o restablecer el equilibrio del orden

jurídico, para mantener en su fiel la balanza de la justicia, diría,

(1) « Lo equitativo y lo justo son una misma cosa : y siendo buenos ambos,

la única diferencia que hay entre ellos es que lo equitativo es mejor aún. — La

dificultad está en que lo equitativo siendo lo justo, no es justo legal, lo justo

según la ley; sino que es una dichosa rectificación de la justicia rigurosamente

legal. La causa de esta diferencia es que la ley necesariamente es siempre gene-

rosa, y que hay ciertos hechos sobre los cuales no se puede estatuir convenien-

temente por medio de disposiciones generales... Por consiguiente, cuando la ley

dispone de una manera general y en los casos particulares hay algo excepcio-

nal, entonces, viendo que el legislador calla o se ha engañado por haber habla-

do en términos generales, es imprescindible corregirlo y suplir su silencio... Lo

propio de lo equitativo consiste precisamente en restablecer la ley en los pun-

tos en que se ha engañado, a causa de la fórmula general de que se ha servi-

do. » (Op. eit., tasad, esp. de Azcárrate. t. 1". pág. 117.1
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valiéndome de una imagen vulgar, se repite en la calificación

de los tratados internacionales « que Roma pactara con otros

pueblos ». Foedus aequum significaba un tratado pactado en un

pie de igualdad. Foedus iniquum, un tratado non aequum, es

decir, desigual, en que uno de los contratantes era el más

favorecido.

Cicerón calificaba, en el mismo sentido, como leges ¡niquae las

leyes de las XII Tablas, que prohibían el matrimonio de patri-

cios y plebeyos.

Ferrini, en sus Pandectas, trae una'gráfica confirmación de que

se prestaba a la equidad una función igualitaria, llamando la

atención sobre una estatuita con la inscripción Equetas (Aequi-

tas) que servía de pesa de balanza (Corpus inscrip. Int. tom. III,

2, n° 6015, pág. 7G2).

Las normas fundadas en la aequitas aparecerían por tal mane-

ra como oponiéndose algunas veces al derecho ya consagrado,

pero desde el momento en que ellas fueran recogidas en el edic-

to del pretor, o votadas en las asambleas del pueblo o de cual-

quier otra manera ordenadas e impuestas por los órganos com-

petentes, se convertirán, sin más, en normas jurídicas ; serán

jus honorarium ojus cicile, según sea el órgano constituyente.

La equidad como tal y distinta del derecho no es todavía un

jus constitutum ; es un derecho latente que tiende a constituir-

se y a fijarse en normas precisas y cuando alcanza su fin, tan

BÓlo entonces, se incorpora al jus constitutum y es una sola

cosa con él. Taine dice en alguna parte que « la vida (y lo mis

nio puede decirse de la vida del derecho) está en todos los mo-

vimientos y en todas las formas; pero cada movimiento revela

una fuerza que se expresa en tanto que cada forma revela una

fuerza que ya se ha expresado. La equidad se mostraría en la

fórmula <lel pensador francés, como un derecho en gestación

que terminara por expresarse eil normas o formas precisas; es-

tas l'oiinas constituirían el derecho positivo.
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Cicerón define efectivamente el derecho civil de esta mane-

ra : Jus civile est aequitas constituía iis qui ejusfom civitatis suñt

( Topie. 2).

Y es entendido así el concepto de aequitas, como hallaría su

fácil significación la frase de Tácito tan discutida : Compositae

XII tabulas,.finis aequijuris. Según la tradición, la ley de las

XII Tablas se habría dictado escuchando las justas aspiracio-

nes de la plebe que, entre otras cosas, reclamara un derecho

preciso y positivo en cambio de un derecho impreciso fundado

en la sola equidad. Este derecho positivo habría marcado el fin

del jus aequum.

La definición de Celso alcanza ya su verdadera significación.

El derecho habría de realizar en la vida social lo que es bueno

y equitativo, y la función del legislador seríala de expresar ese

derecho, adaptándolo a las exigencias sociales y organizándolo

metódicamente en normas precisas (1).

El fragmento de Paulo, ya recordado, nos trae otro elemento

constitutivo del derecho. Luego de sentar el principio de que

la norma procede del derecho, agrega : Per regulam, igitur, bre-

vis rerum narratio traditur et (aut ait Sabinus) quasi causae co-

niectio est : quae sinml cam in aliquo vitiata est, perdit officium

suum, esto es : Por regla o norma, más propiamente, se entien-

de una breve exposición de los hechos y (como dice Sabino) es

casi un compendio o interpretación de la causa, la que tan lue-

go como en algo sea viciada, pierde su oficio ». (L. 1, D. de R.

I, 50, 17)).

Comentando esta sentencia, cree Brugi hallar en ella como

una intuición de la moderna doctrina positivista, que dice ser el

derecho la expresión de una serie constante de hechos. « Así,

(1) Breal y Bailly, nrs, significa propiamente combinación, intención. Es

<le la misma familia «pie urlns. y se remonta a un radical ar, adaptar, eoni-

binar Dice. Etym. Luí., ver», ar*.
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agrega, al examinar qué es la norma jurídica, no dicen (los ju-

risconsultos romanos) que es fruto espontáneo de la razón como

los metaíisicos, sino un espejo del hecho, una breve narración

de él y que es verdadera tan sólo en cuanto concuerda con el

hecho » (1).

En ninguna otra legislación, como en la romana, fué sentido

y se hizo posible este acuerdo entre el derecho y la norma que

lo expresa, pues, mediante el edicto del pretor, toda nueva re-

lación de derecho pudo ser de inmediato tutelada, todo cambio

secundado, el error, corregido, y abandonada la norma, cumper-

dit offieium suum, cuando ya no respondía a la realidad de las

(tosas.

El vocablo ju8 contiene también, en su raíz, la idea de orden,

de mandato imperativo que mejor se muestra en algunos de

sus derivados. Así, en la fórmula de l&rogatio : Velitis jubeatis

quintes; la ley es unjustum populi; y asimismo el senado jubet,

cuando usurpara al pueblo sus funciones legislativas.

Y por último, los romanos sorprendieron la mutabilidad del

jh.s. derecho humano, en frente de la inmovilidad del fas, de ins-

piración divina y de esa abstracción del derecho natural': jus

naturale est quod semper bonum et aequum est.

Nótese cómo los romanos tuvieron, de esta mudanza del fenó-

meno jurídico, la clara visión que se muestra en el siguiente ad-

mirable texto : divinae res perfectissimae síint, humani veriju-

r!s conditio semper in infinitum decurrit en nihil est in ea quod

Vtare perpetuo possit ; multas enimformas edere natura novas de-

properat. Las cosas divinas son perfectísimas, la verdadera índo-

le en cambio, del humano derecho es que siempre avanza hasta

él infinito y nada hay en ella para que pueda estacionarse per-

petuamente: la naturaleza, en efecto, se apresura por sí misma

a construir muchas formas nuevas (L. 2, § 18, C de vet. jur

(1) IntrodHrione alie tcienee jnrldickt > $ociale, págl 19.
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enuc. 1, 17). Y frente a este texto jurídico, sobrio y mesurado,

no desmerece esta otra observación que Aulo Gelio reproduce

por medio de poética imagen, diciendo que las leyes varían co-

mo la faz del cielo y del mar, leyes ut facies coeli etmaris va-

rientur, queriendo significar esta relación constante y parale-

lamente mudable de las normas jurídicas y de las exigencias

sociales.

Así, pues : la aspiración a armonizar los dictados de la justi-

cia y de la equidad; la relación íntima necesaria entre los he-

chos jurídicos y la norma que los explica ; la fuerza coercitiva

de las normas jurídicas; la mutabilidad y progresión infinita

del fenómeno jurídico; lie allí algunos elementos fundamentales

del jus que liemos hallado a lo largo del camino rápidamente

recorrido y que abandonamos con el sentimiento, por cierto, de

no haber abarcado todo el paisaje.

José María Eizzi.
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La larga experiencia de algunos de nosotros en la magistra-

tura y en el foro, decía la comisión que redactó el proyecto de

código de 1900, en su expresión de motivos, nos ha llevado a

este triste convencimiento : que el honor, es decir, el bien más

precioso y querido del hombre culto, no tiene protección en la

ley, porque ésta y la jurisprudencia que le ha dado vida, condu-

ducen, a fuerza de exigencias, sutilezas y distingos, a la com-

pleta impunidad de los delitos de este género (pág. xlix).

De entonces acá la situación poco ha variado. Podríamos de-

cir que ha empeorado, pues las injurias más perjudiciales para

el honor ajeno, que son las inferidas por medio de la prensa,

tienden a escapar a la represión, en virtud de una última y so-

nada jurisprudencia. Pero, ¿por qué sucede ello ? ¿ acaso nuestro

código actual no reprime las injurias"? ¿Por ventura no establece

nuestra ley procesal los trámites necesarios para la aplicación

de la pena?...

No >c trata tanto de la deficiencia de la ley, sino principal-

mente, como lo hacia constar aquella comisión, de exigencias,

sutilezas y distingos de la jurisprudencia.

Aunque el mal reside, ;i nuestro modo de ver, ante todo y so-

bre todo, en ésas exigencias, sutilezas y distingos, no está <!<•
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más, por cierto, que se trate de perfeccionar la ley, no en la

forma ideada por la citada comisión, que reemplaza la pena cor-

poral actual por una simple multa, sino haciendo desaparecer

las causas legales de dichas exigencias, sutilezas y distingos, e

imponiendo además una represión condigna.

No hemos de desconocer que a este propósito tiende directa

mente el artículo 118 del citado proyecto de 1900, cuando impo-

ne al juez la obligación de aplicar la pena de la injuria, aun cuan-

do erróneamente se haya acusado por calumnia o difamación.

Con todo, con sinceridad, sostenemos que el honor de los ha-

bitantes del país no quedaría garantido con la levísima penali-

dad que se proyecta, reducida a una multa de doscientos a mil

pesos, que en algún caso (el de difamación) se aumenta en un

tercio.

Si la pena de multa es, en general, poco práctica, menos lo

sería en este caso, en que seguramente no faltarían personas más

o menos pudientes, que por interés o por pasión, se darían el

gusto mal sano de desacreditar a otro, aunque debiesen abonar

ochocientos o mil pesos de multa.

]No. El honor es la parte más noble del patrimonio humano;

a veces vale más que la vida misma o tiene tanta importancia,

que la existencia sin él, poco o nada representa.

% Cómo puede reprimirse con una simple multa al que ha in-

tentado arrancárnoslo, cuando se castiga con prisión al que nos

substrae una porción insignificante de nuestro caudal, que en

nada, quizá, nos afecta ni desmedra í

Por eso, en los códigos modernos, el francés, el español, el

italiano, el alemán, etc., se impone por lo general pena corporal

o ambas conjuntamente. Cuando más, como hace el uruguayo, se

establecen ambas penas alternativamente, «a arbitrio del juez».

Muy sensible es que en el proyecto pendiente de sanción le-

gislativa se insista en la penalidad excesivamente leve del pro-

yecto de 1900.
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Si él se llegase a sancionar en la forma propuesta, continua-

ría el honor de los habitantes del país sin defensa legal eficaz,

librado a los medios más o menos lícitos de que pueda echar

mano el ofendido para hacerse justicia.

II

Como no es admisible en una sociedad organizada que el ho-

nor de sus miembros quede librado a su propia acción, es nece-

sario, a no dudarlo, perfeccionar en lo posible nuestra legislación

para evitar semejantes extremos.

Con tal propósito, pensamos, como ya lo hemos insinuado, que

debe mantenerse la pena corporal, la única realmente eficaz y

sobre todo la que reclama la importancia del bien lesionado,

«el más precioso y querido del hombre culto», como decía con

razón la antes recordada comisión. A lo sumo, aceptaríamos

como transacción, el sistema del Código penal del Uruguay, que

establece prisión o multa «según el prudente arbitrio del juez».

En cuanto a la graduación de la pena, abandonando el criterio

de las injurias graves y leves, tan combatido por las diversas

comisiones encargadas de reformar nuestro código, recurriría-

mos al del italiano, tomando como base para la mayor o menor

represión, la mayor o menor difusión dada a la especie injuriosa.

Es claro que, por grave (pie sea una injuria, el descrédito que

acarreará a la víctima será tanto mayor cuanto más divulgada

baya sido. Y así como en los demás delitos se toma como ele-

mento principal, a los efectos de fijar la penalidad, el mal cau-

sado o (pie lia podido causarse, del misino modo debe procedí >rS6

cu este delito.

Dentro de tal concepto, parafraseando al citado código italia-

no, diríamos :

" VA (pie ante una o más personas, reunidas o separadas, atri-
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buye a otro un hecho o una conducta capaz de exponerlo al

desprecio o al odio de los demás o de ofender su honor o su re-

putación, será reprimido con arresto de uno a doce meses o con

multa de cien a mil pesos, según el prudente arbitrio judicial.

' « Si el delito es cometido en un acto público, por medio de

escritos o diseños repartidos o expuestos al público, o por cual-

quier otro medio de publicidad, la pena será de uno a tres años

de prisión o de mil a cinco mil pesos de multa. »

Dada la gran variedad de matices que puede presentar la in-

juria, creemos que debe dejarse la mayor amplitud posible al

criterio del juez, dándole libertad para que, en atención a las

circunstancias particulares de la causa, aplique la pena aun en

el caso de que se implantara una sola.

Manteniendo siempre la pena corporal, y admitiendo que el

juez pudiera algunas veces substituirla poruña multa, introdu-

ciríamos varias otras modificaciones fundamentales en nuestra

legislación actual.

Ante todo, autorizaríamos la acción pública, a requisición del

gobierno, cuando la injuria fuese dirigida contra los poderes o

corporaciones públicas, como lo hacen los códigos de España y

del Uruguay. No es tolerable que una o más personas puedan

impunemente estar llamando ladrones o serviles a los miembros

de los poderes públicos, desde el señor Presidente de la Repú-

blica abajo, a vista y paciencia de los representantes del mi-

nisterio fiscal.

En estos casos ya no se trata del simple interés individual;

se trata evidentemente del interés de la sociedad organizada

que tiene el derecho de exigir consideración y respeto para los

funcionarios que ha elegido y que necesita que se les guarde ese

respeto para que puedan desempeñar con autoridad moral la mi-

sión que se les ha confiado.

Como más adelante concedemos al acusado el derecho de pro-

bar sus asertos, cuando se trata de imputaciones hechas a fun-
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cionarios o empleados públicos, de ahí otra razón más para el

establecimiento de la acción pública, desde que ella permitirá

descubrir a los malos funcionarios o empleados.

También debe acordarse el derecho de acusar a cualquiera de

los miembros de una sociedad, corporación o profesión afectada

poruña imputación injuriosa de carácter general. Es lo que se

propone el artículo 112 del proyecto de 1906,' cuando considera

reo de injuria al que atribuyere a una corporación, sociedad o ins-

titución un hecho, una cualidad o una conducta que pueda per-

judicar el honor de las personas que la constituyan o repre-

senten.

La sociedad tiene el deber de defender el honor de los in-

dividuos (pie la forman; pero esta defensa debe tener un límite

marcado por los interese públicos o por los mismos intereses de

los particulares ofendidos.

Por otra parte, en tanto hay delito, en cuanto hay dolo, que

en materia de injuria consiste en el animus injuríandi, que a su

vez supone, dentro del criterio moderno, el animus infamandi.

Es claro que al que se propone desacreditar a otro, realizando

simple y llanamente una acción perversa, no se le debe permitir

que intente probar la verdad de su afirmación. Pero no puede

aplicarse el mismo criterio cuando aquel que lanza la imputa-

ción se propone servir los intereses públicos.

De ahí que en los códigos modernos se permita aquella prue-

ba con mayor o menor amplitud.

«Al acusado de injuria, dice el artículo 475 del Código penal

español, no se le admitirá prueba sóbrela verdad de las imputa-

ciones sino cuando éstas fueren dirigidas contra empleados

públicos, sobre hechos concernientes al ejercicio de su cargo. »

101 código italiano da mayor amplitud a la crceptio veritatis,

acordándola:

1" Cuando la persona ofendida 68 un empicado público y el

hecho que se le atribuye se refiere al ejercicio de sus funciones;
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2 o Cuando se halla todavía abierto <» se lia iniciado proceso

por el hecho atribuido al ofendido
; y

3 o Cuando el querellante pide formalmente que el juicio se

lleve adelante hasta probar la verdad o la falsedad del hecho

imputado.

El código del Uruguay agrega un cuarto caso : «Cuando fuere

evidente que el autor del delito ha obrado en interés de la causa

pública».

Por nuestra parte, creemos que debe acordarse la exceptio ve-

ritatis, con toda la amplitud que le concede el código de la re-

pública hermana. El interés píiblico exige que en esos casos se

esclarezca la verdad.

Finalmente, debe prohibirse el establecimiento de trabas pro

cesales para el ejercicio de la acción en esta clase de delitos.

No deben existir limitaciones y procedimientos especiales en

los casos de injuria. Se trata de un delito tan grave por lo me-

nos como cualquiera de los otros que el código legisla. Debe, en

consecuencia, regirse por el procedimiento implantado para to-

dos ellos.

Tampoco debe autorizarse al querellante a retractarse cuando

le plazca. Debe hacerlo en el primer escrito que presente, y si

no lo efectúa, pierde ese derecho, salvo que el acusador, cuando

se trate de particulares, acepte sus explicaciones tardías y le

perdone.

Hoy en día es frecuente que un querellado obligue al acusa-

dor a seguir todo el juicio, con sus múltiples dificultades, y que

recién cuando ve que va a ser condenado o lo es, entonces salga

retractándose. Esta conducta constituye una burla que la ley

no debe autorizar.

En conclusión, pensamos que si el honor de los habitantes del

país no está suficientemente defendido por la legislación actual,

tampoco lo estaría una vez sancionado el proyecto pendiente de

la consideración legislativa, que, si bien introduce algunas re-
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formas benéficas, en cambio omite otras, ya incorporadas a los

códigos modernos, y que, sobre todo, modifica la penalidad en

forma inaceptable.

A tal punto nos parece inconveniente la ley proyectada, en

este particular, que obligados a elegir, a pesar de todas sus de-

ficiencias, preferimos el código actual.

Enrique B. Prack.
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Junto con el problema capital de la Universidad argentina,

que tiene que ser encarado tarde o temprano con un criterio

que no sea exclusivamente de reformas ocasionales en el plan

de estudios o en el estatuto, tenemos una cantidad de proble-

mas menores que no interesan sino al profesorado de algunas

asignaturas especiales. Éstos, si bien están implicados por aquél,

suponen soluciones parciales que, si fueran adoptadas, servirían

para hacer adelantar considerablemente la enseñanza de mate-

rias que no caben, por su índole, dentro de las limitaciones

forzosas de un programa de exámenes. Pero es indudable que

ciertos problemas no admiten esa solución parcial. Sea por su

complejidad extrema, sea por la amplitud de la materia, el caso

es que la ciencia y la técnica de un profesor no pueden modifi-

car en absoluto nada más que en el planteamiento de las cuestio-

nes. Y esto es muy poco. Un programa, una orientación en el

estudio, no permiten en su desarrollo didáctico nada que signifi-

que una modificación fundamental. El profesor podrá variar la

manera de encarar la enseñanza, desdeñará su faz teórica por

su faz práctica o ésta por aquélla, atenderá más a las soluciones

de la jurisprudencia que a las cuestiones de la doctrina, o vice-

versa, pero no logrará hacer caber en un número limitado de

conferencias un estudio profundo de todos los problemas cientí-
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fieos implicados por la disciplina jurídica a que se ha consagra-

do, cuando cada uno de esos problemas debiera constituir,

por sí solo, un curso completo a cargo de otros tantos profesores.

No hay materia en nuestro plan de estudios que no implique

situaciones semejantes. Sin embargo, en lo que concierne a la

enseñanza del Derecho penal, la cuestión tiene modalidades

características. En efecto, con sólo considerarlas desde el punto

de vista de las diferentes concepciones doctrinarias que exis-

ten, tenemos que reconocer que entre nosotros no se enseña a

los alumnos ni derecho penal ni ciencia criminal. La razón es

muy sencilla y no depende ni déla suficiencia de un profesor ni

de la bondad de un programa. Querer hacer caber en un curso

anual un conocimiento adecuado de todos los problemas impli-

cados por el delito, el delincuente y la pena, es tarea imposi-

ble
; y complicarlo con el estudio, por superficial que sea, del

código penal vigente, es establecer de antemano la inutilidad

relativa del curso. Tal es lo que sucede, en realidad, en nues-

tra Facultad de derecho de Buenos Aires. Tenemos un progra-

ma (pie abarca, necesariamente, la explicación del código y el

análisis de las cuestiones doctrinarias más elementales en mate-

ria penal. El profesor se esfuerza por llenar ambas partes, sin

lograrlo. En lo fundamental, esto es, en lo que se puede llamar

faz doctrinaria de la ciencia criminal, tiene que limitarse a

hacer desfilar apresuradamente, como las escenas de on cinema-

tógrafo, las más graves cuestiones de filosofía, de política,

de sociología, que tengan relación con el delito, con el delin-

cuente, con la pena y con la política criminal. No alionda nin

gÜD problema. Habla de métodos positivos de observación, de

Investigación, y aun de experimentación, sin conseguir demos-

trar ¡i sus alumnos que esos métodos positivos son una realidad

y no una simple fraseología de conferencista, más o menos hábil.

A las viejas y decaídas concepciones Clásicas, basadas exclusi-

vamente mi la dialéctica jurídica, antepone nuevas concepcio-
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nes, puntos de vista que llama modernos y científicos, pero que,

para los alumnos, no son otra cosa que consecuencias lógicas

de postulados diferentes, nada más. El resultado de una en-

señanza semejante tiene que ser poco menos que nulo. Y agre-

guemos a esto la necesidad de explicar al mismo tiempo la

estructura y el articulado del código, cada uno de los delitos

y de sus penas, etc., etc. ¿Qué resulta? Que nuestra Facultad de

derecho no enseña ni derecho penal ni ciencia criminal
; y ello,

no por culpa de un profesor ni de un programa, sino porque en

esta materia, como en tantas otras, la rigidez de nuestro siste-

ma universitario, edificado sobre la base de un plan de estudios,

impide que las necesidades de la enseñanza vayan creando poco

a poco las cátedras que requiere el desarrollo cultural del

país.

Esto están evidente, que en Europa misma la cuestión se ha

planteado concretamente en varias ocasiones. A pesar de que

en algunos países, Alemania por ejemplo, es tan grande la líber-

'

tad de acción del profesor universitario que puede encarar la

enseñanza de su materia en la forma intensiva o extensiva.que

crea más conveniente
; y a pesar de que allí, como en Francia

o en Italia, las necesidades crecientes de la ciencia criminal

han creado gran número de cátedras especiales a cargo de repu-

tadas eminencias, se hace sentir de tal manera un vacío en la

correlación de las disciplinas jurídicas que tienen relación con

los problemas del delito, del delincuente, de la pena y de las

política criminal, que en el Congreso de la Unión internacional

de derecho penal que se celebrara en Copenhague, en agosto

de 1913, el profesor José Heimberger, de la universidad alema-

na de Bonn, caracterizó con toda precisión cuáles eran las

exigencias actuales de ese problema. He aquí sus conclusiones

:

« I. A pesar de existir actualmente buenos principios, la cul-

tura en las ciencias auxiliares del derecho penal deja mucho que

desear, en general, de parte de las personas que participan en



LA ENSEÑANZA DE LA CIENCIA CRIMINAL 415

las funciones criminales, debiéndose buscar por todos los medios

de alcanzar un mejoramiento de aquellas condiciones, en interés

de una buena administración de la justicia en materia criminal;

« II. Deben ser tomadas en consideración como ciencias auxi-

liares del derecho penal, asegurándose su estudio en el futuro,

las siguientes : antropología criminal, psicología criminal, psi-

quiatría criminal, criminalística, estadística criminal, medicina

legal, ciencia penitenciaria;

« III. Estas ciencias auxiliares del derecho penal deben ser

estudiadas por todas las personas que participan en el ejercicio

de las funciones penales : oficiales de policía, ministerios públi

eos, jueces instructores, magistrados judiciales, funcionarios

carcelarios. Sin embargo, no es necesario exigir de parte de

todos ellos un estudio igual en tales doctrinas, pues ese estudio

debe ser graduado de acuerdo con los fines y la instrucción de

cada una de esas categorías de empleados

;

« IV. La creencia de que la cultura délos juristas criminales

deba ser separada, desde el principio, de la de los civiles, ha

de ser desechada
;

« V. La especialización de los juristas en las ciencias auxilia-

res del derecho penal debe tener lugar, regularmente, después

de la terminación de los estudios universitarios
;

«VI. Regularmente, los cursos para la enseñanza de estas

doctrinas deben ser instituidos en la universidad del lugar o

en cuya vecindad se encuentren los tribunales mayores, la ad-

ministración de policía y los establecimientos penales;

« VIL En tanto no exista un número suficiente de especialis-

tas en las ciencias auxiliares del derecho penal, en la provisión

de cátedras de dichas doctrinas se deben elegir en todas partes

los más adecuados profesores para cada materia, sin tener en

cuenta la facultad a que pertenezcan, y, en loque concierne a la

criminalística, sin limitarse a buscar tan sólo profesores uni-

versitarios. ,,
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He ahí un programa de estudio de las ciencias auxiliares

del derecho penal, cuya sola enunciación nos demuestra la dis-

tancia enorme que la separa de la situación en que estamos

en la Facultad de derecho de Buenos Aires. Para acentuarla

más, veamos los cursos especiales que se han dictado, bajo la

dirección de Enrique Ferri durante el tercer año de la Escuela

de aplicación jurídico-criminal anexa a la Real universidad de

Roma. Xada más que su simple enumeración basta para señalar

su importancia, así como el nombre de los profesores que los

tuvieron a su cargo indica cómo debieron ser y el interés que

lógicamente pudieron provocar

:

I o Filippo Grispigni. Derecho criminal comparado y reforma

del derecho vigente

;

2 o Josto Satta, Derecho penal financiero y policía fiscal

;

3 o Sanee de Sanctis, Principios de psicología y psicología ex-

perimental judicial

;

4 o Attilio Ascarelli, Ejercicios de práctica médico legal;

5 o Augusto Griannelli, Estudio clínico de los delincuentes lo-

cos y neuropáticos

:

6o Sergio Sergi, Antropología general judicial

;

7
o Enrico Ferri y Silvio Longhi, Ejercicios de derecho y pro-

cedimiento penal. Cuestiones de jurisprudencia y examen doc-

trinario y práctico de procesos penales auténticos. Ejercicios

de debates y de oratoria forense

;

8 o Alfredo Xicéforo, I, Técnica de la instrucción judicial

;

II, Sociología criminal y estadística judicial y carcelaria; III,

Antropología y demografía de las clases pobres
;

9 o Bruno Franchi, Disciplinas carcelarias y correccionales :

10 Salvatore Ottolenghi, Examen somático y psíquico de los

delincuentes.

¿ Qué resulta de la comparación si ponemos frente a frente el

programa de la enseñanza del Derecho penal en la Facultad

de derecho de Buenos Aires, y la enumeración simple de los cur-
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sos especiales de esta «Escuela de aplicación jurídico-crimi-

nal », que encontrando demasiado limitado el estudio que se hace

de la ciencia criminal en la universidad de liorna, a cargo de emi-

nentes profesores, crea los suyos propios como un complemento

imprescindible de éstos ! No es menester contestar la pregunta

;

basta con formularla. Sin embargo, pensemos un momento en

la situación que plantea a la República Argentina el problema

de su próxima reforma penal. Para eliminar un código pésimo

se ha redactado un proyecto nuevo. Éste, por más que no alcance

la amplitud de ciertos modelos europeos, que han creado insti-

tuciones preventivas de la delincuencia de una alta importancia

teórica, contiene muchos principios que son verdaderas nove-

dades entre nosotros : condena condicional ; establecimientos

para incorregibles, irresponsables, etc. ; una nueva legislación

para menores delincuentes con lugares propios de reclusión o de

corrección ; un régimen enteramente reformado paralas circuns-

tancias atenuantes y agravantes del delito, circunstancias que

plantearán, en cada caso, los más difíciles y complejos proble-

mas de la ciencia penal contemporánea, etc. Y con sólo esbozar

estos principios, tenemos planteado el caso de saber cómo pre-

para para su solución adecuada a sus alumnos, magistrados fu-

turos, la Facultad de derecho de Buenos Aires.

El problema de la delincuencia tiene dos faces, la judicial y la

administrativa, esto es, el juez que dicta la pena y el empleado

•
I
h<- la aplica en establecimientos especiales. Si en Europa, no

solamente los tratadistas, sino también los funcionarios y ma-

gistrados mismos, se quejan de la incompetencia general de ma-

gistrados y funcionarios para dictar y aplicar científicamente

las sanciones de la ley penal, no lia de ser aventurado afirmar

que algo semejante, por lo menos, ha de existir entre nosotros.

Cuando se creía (pie la pena no era más que la sanción rctribu-

toda que daba un código al hecho delictuoso «le un hombre y

que sn aplicación era la permanencia simple en una casa de pe-

ANAL. KAC. DI DKIi. — T. XX '¿~
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clusión donde se cumplía el castigo impuesto por la sociedad,

no tenía nada de extraño que magistrados y funcionarios igno-

raran los principios más elementales de la ciencia penal. Tara

atribuir la pena bastaban los artículos del código y para cum-

plirla los reglamentos de la cárcel. El delincuente no era un pro-

blema biológico, ni patológico, ni psicológico, ni sociológico, ni

siquiera humano, antes, en y después del delito. Su facultad de

comprensión intelectual era la medida de su responsabilidad y

de su imputabilidad penal. Dictada la pena, se aplicaba en cual-

quier cárcel, fuera ésta la buena penitenciaría nacional de Bue-

nos Aires o las mazmorras de algunas provincias o territorios.

Y para ello no hacía falta conocer ninguna de las ciencias auxilia-

res del Derecho penal. Juez podía ser cualquierabogado que apro

bara a duras penas, cinco o siete años antes, una materia muy

vasta, llena de teorías filosóficas extraordinarias quele enseñaban

en dosis homeopáticas y que se llamaba pomposamente derecho

penal ; director del establecimiento penitenciario, guardián, al-

caide, etc., podía ser cualquier persona de buena voluntad, lle-

vada allí por la necesidad de ganar un sueldo y que no tenía del

delincuente más noción que la de que eran seres a quienes debía

vigilar mucho para que no se fugaran (1). Para tal delito, con

tales y cuales circunstancias atenuantes o agravantes, el código

fijaba tantos años: ¿quemas ciencia necesitaba el juez! Una

vez en la cárcel había que esperar que pasara el número ese de

años : ¿ qué más ciencia necesitaba el empleado penitencia-

rio ! El problema era tan sencillo, que a muchos jueces inge-

(1) Acaba de llegarme el número 3, julio-octnbre de 1919, de la Revue péni-

tcntiairc, página 159, en el que leo que China, para reformar sus sistemas car-

celarios, lia comenzado por crear « escuelas penitenciarias », que diploman a sus

alumnos. Hoy funcionan 17 deesas escuelas, bajo la vigilancia del ministerio de

Justicia.

El mismo número, página 205, contiene las disposiciones que acaban de ser

adoptadas en Francia respecto a la creación de certificados de aptitud para in-

gresar a la administración penitenciaria.
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unos ha de habérseles ocurrido pensar alguna vez, con extra-

fieza. para qué les habían enseñado en la Facultad tantas teorías

tan curiosas y tan inútiles sobre los delincuentes y las penas.

Hoy la cuestión se plantea desde un punto de vista totalmente

diverso. El código penal que está a estudio del Senado contiene

importantes innovaciones. Su artículo 20 dispone: «En los

casos de primera condena por delito al que corresponda pena

de reclusión o prisión que no exceda de tres años, o de multa,

los tribunales podrán ordenar en el mismo pronunciamiento, que

se deje en suspenso el cumplimiento de la pena. Esta decisión

se fundará en la personalidad moral del condenado, la natura-

leza del delito y las circunstancias que lo han rodeado en cuanto

puedan servir para apreciar esa personalidad. » En lo que con-

cierne a las circunstancias ahora llamadas atenuantes o agra-

vantes por el código en vigencia, en su minuciosa enumeración

de los artículos 83 y '84, en los cuales no entra para nada el cri-

terio científico con que un juez debe poder medir la compleja o

simple psicología de un delincuente, dice el artículo 41 del pro-

yecto de 1917 que serán tenidas en cuenta: «I o La naturaleza

de la acción y los medios empleados para ejecutarla y la exten-

sión del daño y del peligro causados; 2 o La edad, la etlucación,

las costumbres y la conducta precedente del sujeto, la calidad

de los motivos que lo determinaron a delinquir, la participación

que haya tomado en el hecho, las reincidencias en que hubiese

incurrido y los demás antecedentes y condiciones personales

que demuestren su mayor o menor perversidad. » i No es esto

convertirla acción del juez, en los procesos, de fundamental-

mente pasiva en esencialmente activa ?

Veamos, ahora, la Taz administrativa de la pena. Sin refe-

rirme ¡i la necesidad de que «'1 personal de las cárceles conozca

por lo menos los puntos básicos de la ciencia penitenciaria,

tenemos que el tercer párrrafo del inciso I
o del artículo 41 del

proyecto de P.tiT crea establecimientos de los que no existe la
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menor idea en la República Argentina. Dice que, «en todos los

demás casos en que se absolviera a un procesado por las causa

les del presente inciso, el tribunal ordenará la reclusión del

mismo en un establecimiento adecuado hasta que se comproba-

se la desaparición de las condiciones que le hicieren peligroso. »

Es tan confuso el espíritu del proyecto en esta parte, puede

tener tan amplio o tan restringido alcance el término « enaje-

nación» del párrafo segundo del mismo inciso, es tan defectuo-

sa la definición psicológica de la irresponsabilidad que da el

párrafo primero, que no se sabe bien cuáles son « todos los

demás casos» del texto cuya cita textual he hecho. Suponga

mos, sin embargo, que ellos sean el caso de alcoholismo, el caso

de la idiotez, cretinismo e imbecilidad, y algún otro más. Los

establecimientos adecuados adonde debería enviarse a los irres-

ponsables absueltos, hasta que dejen de ser peligrosos, son de

una técnica dificilísima, desde cualquier punto de vista que se

los considere. El personal que los atienda necesita conocer

varias de las ciencias o ramas auxiliares del derecho penal. Y
hay más todavía. Los artículos 36 y 37 del proyecto de 1917

esbozan nuevos puntos de vista en el campo virgen de la correc-

ción y prevención de la delincuencia infantil en la República

Argentina. Hasta hoy, sin reformar el código vigente,, el Estado

ha creado la colonia correccional de menores adultos de Marcos

Paz y el Instituto tutelar de menores de la calle Curapaligiie.

Ambos han funcionado en condiciones deficientes, por no haber-

se tenido en cuenta principios esenciales que se aplican desde

hace muchos años en otros países: Inglaterra, Estados Unidos.

Alemania, etc. ¿ Qué sucederá el día en que cada provincia deba

crear esos establecimientos, en que su administración tenga que

determinar respecto a las condiciones personales de perversi-

dad, peligrosidad, o adaptabilidad de los menores delincuentes !

La faz judicial y la faz administrativa de la pena están, como

se ve, en el punto esencial que caracteriza a toda gran reforma
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<le nuevas orientaciones penales. Los que se preocupan de estas

cuestiones saben que no se transforma un sistema con una sim-

ple sanción legislativa, por buena que sea. En estas cosas com-

plejas que afectan a las defensas necesarias de la sociedad con-

tra el delito, una reforma puede ser inútil si no existe el adecua-

do engranaje destinado a ponerla en ejecución. Y aquí volvemos

a la cuestión inicial. La Facultad de derecho de Buenos Aires

l
está en condiciones de dar a sus alumnos la enseñanza que

necesitan, en materia penal, para ser mañana los jueces o fun-

cionarios que dictarán o que aplicarán las penas '?

Voy a dar mi opinión con una prueba de carácter personal.

En 1010 dicté un curso completo para los alumnos de 4 o año.

No falté a clase un sólo día y di el máximum posible de confe-

rencias. He aquí un resumen del tiempo empleado en mi curso,

según el programa de aquel año:

I a Bolilla : Nociones y caracteres del derecho penal. Antece-

dentes históricos sobre delito y pena. 6 conferencias:

2 a Bolilla: Las escuelas. Estado actual de las investigaciones

en la ciencia penal, 5 conferencias

;

.!
' Bolilla : El delito. Noción legal y natural. Teorías y con-

clusiones, .'} conferencias
;

t Bolilla: Los delincuentes ante las distintas escuelas. Di-

versas clasificaciones y su utilidad, 1 conferencias:

5a Bolilla : Las causas del delito. La estadística criminal, 5

conferencias;

6" Bolilla : La prevención. Instituciones preventivas, 4 con-

ferencias
;

7' Bolilla: La represión. Diversos sistemas, 2 conferencias

;

8* Bolilla: La responsabilidad criminal. Diversas doctrinas.

La responsabilidad en el código. Orientación legal según la

doctrina positivista, 6 conferencias;

'.» Bolilla : Tentativa. Codelincuencia, i conferencias d" de

¡íroslo) :



122 ANALES DE LA FACULTAD DE DESECHO

10 a Bolilla: Penas, sistemas carcelarios, 7 conferencias;

11 a Bolilla : Extinción de acciones y penas. Eximentes, ate-

nuantes; agravantes, reincidencia, identificación, 12 confe-

rencias :

13* a 17 a Bolillas, Parte especial del código, comencé el 29

de septiembre y di 14 conferencias.

De esto resolta, qne en un curso normal de 72 conferencias

de 50 minutos o una hora, di 35 sobre ciencia criminal en gene*

ral, 23 sobre la parte general del código y apenas 11 sobre la

parte especial. ¿ Es esto enseñar ciencia criminal o derecho

penal codificado! Absolutamente no. Siendo el profesor de la

Facultad que dio mayor número de conferencias ese año, me vi

obligado a no explicar 4 bolillas del programa y a tratar insufi-

cientemente todas las demás. Basta presentar así la cuestión.

para determinar su importancia en la enseñanza que debe dar

a sus alumnos la Facultad de derecho de Buenos Aires.

I
Qué remedio tiene esto? A mi juicio varios, imposibles de

aplicar, por el momento, a causa del estado de nuestra organi-

zación universitaria. Para analizarlos, sería menester conside-

rar atentamente los más capitales problemas de la Universi-

dad. Veamos solamente uno de ellos, el más fácil de apreciar

por las consecuencias inmediatas que produce.

Teniendo cada materia o curso un sólo profesor, éste nece-

sita hacer caber en su programa de clases, que es por lo ge-

neral el de examen, todo el contenido posible de su curso. En

consecuencia, de año en año, sólo puede introducir modificacio-

nes de detalle y de poca cuenta. Los alumnos, que generalmente

desean seguir la vía del menor esfuerzo, como no encuentran a

la mano un texto que responda al programa, toman apuntes de

lo que el profesor dice, les dan forma y los publican. Desde

ese momento., el medio de dar examen queda asegurado. Los

«apuntes» — los hay ya de casi todas las materias — son el

único texto del 90 por ciento de los estudiantes. La enseñanza



LA ENSEÑANZA DE LA CIENCIA CRIMINAL 428

se fija así, en moldes rígidos. Es inútil que el profesor se esfuer-

ce en adelante, introduciendo modificaciones de detalle en su

curso. Mientras los « apuntes » no son modificados por una nue-

va edición, los alumnos los siguen repitiendo al pie de la letra.

Un diez por ciento, o menos tal vez, de ellos, van a buscar en las

fuentes ideas u opiniones ; los demás tienen asegurado el exa-

men con sólo aprender lo que los «apuntes» dicen. Un nuevo

profesor o un suplente que dicta clases complementarias, enca-

ra a veces su enseñanza con un criterio diferente ; nada importa.

El 10 por ciento toma nota de lo que dice, investiga en nuevas

fuentes, etc ; el 90 por ciento ignora todo eso porque « no está

en los apuntes». Y así, poco a poco, lentamente, el estudiante

de nuestra Facultad de derecho adquiere su ciencia jurídica

con tales deficiencias, que resulta extraordinaria la limitación

lógica de su horizonte mental en la disciplina a la que piensa

dedicar sus actividades de hombre. Los profesores, por el regla-

mento y por probidad docente, nunca recomiendan a sus alum-

nos el uso de un texto determinado
;
pero los estudiantes han

encontrado el modo de hacer algo peor que aprender en un

texto único : han creado los « apuntes », que les permiten no

asistir a las clases y prepararse para un examen, con la seguri-

dad de que en cien páginas y con un poco de habilidad, tienen

los medios necesarios para salir airosos de la prueba.

Con este mal de origen, incorporado casi oficialmente a la

enseñanza del derecho, resultan im'itiles, para llenar la finali-

dad de ciencia que presupone una universidad moderna, las

reformas de planes de estudio, de programas y de estatutos.

Lo fundamental, que es la enseñanza y la forma y medios de

transmitirla, permanecen inalterables. Se creyó que con la

reforma del estatuto universitario, de 11 de septiembre de

1918, se abría una puerta amplia a nuevas orientaciones. El

artículo 52 dispone lo siguiente: «Podrán dictar cursos li-

bres, conferencias o lecciones sobre cualquiera de las asigna-
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turas correspondientes al plan de estadios de cada facultad:

« I
o Los profesores suplentes;

« 2 o Diplomados universitarios, etc.

« Art. 53. — Los cursos a cargo de los profesores a que se

refieren los incisos I
o y 2 n

del artículo anterior, podrán ser dic-

tados en los locales y con los elementos de que ellos misinos

dispongan, o bien en los locales y con los materiales que las

respectivas facultades puedan proporcionarles.

« Art. 51. — La asistencia a las clases no es obligatoria. Los

estudiantes tendrán derecho a seguir los cursos libres en lugar

de los regulares, debiendo los consejos correspondientes re-

glamentar la forma de controlar los trabajos prácticos efec-

tuados.

« Art. 55. — El Consejo superior fijará anualmente en el pre-

supuesto de la Universidad una partida destinada a fomentar

los cursos libres de los profesores suplentes y los trabajos de

investigación científica de las facultades. »

Por ese texto, lo lógico parece, a primera vista, que las facul-

tades debieran facilitar el ejercicio de la docencia libre, espe-

cialmente para sus profesores suplentes, que forman ya parte

de su profesorado y (pie son sus futuros titulares No resultó así

en la de derecho. En marzo 28 de 1918 se dicta una ordenanza

que hace de los suplentes simples amanuenses que alivianan,

en tareas materiales, al profesor titular. Más aún, y voy a citar

aquí un caso personal. Solicito de la Facultad que me permita

dar un curso libre en 1919 sobre un programa sintético que

someto al juicio previo del Consejo. Éste, en marzo 28 de 1918,

me autoriza a darlo. Yo quería hacer en él, sin sueldo, sin espe-

rar recompensa honorífica de ninguna clase, nada más que por

amor a la materia de que soy profesor, un curso que difiriera

por su amplitud, por su orientación, por su método, del curso

«de programa», diremos así, que yo mismo hubiera dictado si

hubiera sido profesor en el ejercicio de la cátedra durante un
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año entero, como me sucedió en 1916. El curso libre, en el que

podía hacer loque no' me sería dado en el curso oficial, significaba

para mí un gran esfuerzo, pero me halagaba la idea deque pu-

diera ser útil para el pequeño grupo de estudiantes qne busca

siempre penetrar los problemas esenciales de las materias que

está aprendiendo. Lo que yo, como profesor oficial, ligado a un

programa rígido, hubiera explicado superficialmente, esto es,

nial, en 8 o 10 conferencias, pensaba presentarlo de una mane-

ra ordenada o científica en un curso libre de 60 ó 70 conferen-

cias, que pudieran abarcar lo contenido en este resumen, apro-

bado por el Consejo directivo de la Facultad, y que transcribo

para que se pueda apreciar cuáles eran sus alcances :

PROGRAMA PARA UN CURSO LIBRE DE DERECHO PENAL

El proyecto de código penal de 1917 ante las nuevas tendencias

de la ciencia criminal contemporánea

I o La técnica de un código penal. Sus fuentes legislativas y

sus antecedentes en la ciencia y en la doctrina. Técnica del pro-

yecto.

2 o Semejanzas y diferencias del proyecto, comparado con el

código vigente y con los proyectos de 1891 y 1906. Su situación,

como obra científica, en relación con los proyectos y la legisla-

ción positiva del extranjero, entre 1906 y 1917.

.5" Sus métodos de clasificación y de solución de los diferen-

tes tactores del problema penal : la ley en relación con el indi-

viduo, con el Estado, con el tiempo y con el territorio; régimen

de las penas y de las medidas de seguridad; categorías de de-

lincuentes y clases de delincuencia; teoría de responsabilidad;

delitos y faltas, etc., etc.

1
" VA proyecto como ley de represión y como factor social de

prevención. Sus sistemas de penas y sus medidas de segnridad.



126 ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

Cómo se adapta al estado actual de la civilización argentina y

a las características sociales del país.

5 o Estudio y crítica detallada de sus instituciones, especial

mente desde el punto de vista de la obra sistematizada del nue-

Yo derecho penal en formación y de la política criminal.

6 o La parte especial del proyecto. Comparación con sus dos

fuentes casi exclusivas, el código vigente y el proyecto de 1906.

Comparación con textos extranjeros, posteriores a 1906.

7
o El futuro código penal argentino. Características esen-

ciales.

Pues bien, mi curso libre me resultó un verdadero problema.

Comencé por no encontrar hora para dictarlo. Cuando encontré

la hora me faltó el local. Al fin, cansado ya dé ir diariamente a

la Facultad, propuse una solución que a mí me pareció que no

hería más intereses que los míos : dar mi curso libre en la misma

hora en que se dictaba derecho penal, para responder así al ar-

tículo 54 del estatuto que quiere que los estudiantes puedan

optar entre los cursos libres y los oficiales. Como de 100 alum-

nos sólo asisten diariamente a clase 30 ó 40 a lo sumo, no creí

yo que significara una competición con nadie dar un curso libre

(fuera del programa de exámenes) en la misma hora del curso

oficial de la misma materia. Se me contestó que ello no era con-

veniente, porque podría desagradar al profesor titular. ¿Por qué?

En una facultad donde los alumnos estudian más para dar exa-

men que por estudiar, mi curso que no era oficial, sobre el que

no se daría examen, dictado por un modesto profesor suplente,

tenía en su contra todas las probabilidades de éxito. Escribí,

entonces, al doctor Zeballos, renunciando a mi idea. Me con-

testó de una manera muy honrosa para mí, exigiéndome que

diera mi curso aunque fuera por la noche. Insistí yo, insistió él

:

volví a insistir y él hizo lo mismo. Sin poderme negar más,

acepté dar mi curso por la tarde, pero, en un solo día semanal,
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por impedírmelo mis otras ocupaciones. Habían pasado más de

cinco meses y pude inaugurar mi curso el 4 de septiembre y

sólo alcancé a dar 7 conferencias pobres, absolutamente fuera

del plan que me había trazado cuando la facultad me autorizó

en marzo 28 para dar mi curso libre.

He referido este caso personal, nada más que para señalar

con la eficacia (con la elocuencia, más bien) de un ejemplo, cuál

es la situación del profesorado suplente en nuestra Facultad

de derecho. Sé que se me podrá decir que un caso no es una

prueba. Sin embargo, sé que lo es. Para mí por lo menos. Por

eso presento mi prueba documentada.

La razón de todo esto consiste, en el fondo, en el molde uni-

versitario. Todo el mundo lo ha dicho ya, entre nosotros. Mien-

tras el problema de la universidad argentina consista en la

determinación de la forma de elegir decano y consejeros, las re-

formas sólo servirán para producir consejos y decanos nuevos

que hacen más o menos lo mismo que decanos y consejeros vie-

jos, — con más un cierto número de conflictos electorales. La

única reforma substancial sería la del profesorado, pero ella no

se lograría, tampoco, con estatutos ni con planes de estudios,

ni con programas, ni con asambleas, sino con un sólo remedio

eficaz, que hasta la fecha jamás se ha ensayado, aunque muchos

lo hayan preconizado. ¿ Para qué citar nombres argentinos, re-

ferencias extranjeras, naciones en que el sistema se ejercita í

Yo no estudio aquí la reforma universitaria, sino las consecuen-

cias que tiene para mi materia, el derecho penal, la actual or-

ganización universitaria. Hoy los ¡iluiunos de derecho penal se

reciben de abogados sin saber derecho penal ni ninguna de las

ciencias auxilíales del derecho penal. ;, Por qué ? Porque esa ma-

teria no cabe, materialmente, en un solo curso. Bn Bnropa, por

lo general, en todas las grandes universidades se dicten tres <>

ciKit ro o más cursos diferentes <l<" tas diferentes disciplinas que

entran enel término comprensivode ciencia criminal. En la Pa-
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cuitad de derecho de La Plata se dictan dos cansos, uno <]<• cien

cia criminal y uno de derecho penal. Solo aquí, en Buenos Ai-

res, existe todavía el viejo resabio «le tiempos de Tejedor o de

Obarrio, en los que el derecho penal sin ciencia criminal, era

una rama más o menos afln del derecho comercial.

Pero, en mi opinión, si bien la división deesa materia en dos

cursos sería una buena solución parcial, no se remediaría con

ello la situación que plantea la próxima sanción del nuevo có-

digo. En este momento preciso, me llega un ejemplar de un re-

eientísimo libro americano (M. Parmelee, Criminology, editado

en Xueva York, en 1918, por Macmillan Co). Su autor, profesor

no de derecho penal sino de sociología en la universidad de Mis-

souri, dice, hablando de estas mismas cosas en un país que en

materia de reformas e instituciones penales va a la cabeza del

inundo, lo siguiente (página 284): «Una vez probada la culpa-

bilidad de un delincuente, es menester establecer el tratamiento

penal que hay que darle. Con el viejo sistema de las penas la

"

aplicación de ésta era facilísima para el juez. Hoy, en cambio,

con el nuevo sistema, se trata de individualizar la pena, estoes,

adaptar el tratamiento penal al carácter del delincuente. El juez,

para poder hacerlo, debe conocer a fondo la naturaleza de ellos.

Y ese conocimiento no podrá ser adquirido sin un estudio de

las diversas categorías de delincuentes y de las varias causas

sociales del delito. Y con todo esto todavía, la decisión judicial

respecto al tratamiento penal que debe ser aplicado a un delin-

cuente no podrá ser en muchos casos sino apenas un simple

ensayo. Así, si la condena establece una condena indeterminada,

sólo más tarde podrá decidirse cómo y cuando ella debe cesar.»

;,
Xo nos encontramos nosotros, en un caso no idéntico, si no

peor ? ¿ Estamos, siquiera, en condiciones de poder aplicar el pro-

yecto de 1917 ? Sin embargo, hay en el país un grupo de estudio-

sos que honran la ciencia criminal. Si la Facultad de derecho ini-

ciara nuevos cursos de ciencias auxiliares del derecho penal,
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tendría en ello sabios y prestigiosos tratadistas y profesores. Sé

que podría argüirse que la misma necesidad existe en las demás

asignaturas del plan de estudios, pero ello no contradice mi

tesis sino que la afirma más bien. En los tiempos actuales re-

sulta perjudicialmente anticuada una casa de altos estudios ju-

rídicos y sociales que se limita a dar a mil alumnos una ense-

ñanza sin más finalidad que la de un examen anual de suficiencia

para alcanzar un título profesional. Con este sistema, si debie-

ran ser profesores de derecho penal en Buenos Aires los grandes

maestros europeos, Garraud, Garcon, Von Liszt, Birkmeyer,

Stoos, Ferri, etc., tendrían que olvidar toda su ciencia para con-

sagrar una o dos decenas de años de su vida, a la repetición

constante, curso tras curso, de las mismas cosas superficiales

necesarias para que sus alumnos puedan tener una ligera noción

de los puntos comprendidos en un programa que abarca toda la

ciencia criminal y todo el derecho penal codificado; es decir, en

una palabra, que serían mediocres profesores apenas. ¿Es con-

cebible semejante estado de cosas ?

Nuestro país, centro de atracción de delincuentes de todo el

mundo, carece de las defensas más elementales contra el delito.

No hay un registro nacional o interprovincial de la reincidencia,

esto es, no hay medio para combatir el flagelo de todas las socie-

dades contemporáneas: el aumento progresivo de la criminali-

dad habitual. No es posible conocer, siquiera, las cifras aproxi-

madas de la delincuencia, porque carecemos de una estadística

crimina] científica. No tenemos un sistema carcelario en forma,

ni estamos cu condiciones de realizar los progresos que son ya

viejos en otros
i

>;iíscs, sobre instituciones preventivas de la cri-

minalidad. Sin embargo, como si el problema fuera de menor

Importancia, descuidamos por completo su solución posible, que

consiste en la formación de hombres preparados para empren-

der las reformas judiciales y administrativas que exigirá la san

ción del nuevo código penal (pie está en proyecto. Se me dirá.
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quizá, que la Facultad de derecho no está en condiciones de so-

lucionar la cuestión con sus [solos medios; lo sé, pero sé tam-

bién que tiene gran culpa de ese estado de cosas, por no haber

sabido seguir la vía abierta por las grandes universidades euro-

peas y norteamericanas. Para las facultades argentinas el de-

recho penal no ha sido hasta ahora otra cosa que la exégesis de

un código matizada con algunas nociones de historia y filosofía

penal. De ahí la pobreza de su enseñanza pertinente. Se enseña

derecho penal con la misma extensión, casi, que el derecho de

minas y código rural, en un año de estudios. Sin embargo, estas

últimas disciplinas, que son también importantes, afectan sólo

a una parte limitada de la vida jurídica de la sociedad; el dere-

cho penal, en cambio, afecta a toda la sociedad, pues es la de-

fensa organizada contra el delito y contra sus causas, esto es,

contra las mayores violaciones posibles del orden social. Con

este criterio, resultan tener una importancia igual, para la Facul-

tad de derecho, un derecho especial que establece normas para"

una limitadísima actividad económica de una parte limitada de

la población y un derecho general que garantiza la vida y los

bienes de todos los habitantes del país. El caso es curioso y

digno de atención.

Yo no pretendo decir con esto que se debe enseñar más de-

recho penal que derecho de minería, sino que, por su compleji-

dad de contenido y de consecuencias, la enseñanza de la cien-

cia criminal debería poseer los medios necesarios para realizar

eficazmente su misión de organizar las defensas de la sociedad

contra el delito. A esto sólo se refiere mi pensamiento. Yo sé,

como profesor, que si hoy se designara para dictar el curso de

1920, con el programa actual, al primer criminalista del mundo,

él no lograría, fuera de sus condiciones docentes, hacer mucho

más que nosotros para enseñar a sus alumnos en un año, todo el

derecho penal y toda la ciencia criminal; pero, sé también que

si se lo llamara y se le dijera, dicte usted un curso con toda li-
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bertad, sin ningún programa <le exámenes, ese gran profesor,

merced a su ciencia, a sus investigaciones personales, a la posi-

bilidad de estudiar a fondo alguna de las bases fundamentales

de la materia, lograría que sus alumnos, en un año, adquirieran

en forma ordenada y científica los medios necesarios para meto-

dizar eficazmente su conocimiento y ser más útiles al país que

los compañeros de curso que hubieran egresado de acuerdo con

el otro sistema.

Es menester preparar al país para que pueda seguir la vía

que lian abierto las naciones más civilizadas y no para que per-

manezca eternamente en plena rutina. Si los métodos actuales

son malos, con el tiempo se van a convertir en peores. Todo no

consiste en sancionar un código, si no hay jueces que lo apli-

quen bien, y funcionarios ilustrados que hagan de la pena lo

que debe ser. Para ello, la acción inicial debe partir de la Facul-

tad de derecho de Buenos Aires. Abra sus puertas a los muchos

hombrea estudiosos de las ciencias auxiliares del derecho penal

que tiene el país, a fin de que cada uno enseñe lo que sabe a

alumnos que lo sigan en sus cursos no para dar un examen sino

para aprender. Y si ellos enseñan mejor o más eficazmente que

los (pie ya somos profesores de la casa, mejor para los alumnos

y para la facultad, pues el triunfo corresponderá a los más dig-

nos y no a los que detentaban una cátedra nada más que por-

que habían sido nombrados antes.

Juan P. Ramos.
Diciembre 81 de 1919.
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REFORMAS IXDISPEXSA ULES

I. Deficiencias de nuestra justicia. — II. Lo que debe hacerse para sub-

sanarla : a) Deberes de nuestras escuelas de derecho ; b) Sistema para la

designación de los jueces ; c) Responsabilidad de los mismos. — III. El

procedimiento : a) La oralidad; b) Reformas en el rito; c) El juicio de

référé ; d) otras reformas ; e) juicio ejecutivo.

La justicia argentina es mala y sólo están satisfechos de su

marcha los que la administran. No es extraño que tal ocurra :

en vísperas de la gran revolución, los magistrados franceses

pensaban que no había nada que reformar en el edificio que

hacía ruinas, a no ser el sueldo de que gozaban, que natural-

mente encontraban exiguo. Y lo mismo ocurre y ha ocurrido en

las demás partes del mundo.

No poca responsabilidad cabe a los partidos políticos en

nuestra justicia, pero un gran lote le corresponde al pueblo y

al foro. Los partidos políticos no han sabido concretar en una

plataforma las aspiraciones generales y se han limitado a vague-

dades y verbalismos (1) ; el pueblo carece todavía de la prepa-

(1) El partido socialista que prometió la implantación del jurado no ha pre-

sentado un sólo proyecto de ley en ese sentido, y al discutirse la ley de justicia
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ración suficiente para discernirlo que le conviene y sólo acierta

a formular protestas airadas ; el foro se muestra satisfecho con

el honorario gordo y la vida fácil.

Las reformas que reclama nuestra justicia tienen que ser

preparadas con una previa elaboración científica, a la que pies

ten sus esfuerzos los hombres de buena voluntad que se inte-

resen por el bienestar general, y después de esa preparación, es

menester asimismo que el Congreso las discuta y las sancione.

La prensa, la revista, el libro, tienen que hacer suyos estos

grandes problemas nacionales, si se desea sinceramente que

reciban la debida solución.

Los males de nuestra justicia radican en los hombres, en las

leyes y e^ las costumbres, y sobre esos factores puede influir la

opinión pública y los estadistas y pensadores. Los hombres no

son el todo : el ejemplo de Inglaterra, que suelen traer a cola-

ción los mal informados y los tontos, nos demuestra que los

hombrea son susceptibles de mejoramiento y que las leyes jue-

gan un papel en el mismo. En dicho país los jueces eran igno-

rantes y venales ; hoy son ilustrados y honestos a carta cabal.

Las leyes inglesas se han ido perfeccionando día a día desde la

edad media y hoy se encuentran a un nivel muy superior a.las

que rigen nuestra patria, habiendo asegurado una buena jus-

ticia e implantado sólidamente las garantías individuales.

II

El secreto del mejoramiento de la clase judicial radica en la

preparación del personal, en la selección del mismo, en una

retribución equitativa y cu la facilidad de hacer efectivas sus

responsabilidades.

de paa, en la Cámara de diputado», demostró que carecía «le orientaciones tijas

Lo* demás partido* hita demostrado análoga oapaetdad para t;t solución del

problema «le la buena justicia.

ANAL. KAC. I>B DIK. — i. XX 38
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a) Las facultades de derecho del país tienen el deber de in-

tensificar el estadio de algunas de las disciplinas que tienen

directa relación con la magistratura : derecho -constitucional,

derecho civil, derecho comercial, procedimientos judiciales, etc.

No queremos la práctica en el sentido que le atribuyen los ruti-

narios y refregados, porque ella sólo sirve para formar oficinis-

tas o leguleyos capaces tan sólo de llevar a los estrados de la

justicia las triquiñuelas de la oficina o los manejos del foro

poco escrupuloso
;
queremos el conocimiento de los principios

aplicados a la vida diaria, a las necesidades más sentidas de la

sociedad, a sus problemas más hondos. Deseamos que se estu-

die a fondo el derecho vivido que a diario aplican los tribu-

nales y que se deje en paz a los agnados y cognados del dere-

cho romano o a los malayos de Ceylan o a los negritos del

África. En derecho constitucional, deseamos que se intensifique

el estudio de aquellas disposiciones que aseguran al hombre su

vida, su libertad y su patrimonio. En derecho procesal, anhela-

mos que quienes lo enseñen, se remonten a los principios para

hacer una ciencia de lo que muchos consideran hasta ahora un

arte y un arte subalterno. Alguien ha dicho que la práctica

forense sigue el mismo sistema de cierto civilista que, queriendo

enseñar derecho sucesorio, les leía a sus alumnos una colección

de testamentos que pacientemente había acumulado.

b) El nombramiento y remoción de los jueces tiene que sufrir

una honda transformación. No es posible que se continúe con el

sistema de nombramiento hecho por el presidente de la república

o por gobernadores de provincia, porque ese sistema no ofrece ga-

rantías de acierto suficiente. Le basta al Poder ejecutivo elegir a

quien tenga título de abogado, determinada edad y cierto núme-

ro de años de práctica, práctica no comprobada, para investirlo

de las facultades de resolver sobre la propiedad, la libertad o la

vida de los hombres. Carece, pues, el Poder ejecutivo de medios
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apropiados pava cerciorarse «le la aptitud del futuro magistrado,

El sistema es malo ; conviene modificarlo para evitar desig-

naciones que, por lo mismo que se hacen para toda la vida,

pueden ser irreparables dentro de los resortes ordinarios de

nuestro sistema de gobierno. Es indispensable que se justifique

la idoneidad del candidato por medio del concurso y de la práe-

tice de la judicatura.

En el país existen notorias prevenciones contra el concurso,

80 pretexto de que el título de abogado es garantía de la prepa-

ración de -quien lo posee. La experiencia nos demuestra el error

de los que así piensan. No sin razón sostiene Eaúl de la Gras-

serie, que la capacidad es de dos clases : teórica y práctica, y que

el estudi nte más aventajado, al egresar de la facultad de dere-

cho es generalmente incapaz de desempeñar funcionesjudiciales,

siendo la práctica de los negocios la que ha de darle las calidades

necesarias (Lajustice en Franee et dans Vetranger, pág. 23G).

El ejemplo de los viejos pueblos europeos, donde se exige el

examen o el concurso, es la mejor prueba de que el título de

abogado no basta para abrir el camino a la carrera judicial.

Si se compara las facultades del presidente de la república

como jefe supremo del ejército, con las que posee como jefe de

la administración civil, se advierte que en lo relativo a nombra

mientes están mucho más limitadas las primeras que las según -

das. Debería ser justamente al revés. Para ascender un capitán,

68 necesario que éste sea calificado por una alta autoridad, que

rinda examen y que su foja de servicios sea minuciosamente

consultada. Nada de eso se exige para nombrar un juvz.

VA presidente de la república no puede nombrar mayor a un

capitán si no tiene, por lo menos, cuatro años de antigüedad en

el grado, si no ha satisfecho plenamente las exigencias de co-

mando, moralidad y pruebas teóricas a que está sometido en

cada pUestO, y SÍ esta suma de condiciones no ha sido contro

lada y calificada por nn tribunal constituido por las más altas
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autoridades del ejército (art. (¡7 y sig. de la ley q° ím;t:í).

Si se ha podido limitar las facultades del presidente, como jefe

supremo del ejército, ¿cómo no ha de poderse hacer lo mismo

con las que le incumben respecto al nombramiento de los jueces .'

La ley puede establecer que sólo son idóneos para desem-

peñar la magistratura aquellos candidatos que hayan hecho la

práctica de las tareas judiciales y acreditado competencia en

un concurso de selección ante un tribunal clasificador, que po-

dría formarse con miembros de la magistratura, profesores de

la facultad de derecho y abogados con larga experiencia. El

tribunal compulsaría los servicios prestados en la magistratura

o en la abogacía, y, en todos los casos, exigiría un examen teó-

rico y práctico. Sólo así se alejarían los peligros de designar a

quien no tenga calidades para desempeñar las funciones deli-

cadísimas de juez.

Hay que convencerse que el título de abogado no es suficien-

te para asegurar que quien lo posee desempeñará con acierto

las tareas de juez. El título de médico vale más. El estudiante

de medicina trabaja sobre el cadáver y el paciente, siguiendo

en éste el curso de la enfermedad y disecando en aquél para

escudriñar las causas de la muerte. Es así que al salir del aula

lleva un inapreciable material adquirido en la práctica. En

cambio, el estudiante de derecho trasciende la universidad con

la cabeza llena de frases sonoras y de conocimientos las más de

las veces inaplicables.

El primero se despide de la facultad y trata, por todos los

medios a su alcance, de ingresar al hospital, donde trabaja sin

retribución veinte horas semanales, haciendo su preparación

técnica, que ha de armarlo de habilidad racional y científica
;

el segundo, si carece de clientela, continúa virgen de experi-

mentación y cada día se hace menos capaz.

Los médicos que dedican todas sus mañanas o todas sus tar-

des a sus servicios gratuitos del hospital, pasan de mil en
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Únenos Aires. Los profesionales que lian adquirido fama con-

tinúan experimentando, aprendiendo y enseñando en esa forma.

No existe un solo abogado con experiencia o sin ella que trabaje

al lado del juez, del fiscal o del asesor.

La medicina y el derecho observaban el mismo empirismo en

tiempos de Moliere y de Lesage. Aquélla lia sido revolucionada

por Claudio Bernard y por Pastear, y nosotros gozamos de los

beneficios de esa revolución; éste continúa donde lo dejó el

pasado y sigue aplicando las sangrías, la triaca y el pagliano

(Tomás Jofré, Manual de procedimiento, pág. 171 y sig\).

e) La responsabilidad de los jueces debe hacerse efectiva por

medio de un juicio menos pesado que el actual juicio político

«le acusación por la Cámara de diputados y juzgamiento por el

Senado. Tal sistema, que muchos creen funciona en Inglaterra,

donde tuvo su origen, ha sido dejado de lado en dicho país hace

más de un siglo y ha desaparecido de la legislación de los pue-

blos modernos. Apenas si se conserva como una reminiscencia

histórica en la justicia federal de los Estados Unidos, pues en

la justicia ordinaria de este último país los jueces son removi-

dos en muchos estados por el mismo pueblo que los nombra, a

lo que se agrega que el juicio político se hace menos necesario

porque el nombramiento sólo dura por pocos años.

Quizá fuera el mejor sistema para la remoción de los jue-

ces el que existe eu I
1
" rancia o en Italia, donde sus altas cortes

desempeñan la función que nuestra carta acuerda al Senado.

III

j
Como debe ser el proeedimieiit .' ¿Cuáles sol) los princi-

píos cardinales que deben presidir a la confección de un buen

código sobre la materia I
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a) El procedimiento moderno se inclina decididamente a la

oralidad, mientras nosotros nos encontramos aferrados al siste-

nía escrito, que liemos llevado a sus últimas conclusiones, poi

no decir hasta el absurdo. No es extraño que abogados de gran

"labor desconozcan al juez que lia de entender y fallar su pleito

y que para el litigante el palacio de justicia sea un templo impo-

nente y aplastador, donde ofician sacerdotes misteriosos, a quie-

nes jamás nadie lia visto ni oído. Muchos tienen curiosidad de

saber cómo son estos jueces y la raza a que pertenecen, pues

apenas si se tiene de ellos vagas noticias, como de habitantes

de otro planeta.

El procedimiento oral que existió en la colonia, aunque

atenuado, ha desaparecido totalmente en nuestras práctica».

Mientras que los países de Europa pasaron del procedimiento

escrito al oral, nosotros hemos hecho la evolución al revés.

Es con razón que autoridad tan competente como Chiovenda

en su PrincipU di diritto processuale chile, página 677, dice

:

«La experiencia sacada de la historia permite agregar que el

proceso oral es de largo tiempo el mejor y más conforme a la

naturaleza y a las exigencias de la vida moderna, porque sin

comprometer ninguna garantía intrínseca de la justicia, permi-

te que ésta se administre más económica, más simple y más

prontamente.

«La historia de las más notables reformas procesales realiza-

das en el siglo xix nos demuestra el progresivo avance del

proceso oral. Las primeras batallas por la oralidad tuvieron

caracteres prevalenteniente políticos y se agitaron, como se

comprende, en el campo del proceso penal. En este campo, la

oralidad fué adoptada por casi la generalidad de los pueblos

civilizados. Nuestro debate penal reposa en el principio supre-

mo de la oralidad y se desenvuelve como una aplicación lógica

de la misma.

« Que este principio haya tardado en conquistar el campo ve-
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ciño del proceso civil, depende del hecho que en éste no se pre-

sentó tanto como un principio i>olítico, cuanto como un simple

principio técnico-jurídico. No tuvo el caluroso apoyo de la masa,

sino la fría y meditada adhesión de los estudiosos, de los prác-

ticos, de los hombres de gobierno, que consideraron, de un lado,

la substancial identidad del proceso penal y civil, y del otro, la

benéfica influencia que el principio de la oralidad por sí mismo,

puede ejercer sobre el desarrollo de cualquier juicio.

« La primera gran ley procesal civil, en la cual la oralidad ha

triunfado es el reglamento procesal civil para el imperio germá-

nico, de 1877 (reformado en 1898 y en 1910). Quince años des-

pués de entrar en vigor ese reglamento, Austria derogaba el

proceso escrito consignado en el viejo reglamento, y con su nue-

vo reglamento de 1895 introducía la oralidad en el juicio civil.

La ley austríaca deriva de la germánica, pero ha aprovechado de

la experiencia de ésta, disciplinando la oralidad aún más rigu-

rosamente.

« En estos últimos tiempos, Hungría adoptaba igualmente el

proceso civil oral con el nuevo reglamento de enero de 1911,

que entró en vigor en 1914, y se encuentra inspirado en el mo-

delo germánico-austriaco.

« En cuanto a Francia, el Código de procedimiento civil ad-

mite la oralidad veste principio es considerado como una de las

bases fundamentales de dicha ley. »

La Audiencia y el Consulado, establecidos por los reyes es

pañoles en Buenos Aires, practicaron el procedimiento oral pero

en Corma imperfecta, que pudo haberse mejorado con el tiempo.

VA consulado fué la última creación de Bspaña en el organismo

judicial argentino y fué también la que más perduró, pues se

suprimió recién en 1802. Ante dicho tribunal el procedimiento

era cu gran parte oral. El] cuanto a la real Audiencia, una ve/

que los expedientes le iban en apelación, fijaba día para la vista

• le la causa, en la cual un funcionario oficial hacía la relación
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de la misma y las partes, mano a mano, discutían la cuestión.

Las prevenciones contra el sistema oral obedecen a razones

psicológicas y de conveniencia profesional que es necesario des-

virtuar. Hay gentes que piensan de buena fe que existen más

garantías en la escritura que en las palabras, y por desconfianza

a la arbitrariedad judicial, rechazan laoralidad. Esa prevención

pudo ser valedera en el pasado, donde los jueces amovibles de-

pendían del Poder ejecutivo, pero ha perdido toda importancia

con el honesto personal que actualmente ocupa los cargos de la

magistratura, principalmente en la capital de la república (1).

Xo hay que olvidar tampoco que el juez que administra justi-

cia en forma oral se encuentra mucho más vigilado que el que

lo hace en el silencio de su gabinete, con la posibilidad de las

delegaciones que se van sucediendo hasta llegar a los empleados

más subalternos.

Los abogados han sido siempre en nuestro país contrarios a

la implantación del juicio oral, porque es más cómodo para ellos

el proceso escrito, que no les reclama concepciones rápidas ni

sólida preparación.

El procedimiento oral es infinitamente superior al escrito,

porque pone en contacto al juez con la realidad de las cosas y

al litigante con el juez, poique permite administrar una justicia

más rápida y más humana y la reforma procesal debe hacerse to-

mándolo por base. Pero, para llegar a tal resultado, es necesario

preparar el terreno por las investigaciones de los estudiosos y

llevar al pueblo y a los poderes públicos el convencimiento de

los beneficios que reportará tal innovación.

Xo es posible, indudablemente, transformar nuestros hábitos

(1) Después de la sanción del Código dé procedimiento civil austríaco, que im-

plantó la oralidad. el 40 por ciento de los juicios termina en menos de un mes.

52 por ciento entre uno y tres meses y sólo duran más de un año el resto. Son

éstas las ventajas del sistema y ño es. por cierto, una de las de menor impor-

tancia.
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de un (lía para otro, porque somos un pueblo que tiene horror a

las cosas nuevas, y porque nos falta la corriente de opinión que

las impulsa, y es por ello que debemos tratar de llegar a la me-

jor justicia por medio de la evolución, si acaso una revolución

política no consigue tal objeto en forma más breve. Esa es la

razón que nos asiste para sostener un programa mínimo y no la

afirmación inexacta de que las reformas se hacen paulatinamen-

te. En todos los países las reformas se han hecho bruscamente,

porque sólo las aguas impetuosas que bajan de lo alto son capa-

ces de arrastrar la resaca que se opone a su paso.

b) Entrando directamente a la reforma de nuestro procedi-

miento civil, hay que tener en cuenta que en el sistema escrito

los trámites se desarrollan por etapas y que cumplida una de

ellas, no puede repetirse. Es así como existe un término para

contestar la demanda, otro para ofrecer la prueba o recibirla,

para alegar sobre su mérito, expresar agravios o contestar, etc.

A fin de acelerar los trámites en tal sistema, es conveniente re-

fundir esas etapas, economizando así tiempo y dinero.

Proyectaríamos que en la demanda y contestación las partes

expresen en conclusiones concretas y numeradas los hechos que

intenten probar durante el juicio e indiquen todas las pruebas

que hayan de aportar al mismo, siguiendo así al reglamento

austríaco, obra legislativa ensalzada por los jurisconsultos eu-

ropeos.

Producida la contestación de la demanda, o acusada la corres-

pondiente rebeldía, el juez procedería a convocar a las partes a

juicio oral para que expongan las razones que les asistan y jus-

tifiquen sus derechos, sin (pie lucra necesario dejar constancia

escrita de ello. lOn esa misma audiencia se recibiría, la prueba

de posiciones que se hubiere propuesto por actor o demandado.

En la audiencia a (pie nos acabamos de referir, el juez estaría

habilitado para resolver sobre la pertinencia e impertinencia de
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l;i prueba, Si se tratare de prueba a producirse dentro de la ca-

pital de la república, la tarea podría encomendarse a uno de loa

jueces de lo civil con sus secretarios y cuerpo de taquígrafos in-

dispensable, lográndose en esa forma una considerable economía

de tiempo.

Fijados por el juez de la causa, claramente, cuáles son los lo-

chos sobre que ha de versar la prueba, se evitaría el amontona-

miento de papel inútil, siempre que el juez a quien se sometiera

la recepción de la misma observase las siguientes reglas : Pro-

cedimiento oral, dejando una versión taquigráfica de lo pertinen-

te para agregarse al cuaderno de prueba; recepción de juramen-

to a los testigos y ratificación de los mismos sin necesidad de

dejar constancia de tales extremos; notificación a los testigos,

al citarlos, en que se les haga saber que si no comparecen sin

causa justificada, serán traídos por la fuerza pública, sin perjui-

cio del proceso por desacato; inapelabilidad de las resoluciones

que dicte el juez de prueba sobre administración de la misma,

sin perjuicio de que las pruebas denegadas se reciban en segun-

da instancia.

Como pueden presentarse cuestiones previas, relativas a la

competencia, a la personería de las partes, etc., la resolución

que les ponga término debe ser apelable al solo efecto devoluti-

vo, cuando así lo solicite cualquiera de los litigantes, sin perjui-

cio de que si el superior la revocare, se anule lo que se hubiera

hecho en el juicio principal.

Deducido un recurso por alguna persona de las que intervie-

nen en el juicio sin ser parte directa, como los peritos, los tes-

tigos, los abogados por su honorario, etc., se acompañará por el

interesado un testimonio de lo pertinente, que será cotejado y

firmado por el secretario, formándose incidente por separado, sin

elevar la causa principal al superior, el cual podrá pedirla ad

cfíectum videnái, por un término que no exceda de ocho días,

cuando el incidente llegase a estado de ser resuelto.
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Una de las causas que mayor demora produce en la tramita

ción de los juicios es el efecto suspensivo con que se acuerda el

recurso extraordinario ante la Suprema Corte. No hay ningún

inconveniente para que la ley disponga (pie el recurso ex-

traordinario ha de acordarse al solo efecto devolutivo. Las

leyes europeas, mejor estudiadas que las nuestras, así lo esta-

blecen.

La intervención del agente fiscal y del asesor de menores hay

<pie limitarla a lo estrictamente necesario, bastando al efecto la

notificación de todas las resoluciones para ponerlos en condicio-

nes de hacer las gestiones y pedimentos que crean oportunos.

Sólo se correrá vista a tales funcionarios en casos taxativamen-

te enumerados. Por ejemplo : a los asesores de menores, cuando

los padres, tutores o curadores soliciten autorización para reali-

zar alguno de los actos que no pueden ejercitarse sin ella. A los

agentes fiscales, cuando deban presentar la acusación.

c) Debemos introducir el juicio de référé, tan conocido en la

legislación francesa, donde la jurisprudencia le hadado todo su

desenvolvimiento, a cuyo efecto propondría disciplinarlo en los

siguientes términos. En caso de urgencia — exista o no juicio

pendiente — si se trata de estatuir provisoriamente sobre difi-

cultades relativas a la ejecución de un título ejecutivo, o de una

sentencia, se procederá según las reglas siguientes i

I
a El pedido será presentado al juez en turno. Si el juez no

estuviere en su despacho, el hecho será certificado por cualquie-

ra de sus secretarios, y en ese caso, el peticionante podrá re-

currir al reemplazante legal de aquel funcionario
; y asi sncesi-

vaniente ;

2 El juez resolverá inmediatamente lo que* corresponda, con

o sin audiencia de las partes. Kn caso de que citara partes, tes

tigos o peritos, podrá señalar un término de horas y prescindir

al efecto de las formas legales establecidas para la citación
¡
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3a No perjudicarán a lo principal las resoluciones adoptadas

en este procedimiento;

4 a Es privativo del juez exigir o no fianza
;

5* Los recursos se concederán al solo efecto devolutivo;

*>
a

Si las pruebas recibidas en este procedimiento lo hubieran

sido con audiencia de parte o fueran de imposible reproducción,

serán consideradas válidas para lo principal. Pero la parte per-

judicada podrá en todo caso producir en lo principal taclias u

otras pruebas para desvirtuar aquéllas;

7" Todos los días y horas son hábiles para este procedimiento;

8 a Este procedimiento es aplicable a los accidentes del traba-

jo, juicios de alimentos, prenda agraria y demás análgos. En él

no se correrá nunca vista o traslado a los ministerios públicos,

ni a las partes.

d) Propondría también modificar el Código de procedimiento

y las leyes federales en los siguientes términos

:

I
o Xo se correrá doble traslado de las cuestiones de puro de-

recho; ni procede segunda citación en ningún juicio;

2 o Bastará acusar una sola rebeldía para que se tenga por de-

caído el derecho que se ha dejado de usar;

3 o Xo proceden los recursos de apelación y nulidad en los

asuntos que no pasen de mil pesos. Las apelaciones en otra cía

se de juicios podrán fundarse. Si se tratare de interlocutorios, el

juez concederá el recurso en un solo efecto, a menos que declare

por auto fundado, que el cumplimiento de la misma puede cau-

sar un daño no susceptible de reparación más adelante, ni en la

sentencia definitiva;

4 o Si por ausencia del juez de la causa no fuera posible cele-

brar el juicio oral a que nos hemos referido, el secretario, al cabo

de media hora después de la fijada, concurrirá al despacho del

juez que siguiere en el orden de turno al de la causa, para que

presida la audiencia; y así sucesivamente. Esta circunstancia
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será comunicada directamente por el secretario a la cámara que

corresponda, la cual adoptará, si lo cree oportuno, las medidas

disciplinarias del caso;

5 o Cuando el embargo preventivo o definitivo recaiga sobre

cosas fundibles cuya conservación sea difícil o dispendiosa, la

diligencia se decretará con la orden de venta inmediata. La ur-

gencia será calificada por el juez, sin recurso alguno;

6 o Cuando un acreedor solicite señalamiento de término de

una obligación que no la tenga, el juez lo hará con simple au-

diencia oral o escrita del deudor;

7
o Para trabar embargos preventivos o definitivos, no es trá-

mite indispensable la previa intimación de pago, la cual podrá

hacerse hasta diez días después de practicado el embargo, que

se mandará levantar de oficio si el acreedor no lia conseguido

llenar esa formalidad. En este caso o cuando el pago se baga en

el acto de la intimación, las costas serán a cargo del acreedor;

s° No es permitido dictar providencias inútiles o que nada

resuelvan, tales como : « llágase saber el juez que va a conocer»

;

« ( oirán los autos según su estado»; «Cúmplase la resolución

del superior » ; Téngase presente»; etc. Tampoco se podrá lla-

mar autos, sino se tratare de sentencias definitivas en juicios

ordinarios;

i> El juicio de desalojo puede promoverse antes del vencí

miento del término de la locación, pero en este caso, el juez po-

drá imponer las costas al demandante vencedor, de acuerdo

con la conducta observada por el locatario en el juicio. La sen-

tencia sólo podrá cumplirse al vencimiento del término de la

locación

;

10 Los expedientes no podrán en ningún caso Volver a pri-

mera instancia por nulidad de procedimiento o del fallo; pues

en tal caso el tribunal superior deberá substanciar y decidir la

eausa, observando el procedimiento oral y el principio de la

cont ¡nuidad.
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e) En lo que se refiere al juicio ejecutivo, lo acordaríamos no

solamente por cantidad líquida en dinero efectivo, sino también

por cantidad líquida en especie, computada a moneda nacio-

nal siguiendo el modelo de otros códigos de Europa y América.

En lo que ataña a las obligaciones de hacer, o de no hacer,

el juicio ejecutivo se tramitaría de acuerdo con las siguientes

regias

:

I a Hay acción ejecutiva en las obligaciones de hacer, siem-

pre que, siendo éstas determinadas y actualmente exigibles, se

liaga valer para acreditarla alguno de los títulos enumerados en

el artículo 465 del Código de procedimiento

;

2 a Si la deuda consistiere en la constitución de una obliga-

ción por parte del deudor, el juez podrá proceder a nombre de

éste si, requerido, no cumpliese dentro del plazo que le fuera

señalado al efecto;

3 a Si la obligación consistiere en la ejecución de una obra

material, el juez mandará intimar al deudor el cumplimiento de

ella, señalándole un plazo prudencial para que dé principio al

trabajo;

4a Si vencido el término legal, el deudor no opusiese excep-

ciones, el acreedor podrá usar de su derecho, sin otro trámite
;

5a Si se tratare de un hecho que pueda ser ejecutado por ter-

cero, se autorizará al acreedor para que, en caso de falta de cum-

plimiento y a su instancia, haga ejecutar la obligación a ex-

pensas del deudor. El acreedor puede pedir, al propio tiempo,

que se embargue bienes del deudor suficientes para abonar los

gastos que ocasione la ejecución

;

tí
a Siempre que hubiere de procederse de conformidad con el

inciso anterior, el demandante presentará, junto con su solici-

tud, un presu-puesto de lo que importa la ejecución de las obli-

gaciones que reclama. Una vez notificado del presupuesto, el

demandado tendrá tres días de plazo para examinarlo. El silen-

cio, dentro de dicho plazo, comportará aceptación
;
pero si se



PROCEDIMIENTO CIVIL 417

dedujere objeciones, dicho presupuesto será practicado por pe-

ritos, de acuerdo con las reglas del Código de procedimiento

civil;

7
a Determinado el valor del presupuesto en la forma que lo

establece el párrafo anterior, el deudor estará obligado a con-

signar su importe dentro de tercero día a la orden del juzgado,

para que los fondos necesarios sean entregados al ejecutante a

medida que el trabajo lo requiera

;

8 a Agotados los fondos consignados, el acreedor podrá soli-

citar aumento, justificando en forma sumaria y con audiencia

de la contraparte, que ha habido error en el presupuesto o que

han sobrevenido circunstancias imprevistas aumentadoras del

costo de la obra

;

9a Concluida la obra, el acreedor deberá rendir cuenta de la

inversión de los fondos suministrados por el deudor;

10 a Si el deudor no consignare a la orden del juez los fondos

decretados, se procederá a realizar los bienes embargados en la

forma establecida para el cumplimiento de la sentencia de re-

mate en el Código de procedimiento;

11 a Si el acreedor no pudiere o no quisiere hacerse cargo de

la ejecución de la obra debida, de conformidad con las disposi-

ciones que preceden, podrá compeler al deudor al pago de daños

y perjuicios;

12" Si el hecho fuere de tal naturaleza que no pueda ser eje-

cutado por tercero y dependa únicamente de la voluntad del

deudor, el acreedor podrá pedir que se compela al deudor al

cumplimiento de la obligación por medio de multas que el juez

fijará prudencialmente dentro del máximum de tres mil pesos

moneda nacional;

1'. En <-iso de contravención por parte del deudor a la obli-

gación de no hacer alguna cosa, el acreedor podrá pedir que

a costa «le aquél se repongan las cosas, dentro de lo posible, al

estado en «pie se hallaban. 101 deudor será condenado al pago de
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una inulta por cada contravención hasta llegar al máximun de

tres mil pesos moneda nacional.

La disposición contenida en el apartado anteriores aplicable

al caso en que el deudor, estando obligado a tolerar la ejecución

de un hecho, se resista a ello;

14 a El importe de las multas impuestas, en los casos que exa-

minan los párrafos anteriores, será entregado al acreedor para

compensar, hasta donde sea posible, los daños y perjuicios que

le irrogue la demora en el cumplimiento de la obligación de que

se trata.

Trataríamos de simplificar el juicio hipotecario por cobro de

pesos, estableciendo un procedimiento parecido al que han es-

cogitado las sociedades hipotecarias del país en los contratos

de mutuo que celebran, e implantando el juicio oral, en cuanto

fuere viable ; limitaríamos considerablemente las tercerías, pa-

ra que dejaran de ser una colusión entre el tercerista y el

deudor.

De todas las cámaras de apelación haríamos un tribunal úni-

co, que se moviese con unidad de acción y suprimiríamos la

división de jurisdicciones civiles y mercantiles, que no tiene

razón de ser.

Tales son las principales reformas que nos parece podrían

introducirse de inmediato en nuestro procedimiento civil, sin

cambiar radicalmente la fisonomía del mismo y que servirían

para implantar en toda su extensión el juicio oral y su conse-

cuencia necesaria, las pruebas morales y el fallo inmediato.

Tiempo es ya de que nos preocupemos de nuestra justicia

para que pueda decirse con verdad que ella es buena, barata y

rápida.

Tomás Jofké.
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27. Organización del poder local. — Congresos de soviets : regionales, de

gobierno, de distritos, de municipios rurales. — 8a composición y elec-

ción. — Ninguna intervención directa del pueblo. — Órganos délos con-

gresos locales. — Base de la representación en el seno de los congresos

locales. — Por número de « electores », por número de « habitantes », o

por número de miembros dé los « soviets ». — Soviets de diputados : en
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extranjeros. — Base del derecho electoral : el trabajo productivo y útil.

— Quiénes están privados de los derechos políticos. — Procedimientos

electorales. — Comisiones. — Verificación de mandatos. — Elecciones

parcial o totalmente anuladas. — Juicio de las elecciones. — Revocación

de mandatos.

29. El presupuesto. — Castos y recursos para la nación. — Presupuestos

30. símbolo* de la república.

31. Organización de la justicia. — lina opinión sovietista sobre la justicia,

y el derecho en la república. — Bases de la organización judicial. —
Libertad de interpretación del derecho, legislación general.de fondo,

centralización de la actividad judicial. — Primer decreto de reorgani-

zación judicial. — Tribunales locales menores en materia civil y crimi-
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32. Conclusión. — Nota sobre la bibliografía.

1. Los principales países de Europa han sido teatro de gran-

des hechos sociales durante la guerra y después dé la guerra.

Revoluciones violentas y revoluciones pacíficas; derrumbe de

instituciones seculares y nacimiento de nuevas instituciones;

transformaciones profundas y cambios en la estructura de los

gobiernos; pérdida de la influencia social «le las clases privile-

giadas y aumento (lela influencia social délas clases trabajado-

ras; nuevos conceptos democráticos y nuevas tendencias para

la organización política y económica de los pueblos, todo ello

ha venido de hora en hora, en vertiginosa sucesión, solicitando
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la atención del mondo. El mundo espera ya con calma el «Íes-

arrollo de este ciclo del progreso de la humanidad, uno de tan-

tos en la civilización.

Se ha modificado la geografía política de Europa, y la Histo-

ria podrá comprobar la presencia de fuerzas morales y cons-

cientes, intencionalmente dedicadas a imprimirle rumbos. Han

nacido nuevos estados por desmembración de los antiguos ; se

lia afirmado, a favor délas colectividades nacionales, el derecho

de disponer libremente de sus destinos; la consulta a los habi-

tantes ha sido empleada como medio razonable de determinar

su incorporación a otras sociedades políticas. Se ensancha enor-

memente el campo de la vida democrática inglesa con los dere-

chos políticos y civiles a las mujeres; crece en este país, en nú-

mero y en fuerza, la organización sindical de los trabajadores,

cuyo brazo se alarga y se acerca cada día más a la nacionaliza

ción de las principales industrias (minas y transportes genera-

les), al par que son llamados a un activo control por su parti-

cipación en el gobierno de los talleres y de las fábricas, y en la

dirección superior de la industria. En Bélgica se estabiliza el

sufragio universal y se amplía a favor de las mujeres. Italia y

Francia incorporan, después de gran resistencia de sus fuerzas

políticas conservadoras, la representación proporcional. En

Francia, la Confederación general del trabajo entra en juego

asumiendo una franca participación en las cuestiones naciona-

les e internacionales vinculadas a los intereses obreros, al mis-

mo tiempo que los escrutinios de las fuerzas políticas acusan

una acentuada progresión de las fuerzas sociales de renovación

y llegan en Italia al triunfo las fuerzas obreras que, durante la

guerra, habían sido exponente déla no intervención. En Alema-

nia, una revolución suprime la monarquía y se organiza en repú-

blica democrática con fuerzas socialistas moderadas y fuerzas

progresistas de la burguesía unidas para impedir la restaura-

ción monárquica, con el sufragio universal para ambos sexos y
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ana modernizada constitución. Austria levanta por sobre sus

campos ensangrentados por la guerra, aniquilados por la derro-

ta y diezmados por el hambre, la bandera republicana. Hungría

ensaya, entre la transacción y la violencia, el triunfo de la revo-

lución. Pero todas las miradas, las miradas de todo el mundo, se

detienen en Rusia, donde la revolución ha volteado el imperio

tradicional y secular de los zares, y donde fuerzas sociales pro-

fundas aparecen en la superficie súbitamente transformadas.

para la guerra civil interior y para la defensa nacional, para la

guerra de clases y para la organización social.

La prensa se ha ocupado de los acontecimientos de Rusia. Día

a día el espectro de la tiranía y de la violencia estaba delante de

nosotros gracias al cable. Los más grandes absurdos políticos,

las más atroces crueldades humanas; las más disparatadas me-

didas legales; las aberraciones más trágicas que puede concebir

la mente del hombre para atribuirlas a sus semejantes ! Pero el

tiempo, que todo lo sabe y todo lo descubre, se ha encargado de

modeiar el color del espectáculo, de fijar las líneas con más

seguridad sobre personas y hechos; de darnos la clave para la

explicación, para la interpretación, para la justificación: de

reducir a sus justas medidas aquel episodio social en (pie pare-

cían mezclarse informes todos los terribles círculos del infierno

dantesco.

U. Yo me propongo escribir sobre la Constitución de la repú-

blica rusa. Pero la Constitución no podría ser comprendida en

sus disposiciones y aspectos fundamentales, si el lector care-

ciera de mía reseña de los sucesos «pie le dieron origen, como

no podría explicarse la posición y nomenclatura de los grupos

sociales organizados que la lian llevado a término, careciendo

«le una mención aun rápida de su historia y de sus diferencias.

La revolución rusa tiene dos etapas: la primera comprende

l;i Caída del imperio V el paso del poder político a manos de los
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partidos democráticos burgueses y socialistas la segunda es el

paso del poder político de las manos de los partidos democráti-

cos burgueses y socialistas a manos de los obreros urbanos y

rurales, bajo la dirección del partido socialista demócrata mayo-

ritario, con exclusión de toda otra fuerza política por democrá-

tica y por avanzada que sea, que no acepte (pie el poder deba

estar íntegramente en manos del proletariado de la ciudad y de

los campos, organizado en « consejos» o soviets.

De treinta años a esta parte, Rusia lia sido un vasto escena-

rio de episodios sociales, a medida que el desarrollo de sus fuer-

zas económicas ha ido determinando la acentuación de sus cla-

ses y creando en el seno de ellas las condiciones morales y

materiales para la futura revolución. Exteriorización de ellas

lian sido las agitaciones violentas y sangrientas: las huelgas

parciales y generales: las medidas extremas empleadas para

evitar la expansión délas ideas democráticas y revolucionarias.

Sus partidos obreros han debido emplear en su lucha gigan-'

tesca todas las armas legales e ilegales : el atentado personal, el

terror, la insurrección, la violencia sistemática, el sufragio. Han

sido organizaciones secretas y han sido organizaciones públicas.

Estuvieron en la conspiración y en el destierro y estuvieron en

las plazas, en la prensa legal y en el parlamento. La guerra ruso-

japonesa fué aprovechada como la oportunidad para la revolu-

ción social. Pero los acontecimientos demostraron a las fuerzas

revolucionarias de Rusia, que la oportunidad no había llegado.

La revolución, ahogada en sangre en 1905., estaba destinada a

reaparecer, sangrienta una vez más, pero triunfante, en las su-

cesivas jornadas de 1917.

Han sido actores principales, como partidos socialistas y obre

ros, en los sucesos de 1917 y en sus cambios políticos y medidas

generales, dos grandes núcleos organizados de treinta años a

esta parte : el Partido socialista revolucionario de Rusia y el

Partido social-demócrata obrero.
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El programa de esos partidos tendía a obtener las libertades

civiles y políticas esenciales en una democracia: a asegurar los

derechos de los trabajadores ya resolver el agudo y grave pro-

blema de la tierra, que en Rusia, en virtud de formas tradicio-

nales típicas, tenía un carácter peculiar. Concepciones teóricas

sobre el valor de las fuerzas agrarias dividieron a los dos grupos

y la táctica de partido contribuyó a ahondar las diferencias.

« Durante los primeros aííos (del Partido social-demócrata)

fué el « economisino » lo que dominó en sus filas ; se gastaba

toda la energía en la organización económica del proletariado.

despreciando la lucha política. El gobierno estaba muy conten-

to », dice N. Tasin en su libro- sobre la Revolución rusa, de

reciente publicación. « El gobierno llegó hasta intentar la crea-

ción de una especie de sindicalismo zarista. A la cabeza de éste

se encontraba el ilustre general Zubatov. jefe de la policía de

Moscou. Por medio de sus agentes hacía todo lo posible para

sugerir a los obreros que la única cosa que debía interesarles

era la lucha económica contra la burguesía y que el gobierno

estaba completamente dispuesto a ayudarles en esa lucha. Para

ganar la confianza de los obreros hasta provocó huelgas... »

ípág. 23).

« Paralelamente con el Partido social demócrata se había

desarrollado el Partido socialista revolucionario... La actividad

de este último partido se basaba principalmente en los campe

sinos. Sus adheridos se reclutaban sobre todo entre los intelec-

tuales... Las esperanzas que abrigábanlos socialistas revolucio-

narios de sublevar millones de campesinos contra el zarismo,

fracasaron: las «tendencias socialistas latentes» del «mir»

quedaban siempre latentes y todos los sacrificios, todo el ardor

• le los militantes fueron est ('-riles... » (|»ág. L'.'J y 34).

:;. lia crisis interna en el Partido socialista revolucionario se

produce por la cuestión délos medios de acción. Aparecen en el
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congreso de 1900 las dos tendencias. Los « maximalistas », par-

tidarios del terrorismo sistemático en las campañas y en las

usinas, y los «minimalistas», partidarios de la organización

interna del partido para la acción constructiva, partidarios <lc

un programa de reformas políticas y económicas. « Por atrayen-

tes y fáciles que puedan parecer a algunos cantaradas estos

métodos de lucha (los terroristas), el partido no puede dejarse

llevar por la tendencia a seguir la línea de la menor resistencia.

El movimiento campesino en particular ofrece ya por sí mismo

un gran número de peligros que amenazan con hacerlo degene-

rar en parte y con empequeñecerlo... Lo que este método traería

de seguro no es la socializaeión de la tierra, sino su apropiación

por pequeños grupos aislados, apropiación desigual que puede

traer conflictos en el porvenir, diferencias y guerras civiles

entre los campesinos mismos... Lo que exigen los intereses del

partido— que no son otros que los del socialismo — no son esas

apropiaciones no regularizadas, sino una expropiación revolu-

cionaria organizada de los propietarios territoriales, expropia-

ción en que la tierra libre sea proclamada como propiedad nacio-

nal, cuya administración y disfrute deben ser determinados por

la Asamblea constituyente... » « La señal de esta expropiación

territorial general es, en síntesis, la señal de la insurrección de

todo el pueblo. Por el momento, el partido no determina el día

de esta insurrección; no convoca al país a levantarse en un plazo

dado; no hace sino prepararse como para un acontecimiento que

será necesariamente provocado por la política gubernamental y

por la situación general del país, cuyo día se aproxima con una

rapidez siempre creciente. » (L!'Internationale ouvriére et socia-

liste, vol. II, pág. 188, 1907.)

1. El mismo partido, estableciendo los fundamentos de su

programa, decía : « El programa de esta revolución es : la socia-

lización del trabajo, de la propiedad y déla industria; la supre-
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sión, con la propiedad privada, de la división de la sociedad en

clases; la supresión del carácter coercitivo moderno de las ins-

tituciones sociales, la conservación y el desarrollo de sus solas

funciones normales tendientes a la organización metódica del

trabajo universal para provecho de todo el inundo» (pág. 195).

« La realización completa de su programa, es decir, la expropia-

ción de la propiedad capitalista y la reorganización de la pro-

ducción y de todo el régimen social sobre nuevas bases socialis-

tas, supone la victoria completa de la clase obrera organizada

en Partido socialista revolucionario y, en caso de necesidad, el

establecimiento provisorio de su dictadura revolucionaria »

(pág. 198). Pero « mientras esta clase obrera, constituyendo una

minoría revolucionaria, no pueda ejercer sino una influencia

parcial sobre el cambio de régimen social y sobre la marcha de

la legislación... » el partido propenderá a realizar un programa

que tienda a orientar a la clase obrera hacia sus fines, elevando

su nivel intelectual, sus necesidades, y consolidando sus posi-

ciones de combate (pág. 199).

El partido marcaba sus puntos de vista en cuanto al régimen

agrario, declarando en su programa que, en interés del socia-

lismo y de la lucha contra el principio de la propiedad bur-

guesa, se apoyaría « en las ideas, en las tradiciones y en las

formas de la vida campesina, /andadas sobre la posesión comu-

nal del suelo y sobre el trabajo directo del cultivador en gene-

ral, concepción que considera la tierra como el patrimonio co-

mún de aquellos que la trabajan ». El partido debía sostener la

« socialización » de todas las tierras, es decir, la substracción

de las tierras «lela esleía del comercio y su vuelta a la comuni-

dad sobre las siguientes bases:

k) Administración de las tierras por los órganos cent rales y

locales del sel/ (/ormimrul popular, desde las comunas urbanas

y rurales liasta las instituciones regionales y centrales:

h) El uso de la tierra se basará en el trabajo y en el principio
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igualitario, es decir, que deberá garantir la satisfacción de la>

necesidades del productor trabajando individualmente él misino

o en sociedad;

c) La renta deberá ser utilizada, por un modo especial de im-

posición, para las necesidades colectivas;

d) El uso de las tierras que tengan una importancia más oran-

de y más general (grandes bosques, pesquerías, etc.) será regla-

mentado por los órganos superiores del self govemment; las

riquezas del subsuelo pertenecerán a] Estado:

e) Las tierras serán expropiadas en favor de la Nación sin

ningún derecho de rescate;

f) Las víctimas de esta transformación económica no tendrán

sino el derecho a la asistencia colectiva durante el tiempo (pu-

les sea necesario para adaptáis» 1 a las nuevas condiciones de

existencia (pág. 202-203).

El Partido revolucionario reclamaba y elegía como terreno

de agitación una asamblea constituyente, que se encargara de

'

liquidar el régimen absolutista y de transformar las condiciones

sociales hacia el principio de la soberanía de la nación, de la

intangibilidad de las libertades individuales y de la defensa de

los intereses del trabajo (pág. 204).

Los « minimalistas » que aceptaron este programa y repudia-

ron la táctica terrorista, eran en realidad la fuerza del partido.

y recibieron más tarde nuevos aportes de progreso. Los « maxi-

malistas » abandonaron sus filas para confundirse y tomar sitio

en el movimiento anarquista, es decir, fuera de la política y de

la organización.

En la segunda Dama, 104 diputados subscribieron un pro-

yecto de ley estableciendo las proposiciones fundamentales de

la ley agraria, sobre los principios del programa anteriormente

señalados, proyecto que fué redactado por el grupo parlamen-

tario socialista del Partido revolucionario.

«Los socialistas revolucionarios basan toda su acción sobre la
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masa rural. Rusia (dicen) es un país agrícola por excelencia. Los

campesinos componen el 80 por 100 de su población. Por eso

consideran una candidez poner todas sus esperanzas en la acción

revolucionaria del proletariado, como liacen los social-demócra-

tas. El proletariado no equivale masque al 3 por 100 del pueblo

ruso y por lo tanto tiene muy escasa importancia social. Jamás

dispondría de fuerzas suficientes para derribar al zarismo y rea-

lizar sus ideales socialistas. Por el contrario, los campesinos,

merced a las mismas condiciones de su vida, serían, sin sospe-

charlo ellos mismos, socialistas por instinto y por tradición »

(El triunfo del bolchevismo, por León Trotski, edición española,

Biblioteca nueva, pág. 41, prólogo deX. Tasin, Madrid, segunda

edición). Se fundaban en el « mir », especie de comuna agraria,

donde cada miembro tenía voz y voto, celebraba sus asambleas

al aire libre, administraba todos sus asuntos comunales, repar-

tía la tierra dándola a los que la necesitaban o quitándosela a

los que calecían de fuerza o de energía para trabajarla: vigila-

ba la intensidad de trabajo, determinaba la cantidad de impues-

tos que debía pagar cada habitante de la aldea, etc. (pág. 42).

Era «una clase de sel/ govemment campesino, de autonomía

regional». Pensaban, los socialistas revolucionarios, que la

Liberación de los campesinos del yugo zarista, trocaría las con-

diciones del « mir», y los campesinos así liberados, teniendo en

su organización tradicional un «socialismo latente» pasarían a

serlo en efectividad.

ó. Por su parte, el núcleo del Partido social demócrata pro-

fesaba en cuanto a la cuestión agraria los principios siguien-

tes (1) :

i Supresión de todas las restricciones que afecten la perso-

(1) La premüre annA <h h, rétolution mué, man Í9Í7 ei man I'.'is.

v. V'ictoroff-Toporoff. Agencia de I* preña* rata, página 200, Berna, L91I
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nalidad o el uso <le los bienes materiales, en la situación <le los

campesinos

;

2 o Supresión <le todas las obligaciones pecuniarias u otras qne

resulten de la situación inferior impuesta a los campesinos

:

anulación de todos los censos resultantes de obligaciones con-

tratadas por ellos que presenten el carácter de corveas

3 o Confiscación de las tierras de las iglesias, conventos,

mayorazgos y de la corona ; transferencia de estas tierras asi

como de los dominios del Estado, agrandes órganos de adminis-

tración local autónoma, cuyo campo de acción comprenda a las

municipalidades y zemtsvos ; las tierras necesarias para fundos

de colonización así como las aguas y los bosques que presenten

un interés general serán puestos a disposición del Estado demo-

crático;

4 o Secuestro de los dominios rurales pertenecientes a parti-

culares, con excepción de las pequeñas propiedades ; transfe-

rencia de estas tierras a los órganos designados por las admi-'

nistraciones locales autónomas, elegidos según los principios

democráticos ; las administraciones locales fijarán el mínimo de

proporción de las tierras a confiscarse.

« El partido social-democrático obrero, sosteniendo siempre

la acción revolucionaria de las masas rurales, comprendida la

confiscación de. los dominios señoriales, se opondrá enérgica

mente a toda tentativa de disminuir el desarrollo económico. El

partido se esforzará, en caso de triunfo de la revolución, por

colocar los territorios confiscados en manos de las instituciones

democráticas de la administración local autónoma; y en caso

en que las condiciones sean desfavorables a esta operación, se

inclinaría por la repartición de los dominios señoriales entre

los campesinos, con el propósito de hacer predominar las pe-

queñas propiedades. En cualquier caso y en cualquier estado

de una reforma democrática, el partido se empeñará en «Íes-

arrollar y fortificar la organización de clase del proletariado
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agrícola, en enseñarle que sus intereses son absolutamente irre-

conciliables con los déla burguesía rural, en ponerle en guardia

contra la tentación de dejarse conducir hacia la pequeña pro-

piedad — que en vista del actual sistema de producción de las

mercaderías, no podría obviar la miseria de la masas, — y final-

mente, mostrarle la necesidad de un cambio social absoluto. »

Por su parte, Tasín, en el prólogo de la edición castellana de

la obra de Trostki, sintetiza las ideas generales de Partido social

demócrata, en las siguientes palabras :

« Basaban toda su acción en la concepción marxista de la

lucha de clases, afirmando que todo país tiene fatalmente que

pasar por las fases de la evolución capitalista. Por consecuencia

era candido luchar contra la civilización creada por el capitalis-

mo y abogar por las formas más atrasadas del comunismo pri-

mitivo. Por el contrario, los socialistas debían desarrollar las

formas de la civilización moderna (es decir, el maqumismo, la

división del trabajo, la intensidad de la producción, etc). Sólo

los utopistas podían retrotraer al pueblo hacia el comunismo

primitivo con sus formas rudimentarias de producción. Nuestro

deber — decían los social-demócratas — consiste en tomar del

capitalismo todo lo bueno, pero prescindiendo de los capitalis-

tas como parásitos inútiles y convirtiendo a los obreros en

dueños absolutos de su trabajo. Por consecuencia, el * mir» con

sus formas arcaicas no sería capaz de conducir al pueblo ruso al

triunfo del socialismo... Naturalmente, en un país agrícola como

Rusia no se podía despreciar la masa campesina. Pero — dicen

los social-deniócratas — también en el campo hay lucha de

clases. Los grandes terratenientes y los campesinos ricos explo-

tan cruelmente ¡i los campesinos pobres. Hay que intensificar

por todos los medios esta lacha (1). Además, loa campesinos

(1) € Antea de la revolución— dice N. Taeio. en la obra citada, página, 305 —
lo- 180.000 terrateniente* rusoa (pomeehiki*), poeefan SO.000.000 de • deaiatínaa -

nina deeia i ¡na equivale a i i - heetéreae) mientra* que loa más <l<- 100.000.000
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desposeídos, se ven obligados a abandonar los campos y diri-

girse a las ciudades buscando trabajo en las fábricas y con-

virtiéndose, «después de ser cocidos en las calderas délas fá-

bricas» en proletarios, es decir, en soldados del socialismo... »

(págs. 47 y 48).

G. Si los socialistas revolucionarios dividiéronse en «uiaxi-

malistas » y «minimalistas», a su turno los socialistas demócra-

tas dividiéronse en « mayoritarios» o bolchevistas y en « mino-

ritarios » o menchevistas.

« En los social-demócratas la división se produjo desde el

comienzo «le la (primera) revolución, en su segundo congreso de

1905, pero sobre todo en los congresos realizados en Stokolmo

en 1900 y en Londres en 1907, en la fracción délos «bolche-

viki » que tenían como principal representante a Lenine y los

« mencheviki » cuyos liders eran Plekanoff, Martoff y Dann.

Está última fracción había quedado efectivamente en minoría

en los primeros debates sobre la táctica y de ahí su nombre.

Aunque en las grandes controversias internacionales los repre-

sentantes de los minoritarios tenían más bien la reputación de

ser unos doctrinarios y unos intransigentes poco tiernos con el

liberalismo y los partidos « avanzados » de la burguesía, se dio

el caso que sus adversarios mayoritarios (bolcheviki) les repro-

de campesinos disponían sólo de 110.000.000 de desiatinas de tierra. En muchas

comarcas los campesinos morían de hambre, no disponiendo más que de una o

dos desiatinas, mientras que junto a ellos existían grandes señores, dueños de

extensiones de tierra fabulosas, alcanzando a menudo un millón de desi&tinas. »

La gran masa campesina sufría la falta de tierras y las esperaba de la expro-

piación : en 1913 sobre unos 400.000.000 de desiatinas el 25,8 por ciento estaba

en manos de propietarios indiferentes, el 35,1 por ciento era propiedad colectiva

de las aldeas rurales y el 39,1 por ciento era propiedad de la corona, la iglesia u

otras instituciones. De las tierras de propiedad privada sólo el 15 por ciento esta

ba en manos de verdaderos campesinos y el resto en las de la nobleza, comer-

ciantes y extranjeros (La internacional y la revolución, por A. de Tomaso,

pág. 115).
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charan en el movimiento ruso por ser demasiado benevolentes

para con los « Cadetes » y otros liberales. »

« Plekanoff y sus amigos (minoritarios obolcneviki) sostenían

que en la revolución, que no podía ser sino una revolución bur-

guesa realizando las condiciones de la vida política y social de

la Europa occidental, el motor principal del movimiento era la

burguesía, siendo el papel del proletariado el de una extrema

izquierda acentuando y acelerando el movimiento general, pero

cuidándose mucho de no espantar demasiado a la burguesía,

para no lanzarla en brazos de la reacción. Los minoritarios no

esperaban nada o esperaban poco del « populismo » campe-

sino. Veían, al contrario, en el mundo rural una masa reac-

cionaria. »

« Por su parte los mayoritarios (bolcheviki) (Lenine) pensaban

que la revolución se llevaría a término con la ayuda délas

fuerzas proletarias y campesinas reunidas. Preconizaban sin

cesar el levantamiento armado. Oponían la situación revolucio-

naria de hecho de los paisanos a la actitud antirevolncionaria

y conciliadora frente al zarismo de los liberales, que nunca,

durante el período revolucionario, habían abandonado la idea

monarquista » (Le mouvement socialistc International, LJncyclopc-

ilic socialista, syndicale et cooperative, pág. .'>!>!>).

7 . E¡] cuadro general de los partidos actuantes en la revolución

y la situación interna de cada uno de ellos era, según Etienne

Buissón, en su libro Les bolcheviki, tuií-tuíu, París, Fischba

cher. 1919, páginas IX y siguient es, del que tomo estas referen-

cias, como sigue :

Octubristas o « Partido liberal republicano», representa a la

alta burguesía, de poca importancia numérica;

Partido radical demócrata : Liders : lOtremofy Hernastky, pro-

gresistas. Agrupación de poca importancia;

Partido constitucional demócrata (K. I). : Cadete), también se
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denomina « Partido de la libertad del pueblo » : << La Rusia debe

llegar a ser una república parlamentaria y democrática. El po-

der legislativo debe estar en manos del pueblo. » Un presidente

de la república irresponsable y un gabinete responsable ante el

parlamento constituirían, según el programa Cadete, el Poder

ejecutivo. Es el más importante de los partidos no socialistas.

Sus liders principales : Roditcheft", Miliukof, Vinaver, Makalkof.

Chingaren', Kokokchine, etc.;

Partido popular socialista (llamado también « socialista popa

lista »), se separó del Partido socialista revolucionario después

de la disolución de la Dama, en 1900, por estar en contra de la

táctica terrorista. Tiene un programa político semejante al del

Partido socialista revolucionario, pero afirma la solidaridad de

clases, es contrario a la dictadura de clase. Es un partido de

poca importancia numérica y compuesto de intelectuales sin in-

fluencia en las masas. Liders : Pecheklionoft', Miakotine, Koro-

lenko, el gran escritor;

Partido socialista revolucionario al que ya me he referido, y

cuyas divisiones internas en los días de la revolución eran las

siguientes

:

a) Socialistas revolucionarios de la derecha, liders : Argou-

noít', Savinkoff. A este grupo se incorporaron los «trabajistas »,

al que perteneció Kerensky. En política exterior el partido as-

piraba a la continuación del esfuerzo militar ruso hasta el triun-

fo de los aliados, abatimiento del militarismo prusiano y paz de-

mocrática durable. En materia de política interior : acción com-

binada con los partidos burgueses de la izquierda y reunión de

una Asamblea constituyente;

b) Socialistas revolucionarios del centro, liders : Tchernoff,

Got«, Sensinoff, Soukhomline. Es el grupo más importante nu-

méricamente. Este grupo se dividió a su vez, en cuanto a la apre-

ciación de la política exterior, en una mayoría cuyo lider era

Tchernoff, netamente kientaliano, partidario en consecuencia de



LA REVOLUCIÓN RUSA 465

la paz general inmediata, y la minoría, partidaria de la defensa

nacional.

En política interior está unido para pedir la reunión de una

Constituyente y un gobierno elegido por ella. Rechaza la cola-

boración con los grupos burgueses y con los bolchevistas. Este

grupo obtuvo mayoría en las elecciones de la Constituyente;

c) Socialistas revolucionarios de la izquierda, liders : Kam-

kof, Natanson, Steiberg, etc. Durante la revolución muy vincu-

lado al grupo bolchevista, habiendo colaborado con éste durante

los primeros tiempos de la dictadura. La paz de Brest Litovsk

determinó la separación entre revolucionarios de la izquierda y

bolchevistas, habiendo aquéllos en consecuencia abandonado los

siete puestos que tenían en el Consejo de los comisarios del

pueblo

;

Partido social demócrata, del que ya he hablado, se encontra-

ba durante la revolución dividido en tres grupos internos

:

a) El grupo Unidad (Edinstvo), cuyo programa en política ex-

terior era la defensa nacional, la continuación de la guerra de

acuerdo con los aliados, paz democrática. En política interior

:

acuerdo con los partidos burgueses, asamblea constituyente. De-

cidido opositor de los bolchevistas. No tiene importancia numé-

rica y no obtuvo representación en la Constituyente;

b) Menchevistas (Mencheviki), divididos a su vez en tres gru-

pos : los de la derecha, vinculados al grupo Cuidad; el grupo de

Tclikeidze y Tseretelli, internacionalista al comienzo de la re

volucióii, se aproximó después al grupo de la derecha, y los men-

chevistas de la izqnierda o intemacionalistas, partidarios de la

Constituyente, enemigos de un gobierno de coalición y adversa1

ríos del gobierno de los soviets :

o) Bolchevistas, cuya acción y propósitos lian sido diseñados.

Parece (pie hay divisiones internas, una derecha y una izquier-

da, como en los grupos anteriores.

(Todos estos grupos apaciguaron sus diferencias internas para



166 ANALES DE LA FACULTAD DE DERECHO

oponer una acción común a la invasión de los aliados en Rusia,

en la necesidad suprema <le la defensa nacional.)

8. Cuando estalló la revolución, a principios de 1 91 7. el poder

se formó por coalición de los partidos constitucionales y socia-

listas, hasta que cambios sucesivos de gabinete dieron prepon-

derancia en la dirección del gobierno al Partido socialista revo-

lucionario y al Social-demócrata minoritario o menelieviki.

Este gobierno estaba empeñado en proseguir la guerra para

atender los compromisos internacionales de Rusia. Pero dentro

del país, una fuerte opinión se formaba a favor de la paz. opi-

nión que iba creciendo por la propaganda de los social-demócra-

tas mayoritarios o bolclieviki, desde el seno de los soviets.

Los soviets o asambleas o consejos de delegados, aparecen en

la historia socialista rusa, en la revolución de 1905. Eran dele-

gaciones de fábricas e industria, urbanos y rurales, que llegaron

a ejercer, por el control de la producción que estaba en sus ma-

nos, una preponderancia evidente y los propios ministros del

régimen zarista, en esa época, tuvieron que conferenciar y pac

tarcon ellos. Esta organización, con el prestigio de su tradición

revolucionaria y el ambiente determinado por los acontecimien-

tos, apareció de nuevo desde los primeros días de la revolución

de 1917, siendo un factor coadyuvante de la acción del gobier-

no provisorio, y más tarde, cuando fueron integrados por la re-

presentación de los soldados y el ambiente de la revolución se

modificó, fueron el baluarte y el apoyo de los que prepararon la

la caída del gobierno de la coalición e implantaron el « gobier-

no del proletariado ».

9. No era posible la existencia de la revolución triunfante sin

una Asamblea constituyente que viniera a organizaría y a lega-

lizarla de acuerdo con la voluntad del pueblo. Las elecciones

para esa asamblea fueron convocadas por el gobierno proviso-
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rio y debían realizarse a fines de 1917. Se liarían por voto

directo, secreto y sufragio universal para ambos sexos, todo

conforme al programa político de reformas del Partido socia-

lista revolucionario adueñado del poder. A esa misma asam-

blea se transfirió la solución del problema agrario y de otras

cuestiones fundamentales que el gobierno provisorio no podía o

debía resolver.

Mientras el gobierno revolucionario de coalición desempeña-

ba sus funciones con dificultades enormes, las fuerzas que le

reemplazarían se disciplinaban en los soviets. Congresos de gnr-

pos democráticos y partidos socialistas, reuniones de delegados

de todo el país, asambleas de soviets, discutían la suerte de la

revolución y del gobierno provisorio. Las elecciones para la

< onstituyente estaban a punto de realizarse, cuando los soviets,

a requisición del partido bolchevista, resolvieron asumir el po-

der confiáudolo a sus delegados o comisarios del pueblo. Fueron

entonces las jornadas de octubre, a veces pacíficas, a veces san-

grientas, que determinaron la caída del gobierno de coalición y

la radicación del poder en los delegados de los obreros y cam-

pesinos. El ejército de operaciones en el frente alemán había

caído insensiblemente en la revolución bolchevista; las organi-

zaciones obreras se plegaron al nuevo gobierno y las masas

campesinas, atraídas por la inminente reforma agraria tantas ve-

ces prometida, fueron incorporándose, inalgré, hmujré, al nuevo

estado de cosas.

Iban a encontrarse frente a frente dos fuerzas representativas

<iel pueblo: la asamblea constituyente elegida por el sufragio uní

versal sin restricciones, y la asamblea de delegados de los so

viets elegidos por los obreros, campesinos y soldados, (na era

representativa de la concepción democrat ica de la revolución de

febrero de 1917; otra era la representación directa de los intere-

ses proletarios, de las tuerzas de la producción y principalmente

de hi fuerza armada del nuevo orden de cosas que crea rase, en su
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seno y a su amparo. Una revolución, la de octubre, aspiraba a

sobrepasar en extensión y en profundidad a la primera. La pri-

mera revolución — lo dicen los escritores bolchevistas — era la

de los cambios políticos; la otra debía ser la de los cambios eco-

nómicos. Una, se limitó a derrocar al zarismo pretendiendo reem-

plazarlo por una república democrática burguesa y parlamenta-

ria; otra, debía reemplazar esta organización burguesa por otra

típicamente proletaria. Una era la revolución de la superficie,

otra la revolución en la estructura social. La lucha se trabó en

los siguientes términos : «todo el poder para los soviets», o

bien «todo el poder para la Asamblea constituyente».

10. ¿ Qué diferencia existe entre el papel político de los so-

viets y los órganos democráticos del gobierno libre? Trostki

marca esa diferencia en las páginas 41 y siguientes de su libro

De la révolíition d'octobre a la paix de Brest Litovsk, édition de

la révue Demain, Genéve, Suisse, 1918. (La traducción caste-

llana con el título de El triunfo del Bolchevismo, difiere en algo

de la francesa. Esta ha sido impresa por una organización bol-

chevista rusa en Suiza, donde la obtuvo el diputado Antonio de

Tomasso, quien me ha facilitado el ejemplar como también otras

publicaciones que menciono en el curso de este trabajo. Antes

me había servido de la traducción castellana.)

«Los fariseos burgueses nos han dicho más de una vez que

las Damas y los nuevos zemtsvos (1) elegidos por sufragio uni-

versal, son infinitamente más democráticos que los soviets y tie-

nen más derechos para representar a toda la población. Este

criterio democrático, meramente de forma, no tiene un sentido

serio en tiempo de revolución. La revolución se distingue por el

hecho de que la conciencia de las masas cambia rápidamente,

(1) Asamblea de. delegados de varias aldeas de un mismo distrito o provincia.

(Nota de la edición española.)



LA REVOLUCIÓN RUSA 469

qae capas siempre nuevas de la población adquieren experien-

cia, verifican sus puntos de vista de la víspera, los rechazan,

elaborando otros nuevos, siguen a nuevos jetes abandonando a

los antiguos y van adelante... Las organizaciones democráticas

de forma, (pie se apoyan en el pesado aparato del sufragio uni-

versal, permanecen, inevitablemente, durante la época revolu-

cionaria, atrás en la evolución de la conciencia política de las

masas. Distinto de lo que ocurre con los soviets. Éstos se apo-

yan directamente sobre los grupos orgánicos tales como el ta-

ller, la usina, la fabrica, la comuna, el regimiento, etc.. Les falta

evidentemente la garantía jurídica de la exactitud de las eleccio-

nes <pie tienen las dumas y los zemtsvos. Pero poseen garantías

infinitamente más serias y profundas para la vinculación direc-

ta del diputado con los electores. El diputado de la Duma muni-

cipal o zemtsvo descansa sobre una masa pulverizada de elec-

tores que le ha confiado plenos poderes por un año y que se di-

suelve en seguida. Los electores sovietistas permanecen siempre

ligados por las condiciones mismas de su trabajo y de su exis-

tencia. Su diputado está siempre bajo sus miradas; pueden en

cualquier momento conferirle un mandato, desaprobarlo, desti-

tuirlo, reemplazarlo por otro. »

El señor Lincoln Stetfens, comisionado por el presidente Wil-

son para estudiar los asuntos de Rusia, juntamente con Mr.

Bullit, estableció en su informe, con referencia a los soviets, las

siguientes consideraciones que los definen y caracterizan :

«El SOviel es, en substancia, la reunión natural délos traba-

jadores o de los campesinos en sus agrupaciones habituales o

de trabajo, y no — como sucede entre nosotros — d i v id idos por

grupos geográficos artificiales. Las uniones de trabajo y las

compañías de soldados formaban los soviets en la ciudad: los

campesinos pobres y los soldados alojados cu las aldeas, conste

FUyerOIl los primeros SOViei S rurales. Ivstos delegados de l;is cla-

ses humildes me explicaban couio. en un principio, dos afiOS
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atrás, también los ricos tuvieron sus reuniones y sus sitios de

reuniones... » « El gobierno del soviet brotó y creció de las

costumbres, la psicología y las condiciones del pueblo ruso: se

adaptó a ellas. El pueblo lo entiende. Comprendió que podía

servirse de él y se apresuró a apreciarlo. » (Crítica Social.

pág. 314, noviembre 30 de 1919, tomado de The Nation.)

En su Mensaje a los trabajadores de Norte América, Lenine,

refiriéndose a los soviets, dice :

« Cometen errores en su trabajo revolucionario, esos soviets.

ya creados desde 1905 por el formidable levantamiento de las

masas. Los soviets de los obreros y campesinos son el tipo nue-

vo del Estado, el nuevo tipo superior de la democracia; son una

forma de la dictadura del proletariado, un medio de gobernar

sin la burguesía y contra Ja burf/uesia. Aquí es la primera vez

que la democracia sirve a las masas, a los trabajadores, dejando

de ser una democracia para los ricos, tal como las repúblicas

burguesas más democráticas. Es la primera vez que las masas

del pueblo resuelven, en una escala que se aplica a.centenas de

uullones de hombres, este problema de realizar la dictadura de

los proletarios y semiproletarios, problema cuya solución cons-

tituye la condición primordial del socialismo. » (Lenine, Lettre

aux ouvriers américains.)

Son, pues, estos organismos multiplicados y diseminados cu

toda la zona que abarcaba la revolución, los que reclamaban

para sí el derecho al poder político, apoyándose en la fuerza

armada del ejército qiie los integraba y en el poder que tenían

como productores sobre la vida económica de toda la nación. Se

elaboraba, con su formación y desarrollo, una nueva base y un

nuevo fundamento para la representación democrática. No era

la representación corporativa por delegación de gremios, sino

la representación directa y parcial de los núcleos vitales de la

economía y de la industria, de los trabajadores mismos o aspi-

raban a serlo.
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El sufragio universal, en su aplicación tradicional por zonas,

distritos o circunscripciones, «divisiones geográficas artificia-

les», como dice Lincoln Steffens, engendraría la Asamblea

constituyente. Los soviets darían nacimiento a otro parlamen-

to, elegido por los trabajadores, exclusivamente para sus pro-

pios intereses de clase. Aquélla sería elegida por hombres y

mujeres, ricos y pobres, propietarios y no propietarios, patrones

y obreros. Para éstos no habría más electores que los asalaria-

dos y los campesinos pobres y los soldados de la revolución.

11. Los delegados de los soviets se reunieron en congreso y

confiaron a un Comité ejecutivo central y a los comisarios del

pueblo la dirección de los asuntos públicos. Los nuevos orga-

nismos no se limitaron a recibir semejante responsabilidad para

conservarla inactiva. Tomáronla y la ejercieron desde el primer

momento por recursos orientados a profundizar la propaganda

de la revolución y a movilizar a su favor a la masa obrera de

las ciudades y de los campos. Adoptaron medidas para realizar

rápidamente la paz y reorganizar, sobre nuevas bases, la vida

económica y financiera del pais, empezando por las disposicio-

nes sobre la propiedad privada.

« En los eampos la situación era confusa y complicada basta

su último grado. La revolución había prometido la tierra al .cam-

pesino, pero los partidos dirigentes exigían al mismo tiempo

<|iic el campesino no tocara la tierra hasta (pie la Asamblea

constituyente fuese convocada. El campesino había comenzado

por esperar pacientemente, pero cuando perdió la paciencia, el

ministerio de coalición apelóa las medidas represivas. Mientras

tonto la Constituyente era aplazada para una época cada vez

más lejana. La burguesía insistía para (pie se la convocara des

pues de la paz. Las masas rurales perdían de mas en más su

resignación. Lo que habíamos predicho al principio de la revo-

lución comenzaba a realizarse: los campesinos se dedicaron a
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apoderarse de tas tierras por sus propios medios. La represión

redobló, se detuvo a los comités revolucionarios territoriales.

En ciertos distritos, Kerensky decretó el estado de sitio. Los

delegados de las campañas afluían al soviet de Petrogrado. Se

quejaban de que se les encarcelaba cuando comenzaban a cum-

plir el programa del soviet de Petrogrado y a transferir las

tierras de los grandes propietarios a manos de los comités de

campesinos. Venían a pedirnos que los defendiéramos. Les res-

pondíamos que no podríamos defenderlos sino cuando el poder

nos perteneciera... » «Es estúpido luchar por el poder de los

soviets un mes o un mes y medio antes de la Constituyente»,

nos decían nuestros vecinos de la derecha. «Pero no nos dejamos

contaminar por este fetichismo de la Constituyente. Ante todo

no había ninguna garantía de que sería convocada... » « Era

menester arrancar el po(\er de manos de los elementos que ser-

vían directa o indirectamente a la burguesía y utilizaban el me-

canismo del Estado como instrumento de obstrucción contra las

exigencias revolucionarias del pueblo. » (Trotsky, Be la révolu-

tion d'octobre ¿i la paix de Brest Litovsk, pág. 48 y sig.)

Y el Congreso de los soviets dictó el primer decreto sobre la

propiedad de la tierra, para entrar de hecho en el gobierno y en

la. dirección revolucionaria

:

« Queda de inmediato abolida la propiedad de la tierra de los

propietarios agricultores, sin ninguna indemnización (1).

« Los dominios de los propietarios, así como todas las tierras

de la corona, de los monasterios, de las iglesias, con todo su

inventario, sus construcciones agrícolas y todas sus dependen-

cias, son puestas a disposición délos comités territoriales comu-

nales y délos consejos locales de diputados campesinos hasta la

Constituyente.

(1) La. obra de Antonelli : La Hussie Bolchccist*'. página 230. París. Grassct.

1919, al dar este deereto consigna como artículo 1» : « Quedan anulados, sin

indemnización, los derechos sobre la gran propiedad territorial. »
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«Cualquier deterioro en los bienes confiscados, pertenecien-

tes de hoy en adelante al pueblo, será considerado como un cri-

men grave y perseguido por el tribunal revolucionario. Los con-

sejos locales de diputados campesinos adoptarán las medidas

necesarias para observar el orden más estricto desde el momento

de la confiscación de los dominios de los propietarios, para deter-

minar los límites de superficie y las tierras sujetas a confisca-

ción, para la formación del inventario exacto de los bienes a

confiscar y para la estricta conservación revolucionaria de toda

la propiedad que pasa al pueblo: tierras, construcciones, instru-

mentos, ganado, stock de productos, etc.

« La tierra de los simples campesinos y de los simples cosa-

cos no será confiscada (1). »

Los comités agrarios estaban investidos de poderes extrema-

damente amplios; tenían el derecho de determinar el modo de

posesión de las tierras por los campesinos, así como la superfi-

cie de los campos laborables y de pastos, y de fijar el precio de

la mano de obra. En una palabra, estos comités venían a subs-

tituir a los propietarios destituidos. OS. Tasin, La revolución

rusa, pág. 212.)

La aplicación de este decreto, en cuanto a sus detalles, debía

ajustarse a las Instruceionex siguientes:

« La cuestión de la tierra en toda su extensión no podra ser

resuelta sino por la Asamblea constituyente nacional.

« La más equitativa solución déla cuestión agraria seríala

siguiente

:

« 1? El derecho de propiedad privada sobre la tierra queda

abolido para siempre; la tierra no puede ser vendida, ni com-

prada, ni dada en arriendo, ni empeñada, ni enajenada de nin-

guna otra manera. Toda la tierra nacional de la corona, de la

U) Texto fragmentarlo de la disposición del Congreso de loe soviets que se

pnblica en el libro Ruit ihoi» ii< révoluiion ms$e, páginas til y I !•">. por Rene

ll.T\al. libntirle Haohette el compairnie, París, 1918.
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familia imperial, de los monasterios, de las iglesias, de los ma-

yorazgos concedidos, de las propiedades particulares o comunes

y campesinas) es expropiada sin indemnización, constituida cu

dominio público y pasa para su disfrute a todos aquellos qne la

trabajan.

«A aquellos que sufran por esta transformación material no

se les reconoce sino el derecho a la asistencia pública durante

el tiempo necesario para amoldarse a las nuevas condiciones de

existencia;

«2 o La propiedad déla riqueza del subsuelo (minerales, nafra.

carbón, sal, etc.), los bosques, las aguas, (pie tengan un interés

general pasan a ser propiedad exclusiva del Estado. Todos los

pequeños ríos, lagos, bosques, etc., pasan a ser disfrutados por

la comunidad bajo la gestión de los órganos locales de la admi-

nistración autónoma;

« :>° Los bienes territoriales de cultivo de alto rendimiento,

jardines, plantaciones, viveros, naranjales, etc., no quedan some-

tidos a la partición, pero se transforman en cultivos modelos y

son puestos para el disfrute exclusivo del Estado y de las comu-

nidades según su superficie y su importancia.

«La tierra de las casas de habitación, urbanas o agrícolas.

con sus jardines y vergeles, queda para el goce de sus propieta-

rios actuales. La dimensión de estos terrenos y la importancia

de las tasas de aprovechamiento serán determinados por vía

legislativa;

« 4 o Los harás, criaderos de raza del Estado o privados, etc.,

son confiscados, pasan a ser dominio público, para el disfrute

exclusivo, sea del Estado, sea de las comunidades, según su

extensión e importancia. La Asamblea constituyente examinará

la cuestión de las expropiaciones;

« o n Todo el inventario agrícola de las tierras confiscadas, ma-

terial y ganado, pasa al disfrute exclusivo del Estado o de las

comunidades, según su importancia, sin indemnización. La
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confiscación no afecta a los pequefios propietarios campesinos:

« 6 o El derecho de goce de la tierra pertenece a todos los ciu-

dadanos (sin distinción de sexo) del Estado ruso que deseen tra-

bajar ellos mismos o con la ayuda de su familia o en sociedad,

tanto tiempo como puedan. No se admite el trabajo asalariado.

« En caso de incapacidad accidental de uno de los miembros

de la sociedad agrícola durante dos años, la sociedad agrícola

está obligada, hasta el completo restablecimiento de su capaci-

dad de trabajo, a ir en su ayuda por ese tiempo, mediante el

trabajo común de la tierra. Los agricultores que por causa de

vejez o invalidez hayan perdido para siempre la posibilidad de

trabajar la tierra, pierden el derecho de gozar de ésta, pero en

cambio reciben una pensión del Estado;

« 7
o El goce de la tierra debe ser igualitario, es decir, que la

tierra será repartida entre los trabajadores según las condicio-

nes locales de acuerdo con las unidades de trabajo o de consu-

mo. Las formas del disfrute déla tierra deben ser perfectamente

libres : por familia, en medianía o sociedad, etc., según lo que se

decida en cada aldea o pueblo

;

« <s
n Toda la tierra, desde su expropiación, pasa al fundo agra-

rio común. La repartición entre los trabajadores será asegurada

por las administraciones locales o centrales, comenzando por las

comunidades agrícolas y urbanas organizadas, y concluyendo

en las instituciones centrales de distrito. Los fundos agrarios

serán sometidos periódicamente a una repartición en razón del

aumento de la población y del censo de la producción y de la

cultura agrícola. Cuando se modifiquen los límites de un lote, el

núcleo central de ese lote debe ser respetado. La tierra de los

miembros (pie se ausenten vuelve al fundo agrario y el derecho

de recibir los lotes de los miembros (pie se lian ausentado per

teiieee por privilegio a sus parientes más próximos o a aquellos

que ellos hayan indicado.

« VA valor de los abonos y mejoras, en tanto (pie no luil>ieren
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sido usados, será reembolsado desde el momento de su incorpo-

ración al fundo agrario.

« Si en determinadas localidades el fundo agrario constituido

no es suficiente para satisfacer a toda la población local, el exce-

dente de la población debe emigrar. ,

« La organización de la emigración, así como sus gastos y él

suministro de material, están a cargo del estado. La emigración

se liace en el orden siguiente : primero, los campesinos sin tie-

rra; después los miembros viciosos de la comunidad, los deser-

tores, etc., y finalmente a la suerte y por acuerdo comíín. »

Estas instrucciones pertenecían al gobierno provisional, y

como se lee en sus primeras líneas, estaban supeditadas a la

resolución de la Asamblea constituyente. A eso se refiere sin

«luda Trotsky cuando dice que se ofreció la tierra a los campe-

sinos pero que se les prohibió tomarlas hasta que lo decidiera la

Constituyente. Estas instrucciones son del mes de agosto de 1917

(pág. 167 de la obra de Herval, citada) y fueron confirmadas por

los soviets como complemento de la resolución sobre tierras que

he mencionado (Herval, citado, y Tasin, ob. cit., pág. 212) (1).

Estas medidas sobre la propiedad déla tierra, las más funda-

mentales, fueron ratificadas en la Constitución, y complementa-

das y reglamentadas por la ley especial sóbrela materia dictada

en el mes de septiembre de 1918. Las instrucciones transcritas

siguen en gran parte la orientación que tenía el proyecto de ley

fundamental agraria presentado a la Duma por los socialistas

revolucionarios y 80 diputados más de otros grupos, cuyo texto

puede leerse en L>'Internationale socialiste et ouvriére, Bapports,

etc., au Congrés de Stuttgart, volumen II, página 458, 1907.

Al mismo tiempo se disponía la expropiación de los inmue-

bles privados que no fueran tierras de agricultura

:

(1) Herval manifiesta haber tomado esas instrucciones del órgano oficial lz-

ticstiia, de fecha 19 de agosto de 1917. Tasin se refiere a esta publicación :í1

copiar algunas disposiciones.
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« Los inmuebles, terrenos edificados o no edificados, cuyo

valor pase de « cierto límite » o que, sin pasar de este límite,

estén alquilados, dejan de ser propiedad privada.

« A partir del 28 de noviembre de 1917 está prohibido a los

[aquilinos pagar los alquileres a los ex propietarios: deberán

pagarlos a los consejos de delegados de soldados y obreros loca-

les o en las sucursales del Banco del Estado.

« Los ex propietarios pueden conservar en sus casas un depar-

tamento cuyo valor locativo no pase de 800 rublos por año.

« La dirección de los inmuebles pasa a los comités de casa

(comités de inquilinos), los que podrán reservar como máximo la

mitad del importe de los alquileres para atender gastos generales.

« Los comités de casa rendirán cuenta de esos gastos genera-

les y del empleo de las sumas invertidas en ellos. »

Se crearon los comités comunales territoriales para la aplica-

ción de la resolución sobre expropiación de las tierras y las his-

tmccionex, disponiéndose, entre otras cosas, que esos comités

prepararían la reforma sobre el mismo lugar, determinarían la

importancia de las unidades de trabajo y de consumo, determi-

narían el excedente o la insuficiencia del fundo agrario para la

satisfacción «le las necesidades de la población local, fijarían las

categorías de explotación cuya necesidades de tierra deban ser

atendidas en primer término, el modo de disfrute de la tierra

por los pequeños propietarios y los no propietarios (I bu-val, oh.

oit.f pág. 169; Tasín, ob. cit., pág. 212).

Bn cuanto a las industrias, se estableció el control directo de

los trabajadores sobre fábricas, talleres y usinas de propiedad

privada, mediante comités especiales designados directamente

por el personal empleado. Estos organismos comprendían re-

presentantes de los empleados y del personal técnico. Los pro-

pietarios y los miembros del comité de fábrica son responsables

directamente ante el Estado de la disciplina y de la buena ad-

ministración.
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Los órganos del control obrero tienen derecho de control

sobre toda correspondencia de los negocios de la empresa, sien-

do responsables los propietarios ante los tribunales por cual-

quier acto de ocultación.

Se suprime el secreto comercial.

Los propietarios tienen la obligación de presentar a los ór-

ganos de control todos sus libros y papeles tanto del año en

curso como de los anteriores.

Las decisiones de los órganos del control obrero son obliga-

torias para los propietarios, con derecho de apelación, dentro

de tres días, para ante el órgano superior del control obrero.

Disposición complementaria indicando las atribuciones del

Consejo panruso de control obrero de 27 de diciembre de 1917,

es el siguiente estatuto que encuentro en la página 221 del libro

<le Tasin

:

« El control está asegurado en cada empresa por la Asamblea

general de sus obreros y empleados, la cual elige una comisión

especial de control, pudiendo ser elegidos los obreros propia-

mente dichos, asi como los técnicos y empleados.

«Todas las relaciones de los obreros con la administración

están aseguradas por la citada comisión. Ésta determina la exis-

tencia de materias primas, las herramientas y el personal nece-

sario para el funcionamiento de la empresa; establece el regla-

mento de disciplina de los obreros ; colabora en los cálculos de

los precios de fábrica, asegurando en una palabra toda la orga-

nización técnica de la empresa.

»

Pero las comisiones no tienen ninguna responsabilidad en la

dirección financiera y técnica de la empresa, que quedan en ma-

nos del propietario, al que se obliga a poner a disposición de la

comisión un dos por ciento del importe de los salarios que abona,

para retribución de los servicios de los miembros de la comisión

de control.

Con anterioridad se había establecido la jornada máxima de
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ocho lloras, los delegados de fabrica y tribunales de conciliación.

El 27 de diciembre de 1917 se estableció el monopolio de las

operaciones bancadas. He aquí los decretos dictados sobre la

materia:

« En interés de la organización regular de la economía popu-

lar, con el fin de extirpar definitivamente la especulación banca-

da, el consejo de los comisarios declara:

I
o Las operaciones de banco son monopolio del Estado;

2 o Todos los bancos privados, constituidos en sociedades por

acciones y las casas bancadas, son incorporados al Banco del

Estado :

3 o El activo y el pasivo de las empresas requisicionadas son

tomados por el Banco de Estado
;

•4° Un decreto especial determinará el orden de fusión de los

bancos particulares en el Banco del Estado;

5o La dirección provisoria de los bancos privados pasa al

consejo del Banco del Estado;

(i° Los intereses de los pequeños depositarios estarán entera-

mente salvaguardados.

Decreto sobre requisición de las cajas de los bancos:

« 1° Todas las sumas existentes en las cajas de los bancos

deben ser depositadas en el Banco del Estado, en cuenta co-

rriente de los clientes;

« 2 o Todos los locatarios de cajas de hierro están obligados a

presentarse al Banco, a la primera convocatoria, con las llaves,

para presenciar sn revisación;

«3o Todos los locatarios de cajas de hierro que no se presen-

ten dentro de tres días a contarse desde la citación, serán con-

siderados como que declinan, con un propósito malintencionado,

la revisación.

• Todos los valores contenidos en soa cajas de hierro serán

confiscados por el Banco del Estado y pasan a ser propiedad del

pueblo. »
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Los escritores adversarios del régimen bolchevista han de-

ludo salir en su defensa cuando se lia tratado de la organización

de la familia y del régimen del matrimonio. Ha circulado pro-

fusamente en los órganos mas serios de información periodística

la leyenda de la « nacionalización délas mujeres» y de una su-

puesta legislación sobre « el amor libre ». El origen de estas

afirmaciones calumniosas está, según parece, en algunos artícu-

los de índole filosófica aparecidos en periódicos bolchevistas.

cuya responsabilidad corresponde por exclusivo a sus autores,

y en un decreto dictado por un comité anarquista de Saratov.

Los anarquistas lian sido implacablemente perseguidos por el

gobierno bolchevista. En enero de 1919, según cuenta Tasín,

uno de esos comités llegó a dictar un decreto sobre nacionali-

zación de las mujeres, cuyos términos no merecen ninguna re-

ferencia por su brutalidad. Pero el gobierno de los soviets, lejos

de embarcarse en una corriente semejante, se lia ocupado de

combatirla y destruirla, y en cuanto al matrimonio ha dictado

la siguiente disposición que tomo del libro de Tasin íntegra-

mente, para su mejor conocimiento :

« I
o El matrimonio civil es absolutamente obligatorio. Toda

ceremonia religiosa adicional es cuestión privada entre las per

sonas interesadas

;

2 o Al contraer matrimonio la pareja puede decidir libremente

qué nombre de familia adoptará (sea el apellido del marido, el

de la mujer o el de ambos reunidos)

:

3 o Los hijos ilegítimos deben ser tratados de igual manera

que los hijos legítimos

;

4 o Las personas que hagan la inscripción del niño y que se

declaren como sus padres, serán reconocidos como el padre y la

madre del niño

;

5 o La madre de un hijo ilegítimo tiene el derecho de ofrecer

la prueba de la paternidad (X. Tasin, oh. cit., pág. 239).

Y finalmente, el gobierno de los comisarios del pueblo abolió
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la pena de muerte en el frente de guerra ; restableció la libertad

de propaganda; reglamentó la libertad de prensa reservándose

el derecho de impedir publicaciones que en algún modo sean

contrarias al gobierno de los soviets o intenten provocar levan-

tamiento contra su poder ; fijó el derecho y libertad de los pue-

blos de Kusia de resolver sobre su propios destinos ; declaró

caducos los poderes administrativos o políticos formados por

miembros no bolchevistas, y determinó la fecha en que debía

reunirse la Asamblea constituyente.

Los hombres que habían asumido el gobierno en virtud del

poder que reclamaban para sí los soviets, mantenían, por estas

medidas, la esperanza de una asamblea constituyente en el seno

del pueblo, al mismo tiempo que se conquistaban el apoyo de

las masas obreras y campesinas con las medidas dictadas sin .

interrupción y extendidas en alas de la propaganda por todas

las provincias del antiguo imperio de los zares.

13. La lucha contra los antiguos partidos de la coalición del

gobierno provisorio estaba declarada sin miramientos, y los

representantes de los soviets, que entendían (y estaban conven-

cidos de ello) que obraban en nombre de una nueva y más

profunda revolución, procederían, con los adversarios de sus

ideas, en la misma forma que éstos habrían procedido y proce-

dieron con los que se oponían a sus fines.

Se lia imputado al gobierno revolucionario de los soviets la

comisión de actos de fuerza, derramamientos de sangre, violen-

cias y atropellos a las garantías elementales de las personas.

Pero el interés substancial de una revolución es sobrevivir a su

propio estallido, defenderse, afirmarse, radicarse, penetrar, ex-

tenderse y cumplir su obra venciendo obstáculos y dominando

circunstancias. No hay ejemplo en la historia de las revolucio-

nes, de las grandes y «le las pequeñas revoluciones, (pie no pa

bentice como una inevitable experiencia, la precisión de obrar
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fuera de las normas establecidas para situaciones regulares.

En nuestra historia inicial, la Junta revolucionaria de .Muyo

ordenó el fusilamiento en Cabeza del Tigre de cinco personas,

una de las cuales, Liniers, poco tiempo antes había sabido con-

quistarse grandes prestigios dirigiendo la reconquista de Bue-

nos Aires. Y decretos y leyes en gran número se dictaron para

aplicar destierros, confinamientos, expulsiones, y hasta se pro-

hibió a los hombres que pertenecían a la nacionalidad española

o a quienes se suponía vinculados a la causa de España, ocupar

empleo en las Provincias Unidas del Río de la Plata. Es larga

la historia de las violencias en las guerras civiles argentinas,

que han sido justificadas o explicadas por ser la violencia el

recurso de las revoluciones.

14. Las elecciones para la Asamblea constituyente se realiza-

ban y sus primeros resultados anunciaron que la mayoría de

sus representantes correspondería al Partido socialista revo-*

lucionario, gobernante durante la coalición, desalojado del poder

por el partido bolchevista en nombre de los soviets de obreros.

soldados y campesinos.

La elección se efectuaba sobre listas registradas con un

número de orden y los electores votaban por la lista número tal

o cual. El orden numérico de esas listas, que correspondía a los

partidos concurrentes a la elección, era como sigue

:

N° 1. Partido socialista trabajista popular, agrupaba princi-

palmente a los artesanos e intelectuales. Se formó con una frac-

ción separada del Partido revolucionario en 1906

;

N° 2. Partido de la libertad del pueblo (Cadetes)

;

N° 3. Partido demócrata cristiano, influencia nula

;

X o L BolclieviJci (Partido socialista demócrata bolcheviki)

;

Xo
5. Socialistas universalistas, de importancia nula

;

X o
6. Partido socialista* demócrata de Ukrania, socialistas re-

volucionarios de Ukrania y social-dcmócratas israelitas ;*
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N" 7. Partido de la igualdad de Jos derechos déla mujer;

N" 8. Partido socialista revolucionario defemista ;

X" í). Partido socialista revolucionario

;

X o 10. Liga para el desarrollo del pueblo, sin ninguna influen-

cia :

X o 11. Partido radical democrático, poco importante;

N° 12. Parroquias reunidas de Petrogrado

;

Xo 13. Alianza de las mujeres para ayuda de la patria;

N° 14. Alianza independiente de obreros, soldados y campesinos

;

N° 15. Unión internacional de los demócratas cristianos

;

X o
1(). Socialistas demócratas unidos;

X o 17. Socialistas demócratas menclxeviki defensistas

;

X" 1S. Edinstvo (fracción del Partido social demócrata : «Uni-

dad »)

;

X o 19. Alianza de los ejércitos cosacos, teniendo a su frente a

Kaledine, Karaculoff, etc.

Los resultados de las elecciones fueron los siguientes. Sobre

<S10 diputados (pie comprendía la Constituyente había:

.Socia.li.stas revolucionai'ios del centro 343

Socialistas revolucionarios de la izquierda. ... 40

Socialistas demócratas bolchevistas 185

.Socialistas demócratas menchevistas 25

Socialistas ukranianos ' 75

Mulsiiiiianes de diferentes partidos HO

Cosacos 23

< ¡adetes 24

Nacionalistas, israelistas, armenios 21

Conservadores (1) 10

Los votos de las ciudades correspondieron a los bolchevistas

:

l;i población rural se inclinó bacía él Partido socialista revolu-

cionario, permitiéndole ser mayoría en el seno de la consti-

tuyente.

i Datos to loa del libre de N. Tasia, páginas 177 y I7x.
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15. Cuando el gobierno de los soviets conoció los resultados

más o menos definitivos y la composición de la constituyente

dictó dos decretos : uno, convocando para un tercer congreso a

los soviets de soldados, obreros y campesinos
; y otro, fijando

fecha para la reunión de la constituyente y determinando el

quorum de la misma.

Los fundamentos del primer decreto se expresaban eu los

párrafos siguientes

:

« La palabra de orden : todo el poder para la Asamblea consti-

tuyente, agrupa sin excepción alguna a todos los elementos con-

trarevolucionarios. Detrás de este emblema, los enemigos de la

revolución obrera y campesina combaten en realidad por la

divisa : Abajo los soviets !, y en consecuencia, contra las con-

quistas hechas por los obreros, soldados y campesinos al precio

de tantos sacrificios. La Asamblea constituyente, en su composi-

ción actual, significa el atraso por una época de los acontecí

mientos y refleja mucho más la revolución burguesa de febrero

que la revolución obrera y campesina de octubre. El Congreso

nacional de los campesinos ha demostrado con evidencia que los

socialistas revolucionarios de la derecha, que pretenden un

papel preponderante en la Asamblea constituyente, no repre-

sentan la opinión de los verdaderos elementos trabajadores de

la masa campesina ...» « Los partidos burgueses y coalicionistas

quieren oponer la Asamblea constituyente al poder de los

soviets, que emana de las masas trabajadoras...» « El Comité

central ejecutivo estima necesario sostener con toda la fuerza

organizada de los soviets, la izquierda de la Asamblea consti-

tuyente contra la derecha burguesa y coalicionista y con este

propósito decide convocar para el 8 de enero un tercer Congreso

nacional de los consejos de delegados obreros y soldados y para

el 15 de enero un tercer congreso de los delegados campesi-

nos, »

Y el Comité central ejecutivo, aduciendo que no existía
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quorum para la Constituyente; que muchos miembros se habían

ausentado de Petrogrado, que no estaba determinada la fecha

de apertura de la asamblea, etc., resolvió fijar el número de

400 diputados como quorum y el día 25 de enero como fecha de

apertura.

De este modo la Asamblea constituyente iniciaría sus sesio-

nes al mismo tiempo que abrían las suyas los soviets de campe-

sinos, soldados y obreros, convocados para apoyar y sostener a

la izquierda bolchevista de la Asamblea constituyente.

Por esos decretos, la Asamblea constituyente perdía su poder

y su autonomía funcional y aun su libertad para toda delibera-

ción. Los partidos comprendieron el alcance de esas medidas y

pretendieron realizar demostraciones públicas de adhesión a la

Constituyente y de protesta. El gobierno de los comisarios del

pueblo estableció la censura periodística y disolvió por la fuerza

las manifestaciones.

10. El día señalado se reunió la Asamblea con asistencia de

4*30 miembros. Herval cuenta en los siguientes términos ese

momento especiante de la apertura:

« En el palco gubernamental situado a la derecha de la sala

se encontraban los representantes del consejo de los comisarios

del pueblo : no estaba Lenine. A las cuatro y cinco Lordkipad-

nize propuso a la Asamblea que abriera la sesión el diputado

Chvetsoff, el más viejo de los presentes. Aclamado frenética-

mente por la derecha y silbado por la izquierda, Chvestoff subió

a la tribuna presidencial. Pronto se le unió Sverdloff presidente

del Comité central ejecutivo (de los soviets) acompañado por el

secretaiio del Comité. Por su propia autoridad Sverdloff se

apropió de la campanilla presidencial en medio de un nuevo tu-

multo. Chvetsolf habiendo pronunciado la fórmula: « Declaro

abierta la Asamblea constituyente», abandonó la tribuna. ln

mediatamente Sverdloff se puso a leer, en munlne del C ¡te
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ejecutivo, una declaración que terminaba con la fórmula Siguien-

te : « Por orden del Comité Central ejecutivo de los delegados

obreros, soldados y campesinos, declaro abierta l;i Asamblea

constituyente y la invito a designar presidente».

« En la elección presidencial es derrotado el grupo bolchevis-

ta. Se discute la cuestión del orden de los asuntos : primero, sí se

lia de reconocer el poder de los soviets; segundo, si se lia de

tratar la orden del día propuesta por el grupo socialista revolu-

cionario. Se adopta el segundo punto. El grupo bolchevista se

retira de la Asamblea. Y en medio de las violencias de los sol-

dados y marineros, la Asamblea consigue sancionar los princi-

pios fundamentales de la ley agraria y un llamado al mundo

civilizado para la cesación inmediata de la guerra. En seguida,

por unanimidad se proclama a Rusia « República Federativa ».

«Son las 4.40 de la madrugada, dice Herval. La sesión se termi-

na». « A las siete, hacen su aparición los bolchevistas y declaran

disuelta la Asamblea. El palacio Tauride y las calles vecinas

están ocupadas por las tropas y guardias rojas. »

El textodel decreto de disolución de la Asamblea es la pieza

documental más importante de estos episodios. Dice así

:

« La Revolución Rusa desde su iniciación ha colocado en pri-

mer plano a los consejos de delegados obreros, soldados y cam-

pesinos, como la única organización capaz de dirigir la lucha de

las clases laboriosas y explotadas hacia su liberación política y

económica completa. Durante todo el primer período «lela Revo-

lución rusa, los soviets se multiplicaban, crecían y tomaban

fuerzas, pagando con su propia experiencia las ilusiones de la

posibilidad de un acuerdo con la burguesía, dándose cuenta del

engaño de las formas conocidas del parlamentarismo demócrata

burgués, llegando prácticamente ala conclusión de que es impo-

sible libertar a las clases oprimidas sin romper con sus formas

y con todo sistema de compromiso.

«Esta ruptura ha tenido lugar en el curso de la revolución de
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octubre en virtud déla cual todo el poder lia pasado a manos de

los soviets.

« La Asamblea constituyente elegida según listas electorales

formadas antes de las jornadas de octubre, era la expresión del

viejo equilibrio de las fuerzas políticas, del equilibrio existente

en el momento en que el poder pertenecía a los coalicionistas y

a los cadetes. El pueblo no podía, votando por los socialistas

revolucionarios, hacer distinción entre socialistas revoluciona-

rios de la derecha, partidarios de la burguesía, y socialistas

revolucionarios de la izquierda, adeptos del socialismo. De esta

manera, la Asamblea constituyente, que debía ser el corona-

miento de la república burguesa parlamentaria no podía dejar

de oponerse a la revolución de octubre y al poder de los so-

viets.

« La revolución de octubre dando el poder a los soviets, y por

su intermedio, a las clases trabajadoras y explotadas ha provo-

cado la resistencia de los explotadores. Por otra parte, en la re-

presión de esta resistencia ella se ha mostrado abiertamente

como el comienzo de una revolución social. Las masas trabaja-

doras debieron convencerse por su propia experiencia de que el

viejo parlamentarismo burgués había muerto, que era, en todo

caso, incompatible con la realización de los problemas socialis-

tas y que, ñolas instituciones nacionales, sino únicamente las

organizaciones de clase, tales como los soviets, se encontraban

en situación de vencer la resistencia de las clases poseedoras y

de establecer los fundamentos de una sociedad socialista.

« Toda renuncia a la plenitud del poder de los soviets, a las

conquistas de la revolución de octubre, en favor del parlamen-

tarismo hurgues que representa la Asamblea constituyente,

sena lioy mi paso atrás y equivaldría a la bancarrota de toda

la revolución socialista, obrera y campesina.

« La Asamblea Constituyente abierta el 5 de enero lia dado,

en razón de circunstancias de todos conocidas, la mayoría al
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partido de los socialistas revolucionarios de la derecha, al par-

tido de Kerenski, Aksentieff, Tcbernoffy otros. Naturalmente,

este partido se ha rehusado a discutir las proposiciones absolu-

tamente precisas, claras y que no se prestaban a ninguna inter-

pretación dudosa, del órgano supremo del poder de los soviets

el Comité central ejecutivo de los soviets. Por esto misino, la

Asamblea constituyente ha roto todos los vínculos que pudieron

haberla ligado a la República Rusa de los soviets. Por una parte,

era inevitable para las fracciones bolchevistas y de los socialis-

tas revolucionarios de la izquierda, que tienen actualmente la-

inmensa mayoría en los soviets y que gozan de la confianza de

los obreros y de la mayoría de los campesinos, abandonar la

Asamblea constituyente. Por otra parte, fuera de la Asamblea,

el partido de la mayoría, es decir los socialistas revoluciona

rios de la derecha, llevan una abierta campaña contra la autori-

dad de los soviets, haciendo llamados a sus organizaciones para

derrocarla, favoreciendo así, objetivamente, la resistencia de

los explotadores al traspaso de la tierra y de las fábricas a ma-

nos de los trabajadores. Es claro que, en estas condiciones,

la minoría de la Asamblea constituyente no habría podido

desempeñar otro papel que el de tapar la lucha de la contrare-

volución burguesa para derribar el poder délos soviets.

« En consecuencia, el Comité central ejecutivo resuelve disol-

ver la Asamblea constituyente (1). »

El presidente de la Asamblea, Tchernoif, publicó un « llama-

do a todos los ciudadanos de Rusia » dando cuenta de los acon-

tecimientos y expresando que dependía de las clases laboriosas

la posibilidad de ver un día próximo a sus electos cumpliendo

con dignidad y autoridad sus mandatos.

La Asamblea constituyente no pudo reunirse más. En su lu-

gar apareció con todo el poder de un cuerpo soberano el Congre-

(1) Hkrval, op. <it.. páginas 20ó y 20&
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so panruso de los soviets de obreros, soldados y campesinos, que

fuera convocado para la misma época de la apertura de la Cons-

tituyente. Este congreso, sin obstáculos inmediatos que vencer

en el orden de las controversias democráticas, asumió por com-

pleto la dirección política y social de la revolución.

17. Ignoro por qué procedimientos fueron designados los de-

legados de los soviets reunidos en Congreso panruso que san-

cionaron la Constitución; ignoro qué núcleo de electores o de

población representaban; ignoro qué instrucciones, mandato o

programa constitucional habían recibido de quienes le designa-

ron. Pero esos delegados, convocados urgentemente, que re-

presentaban una extensión desconocida del país ruso, dieron

la constitución que paso a considerar en sus líneas más sa-

lientes.

Me sirvo para este trabajo déla Constitución publicada por el

Boletín bibliográfico de la secretaria del Congreso de los diputados

de España, n° 93 de 15 de noviembre de 1918, cuyo texto no di-

fiere del que trae como apéndice el libro de Tasin, La revolución

rasa, aunque difiere en palabras de ninguna consecuencia, con

los textos de la Constitución que tanto se lian divulgado entre

nosotros en ediciones sin procedencia responsable, y de la edi-

ción francesa, publicada en Ginebra: L'mivre sociale etpolitiqne

du gouvemement socialiste de Russie, fascicule II, imprimerie

des Unious ouvrieres, 1918.

La Constitución rusa tiene los aspectos más variados. Es el

programa de una revolución, la enunciación de sus propósitos y

de los medios de realizarlos; es la carta de los derechos indi-

viduales; es ley electoral: es organización del gobierno, político

y financiero.

El enunciado de sns principales secciones no nos recuerda,

fuera de la denominación peculiar de sus instituciones, el enun-

ciado de las COnstil liciones más comunes y generales :
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a) De los derechos del pueblo trabajador y explotado (sec-

ción I) (1)

;

b) De los principios generales de la constitución de la repú-

blica socialista federal de los soviets (sección II)
;

c) De la organización del poder de los soviets (sección III).

poder central, poder local

:

d) Del derecho electoral (sección IV) :

e) De los presupuestos (sección V)
;

f) Del escudo y la bandera de la república (sección VI).

No aparecen « los poderes del Estado », el ejecutivo, el legis-

lativo, el judicial, como tópicos especiales de la Constitución,

pero están contenidos en sus disposiciones. No se habla de un

«sistema» de gobierno, pero el sistema existe. Xo se habla de

ministros, pero hay ministros. La Constitución no llama a su

organización ejecutiva « gobierno parlamentario », pero es un

gobierno parlamentario. Y aunque sea una constitución para

destruir los Aiejos moldes de la república democrática parlamen-

taria burguesa, hay en ella una « democracia » y hay un « par-

lamento ». Existen, dentro de la constitución, todos los elemen-

tos del gobierno democrático moderno, bajo el ropaje de los

soviets, quedan aspecto popular a lo que la misma constitución

llama «dictadura del proletariado».

« El principio esencial de la Constitución de la República so-

cialista federal de los soviets en el período de transición actual,

estatuye el artículo 9°, reside en la instauración, bajo la forma

de fuerte poder sovietista, de la dictadura del proletariado ur-

bano y rural con los campesinos más pobres, con objeto de aplas-

tar a la burguesía, de suprimir la explotación del hombre por el

hombre y de hacer triunfar el socialismo, bajo cuyo régimen no

habrá división de clases ni poder de Estado.» « La política tinan-

(1) En la edición francesa esta sección lleva como título: Dcctt.

derechos del pueblo trabajador, únicamente.
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ciera de la república — consagra el artículo 79 — en la época

transitoria actual de la dictadura de los trabajadores, tendrá

por objeto esencial expropiar a la burguesía y preparar condi-

ciones favorables a la igualdad general de los ciudadanos de la

república en el campo de la producción y del reparto de las ri-

quezas. »

La Constitución tiene, pues, por sus propias expresiones, un

carácter transitorio. Ha de estar en vigor mientras sea necesa-

ria la dictadura del proletariado para cumplir sus propósitos de

transformación social. Es la constitución eventual de una revo-

lución que asume forma y papel de dictadura.

Por todas las medidas a que se lia hecho referencia en el curso

de este trabajo, puede advertirse que la Constitución, al enun-

ciar lo que llama en su título general : « Declaraciones de los

derechos del pueblo trabajador », tenderá a fortificar el poder

del gobierno del pueblo trabajador y explotado y a realizar sus

finalidades.

Todo el mecanismo Constitucional del poder de la dictadura.

se encadena en una combinación de cuerpos colegiados.

^Nos encontraremos con cuerpos colegiados directivos y ejecu-

tivos, deliberantes y administradores, a través de todas sus dis-

posiciones, desde la organización celular y primaria del poder,

hasta sus formas superiores más complejas e importantes. Ve-

remos también cómo, por la ausencia de derechos explícitos, la

responsabilidad de los funcionarios superiores del gobierno es

difícil, si no ilusoria, y que el poder de revocación conferido a

los consejos primarios de esta democracia, no tiene el comple-

mento indispensable, ni del derecho popular y directo de la ini-

ciativa, ni del referendum, porque La Constitución ha llevado las

formas representativas indirectas y los poderes delegados hasta

límites que sólo es posible concebir en las «repúblicas demo-

crát ícas «le t ipo rut iiiario».
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18. Los propósitos de la revolución y los medios deque la

dictadura del proletariado deberá valerse para realizarlos, están

enumerados principalmente en la sección primera.

Su propósito esencial es suprimir todaexplotación del hombre,

abolir definitivamente la división de la sociedad en clases, aplas-

tar sin piedad a todos los explotadores, realizar la organización

socialista de la sociedad y hacer triunfar en todos lo países el

socialismo (artículo 3 o

,
primer párrafo). Además se propone:

a) Socializar la tierra, para lo cual declara suprimida la pro-

piedad privada de la misma; todas las tierras se declaran de

propiedad nacional y serán entregadas a los trabajadores sin

ninguna clase de indemnización, sobre la base de su disfrute,

igual para todos;

b) Los bosques, el subsuelo y las aguas que presenten un in-

terés del punto de vista nacional, todo el ganado y todo el ma-

terial, así como las propiedades y empresas agrícolas modelo y

de alto cultivo, se declaran propiedad nacional.

Los primeros actos de la revolución de octubre, como se ha

visto, tendieron a abolir la propiedad privada de la tierra me-

diante las resoluciones que he transcrito o mencionado. Esas

resoluciones adquieren por esta disposición de la Constitución,

fuerza de ley fundamental. Pero esas disposiciones, lanzadas

rápidamente para allanar el camino de la revolución, inorgánicas

y arbitrarias, no podían ser aplicadas seriamente y fué preciso

dictar una «ley fundamental sobre la tierra », que se sancionó

en el mes de septiembre de 1918, y que reemplazaba a los pri-

meros decretos del gobierno bolchevista.

Fuera de las disposiciones sobre control de los obreros en las

fábricas, usinas, etc., se dispuso, antes de la Constitución, la

creación de un Soviet supremo de economía nacional a cuyo car-

go estaba la dirección industrial, en todos sus aspectos, de las

íabricas que fueran incorporándose a la propiedad nacional. La

Constitución establece, en el inciso c del artículo 3 o
,
que como
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primer paso para la transferencia de las fábricas, de las minas,

de los ferrocarriles y otros medios de producción y de transporte

a manos de la República, el Congreso parnaso ratifica la ley

sobre inspección obrera y Consejo supremo de economía nacio-

nal a fin de asegurar el poder de los trabajadores sobre los ex-

plotadores.

El congreso entiende que la anulación de los empréstitos lan-

zados por el gobierno del Zar, es el primer golpe dado al capital

internacional y aprueba la transferencia de todos los bancos al

Banco de listado « como una de las condiciones de liberación de

las masas trabajadoras del yugo del capital » (incisos d y e).

Como hay en la nación gentes que viven sin trabajar y que

labran su bienestar haciendo trabajar a otros, se establece «el

servicio civil obligatorio » como un medio de « suprimir los ele-

mentos parásitos de la sociedad y organizar la vida económica

del país » (inciso/).

El congreso sabe que es indispensable para sostener los prin-

cipios proclamados y conservar el poder en sus manos, disponer

de la fuerza armada necesaria. Hay también que precaverse

contra la restauración. Por ello decreta el armamento de lostra

bajadores, la formación del ejército rojo socialista de los obreros

y campesinos, y lógicamente, el desarme completo de las clases

poseedoras (inciso g).

VA artículo 4 o contiene la declaración del congreso de asociarse

a la política llevada a cabo respecto a la denuncia de los trata-

dos secretos, la organización de la fraternización de los soldados

en el frettte y la obtención de una paz democrática sin anexio

nes ni Indemnizaciones, sobre la base del derecho de los pueblos

We disponer de sí mismos.

Por (d artículo 5". el congreso repudia la política colonial bur-

guesa que edifica la prosperidad de los explotadores sóbrela

esclavitud de centenares de millonea de trabajadores.

Seaproaba la independencia de Finlandia, etc. enelart ícnTo6°.
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En el artículo 7
o
,
el Congreso estima que cuando se entabla

la lucha decisiva entre el proletariado contra sus explotadores,

no puede haber lugar para éstos en ninguno de lo órganos del

poder y el poder debe pertenecer en totalidad y exclusivamente

a las masas trabajadoras y a su representación autorizada, los

soviets de delegados obreros, soldados y campesinos.

Queda reservado a los obreros y campesinos de cada nación,

el derecho de decidir mediante un congreso nacional de soviets,

si desean y sobre qué bases, participar en el Gobierno federal

y en otras instituciones federales de los soviets, reserva que

se establece ' con el propósito de crear una unión verdadera-

mente libre y voluntaria en las clases trabajadoras de todas las

naciones de Eusia. El artículo 8 o complementa la declara-

ción del artículo 2 o
: « La República rusa de los soviets, dice,

«preda fundada sobre el principio de la libre unión de naciones

libres y constituirá una Federación de repúblicas nacionales de

soviets».

19. La sección segunda de la Constitución establece la fuente

del poder público de la Xación y reconoce a los trabajadores sos

derechos primarios.

Por lo que se refiere al poder de la república, ya el artículo

primero de la Constitución, al par que dispone que Rusia deba

recibir el título de « República de los soviets de obreros, solda-

dos y campesinos », dispone que todo el poder central y local

pertenecerá a los soviets.

El artículo 9 o consigna el principio esencial de la Constitución

en el período de transición actual, como ya se ha visto.

La autoridad dentro de los límites de la república, pertenece

a la población obrera agrupada en soviets urbanos y rurales. La

república será una sociedad socialista libre de todos los traba-

jadores de Rusia (art. 10).

Para las regiones de Rusia que tienen un régimen y una com-
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posición especial de soviets, se establece que podrán unificarse

en « uniones regionales autónomas » a cuya cabeza deben estar

los congresos regionales de soviets y sns órganos ejecutivos. Es-

tas uniones formarán parte, sobre bases federativas, de la Re-

pública federal de los soviets (art. 11).

La constitución asegura a todos los trabajadores plena liber-

tad de conciencia, derecho que se complementa con la separa-

ción de la Iglesia del Estado y con la separación de la Escuela de

la Iglesia. Se reconoce a todos los ciudadanos la libertad de pro-

paganda religiosa y antireligiosa (art. 13).

Asegura también la libertad efectiva de pensamiento de los

trabajadores. Para ello la república deberá terminar con la orga-

nización capitalista de la prensa, con el estado de dependencia

de la prensa hacia el capital y entregará al proletariado obrero

y campesino los órganos técnicos y material necesario para la

publicación de periódicos, folletos, libros y otras producciones

de prensa y además se encargará de asegurar su libre difusión

por el país (art. 14).

El artículo siguiente asegura la libertad de reunión, recono-

ciendo la república a todos « los ciudadanos » el derecho de or-

ganizar libremente reuniones, mítines, procesiones, etc., y pon-

drá a disposición de la clase obrera y campesina todos los locales

que convengan a las asambleas populares.

Qneda asegurada para los trabajadores la libertad de asocia-

ción, comprometiéndose la república a prestar a los obreros y

campesinos pobres todo su auxilio material o de cualquier clase

para facilitar su unión y organización (art. 16).

Estas libertades de opinión, prensa, reunión y asociación, esen-

ciales p¡ir;i la existencia democrática, bajo la apariencia de una

ilimitada extensión, están restringidas por el poder que hade

facilitar su ejercicio, desde que ese poder tiene en sus manos los

medios para que esas libertades puedan hacerse efectivas.

Eli su « .Mensaje» a los trabajadores de Norte América, De-
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nine se expresa del siguiente modo a propósito de la libertad de

reunión y de la igualdad :

« Las viejas constituciones democráticas burguesas ensalza-

ban por ejemplo la igualdad de forma y el derecho de reunión,

mientras que nuestra constitución sovietista, proletaria y cam-

pesina, repudia la hipocresía de la igualdad por la forma. Cuando

los republicanos burgueses derribaban tronos no consideraban

la igualdad de forma de los monarquistas y de los republicanos.

Tratándose de la caída de la burguesía, Tínicamente los traido-

res y los idiotas pueden exigirla forma de la igualdad de dere-

chos para la burguesía. ¿ Qué vale la libertad de reunión para

los obreros y los campesinos si los mejores edificios están aca-

parados por la burguesía? Nuestros soviets han arrancado todos

los edificios cómodos, en la ciudad y en la campaña, de manos

de los ricos, transfiriéndolos a los obreros y campesinos para sus

asambleas. Tal es nuestra libertad de reunión para los trabaja-

dores! Tal es el sentido y la esencia de la constitución socia-

lista de nuestros soviets! » (Lenine, Lettre aux ouvriers améri-

cains.)

De este comentario se deduciría que la única traba que teman

los trabajadores para ejercitar su libertad de reunión era la falta

de locales adecuados, de edificios cómodos. Por ello, se atribuye

a la cláusula constitucional que pone los edificios a disposición

de los trabajadores, para el derecho de reunión, un significado

y un valor revolucionarios. Me parece que el obstáculo al dere-

cho de reunión es pueril y el elogio de la reforma constitucional

exagerado.

El derecho de reunión ha sido y es un medio de propaganda

colectiva, y en cnanto podía ser usado en favor del zarismo, te-

nía todas las franquicias y era prohibido en cuanto se empleaba

para combatirlo. Significaría aceptar un estado de calamitosa

inferioridad revolucionaria y un abatimiento moral extremo, afir-

mar que un pueblo no pudiera reunirse por falta de edificios y «pie
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la adquisición de locales para hacerlo pueda considerarse como

el « sentido esencial del derecho de reunión de la constitución

socialista».

Pero es que aun dentro de la Constitución de que nos ocu-

ltamos, esos derechos de opinión, reunión y asociación no son

definitivos. El derecho de publicar ideas por medio de la im-

prenta, por periódicos, libros, folletos, etc., queda en manos de

la dictadura gobernante, si en sus manos están, por disposición

constitucional, los elementos técnicos y los materiales indispen-

sables. Es exacto que la Constitución establece que esos instru-

mentos técnicos y materiales serán entregados al proletariado,

pero lo serán indudablemente en cuanto su empleo no contraríe

las corrientes de pensamiento dominante en el grupo social ad-

ministrador.

También el derecho de reunión se complementa con la decla-

ración de que la república pondrá a disposición de los trabaja-

dores los locales convenientes, como el derecho de asociación y

de organización se aseguran ofreciendo auxilio material o cual-

quier clase de ayuda para facilitar su ejercicio. Pero las ideas

que deben difundirse por la prensa, el libro o el folleto, para que

puedan contar con el auxilio de las imprentas expropiadas; el

motivo de las reuniones públicas para que puedan tener locales

apropiados; los propósitos que tengan las asociaciones y orga-

nizaciones para que puedan recibir el estímulo del poder de la

dictadura, deben ser de tal manera y en tal extensión y en tal

sentido, conformes a las exigencias de los « intereses de la revo-

lución ». .Nadie podría pensar de un modo distinto de lo que

piénsala revolución; ni reunirse para proclamar ideas- contra-

rias a las de la revolución; ni asociarse ni organizarse para sos

tener teorías, procedimientos, reformas, leyes que la revolución

no acepte. Por eso es (pie el artículo L'.'i establece «pie : « Inspi-

rándose en los intereses de la clase obrera en su conjunto, la Be-

pública socialista federal de los soviets privara a individuos o
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grupos aislados de los derechos de que usaren en perjuicio de los

intereses de la revolución socialista».

Hay el derecho dedecir que el régimen imperante es el de la

dictadura. Es exacto. Luego no hay por qué llamar derechos ni

libertades a esas prerogativas individuales cuyo ejercicio queda

en manos de la dictadura misma. Las libertades constituciona-

les existen mientras la dictadura considere que no perjudican

sus intereses. Basta meditar un momento para medir el alcance

democrático del « sentido y esencia » de estas libertades cons-

titucionales.

La Constitución asegura a los trabajadores la posibilidad de

instruirse concediendo la instrucción gratuita a los obreros y

campesinos (art. 17).

Como una consecuencia de la apropiación por la república de

todos los medios de producción, sus antiguos detentadores de-

ben a la fuerza dedicarse a trabajar. A esta situación quedaban

reducidos so pena de perecer o de emigrar. Pero la Constitución

ha querido organizar una sociedad de hombres que vivan traba-

jando, y ha proclamado en su artículo 18 que el trabajo es obli-

gatorio, juntamente con el principio de : « Quien no trabaja, no

come» (1).

El artículo 19 establece el principio de que todos los ciuda-

danos, para asegurar las conquistas de la revolución, están obli-

gados a defender la patria socialista. Para ello la Constitución

establece el servicio militar obligatorio y sólo concede el honor

de la defensa de la patria a los trabajadores. « Los demás ele-

mentos de la población quedan sometidos a otras obligaciones

militares ».

(1) En la segunda epístola de San Pablo a los tesalonicenses, se lee : «Is'i co-

mimos debalde el pan de nadie ; antes trabajamos con trabajo y fatiga de nocbe

y de día, por no ser gravosos a ninguno de vosotros. No porque no tuviésemos

potestad, más por darnos a vosotros por dechado, para que nos imitaseis: por-

que aun estando con vosotros os denunciábamos esto : Que si alguno no quisiere

trabajar, tampoco coma» (capítulo III, vers. 8, 9 y 10, segunda epístola).
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Los extranjeros, dentro de la república, en virtud del princi-

pio de solidaridad entre los trabajadores de todas las naciones,

tendrán todos los derechos políticos de los ciudadanos rusos,

siempre que trabajen en el territorio de la república y perte-

nezcan a la clase obrera o a la clase campesina que no vive del

trabajo mercenario. Se reconoce a los soviets locales el derecho

de concederles, sin más formalidades, los derechos de los ciu-

dadanos rusos (art. 2(5). Todos los extranjeros perseguidos por

delitos políticos o religiosos en su país, tienen el derecho de

asilarse en la república rusa (art. 20).

Es contrario a las leyes fundamentales de la república insti-

tuir o tolerar privilegios o prerrogativas de cualquier índole,

oprimirá las minorías nacionales o limitar sus derechos, porque

la Eepública reconoce la igualdad de derechos a los ciudadanos,

cualquiera que sea su raza o nacionalidad (art. 22). Más que

a privilegios o prerrogativas de individuos o clases, parece refe-

rirse el artículo a los pequeños grupos de nacionalidades, en

concordancia con el artículo 11 que establece disposiciones a

favor de la unificación de aquellas regiones del país que tienen

una composición nacional especial.

Si comparamos estos derechos constitucionales individuales de

la Kepública rusa con algunos de los que consigna la Constitu-

ción argentina, observaremos que en nuestro texto constitucio-

nal se encuentran expresadas con mayor énfasis y mayor preci-

sión. Así en el artículo 14 leemos : « Todos los habitantes de la

Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que

reglamenten su ejercicio*. No lo dice la Constitución rusa, pero

Ii¡i entrado a reglamentar por sus congresos cada uno de los de-

rechos constitucionales para ordenar el ejercicio regalar de las

libertades. lia dictado leyes para la instrucción pública, para la

organización «leí trabajo, para la organización de los servicios

bancarios, para el uso de la tierra nacional, pura el ejercicio del

comercio por medio de los órganos oficiales de la república, etc.
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Sigue nuestra Constitución: « trabajar y ejercer toda industria

lícita» ; « navegar y comerciar » ; «peticionara las autoridades »,

derecho que no figura explícitamente en la Constitución rusa,

pero que debe entendérsele como un motivo o un derivado del

derecho de reunión y del derecho electoral, en la forma que ha

de verse. Sigue nuestra constitución diciendo : « Entrar, perma-

necer, transitar, salir del territorio » ; « publicar sus ideas por la

prensa sin censura previa», etc.

Y las garantías del artículo 18 de la Constitución argentina.

que no aparecen en los textos de la Constitución rusa y cuya

consignación es el reconocimiento más completo de la libertad

individual y de la seguridad. Dice así nuestro texto : Ningún

habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fun-

dado en ley anterior al hecho del proceso; ni juzgado por comi-

siones especiales o sacado de los jueces designados por la ley

antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a decla-

rar contra sí mismo. Ni arrestado sino en virtud de orden escri-*

ta de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio

de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable como

también la correspondencia epistolar y papeles privados. Que-

dan abolidas para siempre la pena de muerte por causas políti-

cas, toda especie de tormento y los azotes. Ningún habitante de

la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley ni pri-

vado de lo que ella no prohibe (art. 19).

Al referirnos a la organización judicial veremos en qué si-

tuación de garantía están la defensa y la seguridad indivi-

duales.

20. Entremos a examinar el texto constitucional en lo que se

refiere a la organización del poder de los soviets.

La Constitución establece una división entre « poder central »

y « poder local ». Dentro del « poder central », figuran :

a) El Congreso panruso de los soviets de los delegados de los
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obreros, de los campesinos, de los cosacos y de los soldados del

ejército rojo;

b) El Oomité central ejecutivo;

cj El Consejo de los comisarios del pueblo.

Dentro del « poder local », se encuentran :

a) Los congresos de los soviets;

b) Los soviets de diputados.

Los congresos de soviets del «poder local », comprenden a

su vez

:

a) Congresos de regiones
;

b) Congresos de gobiernos (o provincias);

c) Congresos de distritos;

d) Congresos de muuicipios rurales.

Dentro del poder local existen los «soviets de diputados» :

son la representación de las ciudades y de los campos (pueblos

y aldeas de menos de 10.000 habitantes), y como una autoridad

posible, puede funcionar también, por mandato de la Constitu-

ción la «Asamblea general de la aldea» donde pueda realizarse.

Bl artículo I
o de la Constitución establece que los soviets tie-

nen en sus manos todo el poder central y local; el artículo 7
o

repite que cuando se entabla la lucha del proletariado contra

sus explotadores no debe haber lugar para éstos en ei poder y

que el poder debe pertenecer en totalidad y exclusivamente <<

las masas trabajadoras y a su representación autorizada, los so-

viets de delegados obreros, soldados y campesinos; el artícu-

lo H). insiste en que toda la autoridad dentro de los límites de

la república pertenecerá << toda la población obrera agrupada en

los sorirts urbanos y rurales, y el artículo ll* dispone que la « au-

toridad suprema de la república residirá en el Congreso pan

ruso de los soviets y en el ('omite central ejecutivo de los perío-

dos comprendidos entre los congresos •. disposición que vuelve

¡i repetir el articulo 2\ : el Congreso paiirnsode los soviets sera

la autoridad sii/>rriita de la república.
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Vamos a estudiar, en el texto de la Constitución, cómo se com-

ponen y eliden estos distintos cuerpos colegiados.

21. Con la organización délos soviets y de los congresos de

los soviets, desaparece el sistema del gobierno del pueblo por re-

presentación directa o indirecta en segundo grado, a (pie esta-

mos acostumbrados en las repiíblicas democráticas. Esta falta

de elecciones directas aparece como la más seria y más funda-

mental objeción a las bases orgánicas del sistema sovietista.

Y su defensa ha sido planeada por el propio Lenine, al dirigirse

a los trabajadores americanos y explicarles el alcance de esta

nueva forma de gobierno. « Los pedantes o las gentes incura-

blemente atiborradas de los prejuicios democráticos burgucso

o parlamentarios, pueden menear la cabeza con perplejidad ante

nuestros soviets, insistiendo por ejemplo en la ausencia de elec-

ciones directas. Esas gentes nada han olvidado ni nada han

aprendido durante las grandes transformaciones de 1914 a 1918.

La dictadura del proletariado, junto con la nueva democracia

para los trabajadores y la guerra civil con la más vasta parti-

cipación de las masas en la política, son largas y difíciles de

comprender y no entran en las formas rutinarias del democra-

tismo parlamentario. Un mundo nuevo, el mundo del socialismo

se levanta ante nosotros en los rasgos de la república sovietista.

Y no es extraño que este mundo no nazca completo, no surja

armado como Minerva de la cabeza de Júpiter».

Sabemos ya que las clases han sido « abolidas » por decretos

sucesivos. Xo hay patrones y asalariados, no hay propietarios

y desposeídos; no hay capitalistas y proletarios. Las bases de un

nuevo punto de partida en la economía social se cree plantea-

das con la abolición de la propiedad privada de la tierra, con

la expropiación de las fábricas y explotaciones agrícolas, con la

monopolización de los bancos y del comercio, con la prohibición

de vivir sin trabajar y con la implantación del trabajo civil obli-
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gatorio. Aceptemos como indiscutible la dudosa realidad de

estos hechos y de sus consecuencias sociales, para colocarnos

en el terreno mismo de la Constitución sovietista e indagar las

bases de su sistema.

En una sociedad formada exclusivamente por un sólo tipo so-

cial de hombres, el hombre productor, es evidente que han des

aparecido los motivos profundos que hoy existen para la lucha

por el predominio de un grupo de minoría sobre una mayoría,

de los hombres ricos contra los hombres pobres, de los hombres

parásitos contra los hombres trabajadores. Pero mientras esa

colectividad de hombres socialmente iguales tenga necesidad

de reglas de gobierno y de administración, debe aceptarse como

inevitable, la formación de organismos representativos donde

tengan su expresión y cabida no los crudos o groseros egoísmos

de grupos sino las concepciones, los métodos, las formas, los

medios de aprovechar en un más alto grado los beneficios socia-

les. Y ello es de por sí el programa de los grupos dentro de esta

nueva democracia, y su expresión, tal como ocurre en nuestro

ambiente, no puede ser otra que la que se traduzca por el ejer-

cicio del sufragio.

Sea cual fuere el espíritu revolucionario y decisión por el

empleo de la fuerza, en manos de una clase instituida en clase

directriz, por intermedio de una minoría constituida en dicta-

dura, la objeción de que el sistema sovietista es antidemocrá-

tico y aun antiproletario, no se destruye. Sería preciso que exis-

tiera una compenetración que llegara hasta la identidad entre

los directores y los dirigidos, para aceptar que sea posible la

prescindencia de éstos cuando se trata (le desigual' a aquéllos.

Lenine, en su explicación a los trabajadores de Norte América

suple con palabras la refutación del fondo de la afirmación.

En el examen objetivo e imparcial, lucia de toda situación de

polémica que hacemos de la Constitución, debemos señalar los

grandes claros en esta obra trabajada sin duda a estímulo de
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los acontecimientos apremiantes, procurando al parecer sobre-

pasarlos, para ser su cansa y n<> descubrirse como siendo su

consecuencia.

Los grandes grupos «representativos» del gobierno sovie-

tista, están lejos de los trabajadores. Éstos necesitarían recorrer

peldaño por peldaño la alta escalera de los cuerpos colegiados

que se interponen, entre el jefe del gobierno y ellos, para impo-

ner sus designios. Compárese un sistema semejante con el sis

tema de los cuerpos colegiados democráticos de la actual orga-

nización política, aun de aquellos de tipo más cerrado. Las mu-

sas obreras constituyen las grandes mayorías numéricas en los

cuadros electorales de todos los países. La extensión de los de-

rechos políticos coloca a esas grandes masas en la posibilidad de

ser, por la decisión consciente de querer serlo, la fuerza social

directiva del Estado. Hombres y mujeres de la clase trabaja

dora son llamados a esa función de propio gobierno y la expe-

riencia demuestra con la lentitud pero con la eficacia de la ver-

dad, que el predominio de esas masas, por el sufragio, no es

una utopía, sino allí donde las condiciones mentales o económi-

cas dificultan su avance y su expansión. La dictadura como

centralización del poder y de la fuerza en un momento de

crisis revolucionaria no es una cosa que esté fuera de las posi-

bilidades en ningún momento, hasta que sea posible la consulta

colectiva de los intereses sociales. Pero cuando esa dictadura

deja de ser un estado de transición y se organiza constitucio-

nalmente, para regular sus pasos en el porvenir y suprime la

opinión y el derecho general, se transforma en la tiranía orga-

nizada, en la permanente negación de la libertad y del derecho,

es una inversión reaccionaria de las formas de gobierno, porque

substituye una minoría arbitraria y despótica, por otra que re-

pudia el control y vive en la irresponsabilidad. Dentro del za-

rismo no era permitido pensar en contra del zarismo, liadek,

exponente del pensamiento sovietista, en su folleto La situct-
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tion internationale et la politique twterieure du pouvoir des so-

ricts, discurso pronunciado el 3 de septiembre de 1918, repli-

cando a un orador socialista revolucionario, terminaba con

estas palabras : « Y declaramos abiertamente, sea un bien o

un mal : el poder de los soviets no permitirá a nadie minar la

política establecida j>or el Congreso de los soviets. Declarad que

no organizaréis atentados contra el poder de los soviets, que

no predicaréis la política que predican también los agentes del

capitalismo aliado, y vuestra prensa no será perseguida por

nadie y podréis ser « populistas » y creer no importa en qué ton-

teras. En caso contrario, sois contrarevolucionarios, pues la re-

volución no distingue si se la ataca directamente o sise la ataca

declarando: «una sola guerra no nos basta, queremos hacerla

guerra al mundo entero» (página 40).

Por lo que hace a quienes ven en la organización sovietista

del tipo que analizamos, una forma concluida y novísima de la

democracia obrera, les instamos a leer la constitución de la dic-

tadura. Y en cuanto a aquellos (pie enamorados del fondo de vio-

lencia instintiva que hay en cadaliombre, se sienten halagados

por la frase dictadura del proletariado, les instamos a pensar en

el propio proletariado, en su historia, en sus luchas, en la efi-

ciencia de su fuerza organizada y consciente y en la bancarrota

de la violencia instintiva y sistemática, símbolo de la debilidad

colectiva, para plantearles, ante la conciencia, el misino dilema

«pie Tnratti planteaba en su manifiesto a los electores, recien-

temente :

«O el proletariado, que es la inmensa mayoría (le la nación,

tiene conciencia y fuerza política para utilizarla en su benelicio

y en este caso la dictadura no es necesaria, o carece de esa fuerza

y de esa conciencia y entonces la dictadura no lo salva. »

22. Pasemos ahora al análisis de los organismos represen-

tativos de (pie nos halda la < 'onst it lición. La más alta autoridad.
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es el Congreso panruso. Sé compone de delegados o represen-

tantes designados por los soviets urbanos y de delegados o re-

presentantes designados por los soviets de gobierno o provincias.

Dos unidades políticas y administrativas separadas como si tu-

vieran intereses típicos, integran la representación del país : los

soviets de ciudades y los soviets de provincias. Las ciudades y

las provincias, colocadas en una sola línea, para dar al congreso

grupos netamente urbanos frente a representaciones no urbanas.

Estos soviets de ciudades y de gobiernos deben ajustarse ;i

una norma específica. Los soviets de las ciudades deben designar

un diputado por cada 25.000 electores. Los soviets de gobierno

deben designar un diputado por cada 125.000 habitantes. Esta

ealificación déla base de representación de los diputados, sólo

podría explicarse si la Constitución hubiera tenido el propósito

de crear en el seno del congreso una preponderancia de las re-

presentaciones urbanas sobre las de provincia. Por el derecho

electoral ruso, son electores hombres y mujeres desde los 18

años, de modo que, en las ciudades, apenas un tercio de la po-

blación o un poco más, quedaría fuera de las cifras. En el mejor

de los casos podría afirmarse que 25^000 electores de la ciudad

j

representarían a 50.000 habitantes de la ciudad. Las provincias,

en cambio, aceptando la misma proporción de electores, tendrían

derecho a un diputado por cada 62.500 electores o sea por cada

125.000 habitantes. Por el mismo número de electores con que

las provincias designan un diputado, las ciudades designan dos.

Pero es indudable que en el seno del congreso, el voto de un dipu-

tado elegido por el soviet de gobierno vale tanto y pesa tanto

eomo el voto del diputado elegido por el soviet de ciudad.

Esta disparidad en la base cuantitativa y cualitativa de la

representación (número diverso, condición política diversa), se

mantiene en los órganos del poder local, como ha de verse más

adelante.

Para poder apreciar en conjunto la formación de los distintos
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cuerpos colegiados que tienen, dentro de su jurisdicción polí-

tica, el poder absoluto, vamos a presentar el cuadro déla repre-

sentación total.

Congreso panruso

Se compone

:

I o Por representantes de los .soviets urbanos a razón de uno

por cada 25.000 «electores»
;

2 o Por representantes.de los soviets de gobiernos (o provin-

cias) a razón de uno por cada 125.000 «habitantes».

No hay intervención directa del pueblo en la formación del

Congreso panruso o autoridad suprema de la república.

A su vez los cuerpos electores del Congreso panruso se com-

ponen del modo siguiente:

I
o Soviets urbanos. En las ciudades de más de 10.000 « habi-

tantes » los soviets de diputados se constituirán con un dipu-

tado por cada 1000 habitantes, con un mínimo de cincuenta y

un máximo de 1000 (art. 57. inciso a).

2" Soviets fie gobiernos. El «gobierno» (Guvernia) es una di-

visión político-administrativa equivalente a una «provincia».

Cada provincia tiene un soviet, cuya formación no está deter-

minada en la Constitución. Estos soviets de gobierno son los

que intervienen, designando sus representantes a razón de un di-

putado para cada L25.000 habitantes, para formar el Congreso

panruso. Y ;i los fines del gobierno local, la Constitución orga-

niza «congresos de soviets de gobiernos», de los que nos ocupa-

remos a su 1 unió.

Cuando el congreso de los soviets de gobiernos no precediere

inmediatamente al Congreso panruso, los delegados que deben

integrara este deberán ser elegidos por los congresos de dis-

trito. Cuando el congreso <!<• los soviets de gobiernos precede

al Congreso panruso, eligen los representantes «'líos y no los

congresos de distrito (notas i y -al art* 25).
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23. El Congreso parnaso elige (hay que suponer que de su

seno, por las atribuciones y responsabilidades que tiene, aun-

que la Constitución no lo expresa) un Comité central ejecutivo,

que debe componerse, cuando más de 200 miembros (art. 28).

El Comité central ejecutivo así designado, es el órgano legis-

lativo y supremo de inspección de la república (art. 31).

El Congreso panruso debe ser convocado por lo menos dos

veces por año por el Comité central ejecutivo, y extraordinaria-

mente debe convocarse un congreso panruso por resolución del

comité central ejecutivo o a petición de los soviets, si éstos

representan por lo menos la tercera parte de la población de

toda la república (art. 26 y 27).

El Comité central ejecutivo es responsable ante el Congreso

panruso (art. 29) y ejerce la autoridad suprema de la república

en el período comprendido entre los congresos (art. 30).

El Comité central ejecutivo, designado por el Congreso panru-

so de los soviets, tiene las siguientes funciones constitucionales :

(() Es el órgano legislativo y el órgano supremo de inspec-

ción de la república (art. 31);

b) Da dirección general a la actividad del gobierno de los

obreros y campesinos y de todos los órganos del poder de los

soviets (art. 32);

c) Centraliza y unifica los trabajos en materia de legislación

y de administración (art. 32);

d) Inspecciona la aplicación de las constituciones de los so-

viets, de los decretos de los congresos panrusos y de los órga-

nos centrales del poder socialista (art. 32);

e) Examina y ratifica los proyectos de decretos y otras pro-

posiciones que le son sometidas por el Consejo délos comisarios

del pueblo o por las otras administraciones (art. 33);

f) Dicta por su propia autoridad decretos y disposiciones (art.

33):

g) Convoca al Congreso panruso de los soviets (art. 34)

;
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h) Da cuenta de su gestión al Congreso panruso (art. 34);

i) Presenta al Congreso panruso informes sobre la política ge-

neral y otras cuestiones (art. 34)

;

j) Organiza el Consejo de los comisarios del pueblo para la

dirección general de los asuntos de la república y de sus di-

versas secciones (comisarías del pueblo) parala dirección délas

diversas ramas de la administración (art. 35);

le) Los miembros del Comité central ejecutivo trabajarán en

las comisarías del pueblo o ejecutarán las órdenes particulares

del Comité central ejecutivo (art. 36);

1) Puede derogar las decisiones dictadas por el Consejo de los

comisarios del pueblo o suspender sus efectos (art. 40);

m) Katifica todas las decisiones del Consejo de los comisarios

del pueblo que tengan importancia capital para la política ge-

neral, las que deben serle sometidas para su examen (art. 40):

n) Ejerce las atribuciones constitucionales del Congreso pao-

ruso, con excepción en lo referente a la dirección de la política

interna y exterior, relaciones con las potencias extranjeras, de-

claración de la guerra y conclusión de la paz, salvo el caso en

que sea imposible reunir al Congreso panruso (art. 52).

24. Las atribuciones del Congreso parnaso délos soviets (que

corresponden en los casos y con las excepciones mencionadas

también al Comité central ejecutivo) son las siguientes, de acuer-

do con los artículos 4!>. 50 y 5 1 :

a) Ratificaciones, modificaciones y adiciones a la Constitución

de la república

:

i>) Dirección general de la política interior y exterior (por ex-

clusivo al Congreso panruso, y al Comité central ejecutivo

cuando el congreso no [Midiere reunirse (art. 52);

c) Fijación y modificación <!< las fronteras y enajenación de

partes del territorio de l;i república de derechos (pie le per

tenezcan

:



510 ANALES DE LA FACULTAD DE DESECHO

d) Resolución de las competencias de las uniones <1<- soviets

regionales que forman la república y solución de los conflictos

que puedan nacer entre ellas;

e) Aceptación de nuevos miembros en el seno de la Repúbli-

ca y reconocimiento de la desmembración de parte de la Fede-

ración rusa

;

f) División administrativa del territorio de la República y ra-

tificación de las agrupaciones de regiones;

. (j) Regulación y modificación- de los sistemas de pesas y me-

didas y moneda en el territorio de la república;

h) Relaciones con las potencias extranjeras, declaración de

guerra y conclusión de la paz (con la excepción enunciada a

favor del Comité central ejecutivo para el caso en que no sea

posible reunir al Congreso panruso)

;

i) Determinación de empréstitos, convenios aduaneros y co-

merciales y conciertos financieros;

j) Determinación de las bases y del plan general de la orga--

nización económica del territorio de la república

;

Ti) Ratificación del presupuesto de la república;

I) Fijación de impuestos y de diferentes cargas;

m) Organización de las fuerzas armadas de la república;

n) Legislación constitucional, procesal y organización de la

de la justicia civil y criminal;

o) ^Nombramiento y distribución del Consejo de comisarios

del pueblo en conjunto, como de sus miembros en particular y

ratificación del nombramiento del presidente del Consejo de

comisarios;

p) Publicación de nuevos reglamentos concernientes a la ad-

quisición o pérdida de los derechos de ciudadano ruso así como

del derecho de los extranjeros en el territorio de la república;

q) Derecho de amnistía general o particular;

>•) Entiende en todos los asuntos que cree de su jurisdicción

(art. 50)

;
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s) Corresponde por exclusivo al Congreso panruso: la deter-

minación, modificaciones y adiciones que se hayan de hacer a

las leyes fundamentales de la Constitución de los soviets y la

ratificación de los tratados de paz (art. 51).

Queda así bosquejada, de acuerdo con las propias disposicio-

nes de la Constitución, la organización parlamentaria de la re-

pública. En su formación no interviene directamente el pueblo,

¡i pesar de ser estos cuerpos los depositarios del poder supremo

de la república.. Es así cómo en las esferas del poder central.

el rol del parlamento está en manos de una organización perió-

dica, el Congreso panruso de los soviets, y de una organiza-

ción permanente, designada por el Congreso panruso, compues-

ta de 200 personas como máximo, que asume la función consti-

tucional legislativa en toda su integridad, mientras no está en

funciones el Congreso panruso, y que elige a los miembros del

Poder ejecutivo o comisarios del pueblo, cuya organización co-

legiada vamos a estudiar.

L'5. El artículo 49 de la Constitución atribuye al Congreso

panruso de los soviets o al Comité central ejecutivo, en su inci-

so o, el « nombramiento y distribución del Consejo de comisarios

del pueblo en su conjunto, así como de sus miembros en parti-

cular, y la ratificación del nombramiento de presidente del Con-

sejo de comisarios».

La dirección general de los asuntos de la república corres-

ponde al Consejo de comisarios, designados en la forma pres-

crita por el artículo 49, inciso o (art. 37). El Consejo divide

sus funciones entre sus miembros de acuerdo con las diversas

comisarías (ministerios) establecidas en la Constitución, que

comprenden las siguientes carteras o departamentos: l* Nego-

cios extranjeros; 2C Guerra; 3° Marina; l" interior; 5o Justi-

cia; 0° Trabajo; 7" Segur*» social; 8o Instrucción pública: 9° Co-

rreos y telégrafos; 10 Asuntos de las nacionalidades: 11" Ha
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cienda; 12° Vías de comunicación; 13° Agricultura; t4° Comer-

cio e industria; lii Abastecimientos; lt>° InspecciÓD del Estado;

17° Consejo supremo de economía nacional: 18° Higiene pública

(art. 43).

Estos comisarios del pueblo designan su presidente, desig-

nación que debe ser ratificada por el Congreso panrusoo por el

Comité central ejecutivo (art. 49, inciso ó).

En el capítulo VIII la Constitución establece la responsabi-

lidad y las atribuciones del Consejo de los comisarios del pue-

blo;

a) Tiene la dirección de los asuntos de la república;

b) Dictará decretos, órdenes instrucciones y adoptará en ge-

neral todas las medidas necesarias para asegurar el curso regu-

lar y rápido de la vida del Estado (art. 38);

c) Debe comunicar sus decretos y decisiones, inmediatamen-

te al Comité central ejecutivo, quien puede derogarlos o sus-

pender sus efectos (arts. 39 y 40);

d) El Consejo de comisarios del pueblo es enteramente res-

ponsable ante el Congreso panruso de los soviets y ante el Co-

mité central ejecutivo (art. 46).

Cada comisaría o ministerio adopta a su turno una organiza-

ción colegiada.

Dispone la Constitución que «para cada comisario y bajo su

dependencia se constituirá un Colegio, cuyos miembros serán

nombrados con la aprobación del Consejo » (Consejo de los co-

misarios del pueblo) (art. 44). Este Colegio ministerial o de co-

misaría, debe ser informado de todas las cuestiones de su ramo

que el comisario tiene derecho de decidir personalmente (art.

45). Cuando existe desacuerdo entre el comisario (ministro) y

el Colegio de comisaría, éste no puede suspender la ejecución

de lo resuelto por el comisario del pueblo, pero puede recurrir

ante el Consejo de comisarios o ante la mesa del Comité central

ejecutivo en contra del comisario. Este derecho de apelación
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pertenece al Colegio y a cada una de sus miembros (art. 45).

Los comisarios y los colegios de comisarías son responsa-

bles ante el Consejo de comisarios y ante el Comité central eje-

cutivo (art. 47).

El artículo 48 establece que el título de « Comisario del pue-

blo» pertenecerá exclusivamente a los miembros del consejo

y ningún otro representante del poder de los soviets podrá apro-

piárselo.

26. Tal es la organización del poder central de la república

<le los soviets: se trata de una serie de cuerpos representativos

y electores que actúan con gran latitud y con un criterio acen-

tuado de dependencia. Lo único que falta en todo el mecanismo,

es el pueblo «trabajador y explotado», interviniendo directa-

mente para elegir el gran parlamento o Congreso panruso, de

cuyo seno han de surgir los otras cuerpos colegiados.

El Parlamento democrático de las repúblicas no sovietistas,

es elegido directamente por el pueblo, por procedimientos elec-

torales cada día más encaminados a completar la representa-

ción numérica con la representación calificada, conforme a los

grupos sociales divididos en partidos, por la aplicación del sis-

tema proporcional, y a vincular cada día la vida y la obra del

parlamento, a la actualidad y a la exigencia inmediata, por el

derecho de iniciativa que confiere al pueblo un poder legislati-

vodirecto; el referendum, que coloca en manos del pueblo el

derecho de revisión de la obra del parlamento, en cada sanción

importante, y el derecho de revocación, que da al pueblo el po-

der de llevar su control sobre sus mandatarios hasta el punto

de separarlos desús funciones representativas. La incorpora-

ción cada vez más extensa en la vida democrática de algunos

países, de las Cormas complementarias del referendum, de la

iniciativa y de la revocación, harán de los cuerpos parlamenta

ríos organismos extremadamente vinculados al pueblo que los

ANAL. KAC. UK DKK. — T. XX X:
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elige, y sometidos a su control tanto más intenso cuanto mayor

sea su capacidad y su interés por los asuntos déla sociedad.

En la República sovietista, el Congreso panruso o Asamblea

parlamentaria periódica, es elegida por los consejos de provin-

cia y por los consejos urbanos, como si dijéramos nuestras mu-

nicipalidades y legistaturas provinciales, aunque los soviets de

provincia en Rusia no tengan nada que ver con las legislaturas

argentinas. Éstas son cuerpos parlamentarios exclusivamente:

aquéllos son cuerpos ejecutivos y provienen de la elección indi-

recta de los congresos de provincia o gobernación.

Estas funciones de parlamento y de asamblea constituyen-

te que tiene el Congreso panruso, no le son exclusivas, poi-

que la Constitución le impone la formación de un cuerpo cole-

giado que no será mayor de 200 miembros, para que ejerza la

función permanente de legislación, cuando falte el Congreso

panruso o cuando éste no pueda reunirse, lo que, en la posibili-

dad de los hechos significa delegar el poder legislativo y cons-"

tituyente. Este Comité central ejecutivo viene a ser el vínculo

de unión entre el gran Parlamento que es el Congreso panruso y

el Poder ejecutivo que es el Consejo de los comisarios del pueblo.

El Consejo de comisarios constituye un poder ejecutivo, par-

lamentario y colegiado. Tampoco lo elige el pueblo. El Congreso

panruso elige el Comité central ejecutivo, y el Comité central

ejecutivo elige (cuando falta el Congreso panruso) a los comisa-

rios del pueblo o ministros. Y el presidente de los comisarios

del pueblo debe ser ratificado por el Comité central ejecutivo

o por el -Congreso panruso. Formas típicas del parlamentarismo.

Con menos recaudos que lo que se hace en Francia, por ejem-

plo, pero en el fondo semejante. El presidente de la república

francesa es elegido por la Asamblea parlamentaria. Los minis-

tros, si bien son designados por el presidente, es sabido que el

presidente no puede designarlos sino de acuerdo con las cáma-

ras, porque deben salir de los partidos de mayoría en las cama-
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ras. y son los grupos parlamentarios de las cámaras los que

imponen al presidente la organización ministerial. En Inglate-

rra igual. En Rusia igual. El presidente de Francia o el jefe de

gabinete no pueden hacer gran cosa sin el parlamento. El pre-

sidente del Consejo de los comisarios del pueblo no puede

tampoco hacer mucho sin el Comité central ejecutivo.

Por lo que respecta a las atribuciones de estos cuerpos cole-

giados parlamentarios, son iguales a las que corresponden por

ejemplo a nuestro Congreso y a las que tienen los otros parla-

mentos de República. Basta leer nuestra constitución. La di-

tierencia del sistema ruso con nuestro congreso, consiste en

atribuir al Congreso panruso y al Comité central ejecutivo poder

para reformar la Constitución atribución que por nuestra carta

pertenece a un cuerpo especialmente elegido para ello. El sis-

tema creado para hacer efectivas las responsabilidades políticas

si no es una simulación, es inútil. Los comisarios o ministros

son responsables ante el Consejo de los comisarios del pueblo,

consejo formado por los colegas de gabinete, y ante el Comi-

té central ejecutivo, formado por los electores del propio comi-

sario. Y el Consejo de los comisarios del pueblo, como en-

tidad sovietista, como cuerpo colegiado de gobierno, es respon-

sable ante el Comité central y el Congreso panruso. El Comité

central que lo elige y el Congreso panruso que debe reunirse,

cuando puede, dos veces por año. Y los miembros del Congreso

panruso ; ante quién son responsables I La constitución no lo

dice, pero hay que suponer que ante sus electores, los soviets

de provincia y los soviets urbanos. Y éstos, ante los electores

primarios que tienen derecho de revocar el mandato en cualquier

tiempo. La Constitución no dice qué número de electores se

precisa para ello ni tampoco indica el procedimiento para revo-

car a un miembro de soviet.

No parece que el proceso político por mal desempeño de sus

funciones, fuera de la acción de la justicia eomún, estéaeredi-
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tado como un buen camino para hacer efectiva las responsabi-

lidades públicas. Pero la Constitución no provee ni ese ni otro

sistema. Sostengo que para remover de su alta función al pie

Bidente <lel Consejo de los comisarios del pueblo resultará más

fácil un golpe de estado que el procedimiento constitucional.

1*7. Examinemos aliora la organización del «poder local» en

el propio texto de la Constitución.

La Constitución divide la sección correspondiente al « poder

local » en a, Congresos de los soviets ; b, Soviets de diputados.

a) Congresos de los soviets. Son :

I o Congresos de regiones;

2 o Congresos de gobiernos
;

3 o Congresos de distritos
;

4 o Congresos de municipios rurales.

I
o Congresos de regiones. — Están formados por

:

a) Los representantes de los soviets urbanos

;

b) Los representantes de los congresos de distrito

;

c) Los representantes de las ciudades.

La división político-administrativa de Rusia, que parece Be

lia conservado como bajo el antiguo régimen, comprende :

Regiones, zonas territoriales formadas por varias gobernacio-

nes o provincias

;

. Gobernaciones (o provincias) que comprenden subdivisiones

llamadas distritos;

Distritos, que comprenden radios denominados municipios

rurales o volost.

Dentro de los distritos, gobernaciones y regiones, están las

ciudades. Las ciudades intervienen para formar los congresos,

según su categoría. Si son mayores de 10.000 habitantes o si

son menores de 10.000 habitantes.

Las primeras eligen soviets urbanos. Las segundas eligen

soviets rurales y comprenden las aldeas y Añilas.
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Para formar el Congreso de región, los soviets urbanos y los

congresos de distrito, al parecer conjuntamente, eligen el dipu-

tado por cada 25.000 « habitantes». Y las ciudades eligen el re-

presentante por cada 5000 «electores». El Congreso de la

región no puede tener más de 500 diputados. Cuando el Con-

greso de gobierno o provincia se reúna inmediatamente antes

del Congreso de región elige los representantes dentro de la

misma regla, y en ese caso no intervienen los congresos de

distrito.

2 o Congreso de gobiernos. — Se forman por representantes de :

a) Los soviets urbanos
;

b) Los congresos de los municipios rurales
;

<) Las ciudades.

Los soviets urbanos y los congresos de los municipios rura-

les eligen un diputado por cada «10.000 habitantes » y las ciuda-

des uno por cada 2000 electores, como máximo 300 diputados

para todo el Gobierno.

Los congresos de los municipios pueden ser reemplazados en

la elección por los congresos de distritos cuando éstos se reunie-

ren inmediatamente antes del Congreso de gobierno.

:>" Congresos de distritos. — Se forman por los representantes

de todos los soviets de los municipios rurales, a razón de un dipu-

tado por cada 10 miembros de soviet. En estos congresos están

representados los soviets de las ciudades con menos de 10.000

habitantes. Los soviets de las localidades que tengan menos de

looo habitantes deben reunirse para elegir sus diputados para

el congreso de distrito.

t° Congreso* de municipios rurales. — Se OOmpOnen de repre-

sentantes de los soviets de: aldeas, a razón de un diputado poi-

cada lo miembros del soviet. Los soviets de aldeas que tengan

menos de 1 mi ei id) ros enviaran un d i puta do al Congreso de los

municipios rurales.

Para la formación del poder local, intervienen como está dis-
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puesto cu la Constitución, y en (manto a los congresos, (mica-

mente los soviets. Desde el soviet de aldea hasta el soviet de

región, qne es la división político-administrativa más extensa,

la base de la representación en el seno de los cuerpos colegia

dos del poder local es, como en el congreso panruso, o bien el

número de electores, cuando se trata de dar representación a

las ciudades, o bien el número de habitantes cuando se trata de

dar representación a los distritos, provincias, regiones, etc. Pero

en los organismos de menor importancia, no se tiene en cuenta

ni la población general ni la población electoral; la representa-

ción para los congresos de los distritos y de los municipios ru-

rales debe acordarse según el número de miembros deque cons-

ta cada uno de los soviets que deben integrarla representación,

a razón de un diputado por cada diez miembros y de un diputa-

do para aquellos soviets que tengan menos de 10 miembros.

Cada congreso, para el gobierno de su jurisdicción, elige un

Comité ejecutivo. En el orden local los congresos desempeñan

la función que corresponden en el orden de la nación al Con-

greso panruso. Una función semejante corresponde en el orden

local al Comité ejecutivo que la que tiene el Comité central eje-

cutivo del Congreso panruso.

Los congresos locales son convocados por el Comité ejecutivo

de cada jurisdicción, y este Comité ejecutivo ejerce, mien-

tras no funciona el Congreso, toda la autoridad de éste

(arts. 54, 55, 50).

b) Soviets de diputados.— Es para elegir los soviets de dipu-

tados del poder local para lo único que aparece interviniendo

el pueblo en la Constitución rusa, es decir el pueblo como elec-

tor directo de sus representantes.

Los soviets de diputados se constituyen :

a) En las ciudades, a razón de un diputado por cada 1000

habitantes, con un mínimo de 50 miembros y un máximo

de 1000:
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b) En los campos (pueblos y aldeas de menos de 1 0.000 habi-

tantes) a razón de un diputado por cada 100 habitantes, con un

mínimo de o y un máximo de 50 diputados por localidad.

En las localidades donde sea posible realizarlas, los asuntos

de la administración serán resueltos directamente por la Asam-

blea general de la aldea.

El mandato de los diputados dura tres meses.

Como para los congresos del gobierno local, los soviets de

ciudades y campaña designan un comité ejecutivo que se com-

pone de cinco miembros en los soviets de campaña y de uno poi-

cada cincuenta de los componentes del soviet en las ciudades,

cori un mínimo de tres y un máximo de quince. En Petrogrado

y en Moscou el máximo de miembros del comité ejecutivo será

de 40.

El Comité ejecutivo es responsable ante el soviet (pie lo elige,

convoca al soviet y ejerce sus atribuciones.

El soviet, dentro de su jurisdicción, es la autoridad suprema.

Los órganos del poder sovietista de región, de gobierno, de

distrito y de municipio rural y los soviets de diputados de

ciudades y campo, tienen las siguientes atribuciones y deberes :

<<) Cumplir los decretos dados por los órganos superiores del

poder sovietista ;

h) Adoptar todas las medidas propias para el desarrollo de

l;i vida cultural y económica de su circunscripción :

e) Resolver todos los asuntos de interés local :

(I) unificar la actividad de los soviets en los límites de su

jurisdicción :

e) inspeccionar el funcionamiento de los soviets locales. Los

congresos de región inspeccionan a los soviets de región) los

congresos de gobierno a los »o\ iets de gobierno: los congresos

de distrito a los soviets de distrito, etc. :

/) Los congresos de región y de gobierno tienen el derecho

de derogar las decisiones de los soviets de su jurisdicción.
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debiendo dar parte a la autoridad central ep los casos muy

gravea (arts. Gl y 02).

Para los trabajos correspondientes, al lado de los soviets

urbanos y rurales y de los comités ejecutivos de región, de go-

bierno, de distrito y de municipio rural, se instituyen seccio-

nes especiales con un jefe al frente (art. <>;>).

28. La Constitución establece los derechos electorales de los

ciudadanos nativos y extranjeros de la república y determina

un procedimiento para las elecciones y para la verificación, anu-

lación y revocación de mandatos de diputados.

El derecho electoral se otorga sin distinción de nacionalidad,

religión, domicilio, etc., a todas las personas de uno y otro sexo

(pie en el día de las elecciones hayan cumplido diez y ocho a Tíos

y se encuentren en las siguientes categorías (1):

I
o Que ganen la vida en un trabajo productivo y útil a la

sociedad, o las personas que ejecutan trabajos domésticos para'

permitir a los primeros dedicarse a sus ocupaciones ; obreros y

empleados de toda clase y categoría que trabajen en la indus-

tria, el comercio, la agricultura, etc., campesinos y cosacos

agricultores que no emplean el trabajo de otro para percibir be-

neficio;

2 o Los soldados del ejército y de la marina de los soviets;

3 o Los ciudadanos comprendidos en las categorías preceden-

tes que hayan perdido en cierta medida su capacidad de tra-

bajo.

La edad electoral puede ser reducida por los soviets locales,

previa ratificación del poder central.

Ya el artículo 20 de la Constitución dispone que los extran-

(1) En esta parte me sirvo del texto francés. Por la versión española pare-

ciera que las condiciones que debieran llenar los ciudadanos de IX años fueran

otras tantas clases de ciudadanos electores. No es así: se necesita tener 18

años y además encontrarse dentro de las categorías enumeradas.
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jerosque pertenezcan a la clase obrera o a la clase campesina,

que no viven del trabajo ajeno, gozan de todos los derechos po-

líticos que la Constitución acuerda a los ciudadanos rusos, y

los derechos de la ciudadanía pueden ser conferidos por los so-

viets locales, sin ninguna formalidad.

El derecho electoral, contrariamente al principio político (pie

rige en el resto del mundo, se confiere, no en razón de las (¡li-

gas sociales impuestas a los habitantes para el sostenimiento de

la Nación y atención de las necesidades colectivas, sino por la

función productiva y útil que desempeñan los ciudadanos. El

principio está en armonía con el fondo de la Constitución, es su

consecuencia. Dentro déla república de los soviets no hay sitio

para los que viven sin trabajar.

Por ello las disposiciones de excepción que contiene el ar-

tículo 66 privando del derecho de sufragio a los que, para ob-

tener beneficio, emplean el trabajo de otros; a los que viven de

rentas que no son producto de su trabajo, renta de capitales, de

empresas industriales o de propiedades territoriales; a los co-

merciantes privados, intermediarios y agentes de comercio; a

los monjes y sacerdotes de los cultos eclesiásticos y religiosos.

También quedan privados de sus derechos de sufragio los

agentes y empleados de la antigua policía, del cuerpo especial

de gendarmes y de la policía secreta, como los miembros de la

ex dinastía reinante; las personas reconocidas legalmente como

atacadas de enfermedades mentales, los alienados y las perso-

nas bajo tutela; las personas condenadas por delitos infamantes

o cometidos con propósitos de lucro durante el tiempo fijado

por la ley o por la sentencia del tribunal. *

El procedimiento de las elecciones esta legislado sumaria-

mente en los artículos 00, 07, 68, Oí» y 70.

Deben realizarse de acuerdo con los usos establecidos y en

los días que fijen los soviets locales.

Se realizan en presencia de una comisión electoral y de un
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representante del soviet local. Si falta el representante del so-

viet, es reemplazado por el presidente de la comisión electoral

y si falta éste, por el presidente de la « reunión electoral ».

El desarrollo y resultado de la elección constan en una acta

que deben firmar los miembros de la « comisión electoral » y el

representante del soviet.

Queda a cargo de los soviets locales, de acuerdo con instruc-

ciones que debe impartir el poder central, determinar los deta-

lles de las elecciones y la participación de las organizaciones

profesionales y obreras.

El procedimiento de la verificación de las elecciones di riere,

según se desprende de los artículos 71 y siguientes, del procer

dimiento que siguen en otros países los cuerpos colegiados. Pol-

lo pronto, no se establece si las elecciones son de renovación

total o parcial de los soviets. De tratarse de revocaciones gene-

rales, resultaría que el soviet saliente, juzga y aprueba o des

aprueba las elecciones del soviet que ha de reemplazarlo. En

los procedimientos parlamentarios de los países democráticos se

atribuye como principio ya indiscutible que cada cuerpo tiene

el derecho de pronunciarse sobre la validez de las elecciones de

sus miembros, si se trata de cuerpos íntegramente renovados,

la función corresponde a los entrantes; si se trata de cuerpos

que se renuevan parcialmente, la aprobación de las elecciones

corresponde a los entrantes en unión con los que no salen del

cuerpo que se integra, pero sin intervención de los que salen.

Por las disposiciones de la Constitución, los documentos elec-

torales son remitidos al soviet; éste designa una comisión de

poderes que debe informar al soviet sobre las elecciones. Si hay

elecciones impugnadas, el soviet decide sobre su validez o inva-

lidez. Si se ha invalidado la elección de tal o cual candidato, el

soviet convoca a nuevas elecciones. Si por irregularidad general,

deben anularse todas las elecciones, la resolución corresponde,

en este caso, no al soviet, sino al órgano sovietista de autoridad



LA REVOLUCIÓN RUSA 523

inmediata superior. En esta última instancia él Comité central

ejecutivo decide sobre la anulación de las elecciones.

Los electores que han enviado un diputado al soviet tienen,

en todo tiempo, el derecho de retirarle el mandado y de proce-

der a nuevas elecciones, según el reglamento general.

Estas reglas de procedimiento electoral se aplican para la

elección de los soviets de diputados en las ciudades y en los

campos, únicas elecciones directas o de primer grado que apa-

recen en la constitución rusa, porque, como se lia visto, el pue-

blo no interviene directamente para la formación de ningún

otro órgano sovietista del poder local, y menos para formar los

óiganos del poder central : Congreso panruso, Comité central

ejecutivo, Consejo de comisarios del pueblo.

29, La sección (punta de la Constitución se ocupa de la or-

ganización del presupuesto de gastos de la república y de la

creación de recursos.

Los impuestos y rentas que deben figurar en el presupuesto

del Estado serán determinados para la administración sovie-

tista de la Nación, por el Congreso panruso o por el Comité

central ejecutivo, como también los recursos que deben ponerse

a disposición de los soviets locales.

Se deja a los soviets locales la determinación de los impues-

tos y recursos necesarios para las necesidades dentro de su ju-

risdicción, debiendo las necesidades <le carácter general o na

cional ser atendidas por el tesoro de la república.

Se establece la formación de créditos especiales para los so

viets. por resolución del Congreso odel Comité' central ejecutivo:

estos créditos deben emplearse precisamente en los objetos de-

signados en el presupuesto y no en otros distintos, salvo que

mediare autorización del < 'omite central ejecutivo del Consejo

de comisarios.

Los presupuestos de los soviets locales son semestrales y
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anuales para sus necesidades propias y en su aprobación quedan

sometidos a los órganos superiores de la organización sovietis-

t;i. o congresos de región o de gobierno, o Comité central eje-

cutivo, según (pie se trate de presupuestos de aldeas, ciudades,

gobiernos o regiones.

- Dentro de estas líneas generales, todas las limitaciones apa-

recen i)ara el poder local, quedando a cargo de los órganos cen-

trales del poder la dirección de la política financiera de la re-

pública, que persigue el objeto esencial de la expropiación de la

burguesía y la preparación de condiciones favorables para la

igualdad general de los ciudadanos en el dominio de la produc-

ción y de la repartición de las riquezas, como lo establece el

artículo 79 de la sección correspondiente al presupuesto, lío

hay límite para que el poder central obtenga recursos: ni califi-

cación de impuestos, ni regla alguna que permita apreciar el

posible empleo de tan extensas facultades.

.*>ü. La última sección de la Constitución crea los símbolos

de la república y el color y leyenda del pabellón comercial, mi-

litar y marítimo.

La Constitución fué dictada en enero de 1918 por el III 01 Con-

greso panruso, y ratificada, según el texto que me ha servido

para este trabajo, por el Vo Congreso panruso, en julio del mis-

mo año.

31 . La Constitución no habla de la justicia ni de la organiza-

ción judicial sino para establecer como una atribución del Con-

greso panruso y del Comité central ejecutivo, la facultad de

dictar leyes sobre procedimiento y organización de la justicia

civil y criminal (art. 49, inc. n).

Conozco tres decretos, los primeros, sobre organización de la

justicia, publicados en L'ffiuvre sociale et politique du goiin-r-

nement noria-liste de Rmaie, fascículo III. La publicación está pre-
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cedida por un estudio del profesor M. Eeissner, de Mouscou.

quien establece las bases generales de la nueva organización ju-

dicial y la nueva interpretación de las leyes y de los problemas

jurídicos. Por ser la expresión substancial del pensamiento de la

revolución sobre esta materia, sobre todo si esta publicación apa-

rece en un documento oficial, voy a traducir algunos párrafos

:

« La república socialista no tiene ningún interés en la deci-

sión y equilibrio de las fuerzas políticas, pues está basada en

la dominación de una fuerza única y universal, es decir, en las

masas proletarias y campesinas de Rusta. Esta fuerza política

única persigue un objetivo común : realizar la organización

socialista; tiene, entonces, necesidad para su lucha heroica, no

de un fraccionamiento de las fuerzas, sino al contrario de su

unidad y de su concentración. Por otra parte, nuestra república

no precisa de hipocresía ni de velos. Encontrándose en una lu-

cha activa contra las fuerzas anturevolucionarias, dirige abier-

tamente contra ellas sus tribunales revolucionarios como ins-

trumentos inmediatos de su lucha revolucionaria. En fin, nues-

tra república está fundada en la conciencia jurídica de las masas

y no sobre la de una clase de opresores; luego, no tiene necesi-

dad de crearse un derecho o leyes especiales que se colocarían

por encima de las masas: es menester un derecho (pie, al con-

trario, nazca inmediatamente del seno de las masas populares.

De igual manera, la república no necesita una casta de legistas

astutos y hábiles que realicen bajo una apariencia de derecho

los estrechos intereses de una minoría poseedora: de lo que lia

menester es de jueces que sepan traducir fielmente la concien

cia jurídica popular y que no interpreten sa propio derecho,

sino el de las masas populares mismas. Ks un tribunal popular

elegible y movible lo que es preciso para estos fines, un tribu-

nal qué estaría vinculado sólidamente con el poder único de los

soviets en la comunidad de sus propósitos y de su luelia revo-

lucionaria. f>
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Tiene en su prólogo una sección especial titulada La verdad,

la justicia ¡/ el derecho en la república socialista, en que trata de

presentar el contraste dé interpretación y de aplicación <le los

principios esenciales del derecho, en las organizaciones burgue?

sas y en la organización socialista.

« La idea general del derecho — dice — está deformada en

grado extremo en los países burgueses. El elemento de fuerza

y de violencia se ha substituido de una juanera formal al ele-

mento del derecho. Se ha comenzado por confundir el derecho

con la ley, en seguida la ley con la ordenanza, después la orde-

nanza ha sido interpretada simplemente en el sentido de una

obligación brutal. Se ha creado la teoría de que el único dere-

cho que existe es el que se elabora en los parlamentos, promul-

gado por los reyes o los presidentes y que aplica por medio del

tribunal, de la guillotina o de la policía. El derecho, de este

modo, ha sido completamente separado de la vida real, colocado

por encima de la vida real y puesto a la disposición incontesta-'

ble del poder del Estado. Se puede afirmar, sin temor de exage-

ración, que el derecho ha sido transformado en una especie de

monstruo en cuyo holocausto todo debe sacrificarse. En reali-

dad el derecho no puede ser concebido de otra manera sino en

su vinculación estrecha con la concepción de justicia. Pues la

justicia no es otra cosa que la distribución igual de los bienes

materiales e industriales entre los hombres, según sus necesi-

dades y la utilidad pública de su trabajo. Desde este punto de

vista no existe sino una sola justicia, lo mismo que no existe

sino una sola aritmética que determina la regla de la división

de las unidades; y no es sin razón que un sabio contemporáneo

ha calificado el derecho y la justicia como la « matemática de la

vida». Pero la matemática puede aplicarse verdaderamente a

intereses diversos y con propósitos igualmente diferentes. La

burguesía tiene su propia justicia, según la cual los unos tienen

todo y los otros no tienen nada. La justicia y el derecho prole-
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taños exigen que todo pertenezca a todo el mundo como una

propiedad común. Así, el derecho no sirve sino de envoltura o

de forma a un interés de clase o, en general, a un interés eco-

nómico. »

Se pregunta en seguida si debe existir el derecho y la justi-

cia en la república rusa, para contestarse afirmartivamente, en

razón de que recién se han establecido los fundamentos de la

nueva sociedad : « vivimos todavía en una época de transición

entre la sociedad burguesa y el mundo socialista o comunista ».

Considera (pie la presencia de clases burguesas que aún no han

sido extinguidas definitivamente plantea la cuestión del dere-

cho a su existencia, etc. Surgen a menudo, por razón de no ser

completo el cambio, cuestiones que desaparecerán cuando rei-

ne el socialismo, ejemplo : división de tales o cuales bienes,

justa repartición de las cargas o de los impuestos, solución ju-

rídica de los conflictos.

Refuta a los «juristas burgueses» que se han embanderado

en la lucha contra el nuevo régimen y que le acusan de carecer

de códigos, leyes, estatutos y que frecuentemente se haga un

llamado en los decretos, «a la conciencia jurídica de las ma-

sas ». « En todos los países — dice — el derecho escrito no es

más que una ínfima parte del derecho no escrito que vive en la

conciencia popular y que se desarrolla sin cesar bajo la influen-

cia de la vida misma. Sólo este derecho es la fuente de todo or-

den legal, no puede existir ninguna organización jurídica donde

este derecho esté ausente.»

« Aun en los países burgueses— continúa, — los códigos civi-

les y penales se tornan de día en día más cortos y siempre dejan

al juez la libertad «le juzgar según su conciencia. La revolución

rus;i. desde el primer momento, ha marchado en este sentido es-

tableciendo tribunales populares y atrayendo las masas popu-

lares hacia la acción jurídica en una amplia escala, lái Crons-

tadt, los tribunales se llaman precisamente « tribunales de la
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conciencia popular». Balo que deben representar por su natu-

raleza. »

Se ocupa en seguida del «poderjudicial en el centro del país

y en las federaciones regionales», para estudiar la forma de la

organización judicial más conveniente a la organización política

de Eusia, y a la extensión que deben tener las leyes de carácter

civil o penal, según las distintas jurisdicciones territoriales y

administrativas. Llega a la siguiente conclusión : «los tribuna-

les populares deben recibir una amplia libertad de interpreta-

ción del derecho; pero la legislación judiciaria, penal y, en cierta

medida, la antigua legislación civil, deben ser reglamentadas

bajo la forma de leyes generales de la república. Desde este

punto de vista, debe centralizarse la actividad judicial».

• El primer decreto de la revolución bolchevista tuvo por ob-

jeto, en cuanto a la justicia, abolir todos los tribunales existen-

tes de toda jurisdicción y denominación, para ser reemplazados

por tribunales que debían formarse por elección democrática.

Los jueces de paz, que eran designados por elección indirecta,

fueron reemplazados por tribunales populares locales constituí-

dos por un juez local permanente y dos asesores inscriptos invi-

tados en cada sesión, de los registros especiales de jueces, según

el turno. Los jueces locales debían ser designados por elección

democrática directa, y provisoriamente, serían designados por

los soviets, según la jurisdicción, quedando a cargo de los so-

viets, igualmente, la formación de registros de asesores y el or-

den en que participarían en las sesiones de los tribunales.

Los tribunales locales deciden en los asuntos civiles en cuan-

tía menor de 3000 rublos y en los asuntos criminales en los que

el acusado no merezca una pena mayor de dos años de prisión.

Las sentencias de los tribunales locales son definitivas y no dan

lugar a recurso de apelación. El recurso de casación es admitido

cuando una de las i>artes ha sido condenada amas de 100 rublos

plata o más de 7 días de prisión. En este caso el tribunal de
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casación debe ser constituido por el congreso de distrito y en

las capitales por el congreso de la capital de los jueces locales.

La instrucción en materia criminal está a cargo de los jueces

locales personalmente.

Las funciones de acusadores y defensores en el proceso en es-

tado de sumario, como el de procurador en las causas civiles,

pueden ser desempeñadas por cualquier ciudadano sin distin-

ción de sexo, siempre que se encuentren en pleno goce de sus

derechos cívicos.

Las sentencias de los jueces no pueden fundarse en las leyes

de los gobiernos derrocados sino en tanto que esas leyes no ha-

yan sido abolidas por la revolución y siempre que no estén en

contra de la conciencia revolucionaria y de la concepción revo-

lucionaria del derecho.

El derecho de gracia y de rehabilitación en el ejercicio de los

derechos a las personas condenadas por causas criminales per-

tenece al poder judicial.

Especialmente se establece que para combatir las fuerzas

contrarevolucionarias, adoptar medidas para proteger la revo-

lución y sus conquistas, como para decidir de las causas parti-

culares en la lucha contra la especulación, el acaparamiento, el

sabotaje y otros abusos de los comerciantes, industriales, fun-

cionarios, etc., se instituyen tribunales revolucionarios de obre-

ros y campesinos, formados por un presidente y seis asesores

inscriptos elegidos por los soviets de ciudad o de gobierno.

VA segundo decreto, tendiente a completar el anterior, filé

dictado por el Comité central ejecutivo y trata de los siguientes

puntos:

I
o Tribunales populares de circuito o circunscripción;

2 o Casación de sentencias

;

:; " Control superior de la justicia ;

4o Procedimiento y Competencia
;

5" Tata judicial y gastos judiciales;

AKAL. FA( . I»K 1>K.K. — T. XX 34
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o Instrucción previa :

7
o Acusación y defensa;

8° Asesores populares e instrucción judicial

;

9o Queja, gracia y reintegración de derechos;

10° Ejecución de sentencias y condenas :

11° Leyes en vigor;

12° Observaciones generales.

Los tribunales de circuito entienden en las causas (pie sobre-

pasen la competencia de los tribunales locales. Sus miembros

son elegidos por circuito, por los soviets locales de diputados.

Una asamblea general de los miembros del tribunal popular

de circuito determina las secciones civiles y criminales que com-

prenderá un presidente y dos miembros regulares, a lo menos,

para cada una. El número de miembros del tribunal puede ser

aumentado o disminuido por el soviet por propia iniciativa o a

pedido del tribunal.

Los miembros del tribunal eligen de su seno al presidente del

tribunal y a los presidentes de las secciones, y los revocan. Con

excepción del presidente, los miembros elegidos del tribunal

pueden ser revocados por el soviet que los ha designado.

Todas las disposiciones previas délos juicios deben ser adop-

tadas por el tribunal actuando en colegio, por lo menos con tres

miembros. Para las causas criminales actúan asesores titulares

y suplentes, bajo la presidencia de uno de los miembros del tri-

bunal. La lista de los asesores populares son confeccionadas por

los soviets.

No se admite recurso de apelación, pero sí de casación. El

examen de estos recursos se efectúa por un tribunal formado por

elecciones de y entre los miembros de la asamblea de los tribu-

nales de circuito dentro de una región determinada. Este tribu-

nal puede anular la sentencia no sólo por violaciones de forma,

que el tribunal considere esenciales, sino también en el caso en

que encuentre que la sentencia es manifiestamente injusta. En
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caso de anulación de un fallo, la causa pasa a resolución de otro

tribunal.

El tribunal de casación tiene derecho «le gracia y el derecho

de disminuir penas.

Para uniformar la jurisprudencia, diríamos, en materia de ca-

sación de sentencias, se crea por la ley «un control superior de

la justicia*. Es un cuerpo formado por representantes de los

tribunales populares regionales, por elección de los mismos, con

un mandato que dura un año, que puede ser revocado por los

mismos tribunales regionales como por los soviets de los dele-

gados obreros, soldados, campesinos y cosacos. Este organismo

tiene por misión, cuando hubiere a su juicio interpretaciones

contradictorias de las leyes por las diversas instancias de la casa-

ción, adoptar decisiones tendientes a unificar esa interpreta-

ción, de modo que sirva en adelante para la aplicación de la ley

en los casos de casación.

Cuando el supremo control se encontrare con una contradic-

ción inconciliable con la ley en vigor y la concepción jurídica

popular, debe dirigirse a los órganos legislativos correspondien-

tes para reclamarles la promulgación de una nueva ley.

Las decisiones del control superior no pueden ser anuladas

sino por el órgano legislativo del poder délos soviets.

La ley fija en sección IV el procedimiento y la competencia

«le los tribunales. Admite el procedimiento en cualquier idioma

local, pero los soviets locales pueden establecer reglas al res-

pecto. Se restablece la vigencia de una ley de procedimientos

de 1S(¡1 cu cnanto no hubiere sido o no fuere derogada por de-

cretos del Comité central ejecutivo, para los asuntos civiles : de-

termina cuáles son los asuntos civiles de competencia de los

tribunales lóenles; concede facultades a los mismos para aseso-

rarse por peritos, tija reglas para la admisión y declaración de

testigos: establece procedimientos para juicios especiales, etc..

etc.
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Rige para los asuntos civiles ana tasa judicial, semejante al

impuesto de justicia déla provincia de Buenos Aires y de la

ley nacional de sellos para determinados asuntos. La escala fija

un 2 por ciento para los asuntos mayores de 100 y menores de

3000 rublos , 3 por ciento para los mayores de 3000 y menores

de 100.000 rublos, y á por ciento para los mayores de esta su-

ma. El tribunal queda facultado para eximir a la parte del pago

del impuesto cuando a su juicio se encontrare en la imposibili-

dad de hacerlo y basta fijar como indemnización por los pleitos

una suma mayor de 10 por ciento de la suma litigada, y de esta

suma, el tribunal entrega a su arbitrio, una parte al litigan-

te vencedor y el resto se incorpora como renta al tesoro del Es-

tado.

En las causas criminales que exceden de la competencia de

los tribunales menores o locales, el sumario debe ser instruido

por una comisión de encuesta de tres personas, designadas por

el soviet de diputados, hasta que se establezca la elección di-

recta. Esta comisión de instrucción puede solicitar el auxilio

de la guardia roja o de la milicia popular para llenar su cometi-

do, como también el concurso de instituciones oficiales y pú-

blicas.

La comisión de instrucción puede limitar la participación

de la defensa, mientras la causa se encuentre en estado de su-

mario, si el descubrimiento de la verdad lo exige; las resolu-

ciones en este sentido son apelables para ante el tribunal po-

pular de circuito.

La acusación es reemplazada por un decreto de la comisión

instructora declarando que hay lugar a juzgamiento. Este decre-

to puede ser revocado por el tribunal popular de circuito si lo

encuentra insuficientemente motivado, y el tribunal puede dis-

poner que vuelvan las actuaciones a la comisión para completar

el sumario o encargar la instrucción de éste a uno de sus

miembros.
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Para la etapa del juicio correspondiente a la acusación y ala

defensa la ley establece las siguientes disposiciones que trans-

cribo literalmente:

« Art. 23. — La instrucción judicial se produce con la parti-

cipación de la acusación y de la defensa.

«Art. 24. — Adseripto a los soviets de diputados soldados,

obreros, campesinos y cosacos, se crea un colegio de personas

que se consagren a la defensa jurídica, para la acusación como

para la defensa pública.

«Art. 25. — A esos colegios ingresan las personas designa-

das por los soviets que pueden revocarlas. Son las únicas per-

sonas que pueden actuar en el tribunal mediante remuneración.

«Art. 2G. — El tribunal puede nombrar para cada causa un

acusador público de los colegios de defensores de derecho.

«Art. 27. — Si, por cualquier causa, el acusado no ha hecho

uso de su derecho de nombrar defensor, el tribunal, a su pedido,

le nombrará un defensor del colegio de defensores de derecho.

« Art. 28. — Fuera de los acusadores y defensores indicados,

pueden tomar parte en los debates judiciales un acusador y un

defensor de entre las personas presentes en la audiencia del

tribunal.»

Existen «asesores populares» que participan de la instruc-

ción judicial y tienen el derecho de recusar al presidente de la

audiencia, durante la causa. Estos asesores resuelven la cues-

tión no sólo de hecho sino también en cuanto al grado de la

pena; tienen el derecho de disminuir, según su convicción, la

pena prevista por la ley hasta la libertad condiciona] o comple-

ta del acusado.

No se admite ningún recurso contra las sentencias de liber-

tad, o de reducción de pena o la absolución del acusado.

Las personas condenadas por el tribunal popular tienen el

derecho de pedir al tribunal local de so domicilio su libertad

condicional o anticipada, como el indulto o la reintegración a
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sus derechos. Si el tribunal del domicilio encuentra fundada la

petición, la transfiere al tribunal que lia dictado la sentencia

para que examine la petición y la resuelva.

La ley contiene otras disposiciones de carácter secundario

sobre ejecución de las sentencias, leyes en vigor y límites terri-

toriales de los cuerpos judiciales.

Un decreto de julio de 1918 completa las regias de procedi-

miento y de competencia de los tribunales locales.

Otro decreto del consejo de los comisarios del pueblo, reduce

el número de los tribunales revolucionarios manteniendo única-

mente los que funcionan en las ciudades para la lucha contra

el sabotaje, la especulación, etc. A estos tribunales se encarga

especialmente el juzgamiento de las causas por prevaricaciones,

pillaje, falsificación de documentos sovietistas, apacliismo y es-

pionaje.

Se instituye como adscriptosa los tribunales revolucionarios

colegios de acusadores que tienen por misión intervenir en los

procesos para dar sus puntos de vista, iniciar acusación contra

personas o grupos, sostener la acusación ante el tribunal revo-

lucionario, acusar públicamente en las sesiones del tribunal, etc.

Un decreto del Comité central ejecutivo establece que son

susceptibles de ser resueltas por arbitraje las causas civiles (pie

no tienen por la ley un tribunal especial (tales son los contratos

de trabajo y los seguros sociales, que tienen jueces propios) y

aquellas causas criminales en que sólo procede la aplicación de

pena a pedido del querellante o de la persona que lia sufrido un

perjuicio (casos de ofensa personal, por ejemplo).

El procedimiento para la formación de los tribunales de ar-

bitraje es semejante al conocido en los procedimientos de este

país, no ofreciendo la ley otra novedad que el arbitraje para

las causas criminales de índole privada.

Los decretos sobre organización judicial a que me lie referi-

do llevan los números 1, 24 de noviembre de 1917: 2, 7 de
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marzo de 1918; 3, 10 de julio de 1918; 4, 4 de mayo de 1918;

.">, 22 de febrero de 1918.

32. Tales son las líneas principales de la organización política

de la república de los soviets de Rusia. Siendo este trabajo más

de exposición que de crítica, fuera de notas puestas al margen

de alguna de las disposiciones constitucionales, falta, para com-

pletarlo, un estudio detenido de comparación y un análisis de

los resultados prácticos y objetivos de este aspecto de la revolu-

ción. Xo es posible aventurarse a extender un fallo sobre los

hechos en gran parte ignorados, tergiversados, adulterados.

exagerados en un sentido o en otro. País de condiciones típicas

y difícilmente conocidas en sus aspectos esenciales como la Ru-

sia, sería imprudente afirmar conclusiones definitivas sobre un

movimiento social del que sólo podemos apreciar por ahora su

extensión y su intensidad aparentes. Pero los problemas de todo

orden que la revolución rusa ha planteado serán estimados en

su verdadero alcance y apreciada la eficacia de sus soluciones,

cuando sea permitido tenerlos a la vista, sin las sugestiones

de la propaganda sistemáticamente orientada a exagerarlos en

detrimento de su realidad.

Bn el fondo de ese conjunto de medidas tendientes a implan-

tai- una democracia nueva, en su aspecto político, aparece para

bien de la democracia misma, salvado el principio del sufragio

como instrumento social para la formación de sus instituciones;

y si ha cambiado en algo su concepto, ha sido para excluir

de su ejercicio ;i aquellos a quienes el criterio de la revolución

lia considerado socialmente improductivos o dañosos para la

revolución misma.

Quizá sea una síntesis exacta — y en todo caso es ¡inpnrcial

— la que lia dado la revista Inglesa The .Ver Shilcsimuí . de 24

de enero de 1920 (traducción publicada por Im Vanguardia el

7 de marzo) sobre l¡i revolución bolchevista, -que transcribo para
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ctii ar este trabajo : «Por paradoja] que ello parezca — dice —
el bolchevismo ha significado libertad en un sentido que a los

ojos de los rusos se hizo más claro y más importante, a medida

que pasaban los meses y los años de la tiranía bolchevista. La

tiranía bolchevista puede ser tan sombría y tan cruel como la

tiranía del zar, pero con una diferencia : ella no es inevitable
;

está fundada en la fuerza, no en convenciones ni en religión

;

no es una tiranía de clase, salvo para los zánganos de la socie-

dad ; no impide al obrero ni al campesino levantar la cabeza
;

puede ser en efecto una oligarquía, pero es una oligarquía pro-

letaria, y si no es la libertad es al menos el preludio de la liber-

tad; no encierra amenaza de dominación hereditaria o plutocrá-

tica ; es democrática en la esencia si no en la forma, porque no

tiene más sanción última que el consentimiento popular, ni más

poder que el que deriva del sostén de los hombres del pueblo,

aun cuando sean una minoría. Puede aparecer a los ingleses

como una reacción, pero para los rusos es el gobierno más demo-

crático que nunca han conocido. Los mismos campesinos a quie-

nes la requisición forzosa de sus productos afecta profunda-

mente, saben que su lucha va ante todo hacia los niños y que

sus hijos tienen ahora oportunidades educativas ni siquiera

soñadas en los días del zar. »

Mario Bravo.

Ñola. — Las publicaciones que me han servido para este trabajo están

citadas prolijamente en el texto. Habiéndome valido al principio de las

traducciones castellanas de algunos libros y documentos sobre el tema, he

debido rectificar las transcripciones y citas cuando me fué dado disponer

de las ediciones extranjeras originales o autorizadas que me ha facilitado el

diputado Antonio de Tomaso. Las traducciones castellanas publicadas en

el país son malas en general, por incorrectas y por tendenciosas.
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EN EL DERECHO CIVIL ARGENTINO (1)

I

PRINCIPIOS SOBRE EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA

1. Heterogeneidad de los mismos en el código. — En

este capítulo el código incluye uno de los aspectos más impor-

tantes de lo que se llama cuasicontrato en el derecho tradicional,

y de lo que se denomina enriquecimiento sin causa en el derecho

moderno, que los códigos recientes (apena el no poder incluir

entre ellos, al respecto, el brasileño) han contemplado con siste-

ma y generalidad, según puede verse en el alemán (art. 812 a

822) y en el suizo, de las obligaciones (art. 62 a 67). Otros as-

pectos ligaran en los artículos 582, 588, 589, 591 y sus concor-

dantes (1384, 15.39 y sig., 2224, 2287, etc.) en materia de mejo-

ras, en el artículo 727 y siguientes a propósito del pago hecho

por un tercero, en el artículo 2297 y siguientes en punto a la

gestión de negocios, en el artículo 2306 y siguientes a propósi-

to del empleo útil, en el artículo 2568 y siguientes respecto

de la especificación, «mi el artículo '2^:* y siguientes acerca <le

(1) Capítulo de un libro de próxima pablieaokta (vu «aprimidu, eloro está,
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la avulsión, en los artículos 2587 y siguientes y 2594 y siguien-

tes con relación, respectivamente, a la edificación y a la planta-

ción y la adjunción, etc.

La bibliografía a propósito, es rica. Me limitaré a la que

sigue: Windsclieid, II, 421 y siguientes; Saleiles, Obligation,

310 y siguientes; G. Ripert y M. Tesseire, en la Reme trimes

trielle de droit civil, 1904, 727 y siguientes; Schneider y Fksk,

1, 174 y siguientes; F. Leone, I/azione d'arricchimento. 1915; C.

Scuto, Natura giuridica efundamento delta ripetizione delVinde-

hito, en la Rivista di diritto civile, 1917, 1 y siguientes y 145 y

siguientes; S. Riccobono, en la Rivista di diritto commereialc.

XV, 410 y siguientes (la obra de H. Vizioz, La notion du quasi

control, 1912, es excesivamente jurisprudencial; lo mismo cabe

decir de otra obra posterior, L'enrichissement sans cause, 1916,

de E. Vergniaud
;
por más que ambas, sobre todo la segunda,

se recomienden por lo constructivo del método y del criterio).

2. Necesidad de unificarlos. — Como se ha visto, se trata

de disposiciones completamente dislocadas no sólo en espacio

sino hasta en caracterización (unas corresponden a los derechos

creditorios; otras, a los reales; etc.), que no guardan sistema

alguno, y que presentan, por sobre todo, el grave inconveniente

de resultar casuistas y de no agotar, por lo mismo, el número

indefinido de los casos que la práctica puede ofrecer.

En todos ellos corresponde la aplicación de un principio que

es corriente en derecho contemporáneo positivo, y que los auto-

res tradicionales han debido admitir e invocar como unjas re*

ceptum indispensable, para poder fundamentar las soluciones

que cuadran, como también han hecho los tribunales mucho

más de una vez (Cámara civil I a
, en Jurisprudencia de los tri-

bunales nacionales, septiembre de 1912, 125, y marzo de 1913,

74, etc.), y como admiten Leone (n° 49 y sig.), Riccobono (n° 22)

y Scuto (59 y sig.) para el derecho italiano, así como Ripert y
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Tesseire para el derecho francés (781 y sig.). Es el siguiente

:

«nadie puede enriquecerse sin causa legítima a costa de otro».

En tal virtud, el perjudicado por un enriquecimiento sin causa

tiene acción contra el que se ha enriquecido a su costa, para re-

petir contra el mismo el importe de aquello en que se ha enri-

quecido. Tal acción es la que se llama de in iretn cerso, que el

código contempla incidentalmente en el artículo 728, y de la

cual no son sino meras aplicaciones la actio neyotiorum {/estío

del artículo 2207 y sus concordantes, las de repetición de pago

indebido (pie vamos a estudiar (que corresponden a las diversas

condictiones del derecho romano) y las demás que proceden en

materia de empleo útil, de plantación, etc. (conviene puntuali-

zar, a propósito, que el derecho romano es aquí engañoso: el

derecho moderno lia generalizado en ella una acción que en

aquél era bien circunscrita).

Pero dicho principio no está consagrado en parte alguna del

código, por más que parezca hacerse uso del misino en los su-

puestos citados. De ahí que sólo quepa admitirlo por vía inter-

pretativa (aunque no falte algún fallo en que se pretenda que

la repetición sólo es admisible «en los casos especialmente pre-

vistos en la ley », como se ha resuelto por la Cámara civil, 84.

1 lili), sobre todo por extensión analógica de los preceptos parti-

culares dictados, coronada por consideraciones de doctrina, de

derecho comparado, y hasta, si se quiere, de equidad, si ésta

tiene algún sentido concreto en derecho (cons. : (¡ény. Métkode

dHnterprétation, 163).

íal es el defecto de fondo de nuestro código, que. por lo de-

más, peca cu ese sentido con bastante frecuencia. No ocurre lo

propio en los códigos citados, en los cuales no solo se lia dado

cuerpo al enriquecimiento sin causa, sino (pie se lia estatuido la

regla general y comprensiva (pie cuadraba (en el alemán, se la

tiene en el a rf. SU» : en el suizo, en el art. 02), sin perjuicio de dc>

ceiider luego a las hipótesis más concretas y frecuentes. Loque
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es más, Freitas había dado ya la pauta en su Esbogo. Al hablar de

las obligaciones que nacen de actos lícitos que no son contratos, y

al referirse así con toda amplitud a los cuasicontratos en el ar-

tículo 3400, sentó las siguientes normas relativas a los efectos

que en tales casos cabía admitir: «I o cada cual quiere lo que le es

útil; 2 o nadie debe enriquecerse sin justa causa en perjuicio de

terceros; 3 o
el que quiera el provecho de un acto, debe someterse

a sus consecuencias». Acaso el cariz abstracto o teórico de esos

preceptos, tan propio del doctrinarismo de casi toda la obra del

Esbogo, ha obscurecido lo constructivo y creador del contenido

de los mismos, y no lia seducido gran cosa para la adopción

consiguiente.

3. Carácter general del enriquecimiento. — Y es evi-

dente la necesidad de la regla general a que aludo. Por nume-

rosos que sean los casos en que el código parece aplicarla, jamás

podrá contemplar todos los supuestos posibles. Véase, por ejem-

plo, fuera de no pocos casos jurisprudenciales que analizare

dentro de poco, los siguientes: A vende a B unas semillas que

éste siembra en el campo que alquila de X ; en el supuesto de

que B no pague el valor de esas semillas, ¿tendría acción A
contra X para repetir contra él el monto del enriquecimiento

que recibe con la mencionada siembra? ; o bien este otro: A se

enriquece con la entrega que le hace B de una cosa cualquiera

y que pertenece a X; si suponemos que esa cosa no ha sido

dada en pago sino regalada, y que X pretende recuperarla con-

tra A, lo hará menos como reivindicante (media cosa mueble,

etc.) que por aplicación de los principios del enriquecimiento

.

Lo que está en juego no es propiamente una acción de do-

minio, revocatoria o reivindicatoría", sino una acción de mera

utilidad, como lo probaría la circunstancia de que ella sería po-

sible aunque el dominio de X se hubiera extinguido (A trans-

formó la cosa, la cambió por otra, la convirtió en cualquier v;i
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lor, etc.), pues se liaría efectiva sobre el nuevo valor substituido

a la cosa.

Y hasta sería indispensable tal regla para evitar criterios de

apariencia tan rara como el de un fallo de la Cámara civil I
a

.

en la Gaceta del foro, 15 de marzo de 1917.

1. Su afinidad con los cuasicontratos. — Pero yo no

tengo por qué desenvolver toda una teoría a propósito de los

cuasicontratos o del enriquecimiento, pues, como se lia visto, el

asunto es complejo y de carácter más general que el que corres-

ponde al estudio de la repetición del pago indebido. Me basta,

entonces, con señalar los principios de fondo, a efecto de que

sea posible la apreciación que cuadra en una de sus fases, cóme-

la que vamos a estudiar.

Advertiré que los cuasicontratos son para algunos autores

bastante numerosos (Toullier, VI, 17), y que la mayoría de los

autores corrientes, a pesar de que en los códigos inspirados en

el modelo francés no se conozca otros cuasicontratos que los de

la repetición del pago indebido y de la gestión de negocios, in-

cluyen entre ellos, de acuerdo con el antiguo derecho, la acep-

tación de una tutela (o de una cúratela), la aceptación de una

herencia, la comunidad (y, naturalmente, el condominio, que es

su aspecto principal), etc., según puede verse en Domat, I, libro

II (donde se estudia más de una decena de formas); Pothier,

1 l.">: Duranton, XIII, 631; Demante y Colmet de Santerre, V,

;is bis; Marcad»', V, 255; Aubry y Eau, IV, 440; Larombiére,

V. :>•;.") ; Zacbariae-Crome, II, 410; Planiol, II, 813; etc. En

cambio, otros autores, sobre la huella de Demolombe, XXXI.

39, sostienen que son pocos los cuasicontratos, al extremo de

que mas de uno de ellos lia llegado a decir que no son sino los

dos contemplados por el código: Laurent, £$,309; Hue, VIH,

375; Baudry, XIII, 2789; Giorgi, V, 6 y 9. Hago constar, a

propósito, que en el código francés (art. 1371), lo mismo que en
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el italiano (art. 1140). hay una caracterización general del cua-

sicontrato; por donde bien cabe sostener que en esos derechos

se ha seguido las aguas de] derecho tradicional, por mucho que

no se haya legislado especialmente sino dos de sus aspectos.

Entre nosotros no hay caracterización legal alguna: de ahí

que en nuestro derecho quepa afirmar con todo fundamento

que no existe una doctrina de los cuasicontratos; que, ade-

más, los dos únicos llamados cuasicontratos legislados son los

indicados; y que, por último, los restantes cuasicontratos co-

rresponden a un régimen puramente legal, por donde las res-

pectivas obligaciones tienen por fuente no al cuasicontrato sino

a la ley, que en realidad también viene a ser la fuente única de

las obligaciones que imponen el pago indebido y la gestión de

negocios, por lo mismo que no habiendo acuerdo de voluntades

al respecto, no puede quedar otra fuente que la legal, la cual,

por lo demás y como siempre, se limita a interpretar, bien o

mal, la intención presunta de los que resultan así vinculados, o.

lo que es mejor, a conciliar intereses en conflicto y a resolver

en favor del más importante de ellos.

Y no tengo por qué insistir en la caracterización del cuasi-

contrato, ^o es legal, entre nosotros, como tengo advertido,

malgrado ciertas expresiones del codificador (nota a al título

De las obligaciones en general, y notas a los artículos 498, 2288,

etc.). Fuera de ello, es una noción de escaso valor jurídico: los

romanos la introdujeron casi por espíritu de simetría, para pa-

ralelizar la situación con los delitos y los cuasidelitos, sin tener

en cuenta que si en éstos hay un fondo común, el del daño im-

putable fuera de un contrato, en aquéllos no hay nada de co-

mún, pues lo característico del contrato, la voluntad, puede fal-

tar absolutamente en el llamado cuasicontrato
;
ya qué el hecho

que genera la obligación no ha sido querido por el obligado, y,

lo que es más, tampoco puede haberlo sido por el mismo acree-

dor (cons.: Wetter, III, 190; Girard, 391 y G09; etc.). De ahí
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que esas analogías externas o incidentales mal puedan caracteri-

zar en su esencia a ninguna institución (cons. : C. Scuto y S. Eic-

cobono, en sus trabajos citados, núm. 29 y 4 respectivamente).

También es conveniente apuntar ana observación que no es

sólo terminológica. EL enriquecimiento, sobre precisar directa-

mente la institución, es de amplitud bien superior al cuasicon-

trato, ya que éste supone lo subjetivo de una voluntad presunta,

al paso que aquél implica lo objetivo del empobrecimiento sin

causa de un patrimonio a costa de otro. Be ahí que sea más

conveniente el primero de ambos conceptos, pues, en el momen-

to moderno del derecho y contra la tradición romanista del

mismo, el concepto y las funciones de la obligación suponen

tactores económicos y patrimoniales, mucho más que motivos

psicológicos y personales.

5. Su fundamento. — En cuanto a los principios básicos del

enriquecimiento, me remito al recordado trabajo de Eipert y

Tesseire, que es lo más sistemático y lo mejor de lo que al res-

pecto conozco, y a cuyo respecto las críticas de Leone (n° Gl) no

me resultan convincentes.

Según aquellos autores, que en el citado trabajo no han hecho

más que aplicar y desenvolver las ideas matrices de sus respec-

tivas tesis doctorales (cuyo análisis ha sido hecho por Gény en

la Revue trimeatrielle de droit civil, 1902, 812 y sig.), el enrique-

cimiento puede explicarse a la luz de tres doctrinas: la de la

gestión «normal, la del cuaai delito, y la objetiva que ellos propo-

nen. La primera, que es la corriente, debe ser descartada sin

miramiento: una gestión anormal deja de ser gestión; aparte de

que quien enriquece a Otro no lo hace siempre, bien lejos de ello,

con la mira de gestionar una negocio de éste, según puede verse

en materia «le mejoras (art. 582 y sus múltiples concordantes),

de especificación, de adjunción, etc., así como en el ejemplo an-

tes puesto del vendedor de semillas sembradas en terreno que
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no era del comprador de ellas. La segunda, que es la de PlauiOl

(II, 800, 812), según la cual el enriquecimiento viene a ser ilíci

^
to para el enriquecido, por lo mismo que carece de causa, tam-

poco es admisible: además de que el delito supone el dolo o. al

menos, la culpa del obligado, cosa que no ocurre en punto a en-

riquecimiento, ya que el enriquecido nada lia hecho para procu-

rarse el beneficio que recibe por el hecho exclusivo de quien lo

enriquece; resulta que en materia delictual se responde por todo

el daño que recibe el perjudicado, mientras que en punto a en-

riquecimiento sólo se responde por el importe del enriquecimien-

to (que bien puede ser muy inferior al empobrecimiento sufrido

por aquél, como puede verse en los arts. 727 y sig., 785 y sig..

2297 y sig., etc.). La tercera, que es la que dichos autores propo-

nen, es una especie de pendant de la moderna doctrina del ries-

go profesional en materia de accidentes de trabajo, según la cual

el patrón responde por la simple razón de que es él quien crea

el riesgo : de igual suerte, dicen ellos, quien crea el beneficio debe

aprovechar de él; por donde el que enriquece, que es quien crea

ese beneficio, debe poder recuperar el importe del enriquecimien-

to. De ahí que, según los mismos, la fórmula del enriquecimiento

deba ser cambiada : en vez de decirse que « nadie puede enrique-

cerse a costa de otro», corresponde sentar que «todo hecho del

hombre que procure a otro un enriquecimiento, da derecho al

autor del mismo para repetirlo ».

Hago constar que cabrían otras doctrinas. De ellas me limita-

ré a contemplar la de la llamada equidad (es la de Leone n° 59,

y la de Eiccobono, n° 22) : es equitativo que quien se enriquece

sin derecho esté obligado a devolver el beneficio o provecho re-

cibido. Pero esto de la equidad es tan elástico, tan poco preciso,

que dentro de ella, como dentro de cualquier cosa que, como ella,

sea de subjetiva apreciación, pueden caber todos los criterios y

las soluciones más diversas y hasta contradictorias. Ello sin con-

tar estas dos circuntancias más positivas : 1! todo el derecho es
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hijo de la equidad, en cuanto es expresión de lo justo, por donde

nada habría allí de privativo para el enriquecimiento; 2a fuera

de ello, siempre queda por explicar por qué es equitativa la ac-

ción de repetición, cuáles son los factores concretos que deter-

minan al legislador para consagrarla (por donde se ve que la ex-

plicación de la equidad apenas si trasladaría el asunto, pues ella

misma requiere la explicación que se busca).

G. Sus requisitos. — Ripert y Tesseire descienden luego al

análisis de las condiciones de aplicación del principio del enri-

quecimiento. Son tres : I o una relación de causalidad entre el en-

riquecimiento procurado y el hecho de quien lo ha creado ; 2 o la

determinación cuantitativa del enriquecimiento, a objeto de que

resulte lijado el importe de lo que el beneficiado debe devolver;

',1
o la circunstancia de que el enriquecimiento no tenga causa.

Las dos condiciones extremas son las fundamentales : debe

acreditar el actor que por su hecho ha enriquecido al demanda-

do, y debe resultar que ese enriquecimiento no ha obedecido a

una causa jurídica. En síntesis, debe quedar justificado el enri-

quecimiento sin causa en el doble aspecto de fondo de su conte-

nido : el enriquecimiento y la falta de causa.

Observo, a propósito, que para Leone los extremos serían más

complejos: I o falta de justa causa; 2 o perjuicio, o empobreci-

miento, del actor; 3 o beneficio, o enriquecimiento, del demanda

do; 4 o relación de causa a efecto entre el beneficio y el perjuicio;

.">" vínculo jurídico entre las partes.

Y se notará que los cuatro primeros se reducen a los dos que

admito: el empobrecimiento y el enriquecimiento son circuns-

tancias correlativas y en relación causal. En cuanto al último.

resulta extraño: el vínculo (pie se pretende es inconcebible, por

lo mismo «pie no bay convención, y, sobre todo, por cnanto es

posterior al hecho del enriquecimiento, ya que 68 éste quien de

termina la acción de repetición. De ahí (pie con ello se postule
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el asunto y se incurra en una petición de principio: cabalmente

se trata de saber si tal hecho importa o no un enriquecimiento,

y si, en tal virtud, hay o no derecho (u obligación, o vínculo).

Sólo apuntaré que ese último requisito parecería tener impor-

tancia cuando el hecho generador del enriquecimiento no fuese

obra del empobrecido ni del enriquecido, sino de un tercero : A,

como gestor confesado u ocultó, o actuando en nombre e interés

propios, enriquece a X con un bien de Z (regala a X una cosa

que Z le diera en préstamo o en depósito; paga una deuda de X
con fondos de Z; etc.). Entonces el problema está desplazado,

además de complicado : pueden mediar derechos reales inmobi-

liarios y acción reipersecutoria
;
puede haber noticia, de parte

del enriquecido, de que lo que se le daba era ajeno, caso en el

cual el acto puede ser anulado; puede mediar un acto gratuito

que perjudica al empobrecido, y que es así revocable; etc. Lo

que es cierto es que en tales supuestos no sólo hay enriqueci-

miento sin causa, sino también un acto nulo o anulable o revo-

cable, etc.; ni se puede hablar de falta de causa, por cuanto, si el

acto no se anula o no es revocado, el pago o la donación de A en

favor de X es todo un acto jurídico, y así una causa plena (cons.

:

n° 24), que queda fuera de la hipótesis, y que, de otra parte, in-

habilita al empobrecido para pedir nada, por lo mismo que ese-

acto es res ínter olios (arts. 503, 1161 a 1163, 1 195, etc.), a me-

nos que, según tengo advertido, logre la nulidad o la revocación

del mismo (cons. : Ripert y Tesseire, 768 y sig.).

7. Su juego y efectos. — Desde luego, faltará causa cuan-

do no medie una fuente jurídica (contrato, ley, etc.), según in-

dico en el número 24 antes citado. En los casos ambiguos será

preciso un poco de tino para distinguir dónde está el interés

importante : si en favorecer al enriquecido, o en.beneficiar al em-

pobrecido. El principio de la repetición debe ser respetado, por

razón de su carácter fundamental, si no median factores deci-
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sivos en contrario : la ley excluye la repetición en los casos de

prescripción o de caducidad de términos, por ejemplo, así como

en los de cansa ilícita, malgrado lo cual, a este último respecto,

proceden distingos como los qué indico en los números 35 y 36.

El perjuicio del actor es materia de apreciación : en cuanto

le represente una pérdida patrimonial (gastos hechos, daños su-

fridos, etc. ; sería discutible la utilidad no realizada), su acción

es innegable.

Algo parecido hay que decir respecto al beneficio del enrique-

cido. Conviene apuntar que no es indispensable un aumento po-

sitivo de su patrimonio : bastaría con una ventaja pecuniaria (se

le ha ahorrado un gasto, evitado una pérdida, etc.), pues en de-

finitiva tanto beneficia lo uno como lo otro.

La acción es de carácter personal (y tal era su característica

eminente en derecho romano), como lo acredita la circunstancia

de fondo de que lo reclamable no sea propiamente una cosa sino

un valor, según puede verse en casi todos los artículos citados

en el número 1.

No creo que sea ella subsidiaria, y que así sólo proceda en de-

fecto de la acción reivindicatoría, y por razón de que ésta no

pueda ser ejercida (cons. : Sentó, 7 y sig.; Leone, 47 y 1)4; Kipert

y Tesseire, 790 y 791; etc.). Puede resultarlo en el hecho, si el

perjudicado encuentra que no le es posible reivindicar su cosa

mal enajenada a terceros (tal es el caso del art. 787), pero no lo

es en la ley. El interesado ejercerá la acción que viere convenir-

le, pues están en juego dos cosas : su derecho real mal transfe-

rido, o. en su defecto, el perjuicio que se le lia irrogado. Perúes

él el arbitro de la sit nación (advierto que según Savigny, Sis-

tema, IV, Apéndice XIV, § V, en derecho romano la oondictio

aparece siempre supliendo la reivindicación -perdida»).

Finalmente en el número 19 y siguientes discurriré acerca de

si el enriquecimiento debe Ber permanente, o si basta que se ba-

ya producido aunque no haya durado.
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II

HIPÓTESIS GENERALES DEL CÓDIGO

s. Es tiempo ya de limitar estas consideraciones generales y

previas, y de entrar en el estudio inmediato que nos eoncierne.

El código se coloca en este capítulo en tres situaciones funda-

mentales : I
a
la del pago hecho por error; 2 a

la del pago hecho

sin causa; 3 a
la del pago hecho en virtud de una causa ilícita. A

lo primero corresponden los artículos 784 a 791; a lo segundo,

los artículos 792 y 793; a lo tercero, los artículos 794 y 795. En

los artículos finales, 796 a 798, extiende esos principios a las

obligaciones putativas y a las liberaciones dadas por error, que

son meras analogías de la primera figura o especie del pago re-

petible.

En ellas se tiene lo que en derecho romano se llamaba las con-

dict iones,,acciones de contenido complejo y de caracteres dudosos

en su origen, pero que luego se fueron orientando progresiva-

mente en el sentido de consagrar lo que hoy llamamos el enri-

quecimiento ilegítimo, esto es, el derecho de reclamar contra al-

guien lo que había obtenido sin derecho y en perjuicio del actor

{cons. : el hermoso Apéndice XV, antes citado, del ¡Sistema de Sa-

vigny; Dernburg, II, 138 y sig.; Molitor II, 840 y sig.; Wetter,

III, 190 y 198 y sig.; Girard, 609 y sig.; Saleilles, Obligation.

346 y sig. ; etc.). Eran varias : la condictio ob rem, la sine causa,

la causa data causa non secuta, la ob causam finitam, la ob turpem

vel injustaní causam, la triticaria, la furtiva, etc., que dejo ex-

puestas en orden bien arbitrario e incompleto. Todas ellas eran

restringidas en sus alcances, aunque después pudieran obedecer

a un fondo común (Equum est neminem cum alterius detrimento

£t injuria fieri locupletiorem, como reza una de las « reglas de
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derecho» del Digesto, L, 17°, 200, que ha sido reproducida en

la ley 17, título XXXIV de la « setena» Partida, en estos tér-

minos : «... ninguno non deue enriqueszer torticeramente con

daño de otro » ) : como cualquier otra norma del derecho romano,

y de todos los derechos así espontáneos y naturales, fueron sur-

giendo paulatinamente, ante la tuerza de los hechos y a raíz de

cada necesidad concreta, sin sujeción a ningún principio gene-

ral, que, fatalmente, tiene que serles posterior.

Así, nuestro pago por error corresponde a la condíctio indebi-

ti; nuestro pago sin causa, a la mayoría de las condictiones (ob

remr, sine causa, causa datorum, causara finitam, etc.); nuestro

pago por causa ilícita, a la condíctio ob turpem vel injustam can-

xa ni ; etc.

III

PAGO POR ERROR

a) Generalidades

9. Principio. — Empecemos por la primera délas tres situa-

ciones de fondo antes indicadas, cuyo texto legal es como sigue

:

El que por un error de hecho o de derecho (,) se creyere deudor, y

entregase alguna vosa o cantidad (una prestación) en pago, tiene

derecho a (de) repetirla del que la recibió (art. 784; cons. : Fallos

de la Suprema corte nacional, 24, .'¡.'¡.'I; 77, 41 : 82, 289j Cámara

civil. 45, 399; 136, 40; 1.0-1, 225: (jamara comercial, 2. 0,>. y cu

Jurisprudencia délos tribunales nacionales, febrero de l!>i:>. l.'!0:

Cámara civil 1% en (¡aceta del foro, de julio <lc 1!M7; Cámara

civil 2'. en Caceta del foro, noviembre de l!H7, .">7 y .'»<) de sep-

tiembre de 1017; etc.).

I>;i repetición supone, así, estas dos cosas: L* que todo pago

implica ana obligación exigible, por donde residía nulo el pago

que no la entrañe (no pnedo controvertir aquí la opinión en
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contrarió de G. Sentó, en Jurista di diritto eivile, l!>17, ly
sig., n"

s

1 y 13); 2" que la acción de nulidad va aquí envuelta

en la de repetición, que implica a la vez la de recuperación <l<-

lo pagado, y se funda en el error, cosa que es de derecho común

(árt. 924 y sig. y 954).

Debo advertir que el citado Sentó pretende que tampoco es

admisible el error como requisito parala repetición (n6a M\ y sig.

y 58) : para él basta con que se acredite la falta de obligación.

La crítica me parece infundada. Por de pronto, parece con-

tradictorio en aquél sostener esto último, cuando antes ha insis-

tido tanto en que ningún pago supone forzosamente la existen

cia de una obligación (n
os

1 a 13). Fuera de ello, basta observar

(pie a lo sumo habría un asunto de palabras : el autor llamafalta

de obligación a lo que se llama aquí error, pues precisamente esa

falta de obligación es la que va a alegar el actor, ya que en ella

se contiene el error que le ha inducido a un pago no debido.

10. Prueba del error. — Supone, pues, aparte las condicio-

nes de fondo antes indicadas, el error de quien ha pagado, que,

de consiguiente, debe ser acreditado. ¿Por quién? Parecería que

por el enriquecido, desde que el actor no podría demostrar el

hecho negativo de su error, vale decir, que no debía. Y hasta se

podría argüir con el precepto romanista de que ei incumbit pro-

batio qui dioit non ei qui négat. La solución contraria se impone.

El mero hecho del pago acredita la obligación, desde que nadie

paga sin estar obligado : Cámara civil, 174, 158 y 416. Además,

el artículo 500 favorece al enriquecido : no es él quien debe pro-

bar que la obligación tenía causa jurídica (por donde no sería

admisible error alguno) ; es el acreedor quien debe probar que

no la tiene.

Es verdad que se pretende todavía por algunos que la prueba

negativa, sobre todo cuando es indefinida, es imposible o muy

difícil. Pero ello entraña un asunto de hecho, que en nada puede
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desvirtuar los principios jurídicos enjuego, aparte de que tal

pretensión es poco sostenible en derecho moderno (cons. : Bon-

nier, I, 39 a 42; Garsonnet, II, 701; Lessona, 1, 140; Chiovenda,

Principii, 784 y sig.). Por lo demás, lo negativo del caso es una

pura apariencia. Le sobrará al actor con demostrar el hecho

positivo contrario al negativo del error, para hacer resaltar su

error y su derecho. Así, A debe 100 pesos por razón de una par-

tida de azúcar que ha comprado o de un vestido que se li¡i

hecho : si en vez de pagar una vez paga dos veces, o si en vez

de pagar 100 pesos paga 120, podrá probar el doble pago con

los recibos oportunos, o podrá justificar lo excesivo del pago

con la cuenta de 100 pesos que se le pasara. Todo se reducirá

a demostrar que ese doble pago es efectivamente tal, pues ha

servido para extinguir una misma obligación, y que el pago

excesivo también es tal, pues corresponde a una obligación de

menor importe. Lo mismo ocurre en otros supuestos : debe pro-

bar lo condicional de la obligación y el no cumplimiento actual

de la condición, o bien que lo debido era tal prestación siendo

así que ha pagado con otra, o bien que la elección le correspon-

día en una obligación indeterminada y que ha pagado dejando

la elección al acreedor, etc. Por lo demás, y tratándose de obli-

gaciones, la prueba debe estar sujeta a las trabas de los artícu-

los 1190 a 1194, por donde el actor no podrá echar mano de cual-

quier medio probatorio, que sólo procede en la justificación de

meros hechos (consúltese sobre la prueba déla acción de repeti-

ción : Cámara civil, 97, 265; 1G2, 401; IOS, 175 y 282; 174, 140:

( Sámara comercial, en Gaceta delforo, 19 de septiembre de 1917

;

Cámara civil 2a, en Gaceta delforo, 20 de septiembre de 1917).

11. La admisibilidad del error de derecho. — Lo que

parece fuerte es que el error de derecho sea ínvocable. Se s¡i

be que <'ii principio no lo es (ait. 023). V tampoco lo era en ma-

teria <lc repetición de pago en el derecho romano, según puede
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yerse en Savigny (Systéme, II
?
Apéndice, VIII; Scuto, n° 40).

Pero en el texto de dicho artículo 923, lo mismo que en la

nota con que el codificador lo ilustra y en la que pone respecto

de este artículo 784 en estudio, y lo propio que en otros supues-

tos en que lia admitido la excusa del error de derecho (art. 858,

3428, etc.), se tiene la explicación (que por lo demás surge de

lo contingente del asunto, que obliga a ponderar diversos inte-

reses en conflicto, como apunté en el n° 7): el error de derecho

no puede ser invocado para procurarse un beneficio o para «'lu-

dir alguna responsabilidad, porque de otra suerte se perjudica-

ría a terceros o se alteraría la seguridad que supone la actividad

jurídica. En materia de repetición no hay nada de ello: el actor

procura reparar un perjuicio que ha sufrido; y el demandado o

enriquecido no tiene de qué quejarse, por lo mismo que, habién-

dose enriquecido sin cansa, en nada se perjudica al devolver el

importe del enriquecimiento (consúltese un caso resuelto por la

Cámara 2 a de La Plata, en Jurisprudencia argentina, I, 77(1).

b) Aplicaciones

I
o Casos EN qtte procede la repetición. — 12. Exposi-

ción de los mismos. — El código desciende a la aplicación

del principio en una serie de casos. Son los del artículo 790 :

Habrá también error esencial (con lugar a la repetición), aunque

el deudor lo sea efectivamente, en los casos siguientes: I
o
Si la

obligación fuese condicional, y el deudor pagase antes del cumpli-

miento de la condición; 2 o Si la obligación fuese de dar una cosa

cierta, y el deudor pagase al acreedor (,) entregándole una cesa por

otra; 3o Si la obligación fuese de dar una cosa incierta, y sólo de-

terminada por su especie (y por su cantidad : art. 605), o sifuese

la obligación alterna-tira (,) y el deudor pagase en la suposición de

estar sujeto a una obligación de dar una cosa cierta, o entregando

(o entregase) al acreedor todas las cosas comprendidas en la alter-
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ñutirá ; 4 o Si la obligación fuese alternativa compitiendo (y corres-

pondiese) al deudor la elección, y él hiciese el pago en la suposición

de corresponder la elección al acreedor ; 5 o Si la obligación fuese

de hacer o de no hacer, y el deudor pagase prestando un hecho por

otro, o absteniéndose de un hecho por otro ; 6o Si la obligación

fuese divisible o simplemente mancomunada (simplemente manco-

munada), y el deudor la pagase en su totalidad (como si fuese soli-

daria).

Hay que observar : I
o Que esta disposición es simplemente

ejemplificativa, como resulta de su contexto (« Habrá también

error, esencial... »), y deja intacta la regla general del artículo

784 (véase el insostenible fallo contrario de la Cámara civil, 84,

160); 2 o Que, así, procede la condictio indebiti en cualquier otro

supuesto en que baya un pago becbo por error (se paga dos veces

una misma deuda; se paga más que lo debido; se paga con dos o

más prestaciones de la obligación alternativa o de género, cuan-

do sólo se debía una o dos; etc.); 3 o Que todas esas ejemplifica-

eiones pudieron ser omitidas, pues se contienen en la regla del

artículo 784; 4 o Que no pocas de ellas están consignadas en

otras partes (la del inc. I
o
, en el art. 547; la del inc. 2 o

, en el

art. !)27, lo mismo que las de los inc. 3 o y 5 o
; la del inc. 4o

, en

«-1 art. !)24; y la del inc. 6 o
, en los art. 675 y 924); 5 o Que varias

de las mismas pudieron ser condensadas (en los inc. 2 o y 5 o hay

error en la prestación; en los inc. 3 o
, 4

o y 6 o líay error sobre mo-

dalidades íntimas, (•orno en el inc. I o

,
que implican una desvir-

i tuición del contenido o de la naturaleza de la obligación); 6o

Que no es cierto, contra lo (pie se expresa en el acápite del artí-

culo, que quien pague en los casos indicados sea deudor efec-

tivo, pues su calidad de deudor se refiere a una obligación que

no es la pagada, como lo acredita la circunst a ncia de (pie pueda

repetir el pago que « por error » antes lia verificado: 7
o Que no

v;ile la pena insistir en el estudio de cada una de ellas, pues

nada hay que agregar a loe principios antes expuestos a propó*
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sito de la norma general precitada del artículo 784 (consúltese

sobre el ine. 0°, Cámara comercial, en (¡«ceta del foro. í» <!< mar-

zo de 1917).

1.5. Excepción legal. — El principio de la repetición del

pago hecho por error, tiene una excepción natural : la del artí-

culo 785. Según éste, el derecho de repetir lo entregado cesa (.)

cuando el acreedor ha destruido el documento que le servía de titulo

(a consecuencia del pago) ; pero le queda a salvo el derecho al que

ha pagado (,) contra el deudor verdadero.

De otra suerte, el acreedor podría encontrarse con que la

prueba de su derecho contra el verdadero deudor fuese imposi-

ble, por virtud de la destrucción del documento que la acredi-

taba. Y como el deudor ha quedado liberado respecto de su

acreedor, viene así a enriquecerse a costa del tercero que pagó

;

por donde éste tiene derecho de repetir contra él lo que corres-

ponda, de acuerdo con los citados artículos 727 y 728. La acción
*

que en tal casóle compete contra el deudor no puede serla sub-

rogatoria del artículo 768, inciso 3 o
,
por lo mismo que no ha

entendido pagar una deuda ajena, sino la de in rem verso ordi-

naria, pues se está en el supuesto. Tampoco le corresponde la

de negotiorum gestio, como se pretende en la nota del codifica-

dor, por lo mismo que no ha tenido intención alguna de gestio-

nar un negocio ajeno (art. 2289). Bien es verdad, por lo demás,

que sea cual fuere la acción, en los casos comunes se llegará a

los mismos resultados prácticos con cualquiera de ellas.

2 o
. Casos en que no procede la repetición.— 14. En

cambio en el artículo 791 se cataloga una serie de casos en que

no hay error «esencial», y en que, de consiguiente, no procede

la repetición: N~o habrá error esencial, ni se puede repetir lo que

se hubiese pagado, en los casos siguientes: I o cuando la obligación

fuere a plazo (,) y el deudor pagase antes del vencimiento del pía-
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zo;' 2o cuando se hubiere pagado una deuda que (ya) se halla-

ba prescripta; 3 o cuando se hubiere pagado una deuda cuyo titulo

era nulo, o anulable (,) por falta de forma o (por) vicio en la

forma; 4 o cuando se pagare una deuda (,) que no hubiese sido reco-

nocida en juicio por falta de prueba; 5 o cuando se pagare una

deuda (,) cuyo pago no tuviese derecho el acreedor a demandar en

juicio (una deuda que el acreedor no pudiera reclamar enjuicio).

según este código; o cuando con pleno conocimiento se hubiere

pagado la deuda de otro.

Aquí la superfetación es todavía más innecesaria que en los

casos del artículo 700. Todas las disposciones del artículo están

ya consagradas: la del inciso I
o
, en el artículo 571 (cons.: Scuto,

67); las de los incisos 2 o a 5°enlos incisos 2 o a 5 o del artículo 515 y

en el artículo 516 (cons. : Scuto, 58 y 68 y sig., que sinonimiza el

pago voluntario de nuestro art. 516 con el pago consciente, y que

llega a asimilar la obligación natural a un deber de conciencia,

como creo que corresponde); y la del inciso final, en los artículos

727, 728, 730. Lo que es más, en estos preceptos se tiene mayor

propiedad de expresión: puede verse, por ejemplo, el del artícu-

lo 571, que parcialmente contradice al inciso I o de nuestro ar-

tículo, en cuanto no es cierto que no proceda en algunos casos

la repetición del pago hecho antes del vencimiento del plazo,

como ocurre cuando se paga con desconocimiento «leí término.

Más todavía: si se hubiera querido consignar un precepto al

respecto, habría bastado con la disposición general del inciso

5o
, en la cual se contienen todas las anteriores; o. lo que habría

sido mejor, hacer una simple referencia a loa artículos indi-

cados.

De ahí que no tenga por qué insistir en expiteaciones de di-

chos incisos, ya que basta con remitirse a lo dicho respecto de

sus concordantes, estudiados oportunamente.

Sólo quiero adyertir respecto del inciso final: i" que si bien

un pago beneficíente como ese no cutiana donación
1

para uno-
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tro código (art. 1791, inc. 6o
,
que contempla uno de sus aspec-

tos), lo que es discutible aun ante los propios principios adop-

tados por aquél, no es menos dudoso que implica el mismo espí-

ritu de liberalidad que una donación; 2 o que, de consiguiente,

no cabe presumirlo (arg. del art. 1818); 3o que en tal virtud.

quien pague una deuda ajena tiene por eso sólo el respectivo

derecho de repetición contra el deudor liberado; 4 o que si el

demandado pretende la existencia del aludido propósito benefi-

cíente, debe demostrarlo, pues corresponde destruir la natural

presunción que hay en su contra (cons. : Scuto, 49 y sig.).

•
1" Jubispkudencia. — 15. Intereses no estipulados.—

Vayamos, entonces, a las principales aplicaciones jurispruden-

ciales de los principios, varias de las cuales resultan poco sos-

tenibles. Hago constar, a propósito, que en más de un caso no

me será dable distinguir con la claridad debida si se trata de un

pago por error o de un pago sin causa: la comunidad de origen

de uno y otro se compadecen escasamente con nuestras catego-

rías conceptuales; por lo demás, la importancia práctica del

asunto es pequeña, pues los dos se rigen en su fondo por nor-

mas iguales.

No hay error de derecho en el pago de intereses no estipula-

dos, dice la Suprema Corte (95, 347). En otros términos, el pago

de intereses no estipulados no es repetible. Es de observarse

qué no hay razón alguna, fuera de las comunes a cualquier re-

petición, para excluir la repetición de intereses no debidos. Ha-

yase pagado esos intereses por error de hecho o de derecho,

estamos siempre en la regla del artículo 784 que la autoriza,

por lo mismo que no distingue, ni tenía por qué hacerlo, entre

capital e intereses. Fuera de ello, las excepciones del artículo

791 deben ser interpretadas con estrictez, dada su «odiosidad»,

y mal pueden ser extendidas ni por analogía.

Ello sin perjuicio de lo que pueda ser privativo del derecho
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mercantil, cuyo código excluye la repetición del pago «espon-

táneo» de intereses no estipulados (art. 500): sin contar lo poco

jurídico de una disposición así, cabe observar que es ella de

carácter especial, y que, de otra parte, la «espontaneidad» del

precepto, corcordante con el «pleno conocimiento» de nuestro

artículo 791, inciso o
, no puede ser presumida (media la razón

general antes dada, y la particular del artículo 218, inciso 5 o
,

del código comercial), y debe ser acreditada por el demandado

que la alegue.

En cuanto al mismo derecho civil, cabe apuntar que el pre-

cepto de nuestro artículo 2249 dista de prestar asidero a tal

jurisprudencia : todo lo que en él se dispone es que el mutuario

<pie haya pagado intereses no estipulados, «no está obligado a

continuar pagándolos en adelante». Queda así intacto lo relati-

vo al derecho de repetir los intereses pagados. Y lo es tanto

más cuanto que dicho artículo ha suprimido la prohibición de

repetir esos intereses no estipulados y pagados, que figura en

la fuente (código francés, art. 1906), siguiendo el ejemplo de

Freitas (art. 2220), que si bien mantuvo la prohibición la des-

virtuó al acordar la repetición en virtud de error demostrado

(conf. : Segovia, I, 015, nota 17).

10. Impuestos fiscales declarados ilegales. — Algo se-

mejante hay que decir en materia de impuestos fiscales. Nues-

tros tribunales suelen ser demasiado complacientes al respecto

para con el erario, si bien por razones de interés publico que

pueden ser encomiables.

Así resultan más o menos plausibles los fallos déla Suprema

Corte (102, 204; H>7. 134 y 240; en Jurisprudencia de los tri-

bunales nacionales, marzo de 1014, lií: en Revista de legislación

pJurisprudencia, Y'. L21j en Jurisprudencia argentina, H, 4) y

de otros tribunales (Cámara federal, en Jurisprudencia argenti-

na, [, 810: Cámara civil, L71. 388; etc.), según los cuales no se
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puede repetir el pago de un impuesto si no se lia protestado al

satisfacérselo, o como también se ha resuelto (Cámara civil,

135, 179) cuando se trate de impuestos municipales pagados

durante varios períodos.

En una y otra de esas dos formas o situaciones, median cir-

cunstancias (falta de protesta, constancia en el pago) que pue-

den inducir la espontaneidad o el pleno conocimiento antes alu-

didos.

Con más razón cabe sostener lo propio. ante fallos como éste:

no procede la repetición respecto de cargas (alumbrado, ba-

rrido, aguas, etc.) que no son impuestos sino servicios, pues

entonces el enriquecimiento se produciría al revés (en favor del

beneficiado por el servicio), como se ba resuelto por la Suprema

Corte, en Gaceta del foro, diciembre de 1917, 345, y antes por

la Cámara civil 2 a
, en Jurisprudencia de los tribunales naciona-

les, noviembre de 1912, 211.

Lo que es inadmisible es la rotundez de ciertos fallos que ex-'

cluyen como en absoluto el derecho de repetición en .materia de

impuestos fiscales: Cámara civil 2 a
, en Jurisprudencia délos tri-

bunales nacionales, junio de 1911, 248.

El principio, fuera délas situaciones aludidas, es que la repe-

tición procede cuando se paga lo no debido, a menos que medie

el pleno conocimiento del inciso 6 o (cons. : Cámara civil, 133,

25). De ahí consecuencias como las siguientes: no se requiere

protesta previa cuando la repetición de pago de un impuesto se

refiere a un exceso por error de liquidación (Cámara civil 2 a en

Revista de legislación y jurisprudencia, VI, 451; cons.: Cámara

civil 2 a
, en Jurisprudencia argentina, III, 384); los impuestos

cobrados por cualquier repartición pública, y que no correspon-

dan a un derecho impositivo de ésta, pueden ser repetidos, bien

entendido, siempre que no medie la circunstancia antes con-

templada, cual es la del posible enriquecimiento al revés, el del

deudor, que se beneficia con un servicio.
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17. Actos nulos o anulados. — Según la Suprema Corte

(108, 291), quien paga indebidamente y por error sólo tiene la

respectiva acción de repetición y no la de nulidad, a menos que

el pago haya sido hecho en virtud de un acto nulo. Me parece

obvio, y no insisto.

Según la Cámara civil (145, 406), no es repetible el pago he-

cho en virtud de un contrato, aunque se declare que no existía

el derecho pagado. Quisiera yo saber, a propósito, en qué pre-

ceptos legales puede fundarse un derecho así. Convenido que

quien paga prueba por eso sólo que debe, y que, de consiguiente,

mal puede repetir lo pagado. Pero aquí no se trata de eso, pues

consta que «el derecho no existía». Si, pues, se lo ha pagado,

no ha sido en virtud de un contrato que no lo contiene, sino

apenas con motivo ocasional, y aparente, de tal contrato. Me-

dia, entonces, o error o falta de causa. Y el título para la repeti-

ción resulta indudable.

') Contra quién procede la acción

18. No hay duda posible en los casos ordinarios: la acción

será procedente contra quien recibió el pago indebido, pues

éste viene a resultar el deudor u obligado.

Pero será bueno distinguir quién es efectivamente el que se

lia beneficiado, y que así resulta obligado a la devolución: el

mandante, por ejemplo, responde por los actos del mandatario

(arí. L930, 1940), el heredero responde por los del cansante

íart. 3417), <'tc.

Fuera de esas situaciones generales, ya se ha visto algún caso

particular en que el obligado no es quien ha recibido el pago,

sino quien se lia beneficiado con ese pago: en el caso del arh

enlo 7U7 y sus concordantes, la acción no es posible contra el

que lia recibido el pago sino contra el deudor desinteresado. Lo

misino corresponde sentar para casos como el del artículo 785,
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en que inedia error: el deudor desobligado es quien puede ser

pasible de la acción de repetición.

Se lo comprende fácilmente: el acreedor pagado en tales casos

no es el beneficiado, pues era un acreedor positivo; es el deu-

dor, desinteresado por un pago que él no lia hecho, quien debe

responder (cons.: Cámara civil, 8(1, 405).

(I) Qué se repite

I
o Principio.— 11). Más delicado es el punto relativo a la

medida de la condictio. ¡ Qué se puede repetir! ¿lo dado en pago,

o lo recibido en pago! ¿el importe del empobrecimiento del que

pagó, o el importe del enriquecimiento del que recibió el pago I

Parece baladí la.pregunta, porque hay correlación aparente

entre lo uno y lo otro : uno se enriquece en la medida en que el

otro se empobrece; por donde, en cualquiera de las dos formas,

siempre se va a repetir lo mismo.

Es ello exacto si se mira el asunto con relación al enriqueci-

miento procurado én el momento de hacerse el pago. Pero hay

que demostrar que es ese el momento que debe ser tenido en

cuenta. Ya se ha visto que no es así en algún caso, precisamen-

te en aquel en que el código consagra la actio de in rem verm

(art. 728), lo mismo que en los délos artículos 733, 734: en esos

supuestos se repite no lo dado en pago, sino el monto de la uti-

lidad procurada, porque es cabalmente lo que contiene el enri-

quecimiento. Si en tales casos el tercero ha pagado más que lo

que el deudor debía, o si el incapaz ha disipado lo recibido en

pago, la acción se reduce en esas proporciones (Cámara civil I a
,

en Gaceta del foro, 16 de marzo de 1917), al extremo de que en

el último caso puede no proceder en medida alguna (cuando el

incapaz ha disipado la totalidad del pago).

Algo parecido hay que decir con respecto a lo general de la

condictio indebiti: ¿se repite el monto del enriquecimiento pro-
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curado en el momento del pago, o bien el importe del enriqueci-

miento actual? Supóngase que el enriquecido ha enajenado, por

título oneroso o gratuito, lo recibido en pago, o que ha llegado

a destruirlo o a disiparlo: ¿podría siempre el que pagó tener

acción contra el enriquecido? En el primitivo proyecto del có-

digo alemán (cons. : Saleilles, Obligation, 345) se disponía que

la medida de la acción estaba determinada por el enriqueci-

miento actual, vale decir, por el enriquecimiento que subsistía

en el momento en que ella era ejercitada (es lo que se resuelve

en el código suizo de las obligaciones : art. 64). En el último

proyecto del mismo, transformado en código, se modificó el

principio (art. 812, 818), al extremo de que el enriquecido está

obligado a devolver no sólo el importe de lo que recibió, sino

también el de los frutos que pudiera haber percibido.

Entre nosotros no se ha seguido tal criterio (que es el que

pretenden, con pleno rigor, Riperty Tesseire, Revue trimestrielle

de droit civil, 1904, 780 y sig.). El código lia adoptado una po-

sición como intermedia entre las doctrinas opuestas: no basta

el enriquecimiento inicial, ni es preciso el enriquecimiento per-

manente.

El principio está en el artículo 784 : se repite lo dado en pa-

go. Lo misino se dice luego, en los artículos 780, 788, a propó-

sito de (tccipientes de buena fe o de mala fe.

Evidentemente, se supone allí la permanencia en el patrimo-

nio del accipienx de la prestación pagada. Pero nada cuesta su-

poner que es;i prestación no subsiste en especie, que lia servido

para cualquier otra utilización (lia sido vendida, y con el pro

ducto se ha adquirido otra cosa; etc.), de suerte que se la en-

cuentra en su valor, como subrogada en cualquier otra ventaja

económica o pecuniaria. En tal caso l;i repetición sería proce

dente por el respectivo valor: la Subrogación objetiva operada

Implica una mera substitución, que en nada desvirtúa lo jurí<

dlco del asunto.

ANAL. VAV. I1K. I)KI¡. - I, XX ÜC,
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Fuera de ello, la permanencia puede quedar excluida en

nuestro derecho. Contra lo admitido en el código alemán, el en-

riquecido puede haber deteriorado, y aun destruido, por un

hecho suyo, la cosa recibida en pago, y no estar obligado a nin-

guna indemnización, a menos que el deterioro o la destrucción

hayan redundado en su utilidad (ha utilizado en otra casa los

materiales de la que hizo derribar; ha colocado en otra máqui-

na el motor de la que desarmó; etc.): artículo 2431. Lo mismo

se dispone en el Código civil brasileño: articulo 906.

Pero en esto voy invadiendo el terreno de lo particular del

asunto. Entremos en él, distinguiendo con el código, según que

el enriquecido sea de buena fe o de mala fe.

2 o Deudor de buena fe. — 20. Si posee lo recibido. —
Los artículos 786 y 787 legislan la primera hipótesis en estos

términos, respectivamente : El que recibió el pago de buena fe (,)

está obligado a restituir igual cantidad que la recibida (la presta-

ción recibida, o su equivalente, según corresponda), o la cosa

que se le entregó (,) con losfrutos pendientes
(,
pero no con los con-

sumidos). Debe ser considerado como el poseedor de buena fe. — Si

el que de buena fe recibió en pago una cosa raíz, la hubiese enaje-

nado por título oneroso o por título lucrativo, el que hizo el pago

puede reivindicarla de quien la tuviese. («Quien pague por error

con una cosa raíz recibida de buena fe y enajenada a tercero,

podrá reivindicarla contra éste ».)

El artículo 780 resulta claro. Quien recibe en pago indebido

una prestación, y está por eso obligado a devolverla, se encuen-

tra en la situación de un poseedor, que detiene la cosa con áni-

mo de dueño y que luego tiene que restituir (en especie, si pro-

cede; o en su valor, si no) al efectivo dueño o titular. De ahí

el imperio del artículo 584 y siguientes.

Por lo demás, la buena fe se presume (art. 2302), por donde

el actor que pretenda lo contrario deberá probarlo. Y la buena
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fe del enriquecido cesa desde el momento en que se le notifique

la demanda de repetición (art. 243.*)).

Es conveniente observar lo diminuto del artículo 786, que no

comprende en su literalidad el pago de una obligación de hacer

O de no hacer; así como la repetición en que incurre al disponer

que no son debidos los frutos consumidos sino los pendientes,

cosa (pie sobra, ya que el enriquecido es un poseedor, y ya que

ello es de regla para todo poseedor (art. 2423 a 2420).

21. Si lo ha enajenado. — En cuanto al artículo 787, hay

que hacer resaltar la grave falla que entraña : esa acción reiper-

secutoria contra terceros que pueden ser de la más perfecta

buena fe, es toda una ignominia jurídica. Eso es atentar contra

la seguridad general, contra los intereses colectivos, en nombre

de derechos individuales. Eso es trastornar todo principio eco-

nómico. Eso es echar por tierra el movimiento de los valores, al

sembrarse la desconfianza con tales acciones ocultas, mucho más

mando la acción contra el tercero puede ser totalmente innece-

saria, ya que el enriquecido puede ser solvente y responder con

la respectiva indemnización.

Me detengo. En otros trabajos míos he demostrado que el

gran principio del respeto de los terceros ha sido consagrado

por el código en disposiciones de fondo y bien repetidas (art.

541), 550, 552, 502, 504, 507, 702, 875, 068, 906, 1018, 1019,

L034, 1035, 1065,1104, 1105,1220, 1260, 1450, 1467, 1575,

1664, 1713, 1714, 1742, inc. 5 o
, 1754, 1768, 1855 a 1857, L866,

1936 a 1038, 1043, 1044, 1064, 1067, 1068, ÍÓ00, 2130, 2310,

2 U2, 2413, 2432 y sig., 2568 y sig., 2587 y sig., 2504 y sig.,

2671,2767, 3149, 3217,3348, 3429, 3430,3804, 3805, 3002,

31)07, 3908, 3027, 3032, 3,007, 3068, 3978, etc.); que es a la luz

de ellos, y no de preceptos literales o de casos como el de nues-

trd artículo, cómo debe interpretarse el espíritu dominante en

«i código, de conformidad con los tinesque éste tiende a favore-
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cer; yque de otra suerte se liaría del código un órgano de estan-

camiento y de retroceso legislativo, económico y social, en vez

de hacerse de él lo que cuadra : un instrumento de desarrollo y

de auge de la actividad general (cons. : mi Técnica legislativa del

Código civil argentino, 39 y sig., y mi artículo Reivindicación

contra tercerón adquirentes, publicado en la Retinta jurídica y de

ciencias sociales, 1917. 32 y sig'.).

Y no tengo por qué insistir en estas tres cosas : I o Que la rei-

vindicación no sólo es para mí improcedente contra un tercero

adquirente de buena fe y a título oneroso, sino que, aun en los

easos en que sea ella admisible, su carácter subsidiario (es pro

eedente sólo cuando el perjudicado no logre la indemnización

que le corresponde contra el enajenante o sus herederos) resulta

meridiano ante preceptos como los de nuestros artículos 1481,

2779, etc.; 2 a Que el enriquecido está obligado a bonificar al

empobrecido en la medida de la utilidad reportada, si ha dis-

puesto de la cosa en todo o en parte y ha recibido por ello cual-

quier valor en cambio; 3a Que esto mismo ocurre si ha destruido

o -deteriorado la cosa por un hecho suyo, y ha obtenido con ello

cualquier utilidad, según tengo advertido en el número prece-

dente y según se estatuye en el artículo 2431.

3 o Deudor de mala fe. — 22. Si ha habido mala fe en el que

recibió el pago, debe restituir la cantidad o la cosa (la prestación

o su importe), con los intereses o los frutos que hubiese producido

o podido producir desde el día del pago. Debe ser considerado como

el poseedor de mala fe (art. 788; Cámara civil 2 a
, en Gaceta del

foro, 4 de octubre de 1917).

Si la cosa se ha deteriorado o destruido, aunque sea por caso

fortuito, el que la recibió de mala fe en pago (,) debe reparar su

deterioro o su valor, a no ser que el deterioro o pérdida de ella

hubiera (n) también de haber sucedido (,) estando en poder del que

la entregó (art. 789).
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Ambas disposiciones son casi totalmente inútiles. Habría

sobrado con decir que quien recibe de mala fe una prestación

en pago, será considerado poseedor de mala fe, cuando aquella

consista en una cosa, para que así le fuesen aplicables las dis-

posiciones de los artículos 2435, 2437, 2438, etc., que aquéllas

repiten.

IV

PAGO SIN CAUSA

a) Generalidades

23. Principio. — El pago sin causa legislado en nuestro

código, y en el cual se contiene la mayoría de las condictiones

romanas antes citadas, puede existir en tres situaciones según

el artículo 792 : El pago efectuado sin causa, o por una causa

contraria a las buenas costumbres, como también el que se hubiese

obtenido por medios ilícitos, puede ser repetido, haya sido o no

luclio por error; vale decir, cuando se lo Lace sin causa hoc

sen.su, cuando es contrario a las buenas costumbres, o cuando

es obtenido por medios ilícitos.

El pago sin causa hoc sensu es el legislado en el artículo 793 :

El pago debe ser considerado hecho sin cauta, cuando ha tenido

lugar en consideración a una causa futura (,) a cuya realización

se oponía un obstáculo legal, o </uc de hecho no se hubiese realiza-

do, o quéfuese en consideración de (a) una causa existente pero que

hubiese cesudo de e.cistir.

Ks éste, propiamente, el pago sin causa, por lo mismo que

falta la causa cu cuya virtud se liizo el pago. Las otras dos

especies del articulo 792 no corresponden estrictamente a un

pago sin causa, por lo mismo que hay causa, aunque ilícita. Y en

razón de regirse ellas por principios espeoíácos y propios, con-

viene separarlas, como lo hago, de los supuestos en que no hay
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causa alguna, ni lícita ni ilícita. Por eso mismo involucran'' am-

bas formas en un estudio común, desde que lo capital en ellas es el

juego de un antecedente ilícito, ya en la causa de la obligación,

ya en los medios de que se ha echado mano para obtener el pago.

24. Qué se entiende por causa. — Comenzando por el

pago sin causa, debo decir que por causa se entiende aquí la

fuente jurídica de la obligación, como se preceptúa en la regia

general del artículo 490 : un contrato cualquiera, una conven-

ción, un testamento, un precepto legal, etc. Si ese contrato, o

esa convención o ese testamento, supuestos existentes o váli-

dos, resultan no existir o ser nulos, o se declara inconstitucio-

nal o ilegal la ley o la ordenanza que determinó el pago hecho,

entonces se paga en virtud de una causa que no es tal. Por ejem-

plo, alguien compra una partida de azúcar, cuyo precio paga:

antes que ese azúcar sea entregado, el gobierno lo requisa (por

razones de carestía, de guerra, etc.), y dispone su monopolio por

el Estado, por donde el vendedor no podrá entregarlo, por cuan-

to ha sido puesto fuera de comercio. Lo mismo en otros supues-

tos: se hace una donación por causa de matrimonio, y éste no

se realiza (art. 1238); se compra una casa, cuyo precio se paga,

y que no puede ser entregada porque se quemó o se derrumbó

;

o se adquiere una cosecha esperada (no el alea de la cosecha,

pues entonces se trataría de un contrato aleatorio : art. 1332,

que no es más que una aplicación del principio general del art.

1173), cuyo precio se satisface, y que se pierde por un accidente

meteorológico, por incendio, etc. La donación hecha o los pagos

de precio verificados en tales supuestos, carecen de causa, pues

han respondido a un matrimonio o a una compra que no se han

realizado o que han dejado de existir.

25. Qué debe entenderse por pago sin causa. — Hay

que advertir que el pago sin causa que estudiamos no existe
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tan sólo en los supuestos del artículo 793. En éste no se hace

más que precisar, con relación a casos especiales, el principio

del artículo 792, donde se alude en general al pago sin causa.

De consiguiente, hay pago sin causa siempre que se haga un

pago en virtud de una causa que no existe, porque es aparente,

porque es falsa, etc., por lo mismo que « no hay obligación sin

causa » (art. 499). Así, cuando alguien firma un documento por

pura complacencia en favor de un amigo apremiado, que luego

pretende cobrarlo como si tradujera una positiva obligación, el

firmante, que se vea obligado a pagar por razón de no poder

acreditar la complacencia y la consiguiente falta de causa, ante

lo expeditivo del juicio ejecutivo, podrá repetir ese pago enjui-

cio ordinario en que demuestre la complacencia y en que haga

resaltar la falta de causa de la ostensible obligación.

2G. Qué corresponde probar. — Lo que es interesante

hacer notar al respecto es que aquí, a diferencia de lo que ocu-

rre en materia de pago por error, no hay necesidad de invocar

error alguno. Es (pie el error está contenido, precisamente, en

la ausencia déla causa en cuya virtud se ha hecho el pago. Pro-

bada, entonces, esa falta de causa, queda en plena luz el error

consiguiente (acaso se ha referido a esta situación, sin deslin-

darla de la precedente, el autor antes citado, C. Scuto, que sos-

t [ene, cu los n" 36 y sig. y 50, la innecesidad del error para que

la repetición proceda, pues para él basta con demostrar la ausen-

cia d<- obligación: v. supra, n° 9).

Por lo demás, al actor le convendrá sacar el asunto del ten»'

no de lo negativo en materia de prueba. Es difícil acreditar que

una obligación no tiene causa, como es difícil acreditar cual-

quier circunstancia negativa, particularmente si es de carácter

Indefinido. Tendrá que proceder, como en punto ¡i error, en el

sent ido positivo contrario al supuesto en el pago : si se ha paya-

do el precio de una obra o de un servicio, por ejemplo, habrá «pie
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justificar que esa obra no lia sido entregada, o que dicho servi-

cio no ha sido prestado; si se ha hecho una donación en vista

de un matrimonio que no se ha realizado por impedirlo una cir-

cunstancia legal (se trataría de un matrimonio entre personas

que no pueden casarse) o porque de hecho no se ha realizado,

habrá que patentizar el impedimento legal o la no celebración

del matrimonio; etc. Todo, siempre dentro de los supuestos de

fondo de cualquier enriquecimiento, particularmente el déla

prestación hecha y que se quiere repetir.

i>) Aplicaciones jurisprudenciales

27. Impuestos fiscales declarados ilegales. — Como se

comprenderá, las aplicaciones jurisprudenciales del pago sin

causa son tan frecuentes como las del pago por error. Fuera de

fallos que sólo tienen valor general (Cámara civil, 112, 109; 141,

103; Cámara civil I
a
, en Jurisprudencia de los tribunales nació-'

nales, abril de 1912, 100, y julio de 1914, 142, y en Gaceta del

foro, 8 de julio de 1917; Cámara civil 2 a
,
en Jurisprudencia de

los tribunales nacionales, abril de 1914, 230, y mayo de 1914,

205, así como en la Revista de legislación y jurisprudencia, IV,

912; Cámara comercial, 48, 416; 79, 329; etc.), quiero contem-

plar los que revisten mayor interés. Puedo no insistir, desde

luego, acerca de la repetición de los impuestos fiscales declara-

dos luego ilegales. Los he estudiado a la luz de los principios

del pago por error, que en su fondo concuerdan, según advertí,

con los del pago sin causa. Pero debo advertir que ese error

estriba cabalmente en la ulterior falta de causa, en cuanto el

impuesto viene a carecer de causa, como era la ley u ordenanza

de su creación, por lo mismo que ésta es juzgada inválida.

28. Gastos funerarios. — En cambio, quiero hacer resal-

tar algunos fallos sobre un punto fundamentalmente afín. Me
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leñero a los gastos funerarios hechos por terceros, y al derecho

de repetición que a estos corresponde contra los legalmente

obligados al respecto.

Es verdad, ante todo, que el asunto no tiene propiamente que

ver con el pago sin causa, sino en un sentido lato, esto es, en

cuanto el pago ha sido hecho sin obligación contractual o legal.

Y es verdad que más se refiere al enriquecimiento en general

(art. 2306), pues se trata de un simple pago hecho por un tercero

en beneficio del obligado (art. 727 y sig. y 2307, 2308). Pero la

circunstancia de que medie esa aludida falta de causa, y de que

haya aquí algo más que un pago, ya que éste es precedido por

el acto en cuya virtud se contrae la consiguiente obligación (el

« trato » del servicio fúnebre, etc.), que entraña una « causa »

lato sensu, me deciden, más o menos ilegítimamente, a ubicarlo

en este lugar.

Los fallos a que me refiero son los que sientan que tales gas-

tos sólo pueden ser repetidos en lo que guarden proporción con

la fortuna o situación económica del muerto, o con la «calidad

de las personas y los usos del lugar » (Cámara civil 1", en Juris-

prudencia de los tribunales nacionales, marzo de 1013, 74, y en

Inrisprudencia argentina, III, 370), pues sólo en tal medida re-

sultan «útiles», en razón de que corresponden a lo que habrían

debido gastarlos herederos o legalmente obligados. De ahí otras

aplicaciones jurisprudenciales análogas, que exigen una Inter-

pretación « estricta » al electo ((.'amara civil I a
, en Jurispruden-

cia argentina, III. 133).

29. Compras por mujer casada. — Se ha resuelto (pie,

malgrado sea nula la compra de joyas hecha por una mujer

casada y no autorizada por su marido, la sociedad conyuga]

debe responder por el precio de las mismas, si no pretiere de-

volver las joyas, siempre que no se haya probado la ulterior

enajenación <\<- éstas por la mujer << 'amara civil 1% en >h<ris
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prudencia de los tribunales nacionales, ¡septiembre <le ülli'. L25).

Oreo que en lo relativo este fallo es una perla, y por eso no

lie dudado en analizarlo, malgrado no se refiera sino al enrique-

cimiento en general, y no obstante no guardar relación estrecha

con el pago sin causa que vengo estudiando : el acto será nulo

como compra; pero nulo y todo, no deja de entrañar un enrique-

cimiento para la sociedad conyugal. (Leone estudia con algún

detenimiento, en el n° 87 y sig. de su citada obra, la acción de

enriquecimiento con relación a la mujer casada.)

Quiero observar al respecto : I o Desde luego se plantearía el

problema, que aquí no nos concierne, de que la compra de tales

joyas no suponga, como la de artículos para el consumo o la de

gastos usuales (vestidos, etc.), la autorización tácita o presunta

del marido, como ocurriría si las joyas fuesen de escaso valor y

de uso habitual en las circunstancias; 2 o La acción de enrique-

cimiento es indiscutible (y en el fallo se invoca el principio),

pues están llenados todos sus requisitos (n° 6); 3 o El supuesto

de que el marido opte por la devolución de las joyas, debe ser

excluido cuando lia mediado autorización, tácita o presunta, por

el marido después de la compra, pues ello importaría una rati-

ficación con efecto retroactivo (arg. del art. 2304, que consagra

el principio del art. 1936, aquí aplicable por razón del art. 1870,

inc. I o
) ; 4 o La incapacidad de la mujer casada es muy distinta

de la del menor adulto, no obstante la aparente asimilación de

ambas en el artículo 55, pues no costaría mucho demostrar que

la déla primera es de derecho, al paso que la del segundo es de

hecho, por donde el concepto de lo « útil » de un gasto o inver-

sión (art. 734) debe ser entendido eon más latitud respecto de

la mujer casada, por lo mismo que ella (supongo que es mayor)

tiene la plenitud psicológica de « intención, discernimiento y

libertad» del artículo 897, que no existe en un menor por adul-

to que sea; 5 o En tal virtud no bastaría que se demostrase que

la mujer enajenó las joyas, para que la repetición fuera impro-
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cedente, si a la vez no se demostrase que el importe no entró

en el patrimonio de la sociedad conyugal.

30. Orden judicial. — La repetición procede aunque baya

mediado orden judicial, dicen varios fallos de la Cámara civil

(71, 254; 154, 157: etc.).

Se excluye, evidentemente, el supuesto del pago hecho por el

litigante vencido al vencedor, pues media la cosa juzgada. Y se

lo excluye aun cuando se pruebe que la sentencia es errónea o

es debida a defectos de prueba, pues en tales casos queda ape-

nas una obligación natural (art. 515, inc. 4 o
), que por definición

no es exigible.

Entendidos los fallos como cuadra, con relación a sujetos que

no pueden invocar la cosa juzgada, su justicia es indiscutible.

Malgrado asomos en contrario de nuestra jurisprudencia, la sen-

tencia judicial no puede ser «causa» válida, por sí sola, para

ningún pago ni obligación alguna, pues no es fuente de vínculos

jurídicos, ya que se limita a « declarar» el derecho de acuerdo

con las fuentes legales y las consiguientes pruebas del mismo.

Si, pues, y por un error posible, un juez manda pagar una suma

con dinero que es mío, no siendo yo deudor, el pago que así se ha-

ga puede ser plenamente repetido por mí, pues carece de causa.

:>1 . Actos nulos. — El pago que se haya hecho en virtud de

un acto jurídico (pie luego es declarado nulo, puede serrepetido,

pues obviamente carece de causa : ésta era el contrato, y el con-

trato deja de ser tal.

Pero, como ya tengo advertido (n° 17), hay aquí menos una ftc

eión de repetición «pie una mera consecuencia de la nulidad del

acto jurídico : por aplicación de lo dispuesto en artículos conocí

dos (1050y sig.j. las partes deben ser restituidas al ttoto quo ante.

Ks verdad, con todo, que los principios sobre repetición re-

sultan plenamente aplicables, siquiera por analogía.
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32. Costas del juicio ejecutivo. — Hago constar que núes*

tía jurisprudencia se lia pronunciado en el sentido de que las

costas pagadas en el juicio ejecutivo no son repetibles. Así al-

guien es demandadle ejecutivamente, y resulta condenado por

razón de no haber podido probar su derecho, dado lo limitado de

las defensas y de las pruebas consiguientes; y luego, en el jui-

cio ordinario a que tiene derecho (art. 500 del código procesal

para la Capital y los territorios), demuestra sus títulos y obtiene

la condena de su antiguo ejecutante : éste, según dichos fallos

(Cámara civil, 120, 255; 100, 181 y 208), debe devolver al anti-

guo ejecutado el importe de lo que le pagara, pero no el de las

costas en que fué condenado su actual demandante (art. 507 del

mismo código).

Creo mala esa jurisprudencia, contra la cual se ha comenzado

a reaccionar. Según el artículo 780, el deudor tiene que devolver

lo recibido : tal es el principio, que sólo tiene las limitaciones

apuntadas en los artículos 728, 733 y 734, etc. Fuera de ello, lo

expeditivo del juicio sumario no puede ser un óbice contra el ac-

tor : su ejecutante sabía, o debía saber, que es lo mismo, que ca-

recía de acción, y que sólo triunfaría provisionalmente. Y en

derecho, como en todo, triunfa quien triunfa en definitiva, tiene

derecho quien lo posee más allá de las cortapisas limitadas de

ciertas instituciones como la del juicio ejecutivo. Y es lo que

pasa : el juicio ejecutivo es meramente provisional, y no causa

instancia; por eso deja intacto lo relativo al derecho de fondo, a

ventilarse en el ulterior juicio ordinario; por eso tiene efectiva-

mente derecho quien triunfe en este juicio, donde se discute con

amplitud, y donde se define la situación de los interesados.

De consiguiente, el pago de tales costas resulta un pago sin

causa, en cuanto carece de ella, pues la causa estribaba en una

disposición legal (la que prescribe la imposición de costas con-

tra el vencido en la ejecución) que cede ante otra disposición le-

gal de más fondo, como es la de nuestros artículos 499 y 792.
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Admito, sin embargo, una excepción : como las costas son una

norma procesal, y tienen así su fuente o « causa» en la misma

ley, y ésta, bien entendida como va siéndolo en la jurispruden-

cia moderna, sólo exime de ellas a quien litigue con fundamento

por lo menos aparente (media «razón probable», o un «caso

novedoso», o un asunto de «puro derecho», etc.), resulta que

cuando el ejecutante lia tenido todo el derecho para demandar

ejecutivamente, y no puede ser inculpado de aprovecharse de lo

expeditivo del juicio para lograr una sentencia provisional que

él sabía no estaba destinada a durar, es admisible que no tenga

porqué devolver tales costas, que han sido la indemnización de

sus gastos y trabajos (consúltese sobre el punto de fondo de las

costas, R. Japiot, en Revue triniestrielle dedroit civil, 1914, 535

y sig. ; Suprema corte nacional, en Jurisprudencia de los tri-

bu nales nacionales, diciembre de 1914, 7; Cámara civil, 181,

150; 187,34; 189, 161 y 367; 191, 198; 192,226; 193,15; 195,

64; 196, 231; Cámara civil I
a

, en Jurisprudencia de los tribuna-

les nacionales, diciembre 1914, 139, en Revista de legislación y

jurisprudencia, I, 855, y en Jurisprudencia argentina, I, 672 y

674, y II, 211 ; Cámara civil 2a
, en Jurisprudencia de los tribuna-

les nacionales, diciembre 1914, 243, y en Jurisprudencia argen-

tina, I, 425; Cámara comercial, en Gaceta del foro, noviembre

1917.53. ven Jurisprudencia argentina, I, 498, 894 y 915, y

III, 414; ote: S. de l¡t Colina, I. 516 y sig.).

V

PAGO [LÍCITO

33. a) Principios. — En materia de pago con causa ilícita.

«I código consagra dos disposiciones qtie se reducen a una sola.

Son las de los artículos 79 I y 795: Wé tainhicii hecha sin causa (,)
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el pago efectuado en virtud de una obligación (,) cuya causa fuese

contraria alas leyes. o al orden público; a no ser que fuese hecho

en ejecución de una convención{,) que debie.se procurara cada una

de las partes una ventaja ilícita, en cuyo caso (caso en el cual) no

podrá repetirse. — El pago hecho por una causa contraria a las

buenas costumbres, puede repetirse cuando sólo hay torpeza por

parte del que lo recibe, aunque el hecho o la omisión en virtud de

la cual (en cuya virtud) el pago ha sido efectuado, hubiese sido

cumplido. Si hay torpeza por ambas partes, la repetición no tiene

lugar (no es admitida) aunque el hecho no se hubiese realizado.

34. b) Cuando procede la repetición. — Es posible la re-

petición cuando no hay ilicitud con respecto al que ha hecho el

pago, aunque el que lo recibió hubiera cumplido con el hecho en

cuya virtud ese pago fué realizado. Tal ocurre en los casos en

que alguien promete y da a otro una suma de dinero, por ejem-

plo, para que éste se abstenga de un acto inmoral (deje de ir a

las carreras, abandone una inconducta cualquiera, etc.), o bien

para que mude de religión o se case con una persona dada, etc.

;

o bien, todavía, cuando el que hace el pago lo efectúa como pena

contra sí propio en el caso de incurrir en un acto reprochable, etc.

Ya se ha visto a propósito, cada uno de estos supuestos cuando

estudié lo ilícito de la condición, tanto en su aspecto positivo

como en su faz negativa, y con relación a ambas circunstancias,

tanto respecto del acreedor como con relación al deudor.

35. c) Cuando no procede. — Xo es posible la repetición

cuando la ilicitud existe con relación al mismo que pagó y que

luego la pretende. Es lo que pasa en punto a deudas de juego

(art. 2063), y en todos los supuestos en que se haga el pago en

razón de una convención ilícita para los dos vinculados (una so-

ciedad para explotar un mal lugar, o para traficar en contraban-

dos, o para establecer un negocio de lotería clandestina; un con-
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venio en cuya virtud alguien se compromete, mediante una re-

muneración, a conseguir en favor de otro una improcedente ex-

cepción militar, como ha resuelto la Cámara civil 2 a
, en Jurispru-

dencia de los tribunales nacionales, febrero de 1913, 97; etc.),

pues inedia la « torpeza » de la ley, que habla romanísticamente,

tanto de parte de quien recibe el pago como de quien lo hace.

En materia de sociedad y de mandato (art. 1659 y 1891), se tie-

ne otras aplicaciones del principio.

36. ti) Qué se entiende por causa ilícita. Distingos pro-

cedentes .— Es bueno, como siempre, no exagerar. Hay torpeza

y torpeza : la hay leve o insignificante, en la mera indelicadeza

o en la simple incorrección ; la hay grave, en la inmoralidad y en

en el delito. Sería cosa fuerte que, so pretexto de lo ilícito de

una incorrección o una indelicadeza, quien recibió el pago pu-

diera invocar el principio de la no repetición, y no sólo resulta-

se enriqueciéndose a costa ajena, sino, además, cometiendo él

un acto más inmoral que el de quien le pagara : por ejemplo,

quedándose con el dinero que se le dio para que lo jugase a las

carreras en nombre y beneficio del dador. De otra parte, la admi-

sión de la repetición puede ser un mejor medio para luchar con-

tra la inmoralidad, que el rechazo de la misma, como ocurriría

precisamente en el caso indicado.

Advierto que tal es el criterio de fondo que tiende a prevale-

cer, como puede verse en más de un fallo de la jurisprudencia

francesa : Revue trimestrielle de droit civil, 1911, 453, nota ju-

risprudencial n° 22; 1913, 417, nota 10 (cons. : Ferrara, Negozio

¡I Irrito, 117 y Sig.

:¡7. Lo propiamente inmoral. — Por lo «lemas, no tengo

por qué insistir acerca de lo que en estos casos es esencial : la

determinación más o menos precisa y concreta de lo que debe

entenderse por OKleD público, buenas costumbres, etc., pues no
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haría sino repetir loque ya tengo expuestos propósito de] prin-

cipio de fondo del artículo 502. Basta con (pie advierta que se

trata de un problema circunstancial, vale decir, ligado a las mo-

dalidades de tiempo, de lugar, de actos, de personas, etc., (pie cu

cada caso condicionan la situación, y a cuyo respecto se requie-

re una buena dosis de tino y de cultura para que la apreciación

judicial que cuadre sepa interpretar las exigencias ambientes.

Si, dentro de ello, me decidiera a puntualizar las respectivas

normas de fondo, no sabría hacer nada mejor que sintetizar el

admirable comentario de Saleilles (Déclaration de volonté, l'.~)1

y sig.) sobre el artículo 138 del código alemán, que fulmina con

la nulidad al acto que atente contra las buenas costumbres, y

que es aplicable en su integralidad a nuestro código (se lo puede

comparar con lo que enseñan Crome, Teoriefondamentali, 5. 1 1.

y Ferrara, Kegozio ülecito, 8 a 7 ; etc.). En tal virtud diría : I o que

el juez, quede ordinario se atiene a la voluntad declarada, y no

va a buscar los móviles de la misma, en esta materia se exorbi-

ta, por mandato de la misma ley, pues los investiga más allá de

ese contenido formal del acto, y se convierte así en un legisla-

dor; 2 o que lo ilícito de la causa no puede ser encontrado en los

móviles remotos del acto, sino en los inmediatos, pues de otra

suerte no habría nada de seguro en las transacciones jurídicas

(un individuo que compra un revólver para matar a alguien, rea-

liza una compraventa perfecta; quien se hace prestar dinero para

adquirir una casa de mal vivir, es un mutuario plenamente jurí-

dico; etc.), siempre que el que pretenda la repetición no esté li-

gado por esos móviles que lia conocido y a cuya realización lia

procurado contribuir; 3° que las buenas costumbres del código

suponen un ideal de moralidad ambiente que puede tener su ex-

presión en los usos y costumbres generales en materia jurídica,

por donde no cuadra contemplar la moral teórica de los libros o

de lo que debiera ser, sino la moral viva y actual de la conducta

y de lo que es; etc.
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VI

OTRAS HIPÓTESIS

38. Obligaciones putativas. — Después de lo relativo a la

repetición del pago indebido, el código contempla lo concernien-

te a las obligaciones putativas, en que no hay pago alguno rea-

lizado, sino tan sólo la creación de una obligación, la asunción

del carácter de deudor y del de acreedor, en virtud de circuntan-

cias que no corresponden a la realidad.

A tal respecto no hace más que aplicar los principios del pago

por error, pues se trata de una creación errónea.

He aquí los textos: Lo dispuesto en este capítulo es extensivo

a las obligaciones putati cas, aunque el pago no se haya verificado

:

y asi, el que por error se constituyó acreedor de otro que también

por error se constituyó deudor (de aquél), queda obliyado a resti-

tuirle el respectivo documento de crédito, y a darle liberación por

otro instrumento de la misma naturaleza.

Cuadra observar que no es forzoso que el error exista de am-

bas partes: puede muy bien ocurrir que el «acreedor» no sufra

error alguno, y que de mala fe acepte que alguien se constituya

eu deudor suyo. En tal caso, y por aplicación de los principios

en materia de pago por error (art. 7<S<S, 789), (pie no son sino

consecuencias de los principios generales en materia (le rer-

ponsabilidad (art. 11 Oí)), el titulado acreedor no sólo estaría

obligado a lo que dispone el articulo, sino (pie también podría

ser pasible de una indemnización.

También hay que observar que la doble operación, restituir

el titulo del crédito y dar liberación por otro instrumento, pue-

de no ser necesaria. Ks lo que pasa cuando el Crédito consta en

instrumento privado, (pie se entrega al deudor (art 877). Como

ANAL. FAC. I)K HKK. - T. XX :¡7
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ese documento contiene ]¡i única prueba de la obligación, su en-

trega al deudor implica la extinción <le esta.

39. Liberaciones dadas por error. — Los mismos prin-

cipios del pago por error rigen el supuesto contrario: el déla

liberación dada por error, que el código legisla en los artículos

797 y 70S en estos términos: El que por error aceptó una libe ni -

ció», de su acreedor, que también por error se la dio, queda obliga-

do a reconocerlo nuevamente como (a su) acreedor por la misma

deuda, con las mismas garantías y por instrumento de igual natu-

raleza (Suprema Corte, 1 6, 362). — No obstante la liberación dada

por error, el verdadero acreedor tendrá derecho a demandar a su

deudor en los términos del anterior artículo, si la deuda no estuviere

vencida, y servirá de nuevo título de crédito la sentencia que en

su favor se pronuncie. Si la deuda estuviese ya vencida (,) podrá,

demandar su pago.

Kepito lo dicho en punto a obligaciones putativas: no es in-

dispensable el doble error, pues basta con que lo sufra en este

caso el acreedor, que es quien pretende el restablecimiento del

verdadero statu quo ante; y si el deudor es de mala fe, podrá

además ser pasible de una indemnización.

Por lo demás, los dos preceptos se reducen a una sola cosa

:

el acreedor tiene derecho de pedir el indicado restablecimiento,

y, en caso de ser exigible la obligación, de pedir el pago de la

misma. Claro está que, como en el supuesto del pago por error

y como en el de la obligación putativa, deberá justificar su

error, echando mano al efecto de las pruebas positivas que

tiendan a patentizar la situación.
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VII

OBSERVACIONES GENERALES

40. Acción subrogatoria y repetición de pago. — En

lo dicho hasta aquí me he referido a la hipótesis común de una

repetición ordinaria, mediante el ejercicio de la respectiva actio

de in rem verso. Y más de una vez he dado a entender que el

acreedor subrogado (cesionario, etc.) no ejerce ninguna acción

de tal especie, sino la misma del acreedor originario, a quien él

substituye jurídicamente.

Es ello evidente y no requiere explicación ni insistencia.

Aquí deseo referirme a otra situación afín : a la de los acree-

dores que ejercen por su deudor la acción (de pago, para que-

darnos en la hipótesis que nos concierne por ahora) que éste

pueda tener contra terceros (X, acreedor de A, pretende que B
le pague a él lo que adeuda a A). Y sólo quiero mencionar, co-

mo de paso: I
o que no hay aquí propiamente una acción de re-

petición, pues no media error ni falta de causa, sino el ejercicio

déla misma acción que corresponde al acreedor A contra su

deudor B, por parte de los acredores de A y en beneficio de

los misinos: i" que nuestros juristas se han embarcado al res-

pecto en una jurisprudencia que no acepto y que no puedo dis-

cutir aquí, pues corresponde al estudio de los actos jurídicos

(entre nosotros al de los contratos, por lo desubicado del respec-

tivo precepto, como es el del art. 111)1»), al sentar que no hay

acción de repetición contra terceros sin previa subrogación

(Cámara civil, I a
, en Gaceta delforo, 14 de marzo de 1917), con

lo cual se plantea el problema de que los acreedores tengan <>

n<> en tal caso que hacerse subrogar judicial y previamente pa-

ra ejercer la acción de su deudor.
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Nuestros tribunales, por ejemplo, están por lo segundo : Cá-

mara civil, 29, 14; 85, 170; 99, 227; 164, 392; 170, 70; etc., no

obstante que no haya en el código, ni indirectamente, disposi-

ción legal alguna que imponga tal restricción.

Lo común de los autores, sobre todo contemporáneos, sostie-

nen que no es menester ninguna subrogaciónjudicial, pues basi a.

y sobra, con la legal : Massé y Vergé en Zacliarite, III, 554; La-

rombiere, I, 700; Demolombe, XXV, 106; Huc, VII, 18(5; lian

dry, XI, 634; Planiol, II, 289; Colin y Capitant, II, 46; Gar-

sonnet, I, 311, n. 5; G-iorgi, II, 239; Crome, Teoriefundamenta

1

7.

23, 310; Cantoni, L'azione surrogatoria, 19; etc.

41.. Prescripción de la acción de repetición. — He aquí,

abora, algunas otras observaciones comunes a cualquier repe-

tición de pago.

La acción respectiva se prescribe a los diez anos : Fallos de la

Suprema corte nacional, 102, 104; 108, 291; Cámara civil, 158,

89; 168, 187 y 225; etc., etc.

Se comprende por qué: no estando sometida a prescripción

especial, encuadra en la norma general del artículo 4023 (en el

código suizo de las obligaciones se prescribe al año: art. 67).

Xo se podría decir que quien repite lo pagado por error o sin

causa, ejerce al revés la misma acción que habría tenido su

«acreedor». Precisamente la acción procede porque no se debía,

porque no había causa (fuente, contrato, etc.). De ahí que no

sea contractual.

Por lo demás, hay que entenderse. En los supuestos en que

el actor pretende «repetir» como subrogado (art. 768 y sig.,

etc.), ejerce el mismo derecho que correspondía al antiguo acree-

dor, a quien representa y cuya personalidad continúa. La ac-

ción, entonces, no es de repetición, sino de cobro directo, exac-

tamente como la que ejerce el cesionario, que es también un

subrogado; y la prescripción que cuadra es la propia de esa ac-
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ción y no la de repetición (Colmo, Prescripción en materia co-

mercial, 578).

42. Ante qué juez corresponde entablar esa acción. —
Según nuestra jurisprudencia, la acción de repetición es de ca-

rácter civil, sea cual fuere la naturaleza de la deuda extinguida

con el pago que se quiere repetir (Cámara civil, 126, 337; 146,

240 ; Cámara comercial, 80, 73), y aunque el sujeto demandado

sea una sociedad anónima (Cámara civil, I a
, en Jurisprudencia

argentina, III, 32).

Es discutible tal solución, malgrado cuente cod apoyos res-

petables, por ejemplo, el de Cosak (I, 22). Lo común de los co-

mercialistas se pronuncia en sentido contrario con respecto a

los pagos mercantiles (Vivante I, 32 y 94; Vidari, I, 36; Lyon-

Caen y Renault, I, 177; Manara, Atti di commercio, 68; Majo-

rana, Prescrizione in materia di commercio, 3 a 5 ; Saija, Prescri-

zione in materia commerciale, 10; Navarrini, I, 177 y 178; Sego-

via, I, 47); si bien los civilistas suelen querer reivindicar la

preferencia civil, como ocurre con Pugliese (Prescrizione estin-

fim, 304 bis).

Hay que discutir una obligación, un contrato, de carácter

mercantil (sea él nulo, o falso, o lo que fuere), cuya naturaleza

se determina según el respectivo código, y cuyas pruebas (tes-

tigos, documentos privados, libros de comercio, etc.) entrarían

proyecciones que el derecho civil ignora. Sería extrordinario

que el actor pudiera ser privado de favores así, (pie contra él ha

podido aducir su actual deudor; mucho más si se tiene en (men-

ta que la acción de repetición es una mera y fatal consecuen-

cia del pago hecho, y ;il cual está, así, necesaria é íntimamente

ligada.

Ello a menos que se alegue la inconstitucionalidad de una

ley, «'t<\, «mi csii demanda de repei ición. Mu tul caso, y por apli«

(•ación de principios propios de nuestro derecho, los tribunales
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competentes son los federales: Cámara federal, en Jurispruden-

cia argentina, II, 372, y III, 443.

El asunto, por suerte, no tiene más importancia práctica que

esa: sea civil o comercial, la prescripción se consumaría siem-

pre a los diez años, pues tal es el término ordinario en nuestros

dos códigos.

Y tiene la natural limitación antes apuntada: cuando la «re-

petición» sea ejercida por un subrogado, entonces está enjuego

el mismo derecho que correspondía al acreedor primitivo, por

donde el actor deberá proceder ante los mismos tribunales, y

en idénticas condiciones, que ese acreedor anterior a quien lia

sucedido y cuya personalidad jurídica representa y continúa,

pues propiamente no ejerce repetición alguna.

Alfredo Colmo.
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DICTADAS EN 1919

Ley 10654. Anexión del Colegio nacional a la Universidad de Buenos Aires

El Senado y Cámara de diputados de la Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de ley :

Art. I o
. — Bajo el nombre de Colegio nacional de Buenos Aires,

anéxase a la Universidad de Buenos Aires el Colegio nacional central

entregado a la misma por decreto de 4 de noviembre de 1911.

El edificio actual y el en construcción, los muebles, útiles, enseres

y demás elementos de enseñanza que comprenda, pasarán a formar

parte del patrimonio de la Universidad.

Art. 2o
. — La Universidad propondrá al Poder ejecutivo el perso-

nal docente, nombrará directamente el administrativo, redactará los

planes de estudio, establecerá las condiciones de ingreso, sus regla-

mentos y todo lo referente a la enseñanza, disciplina y administración

del Colegio: como también fijará el arancel respectivo con la aproba-

ción del ministerio de Instrucción pública.

Art. S*. — La ley general de presupuesto fijará anualmente los

gastos necesarios para el sostenimiento de dicho Colegio.

Art. -I". — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada cu la tala de sesione* « l * -
1 Congreso argentino, en Muchos Aires, a

diSS V Siete «le- .julio <ic Blil novecientos <!¡r/. v nueve.

Benito Yiu.ani kva. Arturo Govknkcmk.

/>'. Ocamjio. Carlos (i. Honorina.
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Ley 10657. Exoneración de impuestos establecida por el artículo 8o

de la ley 5315

Buenos Aires, 22 de agosto de 1019.

Por cuanto

El Senado y Cámara de diputados de la Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de ley

:

Art. Io
. — La exoneración de impuestos establecida por el artículo

8o de la ley 5315 comprende, además de los impuestos propiamente

dichos, las tasas, contribuciones o retribuciones de servicios, cualquiera

que sea su carácter o denominación, con las siguientes excepciones :

Ia Provisión efectiva de agua corriente y servicio de cloacas : y

2a Contribución de pavimentación en las plantas urbanas en la pro-

porción que corresponda por las estaciones.

Respecto de esta última excepción, las empresas podrán optar por

construir con sus propios medios la parte de pavimento que les corres-

ponda, sujetándose a las especificaciones respectivas.

Art. 2o
. — Estas excepciones no comprenden las nuevas tasas y

retribuciones de servicios municipales que puedan crearse en el futu-

ro, en cuanto afecten a las estaciones urbanas de las empresas y cuyo

monto sea susceptible de medida y equivalga a la compensación exacta

del servicio, y siempre que éste se imponga con carácter obligatorio

general.

Art. 3o
. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada eu la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aire*, a

trece de agosto de mil novecientos diez y nueve.

Benito Villanueva.

Adolfo J. Labougle.

Aktuko Goyeneche.

Carlos G. Bonorino.

Por tanto :

'

Cúmplase, comuniqúese, publíquese, insértese en el Registro na-

cional y archívese.

IRIGOYEN.

P. TORELLO.
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Ley 10676. Modifícase la ley orgánica del Banco hipotecario nacional

número 8172

Buenos Aires. 22 de septiembre de lí»l».

Por cuanto :

El Senado y Cámara de diputados de la Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de ley:

Art. I o
. — Modificarse los artículos respectivos de la ley orgánica

del Banco hipotecario nacional, número X172, en la forma que se ex-

presa a continuación :

Art. 2 o
. — Las operaciones del Banco serán :

I o Emitir cédulas de crédito transferiltles sobre primeras hipotecas

constituidas a su favor
;

2o Acordar préstamos hipotecarios en cédulas dentro de las condi-

ciones establecidas para cada caso por la presente ley y de acuerdo

con los reglamentos del Banco :

a) Sobre propiedades ubicadas dentro del territorio de la república

con carácter de préstamos hipotecarios ordinarios;

b) Para edificación por cuotas sucesivas, en la Capital federal, capi-

tules «le provincia, capitales de territorios nacionales y ciudades de la

república de más de diez mil habitantes.

Estos préstamos serán acordados dentro de la suma (pie oportuna*

mente fije el directorio para cada sucursal o agencia y se harán den-

tro del porcentaje establecido en el artículo 55, pudiendo el Banco

retener un tanto por ciento del importe del préstamo para entregarlo

cuando esté concluida la edificación:

<) Especiales de edificación por cuotas a los propietarios de peque-

ños lotes de terreno en la Capital federal, capitales de provincia, capi-

tales de territorios nacionales y ciudades de la república de más de

diez mil habitantes, dentro de la cantidad de H000 pesos moneda na-

cional. Bstos préstamos podrán hacerse hasta el <><> por «dentó del

valor de la tasación *.

d) Especiales de edificación a los propietarios que acepten las con-

diciones del Banco en la construcción de casas o viviendas para

obreros.
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Estos préstamos podrán también hacerse hasta el 60 por ciento del

valor de la tasación;

e) Sobre plantaciones de viñedos y frutales en período de •produc-

ción remunerativa.

Estos préstamos no podrán exceder del 50 por ciento del valor del

bien ofrecido en hipoteca, los que serán acordados por dos tercios de

votos de los directores, y el Banco podrá exigir la renovación de los*

árboles perdidos cuando su húmero exceda del 30 por ciento de los

existentes al tasarse el inmueble.

La falta de cumplimiento de esta exigencia, dentro del año de la

notificación al deudor, dará derecho al Banco para ejecutar la hipo

teca si lo creyera necesario;

f) Sobre lotes rurales que no excedan de 200 hectáreas y que por

sus condiciones, ubicación en zonas agrícolas y su distancia de esta-

ciones de ferrocarril o puertos, sean propios para la colonización.

Estos préstamos podrán sido acordarse a los agricultores y hasta el

80 por ciento del precio de compra, siempre que el propietario o la

sociedad propietaria del inmueble hayan convenido con el Banco la

forma de división y la tasación del predio, y la venta se efectúe en

remate público, sujeto a la aprobación inmediata del directorio del

Banco, la que deberá efectuarse por dos tercios de votos de los direc-

tores presentes.

Hasta un año después del remate podrá el Banco seguir vendiendo

privadamente y en las mismas condiciones de la venta pública, por

cuenta y orden del propietario o sociedad propietaria, los lotes que

no hubieren sido vendidos públicamente: pero cualquiera que fuere

el precio a que se hiciera esta venta, no otorgará en préstamo más del

80 por ciento del precio proporcional obtenido en el remate por lotes

dé condiciones iguales

:

g) Sobre lotes rurales pertenecientes a instituciones públicas. A

estos lotes se les aplicarán las mismas disposiciones del ítem/;

h) A los empleados nacionales permanentes de la administración,

con diez años de servicios, para la adquisición de casas y terrenos desti-

nados a edificarse de inmediato, podiendo entregar dichos préstamos

por cuotas y reservarse un tanto por ciento (pie entregará una vez con-

cluida la edificación, con la condición expresa de que sean destinados

a vivienda de los mismos y respectivas familias y sin otra garantía.

Estos préstamos se harán hasta el SO por ciento del valor de tasa-
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cion y se cancelarán por cuotas que el. Poder ejecutivo descontará de

los haberes de los empleados que se acojan a este beneficio y transfe-

rirá al Banco hipotecario nacional, mientras el empleado perciba

sueldo o jubilación del erario, proeediéndose, en caso de falta de

cumplimiento, de acuerdo con las reglas ordinarias que rigen los

préstamos del Banco

;

i) Especiales de edificación en predios rurales hasta la cantidad de

6000 pesos en cédulas para cada casa.

Estos préstamos podrán hacerse hasta el 60 por ciento del valor de

la tasación del terreno y edificio a construirse, entregándose por cuo-

tas en la misma forma que para los préstamos que forman parte del

ítem b del mismo inciso :

j) El Banco podrá acordar préstamos por cuotas para fomento gana-

dero, los <pie se tramitarán en forma análoga a los de edificación, con

el propósito de cercar los campos destinados a explotaciones ganade-

ras o granjas, establecer aguadas para las haciendas, bretes, bañade-

ros, etc., y edificar galpones o viviendas modestas u otras obras nece-

sarias para esas explotaciones, pudiendo el Banco retener un tanto

por ciento del importe del préstamo para entregarlo cuando esté con-

cluida la obra.

Estos préstamos se acordarán dentro del porcentaje establecido en

k) Al emitirse cada serie de cédulas, el Banco por dos tercios de

votos del total de sus directores, lijará el máximum de porcentaje

sobre diclm serie, que corresponderá a los préstamos establecidos en

los ítems c. _/'. g y j, de! artículo 2".

Dicha resolución deberá ser aprobada por el Poder ejecutivo cuando

exceda del 20 por ciento del total (pie representa la serie a emitir:

3o Acordar préstamos hipotecarios en dinero electivo en las condi-

ciones «le ]¡i presente ley y reglamentos, con los recursos a que Be

refiere el artículo 4o
:

a) Sobre bienes ubicados dentro del territorio de la república, con

o sin amortización, a plazo no mayor de cinco afioi y por sumas que

no excedan de 20.000 pesos
¡

b) Desde 500 lmsl;i 1500 pesos n;ic¡on;iles para facilitar las eone

dones domiciliarias de obras de salubridad en la república ,\ de

acuerdo con los presupuestos respectivos, pesos un plazo no mayor

de cinco ano-, <<ni amortización o sin ella.
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Estos préstamos podrán hacerse en segunda hipoteca, pero sobre un

bien ya hipotecado al Banco, siempre qne los servicios de la deuda

respectiva hayan sido satisfechos íntegramente;

4o Recaudar los servicios qne deben ser abonados por los deudores

sobre sns hipotecas;

5o Admitir depósitos en caja de aliónos, desde un peso hasta diez

mil pesos, con cargo de ser invertidos en cédulas;

H° Comprar y vender cédulas por cuenta ajena y comprar las mis-

mas por cuenta propia

;

7 o Comprar propiedades para uso de la institución, qne podrá ena-

jenar cuando lo crea necesario, y vender en remate, en la forma que

estime conveniente, las (pie le fueren adjudicadas o recibiera de sus

deudores

;

8 o Asegurar por sí mismo las propiedades a que se refiere el artí-

culo 50.

Art. 3 o
. — El Banco podrá mantener en circulación hasta la canti-

dad de mil millones de pesos moneda nacional de curso legal en cédu-

las hipotecarias.

Dentro de esta autorización, el Banco podrá emitir cédulas por la

cantidad equivalente a las retiradas de la circulación.

Todas las nuevas emisiones se harán por series numéricas de cin-

cuenta millones y serán resueltas por dos tercios devotos del total de

los miembros del directorio y autorizadas por decreto del Poder eje-

cutivo, fijando el Banco las épocas de sus servicios.

Art. 5o
. — La reserva del Banco se formará con el 50 por ciento de

las sumas percibidas en concepto de utilidades líquidas. Esta reserva

podrá invertirse en fondos públicos nacionales o en cédulas del mismo

Banco, en la oportunidad y monto que fije el directorio.

Art. 6o
. — La Nación garantiza el servicio de renta y amortización

de las cédulas de crédito emitidas por el Banco hipotecario nacional,

como también los depósitos en caja de ahorros y los segm-os.

Art. 17. — Las cédulas de crédito serán extendidas al portador y

devengarán un interés anual lijo que no excederá del 6 por ciento,

teniendo todas las que emita el Banco una amoi'tización anual acu-

mulativa no menor del 1 por ciento. El rescate de las cédulas se hará

por compra o licitación abajo de la par y por sorteo si su valor es el

nominal o arriba de la par.

Art. 32. — El Banco hipotecario nacional estará exento de toda
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impuesto y <le toda contribución nacional o provincial por los títulos

que emita, así como también del sellado en las actuaciones judiciales,

operaciones y gestiones que verifique entre los tribunales federales y

ordinarios de la capital, e igualmente los solicitantes en sus gestiones

con el Banco.

Estarán también exentas de todo impuesto o contribución nacional

o provincial, la casa de propiedad del Banco y las de sus sucursales.

Art. 37. — No se tomará en cuenta para la valuación de los esta-

blecimientos ganaderos o agrícolas más que el valor de la tierra y el

40 por ciento de las mejoras existentes con carácter de permanentes

que sirvan directamente para la explotación de los mismos. En los

establecimientos industriales se procederá del mismo modo, sin apre-

ciar absolutamente las maquinarias de cualquier índole e importancia

(jue fueren, ni ninguna otra clase de existencias propias de la respec-

tiva explotación industrial.

Art. 44. — En el contrato de préstamos se hará constar la obliga-

ción que contrae el deudor, de pagar al Banco una anualidad dividida

en la forma que se establezca, fijándose el tiempo que debe durar el

contrato, el interés y la amortización que correspondan, la prima del

seguro en los casos exigidos y la comisión que debe abonar el deudor

al Banco al efectuar cada servicio, de acuerdo con lo qtie dispone el

artículo 35.

Art. 46. — En cualquier tiempo, el deudor podrá amortizar el todo

o parte de su deuda abonando, además de los servicios (pie debe, in-

clusive el corriente íntegro, el interés correspondiente a un trimestre

más por el todo o parte que amortice en efectivo y la prima del seguro

coi respondiente a un semestre.

El pago por partes no podrá ser inferior al 5 por ciento de la deuda

primitiva.

Art. 50. — En los préstamos que efectúe, el Banco podrá exigir sé

asegure el bien bipotecado por el importe del préstamo acordado, pu-

diendo, a solicitud del deudor, ampliarse el seguro hasta el valor de

tasación de las construcciones.

En los casos que el inmueble a hipotecarse esté asegurado en una

compañía a satisfacción del directorio, se respetan) la póliza, (pie será

endosada al Banco, hasta su caducidad. En lo sucesivo, el inmueble

deberá* asegurarse en la forma «pie determina <1 panato anlerior.

Si el seguro lucia solo por el importe del préstamo y el siniestro
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parcial, el Banco, previa estimación de daños por su oficina técnica,

contribuirá para la reconstrucción con la parte que a prorrata le

corresponda. Si el deudor mi procediera dentro del plazo fijado por el

directorio para la reconstrucción de la parte dañada, el Hanoi), con

el importe que por prorrata corresponda, verificará por cuenta del

deudOr un anticipo en el préstamo y procederá inmediatamente al re-

mate de la propiedad en el estado en que ésta se encuentre.

El directorio podrá destinar hasta el 15 por ciento de la utilidad

que produzca anualmente el seguro de las propiedades a la creación

de una caja de socorro y pensiones para sus empleados en toda la

república.

Art. 54. — El Banco no podrá hacer préstamos directos por canti-

dad que exceda de un millón de pesos a favor de una misma persona

o sociedad, aun cuando sea por medio de distintas operaciones.

Art. 55. — El Banco no podrá, salvo los casos previstos en la pre-

sente ley, conceder en préstamo mayor suma de la mitad del valor de

los bienes ofrecidos en hipoteca.

Art. 58. — Si transcurrieran los noventa días que establece el artí-

culo 45 sin que el deudor hubiese abonado los servicios adeudados o

solicitado espera, la que no podrá exceder de seis meses contados

desde el vencimiento de este plazo, el Banco procederá a la venta de

la propiedad por sí y sin forma alguna de juicio, ordenando el remate

público al mejor postor y con base del total de la deuda., La liquida-

ción se hará con inteieses adicionales del 8 por ciento anual, acontar

del vencimiento del primer servicio adeudado, hasta la liquidación

definitiva del préstamo.

Los avisos de remate se publicarán durante 15 días en la forma que

determine el directorio al reglamentar esta ley.

Art. 59. — Si la venta no se realizare, se ordenará otro remate den-

tro de los noventa días siguientes, con la base que fije el directorio,

la que no podrá ser menor que la hipoteca, menos la suma amortizada

según tablas, más los gastos.

Tanto este remate como los subsiguientes podrán efectuarse en uno

o varios lotes, según se estime más conveniente por el directorio, au-

torizándolo a dividir al efecto la hipoteca.

Las bases para los remates subsiguientes serán fijadas por el direc-

torio, pero el Banco, si lo creyera conveniente, podrá pedir, y el juez

decretará sin más recaudo que la constancia de haber fracasado dos
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rettiates, la adjudicación de la propiedad otorgando la escritura co-

rrespondiente a favor del Banco, por el importe déla suma que sirvió

de base para el último remate, quedando así el Banco en condiciones

de liquidar la cuenta para el cobro del saldo personal.

Art. 60. — El Banco resolverá la enajenación de las propiedades

que se le adjudiquen, cuando lo crea conveniente. Al enajenarlas po-

drá subdividirlas cuando sea posible y convenga a sus intereses, a fin

de que sean más fácilmente entregadas a la explotación y cultivo.

Art. 61. — El Banco podrá demorar un año, desde la fecha de la

escritura de adjudicación, para liquidar definitivamente la operación,

a fin de conseguir su venta pública o privadamente en ese plazo, pu-

diendo transferir la hipoteca al comprador.

Podrá también aceptar del deudor, dentro de ese plazo y siempre

que no hubiera dispuesto del bien subastado, la cancelación de la

deuda, por capital, intereses y gastos, transfiriéndole la propiedad.

Art. 62. — La venta de las propiedades adjudicadas podrá también

realizarse en dinero efectivo y a largos plazos, con el interés que fije

el directorio. Esta resolución, así como la anterior, se tomarán por

dos tercios de votos del total de los directores.

Art. 66. — El Banco podrá ordenar la venta de los inmuebles hipo-

tecados en los casos previstos por la presente ley, aunque el inmueble

se encuentre embargado en virtud de orden judicial por ejecución de

otros créditos y aunque el deudor esté concursado o haya sido decla-

rado en quiebra.

En estos casos el Banco deberá poner a disposición de la autoridad

respectiva, una vez hecha la liquidación de la deuda, el remanente

del precio, cubierto (pie sea el crédito a su favor y los gastos produ-

cidos.

En los casos de ejecución, concurso o quiebra del deudor, el Banco

deberá hacer uso de su derecho inmediatamente de quedar ejecuto-

riado el auto que ordene la venta judicial, aunque la deuda haya sido

servida con regularidad, a cuyo efecto dicho auto será notificado al

presidente.

Si el Banco no ordena la venta dentro de los (JO días hábiles, con-

tados desde la notificación judicial, el juez piylrá resolver el remate

en la forma ordinaria, a pedido de la parte interesada en el juicio.

Art. lis. - Mientras dure la mora en el pago de los servicios, o de

cualquier suma que se adeude al BaUCO, e-te tiene dereclio a percibir
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el 8 por ciento ;inu:ü de intereses hasta serle abonada íntegramente

la tienda.

Las moras en el cumplimiento de las obligaciones de que se habla

en esta ley, se producen por el mero vencimiento de los plazos (pie

en ellas se establecen.

En los préstamos a que se refieren los incisos f, g y j del artículo

2 o
, el directorio determinará los casos en que debe hacerse efectivo el

cobro, fijando su porcentaje, que no podrá exceder del 8 por ciento.

Art. 71. — Estando en situación de venta una propiedad hipoteca-

da, el Banco queda facultado :

I o Para practicar por cuenta del deudor todas las reparaciones que

se consideren necesarias en el bien hipotecado, pago de impuestos y

cualquier otra medida conducente a la conservación de la propiedad ;

2° Para proceder a la venta del bien hipotecado en conjunto o divi-

dido en lotes, según lo estime más conveniente, pudiendo ceder a la

Municipalidad, gratuitamente o por el precio que se convenga, la tie-

rra necesaria para calles o avenidas

:

3o Para representar al deudor en cualquier juicio que pueda promo-

vérsele contra la propiedad o para iniciarlos contra terceros detentado-

res, celebrando transacciones y firmando los documentos respectivos
;

4 o Para tomar posesión de la propiedad hipotecada, y una vez reali-

zado el remate del bien hipotecado y aprobado que sea por el directo-

rio del Banco, éste podrá desalojar inmediatamente a los ocupantes del

bien, salvo que hubiere contrato de locación aceptado por el Banco.

Art. 76. — Los registros de hipotecas, embargos e inhibiciones le-

vantarán sin más trámite, a pedido del directorio del Banco y bajo su

responsabilidad, toda inhibición, embargo, segunda hipoteca o cual-

quier otro gravamen que pese sobre el inmueble vendido, al sólo efecto

de la escrituración, quedando dicho inmueble sin otro gravamen qne

el que reconozca a favor del Banco.

El Banco pondrá el sobrante, si lo hubiere, a disposición de los jue-

ces respectivos.

Art. 2 o
. — Las disposiciones de la presente ley se aplicarán en

todas sus partes a los nuevos contratos, así como también en cuanta

sea pertinente a la ejecución de los hechos anteriormente por el Banco-

desde su instalación.

Art. 3 o
. — Modifícase el artícnlo 4 o

, de la ley número 9155, en la

siguiente forma :
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« Los remates ordenados por el Banco serán efectuados por marti-

liero público de la matrícula o por un empleado del Banco que el pre-

sidente designe, donde no hubiere martiliero.

« En el primer caso, el martiliero no podrá cobrar como máximum

sino la mitad de la comisión, en el segundo caso, el empleado no

cobrará comisión alguna, y el Banco sólo cobrará los gastos efectua-

dos. Si el remate no se realizare no podrá cobrarse comisión alguna. »

Art. i°. — Derógase el artículo 81 de la ley número 8172 y todas

las disposiciones que se opongan a la presente ley.

Art. 5°. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, a

veinte de septiembre de mil novecientos diez y nueve.

Luis García. Arturo Goyeneche.

B. Ocampo. Carlos G. Bonorino.

Por tanto :

Téngase por ley de la Nación, cúmplase, comuniqúese, publíquese,

insértese en el Registro nacional y archívese.

IRIGOYEN.

D. E. Salaberry.

Ley 10777. Distribución de envases para la cosecha

Art. 1°. — Autorízase al Poder ejecutivo hasta el 30 de septiembre

de 1920, a invertir la suma de 25.000.000 de pesos moneda nacional

para adquirir en el país o en el extranjero, con destino a las opera-

ciones de recolección y envase de las cosechas de cereales, la arpillera,

hilo y bolsas que aquéllas exijan, a linde que, a precio de costo, más

un 10 por ciento para cubrir los gastos de colocación, se entreguen

a los agricultores propietarios «pie cultiven ellos misinos sus tierras,

o a los colonos (pie tengan contratos de arrendamiento en vigor, por

superficie, en ambos casos, no ma\ores de 200 hectáreas.

Art. 2o
. — La venta y colocación M liara poi•intermedio del mi-

nisterio de Agricultura, con cuyo personal ne atenderé* este lervieio,
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«le entregar las bolsas <> hito ;i base de la solicitud qnedebe presen"

tar el agricultor, acompañada del certificado expedido por los emplea-

dos que al efecto deben indicarse y en el que se harán constar si el

recurrente reúne los requisitos determinados en el artículo anterior,

el área sembrada y la cantidad qne la cosecha exija.

Art. 3". — El pago podrá efectuarse al contado o a plazo, firman-

do en este último caso pagarés garantizados por los propietarios del

campo o constituyendo prenda agraria y a ciento ochenta días, eos

el interés de tres por ciento semestral.

Art. 4o
. — El ministerio de Agricultura colocará con preferencia

las bolsas e hilo por intermedio del agrónomo regional, presidente

de la Bolsa de comercio, o en su defecto, presidente de la Liga co-

mercial e industrial, cooperativas agrícolas, y el gerente del Banco de

la Nación de la localidad, con la obligación por parte de éstas de

ajustarse a las prescripciones de la presente ley, en cuanto a requisi-

tos previos, limitaciones y precios.

Art. 5 o
. — Los adquirentes que por cualquier causa resultaren con

sobrantes de bolsas e hilo, deberán devolverlos al ministerio de Agri-

cultura, con cargo de reintegro, quedándoles prohibido enajenarlos,

v si lo hicieren se liarán pasibles de las sanciones establecidas en

esta ley.

Art. 6 o
. — El ministerio de Agricultura controlará el cumplimien-

to de las prescripciones de la presente ley, y si se comprobaran infrac-

ciones por los agricultores incurrirán en una multa equivalente al

20 por ciento del precio de venta, quedando inhabilitados para dis-

frutar en lo sucesivo de los beneficios de esta ley.

Art. 7 o
. — Los precios de venta de los artículos se harán conocer

con avisos publicados con debida anticipación en los diarios, en las

estaciones de ferrocarriles y en las oficinas del ministerio de Agricul-

tura en el interior.

Art. 8o
. — Los pagarés entregados en el ministerio de Agricultura

en virtud de lo establecido en el artículo 3o
,
podrán descontarse por el

Poder ejecutivo.

Art. 9o
. — Para las compras a que se refiere el artículo I o los fondos

se obtendrán de rentas generales o por operaciones de crédito que

realice el Poder ejecutivo con los bancos particulares, acreditándose

el importe de las cobranzas que se efectúen, previa deducción de 10

por ciento' a que alude el artículo I o
.
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Att. 10. — En la contaduría del ministerio de Agricultura se re-

gistrará una cuenta especial por operaciones de compraventa que se

realicen en virtud de la presente ley.

Decreto reglamentario de la ley precedente

Huenos Airee, 13 de diciembre <le 1913.

Siendo necesario proceder a la venta y distribución de las bolsas

<!•• arpillera e hilo sisal adquiridas por el Poder ejecutivo en cum-

plimiento de las disposiciones de hi ley número 10777.

El Poder ejecutivo de la Xavión decreta :

Ait. 1°. — El ministerio de Agricultura procederá, de acuerdo con

la ley número 10777, a vender y distribuir entre los agricultores que

cultiven superficies no mayores de doscientas hectáreas, las bolsas de

arpillera e hilo (pie exijan sus respectivas cosechas, al precio prome-

diado que resulte de las diversas compras efectuadas, más un 5 por

ciento para atender los gastos que demanden aquellas operaciones y

el personal técnico, administrativo o extraordinario que a esos efectos

le fuere necesario.

Art. 2 o
. — Los agricultores deberán gestionar la provisión de bol-

sas e hilo, por escrito, llenando los formularios confeccionados al

efecto, los que podrán ser requeridos de los empleados del ministerio

de Agricultura más próximos a la chacra de los recurrentes, de los

agrónomos regionales, de los presidentes de las bolsas de comercio,

de los presidentes de las ligas comerciales e industriales, de las socie-

dades rurales o de las cooperativas agrícolas y gerentes de sucursales

del Banco de la Nación y del Banco de la provincia de Buenos Aires,

611 las localidades respectivas, quienes de acuerdo con las instiuc-

ciones que reciban del ministerio dé Aricultura, deberán certificar al

pie la verdad de la declaración del colono o propietario «pie cultive

no mal de 200 hectáreas, otorgando el recibo correspondiente poi-

cada solicitud de compra que les fuere formulada, en talonario-, ni

pilcados destinado-, uno al agricultor, olroal reccploi de la <r«>s-

tión
J el tercero para el ministerio de Agricultura, al que deberá
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enviársele diariamente con una planilla detallada de loa otorgados.

Avt. 3o
. — El empleado que haya recibido la solicitud, extenderá

el certificado aludido y la remitirá a la seccional de quien dependa, a

fin de que ésta autentifique su firma y la envíe diariamente al minis-

terio de Agricultura. Las demás personas autorizadas en el artículo

anterior, una vez expedido el referido certificado remitirán directa-

mente la solicitud al ministerio de Agricultura, en la misma forma

ya indicada.

Art. 4o
. — Si los interesados optaran por satisfacer el importe de

la compra a plazos, deberán acompañar a su solicitud la fianza del

propietario del campo, y las personas e instituciones que intervengan

manifestarán al pie si les consta que el fiador es efectivamente pro-

pietario, e informarán sobre su responsabilidad pecuniaria o la con-

veniencia de aceptar la prenda agraria que fuera ofrecida.

Art. 5 o
. — Resueltas favorablemente las solicitudes, se enviarán

las mercaderías a las instituciones o personas que hayan certificado de

acuerdo con el artículo 2 o
, la autenticidad y veracidad de lo afirmado

en la misma, a fin de que ellas efectúen la entrega a los interesados

contra reembolso de su importe, en giro si fuera al contado, o contra

entrega del documento garantido o con prenda agraria, en caso

contrario. Los agricultores que sean deudores por semillas suminis-

tradas por el Poder ejecutivo deberán regularizar su situación, sea

abonado su importe al contado, sea subscribiendo documentos ga-

rantidos o prenda agraria, por separado de la operación que deba for-

malizarse por suministro de bolsas e hilo y previamente a la entrega

de estas mercaderías.

Art. 6o
. — Queda prohibido realizar *o aceptar pagos en efectivo,

debiendo abonarse el importe de la compra, cuando fuere al contado,

en documentos bancarios o postales, a la orden del ministerio de

Agricultura. Los valores recibidos por el concepto anterior se remi-

tirán al referido departamento y la contaduría del mismo tomará ra-

zón y, previo desglose, los depositará en la cuenta especial « Ministe-

rio de Agricultura », ley 10777, « orden ministro de Agricultura »,

dentro de las veinticuatro horas que le fuei-an entregados. Igualmen-

te se enviarán a la misma contaduría los documentos u obligaciones

de pagos a plazos.

Art. 7 o
. — La división de contabilidad del ministerio abrirá la

cuenta especial a que se refiere el artículo 10 de la ley 10777.



LEYES NACIONALES 59!»

Art. 8o
. — El ministerio de Agricultura gestionará, conviniendo

con las empresas ferroviarias y de transporte, las medidas tendientes

a facilitar las operaciones (pie se les encomiendan, como asimismo el

control en la entrega y a impedir las transferencias, que quedan pro-

hibidas, de las cartas de porte de bolsas e hilo.

Art. 9o
. — Los gastos que originen el cumplimiento de las dispo-

siciones de la ley 10777 y las del presente decreto, se imputarán a

aquélla.

Art. 10. — Comuniqúese, publíquese y dése al Registro nacional.

IKIGOYEN.

Alfredo Demarchi.

Ley 10778. Declárase de utilidad pública la casa donde tuvo lugar

el acuerdo de San Nicolás de los Arroyos

El Senado y (Jamara de diputados de lo Nación Argentina reiutidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de ley :

Art. I o
. — Declárase de utilidad pública la casa situada en la ciu-

dad de San Nicolás de los Arroyos, en donde se discutió y firmó el

acuerdo de San Nicolás, el 31 de mayo de 1852.

Art. 2 o
. — Autorízase al Poder ejecutivo para expropiarla y para

adoptar todas las medidas necesarias a su conservación.

Art. 3°. — Hasta tanto se le dé un destino apropiado a SU signifi-

cado histórico, podrá instalarse en ella la biblioteca pública de la ciu-

dad de San Nicolás de los Arroyos.

Ait. 1'. Los fondos que sean necesarios para el cumplimiento

ilc esta lev se tomarán de rentas generales y se imputarán a la misma.

An. .")
". Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la Sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, tt

veinticinco de septiembre <l<- mil novecientos die« y nueve.

Luía García. T. s. de Bustamahtk.

Adolfo Labougle. ('orlos a. Bonormo,
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Ley 10924. Aprobación del censo y representación parlamentaria

Humos Aires, 14 de octubre «le 191».

Por cuanto :

El Senado y Cámara de diputados di- la Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con tuerza dé ley :

Art. 1". — Apruébase el censo de la población de la república

practicado el día I o de junio de 1914, que establece, como población

total en esa fecha, 8.090.084 habitantes.

Art. 2 o
. — A los efectos del artículo 37 de la Constitución, fíjese

en 7.886.294 habitantes, la población nominalniente inscrita, distri-

buida como sigue :

Distrito electoral dé la ciudad de Buenos Aires (Capital federal... 1.575.814

— provincia <le Buenos Aires 2.066.337

— — Santa Fe 899.640

— Entre Ríos 426 . 373

— — Corrientes 347.055

— Córdoba 735.781

— — San Luis 116.268

Santiago del Estero J*Í1.97S

— — Tucunián 332.933

— — Mendoza 277.j533

— — San Juan 119.252

— — La Moja 79.754

— — Catamarca 100.391

— Salta 140.927

— — Jujuy
,.

70.031

Territorio «leí Chaco 47.653

— del Chubut 23 .068

— de Pormosa 19.281

— de la Pampa 111 .33*

— de Los Andes 2 . 4s7

— de Misiones . 53 . 503

— del Neuquén 28 . 860

— de Mo Negro 42.212

— de Santa Cruz 9.948

— de Tierra del Fuego 5 . 504

Total 7.886.294
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Art. 3o
. — A partir de la renovación bienal de 3 920, el número de

diputados será uno por cada 49.000 habitantes o fracción que no baje

de 16.5(10.

En consecuencia, 1¡i Capital federal elegirá 32 diputados, Buenos

Aires 42, Santa Fe 19, Entre Ríos 9, Corrientes 7, Córdoba 15, San

Luis 3, Santiago del Estero 6, Tucunián 7, Mendoza 6, San Juan 3,

La Rioja 2, Catamarca 2, Jujuy 2 y Salta 3.

En total 15S diputados.

Art. 4". — Con arreglo a lo establecido en esta ley y artículo 42

de la Constitución y 55 de la ley 8871, en la renovación de 1920, la

Capital federal elegirá 18 diputados por cuatro años y 5 por dos años;

Buenos Aires, 24 diputados por cuatro años y 5 por dos años: Santa

Fe. 14» diputados por cuatro años y 3 por dos años; Entre Ríos, 1 di-

putado por cuatro años; Corrientes, 3 diputados por cuatro años

:

Córdoba, !» diputados por cuatro años y 3 por dos años? San Luis, 3

diputados por cuatro años: ¡Santiago del Estero, 3 diputados por cua-

tro años y 1 por dos años; Tucunián, 2 diputados por cuatro años

;

Mendoza. 3 diputados por cuatro años; San Juan, 2 diputados por

dos años: La Rioja, 1 diputado por dos años; Jujuy, 1 diputado por

dos años y Salta 1 diputado por dos años.

En la renovación de 1922, la Capital federal elegirá 14 diputados,

Buenos Aires 18, Santa Fe 9, Corrientes 4, Córdoba 6, Santiago del

Estero 3, Mendoza 3, San Juan 3, La Rioja 2, Catamarca 2, Jujuy 2,

Salta 3, todos por cuatro años : Entre Ríos 6 por cuatro años y 2 por

dos años : y Tiiciiinán 4 por cuatro años y 1 por dos años.

Art. 5". — La Cámara de diputados, después de aprobados los di-

plomas de los electos, establecerá por sorteo, CBálea Serán los dipu-

tados ipie dorarán cuatro años y euáles los que terminarán su maii-

«lato en la renovación bienal inmediata.

Art. 6o . — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Bui

•Vi'.

Li ¡8 GkAJlCÍA. A.BTOB0 Gol KM1

Adolfo Labouyle. Cario» <;. /:•>,,<
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Ley 10861. Creación de la Universidad nacional del Litoral

El Senado y Cámara de diputados de Ja Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de leí/

:

Art. I o
.
—

• Créase un instituto universitario dotado de perso-

nería jurídica, que se organizará de acuerdo con las disposiciones

de la ley número 1597 y se denominará Universidad nacional del

litoral.

Art. 2 o
. — Forman la Universidad nacional del litoral las siguien-

tes facultades :

a) Facultad de ciencias jurídicas y sociales, con asiento en la ciu-

dad de Santa Fe, sobre la base de la actual Facultad de derecho pro-

vincial :

b) Facultad de química industrial y agrícola, con asiento en la ciu-

dad de Santa Fe, cuya organización se hará sobre la base de la Escue-

la industrial de la Nación, que existe en esa ciudad;

c) Facultad de ciencias médicas, farmacia y ramos menores, con

asiento en la ciudad de Rosario, sobre la base de la Escuela de medi-

cina y hospital del Centenario :

d) Facultad de ciencias matemáticas, físico-químicas y naturales,

aplicadas a la industria, con asiento en la ciudad de Rosario, cuya

organización se hará sobre la base de la Escuela industrial de la Na-

ción que existe en esa ciudad :

e) Facultad de ciencias económicas, comerciales y políticas, con

asiento en la ciudad de Rosario, cuya organización se hará sobre la

base de la Escuela superior de comercio de la Nación, que existe en

esa ciudad

:

f) Facultad de ciencias económicas y educacionales, con asiento en

la ciudad de Paraná, cuya organización se hará sobre la base de las

escuelas normales de la Nación que existen en esa ciudad;

(//Facultad de agricultura, ganadería e industrias afines, con asien-

to en la ciudad de Corrientes.

Art. 3 o
. — Los establecimientos de segunda enseñanza de la Na-

ción, sobre cuya base se crean los institutos universitarios a que hace
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referencia la presente ley, pasarán a depender de la Universidad na-

cional del litoral.

Art. 4o
. — Queda autorizado el Poder ejecutivo para gestionar y

aceptar del gobierno de la provincia de Santa Fe la cesión de los bie-

nes muebles e inmuebles, títulos y demás bienes que constituyen el

haber de la actual Universidad provincial.

Art. 5o
. — Queda autorizado el Poder ejecutivo para gestionar de

quien corresponda la cesión de la Escuela de medicina y hospital del

Centenario de la ciudad del Rosario, como asimismo, la de aquellos

otros institutos y edificios, ubicados en las provincias de Santa Fe,

Entre Ríos y Corrientes, «pie faciliten la instalación y desarrollo efi-

caz de la Universidad nacional del litoral.

Art. 6o . — Las provincias de Santa Fe, Entre Ríos y Corrientes,

concurrirán durante el término de ocho años y desde aquel en que se

instalen las facultades adjudicadas a cada una por esta ley, Con la

suma anual de cien mil pesos, treinta mil pesos y veinte mil pesos.

respectivamente, para contribuir al sostenimiento de la Universidad

nacional del litoral.

Art. 7". — Mientras el consejo superior de la Universidad na-

cional del litoral no dicte sus estatuos y reglamentos de acuerdo

con la ley respectiva, regirán para su organización y desenvolvi-

miento los de la Universidad nacioual de Buenos Aires, en lo que

sean aplicables, con las modificaciones que formule el Poder ejecu-

tivo para adaptarlos a las primeras necesidades de las facultades a

crearse.

Art. 8o
. — El Poder ejecutivo invertirá para gastos de instalación

y funcionamiento en el primer año. hasta la suma de doscientos cin-

cuenta mil pesos moneda nacional, y en los siguientes lo qué deter-

mine la ley general de presupuesto.

Ait. !)". — Los títulos y certificados parciales expedidos por la Uni-

versidad provincial de Santa Fe, hasta la fecha de su nacionalización,

tendrán validez en todo el territorio de la república.

Art. lo. La sciU- del gobierno universitario se establecerá en la

ciudad capital de la provincia de Santa Fe.

An. 11. — Con excepción de la Facultad de ciencias jurídicas y

SOeíaleS, Cuyos cursos funcionarán completos, en las restantes, se

organizarán progresivamente, no pudieado establecerse en cada afio

más de dos cursos.
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Avt. 12. — Derógase toda disposición que se oponga a las de I¡

presente Ley.

Aró. 13. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada eu la sala de sesiones del Congreso argentino, en llueves Aires. ;

veintisiete ile septiembre de mil novecientos ilie/. y llueve.

Luis García. Arturo Goyemechr.

Adolfo J. Labouglé. Carlos (1. Bonoritw.

Buenos Aires. 7 .le octubre de 1919.

Téngase por ley déla Nación, cúmplase, comuniqúese, publíquese,

insértese en el Registro nacional y archívese.

IRIGOYEN.

J. S. Salinas.

Ley 10871. Derechos políticos de los que voluntariamente

prestaron servicios en los ejércitos beligerantes

El Senado y Cámara de diputados de la Xación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de le// :

Art. I o
. — Declárase en el pleno goce de sus derechos políticos a

los ciudadanos argentinos (pie voluntariamente prestaron servicios en

los ejércitos beligerantes durante la guerra europea de 1914-1919.

Art. 2o
. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, a

veintisiete de septiembre «le mil novecientos diez y nueve.

Luis García. Arturo Goykneche.

Adolfo Labouglé. Carlos G, Jionorino.
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Ley 10903. Patronato de menores. Modificación de los artículos 264,

306 a 310, 329, 393 y 457 del Código civil

El Senado y Cámara de diputados déla Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc.. sancionan con fuerza de leif

:

Art. I o
. — Derógase el artículo 264 del Código civil y sanciónase

en BU reemplazo el siguiente :

Art. 2(¡4. — La patria potestad es el conjunto de derechos y obli-

gaciones que corresponden a los padres sobre las personas y bienes de

sus hijos, desde la concepción de éstos y en tanto sean menores de

edad y no se bajan emancipado.

El ejercicio de la patria potestad de los hijos legítimos corres-

ponde al padre
; y en caso de muerte de éste o de haber incurrido

en la pérdida de la patria potestad o del derecho de ejercitarla, a la

madre.

Kl ejercicio de la patria potestad del hijo natural corresponde a la

madre o al que reconozca al hijo o a aquel (pie haya sido declarado

su padre o su madre.

Art. 2". — Derógase el artículo 306 del Código civil y sanciónase

en su reemplazo el siguiente :

Art. 306. — La patria potestad se acaba :

1" Por la muerte de los padres o de los hijos :

2' Por profesión de los padres, o de los hijos, con autorización de

aquéllos, en institutos monásticos

;

¡i' Por llegar los hijos a la mayor edad:

l
• Por emancipación legal de los hijos.

Art. 3«. — Deróganse los artículos 307, 808, 309 j 310 del Código

civil v sancionante en su reemplazo los siguientes ¡

Ait. :507. — La patria potestad se pierde:

1 Por delito cometido p«" <1 padre o madre contra su liijo o hijos

menores para aquel (pie lo cometa:

'¿" Por la exposición o el abandono (pie el padre o madre hiciera de

sus hijos, para el (pie los lia va abandonado :

:¡" Por «lar el padre o la madre a los hijos, consejos inmorales o
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colocarlos dolosamente en peligro material <> moral, para el que lo

hiciera.

Art. 308. — El padre o la madre que haya sido condenado por de-

lito grave o que haya sido objeto de varias condenas que demuestres

que se trata de un delincuente profesional o peligroso, pierde el ejer-

cicio de la patria potestad.

La madre que contrajere nuevas nupcias pierde el ejercicio de la

patria potestad délos hijos de los matrimonios anteriores, pero enviu-

dando lo recupera.

Art. 309. — El ejercicio de la patria potestad queda suspendido en

ausencia de los padres ignorándose su paradero, y por incapacidad

mental, en tanto dure la ausencia o la incapacidad.

Los jueces pueden suspender el ejercicio de la patria potestad, si el

el padre o la madre tratasen a sus hijos, sin motivo, con excesiva

dureza ; o si por consecuencia de su ebriedad consuetudinaria, incon-

ducta-notoria o negligencia grave, comprometiesen la salud, seguri-

dad o moralidad de los hijos.

Esa suspensión puede durar desde un mes hasta que el hijo menor

llegue e la mayor-edad.

Art. 310. — En los casos de pérdida de la patria potestad (art. 307)

o de su ejercicio (art. 308), los menores quedan bajo el patronato del

estado nacional o provincial.

En los casos de suspensión (art. 309) quedan durante ésta también

bajo el patronato del estado nacional o provincial.

Art. 4 o
. — El patronato del Estado nacional o provincial se ejer-

cerá por medio de los jueces nacionales o provinciales, con la concu-

rrencia del ministerio público de menores. Ese patronato se ejercitará

atendiendo a la salud, seguridad, educación moral intelectual del me-

nor, proveyendo a su tutela, sin perjuicio de lo prescrito en los artí-

culos 390 y 391 del Código civil.

Art. 5o
. — Derógase el artículo 329 del Código civil y sanciónase

en su reemplazo el siguiente :

Art. 329. — Lo dispuesto en los artículos 306, 307 y 309 del

Código civil se aplicará a. la patria potestad de los hijos natura-

les, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 330 del mismo có-

digo.

Art. 6 11
. — Modifícase el artículo 393 del Código civil en la siguien-

te forma :
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Art. 393. — Los jueces no podrán proveer la tutela, salvo que se

tratase de menores sin recursos o de parientes de los mismos jueces,

en socios deudores o acreedores suyos, en sus parientes dentro del 4 o

grado, en amigos íntimos suyos o de sus parientes hasta dentro del

cuarto grado, en socios, deudores o acreedores, amigos íntimos o pa-

rientes dentro del cuarto grado de los miembros de los tribunales

nacionales o provinciales, que ejercieran sus funciones en el mismo

lugar en que se haga el nombramiento, ni proveerla dando a una

misma persona varias tutelas de menores de diferentes familias, salvo

(jue se tratase de filántropos reconocidos públicamente como tales.

Art. 7 o
. — Derógase el artículo 457 del Código civil y sanciónase

en su reemplazo el siguiente :

Art. 457. — Los jueces podrán remover los tutores por incapacidad

o inhabilidad de éstos, por no haber formado inventario de los bienes

del menor en el término y forma establecidos en la ley, y porque no

cuidasen debidamente de la salud, seguridad y moralidad del menor

que tuviesen a su cargo o de su educación profesional, o de sus

bienes.

Art. 8o
. — Todo menor confiado por sus padres, tutores o guarda-

dores a un establecimiento de beneficencia privado o público quedará

bajo tutela definitiva de la dirección de ese establecimiento.

Art. 9o
. — Los menores sobre cuya situación se haya dispuesto de

acuerdo con los artículos anteriores, quedarán bajo la vigilancia del

defensor de menores, quien deberá controlar la acción de los respec-

tivos tutores o guardadores, e inspeccionar, por lo menos cada trimes-

tre, los establecimientos privados o públicos respectivos, atender las

reclamaciones de los menores y poner en conocimiento del juez lo que

juzgare conveniente.

Art. 10. — Las denuncias sobre los hechos mencionados en los ar-

tículos anteriores, podrán ser jnesentadas a los defensores de menores

por cualquier persona capaz, debiendo el defensor iniciar una infor-

mación gomaría y someterla al ministerio público de menores para la

iniciación del juicio, en el cual deberá ser citado el defensor de me-

nores a efectos informativos.

Art. 11. — Cuando el juez lo considere conveniente, la resolución

podrá limitarte a la privación de la tenencia del menor y en tal caso

podrá ser entregado a una persona, pariente o no, o al defensor de



BOA ANALES DE LA FACULTAD I>L DESECHO

Art. 12. — Los padres privados del ejercicio de la patria potestad

o suspendidos en él, o de la tenencia de sus hijos en virtud de esto

ley, podrán solicitar que la medida se deje sin efecto, si hubieren

transcurrido dos años desde la resolución definitiva y probaren qtw

se hallan en situación dé ejercer convenientemente sus obligaciones.

Art. 13. — La pérdida déla patria potestad, la suspensión de su

ejercicio o la pérdida de la tenencia de los Lijos en virtud de esta le\ .

no importa liberar a los padres de las obligaciones impuestas por los

artículos 265, 267 y 268 del Código civil, si no fueren indigentes. A

ese efecto el juez establecerá el monto de los alimentos y la forma de

suministrarlos.

Avt. 14. — Los jueces de la jurisdicción criminal y correccional en

la capital de la república y en las provincias y territorios nacionales,

ante quienes comparezca un menor de diez y ocho años, acusado de

un delito o como víctima de un delito, podrán disponer preventiva-

mente de ese menor si se encuentra material o moralmente abando-

nado o en peligro moral, entregándolo a una persona honesta pariente

o no, o a un establecimiento de beneficencia privado o público, o a On

reformatorio público de menores. A ese efecto no regirán en los tri-

bunales federales, ordinarios de la capital y de los territorios nacio-

nales, las disposiciones legales sobre prisión preventiva, la que sido

será decretada cuando el juez lo juzgue necesario y se cumplirá dónde

y cómo él mismo lo indique. Podrán también dejarlos a sus padres,

tutores o guardadores bajo la vigilancia del tribunal.

La resolución judicial será susceptible de los recursos de revocación

y apelación en las mismas condiciones proscriptas en el artículo 19.

Art. 15. — Los mismos jueces cuando sobresean provisoria o deli-

nitivainente respecto a un menor de diez y ocho años, o cuando lo

absuelvan, o cuando resuelvan definitivamente en un proceso en que

un menor de diez y ocho años haya sido víctima de un delito, podrán

disponer del menor por tiempo indeterminado y hasta los veintiún

años si se hallare material o moralmente abandonado, o en peligro

moral y en la misma forma establecida en el artículo anterior.

Art. 16. — Los jueces correccionales en la justicia nacional de la

capital y en los territorios nacionales, entenderán en primera y única

instancia, en todos los casos de faltas y contravenciones imputadas a

menores de diez y ocho años y aplicarán las disposiciones de los artí-

culos anteriores.
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Art. 17. — Todo menor de que hayan dispuesto los jueces indica-

dos en los tres artículos anteriores, quedara bajo su vigilancia exclu-

siva y necesaria.

Art. 18. — Los mismos jueces en los procesos a que se refiere el

artículo 14 podrán imponer en cada caso a los padres, tutores o guar-

dadores que aparezcan culpables de malos tratos o de negligencia

grave o continuada con respecto a los menores a su cargo y que no

importen delitos del derecho penal, multas hasta la suma de doscien-

tos pesos o arresto hasta un mes, o ambas penas a la vez.

Estas condenas podrán suspenderse si los culpables dieran seguri-

dades de reforma, quedando prescriptas en el plazo de dos años si no

incurrieren en hechos de la misma naturaleza.

Art. 19. — Los padres o tutores de los menores de quienes hayan

dispuesto definitivamente los jueces de la jurisdicción criminal o co-

rreccional, o que hayan sido condenados en virtud del artículo ante-

rior, podrán solicitar revocatoria de esas resoluciones dentro de cinco

días de la notificación de las mismas. Esta oposición se substanciará

en una audiencia verbal, con las pruebas que ordene el juez o indique

el recurrente, si el juez lo juzgare pertinente.

La resolución será apelable en relación.

Art. 20. — Los tribunales de apelación en lo criminal y correccio-

nal de la justicia nacional ordinaria de la capital y territorios nacio-

nales, designarán, si lo juzgan conveniente, uno o más jueces para

que entienda exclusivamente en sus respectivas jurisdicciones en los

procesos en que se acuse a menores de diez y ocho años; reglamenta-

rán la forma de la cooperación policial en los sumarios e informacio-

nes respectivas, la cooperación de los particulares o establecimientos

particulares o públicos que se avengan a coadyuvar gratuitamente en

la investigación ven la dirección y educación de los menores; así

como también la forma de la vigilancia que corresponde a los jueces

en virtud de lo dispuesto en los artículos 14 y 17.

Art. 21. — A los efectos de los artículos anteriores, se entenderá

por abandono material <> moral, o peligro moral, la Incitación por los

padres, tutores o guardadores a la ejecución por el menor de actos

perjudiciales a so salud física e moral; la mendicidad o la vagancia

por parte del menor, su frecuentación a sitios Inmorales o de juego,

o con ladrones o gente viciosa o de mal vivir, o que no habiendo

cumplido diez v ocho anos de edad, vendan periódicos, publicaciones
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•
n objetos de cualquier naturaleza que fueren, en las calles o lagares

públicos, o cuando en estos sitios ejerzan oficios lejos de la vigilancia

de sus padres, guardadores, o cuando sean ocupados en oficios o em-

pleos perjudiciales a la moral o a la salud.

Art. 22. — El Poder ejecutivo presentará el plan general para la

construcción, en la capital y en las provincias y territorios nacionales,

de escuelas especiales para los menores expuestos o abandonados, y

para la detención preventiva de los menores delincuentes o de mala

conducta, y la construcción de reformatorios para menores delincuen-

tes o de mala conducta, con imputación a la presente ley.

En estas escuelas y reformatorios regirá el trabajo de talleres y

agrícola como principal elemento educativo de los menores reclusos,

quienes serán parte en el beneficio pecuniario de esos trabajos.

Las colonias-escuelas y las colonias reformatorios ubicados cerca

de las ciudades o en pleno campo serán el tipo preferido de estas

casas de prevención y reforma de los menores.

Art. 23. — Los asilos, escuelas primarias gratuitas generales y es-

peciales, y particularmente las de práctica técnica, como los demás

establecimientos de beneficencia privados, que reciban niños, subven-

cionados por el Estado, están obligados a recibir en secciones, que

¡>odrán ser especiales, un número determinado de menores, remitidos

por los jueces en virtud de esta ley, de acuerdo con la subvención

recibida, la naturaleza del establecimiento y la reglamentación que

establezca el Poder ejecutivo.

Art. 24. — Los parientes de los menores y las instituciones de be-

neficencia o de patronato de niños, podrán denunciar las transgresio-

nes de esta ley, si se tratase de los jueces a los cuerpos encargados de

acusarlos o de juzgarlos, y si se tratase de los defensores o asesores

de menores, a los funcionarios con facultad para controlarlos o remo-

verlos.

Art. 25. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, a

veintinueve de septiembre de mil novecientos diez y nueve.

Luis García. Arturo Goyeneche.

Adolfo J. Labougle. Carlos O. Bonorino.
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Buenos Aires. 21 de octubre «le Ütl'J.

Téngase por ley de la Nación, comuniqúese, publíquese, dése al

Registro nacional y archívese.

IRIGOYEN.

J. S. Salinas.

Ley 10927. Autorízase al Poder ejecutivo

para construir embarcaderos flotantes destinados al cabotaje nacional

l'A Senado y (.'amara de dij>utados de la Nación Argentina, reunidos en

Congrego, etc.. sancionan con fuerza de ley:

Art. 1°. — Autorízase al Poder ejecutivo para construir e instalar

embarcaderos flotantes destinados al servicio del cabotaje nacional en

los puertos de los ríos interiores, debiendo comenzarse por los que a

continuación se expresan :

En el río Paraná : Villa Urquiza, Pueblo Brugo, Curtiembre, Her-

nandarias, Esquina, Goya, Mal Abrigo, Reconquista, Lavalle, Bella

Vista, Empedrado, Barranqueras, Paso de la Patria e Ituzaingó.

En el río Paraguay : Formosa, Pilcomayo y Bermejo.

En el río Uruguay : Libres, Alvear y Santo Tomé.

Art. 2°. — Queda igualmente autorizado para establecerlos en aque-

llos puertos del Atlántico que lo permitan.

Art. :

J
>". — Los embarcaderos serán construidos preferentemente con

materiales de producción nacional, y su capacidad y condiciones res-

ponderán a las necesidades de cada localidad, debiendo ajustarse su

construcción a los planos detinitivos que apruebe el ministerio de

Obras públicas.

Art. 4". - Autorízase a invertir en la construcción de estos embar-

caderos hasta la suma de pesos 3.500.000 moneda nacional.

Alt. :» . - Declinase .le utilidad pública los léñenos .pie fueren

necesarios ocupar para los caminos de acceso y demás obras a qne se

refiere la prevente le\. a cuyo electo el Poder ejecutivo gestionará de

los gobiernos de provincia la cesión gratuita de los mismos.
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Art. 6°. — Los gastos que demande la ejecución <lc la presente l<-.\

se imputarán ¡i la misma con cargo a rentas generales, y su importe se

incluirá en una cuenta especial a fin de calcular en las lasas portua-

rias la retribución en concepto de interés y amortización sobre el

costo de cada obra.

Art. 7 o
. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala <1<: sesiones del Congreso argentino, en Únenos Aires, a

treinta de septiembre de mil noveeientos diez y nueve.

Benito Villanüeva. Autuko Goyeneche.

I!, (hampo. Carlos G. Bonorino.

Buenos Aires. 18 de octubre de 1919.

Cúmplase, comuniqúese, publíquese, insértese en el Registro X;

cional y fecho, archívese.

IRIGOYEX.

P. Toréelo.

Ley 10946. Edificio para la Facultad de derecho y ciencias sociales

de Buenos Aires

El Senado y Cámara de diputados de la Nación Argentina, reunidos en

Congreso, etc., sancionan con fuerza de ley :

Art. I o
. — Declárase propiedad de la Facultad de derecho y cien-

cias sociales de Buenos Aires, el terreno limitado por las calles Las

Heras, Meló, Azcuénaga y Cantólo, que fué concedido en uso de la

Universidad por la Municipalidad de la capital para levantar el edi-

ficio de aquella Facultad.

Art. 2 o
. — El Poder ejecutivo entregará a dicha Facultad la suma

de dos millones quinientos mil pesos moneda nacional (•$ 2.500.000),

en dinero o en fondos públicos de la Nación, para invertirlos inme-

diatamente en la terminación del edificio, instalación de sus aulas.
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bibliotecas, etc., de manera que pueda trasladarse a él a la mayor

1) revedad.

Art. 3 o
. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Duda en la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, a

treinta días de septiembre de mil novecientos diez y nueve.

Benito Vii.lanueva. Arturo Goyeneche.

/>'. (hampo. Carlos G. Bonorino.

Ley 10996. Reglaméntase el ejercicio de la procuración

ante los tribunales nacionales

El s<nado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunido*

en Congreso, etc., sancionan confuerza de leí/ :

Art. I o
. — La representación en juicio ante los tribunales de cual-

quier fuero en la capital de la república y territorios nacionales, así

como ante la justicia federal délas provincias, sólo podrá ser ejer-

citada :

1" Por los abogados con título expedido por la universidad na-

cional :

2o Por los procaradores inscriptos en la matrícula correspondiente ;

8o Por los escribanos nacionales que no ejerzan la profesión de

tales
;

4o Por los que ejerzan una representación legal.

Ait. 2". — La secretaría déla .Suprema corte de justicia o el funcio-

nario de su dependencia que designe este tribunal, llevará un registro

de matrícula de procuradores, en el cual serán inscriptos, a solicitud

de parte interesada, los que reunaii las condiciones establecidas en la

présenle ley.

Este registro estará a cargo de las cámaras federales de apelación

en las capitales o provincias que las tuvieren y de los jueces de sec-

ción o letrados en las provincias y en los territorios nacionales, res-

pectivamente.

Unos y otros funcionarios comunicarán oportunamente a la Supre-
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mu corte nacional la nómina <le los inscriptos a los electos de su ano-

tación en el registro de esta última.

Art. 3 o
. — Para ser inscripto en la matricida de procuradores, se

requieren las siguientes condiciones :

1" Mayoría de edad:

2 o Juramento de estar en el pleno goce de sus derech s civiles \ de

no estar afectado de ninguna de las inhabilidades establecidas en la

presente ley :

3o Título acordado por universidad nacional: y a falta de éste, se-

rán títulos de suficiencia :

o) El título de doctor en jurisprudencia emanado de universidades

oficiales de las provincias;

b) Los certificados expedidos en forma por las facultades universi-

tarias de la Nación que acrediten haber sido aprobado él postulante

en todas las materias codificadas :

4o Constituir a la orden del presidente de la Suprema corte de jus-

ticia nacional, un depósito de 5.000 pesos moneda nacional en efec-

tivo, o su equivalente en títulos de crédito público nacional o en cé-

dulas hipotecarias argentinas o una primera hipoteca o una lianza

personal, solidaria, a satisfacción del mismo funcionario, otorgada

por dos letrados de la matrícula, por igual suma.

En la justicia federal de las provincias y territorios nacionales,

este depósito, hipoteca o garantía será por valor de 2.000 pesos mo-

ned nacional, a la orden de los respectivos presidentes de las cáma-

ras de apelaciones o jueces de sección o letrados, en su caso.

Art. 4°. — Podrán ser inscriptos en la matrícula de procuradores

los que a la promulgación de la presente ley, hubieren desempeñado

por más de cinco años empleos judiciales de actuación en los tribuna-

les de la capital, los que deberán solicitar su inscripción dentro de

los seis meses, comprobando el buen desempeño de sus funciones con

el justificativo legal del hecho enunciado y el certificado del depósito

requerido por el artículo anterior.

Art. 5°. — No podrán inscribirse en el registro de procuradores :

I o Los que hubiesen sido condenados a penitenciaría o presidio o

o a cualquier pena por delitos contra la administración o la fe pú-

blica, lo mismo que en las falsedades y falsificaciones:

2o Los escribanos con registro : titulares o adscriptos que ejerzan

la profesión de tales;
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3° Los funcionarios o empleados públicos nacionales, provinciales

o municipales que hagan parte del personal administrativo de orga-

nización jerárquica y retribuido.

Art. 6°. — Cualquier juez o tribunal ante el cual se probara que

un procurador en ejercicio se encontrara comprendido en algunos de

los casos de inhabilidad de la presente ley, decretará su eliminación

de la matrícula, poniendo el hecho en conocimiento del funcionario

encargado de ésta. El auto que decrete la eliminación será apelable

en relación, para ante el tribunal superior correspondiente. Si fuere

dictado por la suprema corte, o cualquiera de las cámaras de apela-

ción, procederá el recurso de revocatoria.

Art. 7o
. — El depósito o garantía a «pie se refiere el inciso 4o del

artículo 3°, aseguran no sólo las responsabilidades del procurador

para con sus mandantes, por faltas, omisiones o delitos en el desem-

peño de sus funciones, sino de las multas o costas cuando proceda

resposabilizarlo personalmente por ellas.

Este depósito o garantía no será embargable por otras causas u

obligaciones que las determinadas a su destino, y si portales motivos

disminuyeran o desaparecieran, deberán integrarse dentro de los

cinco días subsiguientes, bajo pena de suspensión del procurador, la

que será pronunciada de oficio.

No podrá retirarse el depósito mientras no se cancele la inscripción

"del procurador, o se hayan hecho efectivas las responsabilidades de!

mismo, en su caso. I gual disposición rige en caso de hipoteca o fianza

personal. Esto último deberá renovarse o modificarse como la hipo-

teca en su caso, toda vez que el tribunal respectivo lo disponga.

Ait. S". — Eos procuradores serán eliminados del registre» en los

siguientes casos :

1" Por cancelación voluntaria de la inscripción:

'2° Por reiteradas represiones disciplinarias o una grave incorrec-

ción en el desempeño del mandato judicial:

:¡ Pot condena sobreviviente ¡i causa de los delitos enumerados en

el inciso 1" de! artículo f>":

l' Por insania <» incapacidad declarada judicialmente

;

fr Por pérdida de los derechos civiles posterior a la inscripción.

En todos estos caSOS procede la devolución del depósito o de la

parte del mismo que no se afectare por alguna de Um Causas estable-

eidas en el artículo 7".
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Ait. !)". — Los procuradores serán suspendidos por un término de

uno ¡i seis Rieses, como máximo :

I o En los casos autorizados por las leyes de procedimiento;

2° Por falta de integración del depósito, modificación de la fianza o

renovación o ampliación de la hipoteca ;i que se refiere el inciso 4

"

del artículo 3o
. Si en cualquiera de estos casos no se cumpliera la or-

den del tribunal dentro del plazo de seis meses, el procurador será

eliminado del registro.

En los casos de suspensión o eliminación, como sanción disciplina-

ria, el procurador tendrá recurso de apelación para ante el tribunal

superior inmediato, y el de revocatoria si se tratara de resoluciones

tomadas por la Suprema corte o las cámaras.

La eliminación por reiteradas correcciones disciplinarias sólo puede

ser decretada por la autoridad judicial que tiene a su cargo el registro ;

3 o Por haberse dictado auto de prisión preventiva en cualquier pro-

ceso criminal.

Los tribunales comunicarán al funcionario encargado del registro

de matrículas las declaraciones de incapacidad, los autos de prisión,

las condenas, las suspensiones, multas o apercibimientos decretados

contra procuradores inscriptos, a los efectos de su anotación en el re-

gistro y de las medidas que fueran conducentes.

Art. 10. — Los procuradores podrán fijar por contrato la retribu-

ción de sus servicios hasta la terminación del juicio, el que deberé

formularse por escrito, no admitiéndose otra prueba de su existencia

(pie la exhibición del documento y su autentificación.

Será nulo el pacto de cuota litis y no será permitido contratar la

retribución con arreglo al tiempo (pie dure el asunto.

Art. 11. — Son deberes de los procuradores :

Io Interponer los recursos legales contra toda sentencia definitiva

adversa a su parte y contra toda regulación de honorarios que co-

rresponda abonar a la misma, salvo el caso de tener instrucciones por

escrito en contrario de su respectivo comitente

;

2 o Asistir por lo menos en los días designados para las notificacio-

nes en la oficina, a los juzgados o tribunales donde tengan pleitos y

con la frecuencia necesaria en los casos urgentes:

3" Presentar los escritos, debiendo llevar firma de letrado los de

demanda, oposición de excepciones y sus contestaciones, los alegatos

y expresiones de agravios, los pliegos de posiciones e interrogatorios,
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aquellos en que se promuevan incidentes en los juicios y, en general,

rodos los que sustenten o controviertan derechos, ya sean de jurisdic-

ción voluntaria o contenciosa.

Se tendrá por no presentado y se devolverá al tirinante todo escrito

<iue debiendo llevar Arma de letrado no la tuviese, si dentro del se-

gando día de notificada la providencia (pie exige el cumplimiento de

ese requisito no fuese suplida la omisión, sea subscribiendo un abo-

gado el mismo escrito ante el actuario, quien certificará en los autos

esta circunstancia, sea por la nueva ratificación que separadamente

se hiciere con firma de letrado. Esta disposición no regirá en los tri-

bunales en que el número de letrados matriculados y en ejercicio no

exceda de cinco:

4o Concurrir puntualmente a las audiencias que se celebren en los

juicios en que intervengan.

Art. 12.— Los abogados y los escribanos nacionales que optaran ñor

el ejercicio de la procuración, estarán obligados a acreditar su respec-

tivo título y llenar los demás requisitos establecidos por el artículo 3o
.

Art. 13. — Podrán ser inscriptos también en la matrícula los pro-

curadores y escribanos con título provincial expedido con anteriori-

dad a la presente ley y los que, no teniendo título alguno en las con-

diciones proscriptas por ella, acreditaren dentro de los seis meses de

promulgación, con los certificados «pie constaten su actuación conti-

nua en los expedientes, una práctica judicial de cinco años en el ejer-

cicio de l;i procuración de los tribunales letrados de la capital, pro-

vincias o-territorios nacionales, y llenar la exigencia del depósito,

hipoteca <> fianza proscripta por el artículo 3o
, inciso 4 o

.

Art. 14. — El título provincial de procurador o escribano según las

leves locales con posterioridad a la presente, habilitará para el ejer-

cicio de la profesión ante los tribunales federales en las provincias

donde hubiera sido otorgado,

Art. 15. — Exceptúase de las disposiciones establecidas cu la pre-

senta lev las personas de familia dentro «leí segando grado de con-

sanguinidad v primero de afinidad. A los mandatarios generales con

facultad de administrar, respecto de los actos de administración.

Ait . 1 (i. — Los procuradores (pie intervienen en juicios iniciados an-

tes de la vigencia de eata ley, puede» coutinuarlof hasta su terminación.

Ait. 17. No rige esta reglamentación para los (pie han de repré-

senla! a las oficinas públicas de la Nación, de las provincias y de las
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municipalidades, cuando obren exclusivamente en ejercicio de esa re-

presentación...

Avt. 18. — La Suprema corte de justicia nacional reglamentará l;i

forma en que lia de llevarse el registro de procuradores y lo comuni-

cará con las modificaciones qne sufra, a las cámaras de apelaciones de

la capital y demás cámaras federales de apelación, a efectos de que ¡i

su turno, las trasmitan a los jueces de su respectiva jurisdicción.

Art. 19. — Esta ley se considerará paite integrante de las leves de

procedimiento para ante los tribunales federales, así como del Código

de procedimientos para la capital de la república.

Art. 20. — Deróganse todas las leyes de carácter orgánico y pro-

cesal que se opongan a la presente.

Art. 21. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala «le sesiona del Congreso argentino, cu Bueno» Aires, a

treinta (le septiembre de mil novecientos «lie/, y nueve.

Luis García. Arturo Goxeneche.

II. (hampo. Carlos (¡. Honorino.

Dirección de Justicia.

Huenos Aires. 20 (le octubre de lítl!

Téngase por ley de la Nación, comuniqúese, publíquese, dése al

Registro Nacional y archívese.

ÍRIGOYEN.

J. S. Salinas.

Ley 10998. Relativa a provisión de agua potable y cloacas

en el territorio de la república

l'JI Sánalo y Cámaro ñe diputados de la Xación Argentina, reunidos

en Congreso, etc.. sancionan con fuerza dele// :

Art. I o
. — Autorízase al Poder ejecutivo para proceder por inter-

medio de las Obras sanitarias de la Nación al estudio, proyecto y

construcción :
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a) De las obras de provisión de agua corriente y cloacas para todas

las ciudades de la república, que tengan más de ocho rail habitantes

en su planta urbana :

b) De las obras de provisión de agua corriente para los pueblos de

la república, <|ue tengan más de tres rail habitantes en su planta

urbana.

Art. 2 o
. — El orden de ejecución de los estudios y proyectos se

determinará anualmente en proporción al número de habitantes a ser-

vir en toda ciudad, pueblo o colonia de los territorios nacionales o en

cada una de las provincias acogidas a esta ley, conviniéndolo en este

caso con los gobiernos respectivos, teniendo en cuenta la mayor ur-

gencia de obras de saneamiento en determinados centros, sobre la base

de los informes del Departamento nacional de higiene.

Art. 3°. — Para los gastos que originen los estudios y proyectos

autorizados por la presente ley se incluirá anualmente en el presu-

puesto general la suma a invertir, llevándose en las Obras sanitarias

de la Nación una cuenta por separado para cada ciudad o pueblo, y

su importe se agregará al costo de las obras.

Art. 4 o
.
—

• Los estudios y proyectos que se practiquen, se elevarán

al Poder ejecutivo para su aprobación, debiendo recabarse de las mu-

nicipalidades o autoridades locales interesadas, por intermedio de los

respectivos gobiernos provinciales, si las ciudades o pueblos estuvie-

ran en sus territorios, la aceptación de dichos proyectos. Llenadas

estas formalidades, el Poder ejetutivo celebrará los convenios necesa-

rios con las municipalidades o autoridades que corresponda, según

las leyes provinciales respectivas y ordenará la ejecución de las obras

Ügniendo en lo posible el orden establecido para su estudio.

Ait. 5°. — Para pagar la construcción de las obras se autoriza al

Poder ejecutivo a emitir bonos de Obras sanitarias de la Nación, en

series de quince millones de pesos moneda nacional cada una, los que

gozarán desde el día de su emisión, de un interés del B por ciento

anual y de una amort ización aeuniulativa del 10 por ciento.

Art. <¡ . Bl servicio de los títulos que se emitan de acuerdo con

el artículo, se liará normalmente con el producido líquido de las obras

construidas. De rentas generales sólo podrán tomarse las sumas nece-

sarias para hacer estudios \ el servicio de los bonos aplicados a obras

cu ría* de construcción O qoe, estando ya construidas, no rindieran

accidental o temporariamente lo calculado. Bl Poder ejecutivo deberá
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suspender por un plazo prudencia] la ejecución de nuevas obras cuan-

do el pago de los servicios de los bonos emitidos absorbieran anual-

mente de rentas generales unís de cinco millones de pesos moneda na-

cional.

Ait. 7". — Las tarifas del servicio de aguas corrientes y cloacas

se estudiarán conjuntamente con los proyectos sobre la base del capi-

tal a invertirse, debiendo obtenerse su aceptación de las municipali-

dades o autoridades locales respectivas. Cuando el producto líquido

de las tarifas exceda durante un período mayor de cuatro años, al

servicio del capital invertido, la municipalidad o autoridad local res-

pectiva tendrá derecho a recabar la rebaja correspondiente de dichas

tarifas. Para cada ciudad o pueblo se llevará una cuenta especial, de-

biendo entregarse las obras a los gobiernos de los municipios corres-

pondientes, cuando se haya amortizado totalmente el capital in-

vertido.

Art. 8 o
. — La amortización de los bonos se hará por sorteo mien-

tras estén a la par o arriba de la par y por licitación cuando estén

abajo de la par.

Art. 9". — La Nación y las municipalidades o autoridades locales.

por su intermedio, se reservan el derecho de hacer en cualquier tiem-

po amortizaciones extraordinarias.

Art. 10. — Las obras que se construyan en virtud de la presente

ley, quedan afectadas como garantía de pago de los bonos que se

emitan.

Art. 11. — Las obras serán administradas por las Obras sanitarias

de la Nación, debiendo éstas someter al Poder ejecutivo para su apro-

bación los presupuestos anuales correspondientes a cada localidad.

Art. 12. — Anualmente se pasará a las municipalidades o autori-

dades locales el estado de las cuentas de las obras que correspondan.

En cualquier tiempo las municipalidades o autoridades locales, con

las formalidades e intervención de los poderes que en cada caso co-

rresponda, podrán rescatar las obras y hacerse cargo de ellas amorti-

zando totalmente su deuda.

Art. 13. — Resuelta por el Poder ejecutivo la construcción de las

obras de aguas corrientes o cloacas, el gobierno o municipio en cuya

jurisdicción hayan de construirse deberá entregar a las Obras sanita-

rias de la Nación los terrenos necesarios para su ejecución sin cargo

ni gravamen alguno.
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Avt. 14. — Decláranse de utilidad pública los terrenos de propie-

dad privada que sean necesarios para la ejecución de las obras que se

construyan en virtud de esta ley, en los pueblos o ciudades de los te-

rritorios nacionales y se autoriza al Poder ejecutivo para proceder a

su expropiación, de acuerdo con la ley de la materia.

Art. 15. — Todos los estudios y proyectos de obras sanitarias rea-

lizadas hasta la fecha, en las provincias, por las Obras sanitarias de la

Nación en virtud de leyes especiales excepto los que correspondan a

capitales de provincia, quedan incluidos en la presente ley.

Art. 16. — Cualquier pueblo cuyo número de habitantes no alcan-

ce la cifra fijada por el artículo I o y en el que, por causas especiales

de situación o malas condiciones de higiene, sean necesarias obras de

provisión de agua, podrá incluirse en la presente ley, a solicitud del

gobierno de la provincia a quien corresponda.

Art. 17. — Se autoriza al Poder ejecutivo para celebrar con los

gobiernos de provincia los convenios que estime convenientes para la

adquisición de las obras de provisión de agua en las ciudades de más

de ocho mil habitantes que actualmente tengan ese servicio, impu-

tándose los gastos que se originen a la presente ley.

Art. 18. — En los pueblos o ciudades en los que se disponga de

energía hidráulica potencial o que para la explotación de los servi-

cios de aguas corrientes y cloacas sea conveniente producirla energía

eléctrica y sea posible, como complemento, hacer otros, servicios mu-

nicipales en condiciones económicas ventajosas para los intereses pú-

blicos y siempre que lo solicite la municipalidad o autoridad local

directamente interesada, se autoriza al Poder ejecutivo para hacer los

convenios y obras necesarias (pie demande el nuevo servicio, debiendo

el producto de las tarifas de éste, como mínimo cubrir los gastos de

explotación y servicio del capital invertido. Los estudios y proyectos

de las obras a que se refiere este artículo, deberán ser costeados por

las municipalidades o autoridades locales interesadas.

Art. 19. — En los convenios a (pie se refiere el artículo 4o de la

presente ley podrán fijarse las sumas (pie se destinarán a construir

cloacas domiciliarias a los pequeños propietarios, los que podrán

abonar el importe «le las mismas en cinco años y con el interés del •">

por ciento dentro de las condiciones (le detalles (pie reglamentará las

Obras sanitarias de la Nación.

Ait. 20. Sólo podrán acogerse a los beneficios del artículo an-
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terior los propietarios de una sola tinca que la habiten y cuyo valor

no exceda por su valuación riscal de diez mil pesos moneda nacional,

siempre que las Obras sanitarias de la Nación no tengan motivos fun-

dados para creer que el solicitante dispone de medios propios sufi-

cientes para hacer construir las obras sin auxilio del gobierno.

Art. 21. — Los inmuebles en que las Obras sanitarias de la Na-

ción construyesen obras de acuerdo con los artículos 19 y 20 quedarán

afectados al pago de la deuda hasta su cancelación. A este efecto, y

por lo que respecta a las ciudades de provincia, constará en los con-

venios con los gobiernos respectivos que éstos dictarán leyes estable-

ciendo que los escribanos públicos no otorgarán escrituras de transfe-

rencia de la propiedad o de constitución de derechos reales sin el cer-

tificado de las Obras sanitarias de la Nación que establezca el haberse

pagado el importe de las obras, y en su caso, el total de las cuotas

vencidas.

Art. 22. — Queda derogada toda disposición que se oponga a la

presente ley.

Art. 23. — Comuniqúese al Poder ejecutivo.

Dada en la sala de sesiones del Congreso argentino, en Buenos Aires, a

treinta de septiembre de mil novecientos diez y nueve.

Benito Vileanueva. Arturo Goyeneche.

Adolfo Labouyle. Carlos González Bonorino.

Buenos Aires, 21 de octubre de 1910.

Buenos Aires, 21 de octubre de 1919.

Cúmplase, comuniqúese, publíquese, insértese en el Registro na-

úonal y archívese.

IMGOYEN.

P. TORELLO.
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CRÓNICA DE LA FACULTAD

ACTOS DIVERSOS

I

Memoria correspondiente a 1918

Hítenos Aires. 80 <le abril «le 1919.

Señor rector de la Universidad nacional de Buenos Aires,, doctor don

Eufemio ('bailes:

En cumplimiento de lo que dispone el artículo 32, inciso 21, del

estatuto, el Consejo directivo de la Facultad de derecho y ciencias

sociales tiene la honra de presentar, por intermedio del señor rector,

al Consejo superior universitario, el informe anual sobre la labor

realizada, el estado de la enseñanza, las necesidades de la institución,

la asistencia de profesores y l;i rendición de exámenes.

El consejo lia considerado conveniente tomar como [mulo de par-

tida de su informe la fecha de la organización universitaria de luis.

e ilustrarlo con el estudio estadístico retrospectivo de la marcha de

INTKIÍVKN< ION DI LAS I A< II.T A 1>KS

El estatuto universitario, aprobado poi el Poder ejecutivo de la

Nación el 1 1 de septiembre de 1918, disponía en su artícuto 7!». oue

AHAL. KAC. I>K MU. — X. XX 40
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el rector nombrara personas une se hicieran cargo del gobierno de las

facultades y presidieran la elección de sus nuevas autoridades.

En consecuencia, el rector dictó la resolución de ó de octubre <le

1918, por la cual designaba al doctor Estanislao s. Zeballos para el

desempeño de aquellas funciones en la Facultad de derecho.

El día 7, el decano saliente, doctor Adolfo F. Orma, hizo entrega

de la Facultad al interventor, labrándose el acta correspondiente.

Los documentos relativos a estos actos han sido publicados en el to-

mo XVIII de los Anales de esta Facultad. El mismo día 7 tomó po-

sesión del gobierno el doctor Zeballos y leyó en el acto el decreto

reglamentario y de convocatoria para la elección de autoridades, con-

forme al nuevo estatuto, decreto que fué comunicado el mismo día

al rectorado, mereciendo los honores de que éste lo adoptara como bastí

para su reglamentación de los mismos actos en las otras facultades.

Al hacerse cargo del gobierno de la Facultad, el doctor Zeballos

pronunció un discurso, cuya copia fué elevada al rectorado y está

impreso también en los Anales de esta institución y en los de la Uni-

versidad. En dicho documento el doctor Zeballos hacía un llama-

miento a la concordia y al espíritu innovador de profesores y alum-

nos, para proceder a la obra fundamental de la reorganización.

Los aluinuos celebraron la asamblea primaria para elegir electores

de autoridades el día 18 de octubre de 1918, y el 22 del mismo mes

se reunieron dichos electores y los profesores titulares y suplentes

con derecho a votar, designando las nuevas autoridades de la Facul-

tad, que tomaron posesión de sus cargos el día 24 de octubre.

En esta oportunidad el nuevo decano hizo un estudio crítico de la

enseñanza y de la situación de la Facultad. Presentó un plan de re-

formas orgánicas y reglamentarias, y constituido el Consejo, dedicó-

se éste, a su vez, al estudio de la situación y de las reformas reque-

ridas.

PARTICIPACIÓN DE LOS ESTUDIANTES

La intervención dada por primera vez a los estudiantes en la elec-

ción de autoridades universitarias, establecía un precedente único y

determinaba, por consiguiente, honda expectativa respecto de la efi-

cacia del sistema ensayado por primera vez en la República Argen-

tina.
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Los estudiantes de la Facultad estuvieron a la altura de los desig-

nios culturales y patrióticos que debían presidir en el desarrollo de

ln reforma. Realizaron su campaña electoral con la mayor cordialidad

y rectitud, no obstante su vivacidad. Una mayoría considerable eligió

delegados para la elección de autoridades, y los candidatos votados pol-

los estudiantes revelaron ponderación y cariño por sus maestros, pues

eligieron profesores de la Facultad no obstante su derecho de llevar

al consejo elementos extraños a la casa.

Los estudiantes dieron pruebas de estar animados de un serio es-

píritu de orden, de estudio y de reforma: y durante la organización

de la Facultad manifestáronse deseosos de que se activara la revisión

de los métodos de enseñanza. Mostráronse siempre mesurados en sus

deliberaciones y en sus solicitudes al Consejo.

El tiempo dirá si la reforma lia sido acertada.

REGLAMENTACIÓN DE LA FACULTAD

Uno de los primeros inconvenientes observados en el desarrollo de

la nueva vida de e ;ta institución fué la falta de un reglamento orgá-

nico de la misma, pues si bien está en vigencia el sancionado en 1907,

no se adaptan sus prescripciones a la nueva orientación del estatuto

de 1918: y, por otra parte, había sido consideradamente modificado

y derogado por una serie de ordenanzas parciales, dictadas por el Con-

sejo v hasta por disposiciones verbales. Éstas son muy numerosas:

pero no~han sido compiladas, ni existía índice de ellas, de manera

• pie la acción del Consejo se veía embarazada con frecuencia. Se ha

encargado a la comisión de reglamento la recopilación de todas las

ordenanzas y su coordinación, a fin de formar el digesto de la Facul-

tad que servirá para su gobierno.

REFORMA DEL PLAN DE ESTIMOS

La comisión de enseñanza estadio atentamente el provecto de re-

formas al plan de estudios presentado por el decano, y se expidió en

mi dictamen, aprobado en la sesión de l°de mano. El texto de la

nueva ordenanza fue" oportunamente comunicado al Consejo univer-

sitario. Según dicho dictamen, la reforma procedería gradualmente.
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procurando que la experiencia sirviera «lo guía para perfeccionarla.

Ella debía comenzar por una reforma fundamental de los progra-

mas <le enseñanza, algunos de los cuales requerían una inmediata re-

visión para ponerlos en armonía con los preceptos científicos en qué

reposa cada disciplina. Adoptado y llevado a la práctica este tempe-

ramento, los profesores redactaron sus programas y emplearon mé-

todos de enseñanza de acuerdo con las nuevas orientaciones exigidas

por la Facultad, a fin de que sus cursos ofrezcan a la asistencia libre

y pública el alto interés de la labor científica que el país espera de

este instituto.

Por primera vez los programas definitivos fueron revisados y san-

cionados por la Facultad al abrir sus cursos, lo cual comporta evi-

dentes ventajas para el profesorado y para los alumnos.

Por otra parte, el consejo de la Facultad aceptó el despacho de la

comisión, favorable al plan de cultura jurídica que el decano, propo-

nía crear como un nuevo departamento de estudios. Con este motivo

se dictó la ordenanza de I o de marzo de 1919, ya comunicada al rec-

torado, y que aumenta las siguientes cátedras : Legislación del tra-

bajo; La constitución a la luz de los debates parlamentarios y judi-

ciales argentinos: Política y tratados panamericanos: Marcas de

fábrica, patentes de invención y propiedad literaria ; Finanzas desde

el punto de vista de los grandes problemas nacionales : Historia de

las instituciones jurídicas.

La enumeración de estas cátedras demuestra por sí sola la impor-

tancia de la reforma del plan de estudios, por la incorporación a la

enseñanza de materias fundamentales en el derecho público y en el

derecho privado de nuestro país, y cuyo estudio nunca había sido rea-

lizado en esa forma en nuestros centros universitarios.

Estos cursos serán libres, abiertos por igual a los alumnos y al

público, poniendo así la obra dirigente universitaria en contacto di-

recto con la sociedad y al servicio de sus aspiraciones.

Las cátedras nuevas fueron confiadas a los siguientes profesores :

José N. Matienzo, Ernesto Quesada, Tomás Arias, Víctor M. Molina,

Carlos F. Meló y Alfredo L. Palacios, respectivamente.
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REACCIÓN EN EL MÉTODO DE TRABAJO DEL PROFESORADO

Las nuevas orientaciones universitarias, las reclamaciones funda-

das de los alumnos, la reforma de nuestro plan de enseñanza y de

los programas, lian exigido también una reacción en las funciones

de los profesores para que respondan cumplidamente a aquellas exi-

gencias.

El profesorado suplente estaba limitado en general a la tarea de

formar parte de las mesas de exámenes, sin que pudiera desarrollar

una acción inmediata que le permitiera contribuir a la obra de la en-

señanza y lo preparara para las funciones didácticas permanentes.

El nuevo consejo adoptó el temperamento de llamar al trabajo a

todos los suplentes, haciéndoles honor, para tener pruebas de su ido-

neidad y como estímulo, coordinando su «acción en forma tal que

cada curso sea dictado por el titular y por sus respectivos suplentes,

en colaboración. En esta forma, los llamados cursos complementarios

de suplentes tomaban un carácter serio, facilitando la enseñanza, en

el sentido de que permiten la exposición del programa íntegro de ca-

da disciplina.

Este punto es capital. Se ha tratado de impedir se repita lo que ocu-

rría antes, en que cada profesor procedía libremente a dictar los cur-

sos, suprimiendo motu propio una parte, y a veces la mayor parte del

programa, so color de falta de tiempo. Algunas de las asignaturas más

importantes resultaban, así, no explicadas o tratadas en forma muy

deficiente; y llegados los exámenes, los alumnos reclamaban (pie no

se les preguntaran aquellos puntos correspondientes a la parte del

programa no explicado, a menudo las más importantes del cuno, per-

diendo dichas pruebas su seriedad, pues esas reclamaciones eran aten-

didas, no obstante las declaraciones categóricas del reglamento y de

las ordenanzas, que prescriben que el examen verse sobre todos los

puntos «pie comprende el plan.

En virtud de la reforma actual, los profesores titulares lian cele-

brado conferencias con los miembros de la Comisión de enseñanza y

con los suplentes, paia combinar su acción de acuerdo con las nue-

vas disposiciones.

El proceder del Consejo lia sido l.ien recibido tanto por los prol'e-

-oic- titulares como por los suplentes. BstOS últimos lian respondido.
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salvo alguna excepción, con el mayor interés al llamamiento, y con-

sideran que la medida de la Facultad es conveniente y les honra por-

que les permite asociarse a la labor de la institución poniendo de

manifiesto su preparación y sus aptitudes.

Los suplentes han comenzado ya a dictar sus cursos en una forma

de (pie los alumnos están satisfechos, pues revelan una información

abundante y fresca que da permanente interés a sus conferencias.

Pava las vacantes producidas por las renuncias de los titulares

doctor Adolfo Orina, Eduardo L. Bidau y Antonio Dellepiane han

sido formuladas las teínas con estricta justicia prefiriéndose a los pro-

fesores suplentes, (pie vienen así a obtener la justa recompensa a qué

es acreedor el esfuerzo desinteresado.

Los suplentes han sido llamados a las cátedras con el criterio de

»pie dicten cursos los que no lo hayan hecho antes o los que lo hi-

cieron hace tiempo, de manera que queda establecido el sistema <le

rotación.

Además, la Facultad ha dictado la ordenanza, que ha sido puesta en

conocimiento del Consejo superior, reglamentando la elección y nom-

bramiento de nuevos suplentes para el futuro, siendo de advertir que

este Consejo tiene el propósito de limitar su número a las necesidades

reales de la docencia.

El profesorado en general ha respondido a las aspiraciones y exi-

gencias de la Facultad con un sólido espíritu de unión y de discipli-

na, que le hace honor, y asegura el éxito de la reforma, pues satis-

face las aspiraciones de los buenos estudiantes respondiendo a sus

legítimas exigencias en materia de enseñanza. El Consejo está agra-

decido al cuerpo de profesores y espera que los resultados de este año

docente serán satisfactorios.

PRESUPUESTO

La Facultad, asesorada por su comisión de presupuesto y cuentas,

hizo un estudio prolijo de la situación de sus finanzas y de su aplica-

ción. Con este motivo se reformó fundamental mente el presupuesto,

teniendo en cuenta que habían sido suprimidos varios puestos a con-

secuencia de la asistencia libre a clase, aparte de las economías (pie

era posible introducir, eliminando o disminuyendo los gastos «pie no
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fueran estrictamente necesarios. Las economías realizadas deben apli-

carse a satisfacerlos gastos que demandará la reforma de la enseñanza

y la creación de nuevas cátedras.

De esta suerte, con el misino presupuesto que tenía la Facultad

<uando se hizo cargo de ella la intervención, se costean las cátedras

nuevas, se habrán mejorado todos los servicios y aumentado los suel-

dos reducidos a los empleados antiguos y meritorios.

« ANALES » Y OBRAS DE LOS PROFESORES

Las economías introducidas en el presupuesto comprenden también

los Anales, que siendo una publicación anual y limitada, lia costado,

sin embargo, no sólo los 12.000 pesos votados en el presupuesto para

su impresión y la de las obras de los profesores, sino una cantidad

mayor, que en algunos años ascendió a más de 1-L000 pesos.

La Facultad reducirá los Anales a reflejar su propia vida docente y

continuará la publicación de las obras de los profesores, de cuya capa-

cidad o labor no duda.

Además, la Facultad tiene asignada anualmente una partida del

presupuesto para la impresión de la obra del doctor Zeballos sobre

La nacionalidad. Esta obra se imprimía en Europa, pero en 1917, la

casa editorial de París, declaró (pie era imposible obtener papel para

continuarla y que, además, los gastos de la impresión serían excesivos.

Con este motivo se hizo una licitación entre las imprentas de la capi-

tal, que fué adjudicada a la casa L. J. RossO y compañía, por presen-

tar un presupuesto, si bien elevado dadas las circunstancias corrien-

tes, más o menos del costo del tomo III impreso en París.

En el momento de elevar este informe al Consejo superior univer-

sitario, se termina la impresión de los tomos IV y V de la obra refe-

rida, y el autor trabaja en los dos últimos, que tratarán de la Natura-

lización de los extranjeros: Délos procedimientos y penasen materia

de nacionalidad: Ley de nacionalidad v naturalización común a todas

las naciones del Nuevo Mundo.
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BIBLIOTECA Y MUSEO JURÍDICO

Este es uno de los departamento* más interesantes de la Facultad

de derecho. El consejo ha dispuesto que tenga un horario permanente

de 8,30 a 11,30 p. ni., de manera qne los alumnos puedan en todo

momento concurrir a sus salones.

La dirección y administración inmediata de la biblioteca ha sido

confiada, por la nueva ordenanza de que tiene copia el rectorado, a

una comisión de tres consejeros.

Se ha anexado a la biblioteca el Museo jurídico, que está recién en

vías de formación y fué oreado por ordenanza de 4 de abril del corrien-

te año. Este nuevo departamento ha de reportar indiscutibles benefi-

cios a los alumnos, así que pueda contarse con todos los elementos

necesarios para su funcionamiento.

NUEVO EDIFICIO

Una de las primeras preocupaciones del Consejo, apenas reorgani-

zada la Facultad, fué la de estudiar la manera de proseguir la cons-

trucción del nuevo edificio de la avenida Las Heras. Es absolutamente

imposible continuar en la casa de la calle Moreno. Se carece de aulas :

no hay oficinas de secretaría; no hay espacio para dar un despacho al

decano : la biblioteca carece de local suficiente y ha sido necesario

habilitar corredores. Por último, los techos de la casa están en malas

condiciones de seguridad y amenazan desplomarse, según informes

periciales. Es, pues, urgente arbitrar los medios para poder trasladar

la Facultad.

El consejo visitó el nuevo edificio y el decano produjo el 18 de sep-

tiembre de 1918, un informe dirigido a aquél, que condensa las con-

clusiones a que se llegó en aquella visita, y que son las siguientes :

I a Se considera que el plan de la obra es grandioso y que, terminad;!,

será un honor para la capital de la república y digno asiento de una ins-

titución de la importancia de ésta;

2a El estilo adoptado es el gótico puro, cou sus majestuosas y elegantes

líneas, y con una altura que comunica grandiosidad a las salas e institu-

ciones. Debe ser conservada intacta su pureza;
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3 a La obra, como todos los monumentos públicos, será de un lento des-

arrollo y dependerá de los recursos con que en el futuro pueda contarse,

no debiendo olvidar entre ellos un llamado a las gentes adineradas, una

vez que la Facultad se instale en el nuevo edificio, para interesarlas en su

terminación. Por el momento no puede pensarse en la terminación de la

obra, ni siquiera de la parte que se ha empezado a edificar. Darle toda la

grandiosidad que el plan exige, requeriría considerables gastos que por

algunos años no podrá afrontar la Facultad y, probablemente, no podrá

afrontarlos tampoco el Estado
;

4a Los cursos de 1920 podrán ser inaugurados en marzo en la nueva

casa, desplegando el celo, el interés y la energía necesarios para que la

obra se baga con rapidez y economía;

5 a En consecuencia, habría que adoptar un plan mínimo que consistiría

en lo siguiente :

a) Eliminar toda obra de decoración costosa;

h) Prescindir por ahora de las fachadas exteriores y aun del reboque de

las mismas, si fuera necesario, limitando las construcciones en ellas a lo

estrictamente requerido para su conservación;

o) Dedicar todos los recursos a habilitar el interior de las construccio-

nes, suprimiendo el decorado, para limitar los gastos a los reboques, que

puedan imitar provisionalmente la piedra del gótico, a una coloración

seria y barata, y a las instalaciones de fierro, madera y calicanto que sea

necesario para qne funcione la Facultad;

il) Estas mismas obras pueden ser construidas con gran economía, adqui-

riendo la Facultad en el extranjero, por medio de las legaciones argenti-

nas, algunos de los materiales más costosos, como por ejemplo, el cemento

portland necesario, que se empleará en cantidades muy grandes, cuya

barrica valía antes 14 pesos y hoy cuesta 30, y que puede obtenerse en

Estados Unidos o en Europa a precios mucho menores qne los de plaza,

procediendo en la ('orina que se deja indicada;

e) Este mismo procedimiento puede adoptarse para otras adquisiciones;

f) Se debe proceder de, manera que trabajen a la vez los diferentes ra-

mos de la obra, en forma que todo se vaya instalando sucesivamente, con

rapidez :

• i' La parte no edificada del terreno continúa en poder de la Municipa-

lidad. La Facultad debe gestionar inmediatamente el desalojo del terreno

\ la construcción de un jardín en la parte qne boy ocupan las caballerizas

municipales;

7' Los edificios con oficinas municipales qne existan en el mismo terre-

no deben ser desalojados y ocupados por la Facultad, para instalar en ellos

provisionalmente la biblioteca, en virtud de qne su construcción no ha sido

iniciada y que, según el plano, requerirá gastos de mucha consideración
¡
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8a Debe apresurársela operación financiera que hade proveer de recur-

sos a la Facultad para realizar estas obras
;

9a Debe emplearse, entretanto, los 60.000 pesos que existen en «aja

destinados a esta obra, para pagar deudas existentes y construcciones de

conservación del edificio, pero que responden ¡d plan de habilitación auto

mencionado

;

10a Procurar, en las licitaciones que se hagan con los constructores, tan

mayores reducciones en los precios, y ejercer una vigilancia general, sema-

nal y por turno de los miembros de la Facultad, a fin de que las obras se

ejecuten en la forma convenida, facilitando también la acción del arqui-

tecto.

Después de este informe, el consejo hizo exploraciones sobre la faci-

lidad de obtenef un crédito de 1.600.000 pesos para realizar aquel

plan mínimo de obras. Para servir este propósito, la Facultad solicitó

de la comisión de presupuesto de la honorable Cámara de diputados

de la Nación que se incluyera en el mismo una partida de 100.000

pesos anuales con carácter permanente. La comisión despachó favo-

rablemente esta gestión, y las exploraciones de la plaza nos autoriza-

ban a esperar la pronta realización del propósito, si el presupuesto

hubiera sido sancionado a principio del año. La demora de esta san-

ción ha paralizado nuestra iniciativa para el desarrollo de la obra y

para la negociación financiera, que será emprendida en la primera

oportunidad. Entretanto- la subvención de 600.000 pesos de que dis-

pone la Facultad por el presupuesto de 1918, ha sido empleada en

liquidar algunas cuentas pendientes del edificio y en la construcción

de las obras sanitarias y de defensa y conservación, que forman parte

también del plan definitivo, lo que implica un adelanto importante

para la prosecución general de los trabajos.

CERTIFICADOS EUROPEOS

Con frecuencia acuden a la Facultad jóvenes que solicitan el ingreso

o la continuación de los estudios jurídicos, presentando certificados

de los que realizaron en el extranjero. Establecida la reciprocidad, la

Facultadlos admite. Sin embargo, la verdadera reciprocidad no existe.

porque algunos países europeos, como Francia, por ejemplo, no con-

sienten que el argentino admitido en sus institutos por reciprocidad,
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ejerza la profesión correspondiente. Si las profesiones a (pie conducen

los certificados admitidos no han de ser ejercidas, es evidente (pie no

existe reciprocidad con nuestro país donde la libertad de profesiones

es completa. Considera este Consejo oportuno (pie el Consejo superior

universitario resuelva someter al Poder ejecutivo de la Nación este

asunto, indicando la conveniencia de que se celebren negociaciones

diplomáticas para obtener la reciprocidad en todas sus consecuencias.

Entretanto, el Consejo superior debería dictar una resolución suspen-

diendo la admisión de certificados extranjeros, cuando los interesados

no prueben que el ejercicio de las profesiones es libre en el país de

donde proceden dichos certificados.

EXÁMENES DE JULIO

La Facultad considera que no deben existir sino dos términos de

exámenes : el de diciembre y el de marzo.

Existe una tendencia, empero, a crear un tercer término en julio,

(pie permitiría abreviar los estudios a muchos alumnos, dando dos o

más años a la vez con perjuicio de sus propios intereses, de su prepa-

ración, de la enseñanza y del país.

Esta tendencia tiene su origen en las excepciones (pie crearon las

facultades para favorecer a los conscriptos «pie. por razones de servi-

cio militar, no pueden dar exámenes en diciembre o en marzo. La me-

dida era justa. Sin embargo, las facultades extendieron este beneficio

a los alumnos de .">" que debieran una sola materia, posteriormente

a los (pie debieras dos materias, y en fin, se trata de crear el término

general sin restricciones.

Mientras la Facultad de derecho opina y resuelve (pie no debe con-

cederse este tercer término general de exámenes, otras facultades lo

establecen, originando así una sugestión en favor de los estudiantes

«le nuestra casa. Convendría, entonces, uniformar el criterio de todas

las facultades por medio de una acción «pie deberá promover el Con-

sejo superior universitario, sea admitiendo o negando el tercer tér-

mino de exámenes. Entretanto, esta Facultad ha establecido por la

ordenanza sancionada el 1
•"> de marzo del corriente año, que a partir

de 1920 no habfá otras épocas para los exámenes que las de diciem-

bre y marzo.
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ESPÍRITU DE LOS ALUMNOS

La Facultad se complace en reconocer el excelente espíritu de orden,

disciplina y estudio que caracteriza u los alumnos de este año de la

Facultad.

Reina la «leseada cordialidad entre estudiantes y autoridades, y

éstas proceden con toda prudencia y cariño a facilitar la vida del

alumno.

El mejoramiento de la enseñanza por la acción de los profesores

contribuye a este bienestar, pues la población escolar se encuentra

satisfecha del resultado de su asistencia espontánea a clase.

NUEVAS REFORMAS

La Facultad se ocupa de estudiar nuevas reformas para la organi-

zación y desarrollo de la enseñanza, que serán adoptadas sucesiva y

prudentemente para no comprometer su éxito ni introducir tampoco

cambios demasiado bruscos que perturben su marcha. Tales son los

trabajos prácticos, de seminario, museo jurídico y nuevas cátedras.

ASISTENCIA A CLASE

El número de alumnos inscriptos en la Facultad ha disminuido en

1919, con relación a los años anteriores, según lo revelan las estadís-

ticas acompañadas. Por otra parte, la asistencia ha dejado de ser com-

pulsiva; sin embargo, es mayor que otros años. Asisten semanalmente

a las clases un término medio de 3000 personas entre alumnos y pú-

blico. Los alumnos llegan presurosos demostrando un vivo interés por

ser puntuales en la asistencia a clase, y durante los meses de abril y

mayo el término medio de 2800 alumnos semanales, se ha sostenido.

Los profesores no ocultan su satisfacción por este estímulo que les

discierne la población escolar, y el Consejo se felicita de que la nueva

organización haya despertado el interés de la juventud estudiosa en

la forma que ha ocurrido.

A fin de poder juzgar la importancia déla cifra de 2800 asistencias

semanales, debe tenerse presente que hasta el 30 de abril solamente
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tenía la Facultad (iOO alumnos inscriptos. Si se recuerda que una

parte de estos alumnos no vive en la capital sino en la campaña y en

las provincias, los que sólo asisten en época de exámenes, se adver-

tirá que la espontaneidad de la asistencia es notable y va gradual-

mente en aumento. Ella será mucho mayor cuando se dé la debida

publicidad por medio de avisos en los diarios, al ofrecimiento que la

Facultad hace al público de sus servicios.

NOMBRAMIENTO DE PROFESORES ADSCRIPTOS Y SUPLENTES

El artículo 47 de los nuevos estatutos universitarios establece qiie

« los profesores suplentes serán nombrados según el procedimiento

uniforme que los consejos directivos de las facultades establezcan »,

de acuerdo con el inciso 4o del artículo 32, con aprobación del Con-

sejo superior.

El inciso 4° del artículo 32 establece que corresponde al Consejo

directivo « nombrar suplentes, de conformidad con lo dispuesto en el

artículo 47 ».

El sistema de adscripción previa, creado por la nueva ordenanza,

tiene por objeto ofrecer a todos los (pie deseen aspirar a la noble tarea

del profesorado, la oportunidad de demostrar sus aptitudes.

La Facultad ha considerado prudente exigir, por ahora, que los

aspirantes dicten dos conferencias mensuales, durante seis meses, de-

biendo a ese efecto ponerse de acuerdo con el profesor titular. Luego

deberá presentarse un trabajo sobre un tema del curso, (pie estudiara

la comisión de enseñanza y, con el informe de ésta, el Consejo resol-

verá, por dos tercios de votos, si se confirma al adscripto en su cargo.

La confirmación lo habilita para dictar cursos libres o conferencias

en el curso oficial, previo acuerdo con el profesor titular y autoriza-

ción del consejo.

Cuando llegue la oportunidad de designar profesores suplentes, la

Facultad elegirá entre l<>s adscriptos confirmados, es decir, entre los

• pie hayan dado una demost ración práctica de sus aptitudes docentes.

porque ei una verdad consagrada por la experiencia, la necesidad de

esa prueba en la cátedra, que podría llamarse de ensayo.

Sólo en el ca.-o de no existir profesores adscriptos conlirmados o de

no obtener éstos la mayoría absoluta requerida para sn oombramien-
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to, la Facultad llamará ¡i inscripción de candidatos para proveer la>

suplencias.

En este caso se exige para la designación el quorum <le diez conseje-

ros por lo menos, y el voto favorable de dos tercios de los presentes.

La Facultad desea, en cuanto es posible, hacer una carrera del pro-

fesorado, que se alcance por el esfuerzo propio y el amor al trabajo,

condiciones que enaltecen y dignifican, por el mérito (pie encierran y

porque son su estímulo y un ejemplo pava la juventud que se educa en

sus aulas.

ASISTENCIA DE PROFESORES

Ha quedado regularizada esta asistencia, notándose puntualidad

satisfactoria en los cursos de 1910.

Durante los exámenes, sin embargo, la asistencia dejaba que desear.

La Facultad adoptó medidas en la ordenanza ya comunicada a ese

Consejo superior, tendientes a que sus actos iniciales sean debida-

mente concurridos.

estadística retkospectiva

Ha parecido oportuno a la Facultad estudiar el movimiento de su

población estudiosa durante la última década. En consecuencia, se

lian formulado los cuadros marcados con las letras A, B, C, D y E.

El cuadro A contiene el detalle de los alumnos que han pretendido

ingresar a la Facultad, el de los (pie lo han conseguido y el de los ve-

probados durante los últimos diez años. Descomponiendo las cifras.

se obtiene el siguiente resultado por a fio :
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El porcentaje de reprobados durante los exámenes de marzo de

1919 responde a las medidas de reorganización y selección adoptadas

poi la Facultad con arreglo al nuevo estatuto de 1918.

Los cuadros ByC expresan el movimiento de exámenes generales

de la Facultad, en sus diferentes carreras y por año.

He aquí su resumen :

litio 2.833

1911 3.919

1912 2.602

1913 3.082

1911 3.201

1915 3.726-

1916 4.592

1917 4.341

1918 4.614

1919 762

Totales 33.172

A la suma total de reprobados habría que agregar la cifra de 197,

que son los alumnos que abandonaron el examen o no se presentaron

al mismo.

El porcentaje de reprobados correspondiente al año 1919 sólo com-

prende el de los exámenes parciales de marzo de este año. Para tener

el porcentaje total del año será necesario esperar los exámenes de ju-

lio y de diciembre próximos.

La clasificación de exámenes en los diez años fué la siguiente :

Bxámenea

Sobresaliente* 1.746

Distinguidos 8.372

Buenos 10.556

Recalares 6.157

NOTARIADO

Durante los misinos diez años presentáronse 892 personas a losexa

Wes «le la caliera de notariado, de las ojie fueron desaprobadas 353.

230
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DIPLOMACIA

En igual período presentáronse 390 alumnos a rendir pruebas de

la carrera diplomática, reprobándose a 96.

Mientras el Poder ejecutivo nacional no acuerde a los egresados del

curso de diplomacia de la Universidad, la preferencia que le ofrecen

varios decretos de administraciones anteriores y de la presente, estos

estudios despertarán menor interés. Ya en el coiriente año se nota

una gran diminución de alumnos.

El cuadro C contiene el detalle de los exámenes.

En resumen, la Facultad ha examinado durante diez años 8636

alumnos, que rindieron las 33.172 pruebas mencionadas. Sobre el

total expresado de alumnos examinados, hubo 4045 reprobados.

El cuadro D da el total de graduados en diez años en la siguiente

forma :

Abogados

1909 98

1910 132

1911 97

1912 101

1913 121

1914 101

1915 82

191(¡ 96

1917 111

1918 152

Total dé graduados.. 1.092

Si se compara el total de graduados que precede con la cifra de

alumnos examinados, resulta una diferencia de 7548 alumnos que no

han terminado su carrera: y como la cifra de aprobados en exámenes

parciales es reducida y muchos de éstos fueron al fin aprobados, la

causa de este fenómeno debe explicarse por el abandono de los estu-

dios que sucesivamente han hecho los estudiantes que ingresaron mal

preparados a la Facultad y no pudieron sobrellevar las dificultades de

los estudios.

El cuadro I) expresa las edades en que se han graduado los estu-
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diantes de la Facultad, las que varían entre los 18 y los 4¡J años.

Corresponde la mayor cantidad de graduados a las edades compren-

didas entre los 21 y 29 años. El máximo de graduados corresponde a

la edad de 24 años, el mínimum a la de 18.

Estas estadísticas son de la mayor importancia, pues vienen a ree-

ducar el concepto vulgar, que se ha hecho, sin embargo, carne en la

opinión pública, de que la Facultad de derecho estaba creando un

proletariado intelectual. La cifra de 1092 graduados en diez años, da

un término medio de 109 profesionales por año, cantidad moderada

en relación al número de habitantes de la república, desde que esta

Facultad recibe alumnos de toda ella.

Las menores facilidades que encontrará el mal elemento universi-

tario en la nueva organización y disciplina establecidas en la Facul-

tad. se traducen ya por una notable selección y diminución de alum-

nos, lo que significará una diminución de graduados. Una vez más

queda comprobado que el titulado problema del proletariado intelec-

tual no existe, pues evitarlo es una simple cuestión de organización y

disciplina interna de los institutos de enseñanza.

El procedimiento de selección, por otra parte, está demostrado por

las estadísticas; y si bien una parte de los elementos aprobados no

tiene aún toda la preparación requerida, débese esta circunstancia a

las conocidas deficiencias de la enseñanza secundaria. A medida que

ést;i mejore la preparación de sus alumnos las estadísticas de la Fa-

cultad de derecho serán más satisfactorias.

MOVIMIENTO FINANCIERO

La Facultad de derecho es el instituto universitario de la capital

que tiene el presupuesto menor, con excepción déla Facultad de filo-

sofía y letras.

He aquí las cifras comparadas para el año 1918 :

Facultad de filosofía y letras * 309. 500 »

Facultad de derecho v ciencias sociales 253.040 »

Facultad de ciencias módicas # 7Ü7.K.O »

Hospital de clínicas 497.fiOQ » 1.904.780 »

Facultad de ('¡curias i\actas. tísiras \ nat lira Ir- . . 171.7'iO »

Facultad de agronomía y veterinaria n¡
-2.i7i L9

Facultad de ciencia* económicas 198.640 »

ANAL. FAC I>K IíKIí. — T. XX II
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Si se recuerda que en-1914 la Facultad gastaba 382.000 pesos y <)u«'

en 1918 solamente ha gastado 286.000, se ve que ha disminuido sus

gastos eu 100.000 pesos en el último quinquenio, según el cuadro E¡

que se acompaña. Sin embargo, el valor de todos los servicios ha au-

mentado. Esta apreciable diminución en los gastos ha resentido todos

los servicios de la Facultad, al extremo de que hoy ella es un insti-

tuto en ruinas, en que hasta el mobiliario está destruido. Si bien los

consejos han tenido la idea de no gastar en la esperanza de poder tras-

ladarse pronto al nuevo local, esta esperanza se aleja por las razones

expresadas en esta Memoria, y sei'á necesario, por consecuencia, pro-

veer de fondos a la Facultad para reponer sus muebles y asegurar la

eficacia de los más esenciales de sus servicios.

La Facultad ha podido gastar, según presupuesto, durante diez

años, la suma de 2.996.651 pesos y ha invertido solamente la de pesos

2.799.044, lo que da una diferencia de 197.607 pesos, no gastados.

La suma invertida de pesos 2.799.044 no ha podido ser cubierta

por los derechos que pagan los estudiantes. El déficit durante diez

años ha sido considerable. Los derechos pagados por los alumnos im-

portaron pesos 1.710.711. El déficit es, pues, de pesos 108.833,33.

Dividiendo la suma gastada de pesos 2.799.044 en diez años, por"

los 1092 alumnos graduados en el mismo período de tiempo, resulta

(pie cada abogado costó pesos 2.563,22 a la Facultad.

En las partidas anteriores no se ha computado pesos 100.000 reci-

bidos por la Facultad en 1910 y 1911, a razón de pesos 50.000 anua-

les, para pagar profesores suplentes, ni la suma de pesos 589.176,71

entregados por el Poder ejecutivo directamente a la Facultad para la

obra del nuevo edificio.

CONCLUSIÓN

La Facultad de derecho espera que el señor rector y el Consejo

universitario se dignarán prestar, alas indicaciones de esta Memoria,

la atención benévola con que siempre han favorecido a este instituto.

El Consejo, por intermedio del decano que subscribe, ofrece sus sa-

ludos al señor rector y a los señores miembros del Consejo universi-

tario.

E. S. Zeballos.

José A. Quirno Costa.
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Planilla A. — Exámenes de ingreso
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Planilla B. — Exámenes de abogacía
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EXÁMENES I)K ABOGACÍA (CotltfotHán)

Reculares

Exámenes
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Planilla 15. — Exámenes de notariado
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KXAMK.XKS l>K NOTAIUADO (i onclusi

Primero.
Segundo
Tercero

.

Coarto .

Quinto .

Sexto. .

.
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í'i.AMi.i.A 15. — Exámenes de diplomacia
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EXÁMENES DE DIPLOMACIA (OoneUuión)

trímero.
Segando
Tercero .

Cuarto .

«¿Ilillto .



ANALES DE LA FACULTAD DE DESECHO

i'i.wii.iA G: — Resumen total de exámenes
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Planilla E. — Ingresos de la tesorería de la Facultad

1909

1910. . ..

1911....

1912....

1918....

1914....

i!tir>....

1916....

1917....

1018....

Totaleí

il ¡eludes anuales asignadas a la Faeiiltad de derecho
por la universidad nacional de Buenos Airea

170.720

183.320

184.040

263.600

260.260

268.580

266.740

256.640

254.840

253.040

Partidas
especiales

25.879 »

27.1113 »

31.217.50

52.518.23

11 8. (¡(¡9.73

115.471.(59

61. 122. 11

88.050 »

49.(540 »

(54.390 »

196,

210.

215.

316

,

378,

384.

328.

344.

304,

317.

599 »

933 »

257.50

118.23

929.73

051 . (59

1(52 . 44

690 »

480 »

430 »

634 . 271 . 59 2 . 99(5 . (¡51 . 59 2 . 799 .043 .48 1.710.711

Inversión

de los fondos

recibidos

180.495 »

189.707.50

218.049.25

280.134.49

314.220.39

382.355.15

318.252.44

377.755.19

296.846.08

28(5.228.99

Derechos
generales
alionados
por los

estudiantes

08.804

97. 15(¡

131.233

145.137

177.377

208.762

229.969

246.841

212.590

Federico E. lioero.

Oficial 1".

Discurso del decano doctor Estanislao S. Zeballos, en la inauguración

de los cursos de 1919

Señores consejeros :

Señores académicos y alumnos

Os doy la bienvenida a nuestro hogar intelectual, cronológicamen-

niente viejo, pero siempre juvenil por la renovación incesante de sus

mentalidades y de sus ideales.

Hoy comenzamos la primera jornada de la nueva vida, porque

nuestra labor de octubre a febrero ha sido preparatoria, de organiza-

ción y de ensayo. No puede ser juzgada por errores o deficiencias al

aplicar de sorpresa el régimen universitario adoptado en 191 S. Pero

la jornada <)ue hoy tengo el honor de inaugurar en vuestro nombre,

compromete toda nuestra responsabilidad, origina esperanzas inter-

nas y externas y pondrá a prueba, sin excusas ni atenuaciones, las
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aptitudes comunes. El año será también pov eso de prueba definitiva

para la Universidad de Buenos Aires, que practica un sistema sin

precedentes.

LA REORGANIZACIÓN

No es tarea que pueda cumplirse en breve tiempo, la de reorgani-

zar un instituto de esta naturaleza. Requiere, desde luego, una labor

obscura y menor, para establecer orden y disciplina en la administra-

ción interna : será una obra sucesiva. La Facultad está gobernada por

el Estatuto universitario, por su propio reglamento general y por un

centenar de ordenanzas y de resoluciones dispersas del consejo, cuando

7io verbales, ignoradas, en desuso o que responden a intereses transi-

torios, y de una aplicación por lo mismo difícil y a veces imposible.

No existe siquiera un índice, y a menudo debemos apelar para sa-

ber de ellas, al recuerdo personal de algún subalterno antiguo. La

comisión de reglamento tiene el encargo de compilar, de depurar y

de concordar esas disposiciones, para publicar un digesto (pie facili-

tará nuestra marcha administrativa y docente, hoy entorpecida o per-

t ni bada a menudo por dudas y reclamaciones, que provienen a veces

de la falta de conocimiento de aquellas disposiciones.

En el orden financiero el Consejo ha introducido serias economías,

en el sentido de aplicar, con mayor provecho para la enseñanza, la

parte escasa de nuestros copiosos recursos que la Universidad nos re-

serva : y estamos moviendo la obra necesaria e inaplazable del nuevo

edificio.

Los Anales llenarán su objeto reflejando exclusivamente la activi-

dad mental de este instituto: y se dará impulso a la demorada publi-

cación de las o lúas de los profesores.

El Estatuto universitario de 1918 reclama un nuevo reglamento

de la Facultad: y de esta obra se ocupa el Consejo, esperando el di-

gesfo que será su base natural.

NL'KVO REGLAMENTO DB EXÁMENES

La Facultad ha sancionado un nuevo reglamento de exámenes, que

eera* impreso como introducción a cada programa.
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Es dna medida oue ofrece grandes ventajas. Abiertos los cursos,

profesóles y alumnos conocen con anual anticipación todos sus dere-

chos y deberes, y deben consagrarse a llenarlos, en la inteligencia de

que el Consejo tiene el propósito de no hacer reformas o concesiones

<|ue serían infundadas.

ELECCIÓN DE CONSEJEROS

En octubre, los alumnos que forman la asamblea universitaria

deben elegir siete consejeros, para llenar las vacantes determinadas

por renuncias y por el sorteo que será oportunamente practicado.

Para que el acto electoral no perturbe la marcha regular de la Fa-

cultad, ni vuestros estudios, os convoco desde ahora a reuniros en

asamblea primaria de estudiantes, a los efectos del artículo 26 del

estatuto, el dia 17 de octubre, y para la asamblea de profesores y de

alumnos electores de consejeros, el día 22 de octubre.

REFORMA DE LA ENSEÑANZA

El plan que tuve el honor de sugerir en mi discurso inaugural del

primer Consejo elegido por la asamblea de la Facultad, ha sido bené-

vola y juiciosamente considerado, aconsejado y aprobado por sus au-

toridades.

Está, pues, en ejecución y su éxito depende de una nueva combina-

ción de factores : el profesorado, los estudiantes y el público.

La asistencia a clase ha dejado de ser obligatoria para los alumnos

inscriptos; solamente lo será para los profesores. A su turno, el pú-

blico ha sido llamado a frecuentar las anchas fuentes de ilustración

jurídica que le ofrece la Facultad.

El auditorio numeroso y hondamente interesado en las materias,

es condición fundamental de la reforma. El profesor recibirá un ho-

nor, y bajo su estímulo trabajará y ahondará su preparación. No se-

rán sus jueces los grupos reducidos de buenos estudiantes de cada

disciplina : lo será la opinión pública.
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CONCURSO 1)K LA PRENSA

Para consumar con eficacia esta parte de la reforma y de la nueva

vida universitaria necesitamos la colaboración de la prensa : y justo

es agradecer la exceleute orientación critica con que acompaña este

experimento, defendiéndose de los intereses personales que a menudo

intentan desviarla.

La prensa es, en este tiempo, el elemento más decisivo de educación

colectiva: y por consiguiente, es parte en la marcha de los institutos

primarios y superiores.

En nuestro país no existe todavía prensa, sino grandes diarios, que

colaboran en orden abierto a los destinos comunes. Este estado es

fruto natural de la desorganización y de la anarquía social y política

que prevalecen en nuestra época. Pero existen diarios serios. Sea una

de sus mejores obras la que ahora realizan, al contribuir al orden,

disciplina y eficiencia de la reforma universitaria.

ASISTENCIA DE ALUMNOS

Además de la cooperación pública, pedimos la asistencia a clase de

nuestros alumnos inscriptos. Ella no es obligatoria ; pero es doble-

mente necesaria.

Ló es como un homenaje a la labor y al patriotismo de los profe-

sores, para muchos de los cuales la función no es decorativa, sino un

sacrificio.

Lo es también por decoro y por conveniencia personal de cada

alumno,. No se ingresa a una Universidad inconscientemente, cual van

los ¡litantes a la escuela, sacados del hogar como un alivio, sino con

un alto concepto paterno de educación que prepara su porvenir.

TampOCO se llega a estos altos institutos de cultura colectiva y de

gobierno', a la vez que de honra para las familias y de bienestar indi-

vidua!, con el ideal indecoroso del nial alumno con quien sostuve

sace años este diálogo :

« — Yo leo con los ojos; pero mi pensamiento está en otra parte...

« —
; Por "pié se empeña usted, entonces, en seguir la carrera .'
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« — Poi(iuc mi tío, el senador por X, me dará un buen empleo cuán-

do rae reciba... »

¡ No, por Dios! A(|iií se viene a trabajar, a saber, ¡i prepararse

para ser útil a la sociedad, a la república y en último término a sí

raismo. Se asciende a estas aulas por el deber de ser algo en la col-

mena y por el sentimiento de la responsabilidad que deriva de la po-

sición mental. Vosotros ingresáis a ellas, pues, con convicciones, con

propósitos serios y con la voluntad de cumplir dignamente.

No podemos trataros como a niños de escuelas o de colegios me-

nores. Sois bombres, sois caballeros, mañana seréis nuestros pares, y

estáis obligados a conduciros como tales. Debéis, por consiguiente,

trazaros un plan, metodizar vuestra vida, trabajar, investigar, ate-

sorar, meditar: y para todo ello, como el caminante nocturno, necesi
:

tais luces, guías, pilotos seguros. Ellos son los profesores. Escucbar-

los, utilizar sus cursos y sus consejos, estiran larlos, agradecerles, hon-

rarlos, son razones morales y prácticas (pie aconsejan la asistencia

voluntaria a las aulas.

Y es también una exigencia del interés de cada alumno. La asis-

tencia a clase atenta y digerida, asegura por sí sola el éxito del exa-

men. El alumno está'en contacto con el profesor, crea un vínculo de

recíproca consideración, sino de afecto, que lo ampara en los trances

difíciles, se habitúa al vocabulario de la disciplina y a la manera de

plantear y de resolver sus cuestiones y sus dificultades.

La experiencia dice que la mayor parte de los reprobados son alum-

nos que no asisten a clase, que no están familiarizados con la materia,

que no saben siquiera qué libros conviene estudiar, cuáles deben ser

eliminados, y que a menudo no leen libros sino malos apuntes, igno-

ran el valor de las preguntas del programa, y ni siquiera las lian

leído todas.

Esta clase de elementos, cuya existencia be comprobado personal-

mente, os lo digo sin vacilar, con energía, debe eliminarse voluntaria-

mente de la casa. No tienen derecho a llamarse alumnos universita-

rios, que ello comporta un alto y honrosísimo título. No os sorpren-

da esta aspereza de lenguaje. Nuestro país necesita honrar el culto de

la verdad en todas las funciones públicas.

Por consiguiente, si asistir a clase es una condición esencial para

•conseguir un noble fin universitario, la asistencia voluntaria es una

cuestión de decoro intelectual y de interés personal para cada estu-
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(liante, con excepción de los razonablemente impedidos, que deben

suplir l;i inasistencia por medios excepcionales.

Pero además de la asistencia voluntaria, os recomiendo que dedi-

quéis por lo menos dos horas de cada día hábil a los estudios, y en-

tonces veréis cuan agradable y honroso es dar examen a cubierto de

sobresaltos y de sorpresas.

INTERVENCIÓN DE LOS ALUMNOS EN EL GOBIERNO UNIVERSITARIO

La intervención de los alumnos en el gobierno universitario es se-

guida con ansiedad pública, por unos con esperanza, con exeepti-

c i sino por otros.

Conocéis críticas autorizadas que consideran destruida la eficacia

de las facultades por la intervención de los alumnos en su gobierno,

por sus repetidas |)eticiones y por la presión, a veces desordenada,

con que las acompañan.

La vida naciente de la reforma ha sido criticada, atribuyéndose a las

autoridades electivas debilidades e inhibiciones en el ejercicio de la

autoridad directiva, bajo la exigencia de los alumnos.

Se ha dicho (pie los estudiantes quieren obtener títulos sin trabajo

y que tal es el fin de sus frecuentes peticiones. Dedúcese que dobla-

ríamos así el proletariado intelectual con el charlatanismo inmoral,

como única finalidad universitaria.

Acojo con simpatía estas críticas. Es una fuerza coadyuvante, a la

malicia de como la resistencia del aire hace posible las maravillas de

la navegación aérea. No debemos desoirías, consejeros y alumnos;

pero a la vez conviene examinar nuestros propios actos.

La crítica no es aplicable a esta Facultad, sino en algunos detalles

>in trascendencia. Sus alumnos no han excedido en sus peticiones loo

límites de la prudencia. Ellas fueron fundadas a menudo en rutinas,

en la falta de oigan ¡/.ación preexistente. Tenían, pues, un fondo de ra-

zón o buscaban la continuación de corruptelas reglamentarias, frutos

de causas transitorias.

La Facultad tenía al frente dos caminos ¡ o extiparlas de cuaje», en

plena agitación universitaria y piíltlica, o proceder con tacto, dando al

tiempo, que fecunda todo lo bueno, su parte de colaboración. V de

esta suelte, concediendo lo fundado y negando lo excesivo, hasta (pie

ANAL. KA( . i>k MR. — r. XX 4'J
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las nuevas ordenanzas aclaren y afiancen todos los derechos y todos

los deberes, la Facultad procedió con acierto y marcha sólidamente.

Estudiantes y consejeros coordinaron las respectivas acciones di-

rectivas, que aseguran para nuestra casa el orden, el respeto recípro-

co, la justicia y la eficacia de los estudios.

No fracasará, pues, la reforma universitaria de la Facultad de de-

recho, cuyos estudiantes y autoridades lian entrado en plena armonía

en el período de labor madura.

REPRESENTACIÓN DE LOS ESTUDIANTES

Debo indicar ahora algunas observaciones oportunas a la acción

gubernativa atribuida por el nuevo estatuto a los estudiantes.

Reproduzco el concepto de que nuestros alumnos son hombres obli-

gados a proceder seria e hidalgamente entre sí y en sus relaciones con

los de la casa. Éstas los consideran fraternalmente, como caballeros

de una misma orden, organizada para construir al bienestar social.

Por consiguiente, deben existir entre autoridades y estudiantes,

relaciones afectuosas y una confianza recíproca.

Si estos conceptos prevalecen, nuestra reforma florecerá
;
porque

ninguna dificultad parecerá insuperable.

Interpreto fielmente el espíritu de mis dignos y laboriosos com-

pañeros del Consejo y del profesorado, al afirmar que velan por los

derechos y por los intereses de los estudiantes, cerno si de cosa pro-

pia se tratara
; y que adoptarán todas las medidas que les sean soli-

citadas por ellos, que parezcan razonables y conducentes a darles

comodidad y facilidades para que logren sus esfuerzos, sus estudios y

sus aspiraciones.

Los estudiantes a su vez, deben disciplinar y unificar su pensa-

miento y su acción dirigente. Eviten las improvisaciones, a veces

apasionadas, que opeYan sobre peligros y obstáculos imaginarios

;

mediten sus peticiones, de modo que no las desautorice su falta de

oportunidad o de fundamento
; y sobre todo, hablen las mayorías de

ellos legítimamente representadas, no minorías y grupos, sin autori-

dad, sin mandato y sin respeto a la probidad mental aveces, que ges-

tionando intereses de su propia falta de estudio, dañan los de la mayo-

ría seria v laboriosa.
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Es este un punto importante en el que debo insistir, como una

advertencia saludable para nuestros alumnos.

Con frecuencia se usa y abusa deplorablemente en nuestro país de

la representación de los estudiantes. Pequeños grupos la invocan sin

haberla recibido. Hablan de democracia y practican la oligarquía. Se

introducen en las imprentas, sorprenden a las direcciones de los

diarios, y el suelto de todas las mañanas simula grandes movimientos

estudiantiles, universitarios, políticos y hasta internacionales, que en

realidad no existen y que a las veces dañan a la Universidad y a la

Nación.

La gran mayoría de los estudiantes, dispersa, consagrada a prepa-

rar y a apresurar sus exámenes, desaprueba en silencio estos abusos.

Estos hechos son incompatibles con la nueva vida universitaria.

Los estudiantes no pueden actuar dignamente sino a través de una

organización seria que mantenga el orden, la unidad de representa-

ción y la disciplina de sus actos.

Debo decirlo francamente : nuestros estudiantes se conducen con dis-

creción y tengo confianza en su acción futura, ponderada y saludable.

HACIA LA AUTONOMÍA UNIVERSITARIA

La ley 1579 no ha sido, a mi juicio, interpretada con propiedad.

Ella evoluciona acentuadamente hacia la autonomía universitaria en

general y de las facultades particulamente, con límites leves.

La reforma de 1918 introdujo en el estatuto universitario el artícu-

lo 80 sobre jubilación de profesores. Su texto cause» perplejidad y

sus interpretaciones eran varias y discordantes entre sí. Inclinábanse

a pensar algunos (pie la Universidad debía pedir al Poder ejecutivo

que aclarara la disposición.

Tuve el honor de ser consultado al respecto por el eminente rector

de la Universidad, en sesión de decanos provisionales, durante el

período de la reorganización, y sostuve sin vacilar la autonomía de

las facultades, pan resolver sobre la materia en última instancia.

Opiné que una vez aprobado el estatuto por el Poder ejecutivo,

su interpretación y aplicación era de competencia exclusivamente

universitaria. Con la aprobación de la reforma terminaba la interven-

ción del Poder ejecutivo, según la lev del :'. <le julio de 1886.
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Esta opinión fué aceptada en la reunión.

Reorganizada definitivamente la Universidad, nuestro Consejo

consideró ana trascendental iniciativa de su laborioso vocal, doctor

1'iavones, qne reclamaba la autonomía de las facultades en materia

de iniciativa exclusiva en el nombramiento y separación de profeso-

res, con arreglo al artículo 30 de la precitada ley.

Estudiado el proyecto por la comisión respectiva y por el Consejo,

fué sancionado después de madura deliberación, comunicado a las

autoridades superiores y a las otras facultades y por todas aceptada

la interpretación final del artículo 80.

Ha sido ésta una justa y oportuna interpretación de la ley 1885,

(pie fija definitivamente la autonomía de las facultades en el punto

capital (pie se refiere a su personal docente y que boma a los viejos

profesores, para quienes la consideración de las autoridades, la grati-

tud pública y la veneración de sus discípulos nunca serán suficientes.

Nuevas interpretaciones de la sabia ley esperan la iniciativa de ésta

y de todas las facultades para acentuar la marcha hacia la autonomía

universitaria. Una de ellas se refiere al régimen financiero.

Las facultades están sometidas desde hace muchos años en esta

materia, a un sistema que no tiene fundamento legal a mi juicio y

que procede de una simple práctica establecida por inadvertencia o.

tal vez, por la falta originaria de inteligencia de la intensidad de pro-

pósitos de la ley Avellaneda, que procuraba avanzar en el sentido de

la autonomía de las facultades.

lia dependencia financiera en que éstas viven, es ilegal, ilógica y

entorpece a menudo su marcha, obligándolas a demoras y tramitacio-

nes cuando se trata de necesidades imprevistas, de los gastos más

urgentes y aun menores.

Los fondos que el presupuesto destina a las facultades, quedan, de

acuerdo con el Estatuto, a las órdenes del rectorado, sin cuya tirina

aquéllas no reciben fondos para atender sus servicios.

La experiencia ha demostrado con frecuencia los inconvenientes

del sistema.

La ley estatuye sin embargo, claramente lo contrario. El artículo

I o
, inciso 4 o

, dice: «Cada Facultad... dispondrá de los fondos uni-

versitarios que le han sido designados para sus (jastos», lo cual es facul-

tad autonómica.

El Estatuto universitario, artículo 14, inciso 18°, atribuye al Con-
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scjo superior la función de sancionar el presupuesto anual de la

Universidad.

No lo faculta a disponer de los fondos <jue en dicho presupuesto

corresponden a las facultades.

Mi tesis puede, por consiguiente, enunciarse así :

Sancionado el presupuesto universitario por el Consejo superior, sus

fondos pasan a las facultades para </ue dispongan de ellos. (Ley 1885,

art. I o
, ín 4 o

.)

Las facultades no disponen actualmente de las sumas anuales que

se les votan. El rectorado las conserva a sus órdenes y las distribuye

entregando un cheque mensual, a cuya firma queda subordinado todo

el funcionamiento financiero de aquéllas.

Las facultades, en resumen, son simples agencias, pagadoras auto-

máticas de las planillas mensuales que deben pasar al rectorado, con

una tramitación morosa y contraria a la autonomía que la ley les

atribuye.

Por otra parte, es imposible administrar con éxito las facultades,

sujetándose a la inflexibilidad de aquéllas planillas, y en tal depen-

dencia respecto de los recursos.

Todas las reformas, progresos y bienestar que corresponden a las

facultades, aconsejadas o exigidas por la práctica diaria, son imprac-

ticables <> se realizan lentamente, a la espera de las tramitaciones re-

cordadas, ante una autoridad superior (pie carece de las atribuciones

centralizadas que ejerce.

Mi segunda proposición sería, pues, esta :

Las facultades deben reivindicar SU libertad ¡xtra disponer de la suma

global (¡iie les haya sido designada para sus ¡/asios, con arreglo al plan

de estudios ij a las responsabilidades establecidas por los Estatutos ¡/ ¡nu-

la leu general de contabilidad de la Xacióu.

Bu liu. mi tercera proposición, sería la siguiente :

Cada Facultad debe percibir
i/ gastar sus propias entradas. I.as (fue

no perciban lo suficiente ¡>ara costearse, recibirán el déficit del snbsibio

universitario.

Así. la Facultad de derecho viviría con holgura y tendría anual-

mente un considerable sobrante, que se aplicaría a sn nuevo edificio.

Actualmente sus entradas cubren el déficit de otra.- facultades, mien-

tras que ella carece materialmente de casa para funcionar, a punto

que nos veremos obligados a «dbir más alumnos por falta de
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sitio en las pequeñas aulas y de piezas para habilitar otras. La biblio-

teca se desborda ya en lo» corredores, la secretaría no tiene espacio

y el decano carece de local.

La solución que me permito recomendar al estudio de ésta y de

todas las facultades, importaría una nueva y trascendental jomada

hacia la autonomía universitaria total, que ya no depende sino de tus

retoques de la ley de 18X5, profunda y sagazmente inspirada pin esa

suprema finalidad : y de que el Congreso dote a las universidades

con tierras públicas y rentas, autorizando a las facultades a disponer

de las que recaudan.

COOPERACIÓN SOCIAL

En un país dirigente, no sería tolerable que un decano de Facultad

universitaria se lamentara de la falta de cooperación y basta de ht

acción negativa de una parte de los hogares, en el propósito de elevar

el carácter y de asegurar el porvenir de sus propios lujos.

Es indiscutible que una parte de la sociedad argentina está en crisis

de disciplina de ideas y de ideales. Naturalmente, este estado de cosas

se refleja en las universidades.

Necesitamos, sin embargo, que los padres dirijan, moderen y vigi-

len a sus hijos estudiantes. Di ríase que muchas familias no valoran los

estudios y aspiran al título solamente, bien ganado si es posible, o mal

ganado, título por cualquier camino. Se repite así el verso de Hora-

cio respecto de los jóvenes que iban a buscar fortuna a las colo-

nias : «Haz dinero, hijo mío, honestamente, si puedes, y sino... haz

dinero... »

Deben saber tales padres que no es posible dar examen y obtener

aprobación, dedicando dos meses o menos tiempo al fin de curso

a varias asignaturas abstrusas, alternando con excursiones a sierras

y balnearios.

He oído con pena decir a algunos padres, infundadamente orgu-

llosos de sus hijos : « ¡ Fulanito, es muy inteligente ! Le bastan quince

días para preparar el examen».

Otros, y no son pocos, consideran que bastan el apellido o la influen-

cia social o política para pasar y hacer carrera : y no meditan sobre

la lección anual, que entrega con frecuencia las medallas de oro a los
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humildes, a los que trabajan y serán los dueños de nuestro futuro

político y económico, mientras que los nombres dorados por el relie-

ve social no están inscriptos a menudo en las facultades o pasan en

ellas desapercibidos, cuando no caen reprobados : ellos, (pie tienen

todos los recursos, todas las facilidades y el tiempo libre para honrar

a sus familias y a su país !

Necesitamos que los hogares se interesen en nuestros afanes, en

honor de sí mismos y en beneficio de sus hijos.

Pedimos que detrás de nuestros estatutos, reglamentos, Consejo y

profesorado, actúen enérgicamente los padres.

Que la obra de la cátedra no se esterilice en el seno de los hogares

vanidosos y efímeros.
¡
Que ellos se corrijan también y honren y

fecunden y robustezcan nuestros empeños y los del Estado, por for-

marles hombres superiores y tal vez gloriosos !

Señores Consejeros,

Académicos,

Profesores y alumnos :

Con la seguridad de que a todos os anima el mismo anhelo de con-

tribuir desde estas aulas históricas ni engrandecimiento de la Repú-

blica, declaro abierta la Facultad para la jornada de 1919.

III

Misión universitaria del doctor A. L. Palacios

Con motivo de su visita a las universidades del Peni, el profesor de

esta Facultad doctor Alfredo L. Palacios fué objeto de las demostra-

ciones de que dan cuenta los telegramas y notas siguientes:

DáctOT h'xtaiiixlao Xrhallos:

Inicuos Aires.

Federación estudiantes Peni ofrece ilustre decano Facultad derecho

universidad Únenos Aires sincero homenaje simpatía nombre juven-

tud peruana y hónrate comunicarle celebración solemne recepción
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profesor esa Facultad doctor Alfredo L. Palacios cuya notable actua-

ción crea vínculos indisolubles Universidad Buenos Aires y estudian-

tes Peni.

Chueca,
Presidente.

Chueca, presidente Federación estudiantes :

Urna.

Saludo estudiantes juventud del Perú. Agradezco honroso recuerdo

y merecidas distinciones al colega Palacios, que reaniman simpatías

entre dos naciones.

E. S. Zeballos.

Buenos Aire», 10 de mayo de 1919.

Lima, mayo 22 de 1919.

Zeballos, Facultad de derecho.

Comunicóle que doctor Palacios catedrático Facultad de que es

usted ilustre decano fué incorporado miembro honorario Facultad

ciencias políticas administrativas.

Manzanilla,
Decano.

Buenos Aires, mayo 22 de 1919.

Manzanilla, decano Facultad ciencias políticas.

Lima. Perú.

Agradezco. Comunicaré Facultad merecida distinción acordada a

nuestro distinguido colega Palacios.

Zeballos,
Decano.

Cuzco, .junio 11 de LUÍ).

Decano Facultad de derecho :

Buenos Aires.

Incorporóse catedrático honorario derecho Alfredo Palacios.

GrlESCKE,

Rector Universidad.
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Qieseke, rector Universidad'

Cuzco.

Agradecemos honores tributados distinguido colega Palacios.

Zeballos.

Buenos Aires. 12 de junio de lili!).

Lima, a 24 de mayo de. 1911).

Señor doctor Estanislao Zeballos, decano de ¡a Facultad de derecho.

Buenos Aires.

Señor decano :

Aprovechando el regreso a su patria, hemos rogado a nuestro ilus-

tre huésped y miembro honorario de la Federación de estudiantes

del Perú, doctor Alfredo Palacios, os lleve el saludo de los estudian-

tes peruanos a vos y a los señores catedráticos de la Facultad de que

sois digno decano.

Nos es particularmente grato que sea el doctor Palacios quien os ex-

prese nuestros afectuosos sentimientos, pues él, en su corta pero inol-

vidable permanencia entre nosotros, lia sabido crear vínculos morales

poderosos, que lian de producir efectiva y perdurable solidaridad

entre las universidades argentinas y peruanas.

Quiera el señor decano, en esta ocasión, aceptar las seguridades de

nuestra mayor consideración y respeto.

Felipe Chueca,

luán Luis Mcrcadoll. — Luis G. García Arrese,
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IV

Misión universitaria del doctor J. L. Suárez

Buenos Aires, noviembre 29 de 1919.

Señor vicedecano de la Facultad de derecho y ciencias sociales, en ejer-

cicio del decanato, doctor Mario Sáeu:.

Tengo el agrado de dirigirme al señor vicedecano remitiéndole, en

copia legalizada, una nota recibida de la Facultad libre de ciencias

jurídicas y sociales de Río de Janeiro, en qne comunica a este recto-

rado la designación del doctor José León Suárez como profesor hono-

rario de la mencionada Facilidad, en consideración a su actuación des-

tacada en la política de aproximación intelectual entre el Brasil y la

República Argentina.

Saludo al señor vicedecano con mi consideración distinguida.

Eufemio Ubali.es.

11. Colón.

Facultarte livre da Ciencias jurídicas e soases

de K¡<> «I» Janeiro

Búa do Csttete, número -J4:¡

Ein 30 de ¡i<í(*to de 1919.

Erelentissiino senhor dontor Eufemio Vballes M. 1). Eeitor da l'nircr-

sidade de Buenos Aires.

Tenlio a honra de comunicar a V. Ex. que em sessáo da congregarlo

de 2 de setembro do anuo próximo lindo, foi eleito professor honorario

desta Facnltade o senhor doutor José León Suárez, illustre professor

da universidade de Buenos Aires.

Com esse acto manifestou esta Facnltade a sua adhesfio a política

de approximacfio intellectual do Brasil e da República Argentina, ¡i

servico de cujo alevantado ideal se poz aquelle brilhante professor,

dirigindo a missiio universitaria que esteve neste paiz em o auno pas-

sado, e a que den táo grande realce.
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Rogo a V. Ex. que se digne transmittir esta conmuicacao a Facul-

tarte de direito e ciencias sociaes e a de ciencias económicas, a cujas

eongregacúes pertenece o sénior doutor José León Suárez.

Apresento a V. Ex. os protestos da minha umita alta consideracao.

Conde de Alfonso Celso,
Director.

Nómina del personal directivo y docente de la Facultad de derecho

y ciencias sociales

ACADEMIA

A eadém ico honora rio

D 1 Ruv Barbosa

Académicos

I) 1 José Nicolás Matienzo.

I) r Estanislao S. Zeballos.

Dr Luis María Drago.

l) r Raimundo Wilmart.

D r Francisco J. Oliver.

Dr Ernesto Qnesada.

I) 1 ' Ernesto Weigel Muñoz.

l) r Antonio Bermejo.

I) r David de Tezanos Pinto.

D 1' Norberto Pinero.

D r Eduardo L. liidau.

D* Adolfo F. Ovina.

I) 1' Juan Agustín García.

I)' Antonio Dellepiane.

1)' Rodolfo Rivarola.

I) r Pedro Olaeclu-a v Alcorta.

Vicedecano

I) r Mario Sáenz

Consejeros

\V Tomás R. Callen.

I)
r Ramón S. Castillo.

I)
r Eduardo Prayones.

D» Tomás Jofré.

D r Mario liiavo.

I) r Ricardo A. Moreno.

I) r Eduardo .1. Ballricfa

I)' Alfredo Colmo.
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D' Mario Sáenz. I) 1 Jorge de la Torre.

D' Carlos F. Meló. \)< Alcidcs Calandrelli.

D 1 José León Suarez. D r Santiago Baque.

COMISIONES

Plan de estudios, enseñanza // programas

D r Mario Sáenz. ])' Tomás E. Callen.

Dr Eduardo J. Bullricb

Reglamento e interpretación

D r Carlos F. Meló. I)' Tomás R. Callen.

])'' Santiago Baque

Biblioteca

D r Alfredo Colmo. D 1' Tomás Jotré.

D r José León Suárez

Edificio

D r Carlos F. Meló. I) 1 Eduardo Prayoneg.

D 1' Mario Bravo

Director de los Anales: I) 1' Alfredo Colmo.

Secretario: D r José A. Quirno Costa.

Secretario de los Anales: D r Jorge Cabial Texo.

Oficial Io : 8r Federico E. Boero.

Oficial 2°: S 1' Eulogio M. Igartiía.

Contador: S 1' Serafín Tirone.

Encargado de la mesa de entradas: S r Francisco Etchepare.

Archivero: S r José Manuel Sánchez.

Taquígrafo dactilógrafo : S r José V. Servat.

Bibliotecario: S 1' Juan Sarrailh.

Subbibliotecario: S r Juan Arraidou.

Ayudantes bibliotecarios : Srcs Eduardo Barbageláta, Alfredo Bazo

Luis Quirno Costa.

intendente bedel: S 1' Manuel Lago.
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('ai los A. Becú.

Ramón 8. Castillo.

Juan Carlos Cruz.

Tomás R. Callen.

Alfredo Colmo.

Juan J. Díaz Arana.

Vicente C. Gallo.

Carlos II largaren.

Héctor Lafaille.

Carlos F. Meló.

Profesores titulares

Doctorado y abogacía

D* Leopoldo Meló.

Dr Rodoldo Moreno (hijo).

I) 1 ' Francisco J. Oliver.

Dr Jesús H. Paz.

D r Osvaldo M. Pinero.

D r Isidoro Ruiz Moreno.

D 1' Carlos Saavedra Lamas.

D r Matías G. Sánchez Sorondo.

D r Ricardo Levene.

D 1' Ernesto Weigel Muñoz.

Dr Estanislao 8. Zeballos

Diplomacia

I) 1' José León Suárez

])' Maximiliano Agnilar.

D 1 Jaan A. Figueroa.

I) 1 Félix Martín y Herrerí

Dr Esteban Lamadrid.

Notariado

D 1 Jaime F. de Nevares.

D 1* José S. Oderigo.

U 1' Francisco I. Oribe.

D r Enrique Rniz Guiñazú.

J'roth

I)' Amelio S. Acuña. D 1

D' Manuel B. de Anchorena. D r

I) r Daniel Antokoletz. D'

D 1 Ramón M. Alsina. D r

D' Tiistiin M. Avellaneda. I) 1

D' Alcides Calandrelii. I) 1
'

D' Pablo Calatayad. D r

I)' Máximo Castro. I)
1

D' Ricardo E. Cranwell. I)'

iv Ernesto II. Celesta. D*

D' Femando Cermesoni Dr

D r Jorge E. Coll. I)'

D' Nicanor A. <le Eli». D«

tupientes

Luis B. Estrada.

Juan A. González Calderón.

Dimas González Gowland.

Rafael Herrera Vegas.

Lindsay R. S. llolway.

Miguel L. dantas.

Elector Juliánez.

Guillermo E. Leguizamon.

Ricardo Seebei

.

Enrique üriburu.

Mariano de Yedia v Mitre.

Julio López Manan.

Matías Mackilay Zapiol*.
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I)
1 .Juan Ramón Mantilla. D r Juan Cavíos Bébora.

D r Agustín Nicolás Matienzo. D r Horacio C. Rivarola.

I) 1' Rómulo S. Naón. Dr José María Rizzi.

I) 1 Uladislao F. Padilla. D r Alejandro Ruzo.

I)' Alfredo L. Palacios. D r Rayraundo M. Salvat.

D r Luis A. Podestá Costa. D r Mario Vernengo Lima.

D 1 Enrique B. Prack. D' Carlos M. Vico.

I)
1 Silverio J. Protta. D r Alfredo N. Vivot.

D 1 Clodomiro Zavalía.

Diplomacia

l) r Mariano Molla Villanueva. D r Eduardo Sarmiento Lasjmir

Notariado

I)' David M. Arias. I) r Carlos C. Malagarriga.

D r Tomás Arias. D r Santiago Morello.

I) 1 Juan José Britos (hijo). D' Ricardo A. Moreno.

Dr Enrique Jorge. D r Atilio Pesagno.

Dr Osvaldo Rocha.

COLACIÓN DE GRADOS (1)

I

Discursos

DEL GRADUADO FAUSTINO J. LEGÓN

Señor vicedecano,

Señor rector del Colegio nacional.

Señores consejeros y profesores,

Señoras y señores :

De cierto que pocas veces la palabra se envuelve de más unción y

palpita con más ternura que en el instante melancólico de las despe-

(1) Recibieron el diploma de doctor en jurisprudencia, previa aprobación de

las respectivas tesis, los ex alumnos que siguen :
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elidas : parece como que los espíritus ante la próxima ineludible sepa-

ración se anudan, y por ello el adiós lleva consigo el íntimo dolor de

un desgarramiento. Y también, en verdad, la impresión halagadora

del arribo feliz a la soñada meta y al término que juvenilmente se

nos antoja siempre triunfal, pone en la voz la vibración enérgica, la

lumbre viva en los ojos, la plenitud en el alma : el ambiente parece

agitado por el júbilo victorioso de los metálicos clangores. Por ese

doble sentido de añoranza y de ilusión, tiene dos matices nuestra

tiesta : de recuerdo emocionado y de venturoso auspicio.

Con esta ceremonia simpática dejamos sembrada la semilla promi-

soria de muchos profundos instantes retrospectivos en lo futuro; y

así nos habrá cabido en suerte no tener que lamentarnos luego, como

otrora el armonioso Goyena, de que nuestra vida de universitarios no

se clausurase con broche brillante y en momento radioso y efusivo.

Pero, sobre todo, floración de esperanzas, premio de desvelos, fiesta

de los cariños, en este único momento de la vida estudiantil cumplida

es llegada la compensación de los instantes azarosos, de los esfuerzos,

de las mil inquietudes: hasta los infaltables pesares, los aspectos más

ingratos de los recuerdos, se irisan y tornasolan, como nubes que al

Estadio del Status (¡cuatis de Ion extranjeros domiciliados m la República Ar-

gentina, por Carlos A. Mausilla.

El orden público como límite de aplicación del derecho. Análisis y estadio del

principio. Su extensión en el código y en el tratado de derecho civil de Monte-

video, por Manuel Pérez del Cerro y Julio C. Avendaño.

El trabajo a domicilio, por Ambrosio E. Solari. José Noguer Ariza. Carlos A.

Fernández, Dalmiro Terán Linares, Horacio S. Katzenelson.

Régimen de los bienes en el matrimonio. Exposición de principios. Legislación

argentina, por Ismael Román. Rodolfo M. Senet, Francisco A. Calise, José

Longo, Juan C. Ferraría, Ricardo Etcheverry Boneo, Carlos .1. Ponce, Emilio

A. Chrístensen.

nomina, público ,j privad,,, por Rafael Oramajo Machado.

Acción revocatoria Pauliana, por Félix F. Alonso, Ramón M. Bóveda, Ka

fael Ávila Castilla.

/.os inca/mees. Estudio general y reformas que convendría introducir al res-

pecto, por Raúl Rodríguez Quesada.

Teoría general de la nulidad y confirmación de los actos jurídicos, por Gilberto

A. Zavala, Antonio CaSt}glÍOHÍ, Ignacio Fraga Cuaz.

La facultad de indultar, por Manrique Nágera, ('arlos Molina Pórtela, Ger-

mán M. Yaficz. Federico Helguera diijoi. Bernardino Bilbao (hijo), Lorenzo A.

Logónos, Carlos F. Degraef Gr lona. Miguel i. Borondo, Edmundo J. Andreu,

Enrique I", fefflmra, Héctor a. Lusardi, Gilberto Sosa Loyola, Ramón Dolí, Os-

ear (Jóme/, Palmes. José ( asanovicli. Rodolfo Ramos Oneto. Uoscndo Fraga,

Antonio F. I'.oeii. Osea* Día/. Símico. .losé M. AriüH Uriburu. José Martines
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sol de la ventura se visten de pomposos celajes; pues si es tnuj triste

recordar en la desgracia la felicidad perdida, según el profundo la-

mento de la trágica Francesclia, no es menos verdad qne los tiempos

felices son de jubileo sentimental, en que los pasados afanes florecen

en las actuales victorias.

Los qne hoy arribamos a la consagración doctoral, antes de escu-

driñar lo venidero, hagamos piadosa memoria de los hermanos de

ayer que no llegaron aquí... Átropos no dejó de cortar algunos hilos

que Láquesis devanaba con inquieta y agitada presura... Y en nues-

tra separación forzosa llevemos, como eficaz vínculo ulterior, amables

reminiscencias de los momentos mutuos, de las ansias y regocijos

compartidos. En nuestras rutas distantes, ignoradas quizá, puede ser-

vir para hermanarnos siempre la común estrella polar de semejantes

ideales: así las dispersas barquillas, por la limpia y alta mirada con-

corde de los nautas, irán por cursos paralelos.

Por singular coincidencia, este año, en el alejamiento de los gradua-

dos délas viejas aulas familiares, hay un toque especial de nostalgia :

Torrentegui, Ricardo A. Fisch, Alejandro Orilla, Raúl 1$. Pinero, Osear Ber-

1 ingerí.

Alcance de la disposición del inciso 22» del artículo 86 de la Constitución na-

cional, por Vicente E. Digiorgio, Diego Marcó, Manuel Rodríguez Oeampo.

Naturaleza jurídica y filosófica del sufragio. Su extensión, condiciones y limi-

taciones, por Alfredo Avellaneda Huergo, José Frías Silva (hijo), Jorge V. 01-

brich, Antonio A. Grana, Antonio Munist, Otto Garbera.

Doctrina y ejercicio del Patronato nacional, por Faustino J. Legón.

El censo y la representación parlamentaria, por Rodolfo A. Acuña. Francisco

l'ociello Argerich, Jorge E. Ballesteros, Sixto Terán (hijo), Ladislao Lucero, Al-

fonso Fernández del Casal.

El impuesto a la renta en la República Argentina. Faz económica, financiera

y constitucional de este impuesto. Legislación comparada, por Aníbal Pombo,

Celedonio Gutiérrez. Manuel López Moreno, Joaquín Labuirat, Gustavo V. Cis-

ternas, Carlos A. Reynals, Vicente Rodrigue/. Ribas, Atilio Dell' Oro Maini.

Estudio sobre la ley de contabilidad, por Luis J. Colombo, Mario D. Coiui.

Roberto García Lanza.

Fuentes nacionales del Código civil argentino, por Jorge Cabra! Texo.

Estudio sobre la ley de inmigración, por José Aranibar Uriburu, Antonio A.

Giordaho, Antonio P. Frogone, Enrique E. Mallea, Enrique Gómez Palmes.

Carlos Olmi (hijo), Raúl Gonnet, Colman Lerner, Roberto Gaché Peuser, Bar-

tolomé Zanetta, Julio A. Sojo, Santiago de Jesús Maidana, Ernesto A. Araos,

Jorge M- Suárez, Gonzalo Sáenz, Lucio Moreno Quintana, Erasmo Goti.

Abordaje, por Arrigo Tassoni.

Los problemas de la psicología colectiva, por José M. Monner Sans.

La filosofía política de Nicolás Avellaneda, por Lorenzo Amaya.
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tenemos que despedirnos de ellas envolviéndolas desde lejos en la

cariñosa y reconocida mirada por su gloria diuturna
; y hasta por las

circunstancias que nos hacen sellar desde fuera nuestra leal gratitud,

debemos reconocer saldado su glorioso deber, tan bien cumplido, de

graduar generaciones de jurisconsultos. En la elegancia del paraninfo

que nos congrega
¡
qué dulce y filial parece el recuerdo de las aulas

añosas y del solar ruinoso y venerable ! Sirva ese consorcio de merití-

simo pasado y de esplendoroso presente, de símbolo feliz de la desea-

ble perfectibilidad respetuosa, firme y rica por su raigambre tradicio-

nal: al erigir mansión flamante, llevemos de la antigua con nosotros

el tesoro de su fama envidiable, (pie es un dechado y un compromiso

severo en la siguiente labor.

Señores : El ciclo estudiantil que hoy clausuramos se afanó en el

estudio mientras pavorosos sucesos ocupaban la atención del mundo y

ensombrecían los pensamientos de los hombres: iniciado en el año de

la gran catástrofe y clausurado casi coetáneamente con ella, pareció

enjoyarlo, prendida en sus extremos, una rara y tremenda guirnalda

de fuego. Vímonos envueltos en la agitación de los tumultos, nos

sacudieron fuertes y encontrados sentimientos: yante la sombra fatí-

dica no liemos dejado de esperar la luz, y entre los derrumbes hemos

sentido que no todo debía desplomarse, y a pesar de los desengaños y

de los pirronismos tremolantes hemos anhelado la verdad, tuvimos la

ilusión de ser obreros de justicia y alarifes del bien para el alcázar de

la civilización en la humanidad ennoblecida.

Desde antes de la enorme y destructora brega insinuóse con segu-

ros presagios la cercana liquidación de conceptos y de sistemas: hace

algunos años, en los centros mundiales de mayor cultura intelectual

e>t;il>;i en moda el vocablo cuestión; había múltiples «cuestiones» (pie

trasuntaba la bibliografía con toda nitidez: comenzaban los problemas

y las incógnitas. Más tarde la palabra crisis suplantó a aquélla en la

general privanza: se habló de la erisis de todos los problemas ;inte>

barajados : se insinuaban las incertidumbres que, preparando la con-

vicción <le los fracasos, conducían al caos. La guerra, por ende, no

hizo sino precipitar una fase crítica qne comenzó antes que ella: apre-

suró lof derrumbes de todas l;is fábricas de carcomidos cimientos.

Ante los vastos y pavorosos interrogantes (pie hoy se plantean, de-

ben ponerse a contribución todas las inteligencias y todas las rotan*

i ole- paxa el Indispensable periodo constructivo : pensemos (pie en la

ANAL. PAO. M DO. — T. XX 4:i
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teogonia de Hesíodo, de las tinieblas y ¿le la noche surgen el día y el

aire luminoso. Ahora más que nunca debemos persuadirnos los gra-

duados que el simbólico pergamino, lejos de ser un término ni una

finalidad, es el comienzo de una nueva y más ardua jornada. En la

hora de las reconstrucciones adquieren especial valor los entusiasmos :

de ahí la trascendencia del apostolado de las generaciones nuevas.

¿Cuál debe ser ese apostolado? Tengo para mí, señores, que nuestra

vocación más noble es hoy la de cruzados del ideal.

Si se analiza el estado de la juventud universitaria argentina, con

todas sus inevitables máculas, con lo que indican de anárquica fer-

mentación y de prurito de precocidad directiva, por el que se lanza

un manifiesto terminante o una decisión definitiva como se anota el

anticipado gesto varonil, es muy probable que sus actitudes, a veces

discutibles, porque vistas de cerca se acentúan sus sombras, puedan

resultar en grandes trazos jalones comiscantes de una ruta en ascenso,

yes indudable que indican inquietud espiritual; el patente fracaso de

ciertas expansiones subalternas que se quiso arraigar como típica

expresión estudiantil muestran que, lejos de desviarse a futilezas, el

hondo malestar reinante compromete nociones trascendentales e insi-

núa categóricos dilemas. El descontento, la crítica rebelde, la inquie-

tud, suelen tener más de positivo inrpulso que de negación destruc-

tora. Así como el escepticismo de Carneados, al decir de Cicerón,

excitaba en los romanos el apetito de pensar, puede también afirmarse

que el descontento es germen de ansias de mejora y de progreso. Esto

se constata en las nuevas tendencias filosóficas que atraen a la parte

selecta de la juventud ilustrada, precisamente como una reacción

espiritual contra el chato positivismo utilitario, cuya caída debe fes-

tejarse como una liberación de saludables efectos en la ciencia del

derecho.

Se ha dicho reiteradamente que atravesamos una época decisiva y

revolucionaria que marca una etapa histórica, un cambio de civiliza-

ción y el arribo de un mundo nuevo y transformado: pero si por civi-

lización debemos entender la forma de sociedad que mejor consulte el

fin primordial del hombre, es evidente que se trata de un concepto

que involucra todos los eternos y profundos problemas de la vida : un

cambio de civilización implica un cambio de filosofía, una diferente

orientación intelectual. Si una nueva civilización ha de venir, segu.

ramente habrá de caracterizarse jior el despertar de las tendencias
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más puras y «-levadas del espíritu, por una reacción profundamente

ética : volviendo a la metafísica y a la fe, será el retorno al esplritua-

lismo y el triunfo del ideal. Muchos síntomas parecen confirmarlo : la

Característica del ideal consiste en su elevación sobre lo transitorio y

lo sensible, y, por responder a la poderosa tendencia humana hacia lo

eterno y lo infinito, es íntimo su nexo con la religión. De ahí que pue-

da considerarse sintomático el vago conjunto de todos los detalles que

indican un despertar del sentimiento religioso, ya insinuado entre la

efervescencia y el bullicio materialista. Hace tiempo advertía Romain

Kolland un pujante renacimiento de la música sagrada : el Parsifal

de Wagner, el Jíeijitiem de Brahms, lo mejor del talento de Gounod

(Moré ct Vita, Redenvption), los oratorios délos músicos flamencos, la

obra casi entera de César Franck y la aparición de Perosi le indica-

ron la intensidad del sentimiento religioso en toda la música europea.

Era la voz armoniosa de los nuevos anhelos que traían el encanto de

las cosas profundas, de los más afinados sentimientos, que renovando

el perfume de la Leyenda dorada y de los Fioretti del poverello de

Asís, lian venido a producir la evidencia del resurgimiento metafísico

e idealista en la filosofía contemporánea.

Todo ello tendrá (pie reflejarse en la doctrina jurídica, en las cons-

trucciones políticas y en las tendencias sociales. Por suerte, ya en la

ciencia económica, que se resentía de congénita fibra utilitaria y

egoísta, lian aparecido viejos conceptos éticos que la transforman y

humanizan. Pero sería error peligroso dejarse arrastrar por la exigen-

cia presionante de las cuestiones económicas descuidando el grave

problema del individuo y la colectividad, de la conciencia y la ley,

medula de la ciencia política, cuestión previa de la convivencia, que

envuelve en sí toda la incógnita de la teoría del derecho. El conflicto

entre la libertad y la disciplina, entre el derecho individual y el deber

-ocial.es irreductible si ao se acude a principios superiores. La más

honda crisis de los últimos tiempos fué la crisis del deber; la moral

tambaleante del agnosticismo positivista carecía de tirnie base para

imponerlo; por algo Benjamín Kidd se volvía a las religiones bus-

cando la sanción ultrarracional del sacrificio, elemento indispensable

para qne las sociedades sobrevivan.

( loando un canciller, entre ingenuo y cínico, declaró ante el universo

que los tratados valen lo que un guiñapo de papel, la general hipo-

cresía conmovióse escandalizada: sin embargo, no eran aquellas pala-
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lúas, fácilmente extensivas a todos los estatutos legales, lo más grave

y desconsolador, lo terrible era la realidad que contenían. ¡ (¿lié valen

los papeles, las palabras, las promesas, si falta el espíritu que les da

la vida? Con efecto, el espíritu faltaba : por eso en el vaivén de los in-

tereses fluctuantes se evidenció la crisis de las doctrinas amorales y em-

píricas que no podían justificar íntimamente la idea del derecho. Coa

la rehabilitación ético-espiritualista, no sólo se afirmará, sino que, im-

pregnada de ideal, será el eficiente elemento civilizador, cuyo fin esté

en la realización y afianzamiento de la ley moral y en la vida dignificada

.

Ya Savigny, aunque portaestandarte de la escuela que conducía

lógicamente a la negación del derecho, a la resignación fatalista, a la

rutina, reconoció que la excelencia del objeto general del orden jurí-

dico surge de la ley moral cristiana. El ideal de la vida en el derecho

fué el grito de combate de Kohler cuando, al atacar a Ihering, en

quien varias doctrinas se amalgaman pero cuyo utilitarismo prevalece.

proclamaba que aunque no se realice sino fragmentariamente y se

abandone con frecuencia, el derecho debe mantener el ideal : nada—
decía — hay más erróneo que defender lo contrario invocando la con-

ciencia del pueblo: no es su conciencia. ordinaria la norma del dere-

cho, sino la idealidad que brota de las concepciones refinadas del

mundo civilizado : el derecho, aunque destinado a la plebe, no debe

ser jamás plebeyo, ha de llevar delante la antorcha, no arrastrarse a

la retaguardia de la evolución cultural. Este es el noble señuelo de

los espíritus-cumbres de la moderna ciencia jurídica; es el camino

iniciado por Dahn, Kohler, el ueokantiano Staminler, Beudant, Salei-

lles, que hace más de tres lustros anunciaba el desquite del idealismo,

Gény, que ha depurado el criterio interpretativo, Charmont, que salu-

dó el renacimiento del derecho natural : desde la reacción del arries-

gado formalismo kantiano hasta el reflorecimiento escolástico, el des-

pertar espiritualista trae la satisfactoria constatación de que sentencias

como estas de Post : al derecho « se le busca en vano una base ideal »,

«el derecho con base ética no es sino una fantasía de especulativos»,

dejan por fin de ser aceptadas y propugnadas: y así vuelve a tener

sentido más intenso de promesa la bíblica profecía de Daniel (XII, 3) :

« los que hubieren enseñado a muchos la justicia brillarán como estre-

llas en perpetua eternidad ».

Señores : Consciente de su alta y compleja misión directiva y social,

el jurisconsulto no debe sofocarse, en el trajín mecánico de la aplica-
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cien concreta y resignada de los preceptos, con la automática frialdad

del juez rabelesiano que sentenciaba los pleitos echando a suerte con

los dados, ni malograrse en sutilezas conceptuales, al modo de aquel

académico de los viajes de Guiliver que tenía invertidos varios años

en el proyecto de recoger los rayos de sol y guardarlos en botellas

herméticas a fin de calentar el aire cuando fuesen poco activos. Entré-

vista su excelencia y su importancia humana, el derecho conductor y

cultural tiene la sugestión y el atractivo de una empresa caballeresca.

digna de los juristas de una raza sutil y prudente, soñadora y razona-

ble, que si sabe prender en las estrellas sus ilusiones y embriagarse,

viajera del ensueño, con la barcarola de los ritmos inefables, es tam-

bién civilizadora y constructiva, y ha sabido hermanar en un glorioso

prototipo — el eterno Quijote, desinteresado y heroico, pero hábil

consejero legal para el sabio gobierno de las ínsulas — sus dotes dis-

persas en Cirano y en Pierrot, en Napoleón, en Ñama y el Rey Sabio.

Guardianes del precioso caudal que nos viene con timbre de gloria

desde antes de las leyes más remotas, de la primitiva civilización en

que tal vez se inspiraron el libro de la Alianza y el código de Ham-

murabí, poniendo la nota de emoción y de ideal que la humanidad

exi.ue, procuremos desbrozar la maleza y alumbrar el sendero, con fe,

con patriotismo y con amor, triple llama interior que aliéntalas gran-

des acciones; y entroncando nuestro entusiasmo al esfuerzo histórico

de la justicia, precursores de su reinado, no malograremos la espe-

ranza de este espaldarazo augura!

.

DKI, VI< KDKCANO DOCTOR MA1MO BAKNZ

El voto del Consejo directivo de la Facultad de dei

ejecución, por mi parte, procuré declinar, precisamente

Considerarla como un honor superior a mis débiles aptitudes — me

confía una grata misión : la de expresar SUS íntimos plácemes \ su

angaral salutación a losjóvenes a quienes la Universidad consagra, en

esta ceremonia, doctores en ciencias jurídicas y sociales.

Pot primero vez no se realiza este acto en su propio recinto; en el

mismo local donde hemos dictado nuestras clases; en la misma aula

razón
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donde todávíatee alza, como tin recuerdo vivo del pasado, la vetusta tri-

buna de áureos ornamentos : en aquel salón alto, ilustrado por las se-

renas efigies de los grandes maestros desaparecidos, cuya mi nula tiene

-para nuestra emocionada evocación — la virtud de animarse, en su

plácida lejanía, con suavidad estimulante y bienhechora, cada vez que

una generación estudiantil ha buscado su amparo al coronar el ciclo

de sus labores universitarias...

Grande ha sido la pena de abandonar el caduco edificio: algo

nuestro hay en él adherido para siempre : y — accidente feliz o an-

gustioso episodio — todo lo que en él nos fué dado sufrir o gozar,

surge de nuevo en nuestra memoria con idéntico relieve: en aquella

clase — hoy casi derrumbada por los años — el recuerdo de una agi-

tada controversia : en la otra, una exposición magistral ante el silen-

cio anhelante de numeroso auditorio: más allá, bajo el pórtico heléni-

co de la biblioteca, alejada del bullicio por el pequeño jardín, un diálo-

go filosófico, cuyos conceptos parecían más luminosos en el ambiente

diáfano: cada sitio guarda para nosotros la impresión de algo que lia

pasado, pero que no ha muerto, y acaso no morirá nunca del todo;

por eso hoy, al separarnos de la ruina, nos hiere la sensación dolorosa

de que allí, con ella, queda algo de nuestro ser, lo que fuimos en un

instante fugaz, una porción inefable de nuestra propia espiritualidad...

Con todo — y en tanto (pie nuestra Facultad construye su nueva

casa, merced a la sanción del Congreso nacional, promovida por la

insistente diligencia del diputado Carlos F. Meló, que honra al claus-

tro universitario con su noble inteligencia y su vasto saber, — la

generosa acogida de las autoridades de este histórico colegio nos su-

giere la ilusión de hallarnos en el hogar común.

Hemos llegado a él como quien vuelve a su lugar de origen : por-

que fué este colegio el germen de la Universidad, no sólo por la crea-

ción efectiva de 1821, sino desde 1783, por el pensamiento del virrey

don Juan José de Vértiz, el preclaro fundador del que a la sazón se

denominara Real Convictorio Carolino : y luego, porque este instituto

forma parte de la corporación universitaria, siendo su enseñanza la

única que habilita hoy para el acceso directo a las facultades.

Señoras, señores

La reciente reforma universitaria lleva apenas un año de expe-

riencia.
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Puesta en vigor en octubre de 1918, no puede afirmarse — con

juicioso criterio — ni su éxito, ni su fracaso, en todos los aspectos que

comprende.

Entonar su elogio o fulminarla con el vituperio, argüiría más im-

paciencia que discreción.

Un pensador genial recomendaba huir de los preceptos de esos es-

peculadores cuya cazones no son confirmadas por la experiencia (L.

da Vinci).

Bueno será prevenirse, asimismo, contra los conceptos extremos,

tanto del iconoclasta enceguecido que aplaude toda demolición, como

del conservador inexpugnable para quien las creaciones del pasado

significan la fórmula de la perfección absoluta, por eso insubstitui-

ble».

Es, entonces, oportuno difundir su conocimiento : determinar y so-

meter a examen, en lo posible, los propósitos (pie la han inspirado,

la amplitud que ella abarca, los rasgos nuevos que la distinguen de

la forma anterior...

Entiendo que es, ademas, un deber civil de permanente actualidad

dedicar seria atención a los problemas que entraña la función y la

existencia misma de la Universidad, porque de su solución más acer-

tada depende, sin duda, la mejor organización de la cultura superior

de la república y la elaboración y coordinación délos elementos cien-

tíficos exigidos por el progreso y por las necesidades colectivas.

Felizmente, hoy ya no es preciso encarecer la transcendencia que

reviste para la vida social y para su más armónico y benéfico do-

arrollo, el estado de esplendor o decadencia de la cultura universita-

ria, especializada y profesional.

En cuanto se refiere a las disciplinas jurídicas, un maestro tan au-

torizado como Ortolán, exclamaba, por cierto para otro país y en

Otro tiempo bastante lejano: «; Se cree todavía (pie estamos aquí

para enseñaros un arte generador de cliicanas y litigios
1

.'...
| para

indar términos solemnes, construir Clámalas artificiosas, disecar las

palabras y pesar las sílabas'/. . .

|
para sembrar dificultades, desme-

nuzarlas y volverlas a desmenuzar, de modo que vuestro espirito

fructifique en la ínceftidnmbre y en el prurito de la controversia,

amenguando así la ciencia y diluyéndola en sutilezas ?... Descende-

mos a la previsión de las mil dificultades (pie presenta nuestra vasta

ciencia en el clioqne de tantos intereses opuestos; pero no es para en
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señar a suscitar esas dificultades o a diversificarlas caprichosamente;

es para enseñar a dominarlas y anularlas.

«Suprimid, si queréis, las calificaciones de abogado o de juriscon-

sulto, que indican una profesión particular y suenan mal a cierto!

oídos: siempre la ciencia de las leyes, y la que está más alto aún, la

ciencia del derecho, deberá seguirse propagando en un estado de ré-

gimen representativo, entre todos los miembros de ese estado y más

aún entre los que serán llamados a tomar parte en el ejercicio de los

diferentes poderes (1). »

Admito que aún persista, entre nosotros, quien merezca el repro-

che de Ortolán, pero esa gente no ha de pasar de una pequeña minoría

,

cuya existencia es doblemente explicable en un país de tan crecido

aluvión inmigratorio y de tan extenso analfabetismo...

Ese mismo reparo indicaría, con mayor evidencia, que lo que nece-

sitan nuestras modernas democracias, y será tal vez el único germen

(pie pueda hacerlas fermentar y preservarlas de la corrupción, es una

falanje intelectual provista de alta cultura, verdadera y sólidamente

científica. En medio de la igualdad de los derechos — como lo ha

sostenido el profesor Esmein (2) — esa aristocracia inofensiva y bien-

hechora, en cuyas filas todos pueden aspirar a entrar, es la condición

misma del progreso democrático.

Ella es la tínica que puede levantar el ideal de nuestras sociedades

e impedirlas arrastrarse por el suelo. A este respecto, la más grande

democracia moderna que conoce nuestro tiempo, ofrece una enseñan-

za deslumbradora y magnífica, pues los Estados Unidos, tan fuertes

por su potencia material e industrial, en el cuarto del siglo anterior

se han esforzado, mediante sus universidades, en crear y esparcir esa

vacuna salvadora de la alta cultura científica. No son únicamente las

ciencias naturales y políticas lasque merecen ese honor, sino también

las letras clásicas, la filología y la erudición técnica de todo género.

Aiín conviene agregar que es en la Universidad y en cada una de

sus facultades, donde está y donde únicamente puede estar el labora-

torio de la ciencia en constante actividad: donde ha de llevarse el re-

(1) Revue de législalion ct de jurisprudenee, tomo XX, páginas 538 y si-

guientes.

(2) Revue mlemalioiíalc de VEnmignemcnt, tomo XLIV, páginas 296 y si-

guientes.
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gistro de sus progresos, donde lian de clasificarse y catalogarse sus

invenciones y descubrimientos. ¿Cómo podrían desempeñar estas fun-

ciones, de tan vital necesidad, los demás establecimientos consagra-

dos a la enseñanza, llámeseles, como entre nosotros, escuelas prima-

rias o normales, colegios nacionales o especiales y de aplicación, cuyo

personal se halla absorbido por la formidable tarea de inculcar nocio-

nes rudimentarias, elementales y de conjunto?...

Es tan evidente la proposición, que sería redundante detenerse a de-

mostrarla.

Nada de esto significa, claro está, olvidar la labor individual y ge-

nial, pero no estrictamente científica, a la cual debe la humanidad

tan altas conquistas : y por cierto que la república no es de las menos

ricas en esa especie misteriosa de creadores no universitarios, según

podrían atestiguarlo nombres tan eminentes como los de Sarmiento,

Mitre, Estrada, Ameghino...

Las cuestiones involucradas en la vida universitaria son, segura-

mente, innumerables, sometidas al análisis; pero una clasificación

científica puede reducirlas y agruparlas en pocos términos.

Con razón, ha podido, pues, establecerse que la reforma de 191 X

comprende :

I o El método de la enseñanza:

2o La docencia

:

3 o La formación de los cuerpos dirigentes.

Damos, pues, por comprendidos en estos tres capítulos asuntos tan

dispares y de tan distinta importancia como los de la edad de ingleso

de los alumnos ; las pompas y ceremonias inaugurales y de clausura

de los cursos: el plan ele estudios y su duración: la asistencia a clase,

libre u obligatoria; las calificaciones, premios y estímulos: los unto

dos de enseñar, dogmáticos, exegéticos, críticos, etc.: los seminarios

\ trabajos prácticos : las conferencias; la oratoria como medio de ex-

posición : la Libertad del profesor para distribuir la. materia de su en-

señanza : los nombramientos de los profesores titulares o suplentes,

•I concurso, la posesión <!«• las cátedras, toa emolumentos del profeso-

indo: el carácter de la Facultad, si ha de ser profesional o científica

y CÓmo ha de entenderse esta división: las secciones o escuelas de

cada Facultad: l;i preparación de escribanos, diplomáticos, abogados

\ doctores: la inclusión «le la- ciencias sociales económicas y políti-

cas: la centralización de la Instrucción pública; la libertad de la en-
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scñanza superior: los recursos universitarios y hasta la generosidad

particular, lo que lia de parecer asombroso y extraño, sobre todo en

nuestro medio, por su singular novedad !...

La atracción que despiertan estos asuntos es, desde luego, muy

diferente. También es distinta su importancia.

Al recorrer la historia de las reformas universitarias en algunos

países, compruébase (pie las más importantes son conexas con algún

gran movimiento de renovación social o política, y uno llega a adqui-

rir la convicción de (pie el organismo universitario, como el organis-

mo general de la sociedad — para emplear la cómoda metáfora, —
obedece a la misma ley de los organismos individuales, cuyo mejor

desarrollo se obtiene con el goce de la mayor libertad.

Con razón ha podido, pues, decirse que toda la ciencia política esta

contenida en la idea de la libertad (1).

A fines del siglo xvm y principios del xix, la revolución de Norte

América, de Francia y de las colonias hispanoamericanas, produjo

una transformación profunda en el derecho público, ya del punto de

vista nacional, lo cual alcanza a todas, ya del punto de vista univer-

sal, lo que es patrimonio exclusivo de las glorias de Francia, pues

supo declarar juntamente con los derechos del ciudadano, los dere-

chos del hombre...

El derecho privado es de gestación más lenta, actúa en orden dis-

perso o difuso en la masa social, y sus clamores no encuentran eco

sino cuando la presión es irresistible; por su misma limitada ampli-

tud, no roza sino muy incidentalmente la vida universitaria. Por eso

sus transformaciones rara vez se reflejan en la Universidad, y muy pá-

lidamente.

Así ha ocurrido en Francia — y adviértase (pie no es éste sino un

ejemplo, fácil de multiplicar. Desde la ordenanza de Blois en lf>7S <>

desde el edicto de Saint-Gerinain en 1679, la enseñanza universitaria

vegeta en una quietud muy parecida al sueño o a la muerte : del mis-

mo modo vivía también su pueblo respecto de sus libertades políti

cas : pasado el período revolucionario, al advenimiento del imperio,

Napoleón acomete la reforma con mano despótica, como era de espi-

rar, y después de falaces disposiciones promisorias, tórnase al edicto

de 1679, con su reforma de 1682 : en el período de la restauración

(1) José Manuel Estrada. Obras completas, tomo IV
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confírmase la premisa con la supresión de las cátedras de derecho

administrativo, derecho natural, historia del derecho y economía, ca-

balmente las materias que más interesaban al ejercicio de los dere-

chos políticos teniendo en cuenta la clasificación coetánea.

La ordenanza eliminatoria decía : « se quiere que, en. los cur-

sos de la Facultad, los estudiantes sólo reciban nociones positivas y

usuales »,

El comentario y la censura que le ha dedicado Laboulaye son deci-

sivos : « Emanada de un gobierno brutal y enemigo de las ideas, res-

pondía a un propósito de venganza política — dice: —y para castigar

a estudiantes demasiado liberales y un poco levantiscos, se mutiló la

ciencia... ».

Lo que no pudo hacer, en su primer ministerio, el talento de Sal-

vandy, lo consiguió parcialmente en 1848, en su segundo ministerio,

es decir, cuando el ambiente social y político había cambiado.

Venía después de la simpática figura de Víctor Cousin, el elocuente

filósofo, a quien se debe la inclusión de la introducción general al

estudio del derecho en los planes de aquella Facultad.

Pero la franca consagración de las ideas reformadoras de Salvandy

no alcanza sino después de su muerte, pues durante el segundo impe-

rio, no obstante la. respetable personalidad de Duruy, la Facultad de

derecho de París vegetó mezquinamente, reducida a expedir diplomas

profesionales : era una fábrica de abogados.

La tercera república, con su primer ministro Jules Simón, inicia

en 1872 hi era de las grandes reformas, en las que han participado

estadistas y jurisconsultos tan eminentes como Naquet, Accarias,

Leveilló, Bufnoir, Esmein, Poincaré, Saleilles, Boutmy, Bourgeois...

Como resumen del período anterior, dice un autor: «hasta 1X70

la instrucción superior en Francia había sido mediocre ¡ paralizada

por las exigencias de un mecanismo burocrático estrecho, la vida

científica de las Facultades no pudo desarrollarse; las bibliotecas

universitarias presentaban el aspecto de verdadera indigencia, casi

SÍD luiros v sin lectores: el papel de las Facultades parecía reducido

a tomar exámenes a cada rato y a expedir diplomas... ».

Alguien lia condensado irónicamente, en una fórmula alusiva, las

características de aipiella enseñanza, recordando la protesta de Hugnet

cuando los alumnos le pedían mayor amplitud a sus comentarios :

>. No conozco el derecho civil, sólo conozco el Código civil », o la Pras<
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sacramental del copioso Demolombe : « los textos antes que nada ! »

Y bien, señores : la historia se lia repetido entre nosotros con las

naturales diferencias de nuestra idiosincrasia...

Lejos de nuestra mente el pensamiento de que la reforma de 1918

haya corregido todas las deficiencias, ni contemplado todas las dificul-

tades, ni acertado en la elección de los mejores procedimientos.

No hay panaceas para afecciones de organismos tan complejos.

Pero es forzoso reconocer — con moderada ecuanimidad — dos

observaciones que, por ahora, han de resultar incontrovertibles :

I a Que nuestra Universidad reclamaba la adopción de algunos prin-

cipios para democratizar su organización, anacrónicamente oligárqui-

ca, y modernizar sus métodos pedagógicos :

2a Que la reforma implantada aún no ha tenido tiempo de apre-

ciarse en todos sus efectos.

Ante todo, en cuanto a los métodos de hi enseñanza, si no podemos

afirmar que nos halláramos en los tiempos de Bugnet — diré para

ser breve, — la verdad es (pie — por lo que respecta a la Facultad de

derecho— ellos eran, en general, demasiado exegé ticos y dogmáticos

del punto de vista del profesor, y por consiguiente mnemónicos y ser-

viles para el alumno. No se exigía de éste más que el ejercicio de las

facultades pasivas de su inteligencia.

tíe inculcaba el conocimiento como si emanara de una ciencia hecha

y no de una ciencia perennemente en formación : más que un método,

aquello era un sistema. Parecía como que nuestra Facultad ignoraba

o no diera crédito a aquella hermosa manifestación de Renán (1) :

«La historia demuestra, seguramente, que los sistemas han sido en

otros tiempos útiles y necesarios, y que de ordinario no se ha produ-

cido ningún gran desarrollo de ideas, en un sentido determinado,

sino por la lucha de escuelas rivales : pero el espectáculo del espíritu

humano en nuestros días, permite establecer de una manera no menos

evidente que la era de los sistemas ha concluido : ya la autoridad de

los maestros no basta para formar escuela, ni los alumnos tienen bas-

tante docilidad para aceptar una dirección exclusiva. »

Es justo dejar constancia de que algunas cátedras hacían excepción

a este vicio deplorable, pero ello era debido a la modalidad de los

profesores, no a la prescripción del estatuto.

(1) E. Renas, Étndas tVlüsioire rtligieute, página 49.
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Por otra parte, poco podían corregir los males del sistema quie-

nes no disponían de recursos ni de locales adecuados al estudio expe-

rimental.

Paso por alto la conocida silueta del profesor-orador, tan ineficaz,

en todos los grados de la enseñanza, como pernicioso y estéril para

el severo trabajo de la ciencia.

Y aún he de omitir otras figuras menos nobles, las de aquellos

cuya ausencia moral no sabe discernir los sitios en que lian de satis-

facer sus apetitos, o dorar su vanidad... Son los casos en que falta

la vocación docente, que es el fuego sagrado del maestro !...

Numerosas iniciativas habían intentado reaccionar contra ese pro-

cedimiento, sin lograrlo.

Séame permitido recordar sólo una, la de 1917, llevada a cabo pol-

la (Omisión de programas y plan de estudios de nuestra Facultad,

compuesta entonces por estadistas y profesores tan distinguidos como

los doctores M. A. Montes de Oca, J. C. Cruz y J. J. Díaz Arana.

Requerido por ella, expresé entonces, en mayo de 1917 : «El curso

de investigación, el verdadero seminario, es para mí la reforma más

fecunda que podía realizar la Facultad de derecho... No hay materia

que no pueda y deba someterse a la investigación en el Seminario. »

Recomendaba, al mismo tiempo, los ensayos practicados en la Facul-

tad de Ciencias económicas de Buenos Aires.

El estatuto universitario incorpora esta reforma a sus disposiciones,

y abrigo la convicción de que sus frutos han de justificarla, mejor

que mis palabras...

El capítulo relativo a la docencia suscita problemas cuya solución

no es posible prever, porque son de tal naturaleza y tan extraños ;i

nuestro ambiente algunos de ellos, como 1¡i docencia libre o docencia

privada, (pie acaso no basten las inducciones fundadas en una prácti-

ca brevísima y precaria.

Pienso, en cambio, (pie la participación más activa asignada por

la reforma a los profesores suplentes, en las innlt iples atenciones de

la cátedra, responde a una verdadera necesidad ¡ lia sido mirada indu-

dablemente con general simpatía, ya c o acto de justicia reclamado

por los importantes servicios (pie ellos prestan, ya como medida de

prudencia, (pie aconseja ir formando gradualmente a los (pie lian de

tener en el futuro la máxima responsabilidad de la enseñanza.

Porque, en snbstancia, loa términos fundamentales del problema no
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son sino dos : el profesor y el alumno. Y no lia de ser ocioso repetir

que todo será inútil : planes, programas, disciplina, horarios, regla-

mento y autoridades, si falta lo esencial, que es el profesor, cuya in-

teligencia y preparación pueden y deben ser controladas antes del

nombramiento, pero cuyo fervor debe ser siempre inconmensurable.

El profesor que carece de entusiasmo, o porque lo lia perdido, o por-

gue nunca lo tuvo, no puede enseñar nada, y lo que es peor no puede

infundir amor al estudio (1).

Llegamos finalmente al último tópico que abarca la reforma, la

constitución de los cuerpos directivos.

Confieso, junto con mi decidida adhesión, la dificultad de susten-

tarla en datos positivos, recogidos de la realidad.

Un año de ejercicio, y uno o dos ensayos en cada una délas Facul-

tades que integran el organismo universitario, son insuficientes.

El cambio de sistema para la formación de los consejos directivos

ha producido, desde luego, lógica perplejidad en los nuevos sectores

electorales.

Ningún indicio permite conjeturar si las futuras asambleas arroja-

rán resultados iguales a las ya realizadas. Acaso como en biología, la

frecuencia de la función favorezca el perfeccionamiento del órgano.

Cabe aún observar que las mismas elecciones efectuadas no pre-

sentan igual aspecto en cada una de las facultades.

Pero, si bien la falta de observaciones nos impide formular un juicio

respecto de lo nuevo, ocurre lo contrario en cuanto a la condenación

del sistema derogado. Puede afirmarse que ella había sido unánime.

El gobierno de las facultades no representaba ni siquiera la volun-

tad del profesorado titular : un pequeño círculo y la organización

administrativa y burocrática, llenaban la delicada misión eleccionaria,

omitiéndose en los últimos tiempos hasta las formas externas del acto,

por molesto y por innocuo... Todo estaba previsto para la consagra-

ción del turno inevitable...

Si se desea una prueba sobre cargo de tanta gravedad, queda ahí

el voto del Consejo superior universitario al sancionar la reforma,

aprobada luego por el Poder ejecutivo (2).

(1) Mario Sáenz, Sobre reformas universitarias, en Revista de Ciencia* eco-

nómicas, números 46, 47 y 48.

(2) Reforma de los estatutos. Nota del señor rector de la Universidad al mi-

nistro de Instrución pública.
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No ha sido exclusivamente nuestro el mal aludido : en las Univer-

sidades alemanas, las camarillas tienen también su nombre: las lla-

man Gliquenwessen.

Como saltéis, la innovación consiste en atribuir participación en el

gobierno de las facultades a los profesores suplentes y a una repre-

sentación de los estudiantes.

La opinión universitaria ha sido favorable a ambas incorporaciones,

como consta en documentos oficiales.

En el informe elevado por el señor rectoral Poder ejecutivo se dice :

«Fué, pues, fácil resolver este punto, en principio. No así en cuanto

a la forma. Por una parte se sostuvo la conveniencia de crear tres

asambleas : de profesores titulares, de profesores suplentes,- y de estu-

diantes, y acordar a cada una, en progresión decreciente, el derecho

de proponer los candidatos que deben constituir los consejos direc-

tivos. Por otra parte, se consideró más conveniente... una asamblea

única, constituida por partes iguales de profesores titulares, de pro-

fesores suplentes y de alumnos calificados en razón de la altura de

sus estudios y de su aplicación». No hubo, pues, ninguna opinión

(pie abogara en defensa del sistema derogado. Al procurar su reem-

plazo por una de estas fórmulas nuevas, ambas lo condenaron, y es

una de ellas, ligeramente corregida, la que ahora rige para elegir los

gobiernos de las facultades...

Sin embargo, fuera de la Universidad se ha comentado en algunos

casos, con animada acritud, especialmente la concesión del derecho de

$ttfragio a los alumnos. Y a tanto ha llegado la animosidad que, pol-

lo común, parece que la gente creyera que a esto tínicamente se refiere

la reforma.

Pero aún hay más para colmar la apasionada injusticia, y es (pie

desde 1918 cualquier dificultad o conflicto en la vida universitaria

se imputa a este nuevo derecho de sufragio | La socorrida causal

aliona la pena de tener que discernir...

Los fundamentos que sr aducen para combatirla me parecen incon-

sistentes : conformé a la ley electora] nacional, sancionada en 1912,

durante la presidencia del doctor B. Sáeuz Peña, el voto es obligato-

rio para los ciudadanos masoies de IX años sin distinguir si son o no

alfabetos, y eon la agravante circunstancia de la emisión secreta del

sufragio.

No es ésta la oportunidad <\r analizar dicha ley, ni pronunciar.^-
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sobre «'1 valor de los elementos que han influido en su trascendencia,

pero quiero dejar constancia, una vez más, de mi decidida adhesión

al elevado pensamiento democrático en qne se inspira, como propul-

sora de una mayor libertad en la emisión individual del sufragio. Des-

graciadamente, su acción será incompleta mientras no se mejore la

conciencia del ciudadano, tan indispensable en el acto de la delibera-

ción que precede al convicio. Hay una obra de cultura inseparable de

la buena aplicación de esa ley : la de disminuir hasta la extinción

definitiva el 50 por ciento de analfabetos inscriptos en los padrones

electorales.

Y bien ¿no habría discordancia y contrasentido — después de ella

— en negar el mismo derecho, dentro de la institución en que estu-

dian, a alumnos que dada la edad exigida para el ingreso, y la época

en que obtienen el derecho a votar, todos son ya ciudadanos con dere-

cho de sufragio general ?...

¿ Cómo conciliar el derecho que tiene todo ciudadano mayor de 18

años — y analfabeto por añadidura — para elegir sus representantes

al Congreso nacional y electores para presidente de la República, con

la negación a los estudiantes de contribuir, en parte, a la designación

de los quince consejeros que han de gobernar su Facultad ?

Y nótese aún que el estatuto constituye la asamblea electoral con

una tercera parte de estudiantes y dos terceras partes de profesores,

y que el voto de aquéllos es calificado y alcanza nada más que a los

alumnos que hayan cursado tres años de estudios de las carreras que

comprendan cuatro o más, y a los de los dos últimos cursos de las

que comprendan menos de cuatro.

¿ Es, por ventura, preferible el sistema anterior, según el cual 200

profesores titulares, en todas las facultades de la Capital, decidían

del gobierno de un mundo universitario compuesto de más de 600

profesores suplentes, de más de 8000 alumnos, cuya edad oscila entre

18 y 30 años en la época en que el estatuto les reconoce capacidad

para votar, y de las respectivas academias de cada Facultad ?

No entiendo que esta fórmula nueva es, ni puede ser definitiva :

aún sería prematuro afirmar (pie ella es buena : hay sin embargo, mo-

tivos razonables para pensar que supera a la anterior...

En esto, y nada más que en esto, consisten los progresos de las

instituciones humanas: en la certidumbre o la esperanza de perfec-

cionar el pasado...
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Jóvenes doctores :

Aeaso entregado lealmente a la exposición de estos hechos y de

las reflexiones qne sugieren, os haya dado, sin quererlo, porque ya

no la necesitáis, la última lección...

Si no fuera este pensamiento una simple ilusión, debeiíalo a mi

sincero amor por la verdad : Veritatem dilexi.

Excusadme, y sobre todo vosotras señoras y señores, la aridez (le-

la frase : yo bien sé que, como en el himno de Calimaco, las abejas

de Apolo no beben agua en cualquier sitio : buscan el pequeño rocío

de una fuente sagrada o la alta corola de una flor... Pero el mar ha

roto sus bridas y la turbulencia de sus olas desentrenadas amenaza a

todos por igual. Es impostergable la tarea, y si cada uno se apercibe

a cumplirla con noble desinterés, sacrificando su cómoda quietad o el

egoísmo de sus inclinaciones personales, tal vez merezca la satisfac-

ción de haber realizado una acción generosa...

No os desaliente la seguridad de que todas nuestras creaciones son

perecederas, como resulta, en verdad, de mis palabras... Pero, .justa-

mente porque así lo concebimos, es posible el progreso : la misma ne-

cesidad espiritual (pie nos liga al pasado nos induce a crear y forta-

lecer el vínculo que tiende al porvenir...

Permitidme que termine recordando aquella carta en que Séneca

hace el elogio de Sextio y de los viejos filósofos.

Ella es oportuna aquí, porque traduce fielmente mi sentimiento

respetuoso hacia la labor inestimable de los que han enseñado y de

los que han afrontado el gobierno en aquella casa que hoy saluda

jubilosa vuestro triunfo: y es también oportuna porque refleja, a la

vez, mi firme Convicción en el deber de rehacer el pasado piedra sobre

piedra, si ello ha de servir para procurar un alivio ;i las condiciones

de la vida <» abrir nuevos horizontes a la visión del espíritu...

Después de explicar el procedimiento filosófico de Sextio, Séneca,

agrega ¡ «tiene «le excelente todavía que señala la grandeza de la vida

superior, >¡n matar la esperanza de alcanzarla. Sabéis (pie está muy

alto, pero que es accesible a la voluntad...

" lie alií por (pié me inclino ante los descubrimientos (le la sabiduría

\ reverencio a sos autores: goce dé ellos, como de un patrimonio

COmdn: e« una herencia que recibo, \ cosechólos Cintos de esas labo-
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lo que liemos recibido : y que esta herencia sea mayor cuando pase a

nuestra posteridad... Queda todavía y quedará siempre mucho por

hacer : los que nazcan después de mil siglos, hallarán aún ocasión de

agregar algo a estas riquezas...

«Mucho hicieron los (pie llegaron antes que nosotros
;
pero no deja-

ron todo concluido : sin embargo son dignos de que los admiremos y

honremos como a los dioses... Mtiltum egerunt qui ante nos fiierunf :

sed non peregerunt... »

II

Premios

PREMIOS UNIVERSITARIOS

A bogada

Curso de 1913

De acuerdo con lo estatuido en el artículo 70 de la Ordenanza

general universitaria, los profesores que a continuación se indica

votaron para recomendar al ex alumno acreedor al premio « Universi-

tario» del curso del año 1913, en la forma siguiente :

Por el doctor Atilio Dell'Oro Maini, los doctores Ernesto Weigel

Muñoz, Ricardo Levene, Isidoro líuíz Moreno, Carlos Ibgarguren,

Héctor Lafaille, Osvaldo M. Pinero, Ramón S. Castillo, Alfredo Col-

mo, Vicente C. Gallo, Mario Sáenz, Eduardo Prayones, Leopoldo

Meló, Tomás Jofré, Alcides Calandrelli.

Buenos Aires, diciembre 19 <le 1919.

Dése cuenta al Consejo directivo.

M. SÁENZ.

José A. Quinto Costa.

Buenos Aires, diciembre 1!» de 1919.

De acuerdo con lo resuelto por el Consejo directivo en su sesión

de la fecha, acuérdase la medalla de oro al ex alumno don Atilio
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Dell" Oro Maini. Comuniqúese al rectorado, llágase saber al interesado

y entregúese la medalla en la próxima colación de grados.

M. SÁENZ.

José A. Quima Costa.

Curso de 1914

De acuerdo con lo estatuido en el artículo 70 de la Ordenanza gene-

ral universitaria, los profesores que a continuación se indica vota-

ron para recomendar al ex alumno acreedor al premio «Universita-

rio» del curso del año 1914, en la forma siguiente

:

Por Faustino J. Legón, los doctores Ernesto Weigel Muñoz, Kicar-

do Levene, Isidoro Ruíz Moreno, Carlos Ibarguren, Héctor Lafaille,

Osvaldo M. Pinero, Ramón S. Castillo, Alfredo Colmo, Vieente C.

Gallo, Mario Sáenz, Eduardo Playones, Tomás Jofié, Alcides Calan-

drelli.

Buenos Aires, diciembre 19 de 1919.

Dése cuenta al Consejo directivo.

M. SÁENZ.

José A. Quinto Costa.

Buenos Aires, diciembre 19 de 1919.

!)< acuerdo con lo resuelto por el Consejo directivo en su sesión

de la techa, acuerdase la medalla de oro al ex alumno del curso de

1914 don Faustino J. Legón. Comuniqúese al rectorado, hágase saber

al interesado y entregúese la medalla en la próxima colación de

-rados.

M. SÁKNZ.

José A . Quimo ('osla.

Xotariailo

De acuerdo con lo estatuido eu el artículo 70 de la Ordenanza ge-

neral univer>itai ia. los profesores que a continuación se expresa

votaron para recomendar al ex alumno acreedor al premio «univer-

sitario,, del curso del año 1916.

Por Luis Ainéiico Pintos, los doctores Ksteban Lamadrid, Jorge
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de la Torre, Juan A. Figueroa, Francisco J. Oribe, Félix Martín y

Herrera.

Buenos Airo, diciembre 19 de 1919.

Dése cuenta al Consejo directivo.

M. SÁENZ.

José A. Quinto Costa.

hueiios Aires, diciembre L9 de 1919.

De acuerdo con lo resuelto por el Consejo directivo en su sesión de

la fecha, acuérdase la medalla de oro al ex alumno don Luis Américo

Pintos. Comuniqúese al rectorado, llágase saber al interesado y en-

tregúese la medalla en la próxima colación de grados.

M. SÁENZ.

José A. (tilinto Costa.

PREMIO « FACULTAD »

Buenos Aires, diciembre 19 de 1919.

Atento a lo dispuesto por las mesas examinadoras de tesis de de-

recho penal, de economía política y de filosofía en sus sesiones de 26

de octubre, 16 de octubre y 4 de octubre de 1918, declarando dignas

de premio, de acuerdo con el artículo 15 de la ordenanza respectiva,

las tesis de los señores Eduardo J. Bullrich, sobre Asistencia social de

menores ; Ernesto J. Tissone, sobre Legislación ferroviaria: sistemas;

revisión de nuestra legislación ; Tomás D. Casares, sobre La religión y

el Estado; y atento lo dispuesto por el honorable Consejo en su se-

sión de la fecha, que, al considerar dichas tesis, resolvió acordar el

premio «Facultad» a la del doctor Eduardo J. Bullrich,

El vicedecano de la Facultad resuelve :

I o Hacer entrega del premio «Facultad», consistente en una me-

dalla de oro y un diploma, al doctor Eduardo J. Bullrich, en acto

público en la próxima colación de grados.

2 o En el mismo acto hacer entrega del diploma especial instituid*»
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por el artículo 19 tic la ordenanza citada, al doctor Ernesto J. Tisso-

ne, y al doctor Tomás I). Casares de una medalla especial de « Estímu-

lo ». v se publique su tesis en la edición de Estudios.

8° Comuniqúese a los interesados.

M. SÁENZ.

José A. Qnimo Cosía.

PREMIO « ALBERTO GÁLEO >>

Buenos Aires, diciembre 19 de 1919.

De acuerdo con lo resuelto por el Consejo directivo eu bu sesión

de la fecha, disciérnese el premio «Alberto Gallo» al doctor Ernesto

José Tissone por sn tesis Legislación ferroviaria : sistemas: revisión

de nuestra legislación, y entregúesele la medalla dé oro y diploma co-

rrespondiente en la próxima colación de grados que tendrá lugar el

22 del corriente mes de diciembre.

M. SÁENZ.

José A . Quirno Costa.

DIPLOMAS I>E HONOR

Señor rector dé la Universidad, doctor Eufemio Uballes:

Tengo el honor de dirigirme al señor rector acompañando la pla-

nilla do clasificaciones respectivas de loa ex alumnos : Sixto Terán,

Dalmiro Terán Linares, Ricardo Alberto Fiech, Vicente Rodríguez

Kivas. Jorge Cabial Texo, Rodoldo María Senet . Antonio CastigÜO-

ne v Rafael Gn ij<> Machado, que lian terminado sus estudios en el

corriente ¡u'io, y (pie, de acuerdo con el artículo 74 de la Ordenan/a

general universitaria, se han hecho acreedores al diploma de honor.

RnegO al señor rector quiera impartir las órdenes del «aso. n lin de

ipie se remitan a esta Facultad los respectivos diplomas, para ser en-

tregados en la próxima colación de grados qtW tendrá lugar el 22 del

corriente.
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Con este motivo, saludo al señor rector con mi consideración ni¡i>

distinguida.

M. SÁKNZ.

Jopé -I . Quirno Costo.

Hítenos Aires, diciembre 19 de 1918.

Señor rector de la Universidad, doctor Eufemio Uballes:

Tengo el honor de dirigirme al señor rector acompañando la pla-

nilla con las clasificaciones respectivas del ex alumno Jorge Francisco

J. Arias, que ha terminado sus estudios en el año 191S y que, dé

acuerdo con el artículo 71 de la Ordenanza general universitaria. sé

ha hecho acreedor al diploma de honor.

Ruego al señor rector quiera impartir las órdenes del caso, a fin

de que se remita a esta Facultad los respectivos diplomas para ser

entregados en la próxima colación de grados.

Con este motivo, saludo al señor rector con distinguida conside-

ración.

M. Sáexz.

José A. Quinto Costo.

III

Designación del orador en representación de los graduados

En Buenos Aires, a 10 de diciembre del año 1919, reunidos los

ex alumnos que deben recibir sus diplomas en el corriente año, con

el propósito de designar al orador que ha de dirigir la palabra en la

solemne colación de grados con arreglo a la Ordenanza respectiva,

bajo la presidencia del señor vicedecano doctor Mario Sáenz, siendo

las 11 a. m., se declaró abierta la asamblea.

Estando presentes los señores ex alumnos: Atilio Dell'Oro Maini,

Faustino Legón, Dalrniro Terán Linares, Rodolfo M. Senet, Rafael

Gramajo Machado, Lorenzo Amaya, Ramón M. Bóveda, Luis J. Co-

lombo, Carlos Degreef G-rondona, Vicente E. Diorgio, Ignacio Fraga

Cuaz, Antonio A. Grana, Antonio A. Giordano, Colman Lemer, Héctor

A. Lusardi, Santiago de Maidana, Rodolfo Ramos Oneto, Julio A.

Sojo, Ambrosio Solari, Bartalomé Zanetta, el señor vicedecano ma-
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infestó los propósitos de la asamblea, precediéndose ¡i votar por el

ex alumno qne usará de la palabra en la próxima colación de grados,

resultando, después de tres votaciones sin conseguirse la mayoría de dos

tercios a <i
ll( ' se refiere el artículo 2o de la ordenanza de 5 de noviem-

bre de 1912, que el señor vicedecano, haciendo uso de la facultad (pie

dispone el artículo 3 n de la mencionada ordenanza, y considerando

que los señores Faustino J. Legón y Ricardo A. Fisch tenían siete

votos cada uno y el señor Atilio Delí'Oro Maini seis votos, optó cu-

tre los dos primeros por el de mayores clasificaciones, resultando

elegido el doctor Faustino Legón. Con lo que terminó el acto, firman-

do la presente el señor vicedecano y los doctores Dalmiro Terán Li-

nares y Lorenzo Amaya, (pie realizaron los escrutinios, y el señor se-

cretario de la Facultad.

M. SÁENZ.

Lorenzo A maya. — Dalmiro Terán Linares.

— José A. Quinto Costa.

ORDENANZAS Y RESOLUCIONES

Ordenanzas y resoluciones del Consejo superior universitario

RESOLUCIÓN SOBRE EL ALCANCE DEL ARTICULO 84 DÉ LOS ESTATUTOS

DE SEPTIEMBRE 28 DE 1918

El Consejo superior res„elre :

Art. r. - Que la disposición del artículo 34, en cnanto a prórroga

del mandato, no es aplicable ni al' vicedecano en ejercicio ni al con-

sejero que. sin ser decano electo, desempeñare el decanato en virtud

ilc lo dispuesto por el artículo :'».">.

Art. 2". — Comnníqnese, anótese en el registro di' resoluciones 3

archívese.

Uballbs.

/.'. Colón.
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ORDENANZA SOBRE TKRMINO DE DURACIÓN

DEL MANDATO DE LOS CONSEJEROS AL CONSEJO SUPERIOR

DE NOVIEMBRE 16 DE 1918

El Consejo superior resuelve:

Art. I o
. — Declárase que el término de duración del mandato de los

actuales delegados de las facultades al Consejo superior, deberá con-

tarse a partir del 16 de noviembre de 1918, fecha en que, habiéndose

constituido el Consejo, los delegados han entrado a desempeñar las

funciones de su cargo.

Art. 2°. — Comuniqúese a las facultades, anótese en el registro de

ordenanzas y archívese.

Uballes.

/.'. Colón.

II

Ordenanzas del Consejo directivo de la Facultad

BIBLIOTECA Y MUSEO JURÍDICO

Creación del Museo

Art. I o
. — Créase en la Facultad un Museo jurídico, destinado a

ser elemento de la respectiva enseñanza.

Art. 2o
. — Se lo constituirá con documentos originales, en cuanto

sea posible, o en su defecto, con copias de los mismos y demás ele-

mentos de carácter jurídico que contengan :

a) Juicios civiles, comerciales, criminales, aduaneros, administra-

tivos, etc., en cada uno de los aspectos fundamentales de los respec-

tivos derechos

;

b) Escrituras de cada especie de actos jurídicos en sus distintas mo-

dalidades, y tanto de constitución de derechos, como de modificación

y de extinción de los mismos

;

c) Documentos comerciales, letras, pagarés, vales, cheques, diver-

sos títulos al portador, cartas de porte, pólizas de fletamento, conoci-

mientos, contratos a la gruesa, etc.:
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d) Inscripciones «le los diferentes registros : civil, de la propiedad,

de mandatos, comercial, etc.

;

e) Originales de los libros científicos de nuestros principales inris-

consultos :

f) Otros documentos análogos que revelen la vida activa del de-

recho.

Art. ?>'. — Los señores profesores deberán dar sus conferencias y

explicaciones, cuando corresponda, con los respectivos documentos a

la vista, para hacer resaltar el juego corriente de las normas jurídi-

cas.

Art. 4a. — Para la constitución del Museo, el decano de la Facul-

tad podrá requerir el concurso de las autoridades oficiales, del Cole-

gio de escribanos, de las compañías de ferrocarriles y de navegación,

de las sociedades de seguros, de las demás instituciones industriales,

bancarias, comerciales y financieras que estime conveniente, y de los

profesores de la Facultad.

Art. 5o
.
—

- El examen de los alumnos deberá tener explicaciones,

cuando cuadre, sobre los correspondientes documentos.

Art. 6 o
. — Mientras no esté organizado con autonomía, el Museo

dependerá de la Biblioteca, y se regirá por las disposiciones que go-

biernen a ésta.

Art. 7o . — Créase por ahora un puesto de encargado del Museo con

el sueldo mensual de ciento cincuenta pesos moneda nacional, cuyo ti-

tular será designado por el decano en oportunidad y será entonces in-

cluido en el presupuesto.

Ait. 8*. — El decano queda autorizado para tomar las medidas (pie

reclame la instalación del Museo.

Ait. '.)". — Comuniqúese, etc.

Aprobada «•! i de abril de lüüt.

ORGANIZACIÓN i»k i. a BIBLIOTECA I DEL UU8B0

Art. 1'. - La dilección de la Biblioteca y del Museo jurídico estará.

a cargo de una comisión formada por tres miembros del Consejo : un

presidente y dos vocales.

Ait. 2". Ivsta comisión nerá designada anualmente en la época
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que tija el reglamento para el nombramiento ele las comisiones. La

que debe funcionar en el presente año será designada en la primera

sesión del Consejo.

Art. 3o
. — Corresponde a la comisión :

a) La administración de los fondos destinados al fomento de la Bi-

blioteca y del Museo:

b) Resolver todo lo referente a la copia o adquisición de documen-

tos y a la adquisición de obras, publicaciones, revistas, etc.

:

<•) Solicitar y admitir donaciones;

(1) Organizar, de acuerdo con el decano, el servicio de los emplea-

dos y Ajarles el horario de manera que se turnen para que la Biblio-

teca y el Museo puedan permanecer abiertos todos los días hábiles de

8,30 a. m. a 11,30 p. ni., sin interrupción:

e) Poner su visto bueno a las cuentas por adqnisición de libios u

otros gastos para la Biblioteca y Museo, para que el decano ordene su

pago,:

f) Dictaminar en todo lo referente a la suspensión, remoción y licen-

cia de los empleados de la Biblioteca

:

g) Disponer lo necesario para la encuademación, conservación y

desinfección de los libros y documentos, adquisición de las instala-

ciones y útiles y proveer a los gastos menores

:

h) Proponer todas las medidas que requiera el fomento y buena

marcha de la Biblioteca y del Museo

:

i) Dictar el reglamento interno de los mismos, de acuerdo con el

decano, sobre la base de esta ordenanza.

Art. 4o
. — La comisión se reunirá por lo menos una vez al mes.

Sus resoluciones se tomarán por mayoría y se harán constar en un

libro de actas, que firmarán los tres miembros.

Art. 5 o
. — Las compras que ordene la comisión, subscripciones a

revistas, etc., se harán constar en el acta con indicación del nombre

del autor, título de la obra, número de la edición, precio y demás

condiciones. En la misma forma se procederá en todo lo referente ¡i

la encuademación y todas las demás adquisiciones o gastos.

Art. 6°. — Son atribuciones y deberes del consejero presidente :

a) Ejercer la presidencia de la comisión :

b) Subscribir las notas y comunicaciones:

e) Resolver toda cuestión urgente, con cargo de dar cuenta a la co-

misión :
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(1) Requerir de los consejeros y profesores informes e indicaciones

sobre adquisiciones de libros y documentos, etc. ;

e) Hacer cumplir las resoluciones del Consejo directivo y de la co-

misión.

Art. 7°. — La Biblioteca tendrá el personal que fije el presupuesto

universitario.

Art. 8". — Es obligación del bibliotecario indicar por nota, al pre-

sidente de la comisión, los documentos, obras, revistas, etc., que sea

conveniente adquirir, dando preferencia a las «pie se refieran a las cien-

cias sociales y especialmente a las jurídicas. Expresará, eu cuanto sea

posible, el número de volúmenes, páginas, edición, encuademación, etc.

Art. !)". — El bibliotecario dará cuenta mensualinente de las obras,

revistas, etc., (pie se hayan solicitado por los lectores y que no se en-

cuentren en la biblioteca.

Art. 10. — Los profesores podrán dirigirse al presidente de la

comisión indicando los documentos, libros, etc., (pie a su juicio sea

conveniente adquirir.

Del acceso a la Biblioteca

Art. 11. — 'rendían libre entrada a la Biblioteca y al Museo, los

miembros de la Facultad, el personal docente, los abogados, profesio-

nales afines y los alumnos de las diversas carreras que se cursan. Las

personas extrañas a la profesión deberán solicitar un permiso especial

del decano, del presidente de la comisión o de un miembro de ésta.

Ait. 12. — Los documentos, libros, revistas, etc., sólo pueden ser

Consultados en las salas destinadas al efecto. Queda terminantemente

prohibida la extracción de manuscritos, libios, revistas, u obras de

cualquier índole, del local de la Biblioteca.

Art. 18, Sin perjuicio de la organización interna en lidias, la

comisión ordenara la publicación en suplemento del catálogo, de ma-

nera «pie este ge enciieiit re al día. En cuanto sea posible, esa publica-

ción se insertará anualmente en los Anules de la Facultad.

D¡$po$icwH6é generales

Art. 11. Dentro de los diez días de sancionada esta ordenan/a.

el bibliotecario dará cuenta, por nota al presidente, de los libros, etc..
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que por cualquier circunstancia se encuentren fuera del local de la

Biblioteca; el presidiante de la comisión encargará a uno de los em-

pleados [tara que gestione veibalinente la devolución, y si ella no diere

resultado lo comunicará al decano para que éste adopte las medidas

del caso, o dé cuenta al Consejo.

Aprobada el i» de mayo <!<• 1919.

RÉGIMEN DE LOS ESTUDIOS

¡'huí de cultura jurídica

Art. 1°. — Durante el año 1919 se dictarán en la Facultad los si-

guientes cursos libres :

I o Legislaciém del trabajo
;

2o Finanzas (problemas actuales, internos y externos, de la Nación) :

3 o La Constitución nacional en la vida parlamentaria ven la juris-

prudencia de la república :

4:° Legislación sobre marcas de fábrica, patentes de invención y pro--

piedad literaria y artística :

5o Legislación y tratados panamericanos.

La asistencia a estos cursos es libre para toda persona que desee

concurrir, sin exigirse requisito alguno.

Art. 2o
. — Los profesores serán nombrados por el Consejo directi-

vo, por el período comprendido del 1° de abril hasta el I o de noviem

bre de 1919, y gozarán durante ese tiempo de igual remuneración men-

sual que la de los profesores titulares.

Art. 3 o
. — Estarán obligados a dar una conferencia semanal por la

tarde, que durará por lo menos una hora.

Art. 4o
. — Presentarán, antes del I o de abril, a la aprobación del

Consejo, el programa con la síntesis de los puntos que desarrollarán

durante el curso.

Art. 5o
. — Estarán obligados a pasar un informe escrito a la Fa-

cultad sobre el resultado del curso en el mes de noviembre de 1919.

Art. 6 o
. — La designación de los profesores se liará por el Consejo

en el mes de marzo de 1919, requiriéndose para el nombramiento el

quo-rúm y número de votos «pie exige el reglamento para la designa-

ción de los profesores suplentes.
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Art. 7 o
. — Para ser nominado profesor se requieren las mismas

condiciones que se exigen a los profesores suplentes.

Art. 8 o
. — Las disposiciones reglamentarias referentes a los profe-

sores titulares, en cuanto sean pertinentes, serán aplicables a los pro-

fesores libres a que se refiere esta ordenanza.

Art. 9o
. — Este plan regirá durante el año 1919, sin perjuicio de

los cursos libres, conferencias y lecciones sobre cualquiera de las

asignaturas correspondientes al plan de estudios de la Facultad, que

podrán dictarse, previa autorización de la misma, de acuerdo con los

nuevos estatutos.

Art. 10. — Podrá solicitarse por los interesados, en el mes de sep-

tiembre, por escrito, del decano, se les reciba examen de la materia

en el mes de diciembre, y los que sean aprobados obtendrán un cer-

tificado subscrito por el decano y el secretario de la Facultad, donde

conste la materia, el nombre del profesor y clasificación obtenida. La

clasificación será la de sobresaliente, distinguido o aprobado. El Con-

sejo designará los componentes délas mesas examinadoras, de las (pie

formará parte el profesor del curso.

Art. 11. — Publíquese e insértese en el libro respectivo.

Aprobada el !'• de marzo «le 1919.

KNSKNANZA

Del horario de clase

Art. Io . —Cada clase deberá comprender una hora completa. Entre

una y otra clase debe mediar un intervalo de 10 minutos. Las clase-

ordinarias se darán de !) a. ni. a 10 y de 10,10 a 11.10 a. ni. En igual

forma se organizarán otros horarios.

Art. 2o
. — En los cursos de abogacía, notariado y diplomacia, la

enseñanza se dará por el profesor titular y un suplente.

Ait. 8'. — De las tres horas semanales que corresponden a cada

curso, dos senin dictadas por el profesor titular \ una por el suplen-

te. En los cursos ipie comprenden dos horas, se agregará una para <•!

suplente.
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De la etiseñanaa

Art. 4o
. — El profesor titular, o su reemplazante, señalará al su-

plente designado por el Consejo la parte <le curso que le corresponde

explicar, y combinará con el suplente la forma y método de los trabajos

que, bajo su dirección, deben efectuar los alumnos. La responsabilidad

por la explicación total del programa corresponde al profesor titular.

Art. 5 o
. — La enseñanza se dará de acuerdo con el artículo 80 del

reglamento de la Facultad, con las prohibiciones que el mismo con-

tiene, las que deberán observarse tanto por los profesores como pol-

los alumnos.

De los trabajos

Art. 6o
. — Sin perjuicio de la parte teórica (pie corresponda expli-

car al profesor suplente, bajo la dirección inmediata y el control

superior del profesor titular, se realizarán según la naturaleza de la

materia, trabajos que consistirán en ejercicios de investigación, aná-

lisis, composiciones, construcciones, aplicaciones legales y jurispru-

denciales, crítica, estudio de contiendas y procesos, ejercitación foren-

se, visitas a cárceles, oficinas técnicas, conversaciones, repeticiones,

seminarios, ejercicios bibliográficos, etc.

Presentación de trabajos

Art. 7 o
. — Durante el curso, antes del I o de septiembre, cada alum-

no solicitará verbalmente del profesor suplente le señale el trabajo

escrito «pie debe realizar. Cada profesor suplente deberá llevar una

libreta en la que anotará los trabajos encargados y, en cuanto fuere

posible, el conocimiento y aprovechamiento de los alumnos.

Art. 8o
. — Sin perjuicio del horario oficial, el profesor suplente po-

drá señalar días y horas, en la Facultad o en otro lugar, para atender

a los alumnos en todo lo que se refiere a los trabajos del curso.

Art. 9°. — Los trabajos se presentarán al profesor antes del 15 de

octubre.

Art. 10. — El profesor suplente los examinará, y sobre la base de

esos trabajos y en vista délas anotaciones de la libreta, los clasificará

en unión con el profesor titular. En caso de disidencia prevalecerá la

opinión del profesor titular.
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Art. 11. — El profesor titular comunicará por nota al decano la

nómina de los alumnos cuyos trabajos hayan resultado suficientes.

Los que no estén incluidos en esa nómina no podrán ser inscriptos en

las listas de exámenes en las épocas de diciembre y marzo siguientes.

Art. 12. — Los alumnos que desearen dar materias de un año su-

perior, ya sea en la época de diciembre del año en curso o en la de

marzo siguiente, deberán cumplir con relación a ellas, antes del 15 de

octubre, lo prescrito anteriormente, a fin de poder ser incluidos en

las listas de exámenes.

Art. 13. — Los trabajos efectuados tendrán validez únicamente

para el año en curso y época siguiente de marzo. Los que no rindie-

ran exámenes o fueran reprobados, deberán efectuar nuevos trabajos

ti año siguiente.

Art. 14. — Si se comprobase que el trabajo no es original, sino

plagio, copia o reproducción, el alumno será suspendido por todo el

año en curso, y no podrá rendir examen en diciembre, ni en la época

siguiente de marzo.

Publicación de trabajos

Art. 15. — Los trabajos que a juicio del profesor titular tengan

importancia, serán remitidos con nota al decano, quien los pasará a

la comisión de enseñanza. Previo informe de ésta, el Consejo podrá

disponer su publicación, dejándose constancia en la carpeta corres-

pondiente al alumno.

Remuneración de profesores

Art. 16. — Por este año, para remunerar a los profesores suplen-

tes ge procederá en esta forma : El total de las partidas que asigna el

presupuesto universitario para cursos especiales, con más el sobrante

de otras partidas que el Consejo resuelva agregar, se dividirá por el

número total de clases que hayan dado los suplentes durante el año

i ii curso* El cociente «pie resulte se multiplicará por el número de

ciaMfl que haya dictado cada profesor, y ésta será la remuneración que

le corresponde. La liquidación se hará por la comisión de hacienda el

15 de noviembre 3 . aprobada por el Consejo, el pago se efectuará in-

mediatamente.
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Disposiciones generales

Art. 17. — La designación de los sapientes, a los efectos «h esta

ordenanza, se fiará por el Consejo directivo en el mes de diciembre de

cada año, cuidando qne en aquellos cursos en que haya varios suplen-

tes se turnen éstos en el desempeño del cargo.

Art. 18. — El suplente que sin justa causa rehusase desempeñar

estas funciones quedará cesante, procediéndose de inmediato a nom-

bra ríe reenipl azante

.

Art. 19. — Para el año 1919 la designación se liará en la misma

sesión o en la inmediata siguiente a aquella en que se apruebe esta

ordenanza.

Art. 20. — El Consejo directivo solicitará del Consejo superior

que, para el año 1920, se aumente la partida referente a los cursos

especiales, de manera que pueda concederse una remuneración de 2."»!)

pesos mensuales a los profesores suplentes por el período de 1 de

abril a I o de noviembre.

Art. 21. — Esta ordenanza reemplaza la de cursos intensivos, inte-

grales y complementarios, los que quedan derogados.

Aprobada el -'8 de marzo de 1919.

MODIFICACIÓN DE LA OKDENANZA DE ENSEÑANZA

DE 28 DE MAKZO DE 1919

(Sesión del Consejo directivo de 4 de julio de 1919)

Art. I o
. — Para cumplir con las disposiciones de la ordenanza de

28 de marzo de 1919, será suficiente que los alumnos presenten un

trabajo escrito, sobre una de las materias del año que cursen. El tema

que elija el alumno deberá someterlo previamente a la aprobación

del profesor respectivo.

Art. 2 o
. — El trabajo será presentado en la época reglamentaria.

Si el profesor lo considerase deficiente, lo devolverá al alumno para

que lo corrija o presente otro nuevo, fijándole un plazo prudencial.

Presentado en tiempo, lo clasificará de acuerdo con el artículo 10 de

la ordenanza.

Art. 3 o
. — Esta ordenanza regirá durante el presente año.
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Ait. 4 o
. — Imprímase y publíquese.

Por resolución del Consejo directivo de 18 de noviembre de l!»l!t. st

uispendió por el corriente año la presentación de trabajos prácticos.

EQUIVALENCIA DE KSTUDIOS CON OTRAS FACULTADES

Ait. Io . — Para que los certificados de exámenes a que se refiere el

artículo 68 de los Estatutos universitarios tengan la validez a que él

se refiere, deberá comprobarse previamente que las materias y progra-

mas de las otras facultades de derecho nacionales son equivalentes a

las materias y programas de esta Facultad.

Art. 2 o
. — El Consejo directivo, previo informe de la comisión de

enseñanza, declarará en cada caso si existe o no esa equivalencia.

Art. 3o
. — Si la Facultad de donde procede el alumno no exigiere

examen de ingreso, o éste no fuera equivalente al establecido por el

Consejo directivo, el alumno no será admitido sin que previamente

rinda diclio examen. Quedando exceptuados de este requisito los que

hayan cursado cuatro años completos de estudios de otra Facultad.

Ait. 4°. — Anualmente, en el mes de abril, el decano solicitará por

nota a las «lernas facultades nacionales de derecho una copia auténtica

de b»s planes de estudios y programas que rijan en ellas, los que serán

archivados en orden cronológico por secretaría.

Art. 5 o
. — Derógase la ordenanza de 25 de febrero de 1915 y toda

disposición qne se oponga a la presente.

Aprobada el L6 «le junio de lítlit.

NUEVO PLAN DE ESTUDÍOS

Art. 1". — Modifícase el plan de estudios vigente. En lo sucesivo la

enseñanza se hará en seis años, distribuyéndose las materias en la si-

guiente forma :

Ettudtoi de abogacía

Primer año: introducción a las ciencias jurídicas y sociales. Dere-

cho romano, primera paite. Derecho internacional público. Economía

política.

ANAL. KAC. 1»K UKR. — T. XX 10
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Segundo año : Derecho romano, segunda parte. Derecho civil, pri-

mera parte. Derecho penal. Finanzas.

Tercer año : Derecho civil, segunda parte. Derecho comercial (1" y

2 o libro con exclusión de efectos de comercio). Legislación de minas

y rural. Derecho constitucional.

Cuarto año : Derecho civil, tercera parte. Derecho comercial (efec-

tos de comercio y quiebras). Derecho procesal (organización y proce-

dimientos civiles de la justicia nacional). Derecho administrativo.

Quinto año: Derecho civil, cuarta parte. Derecho procesal (organi-

zación y procedimientos de justicia criminal, incluyendo la justicia

militar). Filosofía de las ciencias jurídicas y sociales. Derecho marí-

timo y legislación aduanera.

Sexto año: Legislación del trabajo. Derecho internacional privado.

Derecho civil comparado. Historia de las instituciones jurídicas.

Art. 2 o
. — Los alumnos que rindan primer año en 1920 seguirán

el presente plan. A la terminación de los seis años presentarán una

tesis y, siendo aprobado, obtendrán el título de doctor en jurispruden-

cia, que los habilitará para el ejercicio de la profesión de abogado.

Art. 3o
. — Los que actualmente cursen el primero, segundo y ter-

cer año del plan vigente seguirán el nuevo plan y al terminar el quintó

año rendirán examen de Derecho internacional privado, Legislación

del trabajo y recibirán el título de abogado. Para obtener el de doctor

en jurisprudencia deberán rendir examen de Derecho civil comparado,

Historia de las instituciones jurídicas y presentar tesis.

Art. 4 o
. — Los que actualmente cursen el cuarto y quinto año de-

berán aprobar Dei'echo internacional privado y obtendrán el título de

abogado. Para obtener el de doctor en jurisprudencia deberán rendir

examen de Derecho civil comparado, Historia de las instituciones ju-

rídicas y presentar tesis.

Art. 5o
. — La leyenda de la cátedra de Derecho privado será en lo

sucesivo Derecho civil comparado y la de Legislación industrial y

obrera, Legislación del trabajo.

Art. 6o
. — Elévese a los efectos del Estatuto al honorable Consejo

superior.

Aprobada el 4 de octubre de 1919.
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PROFESORES SUPLENTES Y ADSCRIPTOS

Capítulo I

De las condiciones >/ número de suplentes

Ait. I o
. — Para ser nombrado profesor suplente se requiere

:

1° Ser ciudadano argentino
;

2 o Poseer título de doctor en jurisprudencia, expedido o revalidado

por una universidad nacional ;

3° Tres años de antigüedad en el título.

Art. 2 ". — Cada cátedra tendrá el número de suplentes que deter-

mine el Consejo directivo.

Art. 3". — Las suplencias serán provistas:

1' Cuando lia va profesores adscriptos confirmados, eligiendo entre

éstos
;

2 o Cuando no haya profesores adscriptos confirmados, o éstos no

obtuvieren l;i mayoría del artículo 8o
,
por nombramiento directo.

Capítulo II

De la adscripción

Art. 4'. — Puede solicitar adscripción a una cátedra, en cualquier

tiempo, todo el «pie reúna las condiciones de los incisos I o y 2o del ar-

tículo I o y tenga dos años de antigüedad en el título. La solicitud

deberá extenderse en formulario que facilitará la secretaria. El decano

la pasará directamente a la Comisión de enseñanza, y previo informe

de ésta, en la primera sesión que celebre el Consejo se resolver;! el

pedido por mayoría.

Ait. 5o . — Aceptada la adscripción, se comunicará el nombramien-

to al profesor titular.

El adseripto estará obligado:

1" A desempeñar las comisiones didácticas un»' 1<' encomiende el

Consejo, el decano o el profesor titular;

Ü" A dictar dos conferencias mensuales durante >eis meses, sobre

tenias del programa en CUrSO, debiendo a este efecto ponerse óc

acuerdo con el profesor titular.
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Art. 6 o
. — Dictadas las doce conferencias, el profesor titular infor-

mará sobre ellas y las aptitudes docentes del adscripto. Éste presen-

tará además al Consejo un trabajo sobre un tenia del programa en

curso. El trabajo será pasado a la comisión de enseñanza, y con el

informe de ésta, el Consejo resolverá por dos tercios délos votos pre-

sentes si se le confirma en el cargo. Todo adscripto no confirmado

quedará cesante.

Art. 7o
. - Confirmado en el cargo, el adscripto queda habilitado

para dictar cnrsos libres o conferencias en el curso oficial, previo

acuerdo con el profesor titular y autorización del Consejo. Podrá ser

designado para formar parte de las mesas de exámenes.

Capítulo III

Del nombramiento de suplentes

Art. 8o
. — Si existieran profesores adscriptos continuados, el Con-

sejo con quorum, de diez consejeros por lo menos y mayoría absoluta,

designará de entre ellos el profesor suplente.

Art. 9o
. — Si no existieran profesores adscriptos confirmados o en

la votación no hubieren obtenido la mayoría requerida, el Consejo

llamará a inscripción de candidatos con quince días de anticipación.

La inscripción se hará con formularios (pie facilitará la secretaría

y firmará el interesado. Nadie podrá inscribirse a más de una su-

plencia.

Art. 10. — Cerrada la inscripción, el secretario formulará la nómina

de los inscriptos y la comunicará al decano, quien la hará conocer

de los consejeros y citará al Consejo a sesión especial con cinco días

de anticipación, la que sólo podrá celebrarse con quorum de diez con-

sejeros por lo menos. En la sesión se dará lectura de la nómina de

candidatos, requiriéndose el voto favorable de los dos tercios de los

presentes para el nombramiento. Si ninguno de los inscriptos obtu-

viere esa mayoría, el Consejo podrá, a indicación de cualquiera de sus

miembros, votar por la mayoría expresada la designación de un can-

didato no inscripto pero que reúna las condiciones del artículo I o .

Aprobada el 2 de junio de 1919.
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PASE DE CÁTEDRAS DE LOS PROFESORES SUPLENTES

Articulo único. — Los profesores suplentes que deseen optara una

sapiencia <le otra cátedra deberán requerir su adscripción conforme

a la ordenanza para la provisión de suplencias, y quedarán en las

mismas condiciones que los profesores adscriptos a los efectos de la

designación, una ve/, cumplidos los requisitos correspondientes.

Aprobada el IX de agosto de 1919.

LICENCIA A PROFESORES QUE SON LLAMADOS A DESEMPEÑAR

FUNCIONES PÚBLICAS DE CARÁCTER POLÍTICO

Art. 1". — El profesor que sea designado para desempeñar una

función pública de índole política comunicará a la Facultad si va a

continuar en el desempeño de su cátedra.

Art. 2". — Si expresare (pie no le es posible hacerlo a causa de esa

circunstancia y presentare su renuncia, el Consejo podrá, por simple

mayoría, solicitar del Consejo superior se le acuerde licencia por el

término de un año. Al vencer ese plazo, se solicitará del profesor

comunique si va adietar la cátedra. En caso negativo se pedirá licen-

cia como se establece en el párrafo anterior.

Art. :!'. — Al vencimiento de este segundo término se invitará al

profesor a que se haga caigo del curso, y si no le fuera posible acce-

der a ello se le considerará renunciante.

Precedentemente .-1 Consejo directivo, .mi la sesión «leí ti de diciembre de

l!US, había resuelto no aceptar la remnieia presentada por el doctor Ho-

norio l'ueviTedón de los caicos de consejero y profesor titular de» proce-

dimientos civiles, resolviendo, de acuerdo con los precedentes del caso,

s. dicitar del Consejo superior licencia sin goce de sueldo por el tiempo

que desempeñase el ministerio de Agricultura.
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DOCENCIA LIBRE

l>( los profesores libres

Ait. l n
. — Serán tales aquello* que, previa autorización del Conse-

jo, dicten cursos voluntarios sobre ana asignatura completa del plan

oficial de estudios o sobre uno o más puntos de una asignatura oficial.

Art. 2 o
. — Los que deseen dar un curso libre deberán solicitarlo

por escrito y acompañar el programa respectivo. Los que no sean

profesores suplentes deberán justificar sus títulos o su competencia

especia]

.

Art. 3 o
. — Los cursos serán dictados en la misma Facultad, o fuera

de ella cuando las necesidades de hacer una enseñanza práctica lo re-

quieran. En el primer caso, el Consejo proporcionará todos los ele-

mentos necesarios y posibles como si se tratase de un curso oficial.

Art. 4 o
. — El horario de los cursos libres será concertado entre el

decano y el interesado.

Art. 5". — La asistencia a los cursos libres no está sujeta a auto-

rización alguna. Pero los que deseen ser considerados como alumnos

doiberán inscribirse en un registro que llevará la secretaría, en que se

especificará el curso respectivo, así como los siguientes extremos de-

bidamente acreditados: nombre, edad, profesión, nacionalidad y do

micilio del candidato.

Art. 6 o
. —La Facultad no entiende contraer obligación alguna so-

bre la regularidad y continuidad de los cursos libres que autorice.

Art. 7 o
. — El profesor libre queda sujeto, durante su actuación en

la Facultad, a las obligaciones y responsabilidades de los profesores

oficiales.

Art. 8°. —En cualquier curso libre se podrá tomar examen de la

respectiva materia a los alumnos que lo pidan. La forma y época del

mismo serán las reglamentarias. El Consejo designará la mesa corres-

pondiente, que será presidida por un consejero y en la cual figurará

el profesor libre. Se podrá constituir una mesa común de tres o más

miembros para dos o más cursos libres.

Art. 9o
. — Los alumnos que resulten aprobados recibirán un cer-

tificado firmado por el decano, el secretario y el respectivo profesor,

en el que conste la materia y la nota del examen.
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Art. 10. — La designación de un profesor de curso libre sólo es

válida para el respectiva año escolar.

De los cursos libres sobre materias oficiales

Art. 11. — El curso libre que verse sobre una asignatura completa

del plan oficial deberá tener el contenido de fondo y la duración de

éste.

Art. 12. — Los alumnos de la Facultad podrán inscribirse indis-

tintamente, eu tal caso, en el curso libre o en el curso oficial.

Art. 13. — El pase de alumnos de uno a otro curso deberá ser pe-

dido antes del 1" de julio de cada año.

Art. 14. — Si el curso libre se interrumpiera, los alumnos en él

inscriptos podrán solicitar pase en cualquier tiempo al curso oficial.

Art. 15. — El curso libre sobre materia oficial no será mantenido

cuando los alumnos en él inscriptos no alcancen a un tercio délos ins-

criptos en el curso oficial. En tal caso, ya solicitud del profesor libre,

el curso podrá ser mantenido como un curso libre común.

Art. 16. — Los alumnos de un curso libre sobre materia oficial

tendrán derecho de dar examen en las mismas condiciones que los

alumnos <le cursos oficiales, siempre que así lo pidan un mes antes

dé la correspondiente época. La mesa será la del respectivo curso

oficial, a la cual se agregará el profesor libre.

Ait. 17. — Los trabajos prácticos realizados por los alumnos libres

de un curso sobre materia del plan oficial, serán equiparados a los de

los alumnos oficiales.

Serán clasificados por el profesor libre y por el profesor titular.

conforme a la ordenanza respectiva.

Art. IS. — 101 profesor libre que dé un curso completo de trabajos

prácticos, quedará sujeto a todas las obligaciones que correspondan

al sapiente Oficial en su caso.

Ait. 1'.). Queda derogado el artículo 76 del reglamento vigente

de la Facultad (1).

Aprobada el 16 de lanío de 1919.

di Dictaron onrsoa librea los doctorea Juan P. Samo*, José María Biicj

Ingeniero Carloa 8. Velurde, disert 1<> respectivamente sobre : Téeniea de

eédtgo penal; Hhtorla, fuente» .</ Uteráhira del derecho romano; Fundawm
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PROFESORES HONOKA UK )S

Art. I o
. — El título de profesor honorario será otorgado :

I o A Las autoridades <> profesores de universidades extranjeras o de

otras universidades nacionales:

2 o A los profesores titulares de la Facultad que cesen en sus cargos

por renuncia o jubilación.

Art. 2 o
. — El título será extendido en un pergamino que Armarán

el decano y el secretario de la Facultad.

Art. 3". — Acuerda los siguientes derechos :

1° Gozar de las prerrogativas que correspondan a los profesores

titulares en todos los actos públicos de la Facultad

;

2 o A las publicaciones, trabajos, estudios, etc., (pie se impriman

por cuenta de la misma :

3° Formar parte de las mesas examinadoras, jurados y comisiones

que nombrare la Facultad :

-I
o Dictar conferencias o cursos Ubres.

Art. 4 o
. — El nombramiento será hecho a propuesta del decano o

de un consejero y requiere el voto de dos tercios de los miembros

presentes del Consejo. Si el resultado de la votación fuese favorable,

se asentará en el acta y el decano expedirá el título, que será remi-

tido con una nota al interesado en (pie se transcribirá el artículo 8o

de esta ordenanza.

Aprobada <! 25 ÚV agosto de l'tli).

EXAMKXES

Ve las época* de exámenes

Art. I o
. — Los exámenes parciales tendrán lugar en dos épocas :

la primera dará principio el I o de diciembre y la segunda el Io de

marzo. Xo habrá otras épocas para estos exámenes.

económico. técnico e histórico del derecha de minería, sistemas sobre dominio

originario de los criaderos minerales y carácter jurídico de la propiedad mi-
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Aif. 2°. — Los exámenes generales para los alumnos a qne se re-

fiere la ordenanza de 28 de diciembre de 1911 y los exámenes de re-

válida se efectuarán cuando el decano disponga.

Art. 3o
. — Los exámenes de conscriptos empezarán el I o de julio.

Las tesis deberán presentarse improrrogablemente antes del I o de

agosto y los exámenes se tomarán en el mes de septiembre.

Art. 4o
. — Los exámenes de ingreso se recibirán el 15 de febrero

y 15 de noviembre.

Art. 5o
. — Las épocas fijadas para los exámenes parciales, de in-

greso y tesis no podrán postergarse por ningún motivo.

Da las mesas examinadoras

Art. 6". — Anualmente el Consejo directivo, en el mes de octubre,

designará los miembros de las mesas examinadoras de acuerdo con lo

dispuesto en el artículo siguiente. Los nombramientos se publicarán

al día siguiente y se comunicarán a los profesores.

Art. 7o
.— Cada mesa será presidida por el profesor titular o por

un consejero académico. Si algún profesor suplente de la mesa des-

empeñara las funciones de consejero, se designará para presidirla a

un académico. Funcionará con tres miembros en el orden de su de-

signación. Las mesas de reválida y de exámenes generales se com-

pondrán de cinco miembros. El decano y vicedecano pueden presidir

cualquier mesa.

Art. N". Los miembros de las mesas examinadoras sólo pueden

ser recusados por la causa y en el tiempo y forma «pie prescribe el

artículo 85 del reglamento de la Facultad, pero cualquiera de ellos

puede excusarse de tomar un examen por motivos personales ipie

queda al arbitrio de la mesa admitir. En estos casos el decano o,

cu ausencia de éste, los demás miembros de la mesa, designarán el

reemplazante.

Del funcionamiento de las meta»

Art. 9°. - La> mesas funcionarán a partir del 1
' de diciembre v

y L° de marzo de cada año, en loadlas; horas «pica continuación

>c indica, *¡n necesidad <!<• citación especial. Bu los «Mesen que por

el número de alumnos inscriptos no íes inficiente el lunario pérma-
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nente, el decano podrá disponer que las mesas funcionen además en

otras horas.

Cursos de abogacía. Lunes, miércoles y viernes, de 8 y 30 a. m. a

11 y 30, lista letra A : Romano I, civil II, comercial II, internacio-

nal privado; de 4 y 30 a 7 y 80 p. ni., lista letra Z : Comercial I.

economía política, finanzas, civil III, filosofía del derecho. Martes,

jueves y sábado, de 4 y 30 a 7 y 30 p. ni., lista letra A : Introducción

al derecho, derecho marítimo, penal, constitucional, administrativo,

procedimientos II : de 4 y 30 a 7 y 30 p. m., lista letra Z : Interna-

cional público, civil I, minas y rural, procedimientos I, civil IV,

legislación industrial y obrera.

Las mesas de notariado serán organizadas en igual forma.

Art. 10. — Ninguna mesa podrá funcional más de tres horas con-

secutivas.

Art. 11. — El horario anterior es permanente y no podrá ser mo-

dificado por las mesas.

Art. 12. — En las épocas de exámenes el secretario de la Facultad

presentará diariamente al decano una planilla en la <|iie conste el

nombre de los profesores asistentes y de los inasistentes, indicando

en este último caso el motivo y por quién fué reemplazado. Los re-

sultados de estas planillas se anotarán al terminar los exámenes en

las fojas de servicios de los profesores, comunicándose al Consejo a

los efectos de los artículos respectivos del reglamento.

Los profesores no estarán obligados a esperar sino media hora para

que se constituya la mesa. Transcurrido ese tiempo podrán retirarse,

dejando constancia en el libro de asistencia.

En la formación de toda terna, solicitud de licencia, etc., el Con-

sejo hará mérito de la asistencia o inasistencia de los profesores a los

exámenes, debiendo consignarse lo qué resulte de la foja de servi-

cios.

De lux Untan de exámenes

Art. 13. — Los alumnos que deseen rendir examen solicitaran su

inscripción en la secretaría de la Facultad. Para ser incluidos en las

listas deberán presentar en la misma, antes del 15 de noviembre o

15 de febrero de cada año, el recibo que acredite haber abonado en

la tesorería de la Universidad los derechos correspondientes, de acuer-

do con la ordenanza de contabilidad.
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Art. 14. — El 20 de noviembre y 20 de febrero las listas deberán

«star preparadas y expuestas. Se liarán en orden alfabético empezan-

do por la letra A o Z, según el horario que corresponda. Los alumnos

se inscribirán sin distinción de previos, regulares o libres. Los que

se inscriban para rendir exámenes de un año superior, faltándoles al-

guna materia del cursi) precedente, deberán justificar ante el presi-

dente de la mesa, con un comprobante expedido por la secretaría, que

han sido aprobados en las materias del curso anterior.

Las reclamaciones sobre inclusión en las listas podrán presentarse

hasta el 25 de noviembre o 25 de febrero.

En estas fechas quedarán definitivamente cerradas y no podrán ser

modificadas por ningún concepto. El decano no podrá conceder ins-

cripciones fuera de las fechas indicadas.

Tampoco podrá exonerar de derechos. El orden de la lista no podrá

ser alterado sino por resolución de la mesa.

Del examen

Art. 15. — Los alumnos serán llamados por el presidente de la

mesa, empezando por la letra A o Z, según la indicación que conten-

ga la lista. Los alumnos tienen derecho a ser llamados dos veces, pero

el segundo llamado no podrá hacerse en el mismo día, salvo para los

(pie voluntariamente lo soliciten.

Ait. 16. — El alumno que antes de comenzar un examen lo aban-

done, no podrá repetirlo sino en la época siguiente. El (pie lo aban-

done después de comenzado quedará reprobado.

Art. 17. — Todo examen durará el tiempo que la mesa juzgue con-

veniente.

De los progvama$

An. is. Los profesores presentarán sus programas a la aproba-

do del Consejo directivo antes del 1" de marzo de cada año. Apn

ni viiliado por el Consejo, no podrá Ser alterado durante elain

Art. I!). — Los profesores deberán explicar todos los puntos del

programa antes del l" de noviembre de cada uño, estimándose bita

grave, que se anotará en la foja de servicios, la omisión de esta obli-

gación.

Art. 20. Los programas .serán analíticos. Eos publicará la Facul-
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tad al comenzar los cursos, y cada alumno tendrá derecho a solicitar

un ejemplar, que se le entregará ¡i precio de cosió.

Art. 21. — El examen versará sobre todos los puntos del programa,

aunque no hubieran sido explicados por el profesor.

De la rotación y dosificaciones

Art. 22. — Al final de cada sesión de exámenes se procederá a cla-

sificar en la siguiente forma : a) Se decidirá, primero, verbalmente,

si el alumno es aprobado o reprobado. La votación será nominal, em-

pezando por el profesor titular de la materia o el que baya estado a

cargo del curso, quien informará sobre las condiciones del alumno,

sus antecedentes, trabajos que baya efectuado, contracción al estu-

dio, etc., datos (pie se tendrán en cuenta por la mesa. En seguida

continúala en el orden que indique el presidente, quien votará el ul-

timo. Cuando el presidente de la mesa sea el profesor titular, la vota-

ción empezará por él: b) Habiendo mayoría por una clasificación, pri-

mará ésta: sólo en el caso de que los profesores votaran por clasifica-

ciones distintas, se sacará el promedio. Toda fracción mayor (pie la

mitad o igual a ella será considerada número entero. En caso contra-

rio, será desestimada : cj La clasificación se liará con números de 1 a

10, que tendrán las siguientes equivalencias : 1, 2 y 3, regular: 4, 5 y

6, bueno: 7, 8 y í», distinguido, y 10, sobresaliente.

En ningún caso las mesas examinadoras podrán otorgar felicita-

ciones ni distinciones extraordinarias a los alumnos. Las clasificacio-

nes en el examen de ingreso sei'án : suficientes o insuficientes.

Art. 2&. — El juicio de las mesas examinadoras será definitivo e

irrevocable, y en caso alguno podrá reverse después de pronunciado

y asentado en el libro correspondiente, ni acordarse nuevo examen

de la misma materia, antes de la época reglamentaria correspondiente,

al alumno que bubiese sido reprobado.

Art. 24. — Los profesores no pueden retirarse de la sesión antes

de subscribir el acta respectiva.

Art. 25. — Al terminar el segundo llamamiento de todos los alum-

nos, el presidente declarará clausurada la mesa, comunicándolo por

nota al decano. Por ningún concepto podrá ser citada la mesa nueva-

mente, ni formarse una especial para recibir un examen que a ella

hubiese correspondido.
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Disposición es ge nera les

Art. 26. — Quedan derogadas todas Las ordenanzas y disposiciones

que se opongan a la presente, la que no podrá ser modificada sino

mediante proyecto escrito (pie deberá ser aprobado por dos tercios de

votos de los miembros presentes del Consejo, previo dictamen de la

comisión de enseñanza.

Art. 27. — Esta ordenanza rige desde su sanción, salvo para los

exámenes de mayo y julio del corriente año.

Art, 28. —; En los programas que haga imprimir la Facultad, se

transcribirá esta ordenanza en su primera página.

Aprobada <•! 1S de muyo de 11)1!».

EXAMEN DE INGRESO A LA CABRERA NOTARIAL

Ait. I o
. — El examen de ingreso a la carrera diplomática, estable-

cido por la ordenanza de 29 de agosto de 1917, regirá en los mismos

términos y condiciones a partir del año entrante para la carrera de

notariado.

Art. 2\ — Comuniqúese, etc.

Aprobada el 26 <!<• septiembre de litlü.

BACHILLEBE8 DEL INSTITUTO LIBRE DB SEGUNDA ENSEÑANZA

Art. 1". — Los bachilleres egresados del Instituto Libre de segunda

enseñanza que hayan hecho todos sus estudios en ese instituto queda-

rán equiparados, para el ingreso a esta Facultad, a los egresados del

Colegio nacional central (Colegio Buenos Aires).

Art .
'¿".

( iomuniquese, etc.

aprobada el 21 de diciembre <lc litis.

Bita ordenanza es <le aplicación anual según resolución <lr i."> mayo de

1919, que dispuso que quedaban exentos <li-l examen <!<• Ingreso para La

época de marzo los bachillerea <p"' hubieran completado sus catadlos se-

gún el plan rigente en el instituto Libre de segunda enseñanza, ya fuera
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que hubiesen dado sus exámenes anteriores en el Colegio nacional d<

Buenos Aires, o en otros colegios nacionales, siempre que presentase]

completo el certificado correspondiente.

CELEBRACIÓN DEL CINCUENTENARIO DEL CÓDIGO CIVIL

Honorable Consejo :

Vuestra comisión del cincuentenario del Código civil viene a dar

cuenta del resultado de sus tareas.

Ante todo, lia obtenido del cuerpo de profesores de derecho civil.

que al efecto convocara más de una vez, la determinación del carác-

ter de. la celebración de dicho cincuentenario (que habrá de consistir

en una serie de estudios, como los hechos para el centenario del có-

digo francés, sobre cada uno de los puntos más importantes del có-

digo), y la fijación de los temas consiguientes. Una y otra cosa figu-

ran en la nota adjunta, que dicho cuerpo pasó a esta comisión.

Es de advertir que las decisiones al respecto no fueron unánimes.

Y precisa apuntar que la comisión, en el deseo de auscultar todas las

opiniones, solicitó parecer a los profesores que no concurrieron a las res-"

pectivas reuniones. Van adjuntas las notas que en tal virtud enviaron.

La comisión no ha hesitado en pronunciarse en el sentido de la

mayoría, pues cree que en el fondo los criterios concuerdan.

Por eso aconseja la adopción del dictamen de dicha mayoría, en la

forma que expresa el proyecto que va más abajo.

También ha aceptado la idea de costear una edición de las obras

del doctor Vélez, así como la de una edición modelo del Código civil.

E igualmente se pronuncia en favor de otra iniciativa propia de esta

comisión, de levantar en la Facultad un monumento al doctor Vélez,

costeado por subscripción entre profesores, abogados y estudiantes.

En mérito de estas breves razones, y de las que con mayor ampli-

tud dará el miembro informante, vuestra comisión aconseja la san-

ción de las siguientes resoluciones :

Celebración del cincuentenario del Código

Art. I o
. — La celebración del cincuentenario del Código civil con-

sistirá en una serie de estudios sobre los puntos que más abajo se es-
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pacifica, con los cuales se editará un tomo por la Facultad de de-

recho.

Art. 2 o
. — Los temas serán los siguientes :

Temas (jenerales

1° El código y el derecho privado en la época de su sanción;

2o El Código civil y el derecho internacional privado en la época

de su sanción

:

3o Freitas como fuente del código;

4" Técnica del código
;

5o El código ante la doctrina

;

6o La jurisprudencia sobre el código:

7" La cuestión de la reforma del código.

Tenias espeeiales

1° Teoría legal de la persona jurídica

;

2" Los incapaces en el código;

3° Concepto del patrimonio en el código

;

4" Teoría legal de los actos.jurídicos;

5o Enriquecimiento sin causa;

6° Las sanciones civiles en el código;

7o I^a posesión

;

N" Acciones posesorias:

9° Régimen inmobiliario;

10' Acción reivindicatoría;

11" Hipoteca;

12° El contrato de trabajo:

i:>" Concepto de la ol (ligación en el código;

14" Concepto del contrato en el código:

1.1" Teoría de la culpa en el código;

l(i" Loa sucesores singulares en el código;

17" Instituciones de derecho creditorio del derecho moderno y su

adaptabilidad en nuestro derecho;

18° I 'ont ratos por terceros;

1

9
" Régimen del divorcio;

20a Régimen de los bienes en la sociedad conyugal;
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21° Régimen de la filiación ilegitima:

22° Libertad de testar

:

23° Régimen de la sucesión intestada :

24° Partición hereditaria.

Art. 3 o
. — Los trabajos deberán ser sintéticos, esto os, fundamen-

tales y de principios, y deberán explicar el derecho del código ante

las soluciones de la jurisprudencia, el. derecho comparado y la

ciencia.

Art. 4o
. — Los trabajos no excederán de unas cuarenta páginas.

Art. 5o
. — Los temas fijados no son exclnyentes. En tal virtud se

admitirá cualquier otro trabajo sobre un tema distinto de aquéllos y

que se inspire en los propósitos de fondo de esta ordenanza, siempre

que, ajuicio de la respectiva comisión, resulte meritorio.

Art. 6 o
. — Los indicados trabajos serán precedidos por un prólogo

sobre el Código civil en el conjunto de sus relaciones dentro de nues-

tra vida, y por una biografía jurídica del doctor Vélez. El Consejo de

la Facultad designará las personas encargadas de estas tareas.

Art. 7 o
. — Los que deseen escribir sobre los temas indicados, de-

berán comunicarlo antes del I o de noviembre del año en curso, espe-

cificando además el tema elegido.

Art. 8 o
. — Los trabajos deberán ser presentados antes del 1 de

junio de 1920, y serán escritos a máquina.

Art. 9o
. — El Consejo nombrará una comisión de cinco miembros

encargada de recibir las expresadas comunicaciones y trabajos, de se-

leccionar éstos y de correr con la publicación del libro correspon-

diente.

Art. 10. — Comuniqúese, etc.

Edición de las obras del doctor Vélez

Art. I o
. — La Facultad procederá a editar las obras del doctor

Vélez.

Art. 2o
. — Al efecto, el Consejo designará una comisión de t re-

miembros, encargada de la correspondiente recopilación y selección

y de la ulterior publicación.

Art. 3o
. — La comisión queda autorizada para nombrar un secre-

tario ad honorem. y para designar un empleado rentado si fuese ne-

cesario.
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Art. 4". — Dicha recopilación deberá estar terminada antes del Io

de octubre de 1920.

Art. 5o
. — Comuniqúese, etc.

Edición del Código

Art. I o
. . — La Facultad procederá a preparar y publicar una edi-

ción modelo del Código civil, en la cual se establecerán comparaciones

:

a) con la edición del proyecto editado por La pación Argentina y por

la cas;i Coni : hj con la edición de 1870 ; c) con la edición de 1883.

Art. 2o
. — Se deberá además en esa edición : I o respetar absoluta-

mente el texto legal; 2 o indicar las correcciones necesarias en las no-

las y citas del codificador; 3o incorporar las leyes que han modificado

al código, de suerte que no se altere la numeración actual del mismo,

para lo cual se condensará, como corresponda, dos o más preceptos

legales.

Art. 3°. — El Consejo designará una comisión de tres o más miem-

bros al efecto, la cual queda autorizada para nombrar secretario ad

honorem y los empleados rentados que crea indispensables.

Art. 4". — La edición deberá estar terminada y publicada antes de

octubre de 1920.

Art. 5°. — Comuniqúese, etc.

Monumento al doctor Vélez

Art. 1°. — El Consejo designará una comisión de cinco miembros

encargada «le levantar en la Facultad un monumento al doctor Dal-

inacio Vélez Sársfield.

An. 2". — El monumento será costeado por subscripción entre los

abogadoa que hayan sido alumnos de esta Facultad, y entre los acá-

démicos, conséjelos, profesores y alumnos de la misma.

Art. 8*. Li respectiva comisión queda autorizada p¡ira nombrar

un secretario aá honorem y para designar subcomisiones encargadas

de realizar la subscripción, así como para emplear los medios de pro-

paganda ojie considere adecuados.

Art. 4o
. — La piedra fundamental del monumento será colocada en

la fecha qne lije la Facultad para solemnizar el cincuentenario del

código.

ANAL. KAC. M DBb — T. XX »<>
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Art. 5 o
. — La subscripción será clausurada <•] :',] tic octubre de

1920.

Art. 6 o
. — Comuniqúese, etc.

Leopoldo Meló. — A. Colino. — Eduardo

Pra nones.

Aprobada el 2 de junio tle 1919.

Nombramiento de las comisiones por el decano

De acuerdo con lo resuelto por el Consejo directivo en su sesión de

2 de junio del año en curso, el decano de la Facultad de derecho y

ciencias sociales nombra las siguientes comisiones :

De homenaje para la publicación de trabajos sobre el Código civil

Presidente : Doctor Victorino de la Plaza; vicepresidente : doctor

Nicanor González del Solar; vocales : doctores Jesús H. Paz, Jeróni-

mo Balarino, Alfredo Colmo.

Para dirigir la edición definitiva del Código

Presidente : Doctor Estanislao S. Zeballos ; vocales : doctores Rai-

mundo Salvat, Eduardo Prayones.

Para dirigir la edición de las obras del doctor Vele: Sdrsfield

Presidente : Doctor Juan M. Garro; vocales : doctores Héctor La-

faille, Uladislao F. Padilla.

Monumento al doctor Veles

Presidente : Doctor Mariano J. Paunero ; vicepresidente : doctor

Manuel M. de Iriondo ; vocales : doctores Leonardo Perecía Iraola,

David de Tezanos Pintos, presidente del Centro de estudiantes de de-

recho.

Dése cuenta al Consejo directivo y hágase saber.

líuenos Aires, 1» de agosto de 1919.
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Por resolución del 26 de septiembre de 1919, el honorable Consejo re-

solvió encargar al doctor Alfredo Colmo del prólogo que sobre el Código

civil en su conjunto ha de preceder ala obra que, con motivo del cincuen-

tenario del Código civil, editará la Facultad de derecho y ciencias so-

ciales.

III

Resoluciones del Consejo directivo de la Facultad

En su sesión .del Io de octubre de 1918 resolvió adoptar como re-

solución el siguiente despacho de su comisión de enseñanza, con mo-

tivo de los incidentes ocurridos con el profesor titular de Filosofía del

derecho.

Art. 1". — Invitar al profesor doctor Dellepiane a reanudar sus

clases, declarándose facultativa para los alumnos la asistencia aellas

por el resto del año.

Art. 2°. — En los próximos exámenes de Filosofía del derecho se

formarán dos listas de examinandos, en una de las cuales podrán ins-

cribirse los estudiantes (pie no deseen ser examinados por el profesor

doctor Dellepiane.

Ait. 3o
. — Dar por terminada la incidencia que motivó la inter-

vención del Consejo y de la comisión.

Ait. 4". — Hacer conocer las resoluciones anteriores al Centro de

estudiantes «le derecho, como respuesta a sus notas.

En la sesión del 15 de noviembre de 1918, el honorable Consejo

directivo liizo suyo el parecer de la comisión de reglamento e inter-

pretación, desechando el pedido del Círculo de escribanos universita-

rios que solicitaba el apoyo oficial de la Facultad con relación al pro-

yecto sobre libre ejercicio de la profesión de escribano público.

En la sesión <lcl L5 de marro de 1918 resolvió do hacer tugara ana

solicitud presentada por estudiantes de la cañera notarial que pedían

la equiparación de varias materias que cursan en esa carrera con

las que Be dan en abogacía, por entender (pie los estudios de nota-

riado y abogacía responden a distinta orientación cicntílica.

Por resolución tomada en la reunión del ir» de marzo de 1910 se

dispuso que los aspirante! fl Ingresar en la Facultad que hubieran
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rendido en diciembre de 191<s examen de una materia de las que com-

ponen el plan de ingreso, no estaban obligados a rendir filosofía en

el turno de marzo de 1919.

En la sesión del 28 mar/o de 1919 se resolvió tener presente lo es-

tablecido en el artículo 79 de la ordenanza general universitaria de ir»

de noviembre de 1893, que establece que los alumnos reprobados tres

veces en la misma materia no podrán repetir el examen basta después

de dos años.

Con fecha 2 de junio de 1919 resolvió, con carácter permanente,

suspender las clases durante los días 23 y 24 de mayo.

En la sesión del 4 de julio de 1919 resolvió lo siguiente:

Art. I o
. — Queda autorizado el decano para designar una comisión

de tres miembros encargada de estudiar el plan de estudios universi-

tarios sometido por el Poder ejecutivo a la consideración del hono-

rable Congreso, en la parte que concierne al régimen de la Facultad

de derecho.

Art. 2 o
. — La comisión deberá producir un dictamen fundado

acerca de las observaciones que dicho plan merezca, así corno formu-

lar, si fuera el caso, el que a su juicio sería menester dictar.

Art. 3o
. — La comisión podrá recabar de los señores profesoí es de

la Facilitad los informes que considere conveniente, a los efectos de

producir el suyo.

Art. 4o
. — Dicho dictamen será sometido al honorable Consejo, el

cual, después de estudiarlo y pronunciarse a su respecto, enviara su

parecer, por intermedio del decano, al presidente de la respectiva co-

misión legislativa.

Art. 5 o
. — Comuniqúese, etc.

De acuerdo con lo solicitado a nombre del Centro de estudiantes

de derecho por el alumno don Adolfo Korn Villafañe, en su carácter

de presidente de la comisión de Extensión universitaria, acordóse en la

sesión del 9 de junio de 1919, facilitar dos aulas en la Facultad para,

que, bajo el patrocinio del centro, se dictaran conferencias para obre-

ros, desde el 15 de junio al 31 de agosto del corrienle año, los días

lunes, martes, miércoles y jueves de 8 a 10 p. m. : resolviéndose, ade-
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más, que como delegado al Consejo asistiera por turno un consejero a

cada conferencia.

En virtud de esta resolución los señores Horacio 'Túrió y Eduardo

Williams disertaron en 10 conferencias sobre derecho' civil, con un

total de 97 asistentes.

Eduardo Araujo \ Rafael Ortiz Beruti dieron 12 conferencias sobre

derecho constitucional, con 140 asistentes.

Luis Magnanini dictó, sobre nociones de derecho, 6 cursos, con 111

concurrentes.

lose María Granillo Posse dictó 6 conferencias sobre derecho pe-

nal, asistiendo 43 oyentes.

Carmelo Peí legrini disertó sobre legislación del trabajo en 5 clases,

asistiendo 61 personas.

Alberto Romariz Elizalde dio 9 lecciones sobre historia argentina,

con tití asisteutes.

José ("arlos Astolti y Adolfo Korn Villafañe disertaron en 8 con-

ferencias sobre historia universal, con 82 asistentes.

«Julio Irasusta y Valentín Méndez Calzada dictaron 8 conferencias,

con 84 asistentes, sobre literatura argentina.

Además, se dictaron 8 conferencias especiales sobre temas indica-

dos por los obreros.

En su sesión del 11 de agosto de 1919 resolvió que el examen que

debe rendirse sobre legislación industrial y obrera, versara sobre

las bolillas (pie alcanzara a explicar el profesor hasta terminar el año

escolar.

Con fecha 4 de agosto de 1919 se dispuso, de acuerdo con la reso-

lución del ministerio de Relaciones exteriores, de 19 de mayo de 1919.

sin perjuicio de lo preceptuado en 28 de junio de 1!M1 sobre exá-

menes de los secretarios de legación, autorizar a los funcionarios que

desempeñaran Servicios diplomáticos o consulares en el extranjero y

que gocen de licencia en la repúbl ica, para que se inscribiesen en

cualquiera de los cursos de 1¡i carrera, diplomática v consular. \ para

que luego se les expidiera el coi respondiente certificado de los cur-

sos «pie hubieran segnido y aprobado.

El 1S de agoste» de 1919 ordenó que se dirigiera mía comunicación

al rector de la Universidad, pidiéndole quisiera recabar del ministe-
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rio de Justicia e instrucción pública, una resolución que permitiese a

los profesóles de la Facultad dar cumplimiento a lo preceptuado por

el artículo 65 de los estatuios universitarios, a fin de examinar j es-

tudiar expedientes, protocolos, etc., en el archivo de los tribunales.

En 26 de septiembre de 1919 resolvió prorrogar por el corriente

año el ¡dan de estudios transitorio, para los alumnos que hubieran

rendido examen de alguna materia de «plinto año.

En la sesión del 4 «le octubre resolvió: « En atención a que el ho-

norable Congreso nacional lia sancionado con fuerza de ley el proj eeto

del diputado doctor Carlos F. Meló, consejero y profesor de esta Fa-

cultad, por el cual se resuelve declarar propiedad de la misma el te-

rreno comprendido entre las calles Las lleras. Meló. Azcuénaga v

Cantólo, disponiéndose la entrega de la suma de pesos 2.500.000 para

la terminación del edificio :

« I o Entregar al doctor Alelo, en acto público, un pergamino como

testimonio de reconocimiento por los importantes servicios prestados:

«2 o Ordenar se coloque en el nuevo edificio una placa de bronce,

donde se grabará esta resolución. »

En sesión de octubre 4 de 1919 se tomó la siguiente resolución :

« Art. I o
. — La comisión del edificio procederá a sacar a licitación

las obras necesarias para realizar en la avenida Las lleras los si-

guientes trabajos :

« a) Habilitación déla parte construida del edificio, para instalar la

Facultad a la brevedad posible:

« b) Ensanche del mismo edificio, con las instalaciones oportunas

y más modernas para instalar la biblioteca.

« Art. 2°. — La comisión pedirá y abrirá las propuestas en reunión

pública en una sala de la Facultad, y someterá su resaltado al infor-

me de la comisión técnica que el Consejo designe, formada por el in-

geniero director de las obras e integrada por dos arquitectos.

« Art. 3 o
. — Autorízase a la comisión de edificio para nombrar un

secretario arquitecto, rentado, a fin de (pie la asesore en su procedi-

miento y sirva para la inspección y vigilancia de la obra, debiendo

previamente someter a la aprobación del Consejo el nombramiento y

la. remuneración que se le fije.
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«Art. 4". — Autorízase igualmente a la misma comisión para hacer

los gastos a (jiie se refiere esta ordenanza, imputándolos a la partida

de 49.971 pesos y 54 centavos moneda nacional depositados en el

Banco de la Nación, con destino a la obra.

«Art. 5o . — La comisión del edificio presentará a la Facultad, men-

sualmente, un informe escrito sobre la marcha de las obras y la pla-

nilla detallada de los gastos efectuados. »

INTERVENCIÓN UNIVERSITARIA EN LA FACULTAD

Disposiciones preliminares

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO SUPERIOR UNIVERSITARIO

Bue&OA Aires, oetnbre 30 de 19Í9.

El Consejo superior, informado de los antecedentes del conflicto y

<l< los desórdenes producidos en la Facilitad de derecho y ciencias

sociales, haciendo uso de las atribuciones (pie le confiere el artículo 3 4

de los estatutos, incisos 1" y 2»¡".

Bewelve :

Art. 1". — Declarar intervenida la Facultad de derecho y ciencias

sociales, al solo objeto de presidir la reconstitución del Consejo di-

rectivo, de acuerdo con el artículo 29 y, en su caso, con el artículo 26

de los estatutos, nombrando a! efecto al señor consejero doctor Ei

nesto Qnesada.

Art. 2". - Hl delegado hará la investigación de los hechos ocurri-

do- \. a la mayor brevedad, informará sobre ellos al Consejo superior,

;> [OS efecto- del inciso 5o de! artículo 14 (le los estatutos.

Art. 8°. El delegado de la l'niversidad se hará caigo en el día

de mañana de la Facultad de derecho \ ciencias sociales, quedando
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autorizado para adoptar todas las medidas disciplinarias o de otro

orden que sean indispensables para el desempeño de su cometido.

Art. 4 o
. — Regístrese, publíquese y archívese (1).

UBALLKS.

B. Colón

DESIGNACIÓN DEL INTERVENTOR

Únenos Aires. 30 .1 tubre 1919.

Al señor consejero doctor Ernesto Quesada.

El Consejo superior, en sesión de la fecha, informado de los hechos

ocurridos en la Facultad de derecho y ciencias sociales, ha resuelto

intervenir en ella al objeto establecido en la ordenanza que en copia

acompaño, y ha designado a usted para que se sirva desempeñar las

funciones establecidas en la misma, como delegado del Consejo supe-

rior.

Saludo a usted con mi consideración distinguida.

Eufemio Ubali.es.

B. Colón.

ACEPTACIÓN DEL INTERVENTOR NOMBRADO

Al señor rector de la Universidad, doctor Eufemio Challes.

Señor rector :

He recibido la nota de usted fecha de ayer, comunicándome la or-

denanza sancionada ese mismo día por el Consejo superior, sobre

(1) Como se ve. eran tres los objetivos de la intervención : reconstituir el Con-

sejo, investigar los hechos ocurridos y adoptar medidas disciplinarias o «de otro

orden». No v:i ¡iquí nada de lo último, pues se trata de algo o subalterno o

irreal. De los dos primeros puntos va lo indispensable 'y más importante. Así.

lo que resulta muy extenso (sumario levantado por el interventor), o lo más o

menos incidental y no propiamente universitario (notas de la policía), no tiene

por qué figurar en los Anat.ks. — Nota de la Dirección.
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intervención a la Facultad de derecho y nombrándome para llevarla

¡i cabo, en calidad de delegado de la Universidad.

No necesito i-epetir a usted cuánto esfuerzo hice en dicha sesión

para que fuera designada otra persona, pero ante la votación del

Consejo he debido inclinarme, precisamente porque se trata de un

cometido delicado y quizá lleno de no pocas dificultades. Trataré, sin

embargo, de realizar la intervención con la máxima ecuanimidad, para

normalizar la situación creada y salvar el prestigio de esa institución

universitaria. Espero que todos, profesores y estudiantes, han de pres-

tar su concurso más amplio en tal sentido, y que en el más breve

tiempo me será permitido dar por terminadas las funciones que

ahora se me encomienda.

Con este motivo saludo al señor rector con mis más distinguida

consideración.

Ernesto Quesada.

Constitución del Consejo

RESOLUCIÓN DEL INTERVENTOR SOBRE CONSTITUCIÓN

DEL CONSEJO DEL ARTÍCULO 29

El delegado de la Universidad decreta :

Ait. I o
. t— Con el objeto de reunir el Consejo directivo, de acuerdo

con lo dispuesto en el artículo 29 de los estatutos de la Universidad,

convócase a sus miembros renunciantes a la sesión del miércoles 5 del

corriente a las 5 p. m., a fin de que, en el caso de mantener las re-

nuncias presentadas, se sirvan cooperara formar quorum, en unión

con los profesores titulares más antiguos, hasta completar el número

reglamentario.

Ait. 2°. E¡1 Consejo provisorio, ni desempeño de las funciones

ijiie le encomienda el artículo 29 de los estatutos, se ocupará, en la

sesión del miércoles, de resolver : i sobre las renuncias pendientes,

j determinar así el camero de vacantes a llenar
¡

2* de convenir des-

pués en l.i fecha ¿te la convocatoria de la asamblea, <u\a votación
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anterior fue anulada, y la cual deberá elegir los candidatos a Líen

aquellas vacantes.

Ernesto (hicstidd

.

NOTA DEL INTERVENTOR SOBRE E»A RESOLUCIÓN

Únenos Aire-. 3 de noviembre de 191!».

Señor rector de la Ciürersidad, doctor Eufemio l bailes.

Señor rector :

En cumplimiento del artículo 1° de la ordenanza de 30 de oetubre

próximo pasado, he dictado el decreto cuya copia adjunto, convocando

el Consejo del artículo 29 de los estatutos para el miércoles 5 a las

5 p. ni.

He citado a los consejeros renunciantes, porque son todavía miem-

bros del Consejo directivo basta que sean aceptadas sus renuncias, ha-

biendo conferenciado con ellos, que son ochó, a saber : doctores .Jotré.

Colmo, C. F. Meló, Cullen, Palacios, Martín y Herrera, Playones y

Oderigó.

He obtenido que asistan a la sesión los doctores Jofré, C. F. Meló.

Playones y Cullen, si bien persisten en sus renuncias y lo manifesta-

ron de viva voz, pidiendo retirarse en seguida : en cambio los doctores

Colmo, Palacios, Martín y Herrera y Oderigo consideran que la renun-

cia indeclinable los inhibe para asistir, y no me ha sido posible con-

vencerlos de la necesidad de su presencia, ya que el artículo 29 citado

habla de «integrar» el Consejo, lo (pie presupone la asistencia de un

núcleo, por reducido que sea, de miembros titulares. De todas mane-

ras la asistencia de cuatro de éstos bastaría a los efectos legales : y

aun si ninguno hubiera concurrido, habría procedido el Consejo espe-

cial, porque el artículo 29 no fija número alguno de miembros titulares.

Debo, además, hacer presente al señor rector que he invitado a los

profesores titulares más antiguos para que integren el Consejo, pero

habiéndome manifestado otros profesores de menor antigüedad que

estarían dispuestos a concurrir para completar eventnalnieuteel número
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de miembros del Consejo, lie considerado deber citar a todos los que

se encuentran en tal caso, a tin de que sea segura la reunión en pleno

del Consejo provisorio.

El objeto es lograr que la reunión del Consejo sea plena y que asis-

tan todos los demás profesores titulares, siquiera como espectadores.

El efecto moral que esto lia de producir será evidente, pues demostra-

rá a la opinión que el personal docente de esta casa, al llamado de la

Universidad, acude en el acto a reconstituir la Facultad.

Esperando (pie esta aplicación del artículo 29 merezca la aprobación

del señor rector, me es grato saludarlo con mi consideración distin-

guida.

Ernesto Qüesaüa.

José A. (¿Minio Costa.

SESIÓN DEL CONSEJO EXTRAORDINARIO DE 5 DE NOVIEMBRE DE 1919

Son las 6 p. ni.

Señor delegado. — Queda abierta la sesión. En nombre de la Uni-

versidad va a precederse a la constitución del Consejo provisorio ¡i

(pie se refiere el artículo '29 de los estatutos : y a ese respecto el se-

ñor secretario dará lectura del artículo 1" de la ordenanza de octubre

30, que define el objeto de esta reunión.

(El señor secretario lee el art. I o .)

Art. I o
. — Declarar intervenida la Facultad de derecho y ciencias so-

ciales, al solo objeto de presidir la reconstitución del Consejo directivo,

de acuerdo con el artículo '2W y, en su caso, con el artículo 26 de los

estatutos, nombrando al efecto al señor consejero doctor Ernesto Qaesada.

Señor delegado. — Se va a dar lectura de la nómina de los miem-

bros (pie componen el Consejo provisorio, en este momento.

Señor teeretarío. - Consejeros renunciantes : doctores Carlos F.

Meló. Tomás Jofré, Tomás EL Callen j Eduardo Prayones, y profe-

sores, doctores Ernesto Weigel Muñoz, Osvaldo M. Pinero, Juan

Carlos Cruz. Esteban Lamadrid, Jorge de la Tone. Praseisco 1. ori-

be, José León Buárez, Francisco .1. Oliver, .luán A. Figneron y Héc-

tor Lafeille.

Señor delegado. Por consiguiente, se hallan presentes los 14

miembros «pie deben constituir si Consejo provisorio, en pleno.
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Señor C. F. Meló. — Pido lá palabra. Por los fundamentos dados

en la renuncia que tuvo el honor de presentar al honorable Consejo

directivo, reitero esa renuncia, manifestando que sólo he venido con

este objeto, y peí corresponder a la deferencia del señor interventor.

Pido que me sea aceptada esta renuncia, porque es indeclinable, \

(pie pase a reemplazarme, como miembro del Consejo, el profesor que

corresponda por antigüedad. Pido permiso para retirarme.

Señor deleyado. — Invito a pasar a integrar el Consejo al profesor

titular doctor Jaime F. de Nevares.

Se incorpora al Consejo el profesor doctor Jaime

F. de Nevares.

Señor Frayones. — Pido la palabra. Formulo la misma manifesta-

ción que el señor consejero doctor Carlos F. Meló.

Señor deleyado. — Invito a integrar el Consejo al señor profesor

titular doctor Ricardo Levene.

Se incorpora al Consejo el profesor doctor Ri-

cardo Levene.

Señor Callen. — Pido la palabra. Encontrándome en las mismas

condiciones que los anteriores señores consejeros, reitero mi renuncia.

Señor deleyado. — Invito a integrar el Consejo al profesor titular

doctor Vicente C. Gallo.

Se incorpora al Cousejo el profesor doctor Vi-

cente C. Gallo.

Señor Jqfré. — Pido la palabra. Adhiero a la actitud asumida por

los señores consejeros que acaban de renunciar, presentando también

mi renuncia indeclinable.

Señor deleyado. — Invito en consecuencia a integrar el Consejo al

señor profesor doctor Mario Sáenz.

Se incorpora al Consejo el profesor doctor Mario

Sáenz.

Señor deleyado. — Queda siempre el Consejo en pleno, con los ca-

torce miembros que corresponde.

Se va a dar lectura de las renuncias presentadas por los señores

consejeros, tanto la de los que han usado de la palabra, reiterándola

en esta sesión, como la de los que no han asistido a ella.
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tíalor Oliver. — Pido la palabra. Es indudable que conviene cono-

cer el nombre de los renunciantes, pero podría suprimirse la lectura

de las renuncias, dadas las circunstancias que han precedido a la reu-

nión de esta asamblea. En esas renuncias, producidas en momentos de

disturbios, se rememoran los hechos que han traído a esta casa de es-

tudiosa la situación actual porque atraviesa, y su lectura podría traer

como consecuencia alterar innecesariamente los espíritus.

Hago, pues, moción deque se suspenda esa lectura.

Señor delegado. — Si no hay oposición se suprimirá la lectura de las

renuncias, leyéndose únicamente el nombre de los consejeros renun-

ciantes.

Seño}- Weigel Muño:. —Hago indicación de que se vayan conside-

rando las renuncias a medida que se lee cada nombre.

(Asentimiento.)

Acéptanse las renuncias presentadas por los seño-

res consejeros : Alfredo L. Palacios, Félix Martín

y Herrera, Tomás Jofré, Eduardo Prayones, José

S. Oderigo, Carlos F. Meló, Tomás R. Callen.

Alfredo Colmo.

Señor delegado. — Siendo ocho las renuncias presentadas y aproba-

das, resultan catorce vacantes de consejeros a proveer.

A este respecto, como es necesario proceder a llamar a asamblea

eleccionaria, se va a dar lectura por el señor secretario de un proyec-

to preparado por el delegado que habla, tendiente a resolver esta

cuestión.

Los señores miembros del Consejo podrán formularen la discusión

<n particular las objeciones que estimen pertinentes.

El señor secretario lee el proyecto del señor de-

legado, que es aprobado en general
; y en particu-

lar los artículos 1" v 2o .

Kn consideración el artículo 3o
.

Señor delegado. Los señores miembros del Consejo se servirán

indicar el nombre de los miembros qoe compondrán la mesa receptora

de votos.

Señor Nevares. Propongo que, el señor delegado de la Universi-

dad designe esas personas.

(Asentimiento.)
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Señor delegado. — En uso de la atribución que «'1 Consejo aeaba <lc

conferirme, designo para formar la mesa receptora de votos ¡i ]c>>

señores profesores doctores Juan Carlos Cruz y Mariano de Ved i a. v

Mitre y elector de estudiantes don Manuel Gallegos Celos.

Se aprueban los artículos 3 o y 4 o
.

Señor delegado. — Queda terminada la sesión actual : y en nombre

de la Universidad, que represento, agradezco la diligencia con que

los señores profesores presentes han concurrido a normalizar la situa-

ción de esta Facultad.

Queda levantada la sesión.

• Son las 6 y 20 p. m.

PROYECTO DEL SEÑOR DELEGADO DOCTOR ERNESTO QL'ESADA

El Consejo especial de la Facultad de derecho, teniendo en consi-

deración :

I o Que su jurisdicción está limitada por el artículo 29 del estatuto,

al solo efecto de hacer los nombramientos necesarios liara reorgani-

zar el Consejo permanente que debe dirigir la Facultad :

2o Que el procedimiento eleccionario para constituir la asamblea

del artículo 24 ha quedado en suspenso en virtud de la anulación, de-

cretada por el Consejo directivo, de la asamblea de 10 de octubre

próximo pasado
;

3o Que la anulación aludida no comprendió ni tuvo por causa el

padrón de electores, el que no fué observado ni en su número ni en

su composición, estando formado por la totalidad de los profesores

titulares, igual número de suplentes y de electores de estudiantes
;

4o Que, por lo tanto, lo que corresponde es convocar a esa asam-

blea que debe practicar la elección del nuevo Consejo directivo, aten-

to a la renuncia de todos los miembros que componían el anterior,

reiterada en forma irrevocable en la sesión celebrada en la fecha pol-

los profesores titulares llamados a integrar el Consejo

:

5o Que siendo éste un caso de excepción por tratarse de la renova-

ción total del Consejo directivo, según se dejó dicho, y atenta la pro-

ximidad del período de exámenes, es suficiente practicar las citacio-

nes que indica el artículo 27 del reglamento del I o de septiembre, la
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primera con intervalo de ocho días y la segunda de 24 horas, antea

del día que se fije para la asamblea.

Por ello,

El Consejo especial del artículo 29 resuelve:

I o Que habiendo la ordenanza del Consejo superior de octubre 30

próximo pasado declarado (pie se trata de « la reconstitución del Con-

sejo directivo », el presente caso es análogo al de la intervención ante-

rior, a raíz de dictarse los nuevos estatutos, de modo que los conseje-

ros a elegir lo serán por período íntegro y posteriormente se practi-

cará el sorteo, para determinar la renovación por partes.

2° En consecuencia, fíjase el día sábado 15 de noviembre a las 9.30

a. m. para que la asamblea de profesores titulares, suplentes y elec-

tores de estudiantes se reúna presidida por el delegado de la Uni-

versidad, a efecto de proponer 14 candidatos a consejeros, de los

cuales por lo menos dos por las escuelas de notariado y diplomacia.

3" Desígnase para presidir la mesa receptora de votos al profesor

titular doctor Juan Carlos Cruz, y vocales al profesor suplente doctor

Mariano de Vedia y Mitre y elector de estudiantes don Manuel Gallegos

(reíos, quedando facultado el delegado de la Universidad para desig-

nar reemplazantes en caso de ausencia o impedimento de los nom-

brados.

1" Practicada la elección, el día lunes 17 a lasó p. m. se reunirá el

Consejo especial, a efecto de tomar en consideración las propuestas,

hacer las designaciones y convocar al Consejo directivo, que sei'á

presidido por el delegado de la Universidad, para el martes 18 de

noviembre a las 5 p. ni., a fin de que se constituya: y poder así poner

término a la intervención de la Facultad decretada por la ordenanza

de 30 de octubre próximo pasado.

5o Publíquese y hágaselas citaciones por la secretaría en la forma

(le estilo.

ASAMBLEA ELECTORAL

Bu Buenos Aires, a quince de noviembre «le 1919, reunidos en

asamblea general los profesores titulares, suplentes \ electores de

estudiantes, de ¡iciienlo con el artículo 26 de los estatutos universita-

rios v respondiendo a la convocatoria del señor delegado de la l'ni-
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versidad, doctor Ernesto Quesada, que preside este acto de acuerdo

con el artículo I o de la Ordenanza universitaria de techa 80 dé octu-

bre de 1919, se abrió el acto con asistencia de los señores profesores

titulares, suplentes y electores de estudiantes, con el objeto de pro-

poner al Consejo provisorio de la Facultad formado de acuerdo con el

artículo 29 de los estatutos universitarios, catorce candidatos a con-

sejeros, de los cuales dos por lo menos por las escuelas de notariado

y diplomacia, para formar el Consejo directivo, acéfalo por renuncias

y por terminación en sus cargos. Transcurrida la media hora regla-

mentaria, el señor delegado de la Universidad declaró abierto el acto

siendo las diez de la mañana, con asistencia de los electores (pie al

margen se indican. La mesa escrutadora estuvo constituida por el

señor profesor titular doctor Juan Carlos Cruz, como presidente, doc-

tor Mariano de Vedia y Mitre y Manuel Gallegos Celos, como vocales.

Acto seguido se procedió, de acuerdo con el artículo 17 del regla-

mento de elecciones, a recibir los votos de los inscriptos en el padrón

.

Concluido el llamamiento, el presidente de la mesa escrutadora pre-

gunte* si algunos de los presentes no había votado, declarando ter-

minada la votación, v procediéndose a hacer el escrutinio en unión

de los demás miembros de la mesa. Se hace constar que el presidente"

de la mesa escrutadora, doctor Juan Carlos Cruz, fué reemplazado,

por tener que ausentarse por asuntos particulares, por el doctor Ricar-

do Levene. Votaron sesenta y seis electores, se excusaron de concurrir

los doctores de la Torre, Ruíz Moreno, Paz, Oliver y Vico, dejando

de concurrir sin aviso treinta y seis (36) . En este acto el señor dele-

gado, antes de cerrar el escrutinio, vuelve a invitar a los electores que

no hubiesen votado a que lo hagan, presentándose los profesores titu-

lares doctores Leopoldo Meló, Osvaldo Pinero y el profesor suplente

doctor Enrique Jorge, y el estudiante elector Francisco A. Segovia.

Terminado el escrutinio, dio el siguiente resultado : doctor Tomás

R. Cullen, sesenta y cuatro votos ; Alfredo Colmo, sesenta y un

votos: Ramón S. Castillo, sesenta y un votos: Mario A. Sáenz, sesen-

ta y siete votos; Eduardo Prayones, sesenta y dos votos,: Carlos F.

Meló, sesenta y un votos ; Tomás Jofré, cincuenta y nueve votos :

José León Suarez, sesenta y tres votos : Mario Bravo, cuarenta y

siete votos ; Jorge de Torre, sesenta y dos votos : Alcides Calandre-

lli, sesenta votos; Eduardo J. Bullrich, sesenta votos: Santiago

Baque, sesenta votos ; Tomás Arias, nueve votos : Mariano de Vedia
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y Mine y Juan A. G. Calderón, dos votos : Mario Vernengo Lima, dos

votos : Dimas González Gowland, un voto ; Juan Carlos Cruz, nueve

votos : Osvaldo M. Pinero, cinco votos ; Francisco J. Oliver, cuatro

votos: Félix Martín y Herrera, dos votos ; Leopoldo Meló, dos votos ;

Esteban Lauíadrid, tres votos; Juan A. Figueroa, cuatro votos: P.

Pico, un voto ; K. Repetto, un voló : M. A. Montes de Oca. un voto :

I). Saavedra, un voto; H. Julianez, un voto ; J. F. Nevares, tres vo-

tos : .1. J. Britos (hijo), un voto : X. Matienzo, un voto ; 0. Rocha, un

voto ; ,). Coll, un voto ; F. .1. Oribe, trece votos : M. Mackinlay /apio-

la, dos votos : Ricardo Levene, dos votos : R. Salvat, un voto ; L. B.

Estrada, dos votos ; C. Zavalía, dos votos ; J. J. Díaz Arana, once votos
;

V. Galló, dos votos : J. H. Paz, dos votos ; J; S. Oderigo, dos votos
¡

E. Raíz Guiñazú, un voto : E. L. Bidau, un voto ; A. F. Orina, un voto :

(¡arlos Ibarguren, dos votos : J. A. García, un voto: H. Lafaille, cinco

votos : J. P. Ramos, cinco votos : E. Weigel Muñoz, tres votos ; E.

(Vamvell, dos votos : M. Aguilar, un voto : J. L. Murature, un voto :

E. García Mérou (hijo), un voto. El señor delegado proclamó candi-

datos a consejeros a los doctores Tomás R. Callen, Alfredo (Jolino,

Ramón S. Castillo, Mario A. Sáenz, Eduardo Playones, Carlos F.

Meló. Tomás Jotré. .losé León Suárez, Mario Bravo, Jorge de la

Torre, Ricardo A. Moreno, Alcides Calandrelli, Eduardo J. Bullrich.

Santiago Baque; en seguida se procedió a destruirlas boletas firmadas

y. previa lectura, firmaron el señor delegado de la Universidad, miem-

bros de la mesa escrutadora y secretario de la Facultad, de acuerdo

con el reglamento de elecciones, dándose por terminado el acto. Se

hace constar en este acto que de (10<S) electores, ciento ocho, han

votado setenta electores, no habiéndolo hecho 88, de los cuales cinco

se excusaron por causas justificadas, quedando treinta y tres,como

inasistentes, o sin aviso ; siendo (le observar que la única asamblea

regular realizada en octubre de L918, a raíz de la reforma universita-

ria, sobre el mismo electorado votaron (<¡¡») sesenta y nueve y dejaron

de hacerlo (:!'>) treinta j nueve. Conloque terminó el acto. — Ernesto

Quesada. Ricardo Levene. Mariano de Vediay Mitre. — Manuel

Gallegos (irlos. — ,/<>*< i. <
(

ht¡ni<> Costa.

Profesores titulares presente*. — Leopoldo Meló, Osvaldo M. Pine-

ro, .Lian Carlos Cruz, Ramón S. ("astillo. Tomas R, Callen, Alfredo

Colmo, Vicente C. (Jallo. Tomás .lolié, Héctor Lafaille, Kicanlo

Levene. Eduardo IVa\one>. Mario A. Sacnz. Ernesto Weigel Muño/.
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José León Suárez, Carlos F. Meló, Esteban Laniadrid, Jaime F. de

N'cviiics. Francisco I. Oribe.

Profesores suplentes presentes. José María Rizzi, Juan A. Gon-

zález Calderón, Mariano de Vedia y Mitre, Raymundo M. Salvat, Ma-

rio Vernengo Lima, Jorge É. Coll, M. Máckinlay Zapiola, s. J. Prota,

('. /avalía, T. Arias, J. J. Britos (li.), Ricardo A. Moreno, I). Arias.

('. C. Malagarriga, E. Jorge.

Estudiantes electores presentes. A. Korn Villal'añe, A. Migna-

quy, Martín Lanz, C. Ayarragaray, M. Gallegos Oíos, Vicente Sag-

gése, H. Lencinas, P. A. Cárdenas, M. Garasino, A. II. Bruzone, E.

[barra, J. M. Mignabnru, J. B. Arcioni, A. I>. Bnsso, A. Leivobich,

M. Jurado, R. Ortiz Beruti, Julio \V. Escalante, Adolfo Sacchi, Da-

niel J. Frías (hijo), Luis M. Meló, J. Gerinand, Horacio A. Morixe,

Adolfo N. Orina, Horacio Túrio, Luis Veneroni, Rodolfo A. Bianchi,

R. E. Tissone, C. Mugaburu, Claudio de Mateo, H. Baca Castex, R.

Fraiz Castilla, A. R. D. Garbino, Roberto Stauch, N. Giménez Meló,

SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 17 DE NOVIEMBRE DE 1919

En Bueuos Aires, a 17 de noviembre de 191!), reunido el Consejo

extraordinario del artículo 29 del estatuto, de la Facultad de derecho

y ciencias sociales, bajo la presidencia del señor delegado de la Uni-

versidad, nombrado por resolución del Consejo superior de fecha SO

de octubre próximo pasado, doctor Ernesto Quesada, se declaró abier-

to el acto a las 5,30 j>. m., con asistencia de los señores profesores titu-

lares doctores Jaime F. de Nevares, Vicente C. Gallo, Ernesto Weigel

Muñoz, Mario Sáenz, Esteban Lamadrid, Francisco J. Oliver, Juan A.

Figueroa, Ricardo Levene, Francisco I. Oribe, Jorge de la Torre, Héc-

tor Lafaille y José León Suárez, estando ausentes los doctores Juan Car-

los Cruz y Osvaldo M. Pinero ; cuya versión taquigráfica se transcribe :

Señor delegado. — Queda abierta la sesión del Consejo especial. Se

va a dar lectura del acta de la sesión anterior.

(Se lee y aprueba.)

Se va a dar lectura del acta de la asamblea eleccionaria de fecha 1 f>

del corriente, para que se dé cuenta a los. señores consejeros cuáles

son los candidatos elegidos.

(Se lee.)
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En consecuencia, este Consejo está llamado a resolver sobre los can-

didatos electos a consejeros titulares que son los siguientes : doctores

Tomás R. Cullen, Alfredo Colino, Ramón S. Castillo, Mario Sáenz,

Eduardo Playones, Carlos F. Meló, Tomás Jofré, José León Suárez,

Mario Bravo, Ricardo A. Moreno, Eduardo J. Bullricli, Santiago Ba-

que, Alfides Calandrelli, Jorge de la Torre.

Señor W'eit/el Muño;. — Hago indicación para que se vayan apro-

bando a medida que se dé lectura de cada nombre.

(Asentimiento.)

Señor Suárez. - Quisiera previamente que el señor presidente me

informara cuáles son los candidatos electos que habían terminado el

período en el consejo anterior, y cuáles habían renunciado antes de

terminar su mandato.

Señor delegado. — El único que había terminado su período es el

doctor ("astillo; pero antes presentó su renuncia.

Señor Sitare:. — Desearía entonces saber si, de acuerdo con el artí-

culo 25 de los estatutos, puede un candidato ser elegido habiendo ter-

minado el mandato anterior.

Señor delegado. — Habiendo este Consejo resuelto por el artículo I o

de la resolución adoptada en su sesión anterior que, con arreglo a la

ordenanza de intervención, se trata de la reconstitución total de las

autoridades en forma análoga a la producida el año 191K cuando

entró por primera vez a regir el nuevo estatuto, el punto está clara-

mente resuelto.

Señor Sáenz. — Por otra parte, no sería éste un asunto (pie pudiera

considerarse ahora, sino previa una moción de reconsideración.

Señor Sitare:. — No se trata de reconsideración; someto un caso

«le interpretación.

Señor Weigel Muño:. — Al votar la resolución tomada en nuestra

Sesión anterior, entendí (pie ella debía interpretarse en el sentido de

(pie los miembros renunciantes podían ser (decios nuevamente y (pie

no se consideraban, por consiguiente, dentro de la prohibición de la

reelección a que se refiere el estatuto. Esta Interpretación fué acep-

tada por todOS, sin discusión. Entendí (también, de acuerdo con la

declaración votada en aquella misma sesión, (pie todos los candidatos

(pie entrasen en esta nueva reorganización Lo serían por período ín-

tegro y no para completar períodos de ot ras personas. La duración
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de su mandato dependería posteriormente del resultado del sorteo.

Ea cierto que el señor Castillo ha terminado su mandato, pero en el

momento que presentó su renuncia no había cesado en su mandato.

Señor delegado. — Voy a aclarar. Efectivamente, el doctor Castillo

terminaba bu mandato el día 24, pero presentí» su renuncia el día 20.

Debe considerarse, pues, como uno de los tantos renunciantes.

Señor Weigel. — Ha dicho que cuando se le aceptó la renuncia ya

había terminado su mandato. Una cosa es presentar la renuncia y

otra que se le acepte : mientras no se le acepta la renuncia, continúa

siendo miembro del Consejo.

Hago esta observación de acuerdo con el criterio del doctor Suárez,

pues creo que si bien es cierto que se trata de un caso de reconstitu-

eión total del Consejo, dado el número de vacantes que se han llenado.

<:osa que siempre he sostenido, creo que dentro de esa reconstitución

debemos ajustamos a los estatutos, y éstos no nos dan a nosotros, que

formamos un consejo provisional, sino facultades provisionales y muy
limitadas, y no sé hasta qué punto podremos extender una interpre-

tación racional para permitir una reelección contra el mandato impe-

rativo del estatuto.

Entiendo, por fin, que la resolución del caso debe dejarse librada

al futuro Consejo.

Señor Lqfaille. — Pero, señor, esa es precisamente la misión de

este Consejo. Es lo único que tenemos que hacer nosotros, constituir

definitivamente las futuras autoridades de esta casa.

Señor Nevares. — Las observaciones formuladas por los doctores

Suárez y Weigel Muñoz deben hacerse extensivas, según mi criterio,

a los demás miembros del consejo anterior que renunciaron sin haber

terminado su mandato, y de acuerdo con las ideas por ellos expues-

tas, si debemos ajustamos a la disposición del artículo 25 del esta-

tuto, y si estos señores renunciantes desempeñaron el cargo durante

un año, salieran ahora electos por tres años, por ejemplo, resultaría

que habrían desempeñado el cargo de consejero durante cuatro años.

No me opongo a la incorporación al Consejo de los miembros del

consejo anterior renunciantes; pero acepto esa incorporación con la

salvedad de que sólo se incorporarán para completar el tiempo que

les faltaba. /

Señor Sitares. — Pienso lo mismo.

Señor Nevares. — Ninguno de los miembros del anterior consejo
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que han resultado elegidos ahora, puede desempeñar su cargo por

mayor tiempo que el que les faltaba integrar. Tal debe ser el criterio

de resolución de este Consejo.

Señor Lamadrid. — Voy a manifestarme en contra de la tesis sos-

tenida por los señores Suárez, Weigel Muñoz y Nevares.

Estamos en presencia de un caso muy especial. Según el estatuto,

el Consejo superior ejerce la jurisdicción superior universitaria, y

hay una disposición en el estatuto que dice que para los casos (pie no

estén expresamente comprendidos dentro de las facultades del Consejo

directivo de la Facultad, corresponde la resolución de los mismos al

Consejo superior universitario. El caso que motivó la interpretación

del Consejo superior, en esta casa, no estaba dentro del estatuto. Xo

existía Consejo directivo, porque todos sus miembros habían renun-

ciado. De manera que cuando el Consejo superior tomó sobre sí la

tarea de organizar las autoridades de la Facultad, creo que ejercía

esa jurisdicción superior universitaria a que se refiere el estatuto.

El decreto de intervención tiene una fiase muy significativa para

mí, que es la que establece que el delegado deberá proceder a recons-

tituir las autoridades de la Facultad.

Señor delegado. — Efectivamente, eso dice el artículo 1".

Señor Lamadrid. — En consecuencia, con esa disposición, el Con-

sejo especial convocado por el señor interventor doctor Qnesada

resolvió que la elección de los miembros para el nuevo Consejo se

haría sin distinción alguna respecto al tiempo por el que desempeña-

rían su mandato. Y eso se explica perfectamente, porque en este caso

especial no existe continuidad de un consejo a otro, y se ti ala de

reconstitución completa de las autoridades, desde el momento que el

éottsejo anterior cesó en masa por la renuncia de sus miembros.

Entiendo, en síntesis . que la liase más fitine para resolveres acatar

la resolución del Consejo superior, aplicándola a este caso como única

norma de criterio, y Apartándonos por el momento del texto del esta-

tuto.

Señor Siuíre:. — .lamas puede suspenderse el imperio del esta-

tuto.

Señar l<<iii,<i<ir¡<l. PérO podemos Interpretarlo <> aclararlo.

Señor Weigel. El Consejo no ha resuelto na. la sobre el «-aso que

K acalia de phiutear.

Señor Lamadrid. - No se nata de suspender el imperio del esta
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luto, sino de lijar una jurisprudencia sobre un cuso no contemplado

por el misruo.

Señor Weigel Muño:. - Esa resolución la hemos lomado nosotros

y no (d Consejo superior.

Señor Lamaélrid. — Voy a leer el artículo...

Señor Weigel Muño:. — No se moleste, lo conozco perfectamente.

Señor Lamadrid. — Dice el artículo 26 (pie corresponde al Consejó

superior todo lo demás que explícita o implícitamente no este reser-

vado a la asamblea universitaria, al rector o las facultades, etc.

Señor Weigel Muñoz. - Lea lo (pie dice el artículo 25.

Señor Lamadrid. — Pregunto yo ahora si existe alguna disposición

que establezca que corresponde al Consejo directivo o permanente de

la Facultad o al Consejo especial del artículo 2!), la resolución del

caso que se plantea.

Señor We¡(/el Muño:. — Está claramente resuelto en el artículo 25.

Señor Lamadrid. — A mi entender, este Consejo no tiene más que

aprobar o desaprobar la elección, no por los motivos que enuncian

algunos señores consejeros, sino por los motivos de orden externo de

la elección, ya que se han llenado los requisitos estatutarios.

Lo más que puede admitirse es que el Consejo directivo permanen-

te resuelva si cree que la elección del doctor Castillo encuadra dentro

de las prescripciones del. estatuto.

Señor Oliver. — Voy a hacer breves observaciones, porque veo (pie

en el fondo, en el modussoperandi, estamos todos de acuerdo. El artí-

culo 25, para mí, es terminante al establecer (pie no puede haber

reelección en los miembros del consejo; y creo (pie es ésta una dispo-

sición de orden fundamental, piles es una disposición (pie ha ido a

atacar de raíz el viejo defecto de la perpetuación de las autoridades

(pie existía por el régimen universitario anterior. Si nosotros, por

cualquier circunstancia de hecho, dejáramos sin efecto esta disposi-

ción prohibitiva sobre la reelección, me parece que podríamos incor-

porar al Consejo un miembro (pie no estaría legalmente sentado en él,

v al mismo tiempo sentaríamos una interpretación asaz grave, hecha

por hombres de ley y en el propio seno de la Facultad de derecho,

respecto a la posibilidad de eludir una disposición legal o constitu-

cional que prohibe las reelecciones.

Nuestro caso no es un caso (pie no esté previsto* en el estatuto, ya

que el artículo 29 lo contempla. Se trata simplemente de una sitúa-
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ción accidental, dentro déla normalidad de funciones del Consejo. Lo

único que hay fuera del estatuto es la intervención que ha tomado el

Consejo superior para dar una solución al conflicto producido, con-

flicto más de hecho que de derecho. No creo yo que pueda estable-

cerse dos períodos o eras distintas entre la autoridad directiva de esta

casa : uno el del consejo que funcionaba hasta la fecha de producidos

los sucesos, y luego el del nuevo consejo elegido posteriormente.

Señor Lamadrid. — Sin embargo, eso hemos resuelto nosotros.

Señor Oliver. Permítanle. Si se hubiere así resuelto, pediría yo

una reconsideración.

Señor Sáens. — Ese artículo de nuestra resolución fué largamente

debatido acá y fué aceptado por unanimidad.

Señor Oliver. — Yo entiendo que un miembro del Consejo que ha

leí minado su período no puede ser electo.

Señor delegado. — Entiendo que hay un error de concepto en la

argumentación que se está desarrollando. En el caso del doctor Cas-

tillo no se trata de un miembro (pie había terminado su mandato.

puesto que él renunció antes.

S&ñor Sitare:. — ¿Cuánto tiempo antes?

Señor delegado. — Cualquiera que sea el tiempo. Renunció antes

ile terminar el período, de manera que legalmente se encuentra — y

llamo mucho l;i atención sobre esto — en la misma situación de los

que han renunciado cuando aún les faltaba mucho tiempo para cum-

plir su mandato. Es secundario (pie sea un mes o dos años: la si*

tuación real es que son renunciantes, y están en las mismas condi-

Señor Sudrez. Quiere decir que todo consejero que está por ter-

minar su mandato, renuncia para ser reelecto. Esa es la consecuencia.

Señor delegado. — El delegado (le la Universidad hace constar he-

chos para que no se argumente (pie no se trata, en el caso del doctor

Castillo, de mi «aso de ienuncia

.

Señor Lamadrid. Y hay aun otra cosa. El doctor Castillo desem-

peña -ii cargo sólo por un año. Quedaría por Saber SÍ podría ejercer mi

mandato (le consejero por dos años más, hasta completar el período de

tres años, que e-tal >lece el eslat uto para el ejercicio normal del mandato.

Ki señor delegado hace «lar lectura del articulo

1" de la' resolución tomada por el Consejo especial

en su sesión nnterior. Terminada la lectura, dice el
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Señor Sudres. — Como SO V©, nada dice respecto (le los (jue eran

consejeros y renunciaron.

Señor Oliver. — Observo que este estatuto no es obra solamente «le

la Universidad, sino también del Poder ejecutivo, y, por consiguiente,

la Universidad sola no puede modificar el estatuto. El Consejo supe-

rior tiene todas las facultades (pie no le sean cercenadas por otra auto-

ridad del Estado. Por eso entiendo «pie no debe argumentarse ni con

la interpretación dada al artículo por el Consejo superior, ni tampoco

con la (pie nosotros podemos darle.

Señar Lamadrid. —
;t
Y cuál sería esa autoridad .'

Señor Oliver. — Nosotros constituímos una autoridad accidental,

al solo objeto de que el Consejo directivo de esta, casa pueda funcio-

nar. Creo que lo que debemos hacer es aprobar la elección en lo «pie

respecta a todos los demás consejeros electos, dejando que el consejo

detinitivo resuelva el ¡junto en lo que respecta al doctor Castillo.

Señor Sttárec. — Me parece conciliatoria la proposición del señor

profesor;

Señor Lafdille. — Pienso (pie debemos reivindicar para este Con-

sejo el derecho de interpretar los estatutos y no entregarlo al Con-

sejo superior universitario y menos al consejo definitivo que va a

constituirse. Me parece que el artículo 25 del estatuto emplea una

terminología que en buen castellano tiene una expresión intergiver-

sable : « No podrán ser reelectos », dice.

El otro día, cuando se dictó la resolución de este Consejo a que se

ha hecho referencia, la única inteligencia (pie yo le di fué de (pie los

miembros electos en la asamblea desempeñarían su mandato por tres

años: que ninguno tendría que completar períodos de otro; a eso lla-

mo yo reorganizar el Consejo, y no hay nada que pueda obligarnos a

hacer tabla rasa de esta disposición. Durante un año, la autoridad de

esta Facultad fué desempeñada por determinadas j>ersonas, que cons-

tituyeron el consejo que estamos transitoriamente reemplazando. Los

miembros de ese consejo, por el solo hecho de haber aceptado el car-

go, se comprometieron a ejercerlo por el plazo que se les fijaba. Ha-

brán podido renunciar; pero, renunciando o no, habiendo cumplido

su tiempo de ejercicio o no habiéndolo cumplido, estos señores fue-

ron consejeros y no pueden ser reelectos, y si nosotros aceptamos su

reelección violamos abiertamente el artículo 25 del estatuto.

Cuando nosotros convocamos a asamblea, entendimos que se con-
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votaba para elegir 14 nuevos consejeros. Ahora, aparece entre estos

uno reelecto.

Señor 8áenz¿ — Le ruego que hable en singular. El señor profesor

dice « nosotros»...

Señor Lafailie. — Puede suponer que estoy interpretando y que

hablo desde mi punto de vista.

Proceder en sentido contrario al que dejo expuesto, será volver,

como decía el doctor Oliver, a un régimen que ha querido desvirtuar

este estatuto. Es ésta una consideración capital, a la que deben ce-

der consideraciones circunstanciales que puedan influir en este mo-

mento.

Nuestra misión es restringida pero muy grave. Debemos constituir

un Consejo que tenga autoridad dentro del estatuto. No lo consegui-

remos violando, como se pretende, el artículo 25 del estatuto, al per-

mitir (pie formen parte de él consejeros que ya han ejercido su man-

dato, sea por un día o por un año.

Por otra parte, al convocar a asamblea entendía yo que todos los

señores consejeros renunciantes declinarían de antemano toda can-

didatura para su reelección, pero, producida esta reelección, no de-

bemos nosotros prestarle nuestra sanción.

Doctor Sáenz. — Yo admito, por hipótesis, la exactitud de inter-

pretación que acaba de expresar el doctor Lafailie, pero me parece

que no es este el momento oportuno de traei esos argumentos, sino

que lo hubiera sido el día en que se reunió por primera vez el Conse-

jo extraordinario y esto lo digo apoyado en consideraciones que no

escaparán a los señores consejeros. Efectivamente, con el objeto de

facilitar el acuerdo de opiniones de aquella primera sesión del Consejo,

previamente el señor delegado sometió a nuestra discusión y aproba-

ción la resolución que fué adoptada más tarde por el Consejo. Recuerdo

que varios señoics consejeros formularon algunas observaciones a ese

provecto, y de acuerdo con estas observaciones, me parece, fué anu-

lado un artículo que llevaba el número B. Nadie hizo observaciones

al artículo I
a de la parte dispositiva, que es donde reposa toda la

cuestión que discutimos. Por el artículo l de esa disposición se afir-

autoridades; y lo repite cuando dice que el caso que motiva la in-

tervención es análogo ¡il que le produjo con motivo de la primera

aplicación de este estatuto, en 1918. Cuando el año pasado se reor-
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gañizarón las autoridades de la Universidad, bajo el imperio de este

misino estatuto, nadie opuso resistencia al hecho de que salieran <!e-

gidos ninid consejeros personas que habían ocupado esa función en

los disueltos consejos.

Señor Weigel. — Es que no había una prohibición anterior. Esa

es la gran diferencia.

8eñor Oliver. — El estatuto no podía tener efecto retroactivo.

Señor Sáens. — Observo, poi otra parte, (pie si estas observaciones

son fundadas, han debido plantearse en otra oportunidad, en la pri-

mera reunión de este Consejo. En otra forma no habríamos colocado

a la asamblea en la situación en (pie aparece ahora, (pie ha votado

por 14 consejeros, de los cuales algunos no pueden serlo.

Habríamos perdido así un tiempo precioso.

Señor Oliver. — No se trata más que de un candidato inpug-

nado.

Señor Lamadrid. — No, según esa teoría, habría varios inhibidos.

Señor Sáenz. — Insisto en que este artículo fué ampliamente dis-

cutido, y nunca fué observado hasta este momento.

Señor Lafaille. — fío se planteó nunca el caso específico de los

consejeros renunciantes.

Señor Sáenz. — No es así e invoco el testimonio de los doctores de

la Torre, Lamadrid y Pinero, para (pie digan si no es cierto lo que

afirmo.

Señor delegado. — Efectivamente, el asunto fué discutido en ante-

salas.

Señor Lamadrid. — Es exacto lo que afirma, el doctor Sáenz. Tan

es así que fui uno de los que propuso la modificación de la parte 1i-

nal de ese artículo, porque entendía que debía dejarse eso para que

lo resolviera el consejo definitivo, pero a indicación de otros señores

profesores se dejó tal cual está, haciéndose el argumento de (pie en

esta forma se permitía que ciertos miembros prestigiosos del antiguo

consejo — creo que se mencionó a los doctores, Meló, Gallo y otros

— pudieran volver a ejercer las funciones de consejeros en el consejo

(pie se trataba de organizar.

Señor Zafadle . — No pongo en duda lo que afirma el señor profe-

sor, pero debo declarar que no asistí a esa reunión previa.

Señor Lamadrid. — Voy a hacer una moción que casi diré (pie es

de orden : que pasemos a votar.
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Señor Oribe. — Me opongo a la incorporación de los consejeros que

apa recen reelectos.

Señor Sáenz. — Entiendo que lo <|iie corresponde es votar, primero

la elección en general, y luego considerar en particular cada nombre,

y en esta oportunidad se formularán las objeciones que se estimen

pertinentes.

Señor delegado. — Como noto (pie hay más o menos unanimidad

respecto de la moción que acaba de formularse, se va a votar en ge-

neral la elección practicada.

Kesulta aprobada por aclamación.

Señor Weigel. — llago moción para que cada candidato que no se,

observe se dé por aceptado.

Señor delegado. — En consideración en particular el nombre del

doctor Tomas R. Callen.

Señor Lafaille. — Reproduzco las observaciones que be hecho al

considerar este asunto en general. Voto en contra.

Señor .Y'era res. — Acepto la incorporación del doctor Callen al

solo objeto de integrar el tiempo (pie le falta para cumplir su mán-

dalo.

Señor Oribe.. — Voto en contra.

Señor Oliver. — Formulo la misma salvedad que el doctor Nevares.

Señor delegado. — Queda designado el doctor Cullen como conse-

jero, quedando constancia de las salvedades hedías por los cuatro

señores consejeros que lian observado este nombre.

En consideración el nombre <lcl profesor doctor

Alfredo Colmo, que se acepta como consejero con

las mismas salvedades que el anterior.

En consideración el nombre del doctor Ramón

S. Castillo.

Señor Oliver. — Voto en el sentido de deferir este asunto para la

resolución del Consejo deflinitivo.

Resulta aprobado este criterio, contra el roto de

los doctorea Lafaille, Oribe \ Nevares, que rotan

por el rechaso; es decir, nabo tres votos por la

aprobación lisa \ llana, seis por deferir el nom-

bramiento al Consejo definitivo, j sol.» tres por la

negativa li>a v llana.
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Bu consideración el nombre del doctor Prayo-

nes, el queso acepta como consejero con las salve-

dades ya formuladas para el caso de los profesores

Colmo y Cullen.

En igual forma se aprueban los nombres de loa

doctores Alelo y .Jofré.

Señor delegado. — En consideración la candidatura del doctor .José

León Suárez.

Señor Nevares. — Desearía saber si el doctor Suárez es consejero

de la Facultad de ciencias económicas.

Señor Sitare:. — No señor: ya lie terminado mi mandato.

Señor Nevares i — Muy bien.

Se aprueba por unanimidad, lo mismo que el resto

de los candidatos, doctores Mario Sáenz, Mario

Bravo, Jorge de la Torre, Ricardo Moreno, Alcides

Calandrelli, Eduardo J. Bullrich y Santiago Baque.

Señor delegado. — Quedan entonces proclamados para formar el

consejo los señores doctores Mario Sáenz, Mario Bravo, Jorge de la

Torre, Ricardo A. Moreno, Alcides Calandrelli, Eduardo J. Bullrich,

Santiago Baque, Tomás R. Cullen, Eduardo Playones, Ramón S.-

Castillo, Alfredo Colmo, Carlos F. Meló, Tomás Jofré y José León

Suárez, defiriéndose para la resolución del Consejo definitivo lo rela-

tivo al nombramiento del doctor Castillo.

Sólo me resta agradecer a los señores profesores presentes la defe-

rencia (pie han tenido al concurrir á esta sesión.

Queda levantada la sesión.

Son las 6 ]>. ni.

NOTA DEL INTERVENTOR SOBRE LA ANTERIOR SESIÓN

Buenos Aires, noviembre li <le 1919.

Señor rector de la Universidad, doctor Eufemio Uballes.

Señor rector

:

Ayer, como estaba indicado, se reunió el Consejo especial a que se

refiere el artículo 29 de los estatutos, cumpliéndose así lo dispuesto

en el artículo I o de la ordenanza de 30 de octubre.
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Acompaño la versión taquigráfica de la sesión, como documento

informativo que me exime de entrar en mayores detalles.

. En planilla separada va la lista délos señorea profesores titulares,

indicando los que asistieron y los que no pudieron hacerlo: por ella

verá osted que de 35 miembros de dicho cuerpo docente, fuera de los

14 que compusieron el consejo de ayer, quedas los 8 renunciantes,

de los cuales 4 concurrieron y. después de levantarse la sesión, per-

manecieron en el local como espectadores ; tí impedidos por enfer-

medad, licencia o causa justificada, 5 que se excusaron por escrito

alegando causales igualmente justificadas, y 2 que asistieron como es-

pectadores, agregándose a los cuatro renunciantes. Es decir, el cuerpo

docente de titulares íntegro ha participado del acto, contribuyendo a

que se realizara con la mayor diligencia.

El efecto moral de esa actitud, presenciada por una barra de más de

quinientos estudiantes que guardaron la más perfecta compostura,

ha sido decisiva en el sentido de llevar al ánimo de todos la con-

vicción de que la Facultad se encuentra en vías de normalizarse defi-

nitivamente, gracias a la oportuna intervención de la Universidad.

Me permito, entonces, felicitar al señor rector por tan plausible re-

bultado.

Además, debo hacer presente que, espontáneamente, pues no con-

sidere deber invitarlos, concurrieron muchos profesores suplen-

tes, quienes deseaban así, según me lo manifestaron, prestigiar el

acto.

Con este motivo, saludo a usted con mi más distinguida conside-

ración.

Ernksto Q i; usada.

José .1 . On ¡rito Costa.

En Buenos Aires, a 18 días del mes de noviembre de L910, reunidos

en el Balón de grados de la Facultad de dereclio y ciencias sociales

lo* Señores consejeros doctores Mario Sáenz, .lose León Kuárez, To-

más .Jofrc. Eduardo Prayones, Mario Bravo, Eduardo J. Bollricb,

Santiago Baque, Ricardo A. llore] Moldea CalandrelU y Alfredo

Colmo, estando ausentes Los doctorea Ramón s. Castillo. Carlos i\
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Meló, Tomás R. Callen y Jorge de la Tone, bajo la presidencia dé)

delegado de la Universidad doctor Ernesto Quenada, se declara abier-

to el acto siendo las b" p. ni.

Se da lectura del acta de la sesión anterior del Consejo provisorio

celebrada el día 17 del corriente, y puesta a consideración pide la

palabra el señor consejero doctor Playones, quien manifestó : que

deseaba, quedara constancia de que la interpretación dada por algunos

señores consejeros a los estatutos, al votarse la propuesta de candi-

datos votados por la asamblea del artículo 29, era errónea, pues sobre

los estatutos primaba lo dispuesto eu la base V de la ley 1885'. Se

extendió en consideraciones al respecto, terminando por sostener que

no existía inconveniente legal alguno para el desempeño del man-

dato.

No existiendo otra observación, se dio por aprobada el acta.

Después de dejar constituido el Consejo, el señor delegado mani-

fiesta haber recibido comunicación del señor rector adjuntando el

documento que iba a leer, porque en él se pide « se le dé el trámite

que corresponda » y el único correspondiente es someterlo al Consejo

de la Facultad.

Señor delegado de la Universidad en la Facultad de derecho y ciencias sociales,

doctor Ernesto Qaesada.

El rectorado lia recibido hoy del doctor Estanislao S. Zehallos, su renun-

cia indeclinable del cargo de decano de la Facultad de derecho y ciencias

sociales.

Como el Cousejo directivo de esa Facultad se baila constituido y en

funciones — según comunicación del señor delegado — y como a dicha cor-

poración le corresponde, en uso de sus atribuciones, pronunciarse sobre la

renuncia del decano, remito al señor delegado copia legalizada de la mis-

ma, para que se sirva llevarla a conocimiento del referido Consejo.

Saludo al señor delegado con mi consideración distinguida.

Eufemio Ubali.es.

It. Colón.

El texto de la renuncia «pie la Universidad envía en copia legaliza-

da dice así :
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Buenos Aires, 18 «Ir

.¡I Consejo superior universitario.

En varias notas que he tenido la honra de dirigir al Consejo desde el

'31 del pasado hasta ayer, he expresado mi disidencia respecto de la lega-

lidad de los procedimientos seguidos para reorganizar las autoridades de

la, Facultad de derecho y ciencias sociales.

Dada la falta de continencia y de escrúpulos de dichos procedimientos

evidenciados en los últimos días, con menoscabo de la dignidad de la Uni-

versidad de Buenos Aires, elevo al Consejo superior universitario, para

que le dé el trámite que le corresponda, mi renuncia indeclinable de

decano de dicha Facultad.

Ingresé a la Universidad en 1869, en las Facultades de derecho e inge-

niería, y desde entonces viví identificado a ella. Me retiro con la satisfac-

ción de no dejar malos ejemplos en sus anales, durante esa larga actua-

ción.

Saludo al Consejo superior con las seguridades de mi más alta conside-

ración.

E. S. Zchallos.

El señor delegado manifiesta qxie constituido el consejo de la

Facultad, da por terminada su misión, y antes de retirarse agradece

especialmente, en nombre de la Universidad, el concurso prestado por

profesores, estudiantes y empleados, para el mejor desempeño de su

cometido, e invita al consejero doctor José León Suárez, por ser el de

mayor edad, a ocupar la pi-esidencia y se retira.

Ocupa la presidencia el nombrado, declarando

abierta la sesión, y pone a consideración del

Consejo la renuncia presentada por el señor deca-

no de la Facultad y de la que dio" cuenta el señor

delegado (l).

(1) El resto de la sedán es ajeno »lsa funciones del Delegado, y no tiene por

qué figurar. — Nota de t<> dirección.
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NOTA FINAL DEL INTKRVKNTf Mí

Delegado 4e la Universidad

Muchos Aires. IX de noviembre de l!ll!».

Señor rector de la Universidad, doctor Eufemio Challes.

Señor rector :

En la fecha he instalado el Consejo directivo de la Facultad, de

acuerdo con los nombramientos verificados en la sesión de ayer poT

el Consejo del artículo 29 de los estatutos.

Queda así reconstituida la Facultad, con arreglo al artículo 24 de

los estatutos, y la intervención decretada por ordenanza del 30 pró-

ximo pasado ha terminado con el cumplimiento de su cometido.

El delegado de la Universidad así lo ha hecho presente al Consejo

directivo, al retirarse, dejándolo en sesión, y lo ha comunicado en la

fecha al señor decano.

Queda así llenado el cometido del artículo 1" de la referida orde-

nanza. El del artículo 2 o igualmente se ha llevado a cabo, y pronto

recibirá nsted toda la documentación del caso. El del artículo S°

también, cesando en este instante el ejercicio de las facultades por él

concedidas.

Al poner en conocimiento de usted tan plausible resultado después

de veinte días de constante atención y trabajo, sólo me resta mani-

festar (pie en breves días elevaré el informe correspondiente con to-

dos los elementos relativos a la ejecución de los tres artículos de la

ordenanza.

Saludo a usted con mi distinguida consideración.

Ernesto Quesada.

José A. Quirno Costo.
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III

Investigación de los hechos ocurridos

KKSOLUCIÓN DEL INTERVENTOR

El delegado de la Universidad decreta :

Art. 1°. — A los efectos de llevar a cabo la investigación de los

hechos ocurridos, a que se refiere el artículo 2 o de la ordenanza de

30 de octubre próximo pasado, recábese del señor profesor doctor

Mario Sáenz una relación detenida de los orígenes del conflicto y su

desarrollo hasta los sucesos que provocaron la ordenanza referida.

Art. 2o
. — Con igual objeto recábese del señor presidente del Cen-

tro de estudiantes, que es la corporación oficial reconocida por la Fa-

cultad, una relación análoga a la indicada en el artículo anterior.

Art. 3o
. — También con análogo objeto el señor secretario de la

Facultad elevará un informe detenido.

Art. 4o
. — Con respecto a los hechos ocurridos en el día jueves 30

de octubre, llámese a declarar ante el delegado de la Universidad a

todo el personal de la casa, administrativo y de servicio.

Art. ñ°. — Una vez cumplido lo establecido en el artículo anterior,

cítese a los señores profesores que estuvieron en la casa el día jueves

referido, a fin de que presten declaración en igual forma.

Art. 6o
. — En seguida serán llamados a declarar los miembros de

las comisiones de estudiantes que han intervenido en la huelga, a fin

de que presten declaración sobre lo especificado en los artículos 4o y 5o
.

Art. 7o
. — Terminadas las declaraciones a que se refieren los ar-

tículos anteriores, serán admitidos a declarar los otros profesores o

estudiantes que espontáneamente desearen hacerlo, sin perjuicio de

llamar a verificarlo a los que, de las declaraciones primeras, resul-

taren comprometidos en los hechos ocurridos.

Art. Xo
. — Habiendo la policía levantado sumario a raíz de los su-

cesos del <ií.i jueves, recábese la remisión de una copia del misino

casó de poderse asi verificar para incorporarlo a la Investigación

ordenada en el artículo 2* de la ordenanza.

ANAL. KAC. DK. I>K.K. — T. XX 4X
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Art. 9o
. — A fin de esclarecer la denuncia formulada en la not;i del

señor decano doctor Estanislao 8. Zeballos, de 30 de octubre, y que

sirvió, en parte, de base a la ordenanza de dicha fecha, respecto de las

responsabilidades atribuidas a los señores profesores al no haber hecho

posible la reunión del Consejo especial a que se refiere el artículo 29 de

los estatutos, expídase por secretaría copias autorizadas de las renun-

cias o exposiciones escritas presentadas por los profesores convocados,

y recábese de los que asistieron a la reunión privada celebrada el mismo

día 30, que expongan lo que en ella pasó y los motivos por los cuales

no pudo realizarse la sesión de dicho Consejo, siquiera en minoría.

Art. 10. — Agregúese copia de las notas elevadas por el señor de-

cano a la Universidad, referentes a los sucesos del día 30, tanto res-

pecto de la reunión fracasada del Consejo como de la actitud poste-

rior de los estudiantes, a lin de llamar a declarar a los profesóles y

estudiantes en aquellas mencionados, siempre que antes no lo hubie-

ran hecho, en virtud de lo dispuesto en los artículos anteriores.

Buenos Aires, .4 de noviembre <le 1!)1!).

EUNESTO QUESA DA

.

NOTA DEL SECKETAUIO DE LA FACULTAD

Buenos Aires, 13 «le noviembre <le 1919.

Señor delef/ado de la Universidad, doctor Ernesto Quesada.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3o del decreto de fecha

4 del corriente, elevo al señor delegado el informe detallado a que se

refiere el expresado artículo.

El día 30 de septiembre tuvo lugar en la Facultad la asamblea

primaria de alumnos para designar los electores que debían concurrir,

juntamente con los profesores, a la asamblea constituyente del día

10 de octubre.

En vista de una reclamación verbal de algunos profesores de las

carreras especiales, sobre la extensión de las facultades electorales

que les confería la ordenanza de I o de septiembre, el señor decano

convocó a sesión especial para el día 8 de octubre a las 10 a. m., en-

cargando a los miembros de la comisión de reglamento se expidieran
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sobre el motivo de la consulta. El presidente de la mencionada comi-

sión doctor Carlos F. Meló, por tener que ausentarse a La Plata, no

reunió a la comisión ni se expidió sojbre el asunto, y pidió al señor

decano citara a sesión para el día 9 a la misma hora.

En la expresada fecha tuvo lugar la sesión con quorum de nueve

consejeros presentes, y sometido a discusión el artículo 20 del regla-

mento sobre elecciones, se resolvió, con el voto del señor decano, la

supresión del segundo y tercer párrafo de dicho artículo — es decir,

que los profesores de las carreras especiales quedaban con igual de-

recho que los de abogacía, — desarrollándose la sesión en la forma de

que se da cuenta en el acta que se adjunta (anexo A) (1).

El día 10 de octubre se realizó la asamblea general. Transcurrida

la media hora reglamentaria de espera, el señor decano declaró abier-

to el acto, al que se abstuvieron de concurrir los electores de estu-

diantes, según nota que presentaron momentos antes, procediéndose

a la votación con la asistencia de los profesores que resultan del acta

que se acompaña en copia (anexo B).

Esta asamblea, según se me informa, se desarrolló en medio del

desorden producido por los estudiantes a la lectura del nombre de

cada uno de los profesores que votaba.

A la salida de la asamblea, según también se me informa, prodii-

jose mi incidente en la puerta de la Facultad al retirarse los profeso-

res y el señor decano, que fueron silbados y objeto de manifestacio-

nes hostiles de parte de los estudiantes.

A la tarde del mismo día, el señor decano recibió una nota del

Centro de estudiantes de derecho pidiendo un aula de la Facultad

para el día sábado 11, añude poder realizar una asamblea con el

propósito de tratar la actitud que debían asumir con motivo del acto

eleccionario.

El señor decano, alentó a la nota referida v a los Indios produci-

dos en la mañana del misino día, contesto ¡il ( 'entro de est lidiantes

(1) ti,- ;,,,,,, ,.| texto <!<• io> párrafos aludidos ¡ « Cuando m trate de elegir

deceno o delegado! ;ii Consejo superior, rotarás en la asaasMea general todos

loe componente* de la misma. Cuando sólo *.- tnite de elegir consejeros, iu vo-

tación -i- hará por -ecciones. El Conaejo designara, en cada convocatoria, a qné

sección ooraeaponde elegir. Cada wbosAén formada por loa profesores titulares,

sapientes y electores « I «* estudiantes respectivos) votan ieparadamente por «i

consejero i|ii<- le eoncs|iondn elegir». — .Vota il<- /</ dfrseOMst,
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que el local de la Facultad quedaba clausurado desde esc mismo día

a las 7 p. m. y hasta nuevo aviso. De esta nota acompaño copia

(anexo C).

El Centro de estudiantes de derecho, en vista de la nota de refe-

rencia en la que se comunicaba la clausura del local, resolvió decla-

rar la huelga estudiantil.

El día 13 de octubre tuvo lugar la sesión del Consejo para conside-

rar los conflictos producidos, de la que informa la copia de acta

adjunta (anexo D) : y el 14, otra, en la que se volvió a anular la

asamblea del día 10, como se desprende de la copia del acta de la se-

sión, que también adjunto (anexo E)

.

En este ínterin se produjeron las renuncias de los consejeros, que-

dando el día 24 completamente acéfalo el Consejo, por esas renuncias

y por cesación de mandato de los consejeros que terminaban ese día.

El señor decano, con el fin de reunir el Consejo del artículo 29, di-

rigió circulares consultando a los profesores titulares si asistirían a

formarlo, resolviendo citar para el día 30 a los profesores doctores

Jaime F. de Nevares, Juan Carlos Cruz, Jesús H. Paz, Juan A. Fi-

gueroa, Ernesto Weigel Muñoz, Francisco I. Oribe, Francisco J. Oli-

ver, Osvaldo M. Pinero y Héctor Lafaille (anexo F).

A tal citación sólo concurrieron los profesores doctores Ernesto

Weigel Muñoz, Francisco J. Oliver, Héctor Lafaille, Juan A. Figue-

roa y Francisco I. Oribe. No habiendo quorum, el señor decano ma-

nifestó al subscripto (pie era una reunión de carácter privado, y que

se había resuelto en ella elevar a la Universidad una nota de consulta

sobre la interpretación del artículo 29. (Las notas y renuncias refe-

ridas van en copias adjuntas, por orden cronológico de presentación

en el expediente de investigación del señor delegado.)

Terminada esta reunión y una vez que se retiraron todos los profe-

sores concurrentes, se produjeron los hechos que el subscripto ha de-

clarado en el sumario correspondiente.

Es cuanto tengo que informar al señor delegado, debiendo agregar

que no me hallé presente en la asamblea del 10 de octubre pasado,

por encontrarme enfermo, como lo hizo constar el señor decano en el

acta de dicha asamblea.

Además, adjunto copia de las notas elevadas por el Centro de estu-

diantes al rectorado (anexo G).

José A. Quima Costa.
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NOTA DEL PROFESOR DOCTOR MARIO SAENZ

Únenos Aires, 15 dé noviembre <le 1919.

Señor doctor Ernesto Quesada, delegado universitario en la Facultad

de derecho 1/ ciencias sociales.

s á.

En cumplimiento de la misión para que fui designado por el artí-

culo I o del decreto de noviembre 4 próximo pasado, tengo el honor

de elevar al señor delegado universitario el presente informe.

No es él « una relación detenida del conflicto que ha originado la

actual intervención de la Facultad », porque para ello existía en mí

una doble imposibilidad, la cual me apresuré a comunicar al señor

delegado cuando me hizo el honor de llamarme para darme conoci-

miento del decreto referido.

Esa doble imposibilidad la concretaré, entonces, así

:

I a Mi escasa información personal hasta el día 27 de octubre de

1919, fecha en que recibí la primera nota del señor decano, doctor

Zeballos, pidiéndome le hiciera saber si me incorporaría al Consejo

extraordinario del artículo 29, en el caso posible de ser citado

:

2a La preocupación de que acaso no fuera yo el más indicado para

redactar ese informe retrospectivo, en razón de que, precisamente,

había manifestado mi opinión contraría a la convocatoria para el día

jueves 30 de noviembre, a raíz de cuya tentativa se produjeron los

incidentes que han originado la intervención superior del Consejo

universitario.

El señor delegado insistió en su designación, invocando fundamen-

tos tan respetables y agregando conceptos tan honrosos, reiterados

luego en su nota de noviembre 4, que he debido ponerme a la tarea,

sin muchas esperanzas sobre el éxito, pero OOD l;i leal voluntad dé

colaborar en la delicada rancien encomendada por la Universidad a

su ilustrado criterio v a su espíritu de justicia.

Qoeda dicho, pues, ijne no será éste más que un Informe fragmen-

tario del conflicto, y un punto de vista personal respecto del misino.

Con ese carácter lo entrego a la consideración del señor delegado.

De las constancias oficiales (pie existen en el libro de actas de la

Facultad, resulta :
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r «¿ue el 18 de agosto de] corriente año el consejen) doctor Eduar-

do Playones presentó un proyecto de « Reglamento sobre elección de

las autoridades de la Facultad », al que se le dio entrada en la sesión

del día 25 de ese mes, con un dictamen de la comisión de reglamento

aconsejando algunas modificaciones, y manifestando dicha comisión

que había citado al autor del proyecto y obtenido la conformidad del

mismo.

Puesto en discusión, fué aprobado en general, haciendo moción de

aplazamiento el consejero doctor Esteban Lamadrid, quien manifestó

cpie previamente debía repartirse el proyecto a los consejeros para

que pudieran estudiarlo detenidamente, resolviéndose en ese sen-

tido
;

2o En la sesión del I o de septiembre fué considerado en particular

el proyecto, y sancionado. A esa sesión asistieron diez consejeros y <!

señor decano doctor Zeballos, el que fué autorizado para designar un

día de la primera quincena del mes de octubre, para que tuviera lugar

la asamblea general

:

3o El procedimiento eleccionario, según el expediente respectivo,

empezó el 11 de septiembre. Se publicaron las listas: se hicieron

reclamaciones por veinte alumnos por falta de inscripción, la que les

fué concedida. Otros cinco alumnos presentaron su reclamación estan-

do cerrado el padrón, siendo desestimada por esa causa:

4o La asamblea primaria de estudiantes se efectuó el 30 de septiem-

bre de acuerdo con el reglamento sancionado el I o de septiembre, y el

señor decano fijó para que tuviera lugar la asamblea general el 10 de

octubre a las 9,30 a. m. :

5 o Un día antes de la elección, es decir, el 9 de octubre, el señor

decano citó al Consejo para tratar una reclamación de profesores,

exponiendo él mismo en esa sesión que « varios profesores se habían

quejado de la interpretación dada al reglamento, por el que se hacía

la división en escuelas, manifestando que todos eran profesores de la

Facultad ».

El consejero doctor Prayones pidió se leyera la reclamación, soste-

niendo que no era posible admitir reclamaciones verbales e indeter-

minadas.

Como no existiera reclamación escrita, sólo pudo considerarse el

punto en razón de que los señores consejeros doctores Martín y He-

rrera, Oderigo y Ruíz G-uiñazií hicieron presente en la sesión que



CRÓNICA DE LA FACULTAD 7.'.!'

reclamaban en ese acto, cada uno individualmente, como profesores

de las escuelas de notariado y diplomacia.

Se produjo una amplia discusión y, según consta en el acta, « una

incidencia referente a nombres de candidatos y circulares repetidas.

interviniendo varios señores consejeros».

De esa incidencia sólo podrán informar los consejeros que asistie-

ron a la sesión, trámite éste que no he considerado de mi incum-

bencia.

Consta en el acta, además, que el consejero Tomás R. Cullen hizo

presente que había venido a la sesión sin estar informado de lo que

se trataba y pidió (pie se suspendiese la consideración del asunto,

haciendo moción en ese sentido, la que fué rechazada por cinco votos

contra cuatro.

Puesta a votación la modificación del reglamento, hubo cuatro vo-

tos por la negativa y cinco por la afirmativa. Como se pidiera rectifi-

cación y votación nominal por el consejero Prayones, resultó que

votaron por la modificación los doctores Palacios, Martín y Herrera,

Ruíz Gruiñazú, Oderigo y Zeballos, y en contra los doctores Meló (C.

F.), Jofré, Cullen y Prayones. Este último observé que, de acuerdo

con el artículo 29 del reglamento general, no podía computarse el

voto de los tres consejeros que habían hecho la reclamación, y que

entonces había dos votos por la afirmativa y cuatro por la negativa,

pero varios señores consejeros se opusieron a esa interpretación :

6° El día 10, a las 9,30 de la mañana, el señor decano presidió la

asamblea de electores a la, que concurrieron los 36 electores estudian-

tes, que formularon una protesta, y de los 72 profesores sólo se pre-

sentaron 33, únicos que votaron en esa asamblea. De estos 88. eran

profesores titulares 10. y suplentes 23.

7" Según manifestaciones hechas por el señor decano, que constan

en el acta de la sesión (pie se efectuó el 13 de octubre, en la referida

asamblea del día 10 hubo actos de indisciplina y desorden, habiendo

Sido injuriados numerosos profesores y el decano.

Kn ota misma sesión se hizo presente (pie existía una protesta en

la cual se pedía la nulidad de la asamblea, resolviendo el Consejo tra-

tarla en la sesión del día 14 :

s .\ estfl sesión concurrieron diez consejeros, incluido el seíior de-

clino.
J

se resolvió, contra tres votos, declarar nula la asamhlca cele-

brada el (He: de oetiihre.
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En esc acto los conséjelos doctores Playones y Jofré presentaron

las renuncias de sus cargos y se retiraron del recinto, haciendo pre-

sente al señor decano que había otras renuncias presentadas;

9o A causa de esas renuncias y de haber terminado su mandato el

24 de octubre cuatro de los miembros del Consejo, quedó éste sin que

existieran consejeros para poder formar quorum. El señor decano in-

tentó reunir el Consejo especial a (pie se refiere el artículo 29 del esta-

tuto, y no pudo conseguirlo. Sobre este punto me remito a mis notas

fechas 28 y 29 de octubre dirigidas por mí al señor decano, doctor

Zeballos, que doy por reproducidas, y como la primera no ha sido

encontrada en secretaría, e ignoro la causa de su extravío y en poder

de quién se halla, acompaño, al efecto, una copia de la misma :

10° El día 30 de octubre, fijado para convocatoria del Consejo ex-

traordinario, como a las doce del día se produjo la incidencia, a raíz

de la cual el honorable Consejo superior intervino en la Facultad,

designando al señor delegado, quien se hizo cargo del gobierno de la

misma a los efectos de la reorganización del Consejo.

Es todo cuanto puedo informar.

Aprovecho la oportunidad para presentar al señor delegado univer-

sitario las expresiones de mi más distinguida consideración.

Entre líneas : mío — notas, — vale.

M. SÁENZ.

NOTA PBL CENTRO DE ESTUDIANTES

Buenos Aires, noviembre 17 de 1919.

Al señor delegado de la Universidad de Buenos Aires, doctor Ernesto

Quesada.

Señor delegado

:

Solicitado por el señor delegado, en mi carácter de presidente del

Centro de estudiantes de derecho y ciencias sociales, para hacer una re-

lación de los antecedentes y causas del conflicto suscitado por el señor

decano doctor Zeballos— hoy en vísperas de una feliz solución — qui-

siera, si ello no fuera una tarea imposible por su magnitud, enume-

rar todos los errores, intrigas, falsedades e inconsecuencias del señor
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decano en ejercicio de su cargo, en el breve plazo de un año, que lian

hecho de su acción el más minucioso desmentido del discurso en que

al asumir su cargo formuló el plan de su labor futura.

En una nota de fecha 17 de octubre de 1918, dirigida al entonce»

delegado del rectorado doctor Zeballos, el Centro de estudiantes for-

muló diversos cargos y objeciones a la constitución y funcionamiento

de la asamblea, que no fueron contestados, ni menos levantados, en

ninguna oportunidad, cuya nota debe existir en el archivo de la Fa-

cultad, y que demuestra con anticipación los vicios formales de la

elección del doctor Zeballos.

Inmediatamente comenzaron los errores del decanato, que podrían

agruparse en la siguiente forma : I o manejos electorales del doctor

Zeballos para llegar al decanato; 2o desconocimiento déla personería

del centro, hecha verbalmente por el decano, a pesar de existir la

ordenanza de abril de 1912, ratificada posteriormente, arguyéndose

por el decano que el Centro no tenía más misión que proceder oficio-

samente: 3o oposición del decano a la creación de los cursos de semi-

lunio : 4o intervención del decano en la política electoral del Centro

estudiantes de derecho ; 6 o intrigas del decano en el nombramiento

de profesores suplentes de la Facultad, mediante promesas a algunos

candidatos o por la oposición injustificada a otros, y aceptación de

las solicitudes de inscripción fuera del término reglamentario: v así

podríamos continuar esta enumeración, casi indefinidamente, demos-

trativa del nial desempeño del señor decano.

En medio del ambiente de desagrado y de desconfianza que todos

estos hechos lialiían creado, se suscitóla cuestión reglamentaria, que

liemos estudiado en la nota elevada por los electores al presidente de

la asamblea electoral del 10 de octubre próximo pasado, y en las di-

rigidas a la Universidad de fechas octubre 13, octubre 17 y octubre

26 del corriente año.

No queremos insistir en los detalles de ette episodio, que liemos

estudiado en las notas citadas, que damos por reproducidas. Las (•(tn-

secuencias fueron: 1" la anulación de la asamblea objetada por los

alumnos; 2" la renuncia de todos los consejeros, salvo dos de los que

terminaban su mandato pocos días después. Tero, sobre todo, la oon-

ftecuencis más fundamental, «i
1 "' ftueremoi hacer destacar unís espe-

cialmente, toé la total desautorización de la actitud del señor decano,

por IOS conséjelos, mofe-oi ,- \ est lidiantes, hasta el punto de que la
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renuncia de muchos consejeros tenía por verdadera causa el deseo de

no continuar bajo la, presidencia de un decano <|iic carecía de autori-

dad moral. El misino doctor Zeballos habría sin duda advertido esta

situación, cuando prometió renunciar en dos o tres ocasiones si se

producía tal o cual situación.

Justamente el olvido de una de estas promesas fué la causa directa

de la irritación de los estudiantes: el doctor Zeballos había manifes-

tado que si no reunía quorum para la reunión del Consejo provisorio

del 30 de octubre, presentaría de inmediato su renuncia. Este quorum

no se obtuvo, como es notorio, por ausencia de casi todos los profeso-

res, que también consideraban imposible la permanencia del doc-

tor Zeballos al frente de la casa, y no obstante, el decano no sólo no

renunció, sino que se negó a recibir a una comisión de estudiantes

que deseaba informarse sobre el resultado de la reunión privada y en

minoría de los pocos profesores que habían concurrido. La actitud

descortés y desconsiderada del señor decano provocó la indignación

general y una reacción tumultuosa e incontenible.

Hubo roturas de vidrios, gritos, se atropellaron algunos muebles,

todo consecuencia de la confusión general. Las versiones que circula-

ron respecto de la magnitud del episodio fueron exageradas por los

comentarios de los diarios y las declaraciones del señor decano, quien

pudo, efectivamente, haber provocado un choque de lamentables con-

secuencias en su imprudente e innecesario llamado a la policía.

Poco después de iniciado el incidente y cuando se consiguió cal mal-

los ánimos, llegaron a la Facultad algunos de los profesores que fue-

ron informados de lo (pie pasaba. Uno de éstos, el consejero doctor

Prayones, intentó conferenciar con el señor decano y procurar solu-

cionar en alguna forma el conflicto, propósito que no pudo cumplir

debido a la intemperancia del señor decano, quien dio orden de ha-

cerlo retirar después de amenazarlo con balazos. El incidente termina

sin mayores consecuencias, debido a la oportuna intervención del

doctor Carlos F. Meló y de la invitación (pie hizo el señor jefe de

policía al señor decano de abandonar la casa en su compañía, cosa

que efectuó en medio del mayor silencio y compostura de los estu-

diantes.

Se nos ocurre preguntar cómo podrá el señor decano volver a la

Facultad después de haber salido en esta forma.

El señor delegado tiene conocimiento de la forma cómo el decano
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lia relatado y comentado estos hechos, incurriendo en gravísimas

inexactitudes, algunas de las cuales quiero eorrregir. No es cierto

que el movimiento fuera propiciado por estudiantes reprobados: el

señor delegado ha comprobado lo contrario: no es cierto qne hayan

intervenido en el movimiento «agitadores profesionales» ni «asal-

tantes de la casa Vasena »: la demostración es excusada, y, en todo

caso, la demostración corresponde a quien formula la imputación,

y lo desaliamos a que lo pruebe: no es cierto (pie don Emiliano

Oliva no sea alumno de la casa, desde qne se trata de un estudiante

que ha cursado la carrera de diplomacia, y (pie por resolución de oc-

tubre 2 del corriente año fué incorporado a la carrera de abogacía, y

además socio de actuación destacada en el Centro de estudiantes; no

es cierto que en este movimiento haya intereses subalternos ni su-

gestiones extrañas, que por otra parte los estudiantes no habrían te-

nido en cuenta: tampoco es cierta la afirmación del decano al recto-

rado sobre asaltos realizados a estudiantes (pie llevaban sus mono-

grafías a la Facultad : no es cierto (pie don Adolfo Korn Villafañe

incitara a las vías de hecho contra la persona del decano, ni qne en

ningún momento se intentara atentar contra su integridad personal.

Omitimos refutar en detalle las afirmaciones peregrinas e intem-

perantes del doctor Zeballos. En cuanto a los hechos producidos

después de la intervención, el señor delegado, en su gestión en la casa.

ha tenido ocasión de apreciar personalmente la actitud de los estu-

diantes, cuando son debidamente considerados, y podrá juzgar de la

verosimilitud déla afirmación del doctor Zeballos.

Para terminar, quiero poner de manifiesto que el resultado de la

Asamblea celebrada el 1 ."> del corriente implica e! mejor juicio sobre

todo el conflicto universitario j los estudiantes, en compañía cordial

de los más prestigiosos profesores de la casa, han consagrado una

lista de consejeros qne encarnan las aspiraciones estudiantiles y (pie

Habrán resolver el aspecto del contiicto (pie es ajeno a la misión (pie

(«ni acierto \ ecuanimidad el señor delegado lleva a feliz término.

Saluda al señor delegado con su consideración más distinguida.

Enrique Torino.
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Doctor Victorino de la Plaza

f BU I0STA CAPITAL KL 2 DE OCTUBRE DK 191!)

Sn fallecimiento fué inesperado.

Contaba con un organismo que, salvo lo circunstancial, como ocu-

rrió, auguraba todavía largos años de una robusta y activa senectud.

Y falleció en funciones universitarias une bien de cerca tocan a

nuestra casa. Acababa de ser la figura central en la celebración del

cincuentenario del Código civil, organizada por la casa de Trejo y

Sanabria, en Córdoba. Y presidía una de las comisiones— la del vo-

lumen conmemorativo — que para el mismo cincuentenario, a solem-

nizarse en 1921 (fecha de vigencia, y no de sanción, del código), nues-

1r;i Facultad lia preparado.

No enseñó en la casa, pero fué académico de la misma.

Tales circunstancias, unidas a la de su vinculación con el doctor

Vélez Sárslield y a la de su actividad jurídica y legislativa, explican

plenamente la resolución adoptada por el Consejo directivo en su

sesión de octubre 4, en cuya virtud, y entre otras cosas, se me de-

signe» para «pie la representara en el acto del sepelio,

Va esa resolución déla Facultad, así como el discurso pronunciado

por mí, en nombre de la misma, al ser inhumados los restos.

A. r
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RESOLUCIÓN DK LA FACULTAD

El señor decano dio cuenta que, con motivo del fallecimiento del

doctor Victorino de la Plaza, dictó el siguiente decreto, que es apro-

bado :

Buenos Aires. 2 de octubre de litli».

Habiendo fallecido el ex académico de la Facultad de derecho y

ciencias sociales, doctor Victorino de la Plaza,

El decano decreto :

Art. I o
. — Suspéndese la sesión del Consejo directivo que debía

tener lugar el día 3 del corriente. . .

Art. 2o
. — Nómbrase al consejero doctor Alfredo Colmo para que

haga uso de la palabra, en nombre de la Facultad, en el acto del

sepelio,

Art. 3 o
. — Diríjase nota de pésame a la familia.

Art. 4o
. — Dése cuenta al Consejo directivo.

E. 8. Zeballos.

José A. Quinto Costa.

e invita a los señores consejeros a ponerse de pie en homenaje a la

memoria del ilustre extinto.

DISCURSO DEL DOCTOR A. COLMO

Vengo a esparcir, señores, la flor simbólica del recuerdo sobre los

restos mortales del doctor Victorino de la Plaza, en nombre de la Fa-

cultad de derecho de la Universidad metropolitana, donde aquél se

educara y graduara hace poco más de medio siglo.

Y traigo la expresión con que esa alma mater se venga de la parca

fatal. Así como el sándalo retribuye con su perfume el golpe del acero

que lo troncha, así como el gesto de reacción de los pechos viriles y

de los corazones superiores estriba en una sonrisa o en una caricia.
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así la verdadera vida se venga aquí contra la muerte inexorable : el

doctor de la Plaza se ha extinguido para lo corpóreo y terrestre, mas

para resurgir en lo espiritual y perdurable y en la memoria de sus

conciudadanos.

Es singular, señores, que tal resurgimiento coincida con una situa-

ción (pie establece como una continuidad entre las dos vidas. Se ini-

ció el doctor de la Plaza en la acción piíblica con motivo de su cola-

boración con el autor del proyecto legislativo que luego fuera nuestro.

Código civil, el doctor Vélez Sársfield, que fué su guía y maestro,

y a cuyo espíritu quedó luego mentalmente ligado. Y se extinguió a

raíz de su actuación tan destacada en la conmemoríición del cincuen-

tenario de esa gran obra jurídica, realizada por la Universidad de

Córdoba.

Podrá haber sido más notoria su eficiencia política y más intensa

su acción económica y financiera. Pero su consagración jurídica ha

sido, por lo más persistente, acaso su verdadero amor intelectual. Es

así como se explica su tarea junto a nuestro codificador. Es así cómo

pudo ser legislador él mismo en temprana edad, con aquel proyecto

de código de organización del jurado y de enjuiciamiento en lo crimi-

nal, (pie le encargara el gobierno de Sarmiento y de su ministro Ave-

llaneda, en 1871, y que, juntamente con el doctor Florentino Gonzá-

lez, presentara al Poder ejecutivo dos aüos más tarde, acompasado de

un informe introductivo de alta observación y de fecunda enseñanza.

Es así cómo volvió a serlo años después, en 1881, esta vez con el doc-

tor José María Rosa, para planear la ley orgánica délos tribunales «li-

la Capital federal, que fue la base de la ley ulterior de 1886. Es así

cómo la influencia del doctor Vélez Sarsfleld, «pie fué su padrino de

tesis, lo vinculara a la obra del eminente cordobés, y cómo por ello

determinara al gobierno, en 1870, a darle Comisión para «pie, asocia-

do al doctor Aurelio Prado, revisara la edición oficial del código, que

se concluía de publicar en Nueva York, e indicas«> las correcciones «pie

fueran menester, a fui «le «pie se la ajustara al proyecto sancionado

por el Congreso, y oómo, por consiguiente, resulta el autor indirecto

de la ley <l<- erratas «pie en tal virtud se dictara en 1872. Es así como

«•I jurista y legislador llegó a ligarse directamente al alma mater «le

la Facultad «pie represento, mediante «I desempeño del «levado cargo

de académico «le la misma. Es así cómo luí' naturalmente designado,

•en «d año «pie coi re \ por esta misma Facultad, presidente de la «ouii

ANAL. KAC. I>K DIB. t. XX 19
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sión de homenaje al cincuentenario del Código civil a celebrarse en !;t

techa legal de 192*1.

Ahí, en el seno de esta comisión, era dable observar el cariñoso

afecto con que quiso vincularse al acto rememorativo. Era allí donde

cabía escuchar el tesoro de sus recuerdos y referencias personales,

con respecto al origen del código y al método de estudio y de trabajo

de su ilustre autor, el doctor Vélez Sárstield.

Así, señores, en su edad provecta, en la cruda viridisqúe seneetu*

del dios a que aludiera Virgilio, retomaba el hilo de sus primeros

años de vida jurídica, y consagraba su espíritu al recuerdo de una

obra ipie vio nacer, y que luego vio florecer en la espléndida madurez

de un país con derecho consolidado y propio.

No ha de faltar el Cicerón que, como éste hiciera con Catón el Ma-

yor, le tome por modelo y escriba su tratado De senectute (pie lo sim-

bolice y consagre. Ni habrá de escatimársele el elogio de sus virtudes

ciudadanas. Yo quiei*o tan sólo ponderar el gran ejemplo de su vida

intensa, de su acción incesante, de su espíritu de labor metódica y

fecunda. Con ella deja un legado de todo valor : un legado educativo,

de cómo un hombre, por la sola virtud de su esfuerzo, es el artífice de

su propia personalidad y el pedestal inconmovible de una individua-

lidad que se cierne en esa región serena donde moran, nimbados de

luz, los hijos predilectos de la patria.

Doctor Tomás de Veyga

f EN ESTA CAPITAL EL 8 DE NOVIEMBRE DE 1919

Falleció relativamente joven y en plena virilidad.

Magistrado, fué de visión clara, de orientación concreta y de tu»

temperamento tan íntegro como irreductible.

Profesor de derecho procesal, prefirió lo práctico, que conocía a

maravilla, a lo doctrinario y constructivo, que no por ello descuidó

del todo en momento alguno. Mucho le seducía la reforma, que pro-

pició, de nuestro vetusto, pesado, formalista y anticientífico régimen

de procedimientos.
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Legislador, fué diligente y activo, siempre 'en el sentido de su tem-

peramento, que anteponía los hechos a las ideas.

Funcionario político, arrostró superiores desaprobaciones, que 1<'

acarrearon una fatal renuncia, antes que torcer su criterio o cambiar

puntos de vista para él indubitables.

Era un buen caweur: tan sostenido como efusivo, tan ameno como

sincero.

Por encima de todo, era una voluntad firme y un corazón sanísimo.

Hay motivo sobrado para protestar contra su desaparición tan pre-

matura : se podía esperar muchas cosas, muy buenas cosas, de un espí-

ritu que tanto amó el desinterés, que siempre miró alto y que era un

modelo de incesante y fecunda actividad.

A. C.

He aquí la resolución tomada por la Facultad con motivo de su fa-

llecimiento (algún tiempo después, por razón del receso déla misma).

así como la nota de pésame dirigida a la viuda del extinto :

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO

El señor vieedecano expresa que cumple con el deber de recordar a

un nobilísimo compañero, el profesor de procedimiento doctor Tomás

de Veyga, fallecido el 8 de noviembre próximo pasado. Hace el elo-

gio del extinto, y en homenaje a su memoria invita, a los miembros del

consejo ¡i ponerse de pie.

A indicación del consejero Playones se resuelve pasar una nota de

pésame a la familia.

NOTA DI l'KSAMK

Únenos Aires, 9 de diciembre de 1919.

Señora doña Armtnda Basaü Uartinet de Veyga.

Presente.

Señora :

El Consejo directivo de esta Facultad, en sesión celebrada en la

fecha, resolvió ponerse de pie en homenaje la memoria del doctor
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Tomás de Veyga, su digno esposo, que faé distinguido profesor de

esta casa, y dar a usted y familia el pésame |>or tan sentida pérdida.

Con este motivo, agrego el testimonio de mi. mayor consideración

Mario Sáknz.

José A. Oh ¡ruó Cosía.
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Código civil
I

dos
I

Estados Unidos do Brasil | comentado
|
por

|

Crovis Bevii.aqua
I

volumen V
| Obrigafdes, tomo II, 374 páginas,

lítlít.

El distinguido jurista brasileño remata con este tomo el estudio de

las obligaciones, a las cuales ha debido consagrar <los volúmenes. En

el presente contempla el depósito, el mandato, la gestión, la edición,

la representación dramática, la sociedad, la aparcería rural, la renta.

el seguro, el juego y la apuesta, la fianza, las obligaciones de volun-

tad unilateral (títulos al portador y promesas de recompensa), las

obligaciones por actos ilícitos, la liquidación de ¡as obligaciones y el

concurso de acreedores (véase en el tomo anterior, XIX, pág. 519, la

nota bibliográfica relativa al precedente volumen).

Como en los tomos anteriores, se sigue aquí el orden riguroso del

código, así en lo que toca a las instituciones como en lo que liace al

respectivo articulado, cuyas disposiciones son analizadas una por una.

Se comprenderá que entonces, lo tengo ya advertido, lo orgánico 3

propiamente vivo y científico del derecho viene a quedar sacrificado

en parle, en cuanto se le substituye un fragmenta rismo que lo disloca

v desmenuza.

Pero ello e^ intencional. Se lia preferido la exégosis o comentario

de las, respectivas « observaciones », porque se quiete lo más inme-

diato o sencillo, lo que propendo a hacer conocer Dtás el coi respon-

diente CÓdigO (pie el derecho en él contenido.

De ahí «pie ciertas concepciones, como las de fondo (c¡iracteri/.a-

cion del mandato, (unciones de los mándalos oculto O colectivo. 0.1
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peí tan preponderante de 1¡i gestión, doctrina de la voluntad unilate-

ral, teorías del título al portador, etc.), no tengan en el caso los des-

envolvimientos que con otro criterio u orientación habrían logrado.

Fuera de ello, el autor signe afirmando envidiables condiciones de

laboriosidad, de versación, de pensamiento y de ciencia, que hacen

de él con justo título un jurisconsulto eminente en estos países.

Termino esta nota con una observación ajena a su contenido. En

el volumen se transcribe una ley en cuya virtud se ha sancionado una

planilla de más de doscientas correcciones (supresiones, cambios, adi-

ciones, etc.) del reciente código civil brasileño. Véase, cómo, a pro-

pósito, los precedentes de nuestras leyes análogas (517 y 1196) se

repiten.

Dicha ley va escueta. De suerte que deploro no poder hacer cons-

tar sus antecedentes, discusiones, etc., que deben ser de todo interés.

A. C.

Código civil
|
dos

|
Estados Unidos do Brasil

|
commentado

|

por

Clovis Bkvilaqua, volumen VI, 299 páginas, Río de Janeiro, 1919.

Es este el último tomo, muy recientemente dado a luz, déla obra

mediante la cual el distinguido jurista brasileño ha procurado hacer

conocer el nuevo código del país hermano.

Es relativo al derecho de las sucesiones, que constituye la materia

del cuarto y último libro de la parte especial del código.

Así, en su primer tomo ha estudiado la parte general (personas,

cosas y hechos jurídicos) : en el segundo, el derecho de familia (libro

I de la liarte especial) : en el tercero, los derechos reales; en los to-

mos IV y V, el derecho de las obligaciones: y en éste, el de las suce-

siones.

Más de una vez he hecho resaltar, en estos mismos Anales, los títu-

los envidiables del doctor Bevilaqua y los méritos particulares de su

publicación sobre el código brasileño.

De ahí que no tenga por qué especializarme respecto de este tomo,

en el cual, sobre la pauta de los anteriores, su autor se ha limitado

intencionalmente, a una tarea reducida: la de poner al público inte-

resado en condiciones de poder realizar por sí las investigaciones que

cuadren, a propósito de cualquier situación legal.
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Como se recordará, a ese efecto el autor — previos unos conceptos

generales sobre la historia y los caracteres de fondo del código — de-

termina, a propósito de cada precepto, sus antecedentes, la legisla-

ción comparada y la bibliografía, después de lo cual formula sus ob-

servaciones de exégesis.

No es, pues, su obra una obra de derecho : los problemas de fondo

(las personas, la responsabilidad, la propiedad, la obligación, el con-

nato, etc.), no pueden tener cabida en un trabajo que debe empezar

por hacer conocer el código mismo.

Y esto el autor lo hace a maravilla. Hay en su obra tal suma de

materia prima, como la indicada, que resultará indispensable para

quien desee penetrar el origen, el sentido y las proyecciones de las

correspondientes disposiciones.

El doctor Bevilaqua, uno de los fautores del código, ha realizado

con ello tarea eneorniable, y ha contribuido al culto del derecho, cosa

(pie en su país se diría de relativa predilección, a juzgar por lo abun-

doso de las citas bibliográficas de aquél, que revelan en los brasile-

ños una producción jurídicanada común.

Lo que es de lamentar, a propósito, es que la bibliografía argen-

tina no figure allí sino con relación a una sola obra, que, por lo de-

más, es de carácter didáctico y elemental.

Para terminar, apunto (pie este volumen se corona con un minu-

cioso índice alfabético de toda la obra, cuya utilidad no requiere ser

puntualizada

Vayan, entonces, nuestros plácemes al autor y a la disciplina.ju-

rídica de su patria.

A. C.

Guide |
to the

|
Law and legal Literature

|
of

|
Argentino, Brazil

and Chile (Guía del derecho v <lc la literatura jurídica dfl las repú-

blicas Argentina, del Brasil y de Chile), por Kdwind L. Horchar»,

profesor de derecho en la Universidad de Vale, y -\ bibliotecario de

la biblioteca <lel Congreso, Washington, 1!»17. edición dfl la biblioteca

del Congreso, 528 página*.

Va a continuación la nota bibliográfica qUC a la llegada <le esta

publicación, tan difícil «onio meritoria, di a luz en una revista local :

«Contiene una buena suma de información sobre legislación, ju

risprndencia, literatura, bibliografía, etc.. relativas a cada uno de ios
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aspectos jurídicos : civil, comercial, constitucional, administrativo,

penal, procesal, rural, industrial, educacional, artístico y literario,

obrero, bancario, aduanero, impositivo, militar, eclesiástico y varios

etcétera». Suele llegar a la prolijidad, con citas de «obras» apenas

escolares, Y es fatalmente omiso en mucho más de un sentido.

« Así y todo, aun entre nosotros, y hasta con respecto a nuestro

propio país, puede resultar útil una publicación semejante, que jamás

liemos emprendido ni realizado: siquiera tiene la ventaja de presentar

sistematizadas y más órnenos completas en sus líneas esenciales, una

información y una hihliografía (pie en el hecho nos resultan secunda-

rias, y que en ese libro podemos apreciar en su justo y merecido valor.

« Debo agregar que el libro contiene noticias históricas, socioló-

gicas, etc., que permiten la asimilación del sentido y de la orientación

de los derechos locales.

« Y termino apuntando que la obra del distinguido profesor norte-

americano atestigua cómo allá se nos sigue y se procura conocernos,

sean cuales fueren los fines, y nos muestra una de nuestras fallas: lo

bien poco que de nuestra parte se hace para conocer la cultura y la

vida norteamericanas, que tan de inmediato nos tocan y que entrañan

lecciones muchas veces más aprovechables y eficientes que las qué

ciegamente vamos a tomar a las civilizaciones milenarias del Viejo

Mundo. »

A. C.

Intervention in México, por Samuel Grtiy Inman, 248 páginas, Nueva

York, 1919.

He aquí el juicio, bien sumario por cierto, que con anterioridad he

expresado sobre este libro :

« Es obra de Samuel Gr. Inman, secretario del actual Committee o»

cooperation ¡n Latín America, radicado en Nueva York, misionero

que ha realizado excursiones en tal carácter y más de una vez en los

diversos países de nuestra América, un alma de héroe, un espíritu

de iniciativa, de verdad y de estudio, que hemos contado entre nos-

otros hace dos años, y que fué como el eje de aquel gran congreso de

« Obra cristiana en la América latina », celebrado en Panamá hace

tres años, cuyos reports y conclusiones figuran en tres volúmenes edi-

tados por la Missionartf Edueation Morement.
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«Contra lo que pudiera suponerse, dicho libro es todo un alegato

contra los norteamericanos y en favor de los mejicanos.

«He aquí las síntesis de sus seis capítulos : por qué y cómo no se

comprende a Méjico y a los mejicanos por parte de los Estados Uni-

dos; la revolución mejicana es eminentemente social (económica, etc.,

antes que política) : el presidente Cananza es todo un hombre y un go-

bernante, en lo intelectual y en lo moral : qué piensan los mejicanos

respecto de los norteamericanos; la actual situación de Méjico es de

actividad honesta y de paz; las relaciones entre Méjico y los Estados

Unidos deben desenvolverse sobre el respeto mutuo, sobre la base de

una apropiada educación (industrial, moral, etc.) de los mejicanos, y

no mediante diplomacias intrigantes o intervenciones (pie en el fondo

son una conquista.

« Va prologado el libro por William R. Shepherd, (pie da a Inman

toda la razón. Y éste no tiene que afrontar más dificultad que la con-

tenida en su franqueza y coraje, para mostrar : cómo la prensa norte-

americana miente a sabiendas al pintar la situación de Méjico : cómo

la raíz de las intervenciones norteamericanas en Méjico es de carácter

mercantilmente interesado y responde a la protección de los capitales

y las gangas de unos cuantos fuertes comerciantes e industriales : cómo

la llamada « doctrina » Monroe se ha convertido en un perfecto en

-

gaña-pichanga del más crudo egoísmo en favor de los norteamerica-

nos y en contra de cada uno de los países restantes de este continen-

te : y cómo la verdadera solución del problema mejicano-norteameri-

cano debe ser encontrada en la educación del pueblo de Méjico, me-

diante una obra lenta y coordinada (pie vaya ascendiendo desde la

emancipación intelectual, moral y económica de los desheredados hasta

la educación VOCacional (industrial, comercial, etc.) y la cultura supe-

rior de la ciencia y el arte.

«El reverendo .Samuel G. Inman ha de quedar satisfecho de su

obra. Actos así dicen unís que cualquier tratado y logran más (pie

cualquier iniciativa oficial. Podrán lastimar intereses subalternos \

de momento. Pero miran lejos y alto: por eso, porque son verdad y

perduran y concluyen DO Obtener el verdadero triunn

triunfo definitivo. Esperemos que llegue pronto, hasta para bii

lo- misiuoi norteamericanos. »

A. ('.
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Las universidades
|
Datos históricos

|
Orientaciones

|

]><»r el doctor

F. Carrera Juna, 109 página», Habana, 1919.

El distinguido ex diplomático y profesor en la Facultad jurídica de

la capital cubana, convencido deque « asistimos a una transformación

rápida y casi total» en los regímenes colectivos, y de (pie las univer-

sidades deben acomodarse a tales cambios para orientarlos y encau-

zarlos, luego, en su misión educadora y propulsora, lia querido pro»

vocar lo conducente en su país, mediante una conferencia que al

efecto diera en la Academia de derecho de la indicada universidad, y

mediante su ulterior publicación en este folleto.

Después de analizar la evolución universitaria desde « los primeros

tiempos», y luego de estudiadas las actuales universidades de los

países civilizados, sobre todo las europeas, las norteamericanas y las

latinoamericanas, concluye por lijar los puntos cardinales de la re-

forma : la adopción de universidades municipales, como en los Esta-

dos Unidos, que tanto vinculan a sus educandos con las cosas locales :

la base científica, investigadora y cultural de la acción universitaria:

la formación de hombres capaces de dirigir la vida social en sus pri-

mordiales aspectos; y la orientación aplicada y técnica de las disci-

plinas intelectuales.

Señala los defectos de las universidades latinoamericanas, y en-

tre ellos coloca en grado eminente el « doctorismo » y el « milita-

rismo ».

No sé, a propósito, qué pueda significar exactamente el segundo,

que entre nosotros es desconocido. Y creo que a esas dos fallas se

puede agregar otras no menos importantes y generales : su excesivo

humanismo, su letal uniformidad, su carácter « escuelero » y subal-

terno, y su ninguna eficiencia en el cultivo de las disciplinas científi-

cas, en el estudio de cualquiera de nuestros problemas nacionales, y

en lo educador y formador de hombres dirigentes.

El autor menciona nuestra última reforma universitaria, de la cual

espera buenas cosas. Y revela, con el conocimiento de varios de nues-

tros profesores y publicistas universitarios, que cita con elogio, un

relativo y honroso afecto por nuestras instituciones y por nuestro

país.

Este trabajo del doctor Carrera, con ser tan general y sumario, es

todo un toque de atención. Sólo falta (pie le escuchen y que luego no
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nieguen el indispensable concurso para la obra ulterior/que es de

acción persistente y de espíritu bien levantado.

A. C.

Discursos
|

parlamentarios
|
de J. M. Manzanilla, 1916-18, dos tomos

379 y 280 páginas, Lima, 1919.

El distinguido ex diputado peruano y ex presidente de la respecti-

va cámara, revela en estos tomos — que siguen a otros análogos,

publicados con anterioridad — toda la rica gama de su hermoso tempe-

ramento. Espíritu de observación, alma de luchador, de una envidia-

ble flexibilidad mental, con gran afán de cultura y una encomiable

pasión altruista, a todo lo cual se conjuga la alta previsión del esta-

dista, resulta centro de una acción tan compleja como fecunda.

No hay materia que no se halle contemplada en esos discursos con

la más clara penetración : la constitucional, la política, la financiera,

la industrial, la educacional... una, dos y cinco y más veces, con teso-

nera energía, con la fe de los apóstoles.

La que más seduce es la llamada social : del obrero, del trabajo y

del capital. La mujer, el niño, en general el asalariado manual, son

tenidos en mira en las iniciativas del descanso dominical, de las horas

diarias de labor, de la ley de la silla... El impuesto a la renta, (pie

propende a obtener recursos de lo superfino y a hacer desaparecer los

odiosos impuestos al consumo, es objeto de iniciativas tan detenidas

como mesuradas.

En síntesis, esos tomos traducen una acción (pie es toda una obra,

muy meritoria y levantada y bien honrosa para su autor.

A. C.

Diplomacia universitaria americana
|
La Argentina en el Brasil

|

por el doctor .losí: Li'.on SOÁfttZ, 1919. Bunios Aires, tilil página».

Nuestro colega ha hecho contener en este libro, como del título se

desprende, lo i-dativo a su actuación de profesor argentino en el país

hermano, vale decir, en el fondo, las conferencias ipie diera en diver-

sas inst it liciones un

i

veisitai ia>
J

científica-, de varias ciudades del

Brasil v, de paso, en Montevideo.

Invitado al efecto por la Kacultad de ciencias jurídicas \ sociales
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de Río de Janeiro, llevó l;i representación de la Universidad, de las

facultades de derecho y de ciencias económicas y del colegio de abo-

gadofi de esta metrópoli.

V se desempeñó tan cumplidamente como lo revelan las distinciones

de que fué objeto en esas tierras amigas (transcritas al final del libro),

y las mismas ¡iludidas conferencias qué casi llegan a docena y media.

Han versado éstas sobre tópicos diferentes, aunque predominante-

mente internacionales : confraternidad entre la Argentina y el Brasil,

uti poS8Ídetis americano, doctrina Monroe y sus primeras interpreta-

ciones en la República Argentina, Mitre y las relaciones diplomáticas

sudamericanas (siete conferencias), necesidad dé formación universi-

taria para los diplomáticos y cónsules, industria agrícola-ganadera

y conveniencia de una política de solidaridad económica al respecto

entre la Argentina y el Brasil, justicia internacional y libertad de los

pueblos, e importancia nacional e internacional de la enseñanza mer-

cantil.

Los temas son, como se observa, tan variados como fecundamente

prácticos en más de un supuesto, y postulan, por lo mismo, una ade-

cuada versación, que no puede menos que honrar al autor.

Verdad que las conferencias no siempre aparecen cabales o comple-

tas, pues su autor no las ha tenido escritas de antemano y lia debido

reconstituirlas en síntesis sobre la base de sus apuntes. Pero en más

de un caso llevan apéndices, documentales sobre todo, que las inte-

gran (es lo que ocurre con las relativas a la doctrina Monroe, a Mitre,

a la carrera diplomática y consular y a la enseñanza comercial).

Como quiera, la publicación del libro queda justificada por dos

buenas razones esenciales : la de su propio contenido, donde hay no

poco bueno que aprender: y la de su origen y fin, como son los pro-

pósitos de intercambio universitario y de confraternidad internacio-

nal entre los profesores de dos países hermanos y amigos.

Verdad que yo suprimiría lo último (y esto va por mi cuenta exclu-

siva). Esa confraternidad no se declama ni grita: es un hecho, bien

antes que una palabra ; empieza por el conocimiento mutuo, y no por

la diplomacia cortesana : supone, pues, mucho más que discursos y

palabras amables, intereses recíprocos bien servidos : en vías de

comunicación, en el cambio de productos, en sensatas políticas adua-

neras y en comercio de sentimientos e ideas.

Es ésta la única falla que encuentro en lo común de los « emba-
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¡adores» universitarios : van a los países amigos, mas que a ser pro-

fesores y a dictar cursos, a ser diplomáticos y a tejer oratorias almi-

baradas.

Hasta, y sobra. Con que dicten sus cursos, «liaban» ciencia y se

limiten a la representación, bien alta y honrosa, de las entidades uni-

versitarias correspondientes. Hay más acercamiento en un curso' uni-

versitario que en cualquier diplomacia : ésta suele ser un negocio,

aquél es algo desinteresado y superior : la una es disimulo o precon-

Cepto, el otro es sinceridad y verdad. Y al fin y ai cabo, la cultura

es todo un título de crédito; al paso que la diplomacia apenas si

resulta, en el mejor supuesto, un mero éxito. Por lo demás, entre lo

social y humano de la ciencia y lo puramente gubernamental y ficti-

cio de la diplomacia, va la distancia que media entre lo que es íntimo

y lo que es externo, entre lo que es realidad y lo que ni llega a ser

apariencia...

Para terminar, vayan nuestros placemos al doctor Suárez por la

forma honrosa y cumplida en que ha llenado su misión.

A. C.

La |
convocación de acreedores y la quiebra

|
en el derecho ar-

gentino, por FÉLIX MARTÍN Y Hkbrrra, primera parte, 1919, Buenos

Aires, 141 páginas, y un apéndice con nuestros antecedentes legales

La doble preparación del autor en cosas mercantiles, profesor uni-

versitario y juez, leda títulos sobrados para escribir eficientemente

sobre temas así, macho más si se agrega su espíritu de estudioso y

observador, que le lia eonducido, entre otras cosas, a confeccionar,

en colaboración con el doctor J. C. Cruz, un Proyecto <lc /<'// nacional

<lc haiKiirrotas.

Sobre esas bases y sobre las de una rica bibliografía nacional j un

«i •¡miento tan personal y circunstanciado de la viva realidad, bien

lia podido, como lo lia hecho, condenar el régimen de la ley actual

(que se resuelve en el predominio y beneficio de los acreedores pe

quefioa y más Impúdicos o audaces, «pie logran sindicaturas, remates

j
<• latones)', abogar por la jurisdicción federal en materia de quie-

bras 3 Sefialar el juego particularizado de la ley vigente en cada uno

de los momentos rauda-mentales de la convocatoria.
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La supresión del cargo de interventor, la mayor intervención judi-

cial en los «ajustes» de los acreedores, lo exorbitante de los honora-

rios del contador, los créditos de la mujer en el concurso de su mari-

do, la naturaleza jurídica del concordato, la superchería de que el

concordato entraña novación, el alcance de la adjudicación de bienes

(tan distinto del de la ley anterior), la sensatez bien escasa de tal solu-

ción : todo se halla estudiado con claridad y sencillez, lejos de lo pre-

tensioso de las teorías y sistemas, a la luz de nuestros antecedentes de

todo orden y frente a las soluciones más o menos felices de nuestra

jurisprudencia.

El trabajo resulta así de posible aplicación inmediata, pues se refie-

re al derecho diario, viviente, de la concreta realidad. Vaya siquie-

ra lo uno por lo otro. Los trabajos de construcciones y doctrinas serán

de más vuelo, pero quedan un poco ajenos, sobre todo entre nosotros.

a lo positivo o fenoménico del derecho, por más que puedan tener su

precio allá en la enseñanza o en la tarea científica.

Verdad es, a propósito, que lo mejor sería conjugar las dos cosas.

Pero entonces se tropieza con el problema del sentido de la medida y

de la armonía. De ahí que, en la necesidad de optar, nuestros autores

no trepiden en favor de lo que llamaremos práctico.

Como quiera, el doctor Martín y Herrera ha realizado obra útil y

aprovechable, y merece los plácemes que complacido le tributo.

A. Ó.

Código de comercio
|
comentado

|
según la doctrina y la jurispru-

dencia, por el doctor Carlos C. Malagarriga, tomo V, 1919. un

volumen de 434 páginas.

El joven y meritorio jurista — que la Facultad con todo tino ha

llevado a su seno como profesor suplente — está realizando una tarea

bien intensa.

Con este volumen van ya cinco los que ha producido en su afán de

comentar nuestro vetusto código mercantil.

No han de ser muchos, si los hay, los casos de jóvenes con acción

así pertinaz y visión tan alta.

Poco tendría que agregar en el caso a lo que he dicho en anterior

nota bibliográfica de los tomos III y IV. El criterio — plan, método,

orientación, bibliografía, etc. — sigue siendo naturalmente el mismo.
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No hay así por qué elogiar el tesoro de estudio y labor que el volu-

men representa, ni el temple del autor al superar dificultades tan gra-

ves como las que entrañan las materias del mismo (vales, billetes,

pagarés a la orden y otros papeles al portador, cuenta corriente, che-

ques, cámaras compensadoras, warrants y prescripción : artículos 739

a 855 del código), particularmente en materia de papeles de comercio

y de cheques.

Pero conviene puntualizar algunas observaciones, que sirvan como

de estímulo para la obra más científica y superior que es dable espe-

rar de un espíritu tan encomiable.

La orientación exegética y de « comentario » del trabajo, que le

obliga a seguir la absurda metodología del código, no sólo hace de la

obra un conjunto fragmentario y casuista (en el análisis de artículo

por artículo, en lo no muy metódico de los mismos comentarios, en lo

adosado de una jurisprudencia que no siempre ilustra mucho y que

convence menos, etc.), sino (pie, al quitar lo sistemático, lo centrali-

zado y lo unitario de la institución y del consiguiente pensamiento,

también le conduce a fallas delicadas : el libro abunda en cosas no del

todo importantes, y descuida lo constructivo, lo fecundo y educador

<le las concepciones <le fondo 3' de las doctrinas madres.

De esto sólo aduciré dos ejemplo» : no hay una sola palabra en todo

el volumen acerca de la caracterización del documento a la orden, ni.

menos aún, del título al portador, dos instrumentos capitalísimos en

la vida del comercio y de las finanzas. Me figuro así la perplejidad de

aquel que quiera penetrar — no ya apreciar — la teoría del código a

tales respectos.

Lo misino, si bien en menor grado, puedo apuntar con relación a

otros problemas (pie estrictamente no se compadecen con un comen-

tario : el papel de comercio en sus relaciones con el vínculo funda-

mental (compra, préstamo, etc.) que entraña: la pretendida novación

de la iiclio ¡iiiHriili : etc.

En cuanto a su bibliografía, (pie es bien géneros;!, cabe apuntar :

1' qne no es plausible la cita de obras alemanas sin pie de imprenta

j el resto, pues da pie para pensar que es de segunda mano: 2» que la

de trabajos estudiantiles debe ser hedía muy excepcionalmenle
j

:'.'

que el tratado de Navarrini cuenta con cuatro tomos, \ no con dos. y

es ya de edición bien posterior a 1 !»1 1 : 4" (pie extraña no poco !a omi-

sión casi absoluta que ><• hace «le la admirable Riekta de s ralla j Vi-
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vante (la mejor que conozco), donde, a propósito, se tiene estudios de

primera agua sobre papeles de crédito y títulos al portador; 4o que

existe entre nosotros una Prescripción en materia comercial que, en

cuanto yo sé, ha sido la primer obra publicada en su género, y que el

autor no conoce; 5 o que es imperdonable el desconocimiento de exce-

lentes tratados no inmediatamente comerciales (Saleilles, Crome, etc.)

y de los comentaristas suizos del código federal de las obligaciones

(Rossel, Oser, Schneider y Fick, etc.), si se tiene en cuenta que es en

aquellas obras generales donde suele encontrarse lo mejor de los cri-

terios orientadores y de los principios de fondo, que sirven como de

molde al especialismo del derecho comercial, y si se atiende a (pie

dicho código suizo es hoy el mejor código del mundo en punto a den

chos creditorios y mercantiles.

A. C.

Asistencia social
|
de | menores, por Eduakdo J. Bl'luíich Buenos

Aires, 1919, 427 páginas.

Es la tesis laureada del año. Lo ha sido con toda justicia : difícil-

mente se encontrará un trabajo análogo que reúna, como éste, tanta

y tan buena suma de labor, de estudio, de pensamiento, de criterio,

de método y de científica eficiencia.

No exagero. No llego a decir que se trate de una obra creadora u

original. Pero en el sentido estricto, no habría entre nosotros casi

nada de original.

Aquí lo original está en la buena asimilación y adaptación del pen-

miento ajeno, en lo orgánico del desarrollo, en lo intenso y preciso

del análisis, en lo serio y vivo de la orientación y en lo completo de

todo el estudio. Ya quisieran muchas publicaciones contar siquiera

con esa originalidad.

He aquí una síntesis del trabajo.

Previa una introducción sobre las generalidades del problema de

la protección de los menores, viene la parte relativa al estudio de los

diversos aspectos del complejo asunto : la vida y la salud de los me-

nores (mortalidad, enfermedad, etc., contempladas en sí mismas y en

sus causas)
; y la moralidad de los mismos, en la delincuencia precoz,

en la prostitución y en el abandono, considerados en igual forma,

siendo de observar, en lo que toca a las causas, la concurrencia de
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factores individuales, la desorganización ele la familia, el ambiente

social (trabajo de menores en talleres, fábricas y profesiones calleje-

ras, etc., la vagancia, el contagio, etc.), las fallas de la educación y

de nuestros sistemas legales y penitenciarios.

Sigue la parte de los remedios : preservación de la vida y la salud

de los infantes antes del nacimiento (en una buena eugénica, en la

protección de las futuras madres mediante asistencias médicas y socia-

les de diversos órdenes, etc.) y después del mismo (salas-cunas, lac-

tancia materna, dispensarios, inquilinatos, etc., etc.); y luego la de

los adolescentes : lucha contra la mala alimentación, prohibición de

ciertos trabajos, educación, mutualismo, etc.

Esto es lo publicado. El autor no ha tenido tiempo de redondear

su trabajo, que, como se ve, se limita a observar y a enseñar. Falta,

pues, lo constructivo, (pie aquél deja para un segundo tomo, donde

se indicará lo conducente en medios, recursos y formas, siendo de

señalar la parte naturalmente preponderante que en él se asigna a los

tribunales juveniles.

El trabajo acusa mucho amor por el asunto. De ahí, en parte al me-

nos, la excelente bibliografía en que se funda y la encomiable versa-

ción que revela. Nada de esto es extraño en quien, como el autor, ha

planeado y llevado a efecto, desde 1916, un anteproyecto, tan medi-

tado, tan meritorio, de «código de menores».

Mucho habría que señalar como interesante: los cuadros de la pros-

titución en esta capital; lo apenante de los menores mendigos, de los

diareros, de los (pie viven en innobles promiscuidades, de lo bochor-

noso de mustias prisiones (ya en vías de mejorarse con el « Instituto

tutelar » y con la aplicación de la oportuna ley Agote, que se puede

leer en la página 605 y siguientes de este tomo de los A nales), todo

ello, y mucl ás. precisado en cifras estadísticas y cu lo real de la

observación viva, hace resaltar la urgencia del problema, lo indispen-

sable de la mejora y de la más elemental previsión.

El autor ve claro, como debe ver quien, como él, analice inductiva

y objetivamente: el gran factor, dentro de la maraña de la suma de

las diversas causas, es de orden social. Es lo de .lean Yaljean : la

sociedad misma es la gran culpable. De allí (pie sea (día la (pie delta

castigarse a >í propia, imponiéndose sacrificios, llenándose de tarea,

y mostrando un poco de tino, mediante lo cual, al fin
J

al cabo, mas

ipie realizar un acto de positiva justicia en favor de lofl menores, con
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salta su propio interés, ya que aquéllos van a ser 1¡i sociedad de ma-

gaña.

También ve clavo en los medios : ningún menor es delincuente,

aunque cometa hechos que externamente sean delitos, ni puede ser

así pasible de penas criminales. El menor que delinque es un inedu-

cado, es un deseducado, es víctima de su medio. Lo que corresponde,

entonces, no es castigarlo sino educarlo : hacerle sentir el calor de la

familia, cultivarle el cuerpo y el espíritu, darle hábitos de trabajo...

«Sentimentalismos...», se dice. Es verdad. Pero se trata de un

sentimentalismo que va a convertir en hombre lo que iba en camino

de ser una bestia o una cosa...

Concluyo : el autor ha llegado a superar las dificultades de un pro-

blema tan complejo (que es, a la vez, médico, psicológico, educacio-

nal, industrial, demográfico o étnico, económico, jurídico, político y

social), y ha realizado una tarea que reclama todos los estímulos y los

mejores aplausos.

A. C.

La religión y el Estado, por Tomás E. Casarks, 1919, Buenos Airos.

120 páginas y un apéndice.

Es la tesis doctoral del autor, recomendada al premio « Facultad »

y que mereció un accésit.

Yo no hubiera hecho ni lo uno ni lo otro : no me parece recomen-

dable ni premiable.

No, lo diré en seguida, porque no acepte la doctrina esencial que

en ella se sustenta, como en efecto ocurre, sino porque me parece qne

su contenido científico y de pensamiento superior no raya a gran

altura. Y esto por una razón de qne haré mérito al final y (pie nada

dice contra la hermosa inteligencia del autor : éste, al trasladar el

sentimiento a la idea y al anteponer el corazón al cerebro, ha sido

víctima de toda una desorientación que le ha hecho perder el rumbo

científico que cuadraba.

Véase, a propósito, un resumen del trabajo*

En la introducción nos dice el autor que éste será de « pura doc-

trina», por lo cual evitará «rigurosamente las referencias a la reali-

dad», pues «la doctrina se desinteresa de toda justificación ».

Esa doctrina, como se comprende, es del más crudo subjetivismo.
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Sobre la base de dos o tres ideas más o menos hechas y de fe predo-

minante, escasamente desenvueltas y menos demostradas, el autor se

lanza nada menos que a sentar, en el curso de poco más de 100 pági-

nas minúsculas, los principios de la libertad (cap. I), de Dios (cap.

II), de la religión (cap. III), de la justicia (cap. IV) y del Estado

(cap. V).

La ética y la libertad (psicológica, arbitrista) son la esencia de la

personalidad y del sujeto jurídico. Dios, la causa primera, la causa

en sí, la causa y fin en mutua reciprocidad, es el fin último, el bien

al «soluto, la norma suprema de nuestros actos. La religión debe estar

en la base de toda ética, jurídica y moral. De ahí que la justicia y el

Estado hayan de encontrar en ella su fundamento y apoyo. De ahí que

no se conciba un Estado sin religión. Y de ahí que la libertad de pen-

samiento y la libertad de cultos no resulten sostenibles.

Es el apriorisnio en auge. Es la canonización del deductivísimo. Y

esto en las disciplinas más rudimentalmente, más primariamente in-

ductivas, como son la jurídica y las sociales. Es la apoteosis del fan-

taseo ideológico, que algunos quieren confundir con la metafísica,

siendo así que ésta es la como generalización de las nociones más

altas de la ciencia, de la religión, del arte, de todo cuanto constituye

la vida, previamente determinado en rigurosa investigación.

De ahí al dogmatismo no va nada.

« Lo que vive como convicción racional en nuestro espíritu, tene-

mos el deber perentorio de realizarlo » (pág. 8) : traslado a los ladro-

nes o ¡i los quimeristas.

El derecho es «un juicio ético sobre la relación y el acto» (pág.

18) : y lo histórico, y lo económico, y lo político, que son más in-

mediatos y generales, ¿dónde quedan?

La Trinidad católica «nos da una brillante idea» de esta conjun-

ción: el Padre es el supremo poder; el Hijo, la suprema inteligencia :

y el Espíritu Santo, el infinito amor... Francamente, se puede aceptar

«pie uno comulgue con la religión que le plazca, pero cuando se llega

a ciertas cosas... Ese Hijo más inteligente (pie el Padre, ese Espíritu

máf amoroso «pie el Padre, siendo así que el Padre es lo absoluto en

materia de inteligencia y de amor, me resultan infantilmente incon-

cebible*.

Ea " legitimación •> de la justicia «se apoya en un principio abso-

luto: el de su finalidad» («pie no es otra <pic Dios) (pág. 80) :

J y «pié
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es l<> que no se apoya, en las concepciones del autor, en esa finalidad 1

Por lo demás, el derecho, aunque «nada hay en él de absoluto», « do*

lleva necesariamente a la idea absoluta de la justicia» (pág. 81) : ¿qué

divorcio es ese entre el derecho y la justicia?

Por ahí se nos habla del «hien individual en su concepto absoluto ».

cosa que no entiendo (pág. 102).

Y poco más adelante se nos afirma que en un «estado confesional»

no puede haber transgresión moral que no sea clara, pues aquél dispone

de un «principio ético objetivo », como sería el de su moral fundada

en la religión. Y esto es simplemente ingenuo : tal Estado dispondría

de una moral catalogada, pero no « objetiva », si se asigna a esta ex-

presión el sentido noble que le* corresponde; por lo demás, quisiera

yo saber cuáles serían los principios de esa moral fundada en la reli-

gión, que el autor en parte alguna ha expuesto.

Me detengo, porque sería muy largo.

Quiero señalar una segunda consecuencia.

El subjetivismo inicial se conjuga aquí con una circunstancia que

puede explicarlo : con una fuerte indigestión de nociones, que no han

permitido al autor ver claro en más de un caso. Sobran ejemplos.

Véase algunos.

El mundo déla realidad humana «es obra de la humana voluntad»

(pág. 8), esto es, de la voluntad consciente, deliberada. Es falso, de

toda falsedad. Las acciones subconscientes, la herencia, el medio físi-

co..., toda una enorme suma de factores extrapsicológicos pesa sobre

la conducta de los hombres y los pueblos. Habría que ver eso de una

doctrina, de una colección de ideas, cambiando la faz del mundo.

No son los actos humanos los que originan la vida (pág. 14). sino

al revés.

La libertad psicológica del individuo no es la «razón de ser» de

la condición de sujeto jurídico de éste. La mujer casada, un fallido,

un delincuente, etc., tienen plena libertad psicológica, y no son su-

jetos.

El absoluto de Cointe (en aquello de que sólo conocemos una cosa

absoluta, vale decir, que todo es relativo), es un absoluto meramente

total, que no hay el derecho de sinonimizar con el absoluto trascen-

dente que el autor pretende a cada paso (pág. 33).

« Ningún sentimiento puede existir sin raíz y fundamento en un

conocimiento anterior» (pág. 67). ¿Y el sentimiento déla propia con-
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servación ? ¿ Y el amor propio ? ¿Y el sentimiento musical ? ¿ Y el sen-

timiento materno en las niñitas '?...

«Cristo es Dios» (pág. 75). ¿Y Mahoma? ¿Y Confuciol ¿Y Bnda '.'...

Nada diré acerca de la divinidad de la Iglesia (pág. 76), pues se

trata de un asunto de creencia, que no pretendo discutirle a nadie.

En la página 84 procura distinguir entre derecho y moral, diciendo

que un acto es jurídico « cuando cae en el campo de la vida social ».

Pero entonces,
¡¡
en qué queda la moral social'?

« La razón trascendente de la existencia positiva » de la religión en

el último fin del hombre (pág. 94), me resulta totalmente ininteligible.

« No hay tal oposición de dos intereses distintos (el individual y el

general), sino únicamente entre el interés bien entendido y el interés

mal entendido » (pág. 99). Consecuencia : el interés individual, « úni-

co que existe », debe ser el interés « bien entendido»... Adiós solida-

ridad. Adiós espíritu de sacrificio. Adiós vida social.

También me detengo.

Quiero señalar la ingenuidad del constante absolutismo del autor

(derecho absoluto, justicia absoluta, verdad absoluta, causa absolu-

ta...), de su refutación del determinismo (que él cree coneluyente :

pág. 19), de su imagen con la cual quiere distinguir -entre los actos

individuales que interesan al Estado y los que no le interesan (pág.

101 : « del foco persona salen dos rayos de luz de diferente color pero

de idéntica esencia : uno representaría las acciones de valor paramente

íntimo; otro, las de valor colectivo; el primero, luego de nacer, atra-

viesa un glano — la ley moral — donde se refracta... »). Dejo de lado

lo del plano (cosa puramente ideal) en que se refracta un rayo, y pre-

gunto si todo eso es científico y puede coronar una demostración.

Y apunto : que el finalismo tan acentuado del autor no se concilla

con el bergsoiusmo de sus doctrinas; que la bibliografía, sobreño ser

siempre superior (Mercier es un autor para colegiales, etc.), es dema-

siado tendenciosa; que todos los problemas (pie quiere dilucidar están

apenas esbozados (y el mismo autor lo reconocí' y declara mucho más

de una vez), lo (pie no es admisible en una tesis, que es, cabalmente,

una demostración; que la proscripción de la libertad de pensamiento

v de cultos (que el autor no se lia animado a pronunciar categórica-

mente), es todo un baldón filosófico.

I'or lo demás, y yendo al fondo de la tesis (¿OJO carácter jurídico,

aun de filosofía jurídica, cabría desconocí r) . quiero admitir por iiipo-
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tesis 1111 Estado con religión. ¿Cuál sería ella ? Tampoco ha sido con-

creto el autor. Pero cabe inferirlo. Más de una vez lia acentuado las

excelencias de la religión católica y la Iglesia.

Pues bien, ¿se concibe la enormidad? Habría que, en nombre délo

absoluto, lo sagrado y lo imperativo del asunto, emprender guerras

de religión, para llevar la purificación, la perfección y todo el resto.

a los hindúes y chinos, ¿ qué digo ? a Suecia y a Inglaterra, y debería-

mos llorar entre tanto la pobreza moral de Holanda y casi toda Ale-

mania...

Basta. Podiía creerse que tengo interés en ser sañudo. Y es todo lo

contrario. Tengo particular estima por un espíritu de una gran nobleza

moral, cual es el del autor, como lo probaría la misma extensión de

este análisis. Pero quiero señalarle lo errado de su camino en materia

intelectual, para que no vincule dos cosas que deben ser separadas :

la fe y la razón, la religión y la ciencia, el subjetivismo dogmático y

el objetivismo menos pretensioso pero mucho más firme. Su recono-

cida honestidad intelectual, tan pronto como pueda sacudir sugestio-

nes que hoy la aherrojan, habrá de darme razón. Entretanto, quede

en su lugar sn convicción religiosa, que es para mí, como para cual-

quiera, de todo respeto.

A. C.

La evolución de las ideas argentinas |
libro I

|
La revolución, por .José

Ingknikhos
|
540 páginas, Buenos Aires, 1918.

Es un trabajo bien difícil y personal. Entraña el análisis de nues-

tro proceso histórico, a la luz de los principios que lo orientaron y

definieron.

Digamos la palabra : es un estudio filosófico, o sociológico, o cien-

tífico, u objetivo, del dinamismo argentino.

No es poca cosa ¿ verdad ?

Este primer tomo contempla lo inicial, la revolución. Otro posterior,

por cierto de contenido más complejo, será relativo a la organización

del país.

He aquí un esquema, asaz insuficiente, del volumen.

La introducción previa se llena con la «mentalidad colonial». Sos-

tiene el autor que el problema de la conquista era por sobre todo de

orden moral, y que precisamente en ella faltó la moral. La cultura
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escolástica y en decadencia de la madre patria, y que hasta se halla-

ba aherrojada por la Iglesia, no pudo dar en la Colonia sino una edu-

cación muy deficiente y mala, dentro del feudalismo teocrático en

que aquélla se desarrolló.

Viene luego lo propio del libro.

Ante todo, la acción del enciclopedismo en la revolución : en sus

pródromos espirituales, con la expulsión de los jesuítas, con la acción

de Vertía (colegio carolino, etc.), con el imperio de los principios

económicos de los fisiócratas (en Belgrano, en el Consulado), con las

invasiones inglesas, etc.
; y en la revolución misma, con los hábitos

democráticos del pueblo (cabildos abiertos, etc.).

Y allí se plantea en seguida la doble filosofía política cpie — con

este nombre o aquél, en una forma o en otra, en política, educación,

o religión — ha perdurado entre nosotros : la jacobina de los propia-

mente revolucionarios (Moreno y «su» partido), y la conservadora o

reaccionaria, de Saavedra y otros.

Son notorios los hechos : la incorporación a la Junta de los diputa-

dos (el deán Funes a la cabeza), las prosopopeyas saavedristas, la

fundación de la «Sociedad patriótica »>, el asalto de que ésta fué víc-

tima, el extrañamiento de Moreno, etc.

Vienen el descrédito de la Junta, la creación del triunvirato, el re-

surgir de la «Sociedad patriótica», la eclosión del girondinismo ri-

vadaviano, el jacobinismo de Monteagudo, la acción de la «Logia

Lautaro», la asamblea tan revolucionaria y constructiva del año xm,
el predominio de Alvear, la crisis que condujo a la dictadura de un

director único y luego a la caída de los jacobinos y al entroniza-

miento y las persecuciones y venganzas de los conservadores.

Llegamos al congreso de la independencia, tan contradictorio con-

sigo misino en muchos aspectos de su acción, y tan trabajado por lo

reaccionario y monarquista del feudalismo mediterráneo y por lo

revolucionario y republicano de San Martín y de muchos «abajeños»,

así como por el federalismo del litoral que se acentuó luego. La na-

eionalidad resultaba una «imposición sociológica» J la disgregación

• lelos «pueblos» era fatal; el «caos» del año xx. ana expresión nece-

saria, por más que se redujera a la lucha por el gobierno de Buenos

Aires entre jaeohinos y conservadores.

A ese «congreso reaccionario» sigue la « reforma ». Es la «le Rivada-

via, perfecto « ideólogo», que tomara por modelo a lien jainín ( '<in>l;int .
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La reforma educacional abarca, entre otras cosas, la adopción del

método lancasteriano, la difusión de escuelas y centros culturales,

la fundación de la universidad y la acción docente tan progresista dé

Lafinur, Villegas, Argerich, Fernandez de Agüero, Senillosa, Avelino

Díaz, Sometiera, Agrelo, Sáenz, Alcortay muchos otros.

La reforma eclesiástica... Toda una campaña, todo un honor para

Rivadavia. Costó mucho: levantó resistencias y provocó asonadas.

Nada digo de las reformas políticas, Institucionales, económicas y

el resto.

Se llega al congreso del xxiv, donde tanto descollaron Grorriti

y Agüero. Los partidos nacionalista (vivadaviano ; luego se diría uni-

tario) y autonomista porteño (después federal, etc.), trasuntaban la

evolución y el conservatismo, el progreso y el feudalismo. El partido

«del orden», que a la caída de la presidencia elevó a Dorrego al go-

bierno de Buenos Aires, se forma con los jacobinos y los federales,

para representar aquel feudalismo enmascarado.

Tal el libro, mal resumido.

Está bien escrito, como todo lo de Ingenieros. Es de una ejemplar

claridad de razonamiento. Entraña un fuerte análisis de datos y he-

chos, casi siempre de primera mano. Y contiene una condensación

ideológica que parece tan sencilla... después de hecha.

No llega a formular especiales inducciones o conclusiones, por lo

mismo que están en el encadenamiento de las ideas directrices.

Altera un poco los corrientes criterios de apreciación : lo individual

suele ser substituido por lo social, la pasión resulta iluminada por la

idea, la calificación y esencia de los partidos son de otra índole (feu-

dalismo por federalismo), la acción de las provincias del norte (Ju-

juy, Charcas, etc.) fué demasiado retardataria y peligrosa para lo que

es hoy la Argentina, etc.

Pero me temo que el libro no consiga imponerse como criterio. Las

ideas no gobiernan ni son factores de dinamismo. Son la apariencia, la

expresión de algo subyacente : un sentimiento, una pasión, un interés.

Extraña no poco, a propósito, que el autor no haya insistido en el

factor económico —por ejemplo y entre otros intereses respetables:

la necesidad de la cultura, la busca de vías de comunicación, etc. —
como decisivo a más de un respecto : la inquina del interior contra Híle-

nos Aires, verbigracia, estaba cifrada en el hecho de que ésta fuera

el puerto y la aduana de todas las provincias.
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Pero esto es un mero punto de vista, razón por la cual no me creo

con derecho para insistir. Sólo agregaría que lo hondamente social

del asunto no aparece o surge en el libro con la debida intensidad, y

que hay en él excesivo individualismo. También observaré que las

caracterizaciones no tienen siempre toda la exactitud deseable : ítiva-

davia figura como girondino, y me parece el más jacobino de todos du-

rante su famoso ministerio: y el jacobino Dorrego se hace todo un

conservador en la gobernación de Buenos Aires.

Vuelvo al libro, y apunto que en sus palabras liminares el autor

advierte que desea hacer de aquél un «breviario de moral cívica» (cosa

que no se concilla mucho con lo predominantemente ideológico del

mismo), y que al clausurar su ciclo de juventud sólo quiere uno o dos

lustros más de lucidez mental para su «último libro», con lo cnal

quedará convencido de haber «dado a su patria el máximo de es-

tuerzo que le debe un ciudadano».

Pido permiso para protestar contra lo último. Le quedan al autor

varios lustros aprovechables, y no uno o dos. Y la época de su «último

libro» está remota. Su contribución en el patrimonio cultural del

país es de primera agua, y se acrecentará no poco todavía antes de

que llegue la final.

A. C.

La audiencia |
de

|
Charcas | correspondencia |

de presidentes
| y

oidores, 1561-1579
|
tomo I, LXXXIII y 715 páginas, Madrid, 1919.

Este volumen forma parte de la «colección de publicaciones histó-

rieai de la biblioteca del Congreso» (que abarcará el estudio y expo-

sición de nuestros diversos antecedentes, en lo político, lo religioso.

lo económico, lo jurídico y lo restante de nuestra anterior sociedad),

dirigida por Roberto Levillier.

Abre el volumen un prólogo de Adolfo Bonilla y San Martín, y si-

gue a ote un estudio sobre «El licenciado Matienzo», oidor de dicha

audiencia en las techas expresadas por el señor Levillier.

Comoes frecuente en casos así, el autor se ha encariñado con su

personaje: pondera su altivez de funcionario, su integridad de ma-

gistrado, su consagración de leal servidor j di' estudioso.\ observa -

flor, su desfavor ante la metrópoli \ >us miras de estadista.

Verdad, B propósito, que quien, como Matienzo, ha dicho «no soy
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para oidor en esta tierra syno guio la danza», o lia estampado

que « mas ba de governar en estos asuntos la presencia y buen en-

tendimiento del que en ellos estuviese, que las ordenanzas», acusa

en lo primero todo un temperamento, y en lo segando un criterio que

hoy envidiarían Marx o Spencer, Saleilles o Gény.

En lo que toca a sus aludidas miras de estadista, Levillier quiere,

con insistencia, atribuirle la paternidad de la idea de la segunda funda-

ción de Buenos Aires, que, verdad es, Matienzo insinuó y aconsejó más

de una vez. He aquí su párrafo principal (que basta toma como epígrafe

de su propio estudio) : «A Matienzo debe Buenos Aires la idea de su

fundación, y a su tenacidad heroica, la suerte que se cumpliera. Garay

fué el brazo que ejecuta el hecho, la fuerza victoriosa y diestra... ».

Por eso cree exagerada la importancia de Garay, y considera que

Matienzo es digno de ser recordado por Buenos Aires en el bronce

perdurable.

Es bueno, sin duda, investigar los tactores, entre ellos los senti-

mientos y las ideas dirigentes, de los hechos históricos.

Pero no hay que invertir las cosas. Entre una idea y su realización

va distancia. Cualquiera puede tener ciertas ideas. Y no cualquiera

resulta hombre de hechos.

Y es verdad que esa idea no fué privativa de Matienzo (el mismo

Levillier lo reconoce), aunque aquél haya podido ser el más insis-

tente al respecto.

Me detengo. El objeto de esta nota no es propiamente el estudio de

Levillier, sino el libro.

Baste decir que representa a la vez una buena idea y un buen hecho

(sin contar lo externo de la excelente factura). Nuestra historia arraiga

fatalmente — y avergüenza tener que recordar truismos — en nuestros

antecedentes. Y hasta ahora es bien poco lo que de ellos conocemos.

Es preciso, entonces, desentrañarlos y ponerlos a la luz. Es lo que

aquí se hace en parte.

Y será menester, luego, hacerlos hablar, revivirlos, si la palabra

cupiera.

Esta será la tarea de fondo. Nuestros futuros historiadores deberán

huir del impresionismo, que nos ha sido y nos es tan comiin, en esto

como en todo, dejar la historia-novela, y llegar al necesario realismo

objetivo de la historia-sociología.

A. C.
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Nuestros males universitarios, por Ernesto Nelson, 273 páginas.

Buenos Aires, 1919.

El distinguido educacionista traduce en este libro su temperamento

tan inclinado hacia lo liberal y avanzado del régimen norteamericano

en estas cosas.

Sostiene, así, que el foco de los indicados males se encuentra en

lo oficial de nuestras universidades, que, por ello, carecen de ini-

ciativa propia, son excesivamente uniformes y atrasadas, resultan

demasiado profesionalizadas, y distan leguas de lo propiamente edu-

cador de la ciencia y la cultura, de la plasmación del carácter y de

la formación de hombres.

De ahí que, ensalzando la libre, multiforme y cultural universidad

de los Estados Unidos, concluya por tomarla como modelo y propicie

la análoga autonomía de la nuestra.

Entraña el trabajo una buena clarinada. Muchos de los males dé

nuestro sistema (¿lo tenemos?) educacional y universitario, están

analizados con acierto y energía.

Pero es dudoso que la raíz de los mismos estribe en lo oficial y no

libre o no espontáneo del régimen.

Y es más dudoso que el remedio radique en la aludida autonomía.

Nuestro mal, en esto como en todo, no es de sistemas ni de fórmalas :

es de costumbres; es de hombres.

Nos serían menester, así, los factores psicológicos de los norteame-

ricanos : iniciativa, munificencia, gusto por la cultura, previsión y

todo el resto. Y nada de ello nos es propio.

(Hechos) Sobran. Es libre entre nosotros la cultura primaria. Es

libre entré nosotros la cultura secundaria... Y compárese lo privado

con lo oficial : esto último, con ser bien malo, es infinitamente supe-

rior a lo primero.

Calcúlese lo qne sería en materia universitaria, que consulta inte-

reses más elevados y menos inmediatos. Y obsérvese lo (pie lia ocu-

rrido en la realidad: nuestras universidades y. dentro de ellas, nues-

tras facultades, son autónomas en el hecho, ; qué lian dado de proficuo

<ii el Sentido (pie el autor auspicia .'

Buena COSa la autonomía, cuando se salte hacer uso de ella.

Vendrá", pues, la autonomía. Pero sin decreto, y jamás de la noche

a la mañana. Vendrá poco a ¡toco, a medida (pie la vayamos sinl iendo.
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a medida que la comprendamos y seamos capaces «le ponerla en obra,

con amor y con eficiencia.

A. C.

La internacional
| y la revolución,

|

por el doctor Amonio di; To-
maso

|
246 páginas, Buenos Aires, 1919.

Se limita el autor a dar sus impresiones acerca del congreso socia-

lista convocado por la Segunda internacional, verificado hace poco en

Berna (y luego como prolongado en Amsterdam), al cual concurrió

como uno de los representantes de su partido en ésta.

Tal es el aspecto de fondo del libro: casi resulta una crónica pe-

riodística, que es precisamente lo que su autor quiso hacer.

Ello no impide que nos dé otras impresiones. Figuran entre ellas

las relativas a ciertos personajes, como Kerenski, con los cuales se

entrevistara especialmente.

Pero las que más se destacan—no ya como impresiones propiamente,

sino como juicios — son sus fulminaciones del ingenuo y dogmático

maximalismo ruso.

Sus conclusiones al respecto, concordantes con las de muchos ¡/ros

bonnets del socialismo europeo (casi todos miembros de dicho congre-

so), parecen menos sostenibles hoy que cuando fueron formuladas.

Es que el éxito puede resultar, como ocurre tan frecuentemente, una

buena razón y toda una justificación.

Es posible. Pero... hay éxitos y éxitos. Unos perduran, otros son

fulmíneos. Éstos son locales, aquéllos se generalizan.

Sé que hay reformas implantadas por la fuerza. "Pero, en general,

la violencia no funda nada estable : nihil violentum permanet! Mucho

más cuando entraña una total convulsión colectiva. Mucho más cuan-

do acontece en un país que era el prototipo de la injusticia y la mis-

ma y viva tiranía. Mucho más cuando se produce en un pueblo

inculto, fácilmente sugestionable y que sudaba ansias de cambio y de

rebelión.

El maximalismo convencería en Alemania, en Inglaterra, en Fran-

cia. En Rusia, como en cualquier medio ignorante, dice poco o nada.

Y es un régimen, honestamente entendido (sin los odios, sin las

dictaduras de clase y todo el resto), tan altrnistamente delicado, su-

pone tan hondo el sentimiento solidario, el sentido de la cooperación
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y el poder previsor en todos, que tiene que ser un fruto de madurez,

gue debe llegar evolutivamente, progresivamente, lentamente.

Estas cosas no se « decretan » : se hacen, poco a poco, sintiéndose-

las, comprendiéndoselas, viviéndoselas...

Vuelvo al libro del doctor De Tomaso : como información, como

actualidad y como juicio, resulta, sin pretensiones, un documento de

1 mena ley.

A. C.

El comercio
|
entre los

|
Estados Unidos

| y la
¡
América latina

|

durante la gran guerra,
|
por Ernesto J. J. Bott,

|
359 pági-

nas (40 de uotas y documentación), Buenos Aires, 1919.

Se trata de un estudio retrospectivo, bien intenso, de las fluctua-

ciones que dicho comercio ha experimentado y de los factores de ín-

dole diversa que han determinado su booming.

Para apreciarlo debidamente, el autor ha realizado dos cosas : lo

ha comparado en diferentes sentidos, y lo ha analizado en el conjunto

«le sus causas posibles.

La comparación es doble. Se refiere, desde luego, a períodos dis-

tintos con relación al país, a cuyo respecto se distingue fundamental-

mente entre el anterior a la guerra (1903 á 1913, para tomar lo más

típico) y el de la guerra (a partir de 1915), sobre todo en este año,

en el de 1916 y en los primeros nueve meses de 1917. Y después es

relativa a paralelos con los comercios análogos entre los Estados Uni-

dos y cada uno de los países americanos, Europa, Asia, África y la

misma Oceanía.

En el análisis de factores, indispensable para una adecuada inter-

pretación de las ambiguas o engañosas cifras estadísticas, el autor,

ascendiendo a alturas y descendiendo a profundidades necesarias, lia

deslindado lo permanente de lo accidental y lo general o común de lo

excepcional o especial, lia puntualizado las características psicológi-

cas de los pueblos y del comercio de los países inteiesados, lia ponde-

rado la calidad del comercio (para (pie no se confunda lo transitorio

«le la exportación de armas y demás materiales bélicos, con lo nece-

sario di- la relativa a materias primas <> a productos elaborados), lia

precisado la insuficiencia del tonelaje europeo durante la guerra, ba

asignado su lagar a la facilidad <> dificultad de los medios de trans-

porte de <|iie la Unión lia podido ecliar mano. etc. En i a, lia dado
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a los números y a los coi respondientes cuadros, sustentáculos y alma,

en mi estudio de psicología social, nada fácil ni inmediata, qne los

ilumina y hace hablar.

Cabe dejar de lado la técnica de tales cuadros: criterios básicos,

fórmalas matemáticas para determinar ecuaciones y resultados que

faciliten los términos comparativos, etc. Todo ello es ajeno a los

juicios de conjunto (pie más interesan.

Fuera de lo expresado, quiero atenerme a algunas conclusiones.

<pie entresaco del libro.

Ante todo, la exportación norteamericana, durante dichos tres años

de guerra, ha sido en 1.a América latina más de tres veces inferior a la

hecha para el África, siete veces menor que la correspondiente a Eu-

ropa, y casi ocho veces inferior a la relativa a Asia. De ahí (pie « los

Estados Unidos puedan estar profundamente descontentos de los re-

sultados obtenidos en la América latina » (pág. 208). Es esto tanto

más cierto cuanto que las importaciones norteamericanas de la Amé-

rica latina aumentaron tan intensamente que cubrieron con exceso

progresivo las contrarias exportaciones, y paralizaron la corriente

opuesta que se acentuaba durante la década anteriora la guerra.

Después, la Argentina ocupa en tal comercio una posición casi

privilegiada. No sólo es uno de los países en (pie más fuerte se notó

la diminución proporcional de las exportaciones norteamericanas (con

relación al año tipo de 1913), sino que es, a la vez, uno de los dos

países cuya propia exportación a los Estados Unidos llegó a tripli-

carse.

Finalmente, el comercio norteamericano debe adaptarse mejor

para la .conquista de estos mercados : en nuestros países no se co-

nocía la psicología ni la capacidad de dicho comercio ; no era

exacto que los Estados Unidos carecieran de medios suficientes de

transporte al efecto : etc.

Tal el trabajo, bien meritorio, malgrado lo poco atrayente de sus

páginas densas y nutridas y lo nada fácil de su « letra menuda ».

No señalaría yo" sino dos reparos.

Es apenante que en los principales cuadros no se haya redondeado

las cifras con el año entero de 1917 y con el de 1918 (cosa (pie se

hace aparte)

.

Y luego, desearía poder disipar del todo la duda que me inspira la

utilidad práctica de un esfuerzo así, que se refiere a hechos y circuns-
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tancias que han pasado, que no se repetirán y que no autorizan, en

lo esencial, ninguna posible aplicación ulterior de sus resultados y

enseñanzas.

A. C.

Psicología y ciencia : educación
|
La obra y la reforma universita-

ria ante la filosofía
|
Hacia la nueva universidad argentina

|

|
Ensayo-proemio

|

por el
|
doctor Antonio Vidal

| folleto de 4<s

páginas, tirada aparte de un trabajo publicado en la Revista de filoso-

fía, Buenos Aires, 1918.

Es un simple proemio, como lo indica uno de los subtítulos, de

prometidos trabajos ulteriores, en los cuales el autor estudiaría la

reforma universitaria, que estaba entonces en proyecto, cosa que no

sé baya sido realizada.

Mediante un lenguaje excesivamente técnico, y no siempre feliz

en condensación y claridad, el autor sepi'eocupa de dicha reforma, no

en SU aspecto externo o formalista (de reglamentos, planes y todo el

resto), ni en lo incidental o fragmentario de esta o aquella institución,

de tal o cual asignatura o de una u otra de cualesquiera cuestiones

didácticas, económicas o administrativas.

Lo que le atrae es el asunto íntimo, esencial, del conjunto de la

orientación universitaria, del espíritu que lia de imperar en la uni-

versidad, de la vida misma (pie ésta ha de vivir.

A tal efecto propicia la doble inspiración de b» científico y lofllosó-

tico de sus nortes espirituales, debidamente propulsados y caldead*»

por una crítica filosófica mediante los recursos indispensables de una

buena y previa fundamentación psicológica. Guerra, pues, al dislo-

cado fragmentarismo de las disciplinas aisladas, y -loria a lo general

de sus centrales conjunciones. Es así cómo se llegará a la filosofía

«activa, varonil y forzada » y a la « ciencia-maeho » que nos son

menester.

Los propósitos son dignos.

Pero dan pie a valias observaciones.

No son, desdi lúe-... novedosos, aunque do resulten muy corrien

tes. Por ejemplo, quien escribe esta nota los lia exteriorizado con

bastante anterioridad en más de un libro, y a -n artículos publica-

dos en la misma Revista de filosofía.

Después, resultan incompletos. La función uni versilai ia no K redil

ANAL. KAC. DE DBB. I *X
"
,1
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ce ¡i la instrucción pura : su papel tiene que ser eminentemente, inte-

gralmente educador (en lo moral, en lo afectivo, en lo social, etc.).

Aun en lo intelectual debe propender, más que a la enseñanza, a la

investigación y a la producción científicas, a cuyo respecto nada nos

dice el autor.

Luego, el trabajo se cierne en las alturas de las meras generalida-

des : «hay (pie hacer ciencia, corresponde cultivar la filosofía ». Muy
bueno, pero se requiere algo más. Los problemas, entre nosotros

como en todas partes, suelen no ser de fines sino de medios. Y estos

medios faltan en el caso : ¿cómo se hace la ciencia ? ¿ cómo se cultiva la

filosofía ? ¿Habría predisposición en el público estudiantil ? ¿La habría

en las autoridades universitarias? ¿Cómo se lograría la formación de

profesores así científicos y filosóficos? ¿Habría (pie barrer con la orien-

tación profesional de nuestras universidades?... •

Fuera de ello, que es simplemente fundamental, apunto que el

trabajo no entráñala debida unidad. Por ahí nos dice el autor que es

menester la democratización universitaria (sin precisarnos nada al

respecto). Quisiera yo saber qué relación estrecha existe entre esa de-

mocratización y el horizonte científico y filosófico de los estudios.

Por lo demás, y con relación a las observaciones anteriores, que

son las más importantes, habrá que ver en los desenvolvimientos

anunciados (y que hasta ahora no han visto la luz, en cuanto yo sé),

hasta dónde y cómo el autor aporta la necesaria concreción de medios,

de formas y de viabilidad, que pongan en juego lo indefinido de sus

postulados y lo difuso de sus remotas generalidades.

A. C.

Ensayo
|
sobre la

|
Psicología del hombre de genio,

|
por el doctor

Hkhxaxi A. Mandolini,
|
277 páginas, Buenos Aires, año 1919.

Un libro, como cualquier otro acto, tiende a un fin o llena un obje-

to. El libro que no supla una deficiencia o no corrija una falla, que,

en una palabra, no implique un paso adelante, está demás y sobra.

Digo esto, porque mucho me temo que el trabajo del doctor Man-

dolini se halle un poco en el caso : el problema del genio no avanza

gran cosa con esa contri hución.

Y es ello de deplorar por varias razones.

Desde luego, por el asunto mismo, interesante en alto grado.
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Después, porque el libro entraña una buena suma de estudio, de

consagración, de información y de pensamiento.

En seguida, porque me parece que su autor se colocó al respecto

en lo bueno del quid dimidium de su « sereno eclecticismo », entre

las doctrinas extremas que hacen del genio un Dios o un caso pa-

tológico.

Es (pie se trata de un asunto muy complejo. Lo individual de todo

genio no autoriza conclusiones firmemente generales. Lo excepcional

del genio no permite el estudio comparativo que cuadraría. Y lo

necesariamente ligado del problema a las mismas raíces biológicas, a

la psicología no común y a lo enchevétré del dinamismo social,

supone tal suma de correlaciones, observaciones, ponderaciones y
resultantes, que asustan no poco.

Por eso creo difícil una obra sintética al respecto. Los médicos—
Lombroso, etc.— tienen en cuenta la fisiología; mas olvidan todo el

resto. Lo contrario — o lo mismo, pero ala inversa — ocurre con los

literatos y afines (Bovio, etc.), que contemplan la historia, la socie-

dad, etc., y descuidan lo fundamental de la biología (la conocida

obrita de Max Xordau, a propósito, en que se persiguió tal conjunción,

para mí quedó a medio camino).

Por eso considero que sería de más provecho el trabajo mono-

gráfico.

Y por eso quedan explicadas las tallas en el caso.

Dejo de lado lo pobre o malo de la presentación tipográfica del

libro, lo incorrecto —-en palabras y giros — del estilo (por lo demás,

ágil y vivaz), el desaliño en las citas, la no ilación en los párrafos,

etC. : todo ello es secundario.

Anoto algunas contradicciones: la obra de genio es lenta (págs.

2:>, 88), y es tinto casi fulminante de la inspiración (pág. 4<t v sig.)
¡

el genio es una síntesis (pégS. 34,84), y el genio nunca es universal

sino parcial (pág. :{<>, etc.).

Sus caracterizaciones del sabio de genio y el sabio «le talento (pág.

:'.l), o del hombre común tiente al hombre de talento, y al hombre de

genio (págs. 27<>-'277), son más literarias o palabreras ipie íelativa-

mente definidas. Es que, aun queriéndose ser precisos, se llegaría a

poca COSa, pues todo es asunto de grado.

Resultan de bastante vaguedad fisiológica ra analista del proceso

de la Inspiración (pág. 71 y 8Íg.), V de psicología nada concreta -u
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caracterización del juicio superior propio del genio (pág. 107), que

Bovio, si no recuerdo mal, veía en un « poder soberano de síntesis ».

NO explica muy claramente por qué no se hereda el genio (págs.

249-50). Y el asunto es bien sencillo. Lo qne más se transmite es lo

específico y orgánico, al paso que el genio es tan individual y psico-

lógico.

Piensa que abunda más el genio entre los artistas que entre los pen-

sadores (pág. 80). Yo creo que hay aquí una cuestión de métier. Los

literatos, como hablan del asunto, ven entre sí muchos genios... En

Todo caso, se trataría de genios más elementales o primitivos. Artis-

tas los hay hasta entre los hotentotes, pues la emoción es connatural

al ser humano. Investigadores, pensadores, inventores, etc., no los

hay sino en medios cultos. Y para mí, la invención de la aguja, para

no hablai de una trilladora o un linotipo, la del arado o la del mismo

fuego, es de más eficiencia creadora, ni uclio más genial, que el grupo del

Laocoonte o la Victoria de Samotracia... Escandalícense los filisteos.

Lo (pie resulta claro del libro, malgrado la originaria intención

opuesta del autor, es la frecuente relación entre el genio y la locura,

el genio y la criminalidad, el genio y la sensualidad, el genio y el

sadismo, el genio y la heterosexualidad, el genio y la homosexuali-

dad, el genio y la paidofilia, el genio y la ascendencia o la descen-

dencia (o la no descendencia) anormales.

Hace temblar el catálogo de hechos que lo atestiguan. Parecería

«pie estudiar el genio y estudiar lo mórbido vio degenerado fueran lo

mismo. Desgraciado, así, el pueblo que se compusiera de genios : se

extinguiría bien pronto. Acaso por ello resulta interesante el genio :

por lo que es tan raro.

No creo que el carácter esencial del genio sea la « creación » (pág.

33). Ni todos los genios crean (los de acción), ni todos los que crean

son genios (el creador del « volapuk », el creador de una nueva lám-

para eléctrica...).

Es que el autor suele olvidarse de su buen punto de partida : el

genio no es nada específico o propio, sino elogiado superior de cual-

quier atributo psicológico (el análisis, la síntesis, la intuición, la

voluntad, el corazón, los mismos órganos físicos : los dedos para un

pianista, el brazo para un esgrimista, las piernas para un corredor...,

etc., etc.). De ahí que no me explique lo del «divino misterio» que

quiere ver en la obra genial (pág. 45).
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Para concluir, y en resumen, estimo que para el estudio del genio

se imponen dos cosas previas.

En primer lugar, distinguir «categorías» o «especies» geniales.

según acabo de indicar, sin perjuicio de más de un genio relativa-

mente sintético, como varios del « cinquecento ». El genio inventor

suele ser un intuitivo, que dista del analítico, y (pie está a leguas de

los genios del corazón o de la voluntad. Jesús podrá ser comparado

con Maboma, y hasta, un poco, con Napoleón, pero es casi la antino-

mia de Newton o Ghilileo. Gauss y Leverrier tienen puntos de contac-

to, y en casi nada se codean con Papin o Edison. Ni veo mucho de

común entre Kant y Nietzsche, o entre Miguel Ángel (verdadero genio

artístico) y Rafael, o entre Dante y Maquiavelo, como lo veo entre

GrOethe y Víctor Hugo, o entre Aristóteles y Leibniz...

Y en segundo lugar, sería conveniente deslindar « cuantitativamen-

te » los genios que merecen el calificativo. En no pocas obras, partí'

culai mente en la de Lombroso, suelen aparecer unos genios tan igno-

rados que lian de haber sido muy minúsculos...

Sobre bases así resultarán factibles obras menos generales y menos

pretensiosas, pero más ti mies y más educadoras.

A. C.

Fuentes nacionales
|
del

|
Código civil

|
argentino. (Estadio de algu-

nas de sus disposiciones.)
|
Tesis doctoral «le Jorok Cabkal Tkxo,

|

209 páginas, Buenos Aires.

No es posible desconocer, sin manifiesta injusticia, que los estudios

de nuestra Facultad ile derecho ha alcanzado en los últimos años un

grado de elevación que no era habitual ni frecuente aún no hace

mucho.

apenas estamos en los comienzos de la deseada evolución, pero con

tanta felicidad esta se inicia, que acaso niuclio antes de lo que pudié-

ramos pensar veamos en sazón los frutos aun agraces.

Con anterioridad, tal vez, a que los planes \ mctoilos de estudio se

reformaran y antes de (pie las Quevafl escuelas jurídicas fueran ana-

lizada- \ juzgadas en las cátedra- universitaria-., algunos impiietos

mnebachos las descubrían entre la balumba de ma Lecturas y la in-

suficiencia de BUS métodos de estudio. Y antes de que se ahondara

en lecciones oficiales el análisis de los problemas económicos, polítí-
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eos y jurídicos que el país tiene planteados, en algunas tesis se los

estudiaba con extraña información y rara competencia. De esa co-

mún inquietud de los mejores estudiantes nacieron los trabajos (té

Teodoro Becú, Aeevedo, Pestalardo, Baque, Gaché, Malagarriga;

Máspero Castro, Bullrich, Paz Anchorena, Barcia López, Tíssone,

(Jasares y de algunos otros, que honrarían a cualquier universidad

del mundo.

La tesis del doctor Cabial Texo nos ofrece la prueba más reciente

de esa señalada elevación de los estudios. Obra realizada con entu-

siasmo y verdadero amor por el asunto, revela bien a las claras la

seria investigación que su autor lia realizado.

Su tema las merecía. De las críticas que en 1867 formulara Alberdi

en contra del proyecto del Código civil de Vélez Sarsfield, parecía

una de las más justas lo que señalaba el exotismo de sus disposicio-

nes. De aquéllas defendióse el codificador, animando que, por el con-

trario, la principal fuente de que se había valido era la de las leyes que

entonces estaban en vigor. Si Alberdi, al decir del doctor Vélez, no

analizaba en particular ninguna de las disposiciones del Código, tam-

poco él, para refutarle, señalaba en detalle las fuentes nacionales

inspiradoras. ¿Quiere decir esto que el codificador las hubiera, en

realidad, desdeñado'? El doctor Cabra! Texo no lo cree así, y su libro

— nos dice —quiere « dejar demostrado que los precedentes llama-

dos nacionales no han sido omitidos por el codificador, sino que tíni-

camente no han sido citados en una forma directa en parte alguna del

código ».

¿Por qué? No cree el autor como el doctor Lafaille, que el motivo

de tal omisión fuera el de que «la generación de juristas que vio sur-

gir el Código civil, se había educado en el conocimiento y aplicación

de las leyes coloniales y patrias» y que en los años que siguieron a

1871 se las daba por sabidas. El doctor Cabra! Texo señala la con-

cepción que Vélez, como los juristas de la antigua escuela, se forjaba

del derecho. Para ellos no había más derecho que la ley: de ahí que

el codificador no tuviera «por qué preocuparse en hacer las citas de-

bidas, cuando mediaba la omisión de antecedentes legales, provincia-

les o nacionales, por más que tan en cuenta los tuvo».

En realidad, cualquiera de las dos explicaciones es posible, aparte

de que la omisión del doctor Vélez no tenía importancia. Y no la tenía,

porque tan escasos eran los antecedentes nacionales y tan poco'in-
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Huían sobre la vida jurídica del país, que el omitir su cita no era

culpa grave. Por otra parte, y salvo muy raras excepciones, las dis-

posiciones civiles anteriores a la redacción del código seguían la ins-

piración de leyes y teorías extranjeras, (pie, al ser aceptadas por el

codificador, le excusaban la mención de aquellas cuya filiación era

indiscutible. Esto aparte de la vanidad doctoral que, por ser cordobés

de antiguo cuño y achaque tradicionalista, el doctor Vélez no descui

daba. Él también sabía sus latines, y — aunque escasamente — otros

parlares, y nadie le aventajaba — conocidas son las anécdotas — en

simular y disimular.

El doctor Cabial Texo estudia por lo menudo los antecedentes de

las disposiciones legales referentes al registro civil de las personas, a

la indagación de la paternidad natural, a la intervención de los cón-

sules extranjeros en los juicios sucesorios de sus connacionales, a las

ventas en subasta pública, a la sucesión intestada entre cónyuges y

a la institución de heredero a favor del alma del testador.

La exposición de los distintos capítulos es siempre detallada y eru-

dita, y ;i veces en exceso, con perjuicio de la armonía total. Esto no

es de extrañar en un joven investigador como el autor de este libro.

ya que muy pocos a su edad salten salvarse del natural placer (pie es

mostrarla sabiduría temprana de «cosas acabaditas de aprender ».

Pero, con todo, su obra es de un valor indiscutible. El doctor Cabial

Texo ha puesto a la luz desconocidas fuentes nacionales de nuestro

Código civil, y aunque no las haya estudiado en todas sus disposi-

ciones, no cabe duda (pie su libro adelanta grandemente las investi-

gaciones sobre la materia, bastante atrasadas y fragmentarias hasta

hoy.
Julio Noé.

Legislación ferroviaria |
Sistemas. Revisión de nuestra legisla-

ción. |
Régimen legal de los ferrocarriles

|

por ERNESTO J, TlS

s.ixi;.
¡
Recomendada a los premios «Facultad» y «Alberto Gallo»

por la Facultad <l<- derecho y ciencias sociales, en ümn. l'Tí» pági-

nas, Buenos Aires, lül9.

Nuestro joven colegí lia «lado en ote año a la imprenta el trabajo

con el cual obtuviera el doctorado en jurisprudencia.

Fuera de la importancia (pie entre nosotros reviste el tema, es digno

de señalarse el opírilu liistóiicO-SOCiolÓgico con (pie el autor lo aborda.
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El problema ferroviario h¡i sido, y continuará siendo aún por mu-

chos años, una Cuestión capital en países desiertos, o poco menos, como

son la generalidad de los que forman la América.

En su faz general j el doctor Tissone estudia la importancia del

transporte en el inundo contemporáneo.

Entre nosotros, el ferrocarril ha sido civilizador, como nos lo ex-

pone el autor en el párrafo V, capítulo I, al anotar las diferencias

que el problema ha revestido en el viejo y nuevo mundo. En Europa,

leemos ; «la locomotora no tuvo como finalidad directa la civilización :

ella encontró cada región organizada en tal forma que sus necesida-

des eran llenadas con los productos que por sí producía, de manera

que el ferrocarril tuvo casi como única finalidad fomentar y extender

el intercambio a largas distancias.

«En América, el fenómeno es diametralmente opuesto, y vemos en

ella qne la civilización avanza en proporción directa al kilómetro de

vía qne se construye. Puede decirse que el verdadero descubrimiento

del vasto territorio americano, y con él, su conquista, es fruto de este

gran factor civilizador. »

A propósito, es digno de observar (pie las dos naciones (pie más exten-

didas tienen sus redes ferroviarias de este continente, como los Estados

Unidos y la República Argentina, son cabalmente las más adelantadas.

En la parte histórica dedicada a la materia, creemos que el autor

comete un olvido al no recordar el papel preponderante que en la

implantación del ferrocarril tuvieron entre nosotros dos personalida-

des que las generaciones posteriores deben venerar : quedan nombra-

dos Dalmacio Vélez Sársfield y Guillermo Wheelwright. Por algo al

primero Sarmiento le apellidó Vélez Víctor ; por algo el segundo pro-

vocaría las palmas de Alberdi.

No conceptuamos feliz el párrafo II del capítulo 1, dedicado a ex-

ponernos el concepto del estado moderno, concepto abstruso, que

queda lejos de estar aclarado en las páginas que se le consagra.

En diversos pasajes la obra se resiente del defecto que patentizara

Savigny en su célebre Tratado de la posesión, quien dice en el párra-

fo I que es común en los autores que se ocupan de la misma materia

señalar lo difícil del punto o la falta de tiempo, haciendo con ello un

elogio anticipado de su trabajo.

Partidario el autor de que el monopolio es de la esencia del trans-

porte ferroviario, después de un detenido estudio de la evolución
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sufrida en las naciones nnís adelantadas por la política ferroviaria, en el

sentido de que sea el Estado el propietario de las vías férreas que corren

por su territorio, adopta una solución propiciada por Jellhiek, el cual

diversifica el Estado como persona jurídica y como encargado de ve-

lar por el orden público, pudiendo ser él propietario y explotador de

sus vías férreas sólo considerado bajo su primera faz. Analiza la forma

en que se lia llevado a la práctica enti-e nosotros por parte del Estado

la administración de sus pocas líneas, exponiendo con claridad y mé-

todo las causas de su descrédito.

El capítulo IV se refiere al estudio de los principios legales que en

la República rigen para los ferrocarriles. En él se hace con sobriedad y

juicio un estudio de la ley capital en la materia, es decir la número

5315, llamada en honor a su autor, ley Mitre.

En el capítulo siguiente, el doctor Tissone trata la candente cues-

tión de las tarifas, exponiendo los principios cardinales sobre la ína-

teria y los puntos básicos desde los cuales debe partir toda legisla-

ción al respecto, para hacer desaparecer la divergencia que existe en

la adopción de un tipo clasificador de cargas y tarifas.

Remata la obra con el desarrollo del siguiente acápite: el proble-

ma de los ferrocarriles argentinos en su desenvolvimiento futuro.

Partidario de una autonomía absoluta para la administración de los

ferrocarriles del Estado, propicia la formación de una entidad directiva

autónoma, preponiendo como modelo alguna de las instituciones (pie

gozan de autarquía, como ser las del Banco de la Nación o del Hipote-

cario nacional, así como la creación un ministerio nnís. que se deno-

minaría de Transportes o de Ferrocarriles y que tendría jurisdicción

lauto sobre las líneas del Estado como sobre las privadas.

Haciendo resaltar la orientación contemporánea hacia la interven-

ción cada día más directa del Estado sobre las líneas privadas, ex-

pone con calor y lucidez lo (pie se ha proyectado entre nosotros para

el rescate de las líneas particulares por el Estado : problema pavo-

roso «pie grava en una forma enorme la riqueza nacional, para tener

que satisfacer Los intereses de loa L500 millones de pesos oro emplea-

dos en explotaciones ferroviarias, en casi su totalidad por las cuatro

empresas inglesas j las dos francesas, (pie representan a laa com-

pañías más poderosas qne explotan >u negocio en todo el territorio

argentino.

.1. <\ T.
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Una |
evolución, trascendental

| de la
|
vida internacional

| en
|

America
|
por ERNESTO J. J. BOTl

|
Buenos Aires, 262 páginas, 1918.

El señor Bott, de una copiosa producción literaria, hace en el libro

que recordamos un estudio crítico de los factores de la unificación

que entre los diversos países del continente americano se ha esta-

blecido con posterioridad a la declaración de la gran guerra en agosto

de 1914.

Maguer los retoques, el trabajo carece en gran parte de actuali-

dad, pues en él se estudian problemas que han desaparecido con la

terminación de la guerra; por otra parte, no es sino, como lo declara

el autor, un estudio ampliado de lo que bajo la forma de folletín

publicara La Vanguardia en 1916.

Evidentemente, puede titularse Una evolución trascendental de la

vida internacional en América, a las nuevas rutas marcadas por los

convenios celebrados entre diversos gobiernos americanos con una

finalidad pacifista. Con anterioridad a los hechos que estudia el señor

Bott, sólo se habían celebrado tratados y convenciones con un objeto

bélico, como fueron los que subscribieran : Bolívar, los gobiernos

de la triple alianza durante la guerra del Paraguay, o los de los países

que baña el océano Pacífico con motivo del bombardeo de sus puertos

por la escuadra española comandada por Méndez Núñez.

En capítulos sucesivos estudia las consecuencias de la guerra

civil que estalló en México a raíz del derrocamiento del presidente

Porfirio Díaz, los medios empleados por los gobiernos americanos

para conjurarla y especialmente para evitar un conflicto armado con

los Estados Unidos; tal mediación- provocó la conferencia de Niágara

Falls, de la cual surgió la acción conciliatoria de la Argentina, Bra-

sil y Chile para resolver el conflicto yanquimexicano. Dicha acción

conjunta dio nacimiento a una entidad que llegó a adquirir cierto re-

lieve internacional, conocida bajo la científica fórmula del A B C,

llegándose como consecuencia de ello a firmar por los cancilleres de

los respectivos países, un tratado pacifista que desgraciadamente ca-

rece aún de vigor por no haber sido ratificado.

En el capítulo III, destinado al estudio de la fórmula del ABC,
intenta precisar su carácter jurídico, de suyo difícil, por falta de de-

claraciones oficiales al respecto ; se analizan las principales disposi-

ciones del tratado celebrado en Buenos Aires el 25 de mayo de 1915,
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"losándoselas con nn elogioso comentario por el espirita pacifista y

humanitario <pie ha presidido en la redacción de sus artículos.

En el capítulo IV, titulado La repercusión de la guerra europea, de]

cual el siguiente, El movimiento de unificación continental, no es sino

su consecuencia, figuran las tentativas que realizaron para unirse los

gobiernos americanos, con objeto de acrecer la eficacia de la defensa

común, llegándose a establecer la solidaridad económica, como lo lian

demostrado elocuentemente los congresos financieros celebrados en

Wháshington y Buenos Aires. En ambos capítulos el autor se ocu-

pa de la reacción de los estados neutrales americanos, a fin de defen-

fer sus intereses de la acción destructora de la pasada guerra cuyo

teatro principal fué la Europa.

En la parte final, que denomina Las perspectiva* actuales, hace

presente que si bien el carácter de beligerantes, asumido por los Esta-

dos Unidos y otras naciones, ha dejado en la nada la titulada liga de

neutrales y con ella el activo movimiento de unificación americanislü

y los factores de unidad cuya evolución señala el autor, entre 1914

y 1916, no se lian desvanecido actualmente, y buena prueba de las

previsiones del señor Bott la tenemos en lo resuelto por el congreso

de 1919, celebrado en Washington, sobre legislación uniforme del

trabajo obrero.

J. C. T.

OTRAS PUBLICACIONES

Anales de la Universidad (Rep. Oriental, entrega n" 100).

Antecedentes do projecto de lei sobre accidentes do traballm (Caín. dos

diputados), Rio de Janeiro, 1919.

Id. id., Oomissño de ley¡8la(;do social.

Id. id.. Decretos minieros K724, 13493-98.

American Journal of International Lau>, volumen i:¡, número 2. (Dia

rio americano de derecho internacional.
)

Suplemento de esc mismo niimero. con documento- oliciales sobre la

Intervención de los Estados Unidos en loa preliminares del armis

tiCÍO de 1918, sobre el mismo armisticio. KODTO la - Liga >\c tftfl na

ciones » \ sobre diversos tratados.
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Boletín del Oolégio de abogado» de Madrid, año II, números 1 1. 15 j

16; aso III, números 17 y 18.

Estudios, revista mengua] redactada por la Academia literaria del Pla-

ta, tomo XVI, números 95 a 102.

Acción femenina, revista publicada por el Consejo nacional de muje-

res del Uruguay, tomo III, números del año III.

Ideas, números 1, 4, 6, 7, 14, 15, 18, 19 y 20.

"Revista de derecho \j legislación, números 17, 23, 28, 2-1 7, ."»(; 61,

70 91, Venezuela.

¡¿cristo del Circulo de escribanos universitarios, año II, números 3 y 4.

Themis, revista del Centro estudiantes de derecho, número 72.

"Revista de ciencias jurídica* y sociales, año II, números 7 y 8, Madrid.

Robert F. Foeiístek, The Italian factor in the Eace stock of Argen-

tina (El factor italiano en la raza de la República Argentina), 13

páginas, tirada aparte de la American Statistieal Association, junio

de .1919.

A. C.
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